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Abelló, don Kdnardot eointra el Gobierno de la Nación 
pt*r cobro de f : sobre perenctón de instancia .. 4¿«> 

Achával Rodríguez. Domingo, ¡en autos con Josefina 
l*ujol Vcdoya de Achával Kodriguez, por divorcio; 
seibre corrección (lisci|ilinaria . Recurso de hecho. . . 243 

Agüero, don Narciso, en autos con. ta sucesión de don 
Manuel Kocca; sobre cobro ejecutivo de pesos. Re- 
curso de hecho 240 

Agnirre Manuel J.. i su sucesión \ : sobre protocoli- 
zación ji) 

Andrade. don Mart miaño ( su sucesión ), en autos con 
el fin neo de la Provineiade Buenos Aires ; sobre toma 
de posesión de bienes hipotecados , 11H 

Argirrieh. don Juan A. contra el Poder Kjecutivo Nacio- 
nal, sobre cancelación de un gravamen hipotecario . . 334 

Astengo, don Knri<pie. contra el Ferrocarril Central Ar- 
gentino. |K'r cobro de |»esos: sobre competencia 123 
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Banco ( (e la Provincia de Buenos Aires contra don .Mar- 
tmiano Andrade f íti sucesión > ; sobre toma de bo¿ 
sion de bienes hipotecados ll8 

Manco de Londres y Brasil contra el Cobienio' Nacional 
sf>bre cobro de pesos * - m 

HiTgara, rerm.n, en el juicio seguido por Ucila Portos 
de Desplats contra Lorenzo Bergara ( su sucesión j, 
por cobro de pesos. Recurso de hecho ' ,< t , 

Biondi, Rafael (su juicio sucesorio i 

BpíHllt, don Federico, contra don Xenón Calderón de la ' 
Barca y ranero; sobre robn, de afirmados. Contienda 
de competencia ^ 

«unge, don Krocsto A., y % Bor». sobre /kslinde. menVu- 
ra y amojonamiento de un campo de la Provincia de 
Salla 

Murrueco .Mansilla. Rodolfo, en la cansa que por el delito 
de bitrto se le sigue ante los Tribunales Militares de 'a 
Nación. Recurso de hecho ....... 

Ilurrueco Mansilía. Rodolfo, en la causa fjUC se le sigue 
ante los Tribunales Militares de la Nació», por hurlo. 
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c 

CalK.t, Federico J., eí. autos con Dominga GulíetJ de Itu- 
rrasjv. jior cobro de |>csos.: sobre competencia ¿87 

Caklen.n de la Barca y Peñero, don Zenón. en autos am 
Federico lloiííat; sobre cubro de afirmados. Cumien- 
da r|e competencia 

C |arbonell Laprida. Pedro, criminar. c<mtra. |H>r homicidio ¡24 

ímoM y Cía., don José, en autos con el Fisco Nacional 
sobre c»br.» de |ksos: excepciones de inhabilidad v fal- 
sedad de titula 
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Cordeiro, don Ernesto, contra la Provincia de Santa Fe, 

l»r cobro de pesos ¿ { ia| 

Córdoba, do» Juan B., en autos con don Ricardo ?ínchez 
Bustamantc por recottocin liento de finna; sobre exone- 
ración de impuesto y multa establecido por la ley de pa- 
pel sellado número 4927 ^- 

Casado, don Pedro, y otros, contra La Provincia de Santa 

Fe. por cobro ejecutivo de pesos 37 j 

Curien de Iturraspe. doña Dominga, contra Federico Itu- 
rraspe Cabot. por cobro ejeutico dé pesos : sobre coin- 

petencia , ^ 

Cuiten de Itnrntspc. Dominga, contra Federico J . Cabot. 

por cobro de pesos; sobre competencia 387 

Cttllcn. don Joaquín M., en autos con don Salvador B. 
Reta, por calumnias e injurias. Contienda de compe- 
tencia . , . 
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Defensor de pobres, incapaces y ausentes, contra !a em- 
presa del Ferrocarril Central Argentino, por daños y 
perjuicios, sobre competencia 515 

Defilippi. don Luis, contra la Provincia de Buenos Aires. 
)x>r cobro de pesos 

Dellepiane, Héctor, contra la Provincia de Santa Fe. por * 
cobro ejecutivo de pesos. Excepciones de nulidad por 
violación de las formas del ¡«icio, inbabilidad y false- 
dad de título , jj^g 

I>iaz VV'lc7. don Eugenio, en ñutos con don Demetrio Mu- 
rias, sobre cumplimiento de un contrato. Contienda de 
^1 ti tenelín B »«*4«*piii«ii.. H .. fIÉ « taÉ . BaaBh444(lv4 , 1 

Dodem Hermanos, en autos con los señores Pmaseo y Cía.. 
]>or averías; sobre competencia 41ÍÍ 
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Fmpre>a .kl Puerto del Rosario contra lo., propietarios 
<ic b "Isla del Rspuiillo". sohre ©elación 8> 

lactina liungc, don Knric|uc. tu autos con e! IVparta- 
mento Nacional de ¡HHgione. sobre ejercicio ilegal de 
la medicina. Recurso de hecho ¿ - r 

r 

Ferrocarril Central ár^eiítíqo en auj£t raí don Enripie 
Astenia, por cobíb de pesos; sobre competencia .... i ^ 

Ferrocarril Central Argentino en autos con ta Sociedad 
Uayss y Freitag. sobré cobro ejecutivo cíe pesos. Re- 
curso de liedlo 

Ferrocarril Central Argentino, en autos cotí el Defensor 
-le |K.l.res. incapaces y ausentes, por daños y perjuicios, 
sobre competencia 

Ferrocarril Central Córdoba contra las ( >bras Saiui larias ' ? 
de la Nación, sobre consignación de .mercaderías ^ 

Fisco Nacional, contra don José Cinolln y Cia.. por co- 
bro de pesos: sobre execciones de inhabilidad v false- 
dad de título I4 c> 

Fisco Nacional, contra Pablo Lcstard y otros ; sobre de- 
fraudación \ t 

HSCO Nacional, contra la .Sociedad Anónima "Cereal De- 
posit C»ui|iaiiy". por cobro ejecutivo de pesos 

I'Yesonc. rlon Domingo, en Jos autos promovidos por in- 
sania de don Domingo Fresnne, hij„. Recurso de hedió 341 

G 

Uircia Torre>. don Domingo, en autos con don Salvador 
l.affítte y otros, sobre CoBró de pesos. Recurso de 
,kvho - • - 
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Gobierno Nacional, en unios con Kdmnmlo IVixoto, *¿ 

brc cobitp de pesos, daños y |)cr juicios i>> 

Gobierno Nacional, en autos con el Banco de Londres y 

Jirasil. sobre cobro de pesos ; ^ji 

Gobierno Nacional, en autos con don Juan A, Argerich. 

sobre cancelación de un gmvartteíS hipotecario ^4 

Gobierno de ía Nación, etl autos con don Eduardo Abe- 

HOi |h»r cobn * de pesos; snbre perención de instancia 430. 
Gnldj Buffarini. don Armenio, en autos con' don Carlos V. 

Lagos, sobre desalojamiento. Contienda de compe- 

tc " ciíl 30 r 

Giménez. Ricardo, eij autos con la Sociedad Crédito Te- 
rritorial Argentina, por cobro de i»esos. Recurso de 

lieclio . . . , , _ ^ G 

H 

Huesca, don Pedro, isu concurso 1 ; contienda de eouipe- 

2IJO 

■ 

I 

lturraspc Cabul. Federico, en autos con doña Dominga 
Cullen de lturraspc. por cobro ejecutivo de |jcsos; so- 
bre competencia ^ 

lturraspc, don liernardo de. contra la Provincia de Santa 
Fe. por daños y perjuicios. Kecurso de rectificación . 421 



J 

Juez Letrado del Chaco. inu-rpoiiKiido queja contra el 
gobernador, jefe de pílela y director de la» cárcel del 
misino territorio . ¿g» 
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Juez Letrado de Misiones, formula denuncia contra el 
gobernador de dicho territorio 2 \fi 

Juez Letrado de Misiones, interponiendo qtíéja contra el 
gobernador del mismo tertitoríó por haber trasladado a 
la cárcel, pública, siu su autorización, procesados de- 
tenidos en la jefatura de policía ^g^ 

L 

Lagos, don Carlos V.. contra don Arscnio Cmidí Buffari- 
ni, sobre tiesafci jara rento. Contienda de competencia . . ioj 

Lagrosa. don Francisco, contra Pagóla y Cia.. por daños 
y perjuicios; sobre competencia por inhibitoria 261 

" La Inmobiliaria", compañía de seguras. Pago por con- 
signación de indemnización por accidente del trabajo; 
sobre competencia * ^ 

Lerlura. don Adolfo. en autos con Krril. Kraft v otms. 
S0l>re usurpación y falsedad. Recurso de luchó lo ¿ 

Lestard. Pablo, y otro*, eri autos am el Fisco Nacional : 
sobre defraudación jg^ 

López, don Miguel, formula denuncia por defraudación 
de estampillas. Competencia negativa j -f, 

Lujan, don José, contra don Francisco San j urjo. |ior da- 
ños y perjuicios. Contienda de competencia 



M 

Maraini y Compañía, contra ta provincia de Humos Ai- 
res. |jor daños y perjuicios 40 

Marstli. díwi \"icente. en autos con Antonio Prevosti, so- 
bre cobro hipotecario, kceurso ' hecho u 

Mata, don,-, Klena Blanco González de. v el alliacea. en 
l<»s u-Mamcntarios ,le doña Clan» de Castrisiones v Par- 
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hule ele Illanco t ion/alez. sobre partición de bienes. 
Recurso de hecho . 330 

Mattioli, don Adrián, en autos con don Crescendo Cara- 
bajal, \wr cobro de pesos. Recurso de hecho 255 

MendiUiro, Venancio, criminal contra, |*>r injurias: so- 
bre competencia 28*) 

Michclena, Juan A„ contra Gregorio Ch, Saubidet. por 
defraudación. Contienda de competencia 34^ 

Micu. Jorge, criminal contra, por homicidio 415 

Moyano. Jesús, contra la Provincia de Buenos Aires, por 
cobro de pesos 55 

Municipalidad de la Capital, en autos con el Ferrocarril 
Central Argentino, sobre devolución de una suma de 
dinero. Recurso de hecho ....................... 146 

Municipalidad de La Plata en autos con don Juan B. Ba- 
rnttla. «obre escrituración, daños y perjuicios. Re- 
curso de hecho 145 

Muñí/, doña Isabel Frías de. en autos con el Banco Hipo- 
tecario Transatlántico, sobre cohro de pesos. Recurso 
de hecho 248 

Murías, don Demetrio, contra Eugenio Díaz Vele/, sobre 
cumplimiento de un contrato. Contienda de compe- 

tCHOltl B pJ*,llB»llfc*Bll-lfcBB-l*B=B»»lB* **íl-^*tBl«*-* 

N 

Nidia, don Patricio, formula denuncia de falsedad come- 
tida en una escritura púhjica. Competencia negativa 127 

O 

fibras Sanitarias de la Nación, en autos con el Ferroca- 
rril Central Córdoba, sobre consignación de mercade- 
rías 313 
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OConuor $0$ Tomás y otro, en la cai¿*a seguida en su 
contra. ,x>r ejercicio ilegal tic la medicina ; sobre con,- 
petencia 

Olivera. Juan, criminal contra, por hoiítólio' ' ,T> 
íloíí Jgnacio. contra la Provincia de Santiap, del 
Ustero. por cobro de pesos; sobre utilidad del proc¿ 
oimiento c inhabilidad de titulo |0? 

í Huela, don Ignacio, en autos con la í Vov i ncia de' San- 
Hago del listero, sobre rendición de cnentks . 

Oyuela. don Ignacio. e „ am<JS COn h iwjncia de San- 
tiago del listero. s „bre rendición de cuentas. Recurso 
de revisión 
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I'í^la y Cia„ en autos con don Francisco Ugrosa. por 
•latios y iK-rjucios; sobre competencia m inhibi- 
toria 

Pecera, don Carlos y otro, en autos con don (osé Marii- 
fOlí, ]x»r usnrjKieión de patente, liecurso cíe hecho . , , 4 , 

IVixot... d,,n Kdmundo, contra el tierno Nacional, sch 
bre cobro de pesos, daños y perjnicii ts @ , 

Pinaseo y Caí., contra Dorféro Hermanos. p ( > r averías: 
sobre competencia . ^ 

Provincia de de Bueno» Aires, cu autos con Jesús No- 
ymi). p,r u.brn de pesos ._ 

Provincia de Huenos Aires, en amos con don Pedro Ta- 
Laceo, interdicto de mantener la posesión; sobre limii- 
cjacfón 

* [i* 

Provincia f!e Huenos Aires, en autos con don Luis l)éfi- 

Iippi. |*>r cobro de pesos #> ' ^ 

Provincia fie liuenos Aires, en autos eo» la Suciedad 

A. K. Marañu. f*£ ríanos y perjuicio w 
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Provincia de Córdoba, contra la sucesión de don San- 
tiago Temple. ih»r n ejor derecho: sobre competencia - 50 

Provincia de Salta, contra don Krnesto A. P.uiigc y J. 
líorn. sobre deslinde, mensura y amojonamiento de 11 n 
cani]x> . ¿ÓS 

Provincia de Santa Fe, en aufos con don Alsclmo V illar, 
sobre cobro de pesos 99 

Provincia de Santa Fe, en autos pon don Ernesto Cor- 
deiro. |K»r cobro de pesos 104 

Provincia de Santa Fe. en autos cotí Héctor Dellepiane. 
por cobro ejecutivo de pesos. Ksccpcioncs de nttlídad 
por violación de las formas del juicio, inhabilidad y fal- 
sedad de título 358 

Provincia de Santa Fe. en autos con don Bernardo de 
de Iturrasite, por daños y perjuicios. Recurso de rec- 
tificación 421 

Provincia de Santa Fe. en autos con don Pedro Casado 
}■ otros, por cobro ejecutivo de |>esos 373 

Provincia fie Santiago del F,stero, en autos con don Igna- 
cio Oyucla. |Mir cobro de i>csos: sobre nulidad del pro- 
cedimiento é inhabilidad de titulo '07 

Provincia de Santiago del F.slero, contra don Igna- 
cio Oyucla. sobre rendición rte cuentas 11 1 

Provincia di* Santiago del Estero, contra don Igna- 
cio (Huela, sobre rendición, di; cuentas. Recurso ele 
revisión 240 

R 

kaftetto, Angel, y otro, crimina] contra. |>or hurto; so- 
bre coui|»ctencia - 250 

Reta, don Salvador 11.. contra don joarpiin M. C11IK11. pof 
calumnias e injurias. Contienda de competencia 375 

Rojo. Kuritjne. 1 su concurso!; sobre competencia .... óo 
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&Pm K..stamante. (ibü Ricardo, y otro, en autos coi, 
gon Juan M. Cónhfci. sobre rwoeimienta de firma 
Recurso de hecho 

Sánchez Hnstamante, don 'y oiros' ' comra *.io* ^ 
Juan H, Córdoba, |)or reconocimiento de tirina ■ sobre 
exoneración de impuesto y umita establecido iwr Ja lev 
dé papel sellado número 41,27 ' - 8 _ 

Sanjurjo, don Femando, en auto* eo„ don José* Luján * 
por .lanas y perjuicios. Contienda de competencia . í70 

San Miguel. Daniel y Adolfo, contra la Sociedad de Cré- 
dito lerritorral de Santa Fe. sobre reivindicación .... * 

Saubnlct. Gregorio Oí., en autos con Juan A. Miehele- 

(le competencia W : 

beapu*».. do„ Adolfo Aniéric* en autos con doña Caro- 
(nía Dellaeasa. sohre alimentos y litisexpensas. Recur- 
so de hecho ... 

Silva D Herltill, Mario, en autos con la Sociedad Crédi- 
to Territorial Argentino; sobre cobro ejecutivo de pe- 
sos. Contienda de competencia ¿„ 

$mkm anónima "Cereal Deposit Companv" é.V autos 
con el Fisco Xacional. , Ml r eohr ejecutivo de [>esos i . 

Sc^tedad Crédito Territorial Amedicano. contra don Fe- 
rfcncn Dlsh.-msen. |*>r cobro fie pesos. Contienda 
de competencia ^ 

Sociedad Crédito Territorial Argentino contra Mario Sil- * * 
va D'I h rhill ; sobre cobro ejecutivo de pesos. Contien- 
da dé competencia 

Soca-dad de Crédito Territorial de Santa Fe. en antos 
con San Miguel. Daniel y Adolfo, sobre reivindicación. 
Slanoevich. Miguel, en autos centra Ramón Fine sobre 
daños y perjuicios. Recurso dé hecho 22 r t 
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T 

Tabaccq, don Pedro, contra la Provincia de Buenos Aires, 
inlerdicto de mantener la posesicn; sobre liquidación . 117 

Temple. Santiago (su sucesión 1, en Hitos con la Pro- 
vincia de Cófdolia. |>or mejor derecho; sobre coni}*» 
^ncia , 

ToehcUi, Juan, criminal, contra; |mr homicidio 130 



\ Yuqui-a. Francisco, criminal contra, ¡xir lioinicidió .... 33 
Villar, don Anselmo, contra la Provincia de Santa Fe, 
sobre cnlm» de pesos 



99 



Wierny Mendel, interponiendo recurso de ¡wbeas corpus. 
Hecurso.de hecho , 356 



Zarracan. don Arístides, en autos con don Kduard o Zim- 
merman. por cumpiimientfo de contrajo. Contienda 
de competencia - io o 

Zñumcrmati, don Kdüardo, contra don Arístides Zarra- 
can. |K»r cumplimiento de contrato. Contienda de coin- 
tcncia . , . líío 
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Acción de deslinde, mensuro y amojonamiento. — Es pro- 
cedente la oposición a «na acción de deslinde, mensura 
y amojonamiento, basada en que el título en que se funda 
el fkrecho del solicitante es falso, si se comprueba esa 
falsedad, toda vez que dicha acción requiere como ante- 
cedentes indispensables, títulos auténticos que acreedi- 
ten el dominio (artículo 610. Código de Procedimientos 
de la Capital), y no puede calificarse de título, en el con- 
cepto jurídico a un conjunto de antecedentes falsos que si 
bien tienen a|iariencia de tal. son ineficaces j»ara fundar 
derechos y obligaciones. Pág. 268, 

AHmceas consulares. — Véase "Intervención consular". 

Apelación ordinaria. — Es sentencia definitiva a los fines del 
recurso ordinario de apelación autorizado por el el ar- 
ticulo .V de la ley 4055 una resolución de una Cámara 
Federal que dispone se suspcmla la decisión de la causa 
hasta que recaiga sentencia firme en un juicio criminal 
criminal iniciado por denuncia de la parte actora, sobre 
robo o substracción de la mercadería cuyo cobro se per- 
sigue. l*ag, 292. 
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CALLOS DE LA COtTE SUPREMA 

Apelación ordinaria. - Para la procedencia del recurso ardí- 
nano fie apelación que autoriza. e| artículo inciso 2.' 
. ríe la ley 4055, debe tenerse en cuenta el número de |k> 
í cinco mil) y no la clase de moneda: en consecuen- 
cia, no procede tratándose del cabro de dos mil ocho- 
cientos veintisiete pesos con cuarenta y cinco centavos oro 
sellado. Pag. j6R. 



Cesionario de municipalidad. — Véase "Jurisdicción" 
Competencia. — Véase "Jurisdicción'. 

Confesión, — í,a confesión calificada no es indivisible cuan- 
tío las constancias de autos desautorizan la calificación 
y cuando de las circunstancias del hecho que resultan del 
proceso, surgen presunciones graves que autoricen a di- 
vidirla. Pág. 33. 

Confesión. — La confesión de un procesado solo puede con- 
siderarse indivisible cuando ella constituye el único ele- 
mentó <k prueba de la existencia de mí hecho que sin 
ella habría quedado desconocido; pero cuando el delito 
es conocido |*»r otro modo que ,ior la confesión, ésta 
puede dividirse y la excepción alegada por el atitor de 
él tiene que probarse. Ppg. 424. 
Contienda de competencia, — l>eclarada improcedente por uno 
de los jueces la contienda de competencia deducida aniu- 
el mismo y ordenado qué Se haga salwr ¿SU al otro juez, 
a fin de que lleve adelante los procedimientos desaparece 
la contienda de competencia y con ello la pmililc inter- 
vención de la Corte Suprema, a los términos de la ley 
#55> Páp. 60. 
Contiendas de competencia. — Para jíoder gestionar la cotn- 
IK'trneia o incompetencia de tribunal determinado, por 
alguna de las vías autorizadas por el artíetiro 45 de la 
ley 50. es necesario ser actor o demandad. 1 en el jui- 
ció respectivo, Pá*. ¿O*;. 
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Contratos (su fuerza de ley). — Aceptadas ]»r el deudor en 
e| contrato respectivo las cláusulas <!e ta carta orgánica 
de la sección hipotecaria del Banco de la Provincia de 
Buenos Aires, en virtud de las cuales éste puede vender 
y dar posesión directamente a los compradores, del in- 
mueble hipotecado, ese convenio tiene ipara aquél la 
fuerza de ley {artículo 1.197 Código Civil). Pág. 118. 

Corte Suprema. — La Corte Suprema no puede rever una 
decisión de la Suprema Corte de la provincia de Bue- 
nos Aires que al declarar la improcedencia de un re- 
curso de inconstitucionalidad deducido para ante ella, s¿ 
circunscribe a determinar el alcance de la jurisdicción que 
te ha sido atribuida por la Constitución de Ja provincia. 
Pag. TV- 

Costas. — La condenación en costas se refiere a las procesa" 
les y no a las personales o costos, como ser, los gastos 
f|ue hacen las partes en viajes, indemnizaciones a tes- 
tigos y otros extraordinarios que no pertenecen a las 
diligencias indispensables a todo los pleitos; y es de in- 
terpretación restrictiva (en el caso se trataba de gastos 
* de estada, citación de testigos ). Pag. 117. 

Cumplimiento de fas sentencias. — A los jueces corresponde 
hacer cumplir sus propias resoluciones. Pág, 2$6¿ 

D 

Daños y perjuicios. — Los perjuicios que nn militar coloca- 
do en situación de retiro de conformidad a la ley de 
la materia, pretenda haber sufrido por los ascensos a 
otros grados que habría podido obtener si no hubiera 
sillo dado de baja, son de carácter hipotético, pues talca . 
ascensos los habría obtenido ti no según lo hubiera es- 
timado procedente el Poder líjecutivo. y no serían tam- 
poco tas utilidades inciertas que no constituyen dere- 
chos adquiridos las que la ley podría mandar abonar en 
su caso. Pág. fia. 
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&«üos y ^ _ Tratándose fk . fraudes ^ la ^ 
d jfc cntravenei..,,^ a Jas ...dcanzas & «ana, 
no es ,fc anhcacion ln dispuesto por el micujo 43 dfel 
CíHhgn Civil: ni consecuencia las suciedades anónima, 
1'Ueden ser condenadas ,H, r hccht« de sus empleado, o 
ad.mmsira.lnn* a las penas pWWM* qm í* Íí¿¿ 
iacioti aduanera establece, l»ág. ,1*3. 

í*»¿ v ^«inW. - Tratándose de oblaciones de dar su- 
'"■'•s .le dmern pnr obras hechas en virtud (Je un en,,- 
trato, debe entenderse regido el caso en cuanto a lo, 
efectos de ía mora, pnr fo dispuesto en el articulo tez 
m ®m, y s& procede a fag, de daños v per- 

juicios Cl pago de intereses, y no ] 0S perjuicios cuier- 

gmtes de suspensión de mm eontmtm, de di<mimi- 
non de crédit,, en I,,, lí;i „, us , diferencia de cotí^v 
con d e empréstitos, ríe I, paralización de todo trabajo 
y de la falta de devolución <le garantía. míe quedó de- 
bu.i.vameme solucionada al hacerse la liquidación total 
<lc la deuda. I'á ff . 404. 

cío que solo exige que el litigante sea oído. „o depen- 
de del número de instancias que las leves procésale* 
establezcan según la naturaleza de las causas p- ls , r , 
tytftm m - Vém -Recurso extraonnario". 

mimmm a la muta de admma. - Véase infracción 
aduanera". 

n^rtanunto Xaeitmal de ¡rujien? (su ley de creación), - 
U lev creando el Departamento Nacional de Hi- 

grenc. ha sido dictada para extender su imperio a todos 
los territorios a que abarca el poder riel Cnngrcsq de 
ejercer una Legislación exclusiva con arreglo a los in- 
cisos 14 y 27. artículM 6; de la Constitución. IVig j^i 

látalo ¡amiento ( juicios de). — Véase "Jurisdicción". ' 

mtínm - \éa.e "Acción «U- deslinde, mensura v amojo- 
namiento". 
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Documentos indubitados, -» Debe considerarse indubitadas a 
lo» efectos de los artículos 167, 168 >■ en el concepto del 
jínj, inciso i." rk* ta ley número 50. tas firmas conte- 
nidas en documentos públicos requeridos a goleemos ex- 
tranjeros |ktr intermedio del representante argentino, 
autenticados en forma, remitidos al tribunal por ta vía 
oficial y contra los que no se han concretad" taclia al- 
guna. Pag. 268. 

Domicilio. — Ante la declaración del concurso hecha por in- 
termedio de su representante al solicitar ta apertura del 
concurso, de ser vecino de determinado lugar, y ta ma- 
nifestación de bienes «le la que se desprende que allí 
tenia el asiento principal de sus negocios, no luista pa- 
ra establecer que el domicilio de aquél se hallaba en otra 
parte. la circunstancia de haberse . dicho domiciliado en 
ésta al otorgar iin |xjder. si en instrumentos análogos 
de fecha anterior y posterior a éste indicó ser accidental 
ese domicilio. Pág. 2*j) t 

Domicilio especiai — La estipulación de un domicilio espe- 
cial pura el cumplimiento de las obligaciones en un caso 
en que sólo se acepta la jurisdicción \>ur razón del te- 
rritorio (artículo t02. Código Civil) sin perjuicio del 
fuero íVíkral según corresponda, no importa estipular 
que la ejecución de las obligaciones será llevada al co- 
nocimiento (le determinados tribunales. Pág. 387. 



r 

Falsedad de título ejecutivo. — La exeeinrión de falsedad qiu* 
la ley autoriza en el juicio ejecutivo soto se refiere a 
la autencídad del titulo mismo, % t,a< 1a naturaleza su- 
maria de dicho juicio, no pueden introducirse en él de- 
fensas de fondo que afecten a la causa de ta obligación, 
y que, por ln tanto, sean de lato conocimiento. Pág, 358. 

Fuero federal. — La constitución de domicilio especial hecha 
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en mt emirato para el cumplimiento de las obligacio- 
nes en el estipuladas no importa una renuncia al fuero 
mm* pueda corresjiomler a alguna «te las parte? 
por razón de la distinta vecindad. Fág \Sy 
fueros personales. - La abolición de los fueros personales 
importa que la condición de la persona no puede ser 
tenida en cuenta, en general, como elemento capaz de 
determinar nn fuero de excepción cuando el hecho en 
m mismo fuese del condimento de la jurisdicción co- 
mun: pero la Constitución no ha suprimido los fueros 
reales „ de causa, esto es, los que se basan en la natu- 
raleza, lugar y ocasión fie los actos que sirven de fon- 
tomento a los respectivos juicios. Pág. 



Garantía constitucional. - \Yuse "Igualdad ante la lev" 
Gúmnffa constitucional. _ Véase -Recurso extraordinario" 
Garantió, constitucional. — Véase "Jueces naturales". 
Castos a cartjo del lacatana de sen-icios. — Véase "Rendición 
de enemas". 

Gestiones adminitrativas. - Las tramitaciones administrad 
vas no pueden tener el alcance de un reconocimiento 
en el concepto del articulo del Código Civil, y el 

reconocimiento tácito de las obligaciones sobre que dis- 
l>one el artículo 721 del mismo Código, no puede re- 
sultar del pago hecho a terceros y en virtud de obliga- 
ciones distintas aunque deriven de trabajos análogos 
55- 

Gestiones administrativas. — Véase "Prescripción", 



! 



Haberes militares. ~ É militar declarado cu situación de 
retiro de conformidad a la ley de la materia, que ha- 
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filtrante su retiro sor vicios en su ca- 
en reparticiones militares, percibió los 
***** correspondiente a su grado, carece de derecho 
f*"* ««ir tfin.* se le abone» nuevamente esos mismos 
haberes fundado en míe los servicios que prestó en las 
expresa^-» reparticiones tuviemn el carácter de civi- 
les. I'Sg. *«. 

— Es justa la sentencia que condena a la pena tk- 
't** T >" años y medio de presidio y accesorias lega* 
&rs al autor de un homicidio }ier|>etra<lo con la circuns- 

ile eliriedad parcial y la agravante del 
3$j articulo 84 del Código Penal. Pág. 33. 
fe — Es fusta una sentencia que impone ta pena de 
>■ :inv- am«s de presidio al autor de un domicidin |»er- 
ron la circunstancia atenuante de ebriedad jw»r- 

— Es justa la sentencia míe condena a la pena 
y siete años y medio de presidio y accesorios le- 
al autor de un homicidio simple. Pág. 415. 

— X*» habiendo sido u| K-lada por el ministerio 
corresponde continuar una sentencia uue conde- 
na a b pena de diez años y medio de presidio al autor 
4e rm h> «incidió perpetrado sin circunstancias atenuan- 
tes ni agravantes. Pág. 424. 

— Es justa la sentencia míe comí un a a la pena 
•6r catorce aiW>s de presidio al autor de un homicidio 
perpetrad» sin otra circunstancia atenuante que la de 

■"■n-L-.d. pena ipie deberá cumplirse en peinentencia- 
dnre ola. Pá^. 14.*. 



I 

i^£#i *aíc la fcx. — El principio de igualdad que consa- 
gra cí articulo \U de la Constitución Xacional, no e> 
< r ± Cía *pie el derecho a que no se establezcan excep- 
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ciones o privilegios que excluya» a unos de lo que <o 
concede a otros en iguales circunstancias, al que no e* 
repugnante el Código de Justicia Militar al castigar el 
delito de hurto con una pena mayor que la establecida 
I>ara este en el Código Penal. Pág. ¿Ko. 

M$üe$Q de sello. - U. exoneración de impuesto de sello 
acordada por el artículo 14 de la ley 4.02;. no com- 
prende a la renovación otorgada y «miada en la Capital 
Federal. <J C un contrato de sociedad y arrendamiento t\¿ 
bienes situados en la provincia de Buenos Aires, celebra- 
do en la misma. Pág, ¿85. 

tnconstitneiouatidad del Código de JttstkUt Militar. — Ei 
Código de Justicia Militar ha sido dictado por el Con- 
greso en ejercicio de facultades constitucionales explí- 
citas, y e» tal virtud ba jiodirio sustituir penas, deler- 
minar la fecha desde la cuál comenzaran a correr v ex- 
ceptuar del l»eneficío de ábtího de la prisión preventiva, 
entre fUros. a los condenados por luirlo. \ Esto último 
el caso de autos 1. Pág, ¿Ro. 

Infracción aduanera. — hecho de que mercaderías embar- 
cadas con todas las formalidades aduaneras en puerto 
argentino como de tránsito con destino a otro extran- 
jero, no hayan llegarlo o sido desembarcadas en ésto, no 
nnstitnye en si mismo una infracción fie carácter de- 
lictuoso, mientras no se justifique que esas mercade- 
rías hayan sido intrVKjueidas a un puerto argentino. 
Página ifij. 

Inhabilidad de titulo. — |¿ exección de inhabilidad de ti- 
tulo debe resultar del titulo mismo, y por lo tanto, es 
improcedente la qUe se basa, no en defectos extrínse- 
cos de aquél, sino en hechos y causas extrañas a éste. 
i l\n el caso, tratándose de un laudo a r hit ral, la fonin 
y modo de imputar el pago, según determinada ley pro- 
vincial, fie los servicias que fueron materia del arbi- 
traje). Pág. 107. 
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inhabilidad de titulo. — U excepción de inhabilidad de ti- 
tul.» debe fundarse en que el instrumento res]>ecttvo no 
es de los previstos e n los artículos 248 y 249 ( | c J ey 
número 50, y son inadmisibles, en el carácter de tal, 
defensas de fondo, como fe del caso (omisión ele bis 
trámites de la íey de contabilidad y falta de eompru- 
Iwicrón del cargo), que.no se refieren al título con que se 
ejecuta, sino que afectan a la cansa misma de la ohli 
gañón. Pag. 149. 

Inhabilidad de titulo. — I. a exección de inhabilidad de ti- 
tulo debe fundarse en que el instrumento -respectivo no 
es de los previstos en tos artículos 248 v 24.J de la lev 
5o. Pág. 358. 

Inscripción en registros públicos. — La inscripción en los Re- 
gistros Públicos, si bien pueden determinar una presun- 
ción de legitimidad fiel titulo, no le da la validez intrín- 
seca que pueda faltarle, pues que si aquélla importara 
un pronunciamiento en tal sentido, se batiría investido 
con facultades judiciales a oficinas administrativas. 
Ingina 368. 

Interrupción de la prescripción. — Véase "Prcscr¡|>ción'\ 
intervención consular. — Para excluir la intervención de Jos 
cónsules extranjeros en las sucesiones ab mtcstato, no 
es indispensable que sean legítimos las descendientes o 
ascendientes públicamente reconocidos y residentes en 
é país. La notoriedad que exige el articulo 1." de la 
ley número t% como causal excluyeme de esa interven- 
ción, no es la de herederos sino la de ciudadano ar- 
gentino, heredero descendiente o ascendiente. Pág. 347. 
islas. — Las islas formadas o que se formen en los ríos in- 
teriores navegables que atraviesan las provincias no 
son de propiedad de la Nación, sino de éstas. Kn con- 
• secuencia, estando afectada la isla del "líspinillo" por 
Irs «.bras del Puerto del Rosario, corresponde que ella 
«ra expropiada. IVig. 82. 
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fmm atúrales. - Kl precito (Je la garantía acordada pe* 
el artículo iS de la e,>nst¡tueión $adonal 'Le «« mt 
juzgados ¡N .r comisiones esleíales o sacados do los jueces 
^esignádba |»*r la ley antes del hecho de la cansa, ha 
sido el de pros^riir las lm-s c.r /Wr y tos juicios 
pqr comisiones nombradas especialmente para el caso. 
Página 146. 

Jnrtsdnnon. — cesionario cíe una municipalidad puede re- 
nunciar 'al privilegio o franquicia que los articulas jo; 
y 105 de ta Constitución acuerdan a los listados v mu- 
nicipios de demandar ante la justicia ordinaria el eoftro 
de sus impuestos, y ocurrir para ello ante los tribu na- 
les federales cuando éstos fueran competentes por ra* 
zóu de las personas. Pág. 

Jtirisdurum, — Corresponde al Juez del Crimen de ta Platn 
el conocimiento de nii delito de falsedad qne se dice co- 
metido en una escritura pública extendida en dicha ciu- 
dad p., r un escribano d c la misma, afectando bienes si- 
tuados en jurisdicción de la provincia de huenos Aires. 
Página «J7- 

/«njrfiVciVí». — Corresponde a la justicia nacional el cono- 
cimiento de un juicio por defraudación de estampillas 
establecidas jair la ley de papel sellado número 40J7. 
que se dice cometido |w empleados de un Juzgado de 
Paz de la Capital. \ Se trataría de la violación de una 
ley de carácter nacional, cual es la del |K»]»el sellado, en 
aspittoa que correspondan al fuero nacional*. Pag 1 56. 

Jurisdháoti. — Corresponde al juez del domicilio del deman- 
dado el conocimiento de un juicio ttor cumplimiento de 
contrato, si no se ilmiuestra que fuera otro el lugar 
convenido explícita implícitamente por las |*arte*. 
Página (57. 

JiirhJhxithi. -i Al juez riel lugar donde se efectuaron los 
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trabajos y operaciones convenidas, corresponde el cono- 
cimicnto mt ta demanda por cumplimiento de Ipa nhl ¡Ra- 
ciones contraídas, Fág. lío. 

Jurisdicción. — U disposición de) articula 4- del Código de 
IWediinientos.de la Capital, aplicable a lo federal, cede 
ante el convenir» de las partes determinando él lugar y 
jueces que lian de conocer en el cumplimiento de las obli- 
gaciones contraídas, con prescindencia de la naturaleza 
de las acciones, reales o personales a eme dé origen el 
co n ven 10 . I p ág . 2 23 . 

Jurisdicción. — De conformidad a la jurisprudencia de que el 
juicio universal de concurso de acreedores atrae a si to- 
das las acciones judiciales contra el concurso y sus bie- 
nes, corresponde a) juez del concurso e¡ conocimiento de 
una demanda por cobro de afirmados construidos en 
lugar sometido a la jurisdicción de otro juez. B%* 228. 

Jurisdicción. — A|>arectendo prima facie que los acusados 
multados por ejercicio ilegal de la medicina se hallan esta- 
blecidos en la Capitaj Federal y han ejercido en ella 
actos relativos a su profesión, corresponde al tribunal 
creado por la lev de la materia. ttüraeto 282*) conocer 
de un rcii.vo de ar. elución ¡nterpiu^ti contra tina reso- 
lución del Consejo Nacional de Higcue. aún cuando aqué- 
llos hubieran ejercido también actos de esa naturales 
en el puerto n fuera de la Capital. Pág.232. 

Jurisdicción. — La isla "El l>orao" situada en las tierras del 
Delta del Paraná, está comprendida entre los lugares que 
el articulo 3.", inciso 2." de la ley 48 designa bajo la deno- 
minación genérica de "islas", y por lo tanto, corresponde 
a la justicia nacional el conocimiento fie un delito conie- 
lido en ella. Pág. 250. 

Jurisdicción. ~ ffl articulo 1." de la ley 427, comprende m> 
(un sólo las causas ¡x>r cobro de cantidad determinada 
de pesos, sino también las <|tie se refieran a otros objetos 
a condicipñ de que el valor de éstos üíi esceda de la can- 
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tidad excluida del conocimiento de los jueces de sección ■ 
y nada autoriza, dada la generalidad de sus términos 
a cxclttjr de sn aplicación, los juicios de desahucio 

t,a rinjiortancia de los juicios de desalo jamiuet o a lo, 
efectos de la jurisdicción, se determinan por el monto 
M aiuuder mensual y no por el valor de la cosa alquila- 
ba, hn consecuencia. oorresjKHidc a la justicia de jia* de 
la capital, de acuerdo co n el articulo i.» de la lev 027 y 
el i.i. inciso ,\r do la aft». una demanda entablada fwr 
un argentino contra un extranjero por desalojamiento de 
«na casa cuyo alquiler mensual se contrató en ciento cin- 
cuenta pesos moneda nacional. Pág. jor. 
Jurisdicción. - |, a fcy nuniem í}fm %nh ; c 4^^^ 

por accidentes del tmMm no es una lev especial de apti- 
eion pnvativa. a los efectos de la jurisdicción federal, sitro 
mía ley de carácter nacional, es decir. para toda la re- 
publicíi catñó modificatoria o ampliatoria del Código 
Civil; |«ir lo «pe no corresponde, raticne imitrri<c. a 
a la justicia federal el conocimiento de una causa ¡K>r 
cobro ríe indemnización, en que se trate de la aplicación 
de la expresada ley. V;\ K , 315. 
Jurisdicción. — Al jiics del tuja* cu donde ocurrieron los lu- 
chos (| ue .se denuncian como delictuosos. corres|*>ude el 
conocimiento de !a causa. Pág. 345, 
Jurisdicción. *- Ks juez eonq>etciite para conocer do una ac- 
ción tendiente a obtener el resarcimiento de daños y per- 
juicios que se dicen ocasionados |x»r una querella crimi- 
nal el juez que entendió en ésta. Pág. 3*0, 
Jurisdicción. — Risada una acción p0jr injurias v calumnia < 
en una publicación hecha en la Capital Federal, corres- 
ponde al juez de ésta el conocimiento dé la querella aún 
cuando el querellante alegue que «Jad.» su contenido 
teuf otros cusas, párrafos de escritos presentad* * ante 
los tribunales de Mendoza 1 la publicación estaba desti- 
nada, notoriamente, a producir sus efectos en ,oira par- 
te, (en Mendoza). Pág. ¿75. 
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Jurisdicción. — La estipulación consignada en una póliza de 
íleiamento en virtud de la cual "tratándose de mercade- 
rías expedidas desde los puertos del Mediterráneo, las 
autoridades judiciales de (lénova. serán las sotas coj¿ 
pétenles, con exclusión de cualquier oirá ]>ara juzgar las 
contiendas que pudieran surgir", no es contraría a las 
leyes de la Nación e ¡ni|»orta establecer una prórr<iga de 
los tribuíales del lugar determinado para su juzgamiento 
y pt>r consiguiente, la falta de [a de los tribunales argenti- 
nos ]>ara conocer de una demanda [>or indemnización de 
averias. Pág. 418. 

Jurisdicción. — Véase " Domicilio % 

Jurisdicción, ~ Víase "Fuero Federal". 

Jurisdicción. — Véase "Jurisdicción originaria". 

Jurisdicción orujhmria. — Corresponde al juez de la sucesión 
y no a la Corte Suprema, una demanda solire declaración 
fie vacancia y petición de herencia, deducida por una pro- 
vincia contra varios herederos declarados. Pág. 50. 

Jurisdicción orújimtriú. — Véase " Recurso de revisión". 

L 

Laudo. — Ü11 la interpretación de un laudo debe estarse por el 
sentido que deja resueltas todas las cuestiones sometidas 
al juicio de los arbitros y 110 |*>r aquel que. dejaría a al- 
guna* sin revolser: y aun, en la duda, debe estarse a lo 
más favorable al demandado, que procura en el caso, evi- 
tar un daño y no al que quiere sacar ventajas. 

Un laudo dictado formando tribunal y fi miado por lo- 
dos, prueba su parecer conforme con las conclusiones, 
del fallo, y termina la cuestión reglando, según dichas 
conclusiones, los derechos ríe las partes. 

Kl laudo consentido y ejecutoriado no puede ser ob- 
servado, y lu pretensión de aumentar ta partida que se 
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declaró liquidación definitiva, inqíorta cti realidad oh- 
servarlo, lo que no es admisible, Pag. 39a. 

/^■fnw de tesorería. — Una leí ra de tesorería fie la provincia 
de Santa Fe. concehida a la orden, está regida ñor tas 
leyes relativas a las letras de cambio, y su acción se pres- 
crilw por el transcurso de tres años. I'ág. 09, 

Letras de tesorería. — Ijis letras de tesorería de las provin- 
cias, concebidas a la orden están regidas por las leyes 
relativas a las letras de cambio y constituya un títu- 
lo hábil de ejecución a las que no pueden oponérsele las 
causas válidas o nó. de la obligación, ni la infracción 
a las leyes provinciales en la transacción que procedió a 
su otorfiamiento. Pág. 3158, 

Liquidaciones admisiractivas. — Véase "Título ejecutivo". 

i 

iXutidad de condenación. — Seguida una causa contra una em- 
presa, con la intervención y partíeijíación en el juicio, de 
empleados de la misma, no es causa de nulidad de la con- 
denación pronunciada contra aquélla, la circunstancia de 
nq haber sido procesado ni condenado otro de sus em- 
picados cuyos actos delictuosos sirvieron, también, de lia- 
se para la condenación recaída, dado que lio es indispen- 
sable no mediando otras circunstancias, juzgar en un 
soto proceso a fcxlos los presuntos autores de los actos 
imputados para establecer res¡ion$abi1idadcs entra los 
COmprcididos y acusados en la causa. Pág, 163. 

Nulidad (excepción de). — No puede constituir una causal 
de nulidad de los procedimientos de un juicio de apremio 
el hecho de halierse substituido, en el acto de la tralm. 
el bien mandad" embargar por el tribunal, que había sa- 
lido fiel dominio del ejecutado, por otro indicado por el 
representante del ejecutante: máxime si el ejecutado no 
T.taifestó disconformidad con el embargo. Pág. 107. 
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Nulidad de procedimientos. — Las formas cuya omisión cojié 
tituye un defecto que anula el prbee clin lie uto son las que 
importan una garantía j>ara la defensa de los denlos de] 
deudor o del acreedor, y siendo el embargo en el juicio 
ejecutivo, una simple medida de garantía en favor del 
acreedor, su omisión no puede constituir una causal de 
nulidad. I*ag. ,158. 



P 

Papel sellado. — Véase "Impuesto ríe sello". 

Pena (su a;iravaeióu). — U Corte, Suprema no puede modifi- 
car tina pena en el sentido de agravarla cuando no ha 
sitio reclamada ni en primera ni en segunda instancia |>or 
el acusador particular ni por el ministerio fiscal. (Se 
trataría de la pena de multa igual al valor de la merca- 
dería despachada como de tránsito y destinada al consu- 
mo. (Artículo r.oon O, O, de Aduanal. Pág. 

Personas jurídicas. — Véase "Daños y ijerjiik-ios* 1 . 

Prescripción. — Las gestiones administrativas no iiitemim- 
¡jen la prescripción ni son indispensables |>ara traer ante 
la Curte Suprema una demanda contra una provincia. 
Página 55. 

Prescripción. — Una demanda que se desestimó con la de- 
claración de i|iic era inútil continuar los procedimientos 
porque careciendo de. acción el ejecutante para intentar 
la demanda, faltaba la demanda misma, no es de la** 
que interrumpen ta prescripción, y l une se refiere el 
artículo 3986. de ICódigo Civil, Pág. 99. 

Prescripción. — \ai prescripción rn materia aduanera se opera 
por el transcurso de diez años. Pag. 163. 

Prescripción. — Constituida una hipoteca y otorgada una fian- 
za lícrsonal en garantía del cumplimiento de la mis- 
ma obligación principal, es improcedente la excepción de 
prescripción oputsta en ef juicio ordinario de repetición. 
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por el adqttirentc tlcl inmueble hipotecado, fundada cu la 
inacción del acreedor ( el actor > respeto del deudor prin- 
cnpal (artículos 3.997 y 525 del Código Civil r. si ] que 
se ejecutó en el juicio respetivo no fué la lianza perso- 
na' sino la garantía hipotecaria (artículos ¿t>86 y 3087 
dei misino Código > : a lo que puede agregarse, que aún 
en el supuesto é¿ que la materia de la ejecución hubiese 
sídp la fianza ]Jcrsoual. en el caso estaría igualmente itfe 
k-mimptda la prescripción, dado el carácter del acree- 
dor, la hacienda pública. .respecto de la cual el fiador no 
goza del beneficio de excusión de los bienes del deudor, 
f artículos _*.oo,í y ¿.oi¿, inciso 9.* Código Civil t. 
Página 354. 

Prescripción. — Véase "Letras de tesorería ". 

Prorrogación de jurisdicción. — Designado un domicilio espe* 
cial para el cumplimiento de las obligaciones bi(»otecarias, 
conviniéndose i*ara el caso la jurisdicción del mismo, y 
transferido el inmueble hipotecado sin intervención del 
acreedor, en las mismas condiciones del contrato que cele- 
brara el vendedor, es obvio que el comprador aceptó la 
jurisdicción convenida l*ág. 22$. 

Prorrogación de jurisdicción. — El inciso 4." del articluo 12 
de la ley 48. se refiere a casos de prorrogación tácita de 
jurisdicción, lo que 110 excluye que el beneficiario del fue- 
ro lo renuncie por convenciones expresas eon análogos 
efectos. Pág. 255. 

Prorrogación de jurisdicción. — Véase "Jurisdicción". 

Protocolización. — La protocolización es una formalidad que 
no afecta la validez o nulidad intrínseca del instrumento, 
sñio un requisito que da efectos jurídicos a la tradición 
cuando se transfiere el dominio de bienes raíces. Pág. 268. 

R 

Rectificación de error de sentencia. — Corresponde el rechazo 
de un pedido de rectificación, formulado vencido el tér- 
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(nina del artículo 232 de la ley número w. máxime cuan- 
do el pretendido error iu, es de ios previstos jmr los ar- 
tículos 232 y j+í ,te la eitaila ley. Pág, 421. 
Recurso de revisión, - Una sentencia de la Suprema Corte 
de la provincia dq Buenos Aires denegando un recur 
so de revisión, no puede motivar una demanda or^ina. 
na ante la Corte Suprema de I a Nación . 

El recurso de revisión sólo procede ante la Corte Su- 
prema respeto de sentencias pronunciadas por la misma 
en ejercicio de su jurisdicción originaria. Pág. 103. 
Recurso extraordinario, - Cuestionada eti el litigio la inteli- 
gencia de la ley número 1804. aprobatoria del tratado de 
limites entre las provincias de Santiago del listero v San- 
ta Fe. y la de ia ley 44, fie 24 de Agosto de 1863, y 
siendo la resolución recurrida contraría al derecho que 
el apelante fttñdd en los preceptos de dichas leves, pro- 
cede el recurso, extraordinario del articulo 14. ley 48. 

La Corte Suprema no puede madifiear. por la vía del 
recurso extraordinario, los fundamentos de derecho co- 
^ mún en que se base una sentencia dictada por los trie- 
nales comitentes en los conflictos o colisiones entre 
liarticnlares a que se refiere el articulo 3." del tratado de 
limites entre las provincias de Santiago del Estero y San- 
ta Fe, ni decidir sobre cuestiones cotilo las de prescrip- 
ción, modos de adquirir el dominio, posesión, etc., aje- 
nas a dicho recurso. 

Xo ¡Hiede decirse planteada una cuestión emergente 
de la lev número 44. de 26 de Agosto de 1863, cuando 
la validez y efectos atribuidos por la sentencia apelada 
a los documentos observados, lo han sido cu virtud de 
hechos probatorios legalmente establecidos. Pág. 5. 
Recurso extraordinario. — U interpretación y aplicación de le- 
yes procesales no dan lugar al recurso extraordinario del 
artículo 14. ley Pág. fítí¿ 

Recurso extraordinario. — *;i término para interponer el recur- 
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so extraordinario «leí articulo 14, lev 4S. comienza a 
correr desde que se notifica ta respetiva resolución de- 
finitiva, y no se suspende por los recursos que se cuta* 
bien ante otros tribunales locales, sin competencia pan 
admitirlos y sulwtanciartus, según la interpretación que 
éstos don a sus propias leyes procesales. Pág. 70. 

Recurso extraordinario. — No puede ser revisada por esta 
Corte Suprema en el recurso extraordinario del articu- 
lo M* ley 48; una resolución de una Cámara de Apela- 
ción que se limita a declarar improcedente, por aplica- 
ción del artículo 505 del Código de Procedimiento de la 
Capital, una apelación para ella deducida. Pág. 114. 

Recurso extraordinario. — Us Cámaras de Apelación de la 
provincia de Buenos Aires son tribunales de última ins- 
tancia a los fines del recurso extraordinario del artículo 
[4. ley 48. y es procedente el interpuesto contra una sen- 
tencia que resuelve con carácter eje definitivo un inci- 
dente sobre posesión y propiedad en la forma planteada, 
en contra de privilegios invocados y garantidos por la 
Constitución Nacional. Pág. ti8. 

Recurso extraordinario. — Las referencias generales a un tra- 
tado, sin invocar disposición alguna que funde un de- 
recho consagrado en el mismo, no Iwtsta para autorizar 
el recurso extraordinario del articulo 14, ley 48, y ct 
silencio, al respecto, de la sentencia recurrida, no puede 
tomarse como una decisión negativa implícita, cuando se 
trata de un procedimiento suniarisimo con objetos limi- 
tados, como ea el juicio sobre alimentos y .litisexpensas. 
Página ip. 

Recurso rxiraordhuma. — \o procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48. contra una sentencia dic- 
tada en juicio sobre usurpación d? patente, que para des- 
estimar ta acción intentada se funda en conclusiones de 
lucho basadas en la prueba pericial, cuáles son; que la pa- 
tente disentida jio se refiere a "un nuevo producto" a 
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"un nuevo medio*', ni a la "nueva aplicación de medios 
conocidos", conclusiones que no envuelven una cuestión 
áé intcliegeueia de la ley de la materia, Pág. 141, 
Recurso extraordinario. ~ No puede decirse comprendido en 
ninguno de los casos mencionados por el articulo 14 de 
la lev 48 y 6." de la 4 055. el de una resolución que de- 
clara la incompetencia di- la justicia federal, citando in- 
vocado este fuero por la con í raí «irte. el recurrente la im« 
pugnó, resolviéndose de acuerdo con sus pretensiones al 
respecto. 

I«i decisión sobre si la acción de daños y perjuicios 
es una acción accesoria y. t*>r lo tanto, dependiente fie 
la principal i|c escrituración, interesa tan sólo al derecho 
común y no puede motivar el. recurso extraordinario. 
Página 143. 

Recurso extraordinario. — ta ley 3.306 y la 50. que reglamen- 
tan las recusaciones, no afectan propiamente la organiza- 
ción de los tribunales federales y no pueden servir de 
Use al recurso extraordinario, excepto cuando fueren 
violatorias de la Constitución Nacional . 

No teniendo los artículos 2." de la ley 4.055 y 100 
de la Constitución Nacional relación inmediata y direc- 
ta con la facultad de recusar sin causa a los vocales de las 
Cámaras Federales, su invocación no basta para decirse 
planteada una cuestión ente |>ongn en ejercicio la juris- 
ción extraordinaria * le la Corte Suprema. Pág. 140. 
Recurso extraordinario. — La Corte Suprema 110 puede revi- * 
sar en la instancia extraordinaria del artículo 14. ley 48. 
una sentencia fie una Cámara Federal que revoca la de! 
inferior ¡mr no haber sido demostrada la competencia de 
éste y que. interpretando disjxteiciones de carácter pro- 
cesal 110 impugnadas como contrarías a la Constitución 
o leves del Congreso, establece que en el caso la acción 
de daños y perjuicios entablada 110 constituye una inci- 
dencia del juicio a (pie se refiere el recurrente. Pág. 230, 
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Recurso fximardiario, — Puesto en cuestión el Código tle Jus- 
ticia Militar bajo la pretensión tle ser repugnante a una 
cláusula de la Constitución Nacional, procede el recurso 
de) artículo 22 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal, si se lia resuelto implícitamente en contra del de- 
recho <|üe et recurrente fundó en la cláusula constitucio- 
nal. Pág. 234 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordi- 
nario del artículo 14. ley 48. contra una resolución míe 
no hace lugar a la excepción de falta de personería en el 
npwkrado del actor, fundada en disposiciones del Códi- 
go de Comercio, sin que pueda modificar dicho pronun- 
ciamiento la circunstancia, aún en el supuesto de ser exac- 
ta de haberse omitido en el documento habilitante el nom- 
bre y firma del cónsul argentino ante quién se autenticó 
tí poder, dada la declaración del tribunal a tfuo, de tra- 
tarse de un instrumento inscripto en el registro público 
fie comercio. Pag. 238. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso i-xtraordina- 
rio del artículo 14. ley 48. contra una resolución de los 
tribunales ordinarios de la Capital, que fundada en la pro- 
pia jurisprudencia de éstos, en reglas generales de de- 
recho procesal y en disposiciones municipales y leyes pro- 
vinciales, se limita a establecer la ¡ucom| ciencia de los 
mismo para conocer en la ejecución de créditos proceden- 
tes de |hv ¡mentación en una provincia, sin desconocer 
la validez ni eficacia del titulo de la obligación. Pág. ¿40. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14. ley 4*. contra una resolución ipie fun- 
dada en disposiciones de carácter procesal, impone co- 
rretones d ¡seminarias tendientes a garantir el respe- 
ta debido a los magistrados cu el desempeño de sus fun- 
dones. Pág. 243. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraordi- 
nario del articulo 14. ley 48. contra una sentencia que 
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declara inaplicable a| caso, la ley número 0.507, en virtud 
de que "el mutuo, conforme al artictilo 558 «leí Código de 
Comercio, sólo reviste aquel carácter cuando el deudor 
es comerciante y esto 110 se ha probado". (Tal conclu- 
sión tiene como fundamento una cuestión de hecho v de 
interpretación del derecho común, suficientes para sus- 
tentar la sentencia apelada independientemente del al- 
cance c inteligencia que pueda atribuirse a la referida 
leyt. Pag. 248. 

Recurso extraordinario. — Para la procedencia del recurso 
extraordinario del artículo 22 del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal y 14. de la ley 48. no basta la invo- 
cación de garantías constitucionales; se requiere además, 
que éstas estén directá e inmediatamente relacionarlas con 
la cuestión propuesta y resuelta por el tribuna! de cuya 
sentencia se recurre, y que la solución del litigio dependa 
de la interpretación que se dé a la cláusula cuestionada 
de la Constitución o ley especial del Congreso. 

Toda cuestión acerca "de la existencia y alcance de 
una ley" que sirva de fundamento a una decisión, debe 
ser resuelta por los tribunales que conozcan legítima- 
mente del proceso, sin recurso ulterior para ante la Corte 
Suprema, fuera de los casos extraordinarios previsto* 
en el artículo 14 de la ley 48. 6« de la lev 4.055 v ar- 
ticulo 22 del Código de Procedimientos en* lo Criminal. 
( Se invocó la garantía constitucional de que ningún habi- 
tante puede ser obligado a hacer lo que la ley no manda, 
ni privado de lo que ella no prohibe). Pág. 351. 
Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordina- 
rio del artículo 14. ley 48. contra una resolución que de- 
niega el fuero federal, fundada en las consideraciones 
de hecho y de derecho de haber el demandado, extran- 
jero, consentido el fuero ordinario fx.r cláusula expresa 
fiel contrato, y de deber sujetarse a tilo en virtud del 
principio sentado por el artículo 1,197 «leí Código Civil. 
Página 255. 



*80 FALLOS DI LA CORTt SU ni KA 

Recurso extraordinario. — N" u hay pronunciamiento expreso o 
tácito que importe una decisión contraria al derecho fun- 
fjUkrh» en el artículo ¿4 de la ley 4927, de Pape] Sellado, 
a toS efectos del recurso autorizado ñor el arítcnlo 14, lej 
48. en una resolución de una Cámara de Apelaciones de 
(a Capital que se limita a declarar nial concedida una 
apelación («ara ante ella, estimando el punto de hecho re- 
lativo al monto de la multa. Pág. 258. 

Hecnrso extraordinario. — \"n procede el recurso extraordina- 
rio del artículo 14. ley 48, contra una resolución recaída 
en una contienda de competencia por inhibitoria promo- 
vida en actuaciones sobre diligenciainiento de un exhor- 
to de un tribunal extranjero, no haciendo lugar a ella en 
virtud ile lo dispuesto |>ur el Código de Procedimientos 
de ta Capital, cutiré limita las contiendas de competencia 
a las que se susciten tan sólo en los juicios que trami- 
ten ante los tribunales de la república. Tampoco puede 
autorizarlo la invocación del articulo primen» del Tratado 
de Derecho procesal, celebrado en Montevideo, pues él se 
limita a consignar el principio universal de la lex fon. 
qtte no tiene relación con la cuestión planteada. Pág. 2Í14. 

Reenrso extraordinario, — Si bien la Corte Suprema tiene 
facultad jurisdicción»! para decidir sobre la interpreta- 
ción de las garantías que acuerda la Constitución 110 pue- 
de entrar a examinar i>or la vía del recurso extraordina- 
rio cuál sea la pena que cor res [ronde aplicar a un militar 
procesado |*or el delito de hurto, dado que la interpreta- 
ción det Código de Justicia Militar es materia reservada 
a los tribunales re>jH-cttvos en las causas dé au jurisdic- 
ción. Pág 280. 

Recurso extraordinario. — No tiene carácter de sentencia de- 
finitiva a los fines del recurso extraordinario del artículo 
14. ley 48. la resolución de un Superior Tribunal do Jus- 
ticia de provincia que. por aplicación de la constitución 
y leve'* locales, se limita a declarar su incompetencia |>ara 
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conocer de «ná querella por injurias por medio de !;, 
¡ireniía; decisión que por otra parte, la Corte Suprema 
un puede rever en el expresado rceurso. según lo reite- 
radamente resuello. Pág. 289. 

Recurso extraordinario. — \\i proéede oí recurso ixtraordi- 
nario del articulo 14, ley 48, contra una resolución do 
mía Cámara de Apelaciones de la Capital, que. por apli- 
cación de su ley Itval de procedimientos, no 1111 pugnada 
de inconstitucional, se limita a anular lo actuado por el 
interior, en mérito de estimar incompetentes a los tri- 
bunales ordinario!; para conocer en la incidencia judicial 
de que se trata, sin «pie lo haga procedente la circunstancia 
de haberse invocado la ley H.K80 para decir que con arreglo 
a tila el conocimiento del caso correspondía a dichos tri- 
htmalt-s, sin esa iiivi K*aciót j se hizo extemporáneamente 
( En el caso, al interponerse el recurso t. Pág. 313. 

Recurso extraordinario, — La ley número u.f>88. sobre respon- 
sabilidad fhir acctdeiites del trabaja no es una ley espe* 
cial ele aplicación privativa, a los efectos de la jurisdicción 
f federal, sino mía ley de carácter nacional, es decir, para 
toda la República, eomo modificatoria o ampliatoria del Có- 
digo Civil; |M>r lo que no eorresp* >nde. ratiotte mátente, a 
la justicia federal el conocimiento de una causa por cobro 
de indemnización, en que se trate de la aplicación de la ex. 
presada ley. Pág. 325. 

Recurso extraordinaria. — No procede el rceurso extraordi- 
nario del artículo 14. ley 48. contra una decisión l>asa<ía 
exclusivamente cu disposiciones del Código Civil, con 
prescindencia de lo establecido en determinado tratado, 
de acuerdo, •precisamente, con lo pedido por el recurren- 
te. Pág. 330. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del artículo 14. ley 48. contra una resolución denegatoria 
del fuero federal. Pág, 333. 
Recurso extraordinario. — No procede el recurso extraordi- 
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narío .let articulo 14. ley 4S. contra una resolución ba- 
sada en pumos de hecho y de rerecho procesal, bastantes 
para sostenerla, aún cnunch se baya invocado una dispo- 
sición de carácter general, emito es el articulo 48 de la 
nacional de presupuesto. Vüg. 141, 

hWnrx<, cxtraordimmtK — Procede el recurso extraordinario 
del articulo 14. lev 48. contra tina resolución < ( ue deseo- 
ri--ee la exención del impuesto de sellos, fundada en el 
artículo 14, de la lev numero 4.0J7. . 343. 

Recurso tw lrtjnntimirio, — No procede el recurso extraordina- 
rio del articulo 14. U-y 48 y 22. inciso 2;» del Código de 
I'mcedimienii.s en lo Criminal, contra una resolución 
i;tie sin descon (H .'er eticada a las leyes nacionales in vn- 
i-adas y ilaudo a una de éstas una inteligencia que no fue 
cuestinaíla, Itáce lugar a un reeurs. . tfe iiabvas corptts, de- 
clarando (pie de acuerdo con el principio que informa 
el apartado segundu del articul,, <tf4 del Código de Pta- 
ludimientos en lo Criminal, la resrrieción de la libertad 
de la persona detenida rio estaba suficientemente justifi- 
cada. IVtg. ,í5f » . 

kreurso twtnumiuntrw, — l,a exigencia de tirina de letrado 
ti" es, en si misma, susecptible de ini|>os?h¡liiar tliricul- 
lar el goce de la garantía constitucional de la libre fle- 
ten sa en juicio, y 110 puede, jxm* lo tanto, autorizar el re- 
curso extraordinario del articulo 14. ley 48. Pág. ¿64, 

íiécimo extraordinario. — l.a apreciación dé una cláusula de 
escritura .pública respecto a la pr< >r rogación de la juris- 
dicción federal regida por l i disposición del inciso 4.", 
artículo i_\ de ta ley nacional de jurisdicción y cornjpc- 
loucia número 48. no puede estimarse Vonm una cuestión 
de hecho fie aquellas que impidan ser consideradas |x>r 
la Corte Suprema en un recurso extraordinario. Pág. 387, 

A'.yiow,! sxtnitrrdíuarít). — l,a apreciación legal de la cláu- 
sula tle un evnveuio respecto a la prórroga o renuncia 
de la jurisdicción federal regida por la ley especial nú- 
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mcr> 48. «o peáfe estimarse conío simple aplicación de 
ley. s efe derecho cdjwún de aquellas que ¡mpcilirinn ser 
consideradas por la Cork' Suprema en cí recurso extraor- 
dinaria. I'ág. 418. 

g&ettm mmtáihmé. - m Ü m carácter lie definitiva, a los 
imes del recurso previsto en el artículo 3." de la lev 4 . (> ^. 
una resolución de una Cámara Federal declarando no ha- 
bfer h, íí ;,r a "» ludido de perdición efe f a instancia, a di- 
ferencia de aquellas que lo admiten con los efectos deter- 
minados en el articulo 4." He la ley 4,550. 1%, 439. 

mciim extraordinario. — N„ procede el recurso extraordina- 
ria del articulo j 4 , ley 48. contra una sentencia que de- 
clara inaplicable en el cas., la ley especial del Congreso 
número «1.507, eucstinada durante el pleito, por razones 
de hecho y fie interpretación tlel derecho eoniún. como son 
la de que la Mperaeión (( ue unitiva el jnicio no es de ca- 
rácter internacional y la de no haberse prohado la ex- 
cepción de espera. Contra las sentencias de trance v re- 
mate dictadas pnr loas tribunales de la Capital, no pro- 
cede dicho recurso. I'ág. 440. 

RMirfo extraordinario, — Wase "Corte Suprema". 

Kendia/m de atentas. — ka falta de prueba instrumenta! n » 
puede fundar una iuqmgnaeión a una remlieióii de cuen- 
tas tratándole de gasto* en que 110 es costumbre recabar 
reeilios. como los efectuados cu viajes en ferrocarril v es- 
tadas en hoteles. 

(Tastos por trabajos inherentes & servicio ya remu- 
de raflo con el honorario correspondiente, realizados 
# terceros, no, pueden incluirse entre los que deha abmar 
el locatario. IVig. r 1 1 . 

Revisión de senteueia, — Corresponde el rechazo de un re- 
curso de revisión fundado en haber recaído la sentencia 
sobre cosas 110 pedidas por las partes; si el punto obser- 
vado ajpáreec comprendido en el petititm de aquéllas, aun 
cuando la sentencia ío haya resuelto por apreciaciones 
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< üMÍntas. en parte, a las alíenlas por los litigantes. 

IVtgÍHa £jjj£:, 

s 

.Si ntt'ií ¡o. Tr'JjíKld ti pleito |Hir demanda y por respuesta, 
las partes igitcc lan sometidas a la litis contestación y (a 
sentencia <|ébe ser dada ajustándose a ella y eorre¡q>on- 
der a la acción entablada, a la cusa pedida y a las per- 
sonas (pie litigan; ]Hir lo que causa a la parle adora gra- 
vaineii sin retiración |K>sílik- en la tercer instancia y debe 
ser revocada, una resolución que manda sus|»ender el faílo 
de la cansa hasta que recaiga semencia firme en un juicio 
criminal iniciarlo por denuncia de aquélla, sobre robo o 
substracción de la mercadería cuyo valor se demanda, 
í Vigilia *í)2. 

SHpiriittfHtft nrio. — No corresponde a la Corte Suprema den 
tro iK> las facultades di- superintendencia que le confier- 
el artículo it de la ley 4.055. adoptar resolución alguna 
para que se cumplan las dictadas |>or los jueces en ejerci- 
cieio de sus fttuciones: coirespondierido a éstos gestionar 
directamente di- las autoridades respectivas el auxilio que 
considere necesario. Pag. 

SHpi'rintendfKM. - No corresponde a la Corte Suprema, den- 
tro de las facultades de siiftcrintcmlcucia (pie 1c confiere 
el anicnlo ti de la lev 4.055. adoptar resolución alguna 
respecto a la traslación a U cárcel pública por orden del 
1 Hibemador. sin la autorización del juzgada, de los de- 
tenidos en la policía; ni evacuar consultas respecto a re* 
cepción de sumarios. I'ág. 3X3, 

T 

Tercct pUMíedOM. — No puede ser considerado tercer poseedor 
a los efectos de lo establecido en los artículos 3,(63 v 
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£t<S6 del Código Civil, el que jiQr diversas circunstancian, 
(cuino ser, e! haber ceconucído y aceptado- la hipoteca qu< 
gravaba el ínnmcble. al adquirirlo, adquisición realizada 
durante ta ejecución del misino; el haber sido abogado 
del ejecutado en ese juicio), tuvo amplio cotiocúuiento 
de la existencia del gravamen, í'ág. 334. 

fémim — Véase "Recurso extraordinario". 

Titulo ejecutivo. — Ks improcedente la acción ejecutiva fun- 
dada en decretos provinciales acnrdando una inrk-mniza- 
eión de tierras y fijando su precio, sin determinar la fe- 
cha del pago. I*ág. 104. 

Título ejecutivo. — Las liquidaciones emanadas del |>odcr ad- 
ministradnr relacionadas con -el cobro de las rentas de la 
Nación son insimulemos públicos y tienen el mismo va- 
los que las escrituras púMicas mencionadas en el articulo 
24*j. inciso 3." ríe la ley número 50: en cuyas condicio- 
nes se encuentra una resolución de la Contaduría General 
formulada en cargo contra un («rticular por conceptos 
de impuestos a la importación. Pag. v0. 

Titulo ejecutiva. — No es titulo ejecutivo un decreto de un 
gobierno <fe provincia |mr el que se obliga a abonar |w.r 
concepto de indemnización una suma de dinero en títulos 
de renta de deuda interior que se entregaran al acreedor 
cuando las cámaras legislativas autoricen su emisión. Pá- 

Titulo ejecutivo. — Véase "Letras de tesorería". 

Tratado de Tuteas entre Santa Te y Santiatfo del I-stro. — 
La tradición de un campo hecha por la provincia ríe San- 
ta Pe con (josleriarirlad a la fecha del referido tratado, 
importa un desconocimiento de la obligación emergente 
del artíctrlo a£? del mismo, que le impone la de res|wtar 
los derechos legítimamente adquiridos por particulares 
en virtud de enajenaciones de tierras hechas por el go- 
bierno de Santiago «leí Éstcro al Este de la linea limítro- 
fe- PáK*5- 
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l'ohtntad criminal- — Kn la cjcaidún d£ licelms cJasíficiltíoji di* 
<U*Htus, la ley prcstifHine la voluntad crimina! rt no ser 
r|m- ivsitlu' una nrL'síiiicii'm contraria <k las circunstan- 
cias i>articularc5 ik la causa, Viv¿. 4J4. 
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\- . 

Ihmíii v Adolfo San Miguel contra la Saciedad de Crédito 
Territorial de Santa Pe, sobre rehitidicación. 

Sumario : Cuestionada en él lUijpo la inteligencia de la ley nú- 
mero 1804, aprobatoria del tratado de limites entre las 
provincias de Santiago del listero y Santa Fe y la (li- 
la ley 44. de 26 de Agosto de 1863, y siendo la resolu- 
ción recurrida contraría al derecho que el apelante fun- 
dó en los preceptos de dichas leyes, procede el recurso 
extraordinario del articulo 14, ley 48. 

. 2. n La Corte Suprema no puede modificar* por la 
vía del recurso extraordinario, los fundamentos de de- 
recho común en que se base una senteneia dictada por 
los tribunales competentes en tos conflictos o colisiones 
entre iiarticiilares a que se refiere el artículo 3." del. tra- 
tado de límites entre las provincias de Santiago del lis- 
tero y Santa Fe, ni decidir sobre cuestiones como las 
de prescripción, modos de adquirir el dominio, posesión, 
etcétera, ajenas a dicho recurso. " 

3. " La tradición de un campo hecha por la Provin- 
cia de Santa Fe con posterioridad a la fecha del referido 
trata* |o, importa un desconocimiento de la obligación 
emergente del artículo 2." del mismo, que le impone la 
de respetar los derechos legítimamente adquiridos por 
particulares en virtud de enaj naciones de tierras hechas 
l>or el gobierno de Santiago del listero al liste de la lí- 
nea limítrofe. 

4. " No puede decirse planteada una cuestión emer- 
gente de la ley número 44. de 2fo de Agosto de 1863 
cuando la validez y efectos atribuidos por la sentencia 
apelada a los documentos observados, lo han sido en vir- 
tud de hechos probatorios legalmente establéenlos. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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skxti-ncia diíi, }vkz i-i:iii:r.u. 

Sima F4. Aaoito I di 1SN 

Y vistos: Los seguidos por los señores Dame] y Adol- 
fii S:m Miijuel. contra !;i Sociedad de Crédito Territorial y 
Agrícola de S;i uta I'V. sobre reivindicación de un inmueble, 
(íé) que resulta: 

i." pile con fecha 2 de Diciembre de 1905. se presentó 
ante este juzgado el doctor Néstor M. I'ixarro. e invi «cando 
ser a|H)<lirMdit especial de lus señores Daniel y Adolfo San 
Miguel, y exponiendo: One sus inslituyeittes son propietarios 
de la suerte de tierra número I a, denominada ■'Alerta", di- 
señada en el plano que acompañaba y situada sobre la mar- 
gen Sud del Rio Salado en el nepartamento San Cristótai 
de esta provincia, compuesta de once mil doscientas setenta y 
einci. hceláreas. treinta y tres áreas y cincuenta cenliáreas: 
qué lindan por el Norte con el Kio Salado: al liste con don Pe- 
dro San fienne> : al Sud cotí los señores Adolfo Carranza 
y Cía., y al Oeste con los señores últimamente citados y con 
la suerte de tierras de la Colunia "Independencia", como lo 
justificada coii los documentos que acompañaba: que el in- 
inueMe descriptó. correspondía a sus mandantes pi>r hercm 
cia (le su finado padre don Saturnino San Miguel, cuya su- 
cesión se liquidó judicialmente en Salla el año (880. por an- 
te el juzgado a cargo del ductor Pastor Almniada. secretaria 
de don Francisco lí nmero, según constata de las particiones 
verificadas en 1887. reformadas por el laudo nrliitral dicta- 
do por el doctor Domingo < '.nemes: que el título originario 
de la propiedad, deriva de la provincia de Santiago del lis- 
tero, ile quien la adquirió el 1 1 de Noviembre de 1858. don. 
Estanislao Gatlardo. previa denuncia y compra al contado rea- 
lizada ríe conformidad con la ley provincial del 28 de Octu- 
bre de 185(1 \ resolución del Gobierno de la provincia de Oc- 
tubre jo tic rS;S. que en 17 de Noviembre del misino año, el 
comprador riscal, transfirió sus derechos de dominio a don Jo- 
sé Antonio de' la Zerda. quien los t-aspasó al causante de 
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sus insiituyentes el lo *1e Julio de 1859: que acreditan el jns- 
tn título de las ventas enunciadas, los contratos de compra 
y venia citados y que se registran en el cx| «diente de proto- 
colización agregado, comprobándose también, que se verifi- 
caron con las formalidades establecidas ¡H>r las leyes de esa 
época, que autorizaba en el libro 8.". Tit. $0. Fart. J." la 
transferencia del dominio por la entrega de las escrituras e 
instrumentos de adquisición ; que aplicando esta disposición 
legal, el CiotnYrno de la Provincia de Santiago «leí listero, dic- 
tó la resolución de fecha 1 1 de Noviembre de 1858. en la 
que textualmente se dice: que se desapodera de toda voz. ac- 
ción y dominio sobre estos terrenos y los traspasa al compra- 
dor. mandando se entregue original el expediente al interesado 
para sti guarda, hasta que el tiempo le ]>ermita tomar |wse- 
stón, protocolarlo y sacar testimonio debidamente autoriza- 
do". Que la entrega |*ucs, de los instrumentos de adquisición 
recordados, oj>eró sin duda alguna la tradición de la cosa ven- 
dida en manos del comprador, (pie obtuvo asi y desde luego, 
la posesión ctt íV. confirmada el año siguiente 1860 por la po- 
sesión real y efectiva, (pie comporta la mensura administra- v 
tiva. practicada a solicitud de don Saturnino San Miguel, por 
el agrimensor de fronteras, don Juan Híldebrand. a quien 
se comisionó esas diligencias por el decreto dictado en 13 de 
Marzo del misino año; que porterionnentc el año 1874. el 
ingeniero* don Valentín Virasom a solicitud del citado San 
Miguel, ratificó la mensura fie Híldebrand, que en 1889. sus 
mandantes que habían ya heredado esc inmueble, poblado por 
arrendatarios y puestos de hacienda solicitaron su deslinde 
judicial, que practicó el agrimensor ('.tiillermu Keid. cuyas 
diligencias fueron aprobadas sin protesta alguna y protoco 
lizada en el expediente acompañado a la demanda; que com- 
probada la justa causa fie la adquisición, queda justificado 
el justo titulo, cuyo dominio se consolidó en sus manos y 
la de sus calientes, por la loma efectiva de la posesión que 
importan las mensuras recordadas; que la posesión tran- 

1 
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quila y hb inierrumpidü ele don Saturnino San Miguel, paso 
a sus herederos en 1880. y a sus mandantes |x>r la adjudi- 
cación tle hijuelas, en 1H87, que la continuación |n>r si mismos 
3 por medio de arrendatarios hasta [8(14 eu «¡uc el doctor 
I 'indino I.Inmhi-'CatHpItell. valiéndose ele su capataz Pablo 
Arrióla h>s dcs|>ojó violentamente: que los antecedentes de 
ta despnscsión yit denla citada, constan de los autos reívin- 
rlícatorios seguidos contra el doctor Uamhi-Campbell. ante 
el Juzgado» Pedcral de la Capital a cargo det doctor Urdiita- 
rrain. cuyas copias hará solicitar oportunamente fiara cbni- 
pmhar que en el mes de Julio «le 181)4. don Pablo Arrióla, 
en nombre del doctor IJamhi-Camphcll. intimó a los arrenda- 
tarios y pohladi tres de San Miguel desocupasen inmediatamen- 
te el campo, sopeña de expúlsanos por la fuerza, sino lo ve- 
ritícalian en seguida ; que en la negativa de los jiohladores de 
San Miguel c imililidad de s U s actos hostiles contra ellos, los 
hizo citar ante las autoriades del Departamento San Cristó- 
bal cotno intrusos del camp bteitiendo asi. que algunos de 

ellos temiendo sus violencias y la marcialidad de dichas au- 
toridades aliandonarou unos sus posesiones y otros se reco- 
nocicron arrendatarios fiel doctor IJamhi-Camplicll y arro- 
jando a los demás violentamente, destruyéndoles sus habitacio- 
nes; que al tener conochnienio de esos hechos sus mandan- 
Ies, ordenaron a su mayordomo líenjamin S. Zorrilla, recu- 
perase incontinenti la posesión |R-rdida. consiguiendo asi que 
algunos de los ¡mhl adores volvieran a sus puestos, resistién- 
dose otros, por temor a las violencias «le Arrióla, que habia 
prometido arrojarlos por la fuerza si regresaban; que en vista 
de este nuevo atentado, sus mst i inventes recurrieron a ta tus- 
licta. demandando ni doctor Uamlii-Campbell. dictándose sen- 
tencia el de Marzo de 180H, por la que se reconoció los 
derechos de posesión y dominio de los señores San Miguel, 
pero declarándose, que rio procedía la acción contra el de- 
mandado, por halier éste manifestado. <jik» en la ejtoea de la 
iniciación de la demanda, ya un era poseedor ni propietario. 
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pues había transferido su dominio al Banco Territorial y 
Agrícola de Santa Fe. siendo ese fallo confirmado por la Su- 
prema Corte en 7 Noviembre de 1004. Que los señores S;m . 
Miguel, le habían «lado infracciones |>ara demandar al Ban- 
co Territorial y Agrícola de Santa Fe. con domicilio en la 
calle o de Julio esquina San Juan, como possedor actual, por 
reivindicación del inmueble en cuestión, restitución de fru- 
tos y daños y 'perjuicios. Funda la acción deducida en los ar- 
tículos 2758. 2772. 2776. 2777. ¿700. 2433. 2434. 2438. :4.W, 
y siguientes fiel Código Civil; y la competencia del juzgado 
en la diversa vecindad de los litigantes. 

2." Que acreditado el fuero federal, se le citó al de- 
mandado, quien comparece por intermedio de su apoderado 
general don l T lises K. Mossct a fojas i8f> (primer cuerpo) 
quien pidió se citara de eviccióu a tos causantes de su re- 
presentado y se sus]>ciidiera el trámite del juicio mientras se 
practiquen esas diligencia?. ; ipt» practicadas esas diligencias 
y no habiendo comparecido al juicio ninguno de los eviccio- 
nati w se corrió traslado de la demanda deducida al repre- 
sentante de la Sociedad Crédito Territorial y Agrícola de 
Santa Fe. quien la evacuó a fojas 25 y siguientes (II cuer- 
po», puliendo el rechazo de la misma por improcedente, con 
especial iinjiosición de costas pr<*xsales. Furnia ese pedimen- 
to en que de la cx|xjsición de antecedentes que ha Hecho el 
actor en el escrito de demanda, se deduce que los hermanos 
Daniel y Adolfo San Miguel fundan sus derechos a la pro- 
piedad, cuya reivindicación pretenden: 1." en el titulo otor- 
gado a uno de sus causantes |>or la provincia de Santiago del 
listero en el año 1859; 2." en que la posesión real y efec- 
tiva del inmueble de referencia, fué adquirida )Kir varias men- 
suras que los reinvidicantcs y sus antecesores hicieron prac- 
ticar sin protesta alguna por ante los tribunales de Santiago 
del listero, como asimismo con el pueble que de su campo 
hicieron por medio de sus cuidadores de haciendas y arren- 
datarios; 3." en que recién el ano 1804. los capataces del 
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doctor Paulino Uamhi-CaniplwlL interrumpieron la |k>si-síóii 
tranquila de que disfrutaban, desalojando vialentamente á mis 
- pobladores y. 4" cu qíie los derechos de puseskm y dominio 
de! canqto di- referencia, han sid^ declaradas en el juicio se- 
guido |n>r los señores San Miguel contra el doctor Uaiuh ; - 
Camphell. ante el Jii2jva<K> Federal de ta Capital, fallado el 
2¿ de Marzo de ifloK y confirmada su semencia por la Su- 
prema Corte el 7 de Noviembre de HJ04. y contestando a esas 
argumentaciones, dice: Que la Suciedad Crédito Territo- 
rial (|ite representa, es la verdadera y única dueña del inmue- 
ble der ominado "Alerta" situado en el Departamento de San 
Cristóbal, compuesto de 1» superficie y linderos expresados 
en el escrito de demanda y funda su derecho en títulos per- 
pecios Otorgados i>or el dueño y señor de la cosa o sus cau- 
santes y en el dominio adquirido l»or una posesión no inte- 
rrumpida fie más de viente años; une los actores y sus cau- 
santes, jamás poseyeron en forma alguna el inmueble de re- 
ferencia; que la Sociedad de Crédito Territorial y sus an- 
tecesores, lian ocupado el campo mencionado ¡mr el tiempo 
expresado, manteniendo siempre con energía la posesión, sin 
consentir la fiermancni-ia de intrusos en él. ni la realización 
d<¿ actos que importaran el desdijo de sus derecha de pro- 
pietarios: que el fallo pronunciado |Kir el juez doctor L'rdi- 
iiarrain en el juicio seguido contra Unmbí-Campbell. no afee 
ta en nada los derechos de su representado, para quien -re- 
colta, rt's inh'r ulios jittitctíhi, desde el momento que no ha 
intervenido cu él, ni el doctor Uambí-Campiwll obró en su 
representación : que b»s títulos agregados a la demanda, ado- 
lecen ele defectos de forma y fondo, qiu- los vicia de nu- 
lidad contó lo justificará en la estación oportuna; que si se 
aceptara por un momento que los causantes de los señores 
Daniel y Alfonso San Miguel hubieran tenido alguna vez de- 
rÓftíoS a la propiedad materia de la litis, la acción para rei- 
vindicar ha caducado, desde el momento que. se ha o¡>erade 
en favor dé su mandante la prescripción para adquirir, y que 
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en el supuesto de que antecesores de tos demandantes, hu- 
liíirran tenida por sus titulns algún derecho sobre el campo 
-Alerta"*, éstos 110 podrían ejercer rinigttfií! acción, como su- 
cesores a titulo universal, desde que como se decuee de la 
simple lectura de los dtH:niuenl"s aconi panados, no se han 
cumplido las formalidades y re<|ui sitos qíie se exigen por 
nuestras leves, para que puedan promover las acciones que 
dependan de la sucesión, y como párrafo tí nal opone la cx- 
cepción de prescripción fundado en lo qué se dispone en el 
artículo ¿rjijo. del Código Civil. 

3, " Que abierta la causa a prueba se produjeron por el 
representante de los actores fe testimonial, documental, infor- 
mes y pericial, obrantes a fojas 31 y siguientes II cuerpo), 
y p>r el demandado 1n testifical, di>cuiueiita1 y de informes de 
fojas 137 y siguientes del mismo cuerpo de autos y, 

4. " Que ehmsurado el término probatorio y puestos los 
autos en secretaría a dis| *>sición de las partes, éstas alega- 
ron sobre el mérito tic las prolwnzas producidas, sosteniendo 
los derechos «le sus representados, presentando el representan- 
te del actor, el memorial obrante i le fs. 338 a y el del 
demandado el de fs. gSl a 42$, ñamándose li»s :mtos y re- 
puesto míe fué el seltadn, quedó la causa conclusa y en estad' = 
de dictarse la correspondiente sentencia, y 

Considerando: 

I Que tratándose ele una defensa especial, corrió es la 
de prescripción deducida por la parte demandada, correspon- 
de al tribunal antes de entnir al finido del asunto, ocuparse 
tío ella con carácter previo, en ra/óu de que resuelta en sen- 
tido afirmativo, haría innecesario estudiar y resolver cada 
una de las distintas cuestiones que involucran los escritos de 
demanda y contestación, desde que dicha defensa, va enca- 
minada a destruir ta acción y porque pone fin definitivo a! 
pleito. 

II Que la excepción de prcscrii>c¡nu. la funda el de- 
mandado, en la disposición que se contiene en el articulo $pt) 
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del Coligo Civili es decir, éñ que tiene justo titulo y buena 
fe. y más fie veinte años de ]nwesiÓH continua «Id inmueble 
«le la reiviwlieaeión, tienqio más que suficiente |>ara (|iie la 
prescripción adquisitiva se «qierc en su favor. 

NI Que («ira sostener esto el demandado, dice que sn 
posesión principia el año 18R4. f celia «|»e la Provincia «le San 
ta Fe. otorgó escritura de venta a favor del señor Luís Te- 
rrosa, y cu que la presente demanda, fué entablada en el 
mes ilc Diciembre «le tgof k existiendo entre una y otra fecha, 
tiempo más que sobrado para que la prescripción se opere aúr. 
entre ausentes. IX- las constancias de las autos, resulta com- 
probada la ausencia «le la provincia de los actores, pero 110 
asi «le una manera evidente, que la posesión del demanda- 
do, principie el año pues, de la prueba producida más 
bien si* di apremie «pie ella principia e] año i8«>j. fecha en 
que el doctor ljatnbí -Campbell, tomo pnscsmn «k*l inmueble 
por ¡nteriiK-dio de su ajiodcrado o mayordomo; pero, aún «la- 
do que, la posesión «re! Banco, principiara en la época indi- 
cada ([884). tampoco sería suficiente i«ira prescribir con- 
tra los actores, herederos San Miguel, por halwrr sido ésto? 
menores de edad, y recien entraron a la mayoría en los años 
iN«J.í y i8«jí>. respetivamente, y es un principio de derecho 
consagrado por el articulo jtjofi del Código Civil, que el tér- 
mino para prescribir, no corre contra los menores sino cuan- 
do éstos entran a ta mayoría de edad, y desde la fecha, en 
■pie los actores estallan en esa situación legal, hasta el «lia 
de la promoción de la preesnie demanda; rio han transcurrido 
los veinte años de posesión, ipie son necesarios para que la 
prescripción adquisitiva se opere contra los actores y |M>r con- 
siguiente, la excepción de prcserqwión alegada ño se ha ope- 
rado, por lo (pie debe ella ser rechazada. 

[V One en cuento a la otra excepción que se contiene 
eii el escrito de contestación de la demnmla y que de la ex- 
posición de hechos que se hace. dclic considerarse como d* 
falla de acción en los actores para promover este juicio, |*ir 
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no Haberse cumplido con lo dispuesto i>or el articulo 341-1 
del Código Cívit, piies habiendo fallecido el causante de los 
San Miguel» fuera de la provincia donde se hallan los bie- 
nes a reivindicar, han debido los demandantes obtener la po- 
sesión judicial de la herencia, esta excepción no puede pros- 
lierar desde que el apoderado de los actores con fecha 8 d'.' 
Marzo tic 1911 antes de haherse contestado la demanda y en 
tienipr por consiguiente |*ara aclararla, modificarla, etc. — ar- 
ticulo 58 de la ley número 50 sobre, procedimientos fede- 
rales — hizo la manifestación de» que sus representados ha- 
bían obtenido del juez competente la posesión judicial de ta 
herencia, y con la copia de la resolución respectiva, presen- 
tada en 17 de Octubre del mismo año. ha quedado compro- 
bada esa afirmación, como también comprobada la fecha en 
que fué otorgada esa posesión judicial, muy anterior a la éj Mi- 
ca en que fué presentado el escrito en que se hacía esa ma- 
nifestación. 

La presentación tardía, del documento cOiuprobatÓrio de 
la jwsesión judicial, no puede nunca enervar la acción dedu- 
cida, y si alguna res|>onsabilidad hubiera jior la morosidad del 
actor, no puede ser otra que la que determina el art. 10 de la 
ley 50 de focha 14 de Septiembre ele 1863. es decir, el ]jago 
de las costas judiciales hasta la fecha de la presentación del 
documento. 

■ 

V One rechazadas como quedan las excepciones previas 
que han sido alegadas, deljc necesariamente entrarse al fondó 
de la cuestión rlehatida, o sea. pronunciarse sobre la proceden- 
cia o improcedencia de la acción reivindicatoría deducida. 
Sc£jn el art. 2758, Cód. Civil, la acción de reivindicar, nace 
del dominio que cada uno tiene de cosas particulares, i»or la 
que el propietario que ha perdido la posesión la reclama y la 
reivindica contra aquel que se encuentra en posesión de ella, 
de lo que se deduce, que el principal objetivo y fundamento 
de la misma, es el de obtener el reeotujcimiento del derecho 
de dominio invocado y la comprobación de halwr el propieta- 
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rio perdido la posesión riel bien inmueble, cuya restitución 
solicita; debiendo jKira ello ]<>*, actores, comprobar como requi- 
sito necesario e indispensable, sus derechos de propiedad al 
bien en litigio y su posesión anterior a la que actualmente 
pueda tener !a demandada. 

VI Que los actores, fundan sus derechos ele propiedad 
y dominio al cpmpo dcuouiinailo "Alerta", en los documentos 
privad* is proioo i] izados por escritura que obra a fojas 4 y 
siguientes (primer cutrpo de autos), con los que se constata 
que sus títulos son origina rius y emanan de ia venta licclia por 
la provincia de Santiago de listen» eu 11 "de Noviembre de 
1858 a don listan isla» 1 Gallardo quien con fecha 17 del mismo 
mes y ano, transfirió sus derechos a don José Antonio de la 
Zerda. el que a su vez los traspasó a don Saturnino San Miguel, 
en M> ele Julio de 1850, y por fallecimiento de éste, pasó a los 
actores en su carácter de hijos legítimos, según adjudicación 
judicial que Ies fué hecha, 

VII (Jue habiéndose efectuado la venta hecha a Callar 
do por la provincia de Santiago del listero, en el año 1858. o 
sea antes de la vigencia de nuestro Código Ciyit. es aplicable 
al acto jurídico celebrado, la ley que regia en esa fecha y de 
acuerdo a lo que establecía |>or la ley 8, título 30, partida 3". 
hastalia para la transmisión de la posesión, a los efectos ele la 
adquisición del dominio sobre bienes raices, la sola entrega al 
comprador del instrumento de la venta, aunque no mediase 
aprehensión corporal de la cosa vendida u otro acto de tradi- 
ción material, tanto más. si se tiene en cuenta la cláusula con- 
tenida en el instrumento de venta otorgado, por la que ei ven- 
dedor declaraba que: st' desapoderaba de toda ros, acción y 
dominio que a¡ terreno vendido tenia y lo traspasaba al cont- 
rrtid»r y a todos los que de él tuviesen o adquiriesen justo ti- 
tulo: e> evidente, que en virtud tic la Ley de Partidas citada, 
reputarse que el primer comprador, como sus sucesores singu- 
lares y universales, quedaron desde la fecha de la compra, ple- 
namente substituidos en el dominio y posesión, que tenía la 
provincia de Santiago del listero. 
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VIII Que además, dé la |>oscsióii que tienen adquirida 
l*ir el título los actores, ésta fué confirmada por las operacio- 
nes de deslinde y amojonamiento practicadas por el agrimensor 
Virasoro. con carácter administrativo el año 1874. y i»or la 
judicial liecha pór el agrimensor Ueid en t88y y aprobada en 
1801. >" míe si liicn, el juicio respectivo fué promovido ante las 
autoridades judiciales de Santiago del Kstero, con posteriori- 
dad al tratailo de arbitraje celebrado entre esa provincia y la 
de Santa Fe, también es cierto que el misino, fué promovido y 
terminado antes de dictarse el laudo arbitral por el doctor 
Carkts Pellegrini. que estableció la línva divisoria que fijalia 
los limites de ambas provincias y a la vez determinaba de una 
manera clara, la jurisdicción de cada una de ellas : actos estos, 
que según lo dispone el art. 2384 < L> - I dtel Código Civil, 
constituyen verdaderos actos posesorios, ejecutados por los 
antecesores de los reivindicantes. 

IN Que de adíenlo con lo (pie se preceptúa por los arts. 
2445 y última part*.- del 2475 fe »• 1 « lcl Código citado, una 
vez adquirida la iiosesión de una cosa, ella se tiene y se con- 
serva. )ior la sola voluntad del adquirente. pudiendo el ultimo 
poseedor unir su posesión a la de su primitivo antecesor, ba- 
ciendo valer los derechos qtte a éste corresponden» cuantío 
como en el sub judies no es viciosa la posesión, y ella se pierde 
cuando por el hecho de un tercero, sea desposeído el poseedor 
o el que tiene la cosa por él. siempre que el que lo hubiese 
arrojado de la i>osesimi la lome con el ánimo de poseer (Argu- 
mento del art. 2489 del Código Civih. 

X <Juc carece de razón fie ser la impugnación formulada 
|H.r el demandado, sobre la validez «le los litnlos expedidos 
por Santiago del listero, pues tanto Santa Fe como Santiago, 
al enajenar bienes de su dominio público, comprendidos den- 
tro de los límites que les marcalmn sus propias constituciones 
y de acuerdo con las leyes respectivas que rigen la venta tic 
tierras fiscales, realizan 111 actos jurídicos perfectos. Que el 
hecho de superponerse al dominio público de ambas provincias. 
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¡sur razón de sus limites constitucionales distintos, sobre la 
zona enajenada, no invalida tos títulos de los sucesores, aun- 
que en verdad los vicie. Que las leyes de las legislatura*, de 
Santiago y Santa Fe, sancionando él tratado de limites cele- 
brado por ellas, y proveyendo a subsanar los títulos de las 
enajenaciones realizadas, aprobado jior el H. Congreso de la 
Nación, sanearon dichos titulo*, en los términos «te la ley tra- 
tado de iSÍSó. respetando expresamente la provincia de Santa 
Pe los derechos legítimamente adquiridos por los particulares 
en virtud de enajenaciones hechas por Santiago del listero, 
de terrenos al Este de la línea divisoria (Artículo 2." del Tra- 
tado). Que según esta ley las cuestiones o litigios que se sus- 
citasen por. razón de superposición de títulos emanados de 
Santiago o de Santa Fe. debían res* >l verse por el derecho común 
y fílenla al vencido el derecho a que Santa Fe le indemnice 
una extensión de tierra, igual a la que le den sus títulos, en el 
área que para este objeto obtenga del Gobierno Nacional Kvi- 
dentemenlc se ve. que la ley. en ningún momento, se aparta 
ilel criterio que adopta en su arl. de reconocimiento a la 
legitimidad de las enajenaciones anteriores hechas por las 
provincias contratantes, aun fuera de las líneas fronteras, que 
el tratado k- reconocía y que posteriormente el laudo batiría 
de determinar. 

M Que también, reputo improcedente la objeción he- 
cha por el demandado a los título, presentados por los acto- 
res, por no haberse justificado la autenticidad de las firmas 
que suscriben las transferencias privadas hechas jMir los pri- 
mitivos dueños a favor de don Saturnino San Miguel, y por 
no haberse hecho en furnia. la legalización de algunos de los 
documentos pmtocol izados, pues con la prueba [pericial de fo- 
jas 253 y siguientes del segundo cuerpo de autos, practicada 
en tiempo, se ha justificado la autenticidad de las firmas re- 
feridas, y en cuanto a la falta de legalización en forma de 
los documentos protocolizados, en caso de existir, ella fué 
stíbsanada con la protocolización ordenada jior el Juez de Pri- 
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mera Instancia en lo Civil de esta Capital. que era el compe- 
tente |>ara observar los vicios de furnia que pudieran tener los 
documentos cuya protocohaaciún so le solicitaba, y no el prn- 
* ve vente, que carece de cómpétencia para rever aetus emana- 
rlos <le jueces de otra jurisdicción, celebrados dentro de las 
facultarles que les son propias, y que las leyes locales k- 
acuerdan. 

XII Que la falla de determinación, en las hijuelas de 
don Daniel y Adolfo San Miguel del bien a reivindicar, así 
como la ubicación distinta dada por los agrimensores al te- 
rreno que la provincia de Santiago del Estero vendió a Tía- 
llardo, alegada por el demandado como capaces ríe entorpe- 
cer la acción de reivindicación instaurada, son infundadas, 
porque los documentos que los actores adjuntan a la presen- 
tación de ta demanda, determinan de una manera indudable, 
cuál es -la suerte de estancia número \2 con sus linderos y 
dimensiones, qíie es la misma que se adjudica a los San Mi- 
guel, en las hijuelas rpie formula el laudo arbitral del doctor 
Güemcs. La ubicación con distintos rundios, dada por los agri- 
mensores al terreno vendido |xir Santiago del Kstero a Ga- 
llardo, se alcanza a comprender que son verdaderos errores 
de hechos, en que han incurrido tanto el comprador al for- 
mular su denuncia, como el gobierno al acordar su venta: 
errores explicables, si se tiene en cuenta, la época en que 
estos actos fueron realizados 0850,1, y que se trataba de 
canqios desconocidos, ubicados en el desierto, cruzados ellos 
]K>r el río Salado, cuyo rumlx? y configuración era entonces 
d escolie*-] da. explica que al tomársele como punto de parti- 
da, pueda hacer caer en errores de ubicación. Por otra parte, 
el agrimensor Virasoro al practicar la mensura administrati- 
va encomendada por el Gobierno de Santiago del Kstero del 
campo en cuestión, se a|»erc¡hió del error y di ó al terreno la 
ubicación que a su juicio correspondía. 

Este hecho fué conocido por las autoridades de Santia- 
go, 110 se opusieron a él. por el contrario, parecen que exprc- 
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sámente lo aceptaron. desde que prestaron su aprobación a 
esa operación «le mensura. Más tarde, el agrimensor Keid 
miile judicialmente esos canijios, acepta el rriterio ele Vira- 
soro en este pumo, y ni los linderos del terreno, ni el Cm* 
bienio de Santiago, apesa'í de haber sido eitadn su repre- 
séntame para ei acto, protestan de él, por cuyo motivo el 
juez de la causa le presta su superior aprobación. 

XIII O^ie, habiéndose acreditado por los señores Da- 
niel y Adolfo San Miguel, el origen legítimo de sus títulos 
de propiedad, colino el dominio que lian tenido sobre la frac- 
ción de campo denominada "Alerta", y no resultando perti- 
nentes como ya se lia establecido, las observaciones hechas 
pnr el demandado, respecto de la validez de ios documentos 
presentados, la acción deducida |xy ellos, se halla amparada 
por el artículo 2758 del Código Civil y doctrina que surge 
del artículo 275*» del mismo cuer|>o de leyes. 

XIV Que la parte demandada ha comprobado, a su vez, 
los derechos de propiedad a la tierra que ocupa, con las co- 
pias de los instrumentos públicos que tiene presentadas en 
el término probatorio, y que obran agregadas fie fs. 137 a 
rgó < li cuerpos de las que consta, que la hubo por compra 
que hizo al Naneo Territorial y Agrícola en Liquidación, er 
7 de Agosto de i8*jíj, y éste de don Paulino Uamhi-Campbell. 
tu 9 <le Noviembre de 180,1 : IJamhi-Cauiphcll de los señores 
Yitlanucva y Uenitez en &) de Marzo de ¡8uo. habiéndola 
adquirido éstos de don Mariano Cabal en 18 de Octubre de 
1888, qtfien la hubo en ¿íi de Junio de i88fi de don Luis Te- 
rrosa, a quien [jerteueció en mayor extensión, según se des- 
prende de la escritura de ilación en ¡»ago que le fué otorgada 
por el (pobierno de ui Provincia He Santa Fe en 6 tic Noviem- 
bre de 1884: y su posesión, con las operaciones de deslinde 
y amojonamiento practicadas jior los agrimensores Alejan- 
fin» l'.ayoua en el año 1884 ( fs. 140. II cuerpo ) y Tonino 
Aguirre en el año r886. según se desprende del informe pro- 
ducido por el Departamento de Ingenieros ,| e J a Provincia, 
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obrante ;» fs. 2fo y siguientes, y además. por la posesión 
material de la cosa ejercida por la Suciedad demandada, con 
el valor jurídico y con secuencias que se le reconoce en el 
considerando tercero de este sentencia. 

XV Que los antecedentes expuestos demuestran de una 
manera indudable que existe superposición de los títulos en 
que anillas partes se fundan respectivamente, emanados ori- 
ginariamente de la provincia fie Santiago del Estero, los de 
los demandantes y de la provincia de Santa Fe, los de la 
Sociedad demandada, como laminen se demuestra, que el te- 
rreno en litigio quedó en la provincia de Santa Fe después 
de hecha la determinación de la línea de limites, de confor- 
midad a las conclusiones del lamió pronunciado yn>r el dbc- 
tor Carlos Pellegrini, 

XVI Que resuelta la cuestión de límites entre las pro- 
vincias de Santiago del Kstero y Santa Fe |*>r el tratado ilel 
año 1886 y estipulándose en su articulo 3.". la forma como 
deben resolverse los casos de superposición, hay que deter- 
minar cuál de los dos títulos superpuestos debe prevalecer 
ante las reglas del., derecho común. 

XVII Que habiendo el tratado celebrado entre dichas 
provincias validado las enajenaciones anteriores hechas por 
ellas de las tierras comprendidas en la zona disputada, y 
comprobado que ha sido por Santiago del Kstero y Santa Fe 
a dos personas un mismo terreno, de los comprendidos en 
ellas, es indudable míe el dominio corresponde al comprador 
que lo adquirió primero, según lo tiene resuelto la Corte Su- 
prema, en casos análogos: i Véase huno 41. página 325 y to- 
mo 46. página 142). 

XVI II Que resultando de autos que desde el año 1859, 
mucho tiempo antes de) compromiso arbitral, los sucesores de 
Santiago del Kstero tenían adquirido el dominio y |K>sesión 
de los terrenos objeto de este* litigio, y que el titulo y posesión 
de los sucesores de Santa Fe, en ningún caso puede ser ante- 
rior al año (884. fecha en que don Luis Terrosa— antecesor 
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tíé la Sociedad «te Crédito Territorial y Agríenla — los adqui- 
rttí fio esta provincia, se desprende que el dominio y posesión 
do los primeros es muy anterior el dominio y posesión de los 
seguidos, por lo tanto. de1>e resolverse la cuestión a favor 
de los sucesores de Santiago del Estero, que son ¡os deman- 
dantes señores Daniel y Adolfo San Miguel y i*>r consiguien- 
te, debe declararle procedente la acción reivindicatoría dedu- 
cida por ellos contra la sociedad demandada. 

XIX Que declarándose por esta sentencia la proceden- 
cia de Ja acción reivindicatoría deducida por los 'actores, de- 
be I acerve también lugar a la subsidiaria de devolución de 
loa frutos producidos por el inmueble, dentro de los límites 
determinados por el articulo. 2433 «tel Código Civil, o sean 
los que bubicrc percibido ta sociedad demandada, desde el 
día en que se le hizo saber de la demanda y de tos que por 
su m-glij; : a hubiese dejado de percibir, por cuanto la po- 
sesión iji ¿lia ha ejercido ha sido de buena fe (artículo 2356 
riel Código citarlo). 

XX <¿ne en cuanto a las costas causadas en el juicio, 
el pn (levente estima que los actores rielyn alionar las cau- 
sad..* desde la iniciación de la demanda basta fs. 30 del II 
cuerpo ile autos, por tas razones aducidas en el considerando 
cuarto. Uis demás que se hayan producido en la prosecución 
de la causa, delien abonarse por las |iartes en su orden, dado 
¡que la sociedad demandada ña tenido razón plausible [«ira 
litigar (artículo 22\ del Código de Procedimientos Civiles). 

Por estas consideraciones, definitivamente juzgando fa- 
llo: Declarando justificada la acción de -reivindicación dedu- 
cida y condeno a la demandada Sociedad de Crédito Terri- 
torial y Agrícola de Santa Pe, a entregar a los actores se- 
ñorea Daniel y Adolfo San Miguel, en el termino de nóvente* 
días de est,r ejecutoriada esta sentencia la fracción de cam- 
po a ({lie la demanda se refiere, libre de toda otra posesión , 
y en condiciones de que puedan, entrar a <h uparla: debiendo 
además, satisfacer el valor de (os frutos percibidos y los que 
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por su culpa hubiese dejado fie percibir, deducido los gastos 
de conservación. Las costas del juicio desde su iniciación 
hasta fojas 30 dcl.lt cuerpo de autos, deberán ser abonadas 
por los actores, y las demás en el orden en que ellas han 
sido causadas. Notifíquese a las partes, inscríbase en el li- 
bro respectivo, y sino fuese apelada esta resolución, archívese 
el expediente previa reposición del sellado. — Euanifo Puedo. 

SENTENCIA DE LA CAMARA PEDE RAI, DE APELACIONES 

R Mario, Dicieubrt 3S d« 19». 

Y vistos; Los recursos de apelación y nulidad interpues- 
tus \nv la parte demandada contra la sentencia de fojas 790 
a 813, dictada por el señor Juez Federal de Santa Fe en el 
juicio seguido por los señores Daniel y Atiolfo San Miguel 
contra la Sociedad "Crédito Territorial de Sania Fe", por 
reivindicación del terreno denominado "Alerta", e|uc ce ins- 
tituye la suerte número i 2 en la mensura practicada I*>r el 

ingeniero don Valentín Virasoro cu 1874. 

y 

Y considerando : 
Oue rio habiéndose fundado ni sostenido en esta instan- 
cia el recurso de nulidad, cor rescinde desestimarlo y asi se 
declara. 

Fn cuanto a la apelación: 
Que los reivindicantes fundan su acción en los títulos 
que han presentado y rpie protocolizados y legalizados corren 
en autos, por los cuales sostienen haber adquirido legítima- 
mente el dominio- del inmueble litigado, do ta provincia de 
Santiago del listero, quien lo vendió el 20 de Octubre de 
1858 a don Kstanislao Gallardo, éste en Noviembre 17 del 
mismo año a doi\ Jo*é A. de la Zerda. y éste a su vez. en 
Julio 19 de 1859 a don Saturnino San Miguel, |>adro de los 
demandantes: habiéndose efectuado la primera de esas ven- 
tas iKir instrumento público y las dos últimas por instrumen- 
to iwivado. (Véase fojas 1 a fojas n8. 300 a 418, 444 a 445. 
450 a 451 y oirás \, 
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Qite los dictámenes periciales caligráficos cío fojas 613 y 
producidos con intervención y si» observación de las 
[«irles, f muían y afirman categóricamente la autenticidad de 
las firmas de Gallardo y de rio la Zerda puestas en los refe- 
ridos documentos privados i>or los cuales vendieron. Xo liay 
en contra una afirmación categórica y ninguna duda surge 
en los autns de ta verdad de esas firmas: i>or el contnirio. 
todas las constancias y las inducciones f|iie ellas permiten, 
como es la i(e no aparecer en el largo transcurso de tiempo 
hasta ahora una pretensión contraria, convence» de esa au- 
tenticidad, y siendo la compro! (ación de los documentos pri- 
varlos un hecho susceptible de toda clase de pnickis. es justa 
la sentencia en cuanto declara comproliados los «le que se 
trata. (Articulo 1033, Código Civil >. 

■ Ouu la prohibición fie comprar tos fundos provinciales 
establecida ]mr la ley primera, título i 2, libro 10 de la Noví- 
sima Recopilación, invocada por el demandado, 110 compren- 
de ni en su letra ni en su espíritu a los empleados que. como 
de la Zerda, Oficial Mayor del Ministerio de Gobierno de 
Santiago en el año 1858. no ejercen funciones directivas sino 
deludientes Ksas v otras prohibiciones análogas de las le- 
yes vigentes entonces, se refieren a los que administran q es- 
tán encargados (lis la venta de bienes públicos o ajenos, y no 
residía que de la Zerda íilexa ni tal administrador, ni encar- 
gado, ni inneionnriu responsable de esas ventas. ' 

\ demás, la nulidad resultante de la prohibición seria re* 
faliva. como en caso análogo ha resuelto este tribunal, y por 
tanto, sólo podrta declararse a pedido de aquellas en cuyo 
favor se ha establecido. (Tur. Trib. Nación^ Octubre de 1913. 
página 07: Código Civil, articulo. ifrjK ; Frota*, artículo 1985). 

One según se desprende de sus términos y con arreglo 
a su espíritu, la disposición del articulo 10 de la ley de pro- 
cedimientos no obsta a que se legalice durante el periodo pro- 
batorio documentos presentados con la demanda sin ese re- 

I|llÍ>Í|t 1. 
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Que el hecho de que el documento de fojas 300 a 3Q.I> 
comprobatorio de la («osesión hereditaria dada a los actores 
por el juez de Sania Fe. invocado en la ampliación de la de- 
manda ífs. tío fué suficientemente individualizado ni 
presentado con ella, no basta a rechazar la acción: l. D l»r- 
que consta que a la fecha de esa ampliación ya teman los 
actores la posesión hereditaria dada por el juez del territo- 
rio fie la situación de los bienes. < Artículo 2774, Código Ci- 
vil ) ; y 2." porque no se trata de documento qué funde el 
derecho o acción misma que se ejercita, que es a lo que se 
refiere el art. 10. ( Fallos. Sup. Corte, T. 53, pág. 205 y otros}. 
Que por otra liarte, análogas razones fundan la disposi- 
ción del art. 10 y la de los aiH, «5 y 89 <l wc imponen al 
demandado las mismas obligaciones y la de especificar con 
claridad los hechos en que basa sus execciones ; evitar ociil- 
tamientos de hechos o documentos y sorpresas o presentacio- 
nes tardías qne mennscalwn la amplitud de la defensa, y se 
arguye con justicia por el actor qne la misma razón que el 
demandado alega para no considerar tal documento, existi- 
ría i»ara no considerar sus excepciones en que no ha espe- 
cificado con claridad el hecho en que las funda. 

Que pudieiido el heredero 1 descendiente en este caso) 
accionar jior reivindicación contra terceros desde que adquie- 
re la posesión de la herencia, aún antes de la partición fart. 
341;. 341 K. ¿415; 3421. 34#* y concordantes del Código Ci- 
vil) no tienen valor liara el caso los defectos de forma que 
el dcnia idado observa en las hijuelas de los demandantes y 
110 hay objeto en entrar a considerarlos. 

Que deben pues, desestimarse las objeciones hechas por 
la reivindicada a la documentación de los actores, las que 
tendiendo a demostrar la invalidez o nulidad de los títulos 
en que ért«* liasahan su acción o su falta fie derecho para 
accionar, debían considerarse en primer lugar. 

V resultando así. fehacientes dichos títulos. , en forma 
y suficientes al fin que se proponen de trasmitir el dominio 
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con arreglo a las leyes españolas un vigor a la épóc& ni que 
se produjeron, los actores lian demostrado su justo titulo al 
dominio eun forme lo han alegado. . 

Que según la ley 8. titulo 30, iwrtida y j>ara la trasmi- 
sión de la i*>sesióu a los efectos rie la adquisición del domi- 
nio fie los inmuebles, bástala la entrega al comprador del 
instrumento de la venta, aunque nn hubiese acto de tradi- 
ción material. 

En el titulo otorgado |«>r la provincia de Santiago del 
Estero se expresa : "Vista la realidad de los obstáculos qm 
boy se tocan para poner en |Kjsesión a don Estanislao fia- 
llardo del terreno que ha comprado al Estado cJ 

Gobierno se desapodera de toda voz. acción y dominio sobre 
el expresado terreno, lo traspasa a su comprador y a todos 
los que <le él hubieren o adquirieren justo título. Entregúese 
original el presente expediente al interesado jara su guarda, 
hasta que el tiempo le permita turnar posesión, protocolarlo 
y sacar testimonio debidamente autorizado". 

Aunque no se expresa cuáles eran los obstáculos para la 
t raí lición material al comprador, nada autoriza a suponer 
que fuera una pretensión contraria de posesión con ánimo 
«le propiedad, que excluya la posibilidad de la tradición sím- 
lxtlica. Datos de autos y de |as publicaciones oficiales de 
Santiago del listero, el conocimiento de nuestra historia y 
el nbjeto de tales concesiones de tierra revelado por la ley 
que lo autoriza, (pie era avanzar la población civilizada so- 
bre el desierto y la frontera con los salvajes, ilustran esos 
hechos y autorizan a inferir que fueran más bien obstáculos 
de la naturaleza, falta de comunicaciones o inundaciones «leí 
Salado, o incursiones de los salvajes 11 otros hechos así de 
fuerza mayor y sin pretensiones de propiedad civil, que no 
quitan a la posesión su valor jurídico. En consecuencia y re- 
sultando q'ic hay antecedente?, de actos que desde antes ejer- 
cía la provincia de Santiago de jurisdicción y de dominio 
eminente sobre la región ele la situación del inmueble, lo que 
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comportaba *u posesión sobre las tierras baldías, debe repu- 
tarse con arreglo á la ley y hechos citados, que el comprador 
quedó por el hecho de la compra y desde el momento de ésta 
plrnamenu- sustituido en el dominio y |*oscsión que a la pro- 
vincia correspondía o podía corresponder. ( Fallo. Sup. Corte. 
T. 4). i»ág. considerandos i y¿). 

Que aunque "*> fuera así. es indudable que los coinjira- 
dores adquirieron, ¡xkto después, la posesión, ta que les fué 
transmitirla o confirmada su tradición jtor las mensuras prac- 
ticadas: Primero, la de Hildehrand pedida por don Saturni- 
no San Miguel, y ordenada por el Gobierno de Santiago en 
Marzo 13 de 1800. según consta cu los mismos títulos ífs. 
4141. y cuya realización, aunque no existe la documentación 
CómspOtidienté. testimonia el ingeniero Virasoro a) mensu- 
rar posteriormente el mismo terreno (véase fs, 405). Segun- 
do, la expresada mensura de Virasoro de 1874 -practicada 
también a |>edido de San Miguel { Saturnino 1 y por orden 
del Gobierno de Sanliago, quien la aprobó. 

(Jtic estas mensuras [tor si solas demuestran : 
-~ 1." La tradición material de Santiago del listero a San 
Miguel desde 18Í0. o mejor la confirmación de la tradición 
simbólica. (Arts. 2377. 2379 y 2380. Código Civil». 

2." Los actos de jurisdicción y dominio eminente de 
dicha provincia en la región, en una época en que no hay 
señal ni antecedente de que la de Santa Pe ejerciera iguales 
actos. 

3; 1 La concreta y exacta determinación y ubicación del 
inmueble vendido, contra cuya ubicación son sin valor las 
observaciones de detalle que formula la reivindicada, expli- 
cándose ix>r la dirección del Salado de Nor-Oeste a Sur- Este. 
q«c a vece» se diga a su margen derecha donde se halla el 
inmueble margen Sud y otras veces margen Oeste puesto 
que esta al Sur-Oeste. 

Que los reivindicantes han comprobado suficientemente 
que la posesión adquirida en i3*¿8 y dciríoslrada. como se ha 
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visto, por actos materiales étl tS'io y 1874, lia sido mantenida 
tk'apnés ilc fecha no sólo porque según la ley (art, ¿445. 
Código Civil h ifl jKisesión se retiene y se conserva ¡mr la sola 
voluntad fie continuar en ella. aunque el poseedor no tenga 
la cosa p>r si o por otro, sfrid pót la demostración de que 
hasta 1888 a 1890 tuvo pobladores, puestos y ganados y en 
este último ano hizo practicar uue\a mensura el agrimen- 
sor Keid. «le la 411c. como tic la de Virasoro. da referencias 
el mismo Departamento de Geodesia, de Santa Fe. 1 \ eas:í 
fs. 6 jo a "381. V su voluntad fie continuar su posesión ha 
sido manifestada reiterada y continuamente por tos juicios 
rjjiie ha mantenido en su defensa. í Véase fs. óifi a Ó27 y Ó52 
aó8¿i. 

Que la reivindicada lia demostrado a su vez que el in- 
mueble fué enajenado a causante suyo el '> ele Noviembre de 
1884 por la provincia <le Santa Fe. y sostiene que habiendo 
quedado en el territorio de esta provincia por el tratado de 
límites celebrad»* posteriormente con la de Santiago del Ks- 
tero, su mejor derecho es evidente. 

Que dicho tratado, celebrado el i¿ de Septiembre de 
188Ó (fs. 405 a 400 K establece: 

Art. 2:' La Provincia de Santa Fe respeta los derechos 
legít ¡mámente adquiridos por los particulares, en virtud de 
enajenaciones de tierras hechas por el Gobierno tle la Pro- 
vincia de Santiago del Estero, al líste de la mencionada línea 
divisoria. 

Art. 3* 1 Los conflictos o colisiones entre particulares re 
sullantes de la superposiciones fie títulos, emanados del Gn- 
bierno de Santa ¡ Fe a otros emanados del Gobierno de San- 
tiago del Estero, serán resueltos por los tribunales cuinpc- 
tctitcs. según las reglas de derecho común, quedando obli- 
gada, solamente, la provincia de Santa Fe a conceder sin 
cargo alguno y por vía fie indemnización, a \m particulares 
i|iie resulten sin la ubicación corres|K>ndicntc. cualquiera (pie 
sea ei í Hibierno de <|Ue provengan sus títulos, una cxtenstci; 
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de tierra igual ;i las que les den (helios títulos, eil él área que 
obtenga del tíobierno Nacional un virtud del artícnlu subsi- 
guiente y comprendida entre el jaralelo 28" 15'. el arroyo del 
Ruy y el río Paraná". 

(jne si bien la enajenación hecha paf la provincia ele San- 
ta Fe es anterior al tratado de límites, 110 hay constancia de 
que iiiciera tradición a su sucesor antes de la fecha de ese 
tratado, la que según el Código Civil, ya vigente en esa fecha, 
debía hacerse por acto material, y sin la cual no se transmite 
el dominio. 

El primer acto jurisdiccional o de dominio eminente que 
a|mrcce de parte de Santa Fe ( puesto que de la mensura de 
Wayona de que se habla no hay ninguna constancia fehacien- 
te), es la mensura de Aguirre practicada en Noviembre de 
i88í>. es decir, poco después de la firma del tratado, la que, 
por otro lado. 110 consta haya sido aprobada ( véase infonne 
de fs. 650 K 

Este mismo tratado jiarcce confirmar la jurisdicción ejer- 
cida hasta entonces por Santiago en cuanto establece sólo 
para Santa Fe las obligaciones de respetar las enajenaciones 
hechas por Santiago más allá de la línea divisoria o de in- 
demnizar cuando no se pueda ubicar y 110 la recíproca. 

Y en cuanto a ta adquisición de la iioscsión por la parte 
reivindicada, resulta de su propia pniel»a. interrogatorio y 
declaraciones de sus testigos ( f s. 472 a w>\ concordantes 
con esto con los demás antecedentes del juicio, que. en el 
caso más favorable para ella, sus primera actos materiales 
de posesión datan de 1887 a 1880. siendo pues indudable que 
entró en posesión del inmueble después de la fecha del tra- 
tado de referencia. 

I*a presunción míe invoca, establecida )»r el art. 4003 del 
Código Civil, está desvirtuada no solo por la prueba sino por 
otra presunción de la ley. ta que establece el artículo 2445 
del citado Código. 

Que de lo expuesto y de las consideraciones concordan- 
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tes que ;i! respecto hace el <i i]Uo, resulta in Fundada la excep- 
ción de |»rrstTÍ|>ción. 

Que asi. pues, el presente caso es análogo a los (pie se 
refieren los fallos de la Suprema Corte de los tomos 41. pág. 
335 y 4*». jn'ig. 142. invocados por el actor. 

Pues, no habiendo tradición a la fecha del tratado, re- 
sulta : 

a> Que la relación de derecho entre Santa Fe y su ad- 
q 11 ¡rente era una Aligación meramente personal, cuyos efec- 
tos no pueden hacerse valer contra terceros extraños a ella: 
hl Que validada por Santa Fe en dicho tratad.» la enaje- 
nación hecha por Santiago, se inhibió |>ara hacer con poste- 
rioridad tradición: c) Que si Santa Fe tío podía hacer 
válidamente esa tradición, tampoco sns sucesores pudieron, 
regularmente, posesionarse de los terrenos referidos, ni su- 
plir jmr acto propio la falla de aquel requisito indispensable 
p;tra la adquisición del dominio |>or su parte, i Fallos S. C. 
MT. T. 31, 322. 340. 347 y 382 ). 

Que. en consecuencia, no obstante que según el tratado 
el terreno fh cuestión queda dentro tle la jurisdicción terri- 
torial de Santa Fe. no habiendo el sucesor «le ésta adquirido 
el dominio por falta- de tradición antes de la fecha de dicho 
tratado, reconocida y validada por Santa Fe en el art. 2," del 
mismo, la enajenación que la Provincia de Santiago .del Es- 
tero, creyéndolo dentro de su jurisdicción, hiciera con justo 
título en 185S. a favor de los cansantes de los actores, es de 
rigurosa aplicación el eitatlo art. 2. a del tratado y ¡>or tanto 
legitima y bien fundado el derecho que invocan los reivindi- 
cantes como Uise de la acción. 

Que atento a la naturaleza de las cuestiones debatidas 
no corresponde hn|>oncr es|iecial condenación en costas. 

Por estos fundamentos y tos concordantes de ta senten- 
cia recurrida se ta confirma, debiendo abonarse en el orden 
causado tas costas de ambas instancias, quedando en este pun- 
to reformada dicha sentencia. Notifíquese y devuélvanse al 
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juzgado ile su procedencia donde se' repondrá el sellado. — 
Nicolás Vera Barros. — José del Barco. — i. P. Lnmi. 

DICTAMEN DKl, SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Emn Airo, Junio 78 ¿t lll?. * 

Suprema Corle : 

ESI recurso extraordinario ¡jara ante esta Corte Supre- 
ma lia sido fundado en el hecho de hatierse puesto cu cuestión 
la inteligencia de la ley 1804, sobre límites de las provincias 
de Santa Fe y de Santiago del listero, y de la ley 44 sobre 
autenticación de actos públicos. 

Con respecto a (a primera de las citadas leyes, se obser- 
va que la semencia apelada, al examinar los términos del tra- 
tado interprovincial sobre límites, que dicha ley aprobó, es- 
tablece que la inteligencia que debe atribuirse a los arts. 2." 
y 3." es la de que la tradición hecha por una de las provin- 
cias contratantes después de firmado el tratado, no puede pre- 
valecer sobre ta que con anterioridad había hecho la otra pro- 
vincia respecto del mismo terreno, en razón de que, al fiarse 
validez a las enajenaciones anteriores, conforme al citado art. 
2." quedaba impedida la provincia a cuya jurisdicción pasa- 
han las tierras discutidas, de entregar la posesión de éstas, 
debiendo respetar los derechos adquiridos, lista resolución es-, 
ta de acuerdo con lo resuelto por V. E. en los fallos conte- 
nidos en los tonww XU. 325 y XLVL !4¿. • 

El recurrente impugna el fallo apelado sosteniendo que. 
con arreglo al art. 3." fiel tratado, los conflictos producidos 
entre particulares deben ser solucionado* por las reglas del 
derecho común, y* que, emanando el título que exhibe de la 
provincia a la que en definitiva han venido a pertenecer las 
tierras discutidas, tiene mejor derecho que la parte contraria 
que presenta un título vicioso, por emanar de una provincia 
que vendió tierras que no le pertenecían como ha quedado 
establecido por la delimitación del tratado. Sin entrar al exa- 
men de las reglas de derecho común que aplica la sentencia 
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recurrida. ]><>t estar excluidas de esta instancia extraordina- 
ria, y i i mita lirio la argumentación a lo que surge de los tér- 
m\j\o& del tratado, no es jtosihlc desconocer que el vicio que 
se atriluive al título de la parte nctora lia quedado cubierto 
porda declaración que contiene el art. 2." cuando riiee míe la 
Provincia jó Santa He se compromete a res|«-tar los derechos 
legítimamente adquiridos |x>r los particulares, en virtud de 
enajenaciones de tierras hechas por el Gobierno de Santiago 
riel Kstcrci al este «le la linea divisoria, cláusula que tiene 
coiro alcance dar sanción al precepto dé derecho público, se- 
gún e! cual el cambio de soberanía no altera el dominio de 
las cosas ¡articulares, sin (pie pueda dudarse que la aplica- 
ción fie esa cláusula se extiende también a los sucesores de 
la Provincia de Santa Fe en la propiedad de las tierras que 
pasaron a su jurisdicción. |»or cuanto esos sucesores no pue- 
den invocar sino los derechos que correspondían al gobierno 
qué les transmitió el dominio, Y es de «otar, en apoyo de 
esta última conclusión, que al decir el tratado en el art. y" 
■pie la Provincia de Santa Fe indemnizaría "a los particu- 
lares que resulten sin la ubicación correspondiente, cualquie- 
ra (pie sea d gobierno de que provengan sus títulos" ha te- 
nido en vista que así como podrían existir sucesores del Go- 
bienio de Santiago riel listero que resultaran desposeídos |«»r 
razón de ventas hechas por el Gobierno de Santa Pe/porirían 
también encontrarse sucesores de este gobierno privados de 
sus tierras |>or enajenaciones efectuadas por el Gobierno de 
Santiago del Kstero. y que; tanto en un caso como en otro, 
después de resueltos los conflictos por los triliunales eonqie- 
i*. otes según las reglas del derecho común* la indemnización 
seria concedida al particular que fuera privado de su pro- 
piedad, en una extensión de tierra igual a la que le den sus 
títulos, en el área (pie se obtenga del Gobierno Nacional. 
Surge p *r consiguiente, que ante los términos del tratado, 
no puede decirse que sean viciosos los títulos expedidos por 
la Provincia de Santiago del listero sobre tierras que lian. 
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pasado a la Provincia de Santa É§ porque ellos han sido de- 
clarados legítimos y sus titulares pueden invocarlos para acre- 
ditar el dominio adquirido. 

Acerca fie ta segunda de las leyes invocadas para fundar 
el recurso extraordinario, se oliscrva que el fallo apelado nb 
ha decidido una cuestión acerca de la inteligencia que delia 
darse a cláusula alguna de la ley 44. sobre autenticación* de 
documentus públicos, por cuanto lo único (|iic lia sido objeto 
ile la decisión es lo referente a la apreciación de la oportuni- 
dad «1 que fueron hechas tas legalizaciones de los documen- 
tos presentados, materia regida por la ley de procedimientos 
y extraña al presente recurso, por lo que no cal*' que V, K. 
dicte un pronunciamiento a su respecío. 

Por lo expuesto y fundamentos del fallo recurrido, pido 
a Y. tí. se sirva confirmarlo en la liarte (pie ha sido materia 
del recurso extraordinario. 

Julio Hotet. 

I' A l.l/i Mi LA COHTE SUPKIi.MA 

Bumi Aim, AfMto 9 U IM7. 

V vistos: Los seguidos por los señores Daniel y Adol- 
fo San Miguel contra la Sociedad Crédito Territorial y Agrí- 
cola »le Santa Ke, por reivindicación, venidos en apelación de 
sentencia de la Cámara en lo Federal riel Rosario. 

Y considerando: 

Díte el recurso deducido se funda en que habiéndose 
cuestionado en el litigio la inteligencia de la ley número 189 \ 
aproliatoria del tratado tte límites entre las provincias de San- 
tiago del Kstero y Santa Fe y la de la ley 44 de aíí fie Agos- 
to de 1863. y siendo la resolución recurrida contraria at de- 
recho que el afielante fundó en los preceptos de las leyes ci- 
tadas, pr ecede, y asi se declara, el recurso extraordinario del 
articulo 14 de la ley 48 y 6." de la ley 4055. 

Que si bien es cierto que el articulo. 3." del tratado de 
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referencia establece en lo |>crtincnte que los conflictos o coli- 
siones entre ¡«articulares resultantes de las sujierposiciones de 
títulos emanados del Gobierno de Santa Fe a otros emanados 
del Gobierno de Santiago del Estero, serán resueltos jior los 
tribuijales competentes, según las reglas del derecho común, 
filo uhi importa que puedan someterse a la jurisdicción de 
esta Oírte. [Mtr vía del recurso interpuesta las decisiones que 
esos iriljuualcs dicten sobre pinitos de hecho o interpretando 
el derecho común, porque la apelación extraordinaria que 
autoriza el artículo 14 de la ley 48 y ó." de la 4055, debe re- 
ferirse á puntos «le derecho fundados en la Constitución, tra- 
tad»* o leyes especiales del Congreso, y es suficiente a los 
efectos de! articulo 3." del tratadn de limites, tute los conflic- 
tos se resuelvan por las reglas de! derecho común, aplicadas 
corno lo h;tu sido en el siib lite por los tribunales competen- 
tes, ( Fallos, tomo 125. pág. 2471. 

One ello establecido, es obvio que esta Corte no puede 
modificar los fundamentos de derecho común en que se Itasa 
la sentencia apelada, ni decidir sobre cuestiones que como 
las de prescripción, modos de adquirir el dominio. pose- 
sión;; etc., planteadas en el memorial de fojas Hoy, son ajenas 
a este recurso, limitado en el casi» a determinar si ta inieli- 
gi teia dada en la sentencia de fojas X70 a 'las disposiciones 
del tratado intcrprovincial de limites aprobado jmu- la ley nú- 
mero 1K04. es la que eorres|H>nde. 

Que el articulo 2. a del tratado tic limites aludido (testi- 
monio de fiqas -|fi?i impone a la Provincia de Santa Pe la 
obligación de respetar los derechos legítimamente adquiridos 
por los particulares en virtud de enajenaciones de tierras he- 
chas por el Gobierno de la Provincia de Santiago del listero 
al lisie de la línea limítrofe: y el artículo 3" establece a car- 
go de la misma Provincia de Santa Fe la obligación de in- 
demnizar a los particulares perjudicados )»or colisiones o sit- 
prr posiciones de titulo* emanados de dicha provincia. 

Que este tratado fué celebrado en Septiembre 15 de 
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1880.* según" se establece en la sentenci:» recurrida l fojas 
871; y 88o) la tradición del campo se dió por el ílobierno de 
Santa Fe ;i lus demandados con i» interioridad a la fecha del 
tratado referido, ]<> f|iu> desde luego importa un desconoci- 
miento de la obligación emergente del articulo 2." del mismo, 
desde eme l:i Provincia de Santa Fe no |Miilin. sin violación 
de dicho articulo, disponer de un campo vendido \tt>r la de 
S;i miago del líslero muchos años ¡mies de la fecha aproba- 
toria de amicl convenio. 

(Jne por lo 0te hace a la ley número 44. de autos 110 
residía que la sentencia recurrida haya acordado ni desco- 
nocido por aplicación de dicha ley. la autenticidad de acto 
público, procedimiento, sentencia o doenniento alguno, ni que 
les haya negado ni atribuido los efectos que esa ley consa- 
gra, paiii <|ite pueda decirse planteada una cuestión emergen- 
te fie ella, pues la validez y efectos que se atribuyen en la 
semencia a los documentos aludidos, han sido declarados cu 
virtud de medios proditorios legalmente cstabkcidos ( fojas 
Xoo y 876 vuelta >. 

Por ello, y finida nicntOs eoucnrdantes, y atento lo ex- 
puesto y pedido |M>r el Señor Procurador (iencral. se confir- 
ma la sentencia apelada eñ la parte que ha podido wef mate- 
ria del recurso. Ntotifíquege origina] y devuélvanse, reponién- 
dole el papel ante el juzgado de rtftgcrl. 

A. ItlvKM H.Hl. — NlCANok S¡ V¡%Ü 
SOLAK. — |). tí; Pw.ACIO. — 
(. FintUHOA Al.toKTA. 



Crhttinol fttithit /'fi.-i/m-: Praj&kM, /vr tifímciiitm. 

SifHuu'iti: l,a eonfcsióii calificada no es indivisible cuando 
tas constancias de autos desautorizan la calificación y 
cuando de la> eiivim*t:meias del hecho que residían del 
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proceso surgen presunciones graves i|uc autoricen <u divi- 
dirla. 

2," Ks justa la sentencia que condena a la nena de diez 
y siete años y medio de presidio y accesorias lególe* ;d 
autor de un homicidio perpetrado con la circunstancia ate- 
nuante de ebriedad parcial y la agravante del inciso 15. 
articulo 84 del Código Penal. 

Caso: I.o explican las piezas siguientes: 

sénti: xei.^míT, jl-Kz i.etkado 

VUima. julio 81 4* «18. 

V vistos: K.sta causa criminal seguida de oficio contra 
Francisco Vázquez, sin sobre nombre ni apodo, de treinta y dos 
anos de edad, casado, sargento fie policía, argentino, lee y es- 
cribe y domiciliado en San Antonio Oeste, por homicidio en la 
persona del Comisario Constancio Leloir Fresco de la que 
resulta : 

tjue el dia veinte y cinco de Agosto de mil novecientos 
catorce como a las doce meridiano, el Sub*Couiisario de San 
Antonio 0cste don Antonio Qniroga dio cuenta al Comisario 
don Armando Ximtnerman (le (|ue encontrándose en la Comisa- 
ria titmando las novedades del servicio sintió tres o cuatro deto- 
naciones ríe arma de fuego, procediendo inmediatamente a 
concurrir al lugar de los disparos, ordenándole al misino 
liempo al agente Juan (luapil tratara de orientarse, pues debido 
al viento qiié reinaba no se sabia el punto lijo, saliendo el Suh- 
Coimsariit para el (arlo de la construcción del Ferro Carril y el 
agente en sentido opuesto, oyendo segundos después un toque 
de auxilio hacia el lado que se había dirigido el agente thiapil. 
|)i>r lo rjiie inmediatamente corrió en esa dirección encontrando 
al llegar al medio de la calle frente a la platería del señor 
(•iménez Ciutarto y de la herrería del señor Juan Tornclla. que 
el señor Comisario Constancio Leloir Fresco estaba lirado en el 
sudo boca abajo y sospechando que se tratara de itn crimen y 
encontrándose el agente José Córdoba y Juan C,uapil fttrec* 
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j cando por desarmar al sargento Francisco Vázquez que se 
resistía abiertamente haciendo entrega Vázquez enseguida de 
verlo al Snb-G 'misario Oniroga de una pistola ISrowíng y tlel 
machete que usaba tle ta |>olicía. 

I lacicndolo retirar al sargento con los dos agentes ya men- 
cionados, se aproximó a donde estala caído él Comisario con el 
tí 11 de cerciorarse si estatal o no con vida, pndiciuln observar al 
ponerte el oitfo contra la cara que en ese momento expiraba. 
Acto seguido procedió a trasladar a ta comisaria incomunicado 
al sargento Vázquez porqué con los agentes se resistía, diciendo 
«pie él i Vázquez l er a hombre y que nadie lo iba a traer y como 
en esas circunstancias pasaron dtw marineros a los que les. or- 
denó míe custodiaran el cadáver con la orden de no dejar arri- 
mar a nadie, (¿ha vez incomunicado Vázquez mandó buscar al 
médico local y al Comisario Zinmiermau. concurriendo este úl- 
timo minutos después — que no procedió a la citación de tes- 
tigos |xtr cuanto no los Iwlm ■■ 1 lace constar ijue al concurrir al 
lugar de los hechos el sargento Vázquez estatal un puco ebrio. 
Constituido el Comisario Zimmcrman al lugar del hecho cons- 
tató que el extinto Comisario Constancio Lelo ir Fresco se en- 
c on traba tirado en el medio de la calle, de cubito abdominal. 
cotí la cabeza en dirección al snd descansando en el brazo dere- 
cho, el izquierdo formando ángulo recto debajo del cuerpo, las 
piernas completamente estiradas y a consecuencia de la caída se 
habían hinchado lus labios, rompiéndose la pimía tle tos dientes 
superiores, habiendo debajo de 1» cara un charco de sangre (pie 
le había salido por la bisca y nariz, debajo del cuerpo a lo largo 
dentro de la capa se le encontró la fusta cpie usaba a diario 
caito trenzado con puño de plata labrado, formando de un lado 
una esc y del otro un |ieusamicnio, teniendo en el extremo 
superior una argollita riel mismo metal y en el inferior de la 
fusta una sotera doble de cuero curtido, al inspeccionarle el 
cinto que ajustaba a su cintura, se le encontró dentro de la revol- 
verá y prendido con ta correita que asegura el arma, un revólver 
niquelado cabo de madera colorada labrada con una chapa de 
bronce asegurada con dos tornillos en el extremo del mismu 
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marca Wcbtey I'atcnts. calibre treinta y ocho, número qui- 
nientos sesenta y ocho el que fué retirado al cadáver. 1 ,a po- 
licía practicó tina vista ocular a fs. tíos vuelta, constatando 
i¡ue en el lugar donde se encontró el cadáver del Comisario 
I.cloir. se notó un rast. le sangre que venia de la Avenida 
Comercio y siguiéndolo hasta esta doblaba por la misma has- 
ta unos noventa metros o sea hasta la peluquería de Antonio 
Sáltala, donde practicó una inspección precisa en el piso con 
el fin de ver si había existido lucha, uo demostrándose esto por 
ser de jwdrcgullo y concliilla el piso, además toda la noche 
hubo viento algo fuerte, razón por la cual lia borrado las 
huellas de los pies. !<» «pie demuestra que las heridas que pre- 
sentalla el extinto ni» fueron inferidas donde se encontró ct 
cadáver sino al lado de la peluquería, al observarle las ropas 
a la víctima y victimario, no presentaban indicios de hal>cr 
existido lucha. 

Qu a fojas 5, presta declaración el prevenido, ampUán- 
1 1- ila a fojas 13 vta.. ratificándose a fojas 42 vta., manifes- 
tando que- la noche del 24 de Agosto de mil novecientos ca- 
torce, a las once y media, en circunstancias que recorría el 
declarante, entró a preguntar ta hora en el boliche de José 
Stiliano, saliendo inmediatamente del boliche en dirección a 
la Comisaría y como a los veinte o treinta metros, una per- 
sona a quien no conoció en ese momento le gritó "haga alto", 
contestándole el imponente "quien es el que me hace hacer 
alto" rescindiéndole el desconocido "después lo va a saber, 
hijo de una gran p. . ."* y siguieron caminando un poco cuando 
de pronto lo agarró del cuello tirándole un i>ato, ignorando 
si seria con una fusta o con que. atajándose con la mano de- 
recha presentando en la segunda falange del dedo meñique y 
anular unas raspaduras, de ahí siguieron hasta la esquina 
donde se enredó el declarante en unos alambres, cayendo al 
suelo, ya par 1 esto lo había conocido al señor Comisario Le* 
Ifiir y fiouiéndole éste la rodilla sobre la boca del estómago 
le dijo que lo iba a c... . a balazos echando mano a la cin- 
tura sin sacar nada, pretendiéndole sacar el machete toman- 
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dolo dd cuello al ex|»oneiite y como estaba debajo del capote 
no se lo pudo sacar; en vista de esto el declarante desnudó 
una pístela lírowing haciéndole dos disparos del Mielo y le- 
vantándose el señor Comisario le dijo me lia j y siguió 

caminando por la calle ett dirección sud. en ese momento co- 
mo a los cuarenta metros cayó al suelo el señor Comisario 
llegando el agente José Córdolía y al preguntarle a! dícenté 
si to había visto al señor Letoir 1c contestó: "sí. ahí está", se- 
ñalándole en el suelo por lo que el declarante se aproximó y 
le dijo a aquél, estoy preso, entregándole el machete y la 
pistola : ¡legando en ese momento el agente Juan ( maquil y 
un segmido después el Sub- Con úsanosle Policía don Antonio 
Quirogii. conduciéndolo los dos últimos a la Comisaría. (Jne 
el Comisario Lelo ir ni el exponente se hallaban ebrios, pues 
sólo había tomado el declarante un cuarto litro de vino en 
la comida, que la pistola Itrowing Patcnt empavonada núme- 
ro seiscientos cuarenta y tres mil novecientos cuarenta y cua- 
tro une se 1c puso de manifiesto en el acto de «léela rar y nue 
la policía te secuestró es de su propiedad y con la que hizo 
los disparos al Comisario Leloir. a fojas 13 el prevenido Váz- 
quez, amplia su declaración manifestando eme la noche (pie 
dió muerte al Comisario Leloir estuvo en el boliche de losé 
Stiliano como a las once y medía y tomó dos vasos de vino, 
pero que es incierto que haya sacado la pistola ni haya dicho 
las siguientes palabras; "yo soy hombre, al qcic me toque le 
tiro", (pie estando el declarante en el boliche de Stiliano llegó 
el agente José Córdolía a darles las novedades entrando a to 
mar las copas sin que el declarante lo invitara, estando al ; i 
el tachen> Siciliano y el compañero de este llamado Domingo, 
pero qué no es verdad que ninguno de ellos haya salido aftte* 
ra al momento de entrar Córdoba, el tachero Siciliano le dijo 
al expolíente "ahí lo llaman afuera*', contestándole el decla- 
rante "voy a ver quién me llama" y al salir le dijo a Córdoba 
"vos te vas para arriba y yo me voy para la Comisaría": una 
vez afuera y como no viera a nadie siguió caminando como 
unos veinte o treinta metros, cuando encontró a una persona 
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qtir le hizo hacer alio, siguiendo después de esto lo que ya 
Ra iiiánif estado cu su indagatoria no recordando si le dispa- 
raría inás lirn* al tinado después de los dos primeros, como 
laiiijNn'o lo que 1c gritó a causa de la rabia eme tenia, que hp 
reeuerda st el declarante estaba en el suelo cuando llegó Cór- 
doba pero le iKireee qiie m». por cuanto llegó Córdoba le |<n- 
guntó el declaran k- si no lo había visto al Comisario y como 
Córdoba le preguntara cual le dijo el dicenle "el Comisario 
Kresco". a lo (fue le «JIttíHn tf ñ\íi está en el suelo", a fojas 43 
agrega el prevenido Vázquez (pie estando el declarante un dri 
en el calabozo; oyó ^ los agentes que se encontraban afuera 
que el Comisario l.eloir ¡'"resco haliia dicho en la casa de la 
francesa María, cuyo apellida ignora, que tenía míe agarrar- 
lo al declarante dándoles unos azotes. 

Otu a fojas ó vta.. presta declaración Antonio Salíala 
manifestando que la nrtehe que tuvo lugar el hecho se encon- 
traba el declarante acostado oyendo entre sueño que irisaban 
por frente a su casa dos personas hablando *in oir que decían 
y que a unos cuatro metros despué.s «le j tasar el edificio oyó 
dos tiros simultáneos y en .seguida alguien se agarró del alam- 
bre agido del cerco |*onpie se oía el ruido que hacia contra 
las chapas: en seguida hicieron otros disparos que el decla- 
rante le pareciera el proyectil que hizo ruido en las chapa* 
pero a pesar de haber buscado minuciosamente el agujero co- 
mo asi también lo litio el Comisario sumariante, fue ¡tnpo- 
sible encontrarlo: que cuando alguien se tomó del alambre 
tejido, oyó que una persona respiraba con dificultad, como 
si tuviera algún obstáculo eii la garganta, coitio ser agua o 
sangre que lo ahogaba, al poo> momento oyó otros dos dis- 
paros más apagados con intervalos «le dos o tres segundos y a 
causa del viento fuerte que bahía esa noche y el ruido que 
hacían las chapas 110 pudo oir toas nada; que ignora quién 
fué el autor del homicidio y recién al día siguiente supo l>or 
haber oido que era el sargento fie la Comisaria de San Anto- 
nio, a fojas 8 corre agregado el informe médico y a fojas ij 
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la partida ele defunción del extinto Comisario Constancio Lc- 
íoir bresco. 

í)ne a fojas 10 presta declaración José Sliliano mamíc- 
t anclo que la nuche del ( de Agosta» de mil novecientos ca- 
torce, en c ircunstaneias qne sé encontraba en el despacho de 
heladas del decía ramo |c*é Siciliano y un compañero tic éste 
llamado Domingo, como a las once más o menos llegó el sar- 
gento Vázquez y nidió un vaso de vino, en seguida lo invito 
con otro Siciliano y después el sargento a aquel, en eso vio 
el declárame que Vázquez sacó una | >istula del bolsillo y mo- 
viéndola cu la mano diría "yo soy boiubre y cuando me to- 
can tiro" y otras cosas que como el diceute atiende poco la 
castilla no le pudo comprender, en vista de esto salió Sicilia- 
no del boliche llegando más tarde nuevamente viendo al mo- 
mento parado frente a la puerta del bulo de afuera at señor 
Comisario Leloir. quién le dijo, al sargento "que bace sargen- 
to ahí. venga afuera'", mu testan dolé el sargento "si, ya voy" 
y saliendo siguieron caminando en dirección a la Comisaria, 
saliendo también Siciliano y Domingo iras ellos, cerró el ex- 
políenle la puerta del negocio, ignorando lo que ocurría des- 
püés; lo único que oyó a) poco ralo íueron cuatro disparos 
«le anua de fuego, qtte el sargento V ázquez al salir del Imli- 
che estaba un poco ebrio, que también se encontraba el agen- 
te José Córdoba, quién salió detrás del Margen t o cuando lo 
llamó el señor Comisario. 

Que a fojas n vía., presta declaración el agente José 
Córdoba, quién expone: que la iioebe del hecho, rt las doce \ 
media Negé» el declarante al despacho de bebidas de José Sti 
liano, donde se encontraba el sargento Francisco Vázquez al- 
go ebrio y haciéndole la venia desde la puerta le dijo: que 
habia hecho cerrar todos los iíoliches sin novedad y dospuér 
de tanto exigirle el sargento que entrara, coi no superior lv 
nbcdéeió. en ese momento salió el tachero José Siciliano v 
comenzó el sargento a exigirle al declarante que tomara la 
copa y en vista de que estaba algo tomado y pudiera pare- 
cerle mal la negativa le dijo al mozo "déme una copita de ca- 
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fia" y una vez, que la liebió salió afuera con el fin de evitar 
que íe exigiera que k-biera más, quedando contra la puerta 
del lado de afuera al poco rato vid llegar a la puerta al ex- 
tinto Comisario Lcloír quién desde afuera le dijo al sargento 
"venga sargento un momentito. permítame una palabra y Ir 
parece que le contestó: "Ordene señor", en seguida el de- 
clarante se retiró a dar vuelta la manzana y venirse a la Co- 
misaria y ijue hnbia caminado una cuadra cuando oyó dos 
disparos de arma de fuego por lo <¡ue corrió siempre dando 
vuella la manzana porque a pesar del viento fuerte que lia- 
bia oyó los disparos para el lado de la Comisaría y al llegar 
frente a la herrería de Tarruclla. vió dos bultos tirados cu 
medio de la calle y aproximándose conoció al sargento jmr 
el capote díeiéndolc "que hay" y como se levantara de golpe 
y el otro a quién no había conocido no sospechó se tratara 
de un heclio grave por lo que trató de abrazarlo en seguida 
al sargento sacándole el machete y trataki de quitarle tam- 
bién una pistola que le enlistaba tenía por cuanto siempre la 
mnha lo que no podía por hacer mucha fuerza el sargento 
con el fin de no dejársela sacar, dteiéndole "estoy preso, dé- 
jeme las armas" y felizmente llegó en ese instante el agente 
Juan Gttaptl y ayudándole pudo sacarte' el declárame la pis- 
tola <|Uv tenia en el bolsillo del capole y al momento de pa- 
sársela al agente Guapil. llegó el Sub-Comísapo don Antonio 
Ouirogn, quien como viera que Vázquez quería a toda fuerza 
armarse nuevamente de la pistola di ó un salto y arrebatándole 
la pistola, se la echó al bolsillo, quitándole al < lee látante el 
machete del sargento que tenia las manos, que como el 
sargento hiciera mucha fuerza le dijí>sd declarante que cus- 
todiara el cadáver del Comisario y el agente C.uapil llevaron 
a la Comisaria incomunicado al ¿argento Vázquez, que se re- 
sistía diciendo que era hombre y míe nadie era c... de llevar- 
lo: que como a los cinco o diez minutos, volvió el Sub-Coiiti- 
sarin con el agente al lugar donde él custodiaba el cadáver. 

Que a fojas i~ presta declaración IVdro Contin. quien 
manifiesta que la noche dél hecho como a las once y cineuen- 
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ta más o menos se encontraba ei expolíente sacando cuentas 
en el mostrador ck* su casa de negocio cuándo llegó él señor 
Comisario Lcloir que había filtrado ]Ktr la puerta de tus fon- 
dos ]hit estar la del frente del negocio cerrada, y míe diri- 
guiétidosc al declarante le dijo: "Señor Contin llágame Vd. el 
servicio de darme la cuenta porque mañana temprano salgo 
en el tren para Maquinctiao'*, contestándole (pie se esperase 
un momentito que en seguida se la i ha a dar, eme en seguida 
de terminar estas palabras sintieron que goleaban con mucha 
fuerza ta puerta principal del negocio y como creyese fuera 
algún pasajero el expolíente corrió para abrirla, diciendo en- 
tonces el extinto Comisario "deje nomás señor Contin que yo 
voy a abrir'*, lo que hizo en seguida, que apenas abrió la puer- 
ta entró d tachero cuyo nombre lo ignora, diciéndole al ex- 
tinto señor Leloir: "Señor Capitán, señor Comisario por fa- 
vor venga que el sargento de policiá me quiere matar, me ha 
puesto como veinte veces la pistola en el pecho, enntestándo- 
lc el Comisario, no se asuste que yo voy con Vd. en seguida 
Saliendo acto continuo, pur lo que el declarante volvió a ce- 
rrar la puerta y como terminara en seguida de arreglar las 
cuentas, apagó las luces y se retiró a sus habitaciones, que el 
tachero esta)» muy asustado y un poco ebrio. 

Que a fojas 18. presta declaración José Siciliano, mani- 
festando que la nuche de] hecho se dirigió al boliche de José 
Stiliauo. acompañado tic un amigo llamado Domingo y que 
no recuerda que hora era y que al llegar al líoliche le dijo al 
patrón: "déme llh paquete de cigarrillos y dos vasitos de 
vino'' y ipte en ese momento entró el sargento de Policía, 
quién dirigiéndose á Stiliaiin le dijo: "déme vino**, sirviéndo- 
le ith vaso: que en seguida de tomarlo sacó el machete y di- 
rigiéndose al declarante y su amigo Domingo dijo: "yo soy 

curren ti no y en este pueblo cíe ni no quiero estar iná>. 

yo he estado en Campo de Mayo y ahora me voy para la Ca- 
pital donde voy a estar mejor": en seguida guardó el machete 
y sacando una pistola del 1>o1sillo y dirigiéndose nuevamente 
al declarante se la puso en el pecho diciéndole: "yo Corren- 
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tiiio y voy :i c .1 Mazos y que como viera al reí crido 

sargento que estaba como loco, el declarante se aproximó a 
la puerta y abriéndola de splpe salió ctimetidíJ para el Hotel 
de Cmtin porque ya saliia que allí («rallan los superiores del 
sargcnlo que llegó a lo de Coniin encontrain' i la puerta ce- 
rrada pero corno vi*» luz y sospechara que adentro se cnenn- 
Ira " alguno de los Comísanos, golpeó y cjuc en seguida salí;' 
de los superiores y que al verlo con uniforme le dijo: "se- 
ñor por favor venga que el sargento quiere c a balazos, 

me ha puesto la pistola en el pecho y por milagro no me ha 
muerto", contestándole e! superior vestido de uniforme, que 
después supo era el Comisario Constancio Lebnr Fresco, don- 
de es "no se asuste que yo lo voy a aeom|iaíiar" ; que salieron 
jimios del Hotel y se dirigieron al Michc y como estuviera 
cerrada al puerta, el declarante la abrió, dic i índole al extinto 
señor Comisario "aquí está"; que entonces éste desde la puer- 
ta le dijo al sargento "venga un momento", contestándole éste 
"ya voy": saliendo en seguida, como viera que el extinto se- 
ñor Comisario acompañado del sargento se dirigieran en di 
rección a la Comisaria, el declarante se i nité en su casa que 
está al lado al boliche de Stiliano y como tenía miedo de qu. 1 
volviese el sargento cerró la puerta de su casa, que en seguida 
sintió dos tiros, uno tras otro y si no corrió en dirección a 
dónde habían hecho los disparos fué por miedo al sargento, 
que éste estuvo un poco ¿lirio, que en el lioliehe se encontra- 
ba un vigilante negro que el sargento hizo entrar |>ara que 
bebiera las copas, que el agente negro salió después que el 
extinto Comisario salió con el sargento, caminando en direc- 
ción ¡t |;i Comisaria, 

A fojas zt, presta declaración el tachero Domingo l'esoc. 
manifesiando que la noche del hecho, no recuerda bien la ho- 
ra, sn amigo José Siciliano le dijo .pie lio tenia cigarrillos v 
que lo acoiu| lañara al boliche de al lado a comprar un pa- 
ñi ictc y de paso a tielicr un vaso de vino; que llegaron al Im- 
liche y pidieron al dueño llamado José Stiliano. les sirviera 
i|o*. wisos. que en seguida de tomar él y su amigo Siciliano 
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los vasos i>ara \k\kt Itegó el sargento Vázquez, quien diri- 
giéndnse al bolichero le tiife: "déme vino''. que él dueño iM 
boliche se lo sirvió en seguida: que una vez terminado de ln- 
Inr. viú el sargento que. i«isal»a un vigilante y tóiíoftcés diri- 
giéndosc a vütc te dijo; "entre para Chupar una copa", que 
en seguida el agente entró y le pidió al bolichero que le sir- 
viera una copa de vino y que en seguida el sargento dirigiém 
dose a (piien le había servido las copas le dijo; "cuanto es'\ 
que el expolíente no recuerda d» <|iie le contestó y mié enton- 
ces vio cuando el sargento sacaba diez pesos ]>agamli> la copa 
que había bebido y la del agente, que en seguida el bolichero 
le dió el vuelto: el sargento sacaba y entralia nuevamente el 

machete en la vaina diciendo: "yo soy corrcnlino e he 

sido del Campo <le XíajfÜ y ahora me voy liara la Capital, 
tcngi» lástima a la carne humana" que en seguida sacó una 
pistola y dirigiéndose al declarante y su amigo Siciliano Íes 
dijo; "yo los voy á c... a («alazos, que entonces el agente 
negro le dijo al sargento una palabra que et expolíente no 
lindo oír y que et sargento dirigiéndose nuevamente al agente 
le dijo: "calíale la \m> a", que a esto dirigiéndose a Siciliano: 
"yo lo voy a o.., a balazos'', (pie Siciliano en vista de ta 
actitud amenazante del sargento, se aproximó a la puerta 
de calle <jue ya ia había cerrado y abriéndola de gol|>e salió 
a la catlc volviendo casi en seguida con un señor de unifor- 
me. Que al otro dia supo que era el señor Comisario l.eloir 
y que abriendo ta puerta je dijo al Comisario: "este es el se- 
ñor" y que este dirigiéndose al sargento le dijo: "venga un 
momento", contestándote este al señor "va voy", que en se- 
guida (pie salieron, salió atrás de ellos el vigilante negro a 
una distancia de cuatro a cinco metros, dirigiéndose hacia el 
lado de la Comisaría, que el declárame y Siciliano se diri- 
gieron a ta casa de este último. Al ¡legar se entraron y cerra- 
. ron la puerta sintiendo al rato dos disparos casi simultáneos, 
que el sargento Vázquez estaba un poco ebrio. 

A bqas ¿4 vía., declara Kugenia Tarruelta. manifestando 
que la noche del 24 de Agosto, más á menos las doce y medí;: 
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si- encontraba durmiendo en compañía ¿le su esposo, cuando 
un perro de su propiedad atro|>e1Jaba la puerta arañándola 
por U» que la declarante se recordó sintiendo roeés y en se- 
guida un tiro, acto continuo, éstos como a cinco metros má* 
o menos de su habitación y en seguida sintió pasos de mvi 
peleona (pie venia corriendo y re-piraba muy fuerte como si 
SC ahogase y muy agitada, atrás de esta persona se sintieron 
oíros pasos, (pie al llegar fmite a la ventana de su dormitorio 
sintió otra detonación, cjue más o menos cinco minutos des- 
pués sintió voces y una voz muy fuerte t|ue decía "(pie has 
hecho, has muerto a mi compañero** y otra vitó que decía: 
"yo soy macho, para <|iie vea que soy macho", repitiendo estas 
mismas palabras tres y cuatro veces. 

KI agente Juan C.uapil en su declaración de fojas 26 vta.. 
manifiesta (pie la noche del hecho siendo las doce y cuarto 
más o menos se encontraba en la Comisaría, de guardia, en 
compañía del Sub-Comisarto Antonio Quiroga. cuando sintió 
tres detonaciones de anua de fuego, (pie acto seguido salió 
a averiguar y al llegar a la esquina di- 1n platería del señor 
Cimenez. tocó auxilió, oyendo después dé caniinar un poco 
nías vócés y entonces aproximándose vió al ex-sargento Váz- 
quez luchando con el agente Cordoha y al lado de éste una 
persona tirada boea abajo en el suelo, «pie en seguida le pre- 
guntó a Vázquez: "que es lo (pie lia pasado, déme sus arm.ks", 
cuando vió llegar corriendo al Sult-Comisario Quiroga quién 
íplító inmediatamente las armas, diciéndole al declarante: "no 
lo suelte"*, (pi- vió entonces cuando el Sulj-Coniisario agachán- 
dose hacía el caído, reconoció en él la persona del Comisario 
l.eloir y que entonces dirigiéndose .1 Vázquez le dijo: "que 
has hecho, míe has muerto a mi coni|>añero", que el sargento 
Vázquez se encontraba 1111 poco ebrio. 

KI testigo Kdtinrdo Ha ver a fojas 32, declara que fa no- 
che del hecho como a las doce y diez minutos más o menos, 
el declarante se dirigía a su casa y al llegar a la esquina Sud 
■le la calle de la herrería de Ta miel la encontró al agente Jo- 
sé Córdoba (pie venía corriendo ii)Uy agitado y !e preguntó: 
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"que hay viejo que va corriendo". pejfo como estaba agitado 
y con los no le entendió lo que le contestó y doblando la es- 
quina, tomó i*ir la calle míe va hacia la "herrería nombrada 
un momento antes de esto, el expolíente oyó una pitada co- 
lín* de llamada de oficial, pero creyó se tratara de un ebrio, 
pero sin embargo se quedó en ta esquina, observando donde 
iba el agente, al llegar frente a la herrería vió que éste se 
juntó con otro bulto que parecía un hombre. 

Declarado cerrado el sumario y elevada la causa a plc- 
uario. el agente fiscal pide a fojas 47 se le condene al reo a 
la pena de seis años y seis meses de penitenciaría, accesorias 
y costas cuyo dictamen es impugnado ]H»r la defensa que pide 
la absolución para el prevenido. Habiendo las partes renun- 
ciad* > al término de prueba se llama ron autos para dictar sen- 
tencia. 

Y considerando: 

i. M Que por los medios de prueba acumulados, se esta- 
blece la existencia del delito y la individualidad de su autor, 
que es el acusado. 

2" Que ta acusación fiscal califica el delito de homicidio 
provocado y la pretensión de la defensa llega a solicitar la 
absolución fundándose en la indivisibilidad de la cuiifesión deí 
reo. por 110 existir testigos presenciales. 

3." Que a juicio del proveyente no son admisibles, ni 
la calificación legal ilel delito que hace la acusación ni la pre- 
tensión de la defensa. 

Kn efecto: N T o es en el sub jttdicc caso de homicidio pro- 
vocado: Asi resulta de tintas las constancias del proceso que 
establecen las circunstancias de ambiente en que se encontraba 
el reo en las horas en que se produjo el drama: acaso p<>r 
efecto del alcohol que lo había embriagado se despertó en él 
1111 espíritu irascible, una exaltación del coraje sedimicnto de 
vieja cepa* popuiar de tipo criollo, vulgo compadraje, gaucho; 
predispuesto contra todo aquel que pretendiera |>onérsele de 
frente.' Asi insulta y amenaza revólver en mano al sugeto Jo- 
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sé Siciliano, a quién ofrece balazos con el estribillo de: "yo 
soy correntín o, tic": este hecho es la iniciación . del siXSesú, 
Siciliano asustado corre al líotcl Contin. corroltoradn por 1:i 
declaración del dueño ¡fe éste Pedro Contin. a ¡nilir auxilio 
de los superiores ilel sargento Vázquez, pues allí era el dotui- 
■ilio def Comisario Leloir. Éste mismo quien recibe la de- 
nuncia (Je Siciliano (Je que el Sargento armado y éhrio promo- 
vía desórdenes y amenazas en el almacén de José Stiliano. 
Millonees el Comisario Leloir ¡lega a este puntó y viendo den- 
tro al sargento Vázquez, lo llama en su calidad de superior, 
saliendo juntos hacia Ja Comisaria. Tin el camino a poco andar 
se produce el asesinato fiel Comisario. 

1" Donde, pues, se encuentra establecida la pn •vocación 
pe se pretende para calificar el delito? |-,n la confesión del 
reo: pero en contra de esto >e encuentran concordes indos lus 
antecedentes y constancias procesales: máxime cuando la in- 
terveucióu del Comisario como suprior del sargento era obli- 
gatoria y éste al ser llamado al urden no jiodia decirse pro- 
vocado. Luego, la resistencia a entregarse desarmad-» opuesta 
por el sargento a raiz del hecho, contra Jos agentes que le 
conducían detenido y las vociferaciones bravuconas que acom- 
pañan sus actos, son hechos demasiado elocuentes que prue- 
ban y establecen la verdadera responsabilidad del reo. 

5" <Jue tampoco es admisible el extremo en que Ja de- 
fensa se coloca |Kira hacer viable su tesis en favor dé la abso- 
lución, argumentando en prueba ríe pro vocación de la víctima 
las contusiones qUc ¡Si reo presenta en una mano, según el 
certificado de fojas ló y que la defensa sostiene producidas 
por un golpe de palo n de fusta, pites del mismo certificado 
resulla que son rozaduras producidas |u>r suelo, pared o are- 
na y si' ha ^improbado que el acusado cayó al sucio con la 
victima. proVabiemente en la resistencia a (pie estala predis- 
puesto desde antes; para ser llevado, cuando él acababa de 
manifestar, con el estribillo ríe: "'ser corretititiD", que nadie 
era capaz de llevarlo. 

6V> <Jue en estas condiciones no puede hablarse de im 
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homicidio Effpvoqado sinó de un simple homicidio, perpetra- 
rlo con la atenuante del inciso 6." del articulo 83 y en la irri- 
tabilidad propia de ja embriaguez fe» la que *e encontraba el 
reo en esas circunstancias y de su carácter. 

jr Qite en consecuencia es el del casi» él articulo 17. 
inciso i", de la ley 4181;. en su ininimum. atenln la atenuación 
expresada. 

f\ir ello, resuelvo: imponer a Francisco Vázquez la pena 
de diez año» de presidid, costas y accesorios legales y si no 
fuere apelada, elévese en Consulta a la Kxma Cámara. Cobre, e 
por Secretaria los giros de fojas 30 y 31 y dcjxisitc en el lían- 
co de la Nación Argentina a la orden de este Juzgado y como 
perteneciente a este proceso, 

Notifíquese e insértese. — Juan Jitiió» Lastra. — Ante 
mí: fttwtón H. l-.spechc, 

ÜKNYKM-I A HK I.A CAMARA rUlilvKAI. Hl- Al'Kl. ACHiXKS P¡£ 

I.A l'l.\TA 

Li Pili*. Junio ti de IM7. 

Vistos: considerando: 
(¿tic en autos está probado c|iic en la micho del 25 de 
Agosto de I<;i4. el sargento de policía Francisco Vázquez, dio 
muerte con arma de fuego al comisario Constancio Lelotr 
Freso 1. 

<J»e las constancias del sumario han sido prolijamente 
expuestas |M>r el tt </«<'. de acuerdo con las constancias de 
autos. 

< >ue el delito ha sido calificado legalmente como de ho- 
micidio y encuadrado con justicia en el articulo 17. capitulo 
\:\ inciso 1.". de la ley 418^ 

One la confesión del procesad., ha podido dividirse en 
su contra de acuerdo con el artículo ¿i* (leí Código de Pro- 
cedimientos, por cuanto de las circunstancias del proceso re- 
sulta que ella -no ha sido verídica en la relación de los ante- 
cedentes del hecho, ni aún de los del momento mismo de la 
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ejecución, l-ji efecto consta de autos que el matador, que se 
bailaba en el boliche fie Siciliano, fue llamado desde la puerta 
|n>r la victima : ton motiw* de las queja* que un vecino pro 
dujera ante esla, sobre ta conducta del sargento en tal I* 'li- 
die, que la amena ¿alia e»m la pistola i fojas 10. 17 v 18 >. ffo 
ha habido pues, la detención violenta en la calle. por parte 
del comisaria muerto a su victimario, ni tampoco | as p a |a- 
liras insultantes atribuid»» a aquel. No es exacto, igualmente; 
que, después ilel lucho, el reo se entregara a la autoridad, 
sino, que |>or el contrario, le resistió abiertamente: forcejeando 
y lucbando con tos agentes que le detuvieron. 

Que la agresión con un palo o fusta, de (pié se dice pa- 
sivo el procesado, «le la cual le resultó una rozadura en los 
dedos de la maim. no está de acuerdo con las constancias del 
sumario ni aún COU el dictamen pericial de fojas 16, 

Que no es verosímil la actitud que el reo atribuye al ct>* 
misario, que lo sabia armado de pistola, por cuanto se bailó, 
tu el cadáver de éste, su revólver en el cinto y con el cintillo 
de seguridad prendido, como se llevan lan arma- que 110 pien- 
san usarse por el momento. 

Qtie un es aceptable, en consecuencia, la eximente pre- 
tendida pur la flefensa, a mérito de la sola confesión del pro- 
cesado, destruid;! pi»r las circunstancias apuntadas v * tiras que 
surgen de los hechos iptc precedieron y siguieron al delito e« in- 
sinuado. 

Que aún .'liando se computa h atenuante de ebriedad par- 
cial, ella sólo serviría para neutralizar la agravante del inci- 
so 15 del ariícnío N4 del Código I'enal. que concurre eviden* 
teniente en el caso siendo el muerto 110 soto autoridad púliliea 
sitm superior jerárquico del victimario. 

l'or estos fundamentos y sus concordantes, se continua 
ta sentencia en cuautn a la calificación legal del delito, y se 
lleva la pena impuesta a diez y siete años y medio. 

Devuélvase para su cumplimiento, — José Mareó. — /?. 
í.'ji/f/.i f.aiwllt: — Autopió í.. Mar cenar o. 
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BuMOl AítM, AftoflO 11 de 1917. 

Vistos y considerando: 

Que de autos resulta plenamente acreditada la existencia 
del delito de homicidio perpetrado en la persona del Comisa- 
rio de Policía <' ta Gobernación del Kio Negro, Constancio 
Lcloir Fresco, en la noche del 25 de Agosto de 1914. por el 
procesado Francisco Vázquez, sargento de la misma policia. 
diligencias del sumario de fojas 1 a fojas 7, ín forme pericial 
de fojas 8, partida de defunción de fojas Q. 

Que las circi instancias de que acrece rodeado este de- 
lito, demuestran que ño pudo existir la provocación por parte 
de la víctima a que alude el procesado en su confesión, ni 
menos en estado de embriaguez completa en el momento en 
que fue cometido. 

(jue la confesión calificada fío es indivisible cuando las 
constancias de autos desautorizan la calificación y cuando' de 
tas circunstancias del hecho que resultan del proceso surgen 
presunciones graves que autoricen a dividirla, como lo ha 
establecido esta Corte en repetidos fallos con arreglo a Jó 
dispuesto por el articulo 318 del Código de Procedimientos 
en íb Criminal. Palios, tomo 101. pág. ,105: lOf». pág. ¿j ; 122, 
l>ág. 200; 123. pág. 208 y 124. i«'ig. 81. entre otros. 

Oue por consiguiente correspondía al acusado la justifi- 
cación fie lo alegado en su defensa con arreglo a lo estable* 
cido en la citada disposición del artículo 318 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal y esta pr licita no se ha pro- 
ducido en manera alguna como pudo hacerse en la estación 
oportuna del juicio. 

(¿lie dados estos antecedentes la calificación legal del de- 
lito de que se trata hecha en la sentencia aislada, es la que 
corresponde con arreglo a lo establecido por el artículo ip. 
Cap. I,', inc, IS de la ley N." 4180, de reformas al Código 
Penal, sin. que concurra en el caso circunstancia alguna que 
autorice a modificar en favor del reo. la pena de diez y siete 
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arW y nndio de presidio y accesorios legales, rjlié su le ha 
impuesto. 

l'or ello y sus fundamentos se confirma la sentencia ápt- 
lacla cié fojas 70. con instas. Kotifímiese original y devuélvanse. 

,\. Mi:hmi;jii. — Nicanor (i. rifó 

Soi.AR. — 1>. K. t»AJ ( UIO. 

j. Fic.i'KRoa Auokt\. 



Pri'ihh 'ut dé Córdoba contra ht sucesión de don Santiago Tem- 
0. fior mejor derecho i sobre eúiítfii'íettcia. 

Sumtífi&l Corresponde al juez de la sucesión y no a la Curte 
Suprema, una demanda sobré declaración de- vacancia y 
petición fie herencia, deducida por una provincia contra, 
varios herederos declarados. 

Caso;} explican las piezas siguientes: 

DUTAMEV DEL SEÑOR l'RrH t'RADOR iWJNlvRM. 

ButBM Aire*. Aiotto S de 1017, 

Sii|imn¡i Corte : 

Residía de los antecedentes *\uv acompaña el recurrente qííé 
ante los iriliuiiales de Córdoba. el gobierm > de ESÍá provincia 
por iiieclio de un mandatario especial, interpuso demanda contra 
los sucesores de don Santiago Temple, solicitando la anulación 
de la declaratoria de herederos dictada a favor de sus suceso- 
res y la vacancia de la herencia : después de t rallado el juiein 
pnr demanda y cuntes! ación, la provincia actora se presentó 
aduciendo la excepción cié declinatoria fie jurisdicción, a mérito 
«le míe el pleito del tía substanciarse ante la Corle Suprema 
Federal, eonfortne a Ib míe dispone él articulo 101 de la Consti- 
tución Nacional, a lo que se hizo lugar declarándose ineoni|te- 
lentes a los tribunales provinciales y dejando sin efecto todo lo 
oí irado en ella. 
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IX- lo expuesto se desprende que la presente demanda, que 
la provincia de Córdoba instaura contra los mismos sucesores 
de don Santiago Temple, siendo tina repetición de la anterior. 
m> eorres|xnHle a la competencia originaria de esta Corte Su- 
prema, en razón de halar producido. pi>r parte di- la iwcilcJp- 
nada provincia, la prórroga de jurisdicción a que se refiere el 
art, i 2. iue. 4." de la ley 4S. según el cual el hecho de <|iie mía 
persona que podría aeogerse al fuero federal, ocurra a un tri- 
Ihi nal provincial, implica que la jurisdicción ha sido prorrogada, 
y [hir eon-dgiiicnle la eaitsa se substanciará y decidirá por los 
tribunales provinciales, sin i|Ue pueda ser traída a la justicia 
federal, salvo en el casto del art. i-| de la misma ley. 

Y. K,. lia establecido en numerosos fallos, que la circuís* 
lancia de que el art. 101 fie la Constitución disponga en su parle 
final t[ue esta Corte Suprema tiene jurisdicción originaria y 
exclusiva en los asuntos en que una provincia sea parle, ¡mpüea 
que ella conoce de los asuntos que iierteneccn al fuero federal, 
con exclusión de los tribunales inferiores de igual naturaleza, 
pero no impide que los tribunales locales puedan entender en 
las mismas eausas; si las partes a cuyo beneficio se ha orga- 
nizado el fuero federal, quisieran ocurrirá los de provincia, 
lista doctrina obedece á que dentro de nuestro régimen federa- 
tivo, cada estado debe tener su propia administración de justi- 
cia, ante la cual deben ser judiciahles. preferentemente, sus títi- 
loriilailes. con arreglo a las leyes reglamentarias, i Mallos, tomo 
XC, pág. 07: CIY. pág. ,vy ; C\ll. pág. -'03). 

La doctrina sentada por esta Corte Suprema en los fallos 
mencionados y en otros análogos, no solo rige cuando la pro- 
vincia aparece como" parte demandada. <diio también cuando 
figura como parte adora, desde que la regla que excluye del 
conocimiento de los tribunales nacionales los asuntos en que se 
hubiera operado la prórroga de la jurisdicción, es de carácter 
general, y de aplicación siempre que el fuero federal correspon- 
da |>or razón de las personas, desde que en virtud de la renuncia 
que estas hacen af privilegio que las ampara, el asunto queda 
sometido a los tribunales provinciales. 
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JW consiguiente, si la jurisdicción de los tribunales de la 
provincia tle Córdoba fué aceptada |«*r el Gobierno de la misma 
que ocurrió ante ellos para hacer valer sus derechos y también 
lo fué |>or los demandados, quienes no opusieron en tiempo. la 
excepción de declinatoria para acogerse al fuero federal, que 
Je correspondía |>or su calidad de extranjeros, el litigio del* 
reputarse radicado ante los expresados tribunales sin que 
pueda i raerse a la justicia nacional ]h>t haberse operado la 
prórroga de la jurisdicción a que se refiere el art. 12. inc. 4." 
de la ley 48. 

Por lo expuesto pido a V. Iv se sirva declarar que no co- 
rresponde el conocimiento del juicio a la jurisdicción origina- 
ria de esta Corte Suprema, 

- Julio Botct 

FALLO DF. LA CORTE SUPREMA 

Butni» Aire*, Agosto II dt 1917. 

Autos y vistos: 

KI d*»ctor Gonialo Figueroa en representación de la Pro- 
vincia ríe Córdolia. expresa: que lialnendo fallecido don San- 
tiago Temple sin dejar licrcdcr >s instituidos ]tor testamento, ni 
herederos legítimos a quienes la ley llame a recibir la heren- 
cia ésta corresponde al Fisco con arreglo al articulo 3588 del 
Código Civil. 

Que si bien el fisco no puede ser considerado como he- 
redero, tiene derecho sobre esos bienes que se consideran va- 
cantes, |m ir carecer de herederos Igitimos. 

Que "causa sorpresa que, ¡Mtr meras declaraciones cpie co- 
mo y. ií, verá oportunamente, carecen de eficacia, se haya po- 
dido cambiar tan fácilmente el estado civil de una persona pa- 
ra fraguar una sucesión legitima y liara inventar también here- 
deros que carecen en absoluto del título de tales". 

Que fundado en el artículo 358S C. C. desconoce esa de- 
claratoria de herederos y niega el derecho hereditario de las 
personas allí nombradas y deduce la acción de petición de he- 
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rcncia que acuerda el articulo 3423 del Código Civil y sus con- 
cordantes, contra los supuestos herederos declarad* ¡s de don 
Santiago Temple y actuales tenedores de .sus bienes cuyos nom- 
bres espresa . 

Que habiéndose corrido vista al señor Procurador General 
resficcto a la competencia de este tribunal para conocer en la 
presente demanda, éste se expidió manifestando que esta Corle 
debía declararse incompetente por haberse prorrogado la juris- 
dicción con arreglo al artículo 12 inciso 4." de la ley número 
48 con la demanda y contestación verificada ante el juzgado de 
la Provincia, según los testimonios acompañados i*>r el actor. 

Y considerando: 

Quv la demanda promovida tiende a eme se deje sin efecto 
la declaratoria de herederos «pie se ilicc hecha por el juez de 
la sucesión de don Santiago Temple en la Provincia de Córdo- 
ba y a que se declare, en su consecuencia, la vacancia de la he- 
rencia v el derecho de la Provincia a los bienes dejados por 
el causante, invocando los artículos 3423 y 3588 fiel Código 
Civil. í ' 

Oue con arreglo al artíenlo 12 inciso 1." de la ley de juris- 
dicción y competencia de 1863. en todos los juicios universa- 
sales de concurso de acreedores y partición de herencia cono- 
cerá el juez competente de provincia cualquiera que fuere la 
nacionalidad o vecindad de los directamente interesadas en 
ellos, y aunque se deduzcan allí acciones fiscales de la Nación. 

Que completando esa disposición el artículo 2." de la ley 
número 027 de 3 de Septiembre de 1878, prescribió que el co- 
nocimiento «le los juicios universales de sucesión, c TTespondia 
a los jueces respectivos de aquella provincia en la que debe 
abrirse, en su caso, la sucesión, según las disposiciones del Có- 
digo Civil, cuyo artículo 3¿84 atribuye entre otros, al juez de 
la sucesión, las demandas concernientes a tos bienes heredita- 
rios, basta la partición inclusive, cuando son interpuestas por 
algunos de los sucesores universales contra sus coherederos 
(Diario de Sesiones, Diputados. 1877. ]>ágina 427»- 
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Une aplicando lo dispuesto cu el iiiici.síi i.", aniculo u, de 
la ley de jurisdicción, cata Corle lia declarado <¡uo l. s juicios 
universales de sucesión son ilc la ex histVa competencia de los 
tribunales de provincia ( Fall.is. ipntp u \úg\m 0; tomo K>, 
I lámina 48) y el fjitv al presente se deduce sobre declaración de 
vacancia e> una incidencia del juicio sucesor» > de don Santia- 
*í* 1 Temple, radicado ante los iril nina les de la provincia de Cór- 
doba ( testimonio (le fojas i al roj. 

(Jue estando abierto ante un juez de provincia un juicio 
sucesorio "t-s en ese juicio que dehen discutirse y jilearse, las 
pretensiones contradice irías a la sucesión, asi contó el mérito 
y validez de una precedente declaratoria de herederos, en caso 
que haya tenido lugar, como se alega que ha sucedido en el pre- 
sente, y para ello carecen de jurisdicción los tribunales nació* 
nales, con arreglo ;l1 articulo \> inciso i." de la ley de juris- 
dicción y competencia" ( Fallos. touV JO. página > . 

(Jue la acción de petición de herencia (jtte es la (¡tic se 
deduce, según lo expresa el represéntame de la provincia de 
Córdoba, contra los herederos declarados ele don Santiago Tem- 
ple, invocando los artículos y del Código Civil, de- 
lie entablarse ante el juez de la "sucesión, pues ¡qjtttí el inciso 
i. \ articulo u de la ley de jurisdicción citada, no hace dis- 
tinción alguna respecto a la naturaleza del titulo que sirva de 
liase a la demanda ( Fallos, tomo 44. Ingina 182, considerando 

y como lo ha declarado esta Corle, siguiendo lo resuello 
en la causa citada del tomo JO página OJ, "Jas acciones que tie- 
nen por objeto Ta reparación de errores cometidos en un jui- 
cio sucesorio, la nulidad y rescisión de la declaratoria de here- 
deros y la de la repartición y adjudicación de hieue verifica- 
dos en dicho juicio, dehen considerarse como incidentes de éste 
y su conocimiento corresponde al juez que fué com|>cientc pa- 
ra conocer en él" 1 Tallo*, tomo 44. |ágina j-íj: argumento del 
fallo del lomo 48, página ¿73). 

Que las disposiciones de las leyes y jurisprudencia ei ta- 
fias, relativas a los juicios universales, ya sea de sucesión, ya de 
concurso de acreedores, se propusieron sin duda unificar la ;ic- 
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ción judicial tu la determinación de los derechos de una mul- 
tiplicidad de intensados y de bienes para reducir los gastos 
y cviiar los graves conflictos que ocasionaría la revisión y ¡ulu- 
lación pnr parle de un tribunal federal, de las resoluciones 
difuntas por él dé una provincia con relación a esos derechos 
y esos bienes. 

(Jue un se opone a 1» »s considerandos que preceden el ca- 
si, deí tomo 45. página 37" diferente del actual, ni la circuns- 
tancia de ser una provincia ta demandante y la disposición del 
articulo 101 de la Constitución .según el cual en los asuntos en 
que aquélla sea parte, la Corte ejercerá su jurisdicción origi- 
naria y exclusivamente, pues esa exclusión no se refiere a los 
tribunales de Provincia sino únicamente a los jueces inferie- 
res en el orden federal, por los fundamentos, que es innece- 
sario reproducir, consignados en el falto del tomo 112. página 
203 y otms alli citados. 

I'or eilo y de conformidad con lo pedido por d señor Pro- 
curador < '.eiieral. se declara la incompetencia de esta Oírte |wra 
conocer de la presente demanda. Kepttesto el papel arclií ce- 
se, devolviéndose el expediente agregado. 

A. l!r.KMi:.io. — Xicanoií G, 0K1. 
SOfcAR; — D. Éi Palacio. — 
J. Fh;i-i:ko,\ A ia'okt.v 



00H Jesús Mowtto contra ta Ffá&ikéia tic Hítenos Aires, por 

cubro tic f*esos 

Sitittttrio: Las gestiones administrativas no interrumpen la 
prescri(K'ión ni son indis|>cusal>lcs para traer ante la Corle 
Suprema una demanda contra una provincia, 

2:' I.as inundaciones administrativas 110 pueden te- 
ner el alcance de un reconocimiento en el concepto del ar- 
ticulo 30JÍ9 «leí Código Civil, y el moni vi miento tácito de 
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las obligaciones sobre que dispone el articulo 721 del mis- 
nio Código, no puede resultar del pago hecho a terceros 
y en virtud de obligaciones distintas atu»|iie deriven il- 
trabajo» análogi>s. 

Caso; |..„ explica el siguiente: 

l'.UJjO l»K |,.\ OHíTK srpftlftlA 

Bmmi Airti, Afeito tt d* 1*17. 

V vistos: Los seguidos por don Jesús Moyano contra la 
Provincia de Buenos Aires, por toferp de pesos, de los que 
resulta : 

<Jue a fs. 3 y con los documentos precedentemente agrega- 
dos, el señor jesús Moyano demanda a la Provincia de Hue- 
llos Aires |>or la suma de nnczr mil setecientos reinte pesos 
moneda nacional, tjlie dice le adeuda por haber publicado el go- 
bierno aludido cj Registro Cívico Nacional, el año 1901, c«; 
el diario de propiedad del actor que con el título de "Kl Na* 
cional" se editaba en la ciudad de Chivileoy. 

One en el mes de Octubre del año ujoi. el actor recibió 
orden por escrito del Juez de Paz de la localidad referida, 
para publicar en el diario citado, y por el término míe estable- 
cía la ley nacional ¡le elecciones, el Registro Cívico a ella co- 
rrespondiente. 

Que aceptó el encargo entendiendo que la publicación se 
baria por cuenta del gobierno de la provincia, loria vez que 
'o recibía por intermedio de un funcionario provincial y sin 
hacer salvedad alguna al res) «celo, a lo rpie su agrega que exis- 
tían numerosos antecedentes demostrativos de que el í'.obier- 
iio provincial había costeado invariablemente esos gastos. 

<Jnc el Ministro de Gobierno doctor Carranza hizo un 
convenio eon el actor ))or el que se reconocía la cuenta pre- 
sentada, previa una rebaja del 10 ojo, convenio que el actor 
acepto, y en cuya virtud se ordenó a la Contaduría de la pro- 
vincia que practicara una liquidación, quedando así reducido el 
crédito a la suma de nueve mil setecientos veinte pesos, tU>- 




DE JUSTICIA OE LA NACION M 

pues de Ib cuál se dictó |x>r el Ministro citado el corres[>oiidien- 
te decreto ipiL- no fué subscripto por el Golwrnador de la Pro- 
v i neta |H>r razones ipie no hacen al caso. 

Que posteriormente ha seguido ame el Gobierno Provin- 
cial las gestiones inte juzgó más conducentes para percibir el 
importe del crédito reclamado, y diversas dificultades relacio- 
nadas con la tarifa aplicada |>or el actor, y con la obligación 
de iKigar. (file la provincia desconocía, dieron por resultado que 
las gestiones de referencia fueran desestimadas por el Gobierno. 

Que aún cuando el trabajo que se le encomendó fuera des- 
tinado a beneficiar a un tercero, es responsable de su pago quien 
lo mandó ejecutar. 

Que la publicación se hizo a pedido de un funcionario pro- 
vincia!, y el actor no tiene vinculo alguno de derecho con la 
Nación, siendo ésta, además, la doctrina que surge de U* ar- 
tículos 162.*. 718. 710, 720 y 1 145 del Código Civil, y del 
fallo de esta Corte Suprema (jue se registra en el lomo 104 
]Kiginn 58. 

Que |>or los hechos y con sideraciones expuestos, pide se 
condene a ta Provincia de Hítenos Aires al pago de la suma 
reclamada, con arreglo al convenio celebrado con el Minis- 
tro de Gobierno doctor Carranza . con más los intereses y las 
costas del juicio. 

Que acreditaila la jurisdicción de esta Corte, y corrido tras- 
lado de la demanda, el representante de la Provincia de ¡me- 
nos Aires, la contestó (ls> 2j> pidiendo su rechazo. 

Oue fundando la desestimación de la demanda, la provin- 
cia alega que suponiendo exacto que ei actor fué requerido lia- 
ra hacer la publicación a que alude y que estuviera justificado 
el crédito, la acción para reclamarlo estaría prescripta, confor- 
me a lo que dispone el articulo 4023 del Código Civil. 

Que además, la publicación habría sido ordenada en el 
mejor ele los casos, por un funcionario de la provincia, pero 
no en el desempeño de sus funciones sino en virtud y cum- 
plimiento de una ley nacional lo «pie no obligaría a la Pro- 
vincia dt fíucuos Aires. 
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(Jue el convenio vernal que el actor dice haber celebrado 
con el Ministró tic Gobiérnoj doctor Carranza, no tiene. aún en 
la Hipótesis de existir, valor lega) alguno, porque no es un 
; : eto de la provincia mientras no se realice por el único qué ptt«¿ 
de obligarlo, es decir. por el golternador. siempre que obre den- 
tro de las facultades de su mandato. 

ytie no hay reconocimiento de la deuda que interrumpa 
!a prescripción, ni ello puede resultar de tas gestiones admi- 
nistrativas que se dicen practicadas, y en Consecuencia soli- 
cita i|iie se desestime la demanda, con costas. 

Qüe conferido traslado de la prescriixión apuesta jntr el 
demandado, y evacuado por el actor, se recilie la causa a prue- 
ba. se produjo la que expresa el certificado de fs. tpi?, se pre- 
sentaron Jos res[R'ciivos alegada y se llamó autos para defini- 
tiva. 

V considerando; 
<Jtie las . ibservaciones rcl: tivas a la personería del act.-i 
lieebas en el alegato de fs. i lo, son imprudentes, pon pie ade- 
más ile baliersc formulado fuera del término legal I Fallos ti - 
mo 96, página 17 2) f no se ba producido al respecto la prueba 
«pie en el caso bubiera correspondido i Patios toniO página 
XV', considerando i¿>, a lo qué hay míe agregar míe la pelo- 
nería del actor ba sido virtuahnentc admitida par Ja pane de- 
mandada, y por tanto no puede dar lugar a impugnaciones vs- 
temporáueas. 

tjne por lo <|iie hace a la prescripción, resulta de la pni< - 
ba producida por el propio actor 1 cuenta de fs, ¿j: solicitad 
de fs, ¿H\ que el pago de los trabajos que motivan fsta de- 
manda era exigible en febrero de nji.\ fecha desde la cual 
comenzó a correr la presrripción conforme a la doctrina del 
afílenlo del Código Civil. (Fallos tomo ip, |»igtna 17: to- 
rno página --4 > . 

(Jue tratándose de una acción personal y 110 habiéndole ale- 
gado ijiie el acreedor estuviera ausente tic la provincia, la pres- 
cripción que corresponde es la de diez años, que lian corrido a 
la fecha de la demanda «articulo ^¿3 Código Civil t . 
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Une la prescripción se opera aun cuando se llagan gestii>- 
ncs administrativas, porque días mi importan la demanda (Irte 
estatuye el articulo del Código Civil, ni tales gestiones son 
indispensables |Kira traer ante esta Corle una demanda contra 
una provincia (Fallos Ionio 12$ página ¿24 y jurisprudencia 
; : IH citada i . 

One no hay en los autos constancia alguna del convenio 

se i n vi >ca por el actor, y tlel que se hace derivar un re- 
cinoci'niento de su derecho, interruplivo de la prescripción. Lar 
tramitaciones administrativas no pueden tener el alcance de un 
reconocimiento en el concepto del artículo 3989 del Código Ci- 
vil, toda vez que esas tramitaciones se ordenan, en generJ. y 
uitrc oíros objetos, con el de t::vestigar el derecho que sí- re- 
clama aihumiílratñ ámenle . ka resnlución final reconociendo 
el derecho alegado, es la qne hnhria |>odido invocarse; y esa 
resolución no solii no ha sido dictada, sino ipie la decisión de- 
finitiva 4é stplicmhre 5 de nji4 ' M»* Sol desestima expre- 
samente la gestión del actor. 

el reconocimiento tácito de lífs obligaciones sohre que 
dispone é articulo 7_>i del Código Civil, no puede resultar del 
pago hecho a terceros y en virtud de obligaciones distinta- 
aunqne deriven de trabajos análogos, parque tales pagCff s«'U 
para el actor res inUr altos acta qrte no crean titulo a su í;i- 
vor fiedlos tomo 1/6. página 172; timin 1 1 0, página 371. 

Que dado |<i. precedentemente expuesto, en que se estahlece 
ij ne se ha operado !;i prescripción, es innecesario examinar si 
el pago' incumbe a la Nación o a la provincia, cmno animismo, 
ti el servicio fué reunir ido por funcionarios legalmente facul- 
tad-^ para clk. 

IW estos fundamentos, se absuelve a la Provincia de líue- 
nos Aires de la demanda de fojas 3. sin especial condenación 
cu cortas, atenta la naturaleza de la cuestión resuelta. N'oli- 
fiqiiese original, repóngase el papel y archívese. 

A. RKkMiijn, — Xicaxok C.. Dtít. 
Sola». — l>. K. Palacio. - 

J. KriU KKUA At.OiRTA. 
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Ih>¡t Bimqtti' fí,'j,t (su concurso); sobre competencia 

Sumario : y* Declarada improcedente )H>r uno de los juec -i 
la contienda <le competencia deducida ante el mismo y or- 
denado que se haga salwr asi al otro juez, a tm de que 
Heve adelante los procedimientos, desaparece la contienoa 
ile coiu| ciencia y con ello la posible intervención de fe 
Corte Suprema a tos términos de la ley 4055. 

2" La interpretación y aplicación de leyes procesales 
im dan lu^r al recurso extraordinario del artículo r.|. 
ley 48. 

Casa i l.o explican las piezas siguientes: 

mict \mj:x iu:i. skxok i'kot l k.mnjh i.i:xi-hal 

•ittnM AÉrtf , julio M 4t 1917. 

Suprema Corte : 

1 "-I recurso extraordinario 110 es procedente en el caso 
juh índice, en razón de no haberse puesto en cuestión ante 
los tribunales inferiores, cláusula alguna de la Constitución, 
tratado io ley del Congreso, éjíiv pudiera motivarlo, en los tér 
minos del articulo 14. ley 48 y su correlativo el artículo ó.", 
ley 4055. Además de ello, observo que la resolución apelada 
se limita a decidir una cuestión acerca de la competencia de 
los tribunales locales para entender en el presente juicio, lo 
que no es materia comprendida dentro de la jurisdicción 
de V, K. 

A mayor abundamiento, agrego que no hay lugar a consi- 
derar que el conocimiento del asunto está deferido a esta Cor- 
te Su [trema, en virtud de lo que disponen los artículos 2." ley 
t)2¿ y o.\ ley 4055. desde que. para que sea procedente la 
intervención que defieren a Y\ fL dichos artículos, ?s necesario 
que la contienda de competencia se haya trabarlo en las con- 
diciones determinada* en la ley nacional de procedimiento*, lo 
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díte Hit ocurre en el caso, (Faltos, lomo CXI Y. 5; C\\ III, 
2*1 ; CXXlí. 244; CX XIV, 344). 

Por lo expuesto, pido a V. K se sirva declarar que no ¡jf*i* 
cede el recurso deducido. 

Julio Boféti 

FAUjU ¡II! fcA CORTE SUPREMA 

ButnoD k\m. A|otl» U de 1917. 

Vistos y sorisiderando : 

Que la sentencia aislada de fojas $g en ciiantu declara que 
110 procede la cuestión de competencia deducida en el escri- 
to de fojas 2 y manda se haga asi saber al Juez de 1.* instan- 
cia cíe Córdol» a fin de que lleve adelante los proc edímíentos 
del concurso de acreedores del doctor Knrique líojo. formado 
ante dicho juagado, hace desaparecer la contienda entre el re- 
ferido Jue? y el de u* Instancia en lo Civil de esta Capital y 
von ello la posible intervención de esta Corte a los termine* 
fiel artículo 9, inciso d\ de la ley número 4055. (Fallos, tomo 
114. página 5.; 122. página 244; 123, página 418: 124. pá 
gina 3$4) . 

Que el recurso extraordinario a qué se refiere el articulo 6. J 
de la misma ley 4055. sólo es procedente en los casos que de- 
termina el articulo 14 de la ley número 48, entre los que no 
eucii entra el sub judice. en que se han cuestionado y resueUo 
puntos relativos a la interpretación y aplicación de leyes prc 
cesales y el artículo 18 de la Constitución lia sido aducido 
ex tei intráneamente y fuera de lugar por 110 haberse preten- 
dido sacar una causa del conocí miento de los jueces designa- 
das por la ley sino de un caso de competencia entre ellos. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedid.» p" r 
el señor Procurador C.encral, se declara improcedente el re- 
curso. Xotifiquese original y devuélvanse los autos al tribu- 
nal dé su procedencia ante el que deberán rejwnerse las fojas. 

A. Kkkmkjo. — Nican-oh {',. oki. 
Soi,.\r. — D. K. Pal acto. — 

J. FlC.rl-'KoA Al. CORTA. 
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Pon t'.dmumln ¡\'ívoUk contra W Gobierno di' la Ñac'tátí, s»hrc 
eobro de pesos, daños y perjuicios. 

Suman : l\l militar declarado en situación de retiro de con- 
fóftnidád a la ley de la materia, que habiendo prestado, 
llorante su retiro, servicios en su calidad de militar en ri- 
particiones militares, percibió los sueldos corres jamben 
les a sn grado, carece de derecho para exigir que se le abo- 
nen nuevamente esos mismos haberes fundado en que los 
servicios que prestó en las expresadas reparticiones tu vi* 
ron ct carácter de civiles. 

_\" íjts perjuicios que un militar colocado en shuacióy 
(ÍC retiro ile conformidad a la ley de la materia, pretenda 
habér sufrido por los ascensos a otros grados (¡ue hal>r ; a 
podido obtener si no hubiera sido dado de l»aja. son de ca- 
rácter hipotético, pues tales ascensos los habría obtenido 
o tío según lo hubiera estimado procedente el Poder Ejecu- 
tivo, y no serían tauqueo las utilidades inciertas que no 
constituyen derechos adquiridos las q Uc Ja ley podría n»i> 
dar al Minar en su caso. 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 

siíxtiíxci \ tii-i, skxok jri:z i-cor'KAi. 

íluenes A¡r«t, Febrero M dt 

Y \ist.-s: l>ti.s autos SBgifitios por don Fidniinido Pé&cfto 
contra el Gobierno de la Nación par cobro de pesos y daños y 
perjuicios de cuyo estudio resulta: 

Ouc a fs. 4 se presenta el actor promoviendo di-manda con- 
tra eJGubterno Nacional ]ntr cobro de la suma de 18.498, 13 
peso» olm eda nar i ona t-y a más |»or daños y perjuicios ojie es- 
lima en la suma de 150.000 pesos de igual moneda pidiendo 
f|tie t.poriituai ncntc se haga lugar a la demanda con costas. 

Manifiesta que con fecha 1." de Abril de iHíjo. ingresó 
comn sótdádo voluntario, en carácter de distinguido, al regi- 
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miento 6." de caballería de línea. separándose del ejército por 
la terminación del contrato, siendo «latió Úé alta nuevamente 
en el regimiento X." 7 de infantería de línea, de gnar ilición en 
la Capital Federal, el 16 de Octubre del año iHni, como vo- 
luntario en calidad de distinguido. 

Que el a ile Kncro del aun iftj2. fué ascendido a eal>o 2.". 
que el 2 de Mano a cabo 1." y a sargento el 9 de Julio del 
mismo año; concediéndole el P. K. con fecha jo de Abril del 
año 1805, la distinción de oficial, siendo promovido el u de Oc- 
tubre del año ift/t al grado de subteniente y transferid. ■ el 25 
de Julio del año 1808 al Batallón N." 1 de Cazadores de tos 
Andes de guarnición en la ciudad de San Juan. 

( >ue en este lugar adquirió una enfennulad pasajera, qwe 
no le impidió el servicio, y que examinado por el cirujano del 
batallón doctor Luis Cavilliotti, diagnosticó que padecía de tu- 
bercidización pulmonar, que contagiáis la salud de la pol ila- 
ción y de los compañeros del batallón* ni vista de lo cual el 
IV l\. dictó el siguiente decreto: 

'Orden General N."6i. Buenos Aires, Marzo 2 de Por 
superior decreto de la misma fecha, ha sido declarado en* si- 
tuación de retiro el subteniente don Kdmundo Peixoio con un 
cómputo de ocho años y tres días de servicio. IMo. Alejandn- 
Montes de Oca. Jefe de! Kstadn Mayor". 

Que durante los diez años y siete meses o Me permaneció 
ilcgalmcute seperad« del ejército, 110 ha percibido sueldo algu- 
no del listado, como militar, no considerándosele p<«r lo lau- 
to en situación de retiro, no obstante lo expresado en la orden 
general N," í>i : y que por otra parle no le correspondía tal si- 
tíiacióo por 110 tener el tiempo que marca la ley ( Art. 7." Cap. 
II. Til. MI de la ley 47<V>- 

Que dado de lia ja y encontrándose sin medios para ir\*\; 
darse al pueblo de Ayaciicbo solicitó pasajes y se le contestó que 
no tenía derecho a ello porque ya no era militar, 

(Jue defee advertir a! juzgado que ha estado separado ib 1 * 
gn, -ámenle del ejército, que lia sido maestro fie la escuela 
de varones N /' 1 de Ayacucbn. Provincia de Hílenos A ; res. 
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bombero del cuerpo del Rosario de Santa Fe. en calidad de 
oticial : escribiente en la Corte Suprema de la Nación, emplead*, 
civil ei) el Consejo de Guerra Permanente para Clases e In- 
dividuos fie Tropa y en el Consejo Supremo de Guerra * 
Marina. 

Que en estos puestos no lia faltado. Jo que prueba qtic su 
salu. I Ka sido buena y que nn ha tenido la enfermedad qui- 
se le ba atribuido |»ara dársele de liaja; y que mientras los de;* 
en i licuaba bacía activas gestiones para ser reincorporado, siem- 
pre con resultado negativo: hasta que con fecha #) de Sep- 
tiembre ele njio se le reincor]ioró. y que adjunta el decreto re: - 
pCCtivo [jara mayor claridad y conven cimiento de todo lo qiv 
afirma, constando además todos los antecedentes y circuns- 
tancias en su legajo personal de que se halla en la 6." Di vi- 
sión del (íabinete Militar del Ministerio de la Guerra. 

(Jue en las muchas gestiones para su reincorporación, 
una de las solicitudes presentadas al señor Coronel Guerrero, 
Jefe en esa época de la (».' División del Gabinete militar, in- 
forma: "Que no solci tiene afectados sus pulmones, siiu» tam- 
bién sus facultades mentales". 

Que reincorporado, se le mandó alionar la suma de f1.77rt.87 
pL'sns moneda nacional. f>or sueldos atrasados, en vez de la su- 
ma de -S.275 pesos de igual moneda, que le correspondían «01 
10 años y 7 meses que ha estad" ilegatmeute separado del ejér- 
cito; alegándose para no pagarle más ipie la primera suma in- 
dicarla, la circunstancia de qiic al desempeñar cargos rivikv; 
1 escribiente en tus tribunales militares), esos empleos eran mi- 
litares. To qtic mi es admisible, pues olvidan que recien en 2*j 
de Septiembre de Kjio fué reincorporado, y que si en esa fe- 
cha ha sido reincorporado, significa que antes río ha sido mi- 
litar, cuino se le hace figurar equivocadamente a los efectos d?l 
pago de sus batieres. 

(Jue los sueldos de subteniente duran 1 su lia ja. ascienden 
a la suma de 25.275 pesos moneda nacional y que como sólo 
se le lian abollado 0,776,87 pesos, se le adeudan dieciocho mil 
cuatrocientos no venta y ocho pesos con trece centavos tuone- 
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da nacional, y que en cuanta a los daños y perjuicios que $ü 
le han ocasionado con su indebida separación del ejército, re- 
sulta clara y evidente de las circunstancias de que durante el 
tieni(>o que ha estado de naja, lia podido ascender a teniente, te- 
niente i." capitán y mayor, si se tiene en cuenta su conducta 
durante el tiempo de Itaja. y sus fojas de servicios. 

Que se le ha privado con la separación ilegal del ejército 
de percibir los sueldos correspondientes a estos grados, pere- 
que como reclama los sueldos de subteniente, el |>crjuicto que- 
da reducido a la diferencia entre los sueldos que le hubieran co* 
rresjjondido si hubiera sido ascendido en la forma expresada y 
los de subteniente, todo el término que ha sido separado del 
ejército 

Que los sueldos de subteniente a mayor entre la fecha de 
ta baja y la de la reincorporación, importan la suma de 43-905 
l>csos y los sueldos de subteniente solamente ascienden a la 
suma de 25.275 pesos, de lo que resulta, que el error cometido 
jxir el P. E. al darlo de baja lo priva 110 sólo de los grados, 
sino de los sueldos correspondientes, y que sí se le mandan pagar 
los sueldos «le subteniente, el perjuicio se reduce a la diferen- 
cia entre 43.905 pesos y 25.275 pesos moneda nacional, que 
importan la suma de 18 Jijo pesos. 

Que el daño causado comprende la ganancia ele que ha 
sido privado, es decir, de percibir los sueldos en la forma in- 
dicada, y a más de disfrutar en situación de retiro del grado de 
mayor y es por eso que estima los daños y por i 11 icios en la 
suma de 150.000 pesos. 

O'ic el derecho (pie le asiste no puede ser objeto de duda 
por haber solicitado y obtenido verya para demandar a la Na- 
ción, cuyos informes y despachos de ambas Cámaras y ley res- 
pectiva N." 9498 acompaña, fundando su demanda en los arts. 
1068. 1069, 1109. íuo, 1122 y concordantes del C. Civil; pi- 
diendo en definitiva que se condene en su oportunidad a la Na- 
ción al i»ago de la suma de 18.498 pesos con 13 centavos en 
concepto de sueldos atrasados, con más la suma de ciento 
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cincuenta mil pesos moneda nacional, por daños y perjuicio!-, 
con sus intereses y costas. 

Acreditada la competencia del juzgado y corrido traslado 
rk la demanda, es evacuada por el señor Procurador Fiscal, £> 
fs. iñ, manifestando tjtte por las consideraciones que [jasa . 
exponer solicita f|tic en oportunidad no se llaga lugar a la 
demanda por injusta y temeraria, con las costas del juicio 

Que el actor ingresú al ejército en el año 1800 en calidad 
de soldado músico voluntario por el término de dos años, en- 
ganchándose vencido este plazo iMtr un término igual al ante- 
rior, siendo dado nuevamente de alta en el año 1804. en ca- 
lidad de sargento segundo voluntario por dos años, obteniendo 
el 12 de Octubre de 180/1 su ascenso a subteniente. 

Que desde esta fecha se empieza a notar un quebranta- 
miento en sn salud, como !•> atestiguan sus continuas licen- 
cias y |>ases al hiwpital militar, habiendo solicitado en Huero ¿ 
de 1808. que se encontraba iucor|>*>rado ahregimiento 7." de in- 
fantería en la ciudad de Río Cuarto, se § concediese su si- 
tuación de revista a una plana mayor por el término de dos 
meses . 

Que el teniente coronel Lorcclo. jefe del cnen>o, al elevar 
dicha solicitud manifiesta "no importa perjuicio para el cuerpo 
la separación de este oficial y sería de opinión se le conce- 
diera. El recurrente ha permanecido en el H. Militar drsde 
Julio 8 hasta el 28 de Diciembre ppdo., y su delicada -alud fto 
fe pertrite soportar las fatigas del servicio". 

Que en Septiembre 5 de 1808. prestando dicho oficial, ser- 
vicios en el Regimiento Primero de Cazadores de los Andes, 
destacado en la ciudad de San Juan y encontrándose enfermo, 
solicita el pase a una Plana Mayor, y el jefe de dicho cuerpo 
al elevarla al superior, pide m* se acceda al pedido por cons- 
tarle que está gravemente enfermo; y que en Diciembre >4 del 
mismo año perteneciendo al citado cuerpo, solicita licencia in- 
itftí rminada, hasta tanto resuelva la superioridad, a objeto de 
hacer una vida tranquila |kira mejorar las dolencias que el ci- 
riljarib del cuerpo exponv que me aquejan". 
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Que [xtr orden *ltrl Jefe del Cuerpo se )e practicó un re- 
conocimiento por el cirujano, informando que dicho oficial pa- 
dtve de tuberculización pulmonar, enfermedad esencialmente 
contagiosa, y que seria nn peligro c vidente para l:t salud de 
toilos sus compañeros, y que al elevarse esa iu>ta al superior se 
ílicc, que el actor, a raiz de cada ejercicio, se la pasa esputan- 
do sangre y <pie durante el ticnipo qú¿ perteneció a dicho ctter- 
p i no prestó más que una guardia. 

Dado de alta nuevamente, presenta a los tres días pane ríe 
tiiferuio y en la nota de feelia Diciembre 14 de 1898, termina 
el jefe diciendo: "Creo de mi deber solicitar de V. K.. si lo tie- 
ne a bien, recabe ele la superioridad la baja inmediata del cuer- 
po para este oficial, pues su permanencia en las fila- es per- 
judicial para la salud de todos''. 

Que a consecuencia de estfc pedido y por orden del Jefe del 
listado mayor General del Kjército. la Inspección General, exa- 
mina al actor en Tin ero 30 de 1899. e informa que es inútil pa- 
ra el servicio activo por padecer de tultereulosís pulmonar: dic- 
tando |Hir estas razone 1 ; el 1*. Iv el decreto de Febrero 25 de 
1890. cu que, de acuerdo con las prescripciones de la ley núme- 
ro ¿239. se declaró en situación de retiro al subteniente Kdimit;- 
do Peixoto. aprobando el adjunto cómputo de sus servicios for- 
mulado por el E, M. General del Kjército que arroja un total 
ile <■■ anos y tres dias. 

Que con estos antecedentes y las notas presentadas por ti 
interesado en las que reconoce su enferuiedad. las que serán 
presentadas en su oportunidad, y las disposiciones claras y ter- 
minantes ele la ley $2$) de retiro militar, no puede el señor 
Kdtmmdo Péixóto atacar de ilegal el decreto que lo separó del 
ejército. 

Que. |H>r otra parte, el actor carece de derecho a la pensión 
tle retiro y en consecuencia a la suma de 18.498.1,1 pesos mo- 
neda nacional, que reclama como diferencia de sus haberes. 

Que el decreto de Febrero 25 de 1899 computa Ifes servi- 
cios del actor en un total de 8 años y m \ dias y que la ley 
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\W¿<). vigente en la época en i|ik' se le separó <M é|éfq!) sólo 
concede retiro a los comprendidos en su artículo i." inciso i y 2. 
teniendo sólo derecho a la pensión l'*s <me iityíterim ionio uú- 
nimuui 15 años de servicios efectiva.-», a V.* que no alcatua- 
han los prestados por el recurrente. cnim> Ii » determina el artinc 
Id .|.'' de la referida ley; i>or lo que no obstante las runchas 
gest iones hedías ante el I*. Iv. ésí*i no hhtQ lugar a su pulid-», 
a raíz de un dictamen del Auditor (■enera! di' Oiierra y Ma- 
rina, de Knero 18 de 1907: insistiendo el actor y reiterando su 
reincorporación al ejército* fundado en halier sido indebida- 
mente separado, por tío padecer de la enfermedad que se le 
atribuye. 

Que en virtud de estas solicitudes, la Inspección ( teñera I 
de Sanidad le practicó diversos reconódmientos médicos, lle- 
gando todos a la conclusión de que Pcixoto era tnlnrieuloso v 
inútil para el servicio fie las anuas, informes que fueron expe- 
didos en Abril y Diciembre de Hjor. Mayo y Noviembre de 
0^14 y Ettero y Noviembre de 1905. no obstante lo cual p<r 
decreto del P. fv. de Septiembre ¿o de 1910 se ordenó su rein- 
corporación al ejército en su empleo y arma, debiendo imputár- 
sete como servicios efectivos en actividad los prestados en las 
reparticiones militares durante su baja. 

Que estudiando los dos decretos, de separación y reincor- 
Ikiraeióti. resulta, que por el primero, no tiene el recurrente nin- 
gún derecho u la ilusión, por no alcanzar los servicios presta- 
dos al minimun de 15 años qwe exige la ley 3139 vigente en Ta 
é|Kica. y que por el segundo sób> tenía derecho a su sueldo de 
subteniente desde la fecha de su reincorporación, desde que no 
*e le reconocían como servicios prestados, tod" el tiempo que 
estuvo se] tarado del ejército, ni se ordenaba, en omsecuencia. 
el pago de sus liaberes. siito que sólo se le reconoce y se le 
computan coino servicios efectivos en actividad !<* prestados 
en las reparticiones militares chitante su laja. 

One sin cinltítrgo, el P. K. 110 sabe si ]«ir error o con un 
criterio humanitario, dictó el decreto de Agosto 3 de 10,11. de 
acuerdo con lo dietatninado por el >euor Procurador del Te- 
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surtí, ordenando a la Contaduría Central de la Nación liquida- 
se a favor del subteniente Edmundo Pcixoto los haberes qjtó 
le hubieran corres]* md ido en actividad de servicio durante el 
tiempo que permaneció ile baja, desde el 2 de Mario de f8t$ 
hasta el 2? de Mayo tíe 100*, y desde el 10 de Eneró al 30 de 
Abril de iox/). y en cuyo cumplimiento la Contaduría le liqui- 
dó la suma de pesos moneda nacional 6.Ó7Ó.87, con fecha 18 de 
Septiempre de 1911. 

(Juc a estar a los términos del decreto que antecede y a I;i 
enumeración y cómputo de los servicios prestados por el ofi- 
cial Pcixoto, resulta que éste ha percibido integramente sus ha- 
beres de subteniente durante el tiemjio (pie ha peniianccir'o 
retirado del ejército, pues entre Febrero 2$ de i8oy, fecha de su 
retiro, y Septiembre 2*) de 1910 de sii reincorporación, median 
1 1 años, 7 meses y 4 «lías, de los cuales el actor ha estado 
durante 8 años más o menos prestando servicios en el Consejo 
de Guerra jícrmanentc para clases e individuos de tropa y en 
el Consejil de Guerra y Marina, como militar, percibiendo su 
sueldo de su grado de subteniente, o sea», ciento sesenta ¡«ÉSOS 
mensuales, 

Que asi resulta del informe expedido en Mayo 15 de m>i„* 
por el Archivo General de la Administración, del tic la Conta- 
duría (¡enera! de la Nación de Mayo 18 del mismo año, de 
los recibos de sus haberes li miados mensua luiente en su ca- 
rácter de subteniente durante el tiempo que prestó servicios en 
los tribunales militares y \h>t la planilla de servicios prestados cu 
el ejército, en la que se le computaron estos ocho años y dos nv* 
ses para sumar el total de 20 años. 1 mes y 15 días de ser- 
vicios aprobados, a fin de acordarle el reliro absoluto con et gr-:- 
do de teniente que hoy goza |*ir decreto del I 1 . K. de ícela 
lidio jj de mi 2. 

(Jue de ello resulta que los 18.498. 13 $ m[n.. que recla- 
ma, son los correspondientes a los sueldos (pie ya tiene per- 
cibidos dura ute el tiempo ipie revistó en los tribunales mili- 
tares con el ajuste mensual de lí» S mfn.. que era la ■'«mi- 
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dad dignada por los presupuestos a los do su jerarquía y cpic 
Mimada esta cantidad a la de 6.670.87 S riijn., recibidos tw>r 
decreto de 3 de Agosto de ion. correspondientes a U* áía- 
renta y (tos meses que no desempeñó puesto militar y «¡ue 
posiblemente fueron los dedicados al magisterio en Ayacu- 
clio, cuerpo de bomberos del Rosario y escribiente de la Su- 
prema Corte de la Nación, suman los 25.275 $ T n n.. a »mc 
ascienden todos sus haliercs de subteniente en los 11 años. 7 
meses y 4 días de separación del ejército. 

Q«« con esto deja demostrado que el actor ha percibido 
integramente sus haberes durante el tiempo de su separación, 
careciendo de derecho |>ara reclamar sumas ya pagadas v pira 
formular cargos al P. E.. que lia demostrado su benignidad 
en la interpretación de la ley .1230 y decretos referidos, cóh- 
ccdiénflolc derecho a pensión de retiro durante más de once 
años, cuando 110 tenia derecho a nada, pues su separación 
implicaba una baja alwoluta. y qne tam|xico lia tctiido dere- 
cho para reincorporarse pretextando estar bien de salud, dado 
que a los cinco meses de ascendidn a teniente, solicita \»w 
nota de 18 de Junio de un 2, su retiro del servicio activo de 
las armas por razones de salud y resultar, según informe de 
la Inspección General de Sanidad, de Julio 5 del mismo año. 
con la misma dolencia anterior, declarándosele por decreto de 
.1 ntio 37 de igra en retiro absoluto. 

Que «i cuanto al ascenso y demás consideraciones en <jue 
se funda el derecho a los daños y |>er juicios reclamados, éste 
debe saber míe en la ley número 4707 se exige el descm|>eño 
de un grado para poder ser promovido al inmediato suprior, 
con «vis las condiciones de antigüedad, efectividad de servi- 
cios en las trocís, exámenes de competencia, clasificación del 
tribunal y demás requisitos establecidos. 

Que este pretendido derecho fué formulado ante el 
I*. E. con resultado negativo, según resulla del decreto de Ju- 
nio 27 de iyi2. siendo, además, sabido que los ascensiw en el 
ejercito 110 constituyen derechos cuya exigibilidad pueda ha- 
cerse efectiva. rjpr cuanto, además, de las condiciones jn- 
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dicadas en la ley y .su reglamentación, existen las de conve- 
niencia pública o especial que pueda tener el I*. E. para as- 
cender o postergar a un jefe u oficia). |>or lo que conceptúa 
jmprcicedciite este pedido, pidiendo en definitiva que se re- 
chace la demanda, con cs]K.-cial condenación en costas. 

Abierta la causa a prueba a fs. 26. se produce la que 
W forma el certificado del actuario a fs. 114 y habiendo el 
actor y el demandado alegado sobre su mérito a fs. 1 16 y [21 
respectivamente, c|ticdan estos autos en estado de dictarse sen- 
tencia definitiva. 

Y considerando: 

(Jue ta primera cuestión a resolver, dada la forma en 
que se ha planteado la presente litis, es la relativa al derecho 
que puede tener el actor para reclamar la suma de 18.498.1 ¡3 
pesos moneda nacional, que según manifiesta le corresponda 
percibir aún. no obstante halierle sitio alionada la cantidad de 
0.776.87 i>esos moneda nacional, de acuerdo con el decreta 
del IV K..»de fecha Agosto 3 de hjii. |*>r ascender a 25.275 
pesos moneda nacional el importe de sus sueldos de subte- 
niente durante los diese años y siete meses que estuvo sepa- 
rado del ejército. 

One del escrito de demanda se deduce que el actor fun- 
da su acción en el hecho de haber sido separado indebida- 
mente del ejército, por ser falsa la causal de enfermedad in- 
vocada en el decreto del I*. E. de fecha 25 de Febrero de 
i8ojo. que corre a fs. i> del expediente letra I\ X." 9237, 

Que de los términos del decreto «Le referencia, el P. E. 
declaró en situación de retiro al subteniente Peixoto, teniendo 
en vista los reconocimientos médicos que le fueron practicado*, 
los cuales demuestran, sin dejar lugar a duda, que el actor 
presentaba en ta época de su separación un estado deficiente 
de salud, que no sólo le impedía continuar en el servicio acti- 
vo, sino que también su permanencia en las filas era perju- 
dicial para la salud de las tropas, según consta de los infor- 
mes de fs. 1. U). 25 y 28. expediente letra I*. N." 0,232. 
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Que esto mismo lo confirman las notas presentadas por 
Peixoto, manifestando en Septiembre 5 de 1808. encontrarse 
bastante enfermo reuniriendo su salud un tratamiento de lar- 
ga curación según consta a fs. 3 del ¡expediente adiuinislrati- 
vo letra P. N." 1733. reiterando a fs. 3 del exiwdiente letra 
P, N." 9332 y con fecha 14 de diciembre de 1808. el pedid" 
de licencia indeterminada, a objeto de hacer una vida trn» 
<piila para mejorar sus dolencias, y reconociendo en su ¡flota 
de Julio 27 de rooo que curre ¡1 fs. 10 del mismo, míe la tu- 
berculosis pulmonar de que fué víctima se apoderó de su or- 
ganismo estando de guarnición en la Provincia de San Juan, 
en el ha tallón N." I de Cazadores de tos Andes ; cuyas notas 
como también la de fs. 27, fueron reconocidas en su auten- 
ticidad |>or el recurrente en la audiencia de fs. 107. no sien- 
do ace|rtablc bajo ningún concepto la disculpa expresada cu 
esa oportunidad, al decir que las referidas notas le fueron 
sugeridas por los facultativos haciéndole creer que era tu- 
Itcrciiloso. 

Que de lo expuesto se evidencia i|iie el subteniente Pei- 
si >t<> fué separado de todo servicio por hallarse realmente en- 
fermo, no sólo de acuerdo con los dictámenes de los médicos 
recordados míe lo declararon inútil i¡ara el servicio activo del 
ejército, sino también |»or manifestaciones expresas del re- 
currente, y en cuya virtud el Superior Gobierno dictó el de- 
creto de fs. i) en cumplimiento de lo dispuesto en los incisos 
1." y 2." de! art. 1." de la ley 3239. 

Kn este decreto se declaró en sil nación de retiro al sub- 
teniente Peixoto, siendo indudable que en el espíritu de la 
referida ley el retiro es una situación dentro del estado mi- 
litar que permite gozar de mía pensión determinada, no pu- 
diendo concebirse dicho esta lo sin el g<x-e de esta última, lo 
cual 110 sucede en el presente caso, puesto (pie los 8 años y 
,1 dias (jue tenia de servicios el recurrente, no le permitían 
pensión alguna, habiendo correspondido, l '« consecuencia, de- 
clararlo en estado de Iwja. 

Que asi se explica tjite con el objeto ríe sal car esta sitúa- 
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eión un tanto anormal que había sido decretada de oficio y 
de acuerdo con los nuevos reeonoc ¡miemos médicos practicad) s 
al actor, el Poder (Ejecutivo dictase el decreto rte Septiembre 
29 de tojo que corre a fs. 9 del expediente letra P. X." 34™. 1 
y a fs. ¿ de estos autos, reincorporando al causante qn su em- 
pleo y arma, debiendo computársele como servicios efectivos 
en actividad los prestados en las reparticiones militares du- 
rante su baja, lo cual 110 significa que en la época de sti sepa- 
ración 110 estuviese físicamente imposibilitado de prestar ser- 
vicio activo, sino que en mérito de los reconocimientos médi- 
cos jKMtcriüres se constató que la enfermedad había evolucio- 
nado en forma tal que su buen estado de salud íK-nnitía su 
reincorporación. 

<Jue en estas condiciones el subteniente Pcixoto reclamó 
del Superior Gobierno el abono de bis haberes atrasados du- 
rante el jieriodo de lia ja y los grados de teniente y capitán, 
todo lo cual fué desestimado |xir el I». K„ según consta cu 
el decreto de Junio 27 de rOj.fr, que corre a fs. 31 del expediente 
administrativo Letra I*. N." .^409. motivando el presente juicio 
]M»r cobro fie |x'sos e indemnización de daños y perjuicios. 

Que a este respecto debe tenerse presente que según lo 
manifiesta el actor, durante al&íin tieni|»o. y mientras estuvo di 
baja, desempeñó las funciones de maestro de escuda en Aya- 
cucho y de escribiente en la Corte Suprema, siendo también 
iHimltcro m el Rosario, actuando después como empleado en 
el Consejo de diterra Permanente, en cuyo puesto percibía e! 
mismo sueldo que como subteniente, según consta del informe 
de la Contaduría Nacional a fs, 1 1 1 vta., dictando el Poder 
Kjecutivo con el fui tic regularizar la situación de Pcixot.». el 
decreto de fs, 22, expediente letra X." 3400. ordenando se le 
liquidaran los haberes que le hubieran correspondido en acti- 
vidad «le servicio, durante el tiempo que permaneció de baja, 
desde el 2 de Marzo de 1H99, hasta el ¿7 de Mayo de 1902, y 
dé 'Enero <o * Abril $á de 190$, resultando así que Pekoto 
vino a recibir sus sueldos íntegros de subteniente durante todo 
el tiempo que estuvo de baja en el ejército. 
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Chte de acuerdo con el dictamen del Procurador del 'IV 
sf>ro y del Auditor de Guerra que curre a U. 21 y 29, al acon- 
sejar este temperamento, se trataba de satisfacer en ciert:t 
forma los reclamos que formulaba Peixoto. dando lugar a que 
ésite insistiera en sus pretensiones, iniciando la presente deman- 
da, sustentando que se le adeudaban todavía sus haberes duran- 
te el |>eriodo que actuó como empleado del Consejo de Guerra 
Permanente, por considerar que desempcñalia funcionas civiles 
y no militares. ln cual es a todas luces inadmisible, atento lo 
dispuesto en los considerandos del decreto riel Poder Kjimtivo 
de Septiembre 3») de mjio. resolviendo tan soto computarle 
como en activí lad los servicios militares prestados mientras 
estuvo separado fiel ejercito, que no eran otros más que los ¡pe 
desempeño en el Consejo de Guerra y Marina. 

¿Qlte esto misino lo confín ra el informe que- curre a fs. $j 
X." 5, al decir que los puestos desempeñados por Peixoto ante 
los Consejos de Guerra Permanente y Supremo de Guerra y 
Marina han sido militares, figurando en las listas de revista 
como militar y gozando de! sueldo militar curresjíoiidicnte a su 
gerarquía. 

Que de lo expuesto resulta, que aun suponiendo que el 
Gobierno de la Nación estuviera obligado al pago de los Imite- 
res reclamarlas por Peixoto. durante el tiempo que permaneció 
serrado del ejército debido a la enfermedad (pie te aquejaba 
aquellos estarían saldados, desde que. por una parte el mismo 
actor reconoce que el Poder Kjecutivo le ha abonado la suma 
de 6*77*5* 87 $ m|n.. correspondiente al período comprender, 
desde el 2 de Marzo de basta el 27 de Mayo de njoí y 
desde el 10 de Huero al ¿o de Abril de mjo'». y ppf otra resulla 
que durante todo el tiempo restante de la baja, desempeñó 
funciones militares en el Consejo de Guerra Permanente y Su- 
premo de (i uerra y Marina, percibiendo los sueldos de sub- 
teniente. 

Q t v en su virtud, queda demostrado que filtrante todo el 
periodo que estuvo de lia ja se le han alonado los halares intc- 
;, os que le hubieran corresfM ñutido como subteniente en ejercicio 
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activo, no pudjetido l-h consecuencia sustentar ahora í|iu- 'os 
sueldos recibidos como empleado «lcl Consejo efe tíueirríi 
tienen catéter civil, pues dio estaría cu pugna con lo resuelto 
en tí! decreto del Superior Gobierno del 20, de Septiembre íje 
íqto y llevaría al absurdo de (pie Peixoto pereiliiera dos suel- 
dos, uno civil ijue se le alionó en su oportunidad y otro militar 
que pretende ahora, lo cual es inadmisible bajo todo punto de 
vista, siendo evidente que si hubiera desempeñado las fundo- 
nes de subteniente eti ejercicio activo, no hubiera podido 
desempeñar las de empleado civil como pretende, y habiendo 
desempeñado éstas, no puede reclamar también c.! siiebto de 
aquéllas, desde qfte tendría que halier optadlo por el desempeño 
de uno de los dos puestos, igualmente remunerados» 

Resuelta asi la cuestión planteada, ¿ti lo que se refiere a la 
improcedencia de la presentí demanda en cuanto al reclamo fie 
la suma de $ iS.4"A 1 3 m¡tiv, surge evidentemente el nin«tVi 
derecho que le asiste el actor, respecto de la indemnización rpie 
pretende de 150.000 $ nvn. por los diversos grados (pie hubiera 
podido obtener en el curso de sii carrera militar, desde sub- 
teniente hasta mayor, pues de la prueba producida en estos 
autos, no se han justificado ninguno de estos extremos, ha 
pttdienffo prosperar la acción instaurada de acuerdo con la 
jurisprudencia establecida al respecto. 

IVr otra parte, de la constancia de autos resultaría que el 
mismo actor es culpable de 110 haber sido ascendido con mayor 
anterioridad, pues a fs, 42 N." 17. consta que el Tribunal tW 
Clasificación de Servicios Militares en el año 191 1, ha estu- 
diado los servicios del subteniente IVixoto, descalificándole p r 
encontrarse comprendido en el articulo 54 del reglamento del 
citado tribunal \mr estar concursado. 

Además, la I.cy Orgánica Militar, vigente, establece que 
liara estar en condiciones de poder ser promovido al grado 
inmediato superior es necesario haber desenqwñado el gradó 
inferior durante determinado <«ácio de tiempo, con las con- 
diciones de antigüedad, efectividad de servicios en las tropas. 
e> amenes de competencia» clasificaciones y demás requisitos 
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que no lia justificada el actor, siendo imposible determinar 
si estuvo en su oportunidad *n condiciones de ser promovido 
por fallar los elementos de i íicio indis|iciisablcs a fin de acre- 
ditar los servicios exigidos por la ley. 

Que en el decreto del Poder Kjecntivo ijne corre a fs. 3 
del 2t) de Septiembre de 1910. se establece claramente que se 
reincorpora al ejército en su empleo y anua <"í subteniente Pci- 
xoto, debiendo tenerse presente que los ascensos río constitu- 
yen un derecho que pueda ser exigido i>or los oficiales, desde 
que el Poder Kjecntivo de acuerdo con ta ley de la malcría 
procede con luda la libertad que las conveniencias públicas exigen 
y concede a aquéllos el derecho de poderse retirar con el grado 
inmediato superior, todo lo cual demuestra la falta de funda- 
mento de la indemnización redamada en el presente juicio, 
pnr tratarse de atribuciones privativas del Poder Kjecntivo de 
acuerdo orn el articulo 86 inciso 16 de la Constitución Nacional. 

Por estos fundamentos, fallo, no haciendo lugar a la de- 
manda instaurada por don Kdnuindo Peixoto contra el 
Col tierno de la Nación, sin costas, atenta ta naturaleza de tas 
cuestiones debatidas. — Manuel H. de Anchornia. 

si:xri:\n\ ih: i. \ t un«\ fedkkaj. ni* r.\ capital 

Buen»! Air**. Hfovlfflbr« í 4t IW. 

Vistos estos autos seguidos por don Kdnuiudo Peí foto 
contra el (íobienio de la Nación \*w cobro de sueldos y daños 
y perjuicios, y considerando que el recurso de nulidad inter- 
puesto por el actor no le fué concedido, ni aparece manifiesto 
vicia alguna tic los que por exprés;-, disposición del derecho 
anillan las actuaciones, ni violación de las formas y solemni- 
dades de la sentencia, el tribunal debe decidir tan sólo el 
recurso de apelación. 

La ciustión snh jiuiú c versa sobre la legalidad con que se 
decretó la baja del empleo militar de Suhleuieníe que desem- 
peñáis el demandante, baja que éste repula injusta, por lo qiie 
Solicita se le indemnice de conformidad con las disposiciones 
del Código Civil, sobre hechos ilícitos. 
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Ahora bien, las relaciones entre el (Citado y sus emplead > 
1*0 islán rígidas |K»r el Código Civil, sino por la Constitución 
\ leyes especiales. Xo son relaciones de derecho privada. >ii:n 
de derecho público. l,a Oírte Suprema, cu el caso de Herrera 
contra el Cotóemp Nacional iTomo «>j de K« Fallos. \¿\í>. 

> » . declaró cjjüé el nombramiento de tíos empleados ríe? la 
admiuistració-: y I;i conservación de sus empleos. son materias 
ajenas al derecho román y no constituyen contrato entre h 
Nación y dichos empleados. Kl mismo principio prevalece en 
los Estados Cuidos según lo expone Coodtiow; Principios de 
Derecho Administrativo «le los listados Cuidos, traducción 
francesa di- Jcze. edición de 1907 [>ag. 317. 

KI estado no «obra como persona jurídica cuando nombra o 
rcTimevc sus empleados, sj.no como persona «leí derecho pú- 
blico;; Sólo como xrsmia jurídica puede ser demandado por 
acciones civiles pt>r obligaciones céntratelas en los casos. p<r el 
modo y en la forma que el Código Civil determina (Articula 
31 y 42). Y son esas acciones las susceptibles de ser destruidas 
pir la exección de presen |>ción. que es 1111 medio de lilh-riars< 
de las obligaciones < Código Civil, artículos 3047 y „VMy>. 

KI Ministerio Fiscal 11 o ha podido. pues, fundar i'u el 
Código Civil la prescripción opuesta en el caso sab Vite, Kn («S 
listados Cuidos, el código judicial de 1011. pí'irrafo 136* ha 
establecido el termino de seis años |»ara deducir reclamaciones 
contra el Gobierno Federal ante el tribunal respectivo (Court 
of Clatmsí : y natía obsta a rpie el Congreso Argentino protvda 
de análoga manera. Tero mientras no lo haga, la concesión de 
venia |»ara demandar a la Nación en materias ajenas al derecho 
común, debe entenderse como excluyeme de la caducidad de la 
acción |H»r razón del transcurso de tiempo; 

En cuanto al fondo del asunto, el actor 110 tía invitado 
<ris osición algttna de la Constitución o de leyes especiales míe. 
le autoricen a reclamar judicialmente el pago fie sueldos por el 
tiempo tpie estuvo de baja y la indemnización (pie pretende. 

IW estos fundamentos y los concordantes de la semencia 
apelada, se la confirma, con costas. 
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\<nifi(jiiLso y devuélvase a) Juzgado originario donde se 
repondrán los sellos. — . i. Urdinarrain, — J. .V. Mattcnsu. — 
MfffcetHta Escalada. — T. Arias. 

skxtivVcia ni: i. a o un i: si crum a 

Butnoi AUw 4 A*o»to M 4c «IT. 

Vistos > ocustderandp : 

Ouc aun en la hi|>ótcsis de C|iie los tribunales de jmtiCUi 
pudiesen rever resoluciones del l'oder Kjecntívo acerca de la 
provisión, ascensos retiñís di Ins empicados militares, srriu 
de observar en el caso. 

One el Subteniente retirado (ten Kdmutulo Pcixptp, fué 
colocado en tal situación por Decreto del Poder Ejecutivo de 
fecha 2¡, de Febrero del año i8*w y. en cumplimiento de dispo- 
siciones expresa* de la ley número pir existir compro- 
badas Ins requisitos exigidos para ellos, 

Qáe |>ostcrionneute, ante las reiteradas gestiones di I*ci- 
JEütOi «& dictó el clécriító de ,mj de Septiembre de o>io. reineor- 
|iorándulu al l\j credo en su empleo y anua, debiendo 
cinu|miársek como servicios efectivos en actividad los pres- 
tada en las reparticiones militares durante su baja. 

(Jne el considerando 5." del citado decreto, de reincorpo- 
ración expresa categóricamente ; "Que es un acto de justicia 
y equidad reincorporar al causante en su grado de Subteniente, 
computarle como en actividad los servicios militares prestadas 
mientras estuvo indebidamente separado del Kjereito y sir- 
viendo en tas reparticiones militar s e<nno Subteniente. p.*rcí- 
bietnl'i sueldo de tal". 

íjue con ese titulo solicitó el actor el abono de los suebks 
correspondientes a su grado militar. 

Qüe liquidados dichos haberes j>or la Contaduría de la 
Xación. ebn deducción de los que percibió en las reparticiones 
militares como Sulucnicnte. según queda expresad". formuló 
la reclamación corres]» mdicn le por i:d deducción, fundándose 
CU íjjtte estis " r vicios filen )tl civiles. 110 obstante los termin* s 
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del decreto referido míe estableció cjuc eran m litares, v tal 
reclamación fué desestimada por decreto ¿je 27 de Junio de 

Que culi estos antecedentes corresponde rechazar en esta 
\ ta ríe la demanda interpuesta. 

Que respecto a la diferencia de sueldos entre Subteniente 
Teniente 1.", Capitán y Sargento Mayor que reclama por vía 
de indemnización de perjuicios ocasionados por el decreto de 
25 de Febrero de 1890,, corresponde observar entre otras cir- 
cunstancias el carácter de hi|>otélicT.>s de tales perjuicios, pues 
ello ])odría o no suceder según lo estimase el Poder Kjeemivr. ; 
y no serian tampoco las utilidades inciertas que no c* instituyen 
derechos adquiridos los míe la ley podría mandar abonar en sti 
caso (Fallos tonio 1 1". |>ág. H4. argumento i . 

Por ello y fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada se la confirma, sin costas jior no haber sido solicitólas 
en esta instancia. Notifíqucsc original y devuélvase, dehicudo 
rojM roerse cí p;<|X'l ante el Juagado de su procedencia. 

A. Bl-RMI-JO. — NlCANOR G- DEL 

SOüar. — D. lí. Palacio 



Uanuti J. Aiju'trrc (M sucesión >. sobre firatocoíhactfrt 

Sumario: Kl tennino para interponer el recurso extraordinario 
del articulo 14. ley 48. comienza a correr desde eme se 
notifica la resiweliva resolución definitiva, y 110 se suspen^ 
de por los recursos f|ü« se entablen ante oíros tribunales 
locales, sin competencia para admitirlos y substanciarlos, 
según la interpretación que éstos den a sus propias leyes 
procesales. 

-V La Corte Suprema no puede rever una decisión de 
la Suprema Corte de la provincia de Buenos Aires une al 
declarar la improcedencia de un recurso de ineonstítueío- 
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nulidad deducido |»ara ante ella, se circunscrilie a deter- 
minar el alcance de la jurisdicción que le lia sido atribuida 
iwir la constitución de la provincia. 

Caso : Lo explican tas piezas siguientes : 

UKTAMHN SESOH rKOClRAlHiH C.KNKK.M. 

Rucnoi JUm, Junio lfi d* H>i7. 

Suprema O irte: 

Kl recurso en cuya virtud viene este expediente a imiio- 
cunicnlo de V. K, lia sido interpuesto contra la resolución de 
fs. t)-, dictada |Mjr la Suprema Corte de Justicia de la Provincia 
de 1 Sueños Aires. Kn esa resolución el expresado tribunal, de- 
clara tnal concedido el recurso de ineonstitueionalidad dedu- 
cido contra la sentencia de ta Cámara de Apelaciones, a mérito 
de f|iie dicho recurso sólo procede por cuestiones referentes a 
la Constitución de ta provincia, la que no lia sido invocada en 
e! caso, agregando que las cuestiones propuestas jx>r el rcc..- 
r rente se refieren a la Constitución Nacional, las que han 
[jodído motivar el recurso de ina plica hlidad de la ley. otte no 
fije inlerpttcsUi. 

Ksto sentado, surge la improcedencia del recurso extraor- 
■tiuario concedido para ante esta Suprema Corte.- por emuito 
la íntica decisión que contiene la resolución materia de dieltu 
reeur<o. se relaciona con el orden jurisdiccional establecido en 
la Constitución y leyes provinciales, que no lia sido impugnado 
en el caso sni> füiticf, ni ¡«idría entrar a conocimiento de V. K. 
n* ¡entras no sea atacado como violatorio de la Constitución 
Nacional o de leyes del Congreso, lo que tampoco ocurre. 

Por consiguiente, dado que la resolución arlada no con- 
tiene una decisión que pueda «lar lugar a la jurisdicción de 
apelación de esta Corte Suprema, en alguno de los casos que 
enumera el articulo 14 de la ley 48, el recurso extraordinario 
no es procedente, sin que pueda u'.odilicar esta solución la 
circunstancia de que ante los tribunales inferiores de provireia 
se baya debatido la inteligencia de una cláusula de la Omstitu- 
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eión Nacional. ¡K»r cuanto la decisión que a est res|>ecto dictó 
la Cámara de Apelaciones provincial, no fué r urrida poi* ta 
vía del recurso extraordinario, cómo pudo serlo. 

Por lo expuesto y jurisprudencia reiterada le esta Corte 
Suprema (Fallos. CXXIÍI. pág. Ka; CXXtV, pags. fió. 124 y 
$77 í ■ 1"do a V. E. se sirva declarar que no hay lugar al recurso 

COUCJ " !'>. 

Julio fíotet. 

PAUW IHÍ I.A OIRTE SUPKBMA 

IMM «im, AtMtO 19 4* mi 

Y visto» : Kl recurso extraordinario de apelación interpucs* 
to contra la sentencia «le la Suprema Corte de la Provincia de 
Buenas Aires por la sucesión de don Manuel J. Aguírre. en los 
autos seguidos por la misma sobre protocolización. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la interpretación dada reiteradamente 
por esta Corte a los artículo 14 y 15 de la ley número 48, el 
término |iara interponer la apelación extraordinaria que dichos 
artículos autorizan, corre desde que se notifica la respectiva 
resolución definitiva, y no se suspende por los recursos que se 
entablen ante otros tribunales locales, sin* competencia para 
admitirlos y sustanciarlos, según la inteligencia que éstos den 
a sus leyes procesales. ( Fallos, tomo 134, página 68). 

Que de ta propia exposición del recurrente resulta qui lo 
que se trae a esta 'Corte no es la sentencia de ta Suprema Corte 
de ta Provincia de Buenos Aires que ha motivado el recurso 
interpuesto , y concedido, sino la que declara "que el pedido de 
protocolización es el acto que exterioriza la transmisión 
hereditaria de los bienes cit la provincia" (fojas 117 vta.). y 
esa sentencia ha sido notificada en Diciembre 4 fie 1916 (fojas 
83 vta. 1. sin que contra ella se haya interpuesto el recurso olo- 
rizado por el articulo 14 de la ley 48 y ó • de la ley 4055, 

Que la decisión de la Suprema Corte ríe la Provincia de 
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Buenos Aires se limita a declarar la improcedencia del recurso 
de «nconstitticionalidad deducido para ante vi la. por considera i 
«fin- el caso na está compren* li(l<> en la disposición (id artículo 
137. inciso 1." (le la O institución provincial, y tjie consiguiente 
tal decisión 110 puede ser revisada |>or esta Corle, toda vez que 
se circtmscrilie a determinar el alcance de la jurisdicción mu- 
ha sido atribuida i>or la Constitución de la Provincia a la Corte 
Suprema de la misma. I Fallos, tomo I2¿, página Sj y otros). 

Por ello, y atento lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General» se declara no haber lugar al recurso, \oli- 
tumese original y repuesto el papel, devuélvase al tribunal «le 
su procedencia. 

A. ÍIkhmkjo. — NicvsoK O. okl 
f lar. — D. E Palacio. — 

T. fV.I'l-RoA Ai.iokta. 



Empresa del l'uerto def ii osario contra ¡»s f t rit(*U-Uir'u*s de la 
"isla del H : $fi¡HÍtfá'\ sobre cxpropfectótl. 

Sumario ; |,as islas formadas o míe si' formen en los ríos inte- 
riores navegables (pie atraviesan la:, provincias no son de 
propiedad de la Nación, sino de éstas. Kn consecuencia,' 
estando afectada la isla del "Kspinillo" por las obras de! 
I Cierto del Rosario corres] ionde «pie ella sea expropiada. 

Caso: l.o explican las piezas siguientes: 

SIÍ.V'TKM'I A Util. SEÑOR lililí IT.OKKM. 

r»m»u, jini« a ¿a 1911. 

V vistos: Kstos autos seguidos por la Kmpresa del Tuerto 
del Rosario contra los propietarios de la "Isla del líspiniüo". 
stihre expropiación, de los que resulta: 

1." IX- fs. 6 a fs. 1 _' y con fecha 1 -' de Agosto de njojt. el 
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doctor dnii Curios Silveyra ejerciendo conjuntamente la repre- 
sentación tíei Ciohjcrno Racional y de 1» Kmpresa <k-l Puerto 
<lel Kosario. se presenta a este juzgado y expone: Qijc por él 
articulo pj de 1» ley número 3885. (.rdenunilo se llame a COtt- 
ctirso |Kini la construcción y explotación fie un puerto ei mu-r- 
etal en esia ciudad, dictada en fecha ¿o (le Diciembre de iSijij. 
y promulgada el -7 del mismo mes y año. su declaró de utili- 
dad pública la adquisición de IikIos tus terrenos que fue* 11 ne- 
cesarios para el cumplimiento de la mencionada ley. de & infor- 
midad con bis planos que aproiKise el Poder Hjecutivo y de 
cuya expropiación quedaba encargada la empresa concesiona- 
ria. Que esta ley qtre figura cu l.n ¡*ágina 45 del tomo "Anie- 
. eedentcs del concurso para la eonsiVitcción y explotación del 
puerto comercial en la ciudad del Rosario", unitivo el decreto 
|Hir el cual se llamaba ¡1 concurso a los fines de la misma, ex- 
pedido i«ir el Poder Kjccutivo en fecha 10 de Septiembre de 
o 100 e inserto en la página K7 del mencionad" tomo. 

Que después de trámites que creí- innecesario mencionar, 
el Poder Kjeeiitivo Nacional celebró el respectivo contrato con 
la empresa constructora de los llersent ct üls y Sclmeidcr y 
Compañía, del comercio de París, según el cual estos señores 
tomarían a s» cargo la construcción y explotación del puerto 

de esta ciudad "de acuerdo con los planos aprobados que 

se agregan al presente contrato". 

(Jite el plano general relativo a todos los terrenos destina- 
dos para las obras del puerto y que han sido declarados «le 
utilidad pública está firmado por el señor Ministro de Obras 
Públicas y agregado a? espediente que en esta misma fecha ha 
iniciado contra los señores Pifiasen y Castagnino ante este mis- 
mo juzgado y secretaría actuaría. Que para mayor claridad e 
independientemente* «le ese plano aeonipaña otro parcial que es 
parte del plano general a que antes ha hecho referencia y en el 
cual está establecida la fracción de terreno conocida por "Isla 
" .leí KspinÜlo'\ 

One la ubicación de esta fracción de terreno la establece 
con toda precisión el plano adjunto; y qtte hace constar qtte 

i 
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l;i parte tic la isla cuyu nivel es superior a la cota 5.J0 e> afi- 
nas ele cuatro hectáreas y se compone dé las dos fraccione^ 
marcadas en carmín en el referido uíanu. (Jue el vpto tic la 
isla es cubierto )»or las agitas del río ai sus más altas crecien- 
te*, ordinarias. 

<Jue siendo necesario construir ultras en el interior (te la 
isla que |Hir su naturaleza mpiícren estar aisladas, el señor Mi- 
nistro de Obras Públicas lia resuelto que se tome |>oscsión ile 
toda la isla de! Kspinillo por ser indispensable para esas obras, 
a cuyo efecto acompaña como comprobación, el plano firmado 
a que se viene refiriendo. Artículo 1 2 de la ley número ¿88;;. < 

(Jue con los antecedentes t|iie deja relacionados, queda de- 
mostrado qi le en el caso ocurrente del>e aplicarse el procedi- 
miento establecido en la ley nacional de 13 ele Septiembre de 
iKirf» relativa a la expropiación de bienes jnir causa lé utilidad 
pública, pues que están llenados todos los requisitos que la ley 
esige. para «pie proceda la expropiación de esos bienes. 

(Jtic hace presente al juzgado, que |>or los antecedentes que 
existen y estudios particulares que se lian hecho |Hir orden del 
Superior (iohiemo Nacional de Untos los terrenos destinados 
a las obras del puerto, pertenecen en exclusivo dominio al Ks- 
Éacfo general y los actuales ucupantes carecen de un titulo Ic- 
gilimo de adquisición respecto de esos terrenos; jicro. que co- 
ntó iu 1 es |M»sible retardar la pmsccusión de las obras proyecta- 
das hasta que el Gobierftb gestionare en una acción ordinaria 
la declaración judicial de sus derechos, se ha preferido iniciar 
en cada caso, por intermedio de la empresa que es la encar- 
gada por el contrato de intervenir directamente sustituida en 
los derechos del Gobierno Nacional, li* correspondientes jui- 
cios de cxprtipi ación a tín de lomar la posesión inmediata de 
los terrenos para la continuación tle las obras en las que están 
CMinpmmctidas cuestiones de interés general que un pueden sus- 
peudersc por motivo dr controversias judiciales. 

(Jue este juicio pues, no importa reconocer a tercer** de- 
rechos de posesión ni de dominio sobre la fracción «le terreno 
cuya ocupación inmediata >n licita, Oue acepta el procedimieii- 
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10 sumario de la expropiación por reunirse en ti caso ocurren- 
te todos los requisitos establecidos ]mr la ley |>ar¡i darle la ocií- 
paeió» inmediata de la cosa sujeta a expropiación por causa 
de utilidad pulmea. y para i|iic al amparo de esa ley ipte lia 
consultado ni primer término los intereses generales de la co- 
munidad, íío pueda entorpecerse la prosecución de. las obras 
sancionadas |>or la ley del Congreso, 

One sintetizando fu r|tu- deja expuesto, del*- establecer: 
a i Une a fin de míe la empresa pue<la efectuar las obras den- 
tó » dé los plazos establecidos eu el contrato y cumplirse con 
lo ordenado en la ley número 3885 del Honorable Congreso, 
tiene absoluta necesidad de tomar ]>oscsión inmediata del te- 
rreno míe figura en el plano adjunto con la designación de "Isla 
del Ksptnillo. bt Om- |Mtr instrucciones terminantes del man- 
dato míe dcsemjjcua. hace presente al juzgado míe si hubiese 
quién invocase derechos de propiedad a esos terrenos, desde ya 
desconoce esc derecho a nombre de sus mandantes, ponjue el 
dominio de esos terrenos pertenece exclusivamente al Gobier- 
no Xacional y el míe lo luciere debe por tanto hacer la jtistí 
tieación previa a ime se ha referido en el euer|io de sit escrito, 
el (¿ue 110 ptidieudo la empresa esperar a qtte en juicio ordi- 
nario se resuelva esta cuestión, porque, como lo ha dicho, tie- 
ne altfohua necesidad de efectuar las obras, viene a recurrir, 
para tomar desde luego posesión, al procedimiento sumario de i 
juicio de expropiación, d * One en tal virtud y al solo efecto 
de cumplir con las formalidades de la ley. y sin reconocer por 
esto derechos de terceros viene a depositar el precio en une ln 
sido avaluadi» dicho terreno por el perito del (Hibierno y a |te- 
dir en consecuencia míe se le dé inmediata ocupación del mis- 
mo en atención a la urgencia a que se ha referido. que es el 
caso previsto por la ley : y e I Oue el precio dqiositado o el 
que en definitiva resultase- ser el del terreno, corrcsi»niderá a 
unten justifique el dominio absoluto del mismo. 

CJtie. en consecuencia, eon las salvedades que deja enun- 
ciadas, viene ante este tribunal, une es el competente para co- 
nocer en estos juicios. |ior estar situada la cosa expropiada en 
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la jurisdicción tk\ mismo, a ¡ledir se sirva proveer «le confor- 
midad a la siguientes peticiones: u° Tenerlo |»or jKirtu y por 
constituido sil domicilio legal en virtud del mandato de qué se 
ha hecho mérito. Ordenar se le dé sin más trámite la ocupa- 
ción inmediata del Ierren» que figura en el plano adjunto bajo 
él nombre de "Isla del Espinillo" y destinado a las Obras del 
puerto del Kosario. 3." Se cite |M.r edictos a las jiersonas que 
se crean eon derechos fie dominio a la 'Isla del Kspiuiifo", ba- 
jo apercibimiento de tjite en casi» de no eoni]iarecer. se proveerá 
ln que corresponda tic acuerdo om la ley citada; y 4." Que 
habiendo el juzgado declarad» en casos análogos que el Minis- 
terio Fiscal es parte en los juicios de expropiación, se notifique 
al señor procurador fiscal a los efectos a que haya lugar. 

¿* v A fs. 13 el tribunal tiene al doctor Stlvcyra en el ca- 
rácter que invoca, y hace lugar a la ocupación del inmueble que 
se demanda expropiar, de acuerno con el plano firmado |>or el 
Ministerio de Obras Públicas, que corre en el expediente se- 
guido con el menor Pinasco ante este mismo juzgado y se tiene 
a la vista; librando, al efecto, mandamiento al señor oficial de 
justicia y ordenando la publicación de los edictos de ley con in- 
tervención del señor fiscal. 

Dada la ocupación ordenada pojf el señor oficial de 
justicia, como consta de fs. (| vta. a 15. se presenta a fs. 16 el 
señor Emilio lí. Moreno manifestando ser propietario de la Is- 
la < leí Kspinilló. en virtud de lo cual viene a lomar la ittrticipa- 
ciún que le corresponde, proveyendo el juzgado de conformidad 
al pie del escrito de presentación. 

4." Publicados los edictos de ley. que corren agregados de 
fs. jo a se presenta el señor Carlos Castilla, en representa- 
ción de las señoras l.nisa Maclas líiestra de Kehevarria, doña 
Marta y doña Carmen Kehevarria, según el poder que en for- 
ma acompaña obrante a fs. 17 y ifi, manifestando que mis 
mandantes poseen en condominio con don Kmili» f¡ Moreno 
(a "Isln del Kspínillo", como herederos del señor Cecilio Kehe- 
varria. esposo y padre, respetivamente, de aquéllas; y pide. 
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cu su mérito, se* le tonga por parte en este juicio t y se le dé 
vista «le él '«ira pédir lo que corresponda, a lo que el juzgad" 
provee «le conformidad a fs. 19 vta. 

5. " l>e fs. (i2 a 70 el procurador señor J, Herbcrt GreciK- 
en representación de José de Cha|)caiir<mgc. diputado nacional. 
Julián Martínez y doctor Carlos Delcasse, cuya |>ersoncría acre- 
dita con el testimonio de iunlcr que acompaña, deduce la ex- 
cepción dilatoria de falta de iiersonalidad en el demandante, 
promoviendo al efecto, artículo de previo pronunciamiento, de 
acuerdo con lo dispuesto en el articulo 72 de la ley sobre proce- 
dimientos de los tribunales nacionales, cuya excepción rechaza 
el juzgado por resolución de fs. 88 y 8q, confirmada \*>r la Kx- 
ma. Cámara Federal de Paraná a fs. 116. 

6. " IX» fs. 127 a 163. el doctor Carlos Silveyra por la re- 
presentación ipie ejerce y en cumplimiento de lo ordenado por 
el juzgado, viene a deducir demanda, para que en mérito de los 
justificativos que invocará, se sirva el tribunal dictar oportuna- 
mente sentencia definitiva, declarando: al Que la isla del Es- 
pinino formada en un río navegable. (»ertenece al dominio de 
la Nación, y los particulares 110 (Hieden invocar derechos sobre 
la misma tpic 110 emanen de un acto del Gobierno Nacional, 
b» Que estando la sociedad Puerto del Rosario subrogada en 
todos los derechtis del Gobierno Nacional, eti virtud de contra- 
tos y actos administrativos <|iie asi lo establecen, 110 pltede obli- 
gársele a «pie expropie bienes perteuec ¡entes exclusivamente a 
aquél. por cuanto la expropiación supone cosas que perteneced 
con título legítimo al expropiado, c) Que habiéndose dado la 
posesión de la cosa sujeta a expropiación en virtud del depósito 
previo que efectuó |»ara garantir los derechos de tercero, no jus- 
tificando los demandados ningún título legitimo de dominio so- 
bre la cosa expropiada, debe devolverse el importe de dicho 
depósito, y d) Que las costas que se originen en este juicio, 
en caso de oposición, deben ser a cargo de los demandados. 

7. " Pasad*) en vista al señor Procurador Fiscal, éste ma- 
nifiesta a fs. 104 que se adhiere en un todo a los fundamentos 
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establecidos en la <lemanda precedente, y en consecuencia pide 
al tribunal se resuelva en definitiva ile acuerdo con la parte jie- 
tftoria de l.i misma. 

8." Corrido traslada de la demanda a fs. 164 vía., el 
representante de los señores doctores Carlos Deleasse. Julián 
Martínez y José de Chaiwau rouge, lo evacúa a fs. 100 y sí- 
unientes, deduciendo la excepción dilatoria de falla de persona- 
lidad en el demandante, promoviendo al efecto artículo de pre- 
vio pronunciamiento, de acuerdo con lo dispuesto en los artícu- 
los jz y 73 inciso 2:' de la ley sobre procedimientos de los 
, tribttnales nacionales. 

■>." Corrido traslado cié la excepción uinicsta a la paute 
riel dren ir Silveyra, éste lo evacúa en su escrito corriente de 
fs. 108 a pidiendo su rechazo, con costas, y |«>r decaído el 
rlerech.i para contestar la demamla: previo llamamiento de au- 
tos y vista al señor fiscal decretada en carácter de para me jo, 
proveer, el tribunal resuelve la excepción a fs. 174 v 175. re- 
chazándola, con costas. 

jo. m fs. ioi a J44 u.'- cnep|x> de autos», el señor 
J. Iferliet Creenc. representante de los doctores IX-lcasse. Mar- 
tínez y Cha|x?anrftu K e. contesta el traslade» de la demanda, en 
virtud del término de veinticuatro horas acordado i>ara ello □ 
fs. 178: y abierta U causa a prueba a fs. ¿47. se produce ]mr 
las i>artvs la que corre agregada desde fs. ¿04 a 4<*j I 2." euer|>»'> 
y de fs. 510 a fs. Sifi f,V' cuerpo 1 y de fs. 824 a fs. r/w íj ■ 
t ucr|Kpi 

11. De fs, 1000. a 1021. alega fie bien proliado la («trie 
adora, y de fs. 1022 a ioji la ilenianifada. con lo míe se llamó 
lliips para definitiva a fs. lojti vía, y 

Considerando en cuanto a la excepción deducida: 
1. tjue la personeria del a)>oderailo de la Sociedad Puerto 
riel Itosarin ap;irece abonada en este juicio ]*tr el poder otor- 
gado ihir el señor Angustí) Froudmis. cuya síntesis, en cnanto 
se relaciona al mandato, se halla precisada por los siguientes 
términos consignados en stl texto "para míe represente a la 
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piedad en los juicios ümMÜoá a fin de obtener la oM&cÉii 
de Ins tcrrtnos destinados a las aforas del Puerto del Rosario de 
acuerdo con la lev núnuro 3885 y (os planos aprobado* |»>r el 
Suprior (lobierno", 1 

2." Que del informe- o%«te il fs. o; 5 <| e eMc£ autos, 
expedido por el Ministerio de Obras Públicas, resulta que este 
Ministerio resolvió expropiar todos los terrenos conocidos pol- 
la Nía del Kspmillo como tina obra complementaria del Puerto 
de carácter iiidis f »ensahle. ya ,>ara levantar depósitos destinado* 
a la guarda de explosivos, „ ya por considerarlos necesario* 
liara la construcción de obras de defensa del mencionado 
puerto. 

<Jne el contenido de este informe sé encuentra con* 
firmado por las declaraciones de los señores ingenieros Piaggio 
Huergo y Vinem. quienes resi,om1iendo a los interrogatorio, 
presentados por el interesado y relativa a este punto, afirman 
que toda la isla se encuentra dentro de la zona de la explotación 
del puerto, 

4" Que la exjiosición del ingeniero Douetout, si bien no 
admite que la totalidad de la isla del Rsprnillo se encuentra 
dentro de la zona de exploración, reconoce que una parte de la 
misma focstá: k) pe importa decir que esta circunstancia 
suponiéndola exacta. Iiasta para anular, corno lo afirma la parte 
del doctor Silvcyra. la consideración fundamental míe sirve de 
l»ase a la exección alegada |»or los demandados 

>" Qtie por otra jmrte. puede decirse que respecto a la 
excedió,, alegada existe la cosa juzgada, Ks cierto que las 
decisiones míe se refieren a este punto no se lian pronuncia*, 
sobre el fundamento alegado; jkto esto no debe considerarse 
óbice para ta cosa juzgada, toda vez que se ha resuelto defini- 
tivamente sobre la excepción aun cuando el fundamento sea su 
presentación exteiiipi tránea. 

o." Y finalmente: Que después de lo expuesto, no puede 
liaber duda alguna de que el señor Silvevra actúa con perso- 
nena suficiente en este juicio: 110 pudiendo por consiguiente 
prosperar la exección de falta de personería que se ]tá dedu- 
cido por los demandados, y asi se declara. 



í»0 FALLOS PC LA CORTE SUPREMA 

G >nsidcrawlo 011 cuanto a lo i>rinei¡xi1 : 
f ; Que es un hecho cierto y debidamente eomproliado en 
autos que la isla denominada "Kl Ivminillo" y qav. es objeto de 
la presente demanda se encuenlra ubicada cü el lecho del r\r. 
Paraná, frente a esta ciudad. 

2." Que los dcmamlados han justificado sus derechos de 
dominio :i la mencionada isla, presentando al efecto los títulos 
traslativos del mismo, emanados los inmediatos de «Ion Luis 
Gasarego y de don José Chaiieaurouge a favor del doctor 
Carlos IX'lcassc y Julián Martínez, y los mediatos del gobierno 
de la Provincia de Sania Fe, a raíz de la subasta pública veri- 
ficada con la respectiva autorización legislativa. 

j." Que Han cúLiiprobado asimismo el haber tenido y el 
encontrarse actualmente en |*osesióii de la isla referida; demos- 
trándose lo primero |*>r el contrato de arrendamiento celebrado 
por él señor Casarego con el señor Solari y la protesta levan- 
tada en oportunidad por este último en circunstancia <|«e la 
parte aetora procedió a la octqiación de la isla: y lo segundo, 
por el hecho mismo de la interposición de esta demanda. 

4. " Que el derecho de propiedad que asiste a la provincia 
de Salda Fe sobre la mencionada isla, es indiscutible; toda* vez 
f|ite sí- trata de un pedazo de tierra ubicada dentro del territorio 
de la provincia, formando así una liarte integrante del Kstado. 

5. " Que la legitimidad de este título o sea el derecho a 
la propiedad sabré las playas, riberas e islas situadas dentro 
de las aguas tpie liaíiau sus costas, emerge como un atributo 
de la soberanía míe le corresponde, conforme con los princi- 
pios une han presidido y regulado la organización política y 
constitucional de ta Nación. 

6/," Que este derecho se encuentra virtualmetile confir- 
mado por lo dispuesto en et art. 6," inciso ij de la Constitu- 
ción Nacional cuyo texto — como muy bien lo dice un ilustre 
publicista — vale tanto como el afirmar, míe la Nación no 
puede poseer más territorio en las provincias míe -el que estas 
le vendan, ni regular, ni ejercer jurisdicción cNelusiva sobre 
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los lugares que ñu le hayan sido vendidos n cedidos, renun- 
ciando éstas al dominio de los mismos. 

7. " Que la alta prerrogativa acordada )*>t la Constitución a 
la Nación, estatuyendo que el Congreso legislará única y exclu- 
sivamente sohre la navegación y el comercio marítimo, no 
constituye una restricción al dominio. porque esta facultad, 
delegada por lós Estados a la Nación, tiene por único objeto, 
por razones de alta conveniencia nacional, uniformar las rela- 
ciones del comercio marítimo internacional c iiiterprovineial. 
y i»ara cuya ejecución, solamente por excepción, puede rozarse 
con la integridad territorial del listado. 

8, " Que la Kxma. Cámara Federal de Paraná en un caso 
similar al míe nos ocupa, asi como también la Kxma. Suprema 
Corte Nacional, resolviendo en última instancia, lian establecido 
de consuno ; que es a las provincias o a los Estados particulares 
a quienes les corresponde el dominio único y exclusivo sobre 
las playas, riberas y cauces ile los ríos navegables y sus islas. 
Véase fallo asunto Comas V. Empresa del Puerto del Rosario. 
y Pinero I^acroze con el mismo, 

0." Que la argumentación que se bate por la parte actora 
de que aun en el supuesto de que fueran los demandantes pro- 
pietarios de la isla, carecerían de todo derecho a ser indem- 
nizados ]x>r la Nación, en razón ríe las declaraciones hechas |*>r 
la Kxma. Suprema Corte Nacional en la sentencia indicada, 
carece en opinión del proveyente de aplicación en esta emer- 
gencia; primero, porque la Kxma. Corte, se refiere a indem- 
nizaciones sobre la tierra existente bajo del agua; segundo. 
|>orque en el presente juicio no se discuten indemnizaciones, 
sino simplemente un derecho de propiedad, y tercero, y final- 
mente, porque 110 se ha probado en forma alguna que la "Isla 
del Espinillo" sea un obstáculo |>ara el comercio marítimo y 
la navegación, 

io. Que tampoco es viable la observación que se hace de 
que la isla se encuentra fuera de los límites de la Provincia de 
Sama Pe, porque de autos resulta proltado todo lo contrario; 
y porque. <¡¡ asi no fuese, solamente la provincia de Kntre Ríos 
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podría aprovechar, y ésta no es (Kirtc en esta cuestión ni tiene 
tamjioco el actor su representación en ninguna forma. 

tt. Que ta Constitución Nacional declara la propiedad 
inviolable, e imperativasnente onlcna cjtiC ningún habitante- de 
la lícpública puede ser despojado tic ella, sino en virtud de 
sentencia fundida en ley. o |ior causa de utilidad pública 
deliidamente declarada y previamente indemnizada 

1W estas consideraciones y concordantes de los escritos de 
futas 101 a 244 y de fojas 102 2 a 1031, definitivamente 
juzgando fallo- i.o resuelto en el considerando '»." en cuanto 
a la excepción deducida. V en cuanto a lo principal ■ rechazando 
la demanda interpuesta por el doctor Carlos Silveyra |xtr la 
representación que ejerce en estos autos, y declarando que la 
propiedad denominada "Isla del Kspinillo**, corresponde a los 
demandados. 

l\n su consecuencia, y habiéndose promovido con anterio- 
ridad por el actor gestione*; sobre expropiación a la mencionada 
isla y de conformidad con lo dispuesto en el art. (S.* de la ley 
ríe la materia, concurran las partes a la audiencia del día unce 
riel corriente a las nueve a. m. a objeto de nombrar |icritos <|iic 
deberán justipreciar el valor de la cosa a expropiarse, bajo 
apercibimiento de ley. Sin cosías jior no encontrar mérito para 
iuq Minerías. Insértese, hágase salier y repóngase el sellado y 
la estampilla de ley, — limjruw Piado y Henea. 

SKNTKNCTA IMÍ I.A CA M ARA KKDÜRAL IH£ APELACIONES 

R«Mfi». DkteMbrt W ét I9l¿ 

Vistos; Considerando en cuanto al recurso de nulidad de- 
ducid-» jMir la |>arle actora : 

Ouc la ley autoriza este recurso contra la violación de las 
formas de la sentencia q del procedimient< > i¡»rt. 233, ley nú- 
mero 50 1 y el hecho de que el a ffuo 110 haya esperado para 
dictar su fallo qué se produjera el informe solicitado, para 
mejor proveer, al Ministerio ríe Obras Públicas, a que se 
refiere la providencia de fs. t-yt vía.. 110 afecta la sentencia 
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tu t;i validez del procedimiento, por lo que el recurso es impro- 
cedente, y asi se declara. 

Considerando ch cuanto al recurso de ablación deducido 
por ainlias parles: 

ijuc demandada |ior la Empresa del Puerto la expropia- 
ción de la isla del Kspinillo. y eoruo sostuviera eti la audiencia 
respectiva <[tie dicha isla era del dominio de la Nación, y que. 
por consiguiente, no correspondía expropia*, el <r quo. por el 
auto ele tm 37- resolvió suspender el procedimiento de expro- 
piación, mientras w» se resuelva en juicio ordinario la oposición * 
y controversia respecto a la propiedad de los terrenos a expro- 
piarse, y señaló a la parte expropiante un término para que 
luciera uso de su derecho y dedujera en forma sus acciones. 

<,hie |jor el escrito de fs. ¿8 :t 40. la |*arte aetora maní tiesta 
ipie la andieneia referida se hahia efectuado con el señor 
Kmilio B; Moren.» y sucesores de Kclievarría. quienes no habían 
justificado la propiedad ni la posesión del inmueble, y como eit 
el juicio de expropiación sólo deben intervenir las personas que 
se encuentran en posesión de la cosa en el acto de la ocupación, 
y resultando del acta que corre a fs. i,t vta. a 14 vta. que el 
Ocupante de la isla había expresado que estalla en el carácter 
de locatario, siendo los propietarios de ella los señores Julián 
Martínez. Carlos Delcasse y José Chapeauron^e, pulió que su 
diera a éstos noticia de la existencia del juicio y la intervención 
<|tic les correspondiera, y se dejan en sns|»euso mientras tanto 
la resolución «le fs. ¿7. 

Oue cita*los los mencionados señf>res Martínez. Delcasse 
y Cltaiwaiirougc. coni|>arecen a los autos y sin observar el 
procedimiento seguido con anterioridad a su presentación, 
oponen la excepción dilatoria de falta dé personalidail en el 
demandante, exección que la támara del Paraná, por la reso- 
lución fie fs. 1 16, la declaró extempi minea, mandando poner en 
vigencia el auto de fs, ¿7. suspendido a fs. 44 vta. 

íjue en cumplimiento de lo resuelto \xtr el chatio auto de 
fs, .17. la Sociedad del Puerto entabla demanda ordinaria para 
que se declare : 
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i." IJkk (a isla del Kspinillo formada en un rio navegable, 
pertenece al dominio de la Nación, y los particulares tro pueden 
invocar derechos sobre la misma. ijitf no imanen cíe un acto, 
del Gobierno Nacional. 

2" Cjue estando la Sociedad Puerto del Rosario subro- 
gada en todos los derechos del (•ohicnio Nacional, cu viriud de 
contratos y actos administrativos míe asi lo establecen, no 
puede obligársele a mte expropie bienes |>erlenecientcs exclusi- 
vamente a a<|itél. ytor cuanto la expropiación suptme cosas míe 
l>erteneeen con título legitimo al expropiado. 

,V' (¿lie habiéndosele dado la presión de la cosa sujeta 
a expropiación, en virim! del depósito previo qtíe efectuó para 
garantir los dererhos 4c tercero, no justificando Jos demandador 
ningún titulo legitimo de dominio sobre la cosa expropiada, 
deln? devolverse el importe de dicho de|W>sito. 

4* Que todas las costas (pie se originen cu el juicio, en 
Caso de oposición delicn ser a cargo de los demandados. 

I'ide míe la demanda se entienda tínicamente con los señores 
Carlos Delcnsse. Julián Martínez y José de C'hapcaurougc. 

( Jiie b is demandados, sin evacuar el traslado de la dañan- 
da, deducen la cxce|icióu de falta de j personal i dad en el deman- 
dante promoviendo artículo de previo pronunciamiento, excep- 
ción que es rechazada por IkiIkt sido opuesta fuera de término, 
como resulta del auto de fs. 174. 

Que en la contestación a la demanda, tos demandados 
hacen mérito de sus títulos, sostienen que los ríos navegables 
son del dominio de las provincias y tío dé 1;i Nación, y oponen 
1:i excepción de falta de personalidad, la que. dicen ia fundan 
en los irruí inos expresos del pmler según el cual el doctor 
Carlos Silveyra interviene en estos autos, poder ipie ha sido 
otorgado, según se expresa en éU de acuerdo con lo convenido 
coh el Superior Gobierno de la Nación, a fin de que el ápor 
ilerado pueda ejercer la representación conjunta de éste y dt 
la Sociedad Anónima Puerto del lí osa rio. con sujeción estricta 
a las disposiciones del contrato celebrarlo entre ta empresa 
cesionario; y el Su|KTÍor Gobierno Nacional, y con el objeto de 
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promover o proseguir los juicios necesarios 9 titi de .obtener 
la ocup^¡||ti de tos terrenos destinados a las obras del hierto 
(Id Rosario, fie acuerdo 0.11 la le* número y h.> pla- 

nos aprobados por el Suprior Cobicriio, cu virtud dé los cuales 
se hizo la licitación de las obras del puerto, planos ajíte fonnaii 
(«irte integrante «leí contrato, y que como para confirmación de 
lo anterior, el doctor Silvcyra lia siííí) facultado | K ira que 
ejecute cuantos actos, gestiones y diligencias judiciales sean 
precisas y conducentes a objeto de obtener la |x»sesión de los 
terrenos y propiedades ubicadas dentro riel radio de las obras 
proyectadas del Puerto del Rosario, y agregan. que como los 
terrenos conocidos con la denominación fie isla del Kspinillo. 
materia y objeto fiel presante juicio, no si- encuentran en la 
zona dentro de la cual deben construirse las obras del puerto, 
fie acuerdo con la ley. con el contrato y con los planos citados, 
el doctor Silvcyra ha carecido fie personalidad para iniciar el 
juicio de expropiación de esos terrenos, y carece de la misma 
para promover 6 proseguir cualquier acción encaminada a ocu- 
parlos. 

(Jiie el Poder Ejecutivo de la Nación, por decreto de íecba 
Agosto 8 de i*w (dficitmento fie fs. 704), dispuso la expro- 
piación fie la isla del Kspinillo y t.nleuó que el doctor Silveyr;i 
luciera las gestiones del caso, y que depositara en el Raneo de 
la Nación, a la orden del Juez Federal, 5.000 pesos por la isla, 
decreto éste que no ha sido ni |>odido ser modificado o afec- 
tado ñor la resolución ministerial de que habla el documento 
de fs. 1 337* fnás cuando por la resolución del l'oder Kjeeutivo 
de fs. tlíctada coji motivo de niber recurrifln ta empresa 

de dicha resolución ministerial, establece que ésta, al no hacer 
lugar al proyecto de contrato fie locación propuesto, se funda 
princijialmente en que la sociedad recurrente can ee de derechos 
liara ejercer la jurisdicción que pretendía, es decir, que la 
empresa no tiene jurisdicción jKira arrendar la isla. I.» que 110 
implica decir que no la tendría en el caso que hubiera preten- 
dido emplearía para las fibras o necesidades del puerto, contó 
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se desprende del dictamen fiel IVixnrador del Tesoro de fs. 
■3.1" 

(Juí por ojra parte. los «demandados barí producido prueba 
tuca 01 i nada a demostrar «pie |>ara ejecutar las obras del puerto, 
no se necesita sino cortar una pequeña parte de la ida. la «pie 
está marcada azul en el plano y que las únicas obras c|»e hay 
une ejecutar en el resto de ella, son de defensa de las costas 
marcadas en colorado en el mismo plano, según resulta de los 
interr4igat< iritis de fs. 450, V 469 a 471 vta„ preguntas 5." y 
í>.\ pliego de posesiones de fs. 3113 a 566. palmita 7* y 
H:\ de modo «pie reconociendo los demandados, por lo menos, 
ciue existe una parte de la isla que está afectada |x>r las obras 
del puerto, d representante del ílobienio de la Nación y de la 
empresa. ha tenido suficiente perstmería para promover este 
juicio. 

tjne la cuestión de si la isla del Kspínillo entra o no total 
■ i parcialmente dentro de la ley de expropiación, de ipie se ha- 
ce mérito en la expresión de agravios de fs. iJy8 a 1306. es- 
tando suspendido el procedimiento de expropiación \x*r el auto 
de fs. ¿7. mientra? se resuelva cu juicio ordinario la contro- 
versia sobre el dominio del inmueble, que es lo que es mate- 
ria fie este juicio de acuerdo al citado auto y a ta demanda y 
contentación, 110 eorres|ionde considerarla, como lo reconoce 
uno de los demandados, el ditctor Delcasse, en la expresión de 
agravios de ís. 1285. 

(Juc la Supa na Corte ha establecido en casos análogos, 
jpte los rios navegables y sus lechos, son dependencias del do- 
minio público de las provincias y no de la Nación <T. 111, 
Inginas tj9 y ")": T. i 16. i*áffína 365: T. ijo. página 134: T. 
tai, régijia 3$ y í*. ta? inginas #»} y 

Que si bten el perito de la parte adora, ingeniero Viuent. 
y el perito- tercero ingenico l ltiergo. sostienen en el informe 
tic fs. 1003 a 1 133 yta. (pie la llamada isla del Ks pin i lio es un , 
lianco subfluvial, de la misma pruelw producida por la |»rtc 
aetora (documento ue fs. ,M7 a 44J. 44K y 480 a 4XT ) y de las 
declaraciones de fs. 45N vía. a 408, 47 ¿ a 475. 475 a 477- 



DI' JUSTICIA DE LA NACION 



r, 



;oo a S44 a 84Ó vta. f>5,í y otras, resulta que se trata <le 
unn Jiorción ele tierra que sólo la cubren en parle las aguas en 
las inundaciones ordinarias, y totalmente en las crecidas ex- 
traordinarias, que está cubierta ríe vegetación, tiene árlales, 
1 sauces l. lia sido habitada, cultivada y pillada con haciendas. 

<Jue en tales condiciones, nmm lo ha establecido la Supre- 
ma Curte én los fallo* citados, la Xación o la empresa conce- 
sionaria, a lindo de reglamentar el comercio y la navegación 
de los rios y habilitar puertos. 110 puede ocuparlas gratuitamen- 
te ríe manera definitiva y permanente, para la construcción del 
puerto del 'Kosario, como ha establecido que la Xación no «leí* 
pagar indemnizaciones citando se trata de tierras que están per- 
manentemente bajo el agua, míe ncupa para mejorar la nave- 
gación, pero 110 así cuando, como en el caso, se trata de tie- 
rras que se bailan normalmente o de ordinario fuera del agua, 
las ipte no pueden iptedar. ha dicho, fuera del anijiarci del ar- 
ticuló ló de la U-y número 189, concordante con el articulo 17 
de la Constitución Xaeionat. 

Qjuc los demandados han presentado títulos expedirlos 
* por el Gobierno de la Provincia 1 fs. iSj a iqo vta.l. y de la 
demanda, acia de tk 3 vta. a 14 vta.. y to expuesto por la par- 
te actora en el escrito de fs. 38 a 40. resulta que se encon- 
traban en posesión de la isla en el acto de la oeii|>ación por la 
empresa. 

One los actos de ocupación o posesión del Cohierno Na- 
tional, de que hace mérito ] a parte actora en Sil expresión de 
agravios de fs. 121)0 a 121$. no han sitio actos de jurisdicción 
a los efectos de la navegación y comercio corno lo sostiene, 
pltesto (pie ellos se retirren a halier autorizado a varias per- 
sonas en los años ¡885. iHKO y 1SX7, j,;i ra extraer arena de 
ftis bancos que se forman en el río Paraná en la isla del líspi- 
nillo. y el haber arrendado dicha isla en el año \8t)2. arrenda- 
miento tjnc se dejó más tarde sin efecto, según todo resulta 
de los doennicnlos de fs. ¿47 a 443: pero aún en el supues- 
to tle que se tratara de actos de jurisdicción a los efectos de 
la navegación y comercio, no ]ior ello podria pretender ocu- 
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|KiH;i de niH'vo gratuitamente como se desprende tic los fallos 
que quedan citados, no teniendo titulo ni |m.iscsíóu |>or el lapso 
tic tiempo requerido para adquirirla por la preseri|ición. 

La an lor i z ación dada a Meliióit Sánchez y Cía., para ha- 
cer plantaciones y poblar la isla, de que habla el documento «le 
fs. 480 a 4X1. 110 fué datla por el lloliicrno de la Nación, sino 
|xir el Capitán fiel puerto <1e esta ciudad en 1874. atando la 
isla no habia siiln ¡ncor|>orada aun por la provincia de Sane» 
Ke al grupo de las cosas que se hallan en el comercio, desde 
que la ley que asi lo hizo, es del afín 1884. y por consiguiente» 
cuando se efectuó ese acto, aún en el caso de que 1'* '"'hiera 
hecho el gobierno dé la Nación, y que fuera un acto de pose* 
*¡ón lie > p<M|ia afectar de ningún modo los derechos «le la pro- 
vincia, |*ir tratarse de un bien del dominio público del Ksta- 
do (artículo 2340, inciso O." del Código Civil 1. y svr en conse- 
cuencia imprescriptibles (artículos jj«j5i y 401*1 inciso 1." del 
Código citado), fuera tic eme contando desde es:t fecha 1 |S"4> 
no habrían transcurrido los treinta años para prescribir sin 
titulo. 

(Juc por consiguiente, la Provincia de Santa I**e. ha lucho 
uso de 1111 derecho legitimo al vender la isla, sin f|tie pueda 
decirse ijne con este acto afectar*: a la navegación y jurisdic- 
ción que tiene el Gobierno Nacional al respecto. 

(Jue atento a la naturaleza de las cuestiones debatidas. 110 
corresponde imponer especial condenación en costas. 

Por esto y los fundamentos concordantes de la resolución 
apelada de fojas 1240 a 1252 vta.. se la continua en cnanto re- 
chaza la excepción de falta de personalidad y no hace lugar a 
la demanda sin costas. Notifiquese. y devuélvase al juzgado 
de su origen donde se repondrá el sellado. — Nú^lás l\'ra />'<i- 
rri'S. — José del Húrta, — justo P.. Luna. 

FALLO DE i.a CORTK SVI'HKMA 

Bueno* Aliti, Afotto IB d« 191". 

V IStoS V considerando: 
IV sus fundamentos; y teniendo, además, en cuenta qur. 
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como Id expresa I» sentencia ele primera instancia, corriente a 
fs. ioíi¿ -j." cuerjHi. Unt derechos que pudiera tener sobre la is- 
la del KspinilTo la provincia de Entre Ríos sól* • a ésta jiodrian 
aprovechar, 

Oue dicha provincia no ha sido parte cu este juicio ni el 
demandante tiene su representación en el mismo, 

<¿ife si la Nación no es propietaria del lecho de los ríos 
interiores navegables que atraviesan las provincias, según se 
ha establéenlo re ¡u- ra (Uniente por esta Corte en los fallos cita- 
dos por la sentencia apelada, tío existe razón atendible para cinc 
lo sea <le las islas que se formen en ¡o.* mismos, 

ÍW ello se confirma la sentencia apelada, sin costas aten- 
ta ta naturaleza de las cuestiones debatidas. Notifiqtiese origi- 
na! y devuélvase, debiendo reponerse los sellos ante el juzgado 
líe su procedencia. 

A. Hkhmkjo. — Nicanor O. nEi* 
Solar. — D. R. Palacio. 



Ahí Anselmo ¡llhr contra la provincia de Santa i : e. sobre co- 
bro de pesos 

Sunittrif : i." L'na letra de tesorería de la provincia de San* 
ta Fe. concebida a la orden, está regida por las leyes re- 
lativas a las letras de cambio, y sn acción se prescribe por 
el transcurso de tres años. 

l'na demanda (jue se desestimó con ta declara- 
ción de que era inútil continuar los procedimientos por- 
que careciendo de acción el ejecutante para intentar la de- 
manda, fáltala la demanda misma, no es de las que inte- 
rrumpen la prescripción, y a (pie se refiere el artículo 3086 
del Código Civil. 

Cqjfóñ La explica el siguiente: 
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t.M.JJt JiK LA L1WTK St PKKM A 

BttnM AlrM, Atesto O dt 1117. 

V vistos: mQS seguidos por iton Anselmo Villar contra la 
provincia di Simia Fe. por cobro ejecutivo de |>esos. de los 
ijne résiiífn . . 

<¡jlic a fs. ,i compareció el señor Villar, alegando ser aeree* 
íjbr. de la Provincia de Santa Fe l»or el importe de la letra 
agregada a fs. i de I<» autos seguidos contra la referida i»rf »- 
vineia por doña Lucía Kivarola de Toréllo; 

<Jue invocando ta disposición del artículo 240, de la lev do 
procedimientos, deduce la correspondiente acción ejecutiva a 
fin de que se condene a la demandada al pago del capital re* 
clamado, intereses y costas. 

tjue acreditada la jurisdicción originaria de esla Corte, cir 
cnanto lia lugar, y librado mandamiento, el que fué diligen- 
ciado con resultado negativo, se citó de remate a la provincia 
de Santa Fe ( fs.. 21 ). y ésta opuso la eNce|icióu de |»rvserip- 
ción í fs, 32 ) . 

ytit- fundando la exección re férula la provincia deman- 
dada sostiene «tic la letra agregada a fs. 1 de los autos segui- 
dos |>or dm'ia Lucia kivarola de Torillo, y corriente a fojas K 
de este juicio por resolución de esta Corte de fs, í> vta., está 
regida |>or las disposiciones relativas a las letras de camino, por 
tratarse de nn documento concebido a la orden. 

(Jue la pf eScri j)ció)i liberatoria se opera en el término de 
tres años contra las acciones procedentes de cualquier docu- 
mento endosable o al portador, qiic no sea un billete de banco 
1 artículo 84H. inciso 2. ". Código de Comercio 1 . 

<Jue en tal virtud. I:i acción que emerge del documento qué 
sirve de base a la ejecución, se encuentra extinguirla, a- lo que 
se agrega que esa letra fué declarada nula y sin valor -por det 
érelo de Diciembre jo de iWjcji. del Gobierno de la Provin- 
cia demandada, y que en consecuencia iniciará las acciones del 
caso. 

íjue contestando el traslado de la excepción opuesta, el 
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actor alega en lo substancial; i.* une no se traía de una letra 
de cambie; prescriptible a tres años; 2." que la prescrii)eión 
retaría en todo caso, interrumpida por la demanda iniciadla cu 
Maye» de iooj. ¡Hir ía señora Lucía Kivaroln de'Torello. 

tjue recibida la causa a prueba, se produjo la que expresa 
el certificado de fojas 175. después de lo cual se presentó el 
alegato de fojas 176 y «e llamó autos. 

Y considerando : 

One el documento de fojas 8. hallándose Concebido a la 
orden, está regido por las leyes relativas a las letras de cambio 
(artículos 740 y 741. Código de Comercio; Fallos, tomo 0,5, 
Ingina J5.it. y habiendo vencido el Jo de Mayo de ¡808 a la 
fecha de la iniciación de esta demanda. — Noviembre 14 de 
— habría transcurrido con exceso el tiempo en el cual 
se opera la prcscri|ición. si ella no hubiese sido interrumpida 
IH>r alguno de los medios autorizados por la ley. 

Que el ejecutante alega que la preser ¡lición ha sitio inte- 
rrumpida por la demanda entablada cu Mayo 14 de loor, por 
doña Lucia K i va rola de'Torello, pero os obvio que tal deman- 
da debe conceptuarse inexistente a los fines de interrumpir [a 
prescripción, pues esla Corte Suprema, haciendo mérito fie las 
causas (pie excusaban un pronunciamiento sobre su competen- 
cia en el litigio aludido \ fs. 130 vía., expediente agregado), de- 
claró que cuclquicra que fuere su decisión al respeto. 110 po- 
drían llevarse adelante los procedimientos. potf|úé careciendo 
de acción el ejecutante para intentar la demanda "falta la 
demanda misma"', f 1 ) y no puede decirse que hay litigio en 
que sea i»arte una provincia para invocar la jurisdicción origi- 
naria de esta Corle. Fín tales condiciones, la prescripción no 
se ha interrumpido, pues como lo ha declarado este tribunal, 
la demanda desestimada vale como si no hubiese sido promo- 
vida (Fallos, tomo 51, pagina considerando 11, página 
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Qué el artículo del Código Civil no (teya a conclu- 
siones distintas, porque supone siempre la existencia rie una 
demanda aún cuando se interponga ante juez incompetente o 
sea » ¡la por defecto de forma. La falta de capacidad legal 
míe determina la disposición citada, y que no obsta a la inte- 
rrupción de la prescripción, mi es la falta -de acción, sino la 
falta fie caiiaciriari civil del titular del derecho )«ira estar en 
j nieto, eapacidad eme puede 110 tener en el momento de dedu- 
cir su acción y que permitiría fundar una exección de falta 
de personería (Fallos, tomo 58. página 372: tomo 72, página 
184». Hay demanda válida jiara interrumpir la prescripción en 
el concepto riel articulo 3í>8íi citado, si hay acción aun cuando 
falte capacidad civil para ejercitarla; pero, sino hay acciói. 
*' falta la demanda misma*', como lo lia declarado esta Corte 
Suprema, en la resolución definitiva del litigio que se invoca 
para atribuirle fus efectos de un acto intersuplivo de la pres- 
cripción. 

Qtte el articulo 3<)oo del Código Civil es inaplicable al ca- 
so |»oríjue se refiere a Ja interrupción de la prescripción res- 
pecto <le acciones posesorias. La disposición pertinente en el 
jriié Hm es la riel articulo 3901 riel mismo CiVdigo. según la cual 
la interrupción de la prescripción cansada por demanda judi- 
cial, no aprovecha sino a| que la ha entablado y a los que de él 
tengan su derecho. 

Qtte la doctrina precedentemente enunciada, es la que resul- 
ta del texto ixpreso de la lev y de sus antecedentes propios; y 
en el caso, ni el actor invoca un acto riirecto contra la deman- 
dada, ni su derecho deriva rie la sucesión de Torelló para míe 
pueda decirse interrumpida la preserqieión en virtud rie la rie- 
mauda que esta Corte declaró inexistente por las considera- 
ciones de que informa la resolución de fojas 1 »8 del exi>edicii- 
te agregado. 

IV ir ello, se declara prescripta la acción para encobro de 
ta letra de foja:- S. y se desestima la ejecución, con costas al 
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ejecutante r artículo 277, Código de IVticefliiiiicntus en lo rfc- 
deral). Nutifiqnese original y «apuesto el papel archivi-se. 

1 

* A. líERMKjo. — .VlCAXiik (',. 1UX 

Solar. — D. K. Palacio, — 
J. Fi*vi i:ro.\ Ai.cokt.v 



Don Adolfo f.crlora en- autos con Krril, Kraft y otros, sobre 
usurpación y falsedad, Kecurso de hecho 

Sumario : V\v,\ sentencia dé la Suprema Corte de la provincia 
de (hunos Aires denegando 1111 recurso de revisión, no 
puede motivar una demanda originaria ante la Corle. .Su- 
prema de la Nación. 

2." E\ recurso de revisión sólo -procede ante la Corte 
Suprema respecto de sentencias pronunciada s pttr la mis- 
ma en ejercicio de su jurisdicción originaria. 

Casa: L" explica el siguiente: 

FAl.IjO lili J.A CORTE SUPREMA 

Bwmt Alm, Agosto n 4* BH7. 
Autos y vistos, considerando: 

<Jue una sentencia de la Suprema Corte de la provincia 
de Buenos Aires t|iic 110 hace lugar a un recurso de revisión 
llevado ante ella no puede motivar, como se pretende, una de 
manda originaria ante esta Corte jmr hallarse fuera de los ca- 
sos 1 previstos en el articule» lot de la G institución y i," de la 
ley 48 y 2." de ta ley 4055. reglamentarios di* aquel. 

Que el recurso de inconstitucional i dad (pie al mismo tiem- 
|>o se interpone, con motivo tle las resoluciones que se trans- 
criben a fs. 1 y fs. 3 y suponiendo se refiera al extraordinario 
que autoriza el artículo i-| de la ley número 4K. tampoco sería 
procedente pues no consta cpie de esas resoluciones se haya 
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interpuesto y haya sido denegado recurso alguno para auto es- 
t;i Corle. 

Que en cnanto al recurso de revisión, sóht procede ante 
osla Corte res|wcto de sentencias pronunciada* por la tnisiua 
en ejercicio de su jurisdicción originaria «artículo 7.". ley mi- 
men 1 27 1 . 

IW eilo, 110 se lince lugar a lo solicitado y repuesto el 
papel, archívese . 

A. 1íi;kmi:jo. — Nicanor O. wl 
S'M.ak.*— L> E. Palacio. — 
J. Fku iíroa Ai.corta. 



Bmt ¡irttestf Omiciro contra la Provincia </c Santa tu\ por 

- cobro de pesos 

Sumario \ Rs improcedente la acdón ejecutiva fundada eu de- 
cretos provinciales acordando una indemnización en tie- 
rras y lijando su precio, sin determinar *la f celia del pago. 

(\tso: Lo explica el siguiente: 

1-WI.I.m DE LA COEfK sri'RKMA 

Sumo* Airct, AfMto 29 de IW7. 

Autos y vistos: La demanda ejecutiva promovida |«>r el 
representante de don Krncsto Cordeiro contra la provincia de 
Santa Fu para qüe se le intime el pago librando el maudamicii* 
lo correspondiente por la suma de veinte y tres mil trescientos 
<i cuenta y nueve pesos cincuenta centavos nacionales, 
( ^vjjS0l|p S ni 11") intereses y costas del juicio, 

Y considerando: 

Que riel examen del instrumento con «iul- se deduce la ac- 
ción, requerido en el articulo 253 de la ley nacional de proco- 
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Oimientos, resulta que m» es procedente en el caso la acción 
ejecutiva qye se lia promovido: 

Que ésta se finida en los testimonios auténticos de hs Ac- 
érelos n>l Poder Ejecutivo de la Provincia de Santa Fe tle 4 de 
Abril efe ujió qué reconoció a favor de don Ernesto Cordeiro 
el derecho a ser indemnizado de tíitá superficie de tierra de ¿12 
hectáreas 63 áreas y iU ceiiií áreas, y el de fecha 11 del mismo 
mes y añn que resolvió: "Fijar armo única indemnización, 
comprendiendo precio y perjuicio* el valor de ciento diez pi- 
sos moneda nacional. iior cada hectárea de terreno reconocida 
a favor del señor Ernesto Girdeiro por la resohición de que 
se ha hecho mérito", la citada de 4 de Ahril de 1916. 

Que con arreglo a lo dtspnesrn en tos artículos 618 y 751 
del Código Civil, si no estuviere determinada en el acto porque 
se ha constituido la obligación el día en que debe hacerse 
la entrega del dinero, el Juez señalara el tiempo en que el deu- 
dor deba hacerlo. 

Que la necesidad de esa determinación previa, no verifi- 
cada en el caso, se opone a la ejecución promovida (artícnio 
248 ley número 50: Fallos tumo 82 página 86), 

Por ello se declara improcedente la acción ejecutiva dedu- 
cida . N'otifíqucse y repóngase el papel. 

A. Bkrmrjo. — Nicanor G. nth 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlGL'EROA Al.CORTA. 



NOTAS 

r 

Cun fecha ') de Agosto, fué declarada improcedente la que- 
ja presentada por los señores Manía y «le lorenzo Unos, y En- 
rique Kratiss en autos con la administración de Impuestos In- 
ternos sobre infracción a la ley de la materia, por haber sido 
deducida fuera del término de tres días establecido por el 
artículo 516 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 
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Kn ii (k'l mismo, si* declaró rio halier liij^ar a la queja de- 
ducida por ilmi Victo* S, (■uiñaxii cu la ejecución que le se- 
guia lien Kmilio Acrí ante los tribunales ordinarios dé la pro- 
vincia de San Luis, en razón de güe notificado de una sentencia 
dé remate interpu.sn contra ella tus recursos dé reposición o 
apelación y nulidad en subsidio, los t|itc Ic fueron denegados, 
fundándose en disposiciones del Código de Procedimientos lo- 
eal. y que, recurrido de hecho esta decisión, el superior los de- 
claró Iricn denegados, no apareciendo qué de esta última reso- 
lución Kttbíera interpuesto recurso para ante la Corte Suprema 
que le fuera denegado, y por otra parte, las resoluciones 
tle ambas instancias se fundaron en disposiciones de ta ley lo- 
cal de procedimiento*, no impugnadas como contrarias a la 
Constitución Xací'inal, tratados o leyes del Congreso y la sim- 
ple aplicación de dichas dUpo&icipnes no da lugar a la jurisdic- 
ción ile apelación extraordinaria ante la Corte, según lo dis- 
pone el artículo 15 de la tey número 48. 

C.m fecha 23 n(i se hizo lugar al [>edido tic incoustitueio- 
nalicbd de la sentencia p ron une ida por el superinr tribunal de 
justicia dl> la pr^vinda de Buenos Aires, deducido ¡nir doña 
Adelina l,értora de Oherti en el juicio seguido en su contra 
|wir doña Mercedes Martín y Ornar de Dtibourg. por cuanto en 
el escrito de presentación no existía constancia que. contra ta 
sentencia recurrida, se hubiera interpuesto recurso alguno, «pie 
le fuera denegado. 

Kn la misma fecha no se hizo lugar igualmente al recur- 
so de (jiuja deducido por Arturo Papí. en el proceso criminal 
que se le seguia por el delito de estafa por resultar de su pro- 
pia exposición aue el punto relativo a la pmeba ha sido contro- 
vertido y decidido l*>r el tribunal com|tclentc, lo que significa 
<jue el reo lia sitio oído cnu las solemnidades legales, que has* 
tan para que se llenen las exigencias del artículo 18 de la Cons- 
titución Nacional, relativo a la libertad de defensa. 
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Don Ignacio O vuela contra la Provincia de Santiat/o del lis* 
tero, por cobro de pesos; sobre nulidad del procedimiento 
c inhabilidad de titulo. 

Sumario: No puede constituir una causal de nulidad «le los 
procedimientos rlc un juicio de apremio el hecho de halicr- 
se substituido, en el acto de la traba, el bien mandilo em- 
bargar por el tribunal, <|iic hahia salido de] dominio de) 
ejecutado» por otro indicado por el representante del eje- 
, cíñante ; máxime si el ejecutado no manifestó disconfor- 
midad con el embargo, 

i." Ia excepción de inhábil ¡dad del titulo debe resultar 
del título mismo, y por lo tanto» es improcedente la que se 
basa, no en defectos extrínsecos de aquél, sino en hechos y . 
causas extrañas a éste, ( Hn el caso, tratándose de un laude» 
arbitral, la forma y mudo de imputar el ¡jago, según deter- 
minada ley provincial. »lc los servicios que fueron materia 
del arbitraje I. 

Cuso: I,o explica el siguiente; 

» 

FAI.U) Dfi U\ CORTE St*!»RKMA 

Iuiin Aíret, StpHtHbn I á* I9D. 

Y vistos : los ejecutivos seguido* por don Ignacio ( huela 
contra la provincia de Santiago del Estero, por cobro de pe- 
sos, de los que resulta: 

Que pronunciado y consentido el lando arbitral de fojas 
260, el actor inició la ejecución del mismo, librándose a su 
requisición el correspondiente mandamiento, que fué diligen- 
ciado negativamente. 

Que desestimada la |>eticióit de embargo sobre rentas afec- 
tadas al pago de los gastos previstos en ta ley de presupuesto 
(fojas 310 vuelta), el actor solicitó se trabase sobre diversas 
fracciones de tierras fiscales denunciadas al efecto, y decre- 
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tada esta medida, se citó de remate a la provincia de Santiago 
del K.stcrti <fs. 34« vta. >. 

Qüe la ejecutada deduee oposición alegando que se lian 
violado las formas establecidas i»or las leyes de procedimien- 
to, y que el titulo es inhábil y no puede autorizar ja ejecución. 

Oue como fundamento de la primera de las excepciones 
indicadas alego ipie el Ju« Federal de Sección no lia podido 
trabar embargo sino sobre los bienes míe se determina» en el 
oficio librado por esta Corte a ís. 328. y míe el onil>argo de 
liten es no con si piad os en el oficio de referencia, importa una 
violación de las formas establecidas. 

Oue el título es, adetnas, inhábil {kirquc de acuerdo con 
la ley 250. dictada ]*>r la legislatura de la provincia de Santia- 
go fiel listero, los gastos míe demandara el cumplimiento de 
la misma se imputarían a dicha ley mientras no fueran ineor- 
1* irados al pre- mesto general haciéndose entretanto del pro- 
ducto de la vei le tierras públicas. 

One para - phr esta condición es necesario que e! go- 
bierno haga una ?nta de tierras, y no habiendo fondos dis* 
poninlcs por este concepto, ni estando ¡ncor| Mirad os at presu- 
puesto general. los gastos ocasionados con motivo del trabado 
encomendado al señor Oyuela este carece de titulo |wira eje- 
cutar a la provincia, y en consecuencia y |H*r tales fundamen- 
tos dcln- desestimarse la ejecución con costas. 

Que conferido traslado de las execciones opuestas, el 
actor e\|>oue. <|iie el embargo fué ampliado ron el consentí- 
niienio del (Vil tentador, por la circunstancia de que había sido 
vendido uno de los lotes determinados en el oficio de fs. 328 

QUÍe lev presume une es el deudor el (pie se adelanta a 
1 if rece? bienes a embargo y míe en caso contrario los señala el 
ejecutante. 

Oue en este caso el representante del actor señalo un lote 
en sustitución de otro por intermedio del Juez oficiado y eme 
el < lohcrnador asintió a la diligencia del cmliargo de esc lote. 
16 que casi equivale a halterio ofrecido por si misino. 

Que el apoderado de la provincia demandada lió puede 
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altear la nulidad ele im actu consentirlo por el Cok-mador, 
en virtud del principio según el cual no puede invocar la nu- 
lidad del acto quien lo ejecuta O consiente, y en el caso el eon- 
Sentlmiento emana ríe la demandada y no puede ser impugnado 
por su representante. 

QÚ€ |n>r lo que hace a la inhabilidad del titulo, el que 
motiva la ejecución es un fallo de esta Corte Suprema apro- 
Tmlorio de uti laudo arbitral, en 1111 arbitraje aceptad** póf el 
exceptuante. 

Que la ley local rpic se invoca es ineficaz, pues sus eláu- 
stdas simplemente administrativas no pueden enervar el de- 
recho a cobrar lo que la provincia ha sido condenada a pagar 
como persona jurídica, y en consecuencia, y |w las razones 
expuestas, solicita no se haga lugar a las excepciones, con 
o istas. \ 

Y considerando: 

l 

Que !a excepción de utilidad se funda en supuestas viola- 
ciones ríe lns formas establecidas por la ley de procedimientos, 
consistentes en que se ha trabado embargo sobre un lote de 
tierra indicado por el encargado del diligenriamiento del ex- 
horto, en sustitución de otro que había salido del dominio riel 
ejecutado. 

(Juc ello no puede constituir una causal de nulidad, pues 
de Jo* términos 'leí artículo 257 del Código de l*rrH*eiIiinientos 
en lo federal se desprende que la ley ha establecido el embar- 
go como una garantía a favor del ejecutante, y aún previsto 
el caso de que el mandamiento de ejecución "no designare 
bienes en que se lia fie hacer la tralia". facultando al ejecu- 
tante para señalarlo*, con la sola limitación de que ha de tra- 
barse en bienes de que esté en posesión el deudor. 

Que es de observar, además, que el f itíbernailor de la Pro- 
vincia «le Santiago no hizo objeción alguna al embargo, y au> 
tes bien 1» consintió, y aceptó el cargo de depositario; y de 
consiguiente el apoderado de la provincia 110 puede alegar la 
nulidad de dicho cmlmrgo. porque su interés no es índepen- 
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• livntr del que tiene su representada, y ésta, como se lia dicho. 
So ha admitido sin observación y sin reserva algnna. 

Que ]H>r lo <|ue hace a la excepción de inhabilidad tle ti- 
tulo cal>e considerar ijiie al titulo «le ejecución no lo constituye 
cu el caso la lev provincial invocada, sino el laudo arbitral de 
fs. 2<to. cpie no ha sido impugnado y (pie no podría serlo al 
fundar la excepción, 

Oue de la exposición del apoderado de la Provincia re- 
sulta evidente que la inhabilidad de título no se basa en de- 
fectos extrínsecos del titulo de ejecución, sino en hechos y 
cansas extrañas al mismo, tales como la forma y modo de 
imputar el pago de los servicios «me se cobran, según cláusulas 
de la ley provincial número 2$£, 

Que en tales condiciones es manifiesto i|iie se pretende 
traer al del hile la causa de la obligación y la forma y modo 
fie cumplirla, y tales cuestiones si bien pudieron ser materia 
de discusión en el juicio principal, no podrían serlo en el sub 
lite, sin desvirtuar sus caracteres legales. 

Que la inhabilidad del título debe resultar del título mis* 
mo, y no se ha consignado al respecto ninguna olíservación 
(pie sustraiga la fuerza rjecntiva fpie tienen j>or la ley los lau- 
dos arbitrales cjiie retinen como el de autos los requisitos de, 
derecho (Código de Procedimiento Federal, articuló 24*). in- 
ciso 

Por etl'i. se declaran improcedentes las excepciones opues- 
tas Llévese adelante la ejecución hasta hacerse |»ag«* ai acree- 
dor fiel capital reclamado, intereses y costas. Repóngase él 
pape& 

A. HtiKMKJf). — NiCAXOB Ci. t>EL 

Solar. — D. ffc Palacio, — 
J. Fir.L'KRoA Alcorta. 
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Provincia de Santiago del Estero contra don Ignacio Oyneh, 
sobre rendición de cuentas 

Sumario : i .'■ U falta de prueba instrumental no jmede fundar 
una impugnación a una rendición de cuentas tratando 
de gastos en que no es costumbre recabar recibos, como 
los efectuados en viaje* en ferrocarril y estadas en ho- 
teles, 

3." Los gastos ]M>r trabajos inherentes al servicio ya 
remunerado enn el honorario eorrcs|iond¡ente, realizados 
por terceros, no pueden incluirse entre los que deba abo- 
nnr el locatario. 
Caso: Lo explica el siguiente: 

* ■ 

IMIXO DE 1.A CQRTE SLTRKM A 



Y vistos : el incidente por rendición de cuentas de la su- 
ma de seis mil /tesos moneda nacional promovido por la |>ro- 
vtncia de Santiago de] Estero contra don Ignacio Oyuela. del 
que resulta: 

Qjuj el representante de Ta provincia de Santiago del Es- 
tero deduce su demanda invocando los fundamentos fie la re- 
solución de esta Corte en los autos principales, en cuanto al 
derecho dé Ta provincia para pedir que el señor Oyuela justi- 
fique la inversión de los seis mil pesos moneda nacional que 
reeon-ició lialwr recibido a cuenta de gastos. 

Que aún cuando en la decisión aludida se declaró que la 
suma indicada había sido entregada para gastos, del recibo que 
adjunta resulta que se le entregó a cuenta de honorarios la 
cantidad de cinco mil |>esos, y para gastos comunes con el in- 
geniero Virasoro la de dos mil |>esos. 

Qne \**r ello solicita se condene en oportunidad al inge- 
niero Oyuela a verificar la rendición de cuentas, con costas. 

Que conferido traslado de la demanda y sustanciada y 
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resucita ta exección de falta de personería opu^ja por el de- 
mandado (fs. 6 vía., 8. to y i¿) , el señor Oynela contesta la 
demanda alegando en lo substancial : i * que en cnanto a si la 
suma ile seis mil pesos fpie reconoció hnlier recibido, le fué 
entregada ¡jara gastos o como anticipo de honorarios, no pue- 
de ser materia le discusión |H>rqiic la sentencia recaída en In*. 
autos principales al rechazar la reconvención lia decidido él 
putm> y ese pronunciamiento es irrevocable a mérito tic la au- 
toridad' de la cosa juzgada; ¿:\ que lia invertid" esa suma en 
el pago de planos y tralnjos dactilografieos, cotno lo justifica 
con los recibos que adjunta, y en los gastos que le originaron 
seis viajes que se vió obligado a efectuar. |wra revisar y estu- 
diar en Santiago del Esleto b*s antecedentes que existían en 
los archivos provinciales, celebrar conferencias alli coi) el ®0- 
bernador fie la provincia y ministro del ramo. etc. 

<Jue las diversas partidas <lc gastos ascienden a un total 
de seis mil cincuenta pesos nacionales, corito que da por ter- 
minada la rendición de cuentas, y pide que en of>ortiiuidad so 
tengan |H>r rendidas, con ct islas en ai so de 0] *>s te ion. 

Que corrida vista a la parte actora, ésta pidió qué se de- 
clarase improcedente e infundada la rendición de cuentas for- 
mulada, y se condenara al ingeniero Oyuela a devolver la su- 
nía ile seis mil pesos, pues la partida de dos mil setecientos 
cincuenta pesos que aparece pagada al señor llermógenes Pie- 
decasas según recibo agregado a fs. 18, m» está justificada, co- 
mo tampoco la partida de trescientos pesos pagada al señor 
Molina Torres según recibo de fs. 14. entre otms motivos, pe ir 
ser gastos inherentes al ejercicio de su profesión. 

One tiene instrucciones del (Hodierno de la provincia de 
admitir los gastos de viaje del señor Oyuela a Santiago del 
listero. i>cro que no puede reconocer que esos gastos asciendan 
a tres mil pesos, porque es una suma considerable de la que 
no es posible dar descargo en la contabilidad de ta provinci:. 
sin la debida comprobación. 

Que corrido un nuevo traslado I f s. 23! el demandad" 
sostiene que el recibo de to pagad" a un dibujante de notorie- 
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dad. no ncccsit;i justificarse, y (¡ne esc recibo es prueba plena 
<1c( gusta : * jsic ni) es un reettto en globo sino bien detallado, y 
que lo propio ocurre con los trescientos pesos pagados por 
traína jos dactilografió ts. 

íjue en cuanto a los tres mil pesos restantes, los lia gas- 
tado en pasajes de ferrocarril, hotel, etc., pues ha hecho seis 
viajes como íb ha expuesto. 

Que recibida la causa a prueba, se produjo la que expresa 
el certificado de fs. 50, después de lo cual se presentaron los 
alegatos de fs. 52 y 53 y se llamó autos para sentencia. 

Y considerando: 

Que el concepto por el cual se entregaron los fondos a, 
i-iic esta litis se refiere ha quedado determinado por sentencia 
de esta Corte ( 1 ) y no puede ser materia de nuevo pronuncia- 
miento, porque eíb equivaldría a admitir que se produjera 
en forma de incidente, la reconvención que dedujo la provin- 
cia de Santiago del Kstero en los autos principales. - 

Que está demostrado que el ingeniero Oyuela ha hecho 
seis viajes a la provincia de Santiago del Kstero. excusando 
examinar la prueba rendida al respecto, el reconocimiento ex- 
plícito de la provincia ( fe. 22 vta. y fs. 53 vta. >. La falta de 
prrn-1 ta instrumental no puede fundar en el caso una impug- 
nación, pues se trata de gastos en que no es costumbre recabar 
recilios. a lo que se: agrega que los ferrocarriles no los otorgan 
cuantío se expiden pasajes, y siendo evidente que el ingeniero 
Oyuela ha debido hacer* sus viajes en ferrocarril, habría in- 
vertido por este concepto, según el informe de fs. 48. algo más 
de cien pesos por ca<la viaje. 

Que atentas las circunstancias de la causa, y la falla de 
justificativos del importe de lo gastado por concepto de su 
estada en la ciudad de Santiago del Estero, ese importe in- 
cluido tos gastos de viajes a (pie se refiere el considerando 
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¡interior, puede estimarse equitativamente cu la suma de un 
mil pesos moneda nacional. 

<Jue ' .■. gastos a que se refieren los recibos <Uí fs*. 14 y líi 
no pueden considerarse a cargo de la provincia, pues eran in- 
herentes al dcsenqK'úo de las funciones del perito y de la mi- 
sión que se le encomendaba con la remuneración del honora- 
rio e« irrespi imítente. 

Por eHo se declara míe el demandado ha justificado debi- 
damente la inversión de un mil peso*; moneda nacional, y que 
en su consecuencia, está obligado a devolver a la Provincia de 
Santiago del Kstero dentro del término de diez dias la canti- 
dad de cinco mil pesos moneda nacional» sin costas, por no 
halier prosperado la demanda sino en parte. Notifíquesc ori- 
ginal* repóngase el papel y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. n^L 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J, FlGL'EHOA ALCORTA. 



Morsili VitéAte fu autos con Prevosii Antonio sobre cobro 
' hipotecario. — Recurso de hecho 

Sumario: 1." No puede ser revisatla \mt esta Corte Suprema 
en el recurso extraordinario del articulo t-|, ley 48. una 
resolución de una Cámara de Apelación que se limita a 
declarar improcedente por aplicación del articulo 505 del 
Código de Procedimientos de la Capital, una apelación 
para ella deducida. 

. 2," La inviolabilidad ele la defensa en juicio, míe sólo 
exige que el litigante sea oído, no depende del número 
de instancia que las leyes procesales establezca según fa 
naturaleza de las causas. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



CÉ J USTICÍA Ot tA -NACION 1 15 

\ 

nrCTA MKJí UIÍL SKXOR E'KOCUKADOK ÜE.NKRAL 

•«■« Aira, Afletto 14 dt W7. 

Suprema Corte: 

La resolución ile la líxcma. Cámara se limita a <leclarar 
bien denegado el recurso inter|*uesto euntra el auto dfctaoo 
|x>r ci señor juez inferior, sin entrar a tratar, como consecuen- 
cia, las cuestiones planteadas en primera instancia, en las que 
se funda el recurrente al sostener el recurso extraordinario 
l>ara ante V. E. Kn virtud de ello, el recurso no es proceden- 
, te. por no encuadrar en alguno de los casos enumerados en el 
arl. m ¿te ta. ley 48. 

Además, según lo expresa el recurrente, y aparece con- 
firmado en los testimonios remitidos por la Excma Cámara 
Civil, la cuestión suscitada ante los tribunales inferiores, versa 
exclusivamente sobre la interpretación de las cláusulas de' la 
escritura hipotecaria que motivó la ejecución promovida, en 
lo referente a la liquidación que debe servir de base al remate 
del inmueble que constituye su objeto. De esto se desprende, 
que dicha cuestión nb puede dar lugar al recurso extraordina- 
rio dado que la interpretación de los contratos, es materia que 
corresponde a la legislación común, excluida del expresado re- 
curso, conforme a lo dispuesto por el articulo 15 de la citada 
ley 48. 

Para terminar observo que la circunstancia de que se 1 la- 
ya alegado la violación del art. 18 de- la Constitución, no au- 
toriza el recurso deducido, desde que esa cláusula no tiene atin- 
gencia con la alción planteada en auto*, como sería necesa- 
rio para que su invocación hiciera procedente la jurisdicción 
fie apelación de V. E. 

En su mérito pido a V. E. se sirva declarar que «o pro- 
cede la queja interpuesta. 

Julio Batel. 
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Bueno* Aire*. Sdiaabít 4 d« ISIV. . 

Autos y vistos; ti recurso tle hedió |M>r ablación dene- 
gaba interpuesto por don Vicente Marsili contra sentencia de" 
la Cámara i.* de Apelación en lo Civil de la Capital, en los 
autos promovidos por don Antonio Prevosti sobre cobro hipo- 
recarío de pesos, incidencia sobre nueva liquidación para servir 
de liase al remate. ■ , 

Y considerando: 

É 

Que la resolución recurrida de fecha Junio g del corrien- 
te año se limita a declarar improcedente una apelación para 
ella deducida jior aplicación del artículo 505 del Código de 
Procedimientos <le la Capital lo que no puede ser revisado por 
' esta Corte en el recurso extraordinario previsto en el inciso 
2". articulo 14 de la ley número 48 según el artículo 15 de la 
misma y lo reiteradamente resuelto. (Fallos Tomos 86, imagi- 
na 324: 'M- página 35»; Í?Í vágin& 238; 123, página 82 y 
otros ) 

Que no basta fiara autorizarlo la alegación de que el ar- 
tículo 505 que limita las ablaciones en el juicio ejecutivo e^ 
repugnante al artículo 18 de la Constitución que declara in- 
violable la defensa, pues esa inviolabilidad (pie sólo exige que 
el litigante sea oído con las formalidades legales, no depende 
ílel número de instancias que las leyes procesales, reglamen- 
tando esa garantía constitucional establezcan según la natu* 
raleza de las causas. 

Que a la resolución del tribunal no puede atribuirse una 
decisión implícita de la cuestión federal planteada puesto que 
carecía según lo expresa, de jurisdicción para correr del asun- 
to misino que la suscitaba. 

Por dio y lo dictaminado por el señor Pn curador tiene- 
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ral se declara bien denegado el recurso. Notifiqucse y repuesto 
el n&pel archívese. 

A. Bkkmkjo. — Xicaxok G. mt 
Solar. — I), lí. Palacio. — 

J. FlCUtiROA AtCORTA. 



Tabacto Pedro contra Buenas Aires ta Provincia, interdicto 
de mantener ia fosesiótt; sobre tujuidaeión 

• 

Stuihirío: La condonación en costas se refiere a las procesales 
y no a las personales o costos, como ser. los gastos míe 
liacen las partes en viajes, indemnizaciones a testigos y 
otros extraordinarios que no pertenecen a las diligencias 
indispensables a torios los pleitos: y es ríe interpretación 
restrictiva íen el caso se trataba de gastos de estado, ci- 
tación de testigos). 

{*<jjfi>: Lo explica el siguiente: 

FAI.I.O Olí T..\ CORT1-: Sl'PRKHA 

BuHMt AIk», Setiembre 4 ét mi. 

Autos y vistos, la planilla de gastos corriente a fs. líírt pre- 
sentada por la liarte de don IVrdrn Taliaceo, con tas observa- 
ciones formularias (ióf el representante de la provincia y. 

Considerando: 

íjne las partidas cjiic figuran l»ajo el rubro de "gastos va- 
rios' 4 en «lidia planilla, no se refieren a costas precesales. que 
es la materia de condenación, y sí tan sólo, a costas personales 

costos, es decir, a los gastos que hacen las partes en viajes 
indemnizaciones a los testigos y otros extraordinarios que no 
pertenecen a las diligencias indispensables a todos los pleitos 

1 Kaílos. tomo 5. página 2ú$i. 
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ijitc la condenación en costas es tic interpretación restricii- 
v;i i Fallos, torno 4. página 485 i . 

Por ello se reforma ta liquidación de costas presentada por 
la parte de Tabacco. suprimiéndose de la misma las partida* 
consignadas bajo el rubro dé "gastos varios*. Notifiquese ori- 
ginal v repóngase el papel. 

A. lílvKAIK.IO. — NltWXok Cl, DKL 

SiH.AK. — 11. K. Palacio. 

J. Kh;l'Kko\ Au'orta. 



flaneo de la Prothteia de fincaos Mit$* contra don Martlniano 
Andrade fxu sucesión): sobre loma de posesión de bienes 
hipotecados. 

Sumario: 1." has Cámaras de Apelación de la Provincia de 
Buenos Aires son tribunales de última instancia a los fi- 
nes del recurso extraordinario del articulo 14 ley 4K. y es 
proeedente el interpuesto contra una sentencia que re- 
suelve con carácter de infinitivo un incidente sobre ¡x>se- 
sión y propiedad en la forma planteada, en contra de pri- 
vilegios invocados y garantidos |>or la Constitución Na- 
cional. 

2" Aceptadas por el deudor en el contrato respeti- 
vo tas clausulas de la carta orgánica *h ia sección lii|>otc~ 
caria del Manco de la Provincia de Kucitos Aires, en vir- 
tud cíe las cuates éste puede vender y dar posesión directa- 
mente a los compradores, del inmueble 1ii|K>teead;». e$e 
convenio tiene para aquel la fuerza de ley {articulo 1 10/ 
Código Civil). 

Caso; l.o explican las piezas siguientes: 
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a ra» dhi. jySáÉ w lo vivir, v comerciai, 

MtrudM. OriKbn IT 4e 19». 

Autos y vistos, considera wLn : 

i-" Que la orden telegráfica impartida a la policía y al 
Juez de Paz de Dragado, para t|iie se abstengan de prestar el 
auxilio de la fuerza y ordenar p cumplimentar* respectivamen- 
te cual- in ier diligencia relativa a los bienes de esta sucesión, se 
ha dictado en virtud tic la denuncia formulada a fs. 9. en la 
que no *e hace mención de la venta efectuada por el Banco de 
la Provincia, si bien en el escrito de fs. 4, al denunciar lo* 
bienes de Ja sucesión, se reconoce que el inmueble en cuestión 
está hipotecarlo al referido Banco, con lo que se lia inducido 
en error ni Juzgado que. de haber tenido conocimiento de esa 
circunstancia, nb habría ordenado las medidas de que se re- 
flama . 

2." Que según la carta orgánica de la sección crédito hi- 
potecario del Banco de la Provincia, este puede vender y dar 
i osesión directamente a los compradores, requiriendo al efec- 
to el auxilio de la fuerza pública 1 articulo 50), no midiendo 
los jueces tmliar el procedimiento del Banco a menos que se 
tratase de tercena de dominio ( artículo ffi), que no es el caso 
de autos, y tratándose de una ley de la provincia su aplicación 
es olttgatorta |*ara los jueces, artículo 2!, Código de Proce- 
dimientos. 

Por estos fundamentos y conforme a lo solicitado prece- 
dentemente, déjanse sin efecto las órdenes impartidas a-fs. 10. 
haciéndose salter en el dia esta resolución al comisario y Juez 
de Paz de Bragado. jMir medio de oficio telegráfico. Practíqticse 
el desglose fiel poder acompañado y entregúese bajo constan- 
cia. — Di Dh-= Gómez, — Ante mí: Daniel Atirq. 
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SKNTKXCI.X W. LA i;XM.\ CÁMARA Mi: A I'I'XACIUN'I..-, 

M*ftcdn t P«trere 16 de 1*17. 

Autos y vistos: Por los fundamentos del auto apelado de 
is. 2 vta., y a mérito tic lo estipulado entre el causante y la 
institución actora según las cláusulas décima y décima tcreer;t 
de la escritura acompañada, convención rpie es ley |»ara las par- 
tes. — articulo m>7 del Código Civil — se confirma, con cos- 
tas. «Helio pronunciamiento, desestimándose el recurso ele nu- 
lidad, artículos ¿8i y jn del Código de Procedimientos. Re- 
póngase la foja y devuélvase. — l/'<iMvr. — Orftó. — Tlwtur 
non Islas. — Ante mí; Angel J. Bregazsi. 

1HCTAMKN Mil. SKÑOR PROCURADOR OI-MÍRAf. 

BttMOft AJftft, Majo B ác l«7. 

Suprema Corte: 

\\\ prestarte recurso lia sido promovido contra la resolu- 
ción de fs, 38. ijuc me apoya en los fundamentos del auto de fs. 
2. qiffc reconoció las facultades atribuidas i*»r la cart;* orgánica 
de la sección hipotecaria del Jtanco fie la Provincia de Buenos 
Aires, y además en las estipulaciones celebradas entre el causan- 
te y la institución actora. según las cláus'das décima y décima 
tercera de la escritura pública en cjue se contrajo la obligación 
hipotecaria, Kl recurrente alega la violación de la garantía cons- 
titucional que prohibe disponer dé la propiedad privada sino en 
virtud de sentencia fundada en ley, y de la» prescripciones de 
las leyes de fondo relativas al régimen de la hipoteca y a la 
venta de bienes pertenecientes a menores. 

1.a invocación del articulo \y tic la Constitución debe; des* 
de luego ser descartada. |ior cuanto la resolución apelada ha- 
ce mención expresa de las leyes en rpie se f ínula, siendo esto 
suficiente |Kira considerar que se ha restado la exigencia 
constitucional de que la privación de la propiedad no puede ha- 
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ecrse sino mediante sentencia fundada en lev (áatíte, tomo 
117. páginá U)$; tomo i jo, página ¿67). 

Oue vii cuanto a la impugnación que se lia hecho de clan- 
suJas de la ley orgánica del Banco de la Provincia de Buenos 
Arre*, cu razón de hallarse en oposición con prescripciones del 
Código Civil. 110 puede ser considerada en el presente recurso* 
por cnanto la res< ►Ilición apelada hace mérito de esas eláusu- 
las. y al mismo tíeiii|m. reconoce que el derechn alegado |»r el 
actor está amparado en una disposición de] mismo Código Cí- 
vil. cuya aplicación no lia sido discutida. En efecto, si las me- 
diflas adoptadas por el flanco arrancan de las estipulaciones 
celebradas con el deudor según las cuales éste autorizó a su 
acreedor para decretar lK ir sí la venta del inmueble hipoteca- 
do, lomar posesión del mismo, y le confirió 1111 poder irrevoca- 
ble para el ejercicio de todos los derechos que le correspondían 
sobre el inmueble, y son dichas estipulaciones las que se lian 
tomado en consideración para reconocer el derecho del üan- 
co. con arreglo ai artículo 1197 del Código Civil, carece de 
objeto ocuparse de las impugnaciones formuladas a las cláusu- 
las de la ley orgánica de dicho establecimiento, porque, con in- 
de^ndeneia de estás, el actor ha |K*l¡do invocar otro precep- 
to legal que le ampara en el derecho que discute. 

Hado 1,. que dejo dicho, y estando la materia relativa a la 
existencia del contrato y al valor de sus constancias, regidas 
jxir el derecho común, que no cae dentro de la jurisdicción de 
ablación de esta Corte Suprema, carece de fin práctico hacer 
mi pronunciamiento acerca de las cuestiones relativas a los pri- 
vilegios del Kancn de la Provincia y a su armonía con las dís- 
luiciones <h la ley civil, por cuanto ese pronunciamiento no 
importaría sino una declaración abstracta, sin alcance rcsjiec- 
to al propósito útil con que se acuerdan estos recursos legales, 
piiesto que el tribunal no podría rever la sentencia arlada eli 
cnanto se refiere a las convenciones estipuladas por. las partes, 
que forman una regla a la que del»en sujetarse como a la ley 
misma, 110 sólo los contratantes, sino también sus sucesores. 
POr consiguiente, 110 es necesario según la doctrina establecí- 
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«la por esta Corte Suprema en numerosos fallos, tomar eiieucn- 
t¡i las cuestiones de carácter federal debatidas en el pleii t, dcs- 
de ijite, la de derecho común es iiidc|»cndicntc de acuellas y 
teísta fiara decidir el caso planteado (Fallos, tomo 94, ]KÍgina 
293: ionio 106. página 179; tomo 115. página 40- ;omo u~. 
página 301 ; tomo 119, página 354: tomo página J 7' M . 

Por lo ex|«iesto, y jurisprudencia citada, pido a y. Jv s j „* 
sirva confirmar la resolnción recurrida, en la parte qUe lia si- 
do materia del recurso. * 

Julio Bvtft. 

PALLO 01* LA COUTÜ Sl*l»REMA 

Bm»i JUin Stftteabrt 6 U 1917. 

Vistos y considerando: 

(Jne la sentencia apelada lia resucito en contra de privile- 
gios invocados y garantidos por ta Constitución y tiene carác- 
ter tic definitiva a los fines del recurso extraordinario entabla- 
do, porque éh tal forma lia terminado el incidente subre po- 
sesión y prupiedarl en la manera planteada, y asi delie repu- 
tarse a falta de declaración en contrario del tribunal al con- 
celler dicho recurso. 

Que las Cámaras de A|*elíici J " de la IVovincia de Bueno? 
Aires, son tribunales de última insu •> a los fines del i*eciirso 
extraordinario, según 1° reilcradame rite resuelto. 

Oue en tal concepto la competencia de esta Curte es pro- 
cedente con arregló a !o dispuesto ¡>or el artículo 14 de la ley 
numero 48 y 6'* de la 4°55- 

Por ello asi se declara : 

Oue en cuanto al fondo corres^ mdc observar rjue don 
Máitíniáno Andrade por acto voluntario y en el ejercicio de 
su capacidad legal aceptó las obligaciones y convino en reco- 
nocer en el Banco los derechos establecidos en la ley orgánica 
(|iie se impugna, sometiéndose así a una regla míe tiene para 
las partes la fuerza de ley. según tu prescripto por el artículo 
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M'tf iiiv.K-a.lu en la sentencia apelada (Fallos, tomo 67, pá- 
gina 171.1. 

Por ejjú y conforme con lo oxpncsto v pedido por el 
mmt Pí&mm C^c$Ü m confirma la re'soíución apeladu 
en la iwrtc (pie ha podido ser materia riel recurso. Notifique*: 
original y repuestos los sellos devuélvase. 

: ... « ■ 

Á. Bermejo. — Nicanor G. oEl 
Sw.ar. — D. K. Palacio, — 
J. Fii;i*krí'ja Auorta, 



Dott l-nrúftte Astauf» contra el ferrocarril Central Argentino 
por cobro de pesas; sobre competencia 

Sumario -, K| cesionario de una municipal idád puede renunciar 
al privilegio o franquicia que los artículos 104 y 105 de 
la Constitución acuerdan a los lisiados y municipios fie de- 
mandar anle la justicia ordinaria el cubro de sus impues- 
tos, y ocurrir para ello anle los tribunales federales cuan- 
do éstos fueran competentes |*.r razón de las personas. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

1 

■ 

SENTENCIA DK LA CAMARA PKDKRAL DE APELACIONES 

' ROMrto, Mino 24 d« UH7. 

V istos y considerando: 

íjuc don Knriqiie Aslengo. concesionario ele la Municipa. 
ltdad de esta Ciudad para la construcción de afirmados, de- 
manda ejecutivamente a la empresa del Ferrocarril Central 
Argentino, jjor cobro del importe de los construidos frente a 
terrenos de «licita empresa, de acuerdo a la ley provincial y 
ordenanza municipal que lo autoriza; y manifiesta que ha ocu- 
rrido primeramente a la justicia provincial. |>ero que habiendo 



12 1 FALLOS DE LA CORTE SUPtEM A 

■ 

t:t demandada declinado jurisdicción, acogiéndose al fuero fe- 
deral en razón de la distinta vecindad, aceptó ta declinatoria 
ocurriendo ante el Jfiez- Federal qne se declaró competente. 
Kn su o|K>rtuuidad t ta empresa opuso la ilegalidad e incoiisti- 
tucioualidail del cobro y de la ordenanza que lo autoriza y que 
jjor la lev nacional número 5315 está exenta del pago de todo 
impuesto provincial o municipal. 

tjue si bien no se ha cuestionado la competencia d¿ la 
justicia federal, siendo ella de exección e improrrogable, es 
deber de los jueces decidir sobre ella en primer término. 

Que como ha declarado reiteradamente la Suprema Ort<\ 
aplicando la doctrina <|Uc fluye de los artículos 104 y 105 de 
la Constitución Nacional, entre los derechos que constituyen la 
autonomía de las provincias, es primordial el de impoiK-r con* 
tribucíones y percilrirlas sin intervención de autoridad eslra- 
ña. derecho que no podría ser ejercido con la amplitud e in- 
dependencia necesarias si hubiera de hacerse efectivo por otras 
autoridades (pie no fueran las propias: qué en consecuencia, (0$ 
juicio* por cobro de impuestos st>n de exclusiva cómpcteueiá 
de los tribunales locales respectivos de la provincia cuyas le- 
yes lo han establecido, cualquiera qtte sea el domicilio o nacio- 
nalidad de los contribuyentes, los cuales no pueden sustraerse 
ile esa jurisdicción y solamente paya mi" con la reserva corres- 
pondiente pueden ocurrir a los jueces de su fuero, para pedir !a 
devolución de lo indebidamente pagado, o a la Suprema Corte 
por el recurso establecido en el artículo 14 de la ley número 4S. 
lió solamente porque los jueces federales no deben estorbar n: 
paralizar la recaudación, privando a las provincias de sus rcm 
tas y afectando asi su autonomía, sino también porque no de 
lien servir de instrumento para esa rcdfti dación. 

Qtiís la misma doctrina es aplicable cuando se traía, como 
en el caso, de contribuciones impuestas por las municipalida- 
des, puesto que estas instituciones 110 son más que delegacio- 
nes fie los 1* nleres provinciales, circunscriptas a fines y limi- 
tes administrativos, que la Constitución Nacional ha prevista 
ebilio entidades riel régimen provincial y sujetas a su propia le- 
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gislaeión (articulo 5), |mr lo cual ejercen también facultad*» 
impositivas limitadas y cocxtensivas en la parte de poder que 
para ese objeto le acuerdan las constituciones y leyes provincia- 
les f FalliK, S. C. T. 114. página 282 y 298; tomo 122, página 
232; tomo 31, página 103; tomo 95, página 337; tomo 17. pá- 
ginas 133 y 171 : tumo 55. páginas 21 y .46). 

Que si bien es cierto que la Suprema Corte ha resuelto 
también que las provincias a municipalidades pueden renun- 
ciar a su fuero propio y privilegiado (Fallo, tomo 118. pá- 

433 >■ y en el caso el actor se ha sometido al fuero federal 
debe considerarse* primero, míe no se ; aede aceptar esa renun 
cia hecha |>or el concesionario de un privilegio que correspon- 
de al poder municipal como atributo de su autonomía; segun- 
do, que la misma Corte Suprema lia resuelto expresamente que 
la competencia de los tribunales locales es exclusiva, y en los 
casos en que no lo ha declarado expresamente, esa exclusi- 
vidad resulta ile los altos motivos de orden público, emana- 
dos de la Constitución, en que se tasa dicha competencia : y 
tercero, que tal renuncia puede producir perjuicio al poder 
concédeme, alterando la naturaleza del juicio ejecutivo con- 
fundiéndolo con el ordinario que puede deducirse en repara- 
ción de aquél, y produciendo como consecuencia lo que se quie- 
re evitar, que los jueces de la Nación podrían estorbar la per- 
cepción de las contribuciones con que las provincias o munict- 
palidades atienden sus servicios e interpretar en primer termi- 
no las leyes 11 ordenanzas que las establecen ; y de tal mane- 
ra jiodría ser absorbida la jurisdicción provincial con especio- 
sos motivos, 

l'or estos fundamentéis se resuelve declarar que los tribu- 
nales federales son incompetentes |iara entender en el presen- 
te juicio ejecutivo sol»re cobro de contribución impuesta ¡x>r la 
municipalidad de esta ciudad- Sin costas. Notifíquese y de- 
vuélvanse al juzgado de su origen donde se repondrá el se? 
Hado. — José de} Barco. — J. ¡\ Luna, — Nh<*ttís Ver* 
linrro.í. 
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FALÍJO DR LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Min, Scpttmtrc « ét IÍIT. 

V vistos: Kt recurso extraordinario de apelación concedí- 
. do a fs. 1 56 contra sentencia de la Cámara federal de Ape- 
laciones del R^ario, que declara que el presente jtiicio es cx- 
irafu n la ..usticia nacional y no procede, en consecuencia, él 
ejercicio de su jurisdicción privativa. 

Y considerando: 

<Jue clon Enrique Astengo, cestpnarip de la municipalidad 
de dicha ciudad del Rosario, demando al Ferrocarril Contra! 
Argentino, por cobro de la suma de dinero que expresa prpr 
ecdenlc de pavimentación, presentándose ante la justicia fede- 
ral por razón de la distinta vecindad de las partes. 

Que los casos de jurisprudencia que se invocan en la sen- 
tencia apelada para declarar en el presente la tnconuK-teucia 
de la justicia federal, no son iguales al sttb judfce, porque en 
L*ste vi cesionario renuncia, como podría nacerlo el cedentc. al 
privilegio 11 franquicia que le corrcspoiiíteria con arreglo a los 
artículos 104 y 105 de la Constitución, de demandar ante la jus- 
ticia ordinaria el cobro referido. 

One establecida esa facultad en beneficio de los Estados 
o municipios para fines de la más pronta |>ercepción de sus 
ñutas, nada obsta a que puedan ellos renunciarla cuando con- 
sideren innecesario su ejercicio, ocurriendo, al efecto, a los tri- 
hmiales federales que fueren comitentes por razón de las (>er- 
sonas (Fallos, tomo 118. página «3 >' jurispnuleiioia allí ci- 
tada \ . 

One esto último seria lo qué importara el o curso hecho 
en el casi) |>or el cesionario de la municipalidad demandante 
a la justicia federal, aún cuando la materia del pleito fuera un 
impuc^o: y en tal concepto la causa debe sustanciarse y de- 
cidirse ante la jurisdicción nacional elegida por el beneficiario 
del fuero. ' 



DÍ JUSTICIA Dí LA NACION la* 

i 

Que el cesionario en el caso ejercita textos los derechos del 
cadente y siendo uno de ellos el qu e le correspondería por razón 
del cobro de contribuciones para ocurrir a la justicia ordinaria 
lo renuncia y se somete voluntariamente al fuero del deman- 
fiado, sin que existan pao ello los inconvenientes míe se 
mencionan en la sentencia apelada ¡ 

Por ello, «ido el señor Procurador General, se reveja la 
sentencia arlada de fa. ,53 y devuélvanse a sus efectos a la 
Cámara de su procedencia. Notifícese original debiendo repo- 
nerse el papel ante dicho tribunal. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dku 
Solar. — a E. Palacio. — 
J. Fia ero a Aixorta. 

rL taTíi ¿i'S^lZ^^J** 1 * ** ***** ****** 
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/>™ Poíritící A/iWto, formula demmeia de falsedad cometida 
en una escritura pública. Competencia negativa 

Sumario: Corres|)ondc el Juez de! Crimen de La Plata el co- 
nocimiento de un delito de falsedad que se dice cometido 
en una escritura pública extendida en dicha ciudad j*>r 
un escribano de la misma, afectando bienes situados en ju- 
risdicción de la provincia de Buenos Aires. 

Caso : Lo explican las piezas salientes : 

■ 

Al'To PEI* SEÑOR JUEZ PE IXSTRUCCIOX 



Autos y vistos: La presente denuncia del delito de false- 
dad formulada por Patricio Niella. y 

Considerando: 

Que de Ins propios términos del escrito de fs. 7 y copra 
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de la escritura argüida de falsa, agregada a fs. i. resulta que 
en el presente caso se trata uo sólo de una cuestión que versa 
sobre bienes situados en él territorio de la Provincia «le Rúenos 
Aires, sino que los instrumentos públicos, a que se alude en la 
denuncia han sido extendidos en jurisdicción y ante escriba- 
tto de la misma provincia, de tal manera que su valide? sólo 
puede ser discutida o impugnada ante los jueces del luga - en 
que esas escrituras aparecen labradas indicado en su texto, siu 
que obste a ello la manifestación de Patricio Niella de que ella 
fué firmada en la Capita' Federal, pues aun en el caso de que 
ello fuera «tacto no sigi caria determinar la jurisdicción de 
este juzgado, desde que sólo se trata de un hecho sin tras» 
ccndcitcia, ni importancia alguna para la esencia del acto, eje* 
cutaclu indudablemente, como en otros casos, ctm el fin ile dar 
facilidades a tas partes y evitar su traslado de un lugar a otjro. 

One por lo tanto, y en los términos de los artículos n> y 
¿5 deT Código iic Procedimientos en lo Criminal, el conocimtcn- 
ttÍc los hechos que se creen constitutivos de delito correspon- 
den aVlos jueces ile la provincia de Unenos Aires de acuerdo. 
|h ir otía parte, con la jurisprudencia sentada por la Exma. Cá- 
mara en la resolución de Junio 7 podo., en la querella deducida 
contra Gómez Celestino y oíros que tramitó i*or ante este 
juzgado. 

Por tanto: oído el señor agente fiscal, resuelvo: deco- 
rarme incompetente jtara entender en esta denuncia, que se 
remitirá con pMo al señor Juez del Crimen en la ciudad de 
La Plata. doctor Luis VUar Sáenz Peña, a quien se invita en 
caso de disconfoniíidad con esta resolución, a que retiñía lo , 
autos al superior para que dirima la cuestión de competencia. 
" llágase saber y anótese en el libro respectivo. — Luna Ot- 
utos., — Ante mi: A. L. Brruti. 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

BatnM Alnt. Agosto 22 dt »I7. 

Suprema Corte: 
De la denuncia que ha dado margen ¡1 la iniciación de este 



DE JUSTICIA DS LA NACION 



Mimario, se des premie que el hedió delictuoso, que se hace con- 
sistir en la falsedad contetídá en escritura pública, lia debido 
ser perorado en la ciudad de La Plata, donde se extendió 
la escritura que en copia presenta el recurrente. Siendo ello 
así. la jurisdicción competente para conocer en el proceso es 
la del lugar de la comisión del hecho, con arreglo a la doctri- 
na que surge del artículo 35 del Código de Procedimientos cu 
lo Criminal, para la justicia federal y tribunales ordinarios, 
concordante con lo que dispone el artículo 9 del Código de la 
misma materia vigente en la Provincia de Buenos Aires, No 
obsta a esta conclusión, ta circunstancia de que las gestiones 
preliminares de la Operación efectuada, se realizaran en ta Ca- 
pital Federal, porque, esos actos fueron preparatorios del he- 
cho que sí- consumó en territorio de ta provincia, en donde, as: 
mismo, están ubicados los inmuebles cpie fueron materia de la 
negociación en la que se dice fué cometida la falsedad de- 
nunciada \ Fallos. XCltl. 252; CXX1II, #16), 

Por lo expuesto, pido a V. K. se sirva declarar que el 
señor Juez del Crimen de la Ciudad de ha Plata es competen- 
te |Kira conocer en este proceso. 

Julio fíoíct. 

i\\hUt DE Í.A COKTK SL PRÍvMA 

Iiini Alrn, ScpUcmbit 6 4* I9IT. 

Autos y vistos: La contienda negativa de competencia en- 
tre un Juez del Crimen de La Plata y otro de Instrucción de 
esta Capital, para conocer cu la denuncia formulada por don 
Patricio Niella, sobre falsedad cometida en una escritura pú- 
blica por el escribano de aquella ciudad don Néstor I!. Lagos, y 
Considerando : 

Que el hecho de que se trata aparece prima faae ejecu- 
tado en escritura pública extendida en La Plata, por el escri- 
bano nombrado antes, según lo afirma el denunciante e in- 
serta en el registro de su adscripción* a cargo de don Augusto 
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P. La§os, afectándose bienes simados en jurisdicción tle la 
Provincia ,de Rueños Aires, 

Que aunque el señor Niclla. at ampliar su denuncia 
I fs. 12) manifiesta que la escritura se firmó en esta Capital, 
calle Perú número 375, til circunstancia no puede prevalecer 
sobre to expresado en el tituló de fojas 1, presentado y firma- 
do por dicho señor Nietla, en el que consta, sin lugar a duda, 
mientras no se declare su falsedad al respecto. que los hechos 
cjuo denuncia pasaron en La Plata, domicilio del escribano y 
asiento de su jurisdicción. 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido j>or el se- 
ñor Procurador General, se declara juez competente para co- 
nocer de la denuncia, de (pie se trata, al del Crimen de La 
Piala a quien se le remitirán los autos, avisándose |x>r oficio 
al Juez de la Capital. 

A. Ukksikjo, — Nicanor (1. dHl 
Solar. — D. E. Palacio. — 

y. FlOL'EROA AlAORTA. 



Criminal contra. Tochxtti Juan, ¡wr homicidio. 

* 

Sümamá: Ks justa una sentencia q\ié impone la pena de quin- 
ce años de presidio al autor de un homicidio per|jetrado 
con la circunstancia atenuante de ebriedad parcial. 

Caso: l.t. explican las piezas siguientes: 

SKNTIÍNCIA Ul-L JL KZ LETKAUO 

Autos y vistas: Ksta causa seguida contra Juan Tochetti, 
italratió, de cuarenta y un anos de edad, con diez y nueve de 
residencia, soltero, hornero, no lee ni escribe, solamente sabe 
firmar, con domicilio ambulante, acusado de delito de honúci* 
dio en ¡a persona Demetrio Zepezcki, en el paraje "Ciñen 
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Chañaros" ferrocarril de San Antonio Nahuel Huapi. el ¡li- 
mero de Agosto de mil novecientos catorce, del qnc resulta: 

Que a fojas una el comisario de la construcción del ferro- 
carril cía cuenta del hecho al comisario de San Antonio, quien 
esa misma mañana a ocho y media, se traslada al lugar del he- 
cho a fin de practicar una inspección c igualmente pesquizar 
al delincuente, logrando tomarlo a las once ante meridiano, a la 
altura del kilómetro catorce, en circunstancias que venia por el 
camino real quien trató de desviarse internándose en el mon- 
te y al ser alcanzado y a preguntas que se le hicieron declaró 
ser el autor del hecho que se investiga, el que tina vez dete- 
nido se procedió al secuestro del cuchillo que tenía, de metal 
Maneo, marca se diseña, con foja de diez y nueve centímetros, 
termina tifio en punta aguda, presentando la hoja del cuchillo, 
una grasitud hasta más de la mitad de la hoja. Que acredita- 
da su identidad y llevado al boliche de Prudencio Sosa, don- 
de tuvo lugar el hecho la noche del día anterior, encontrando 
el cadáver caido 1*»ca ahajo con los brazos abiertos, etc., con 
la caU-za hacia la puerta, al ser examinado para encontrar las 
heridas que presentaba, sólo tenia una sola de arma blanca 
inferida |M>r la espalda, reconocido el autor por los testigos, se 
priícedió al traslado del cadáver a San Antonio, citando a to- 
dos los testigos que presenciaron el homicidio a fin de que pres- 
tasen declaración. 

A fojas tres comparece a prestar declaración en fecln 
dos de Agosto. Félix Saltori. austríaco, de cincuenta y un años 
de edad, con treinta y cinco años de residencia, capataz del 
ferrocarril, domiciliado en "Cinco Chañares", quien depuso 
manifestando que conocía a Juan Tochctti, por ser |>eón de su 
cuadrilla y en cuanto a Demetrio Zcpezcki. por haberlo visto 
la noche fiel hecho. Que la noche de referencia concurrió, co- 
mo a las nueve pasado meridiano con motivo de haber lle- 
gado tres peones, que pedían trabajo, a lo que fué al boliche, 
a indicarles no poder darles trabajo. Que encontrándose con 
el dueño tlel negocio Prudencio Sosa, pidió una lata de sardi- 
nas y en momentos en que conjuntamente con el dueño se pn- 
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siéYon a comer sintió un ruido, corno de nti cuerpo que caía; 
y dándose vuelta, vio que era el peón Demetrio Zepezcki que 
cata en ese momento notando que uno de los peones que ha- 
bía venido esa noche salía corriendo por la puerta de entrada 
yendo hacia afuera. Que después vieron que Zepezcki. esta- 
lla herido en el costado izquierdo de la parte de atrás, falle- 
ciendo sin liabtar una palabra una llora después, ™»e durante el 
tiempo que estuvo en el boliche no tuvo oportunidad de oír 
que cambiara una palabra entre ta víctima y su matador, que 
los rusos cantaban y Zepezcki decía sin dirigirse a persona de- 
terminada "que los rusos cantaban mejor que los italianos", 
que Zepezcki estalla un poco ebrio, pero el matador muy poco. 

A fs. 4 declara Prudencio Sosa, argentino, comerciante, de 
cuarenta y un años de edad, con domicilio en "Cinco Chaña* 
res" quién dice que conoce a Zepezcki porque trabajaba como 
peón en la cuadrilla de la estación y en cuanto a Juan Tochetti 
únicamente i>or haberlo visto, esa noche por primera vez y 
expuso: que la noche de referencia del treinta y uno de Ju- 
lio llegan ni al despacho de bebidas del declarante tres personas 
italianas que no conocí :i y el capataz de la cuadrilla de la es* 
tación y se pusieron a Jugar a la lia raja. Qtie como a la media 
hora llegaron tres rusos, peones del capataz ya citado Félix 
Saltón, cuino a las ocho pasado meridiano, que en esas cir- 
trunstaheias pidieron una lata de sardinas y ensalada para co* 
mcr. Que, se acercaron al mostrador que los rusos estaban can- 
tando, después salieron dt>s de éstos afuera, quedando Zepez- 
cki adentro, comu a las nueve y media estaban conversando el 
declarante con el capataz Saltori y en el mostrador y el ru- 
bio cuyo nombre ignora y otro italiano alto estaba atrás re- 
costado en la pared, sin hablar con nadie, de pronto éste salió 
corriendo |»ara afuera y vió el exponente que Zejx*zcki cayó al 
suelo, creyendo que aquél lo hubiera empujado al salir y aso- 
mándose por arriba del mostrador vió que Zepezcki se dio vuel- 
ta boca ahajo, viéndole que le salía sangre, inmediatamente se 
■lió cuenta de lo ocurrido y le pidió a Saltori quedara un mo- 
mento ctédáfuMc la casa. r:ientras él fué corriendo a la es- 
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tidón y por telefono dió cuenta a San Antonio del hecho ocu- 
rrida: cuando ro&f só observó que el herido no respiraba. ha- 
b'm mtierto. Que no había más perlinas que las nombradas a 
excepción de los dos rusos qn c hablan salido afuera, que Zc- 
iwzcki estaba algo ebrio pero Tochetti no y que ignora si exis- 
tían resentimientos o hayan tenido algún disgusto entre ellos, 

A fojas l ineo declara Bartolomé Bcssone, italiano, soltero, 
de treinta años, con seis de residencia, agricultor, quién cono- 
cía a Juan Tochetti desde hacía tres días y a Demetrio Ze- 
pezcki. en ese instante. Que la noche de referencia, había ido 
al boliche de Prudencio Sosa, en Cinco Chañares, conjunta- 
mente con Tochetti a pasar el rato, llegando como al cuarto de 
hora Félix Saltori y al rato unos rusos peones de este último y 
estuvieron bebiendo y cantando y salieron al |»co rato dos de 
ellos, quedando únicamente el finado cuyo nombre lo conoce 
por habérsele nombrado eti este acto, en circunstancias en que 
el exponente y Saltori comían sobre el mostrador una lata fie 
sardinas con ensalada y conversaban con el dutño de la casa. 
Que Zepczcki cantaba y hablaba algo incomprensible en ruso 
y en castellano y además estaba ebrio y de pronto, sin haber 
notado cambio de palabras Tochetti que habia permanecido 
detrás del exponente recostado a la pared, sin saber pirque 
causa dio una puñalada a Zépezcki y salió corriendo afuera sin 
verlo más. Preguntádo si Tochetti estaba ebrio en el momento 
de cometer el hecho y si. sabia hubiera tenido resentimientos 
con la víctima contestó que no lo estaba jwr cuanto había be- 
bido medio litro de vino comiendo, y que ignora si han tenido 
algún resentimiento anterior. 

A fojas seis presta declaración Juan Tochetti. italiano, de 
cuarenta y un año. con diez y nueve de residencia en el jiais. 
soltero, hornero, no lee y escribe, firma solamente, con domi- 
cilio ambulante. Preguntado si sabe la causa de su detención, 
contestó que sí; por haberle dado una puñalada a un sujeto 
que no conoce. A niras preguntas, contesta, que el día indica- 
do como a las nueve y media o diez di- la noche se encontra- 
ban bebiendo ta copa en el boliche qifc hay cerca de la estación 
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"Cinco Chañares" d capónente y dos compañeros, el capataz y 
otro que »o conocía y como el declarante estaba muy ebrio cree 
que ban discutido con el ruso o austríaco que estaba allí y de 
pronto le ha ini. .do una puñalada yéndose en seguida al cam- 
\k\ Id une no se da cuenta como ha sido. Que recién al otro 
di;i cuando se dirigía a San Antonio a presentarse a la auto- * 
ridatl fué detenido por la policía como a la mitad del camino 
jmr el señór comisario y dos agentes, secuestrándole el cuchillo 
con t|iie hirió al desconocido, i|ue es el mismo ijue en este 
acto se le pone de manifiesto. Que tiene conocimiento que a 
quién ha herido liabia muerto cuando fué trasladado a San 
Antonio. Preguntado sí el finado estaba ebrio, contestó que <?í. 

A fs. ocho se agrega acta de defunción de Demetrio Ze- 
jWki y :i fojas diez informe médico del faltativo de San 
Antonio, píen practicó autopsia al extinto que comprue!»a ha- 
íkt fallecido de la herida mortal <|uc recibiera. 

A fs. trece se eleva el sumario al Juzgado y a fs. trece 
vuelta presta declaración Tochetti. quién se ratifica en tocio y 
reconoce el cuchillo con «pie hirió al ruso Zepczcki. 

De fs. 15 a ii) se dictan autos y providencias de trámite 
y de ley. 

A fojas 19 vuelta se expide el fiscal, cu su acusación y so- 
licita se le aplique doce años de presidio. 

A fs. 26 se corre traslado a la defensa quién después de 
una larga, fatídica y original disertación pide la absolución \a 
ra su defendido. 

A fs, 3S y 38 vuelta ambas partes renuncian al l mino 
de prueba y a fs. 44 renuncian al informe ¡n vocc ambas par- 
tes, con lo que queda esta causa en condiciones de dictar sen- 
tencia. 

Y considerando: 

Oue de las constancias del sumario, declaraciones presta- 
das por los testigos presenciales del hecho. Félix Saltori, Pru- 
dencio Sosa y Bartolomé líessone. quienes se encontraban cu 
el boliche ile Sosa en er instante en que Toehetti ultimó a 
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Zepezcki. informe médico de fs. io t partida de defunción de 
fs. 8. confesión del autor del hecho y reconocimiento del anua 
empleada se encuentran constatados todos los actos realizados 
|x>r Tochetti. 

Que de las declaraciones de los testigos y del mismo vic- 
timario resulta comprobado que quien se encontraba bastante * 
ebrio era Zcpczcki, como también se constata ¡xir los mismos 
testigos que Tochetti no lo estaba o cuando menos en la duda, 
esta era parcial, pues se dalia cuenta perfecta de sus actos. 

Que ninguno de los testigos han oído discusión previa al- 
guna entre ambos, estando contestes todas las declaraciones en 
que Zepezcki fué ultimado sin mediar palabra. 

Que del sumario y la declaración del mismo victimario se 
desprende que Tochetti no conocía a la victima, ni el mismo 
sabia como se llamaba. 

.Que si bien Tochetti en su declaración ha pretendido ale- 
gar que no recordaba como había ocurrido el hecho porque 
estaba ebrio, qne no r ucrda si ha raleado con alguien, etc., 
no pueden ser tomadas en cuenta pués el mismo a otras pre- 
guntas reconoce que a quién atacó, estaba bastante ebrio que 
era ruso o austríaco, la misma forma de atacarlo con alevosía 
sin mediar palabra y en la forma violenta con que agredió a 
Zepeücki. como el hecho de huir premeditadamente no son 
obras de Un ebrio, sino de quién se da perfecta cuenta de sus 
actos. 

Que por otra parle la declaración hecha por él. de qué el 
día siguiente se dispuso a presentarse a la autoridad no re- 
sulta comprobada pues al observar que venia el comisario tra- 
tó de internarse en el monte y al ser alcanzado recién th 
entregó. 

Que aun aceptando como lo sostiene el fiscal en esta cau- 
sa, que Tochetti haya estado parcialmente ebrio y tomando en 
cuenta este hecho como atenuante, debe también tomarse en 
cuenta el agravante de haber obrado con alevosía al atacnr a 
Zepezcki. lo que no lia tomado en cuenta el fiscal, en su acu- 
sasión. 
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Por lo lauto, el delito cometido por Tochctti y que ino- 
tiVE esta causa se encuentra comprendido en el artículo 17, 
inciso 1.". capítulo i. u . <le la ley número 4189, debiendo compu- 
tarse el atenuante del inciso 1." del artículo 83 y el ¡igras ante 
del inciso 2." articulo 84 del Código Penal, por ello. 

Fallo : 

Condenando a Juan Tochctti, italiano, de cuarenta y un 
afm, con diez y nueve de residencia en el país, soltero, ladri- 
llero, no lee ni escribe, como autor del delito de homicidio co- 
metido en la persona de Demetrio Zcpezcki. a sufrir la pena 
de quince años de presidio, con descuento de la prisión sufri- 
rla, habilítese el feriado de Enero, notifiquese y si no fuese ape- 
lada, cúmplase ¿ Dada, y firmada en mi despacho a los doce dir.s 
del mes de Kncro, de mil novecientos diez y siete. — Federico 
l \ Badclt, — Ante mí : Ramón 11. Esfechc. 

HISOLICION DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION ES 

■ 

U ftati, Jalla 2 da 1*17. 

V vistos. Considerando: 

K1 hecho delictuoso y la persona de su autor constan er. 
aillos por la partida de defunción de fs. ocho, certificado medi- 
en de fs. nueve y declaraciones de Félix Saltón a fs. tres, Pru- 
dencio Sosa, fs. citatm. Bartolomé Itessone fs. cinco, y por 
];i propia confesión del reo Juan Toclietti a fojas seis, ratifica- 
da ante el a tjno a fs. catorce. 

T idos esos testigos presenciales del hecho son contestes 
al afinii. r qt*e TV hetti infirió a la víctima una puñalada, ino- 
pinadarneiiK . que mediara entre ellos .ningún antecedente 
inmediato, dándose en seguida a la fuga. 

Lo mismo manifiesta el reo en su indagatoria, aunque pre- 
tende que estaba muy ebrio. 

Ksta circunstancia, considerada \mr la defensa como exi- 
mente no se encuentra corroborada en modo alguno en aut<w. 
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Kn efecto el testigo Saltori. a fs, tres dice que Za|>ezckj. h víc- 
•tinia estaba ebrio. |x?ro Tochetti, muy poco. Prudencio ¿usa. 
dueño del boliche en que se produjo el homicidio, declara a 
fs. cuatro "que Zapczcki estalla algo ebrio pero que Tocltetii 
no. . Bartolomé Bessone que había ido con el reo at holi- 
ebe de Sosa a pasar un rato como tu dice en su declaración 
de fs. cinco manifiesta "que Tochetti no estaba ebrio i*>r cuan- 
to solo había bebido medio litro de vino comiendo". 

Ante la presunción del artículo sexto del Código Penal, 
no puede aceptarse sin una prueba legal concluyeme, la cir- 
eunstaneia que, como la alegada, del articulo ochenta y uno del 
Código Penal constituyen excepciones a la referida pre- 
sunción . 

Pero si bien no puede aceptarse como eximente la ebrie- 
dad alegada, sin embargo, ante las declaraciones de los tes- 
tigos Saltori a fs. tres y Bessone a fs. cinco y en mérito a lo es- 
tablecido en el artículo trece del Código de Procedimientos dc- 
Itc admitirse como atenuante la circuntancia apuntada. 

En cuanto a la alevosía apreciada por el <i^/no como agra- 
vante, es una circunstancia calificativa que baria castigar el he- 
chu con la pena capital, y que no puede aceptarse sino cuando 
íia sido plenamente comprobada, lo que no sucede en el caso, 
de autos, pues existen deficiencias del sumario no habiéndose 
llamado a declarar a los rusos a que se refieren los testigos, 
en sus deposiciones, ni se Tía acompañado un croquis en que 
se luciera constar la posición de Ja víctima y del procesado. 

Solamente el testigo Bessone a fs. cinco manifiesta categó- 
ricamente que Tochetti "sin saber |x>r que causa le dio una pu- 
ñalada a ZapejEcki y salió corriendo. . . 

tos otros testigos del sumario. Saltori y Sosa. fs. tres y 
cuatro respectivamente no vieron citando el reo dió la puña- 
lada a su victima, sino que presenciaron que aquél salta co- 
rriendo y enseguida caía Zapezckt herido de una puñalada. 

Kl heclto motivo de esta causa debe pues calificarse como 
el de homicidio simple previsto y penado por el artículo 17, 
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capítulo i." "Delitos contra la vida" inciso I.", con la atenuan- 
te de ebrio latí jarcia!. 

l*or estas consideraciones y las del faílp apelado en cuan- 
to no se o|x>ue, se continua la |>arie dispotivita, de este, con- 
denando a Juan Tochelli a la pena de quince año:; de presidio 
con descuento y costas. Devuélvase. — José Marró. — A*. 
Guido l,avitíU\ — Antonio L, Marcenara. 

FALLO DH LA CORTE SUPREMA 

Bunot Alfffl , StptktnbM 6 4* 1917. 

Vistos y Considerando: 

Oue según consta de la diligencia del sumario instruido 
¡ht la policía del Rio Negro, en la noche del primero de Agos- 
to de mil novecientos catorce, el procesado infirió a Deme- 
trio Zcpczcki una lieridaoue le causó la muerte pocos iiuji tien- 
tos después, como lo^flprucban las declaraciones de los tes- 
tigos que presenciaron el 1 lecho y el reconocimiento pericial del 
cadáver de la victima, a que se reitere el informe de ís. to. 

Que de las diligencias expresadas y de las que se hace 
mérito por el juez de la cansa, resulta igualmente que el pro- 
cesado rió conocía su víctima, que no medió de ]>arte de ésta 
provocación alguna, y que la herida que recibió le fué "diri- 
gida de atrás" por su victimario quien inmediatamente de co- 
metido este atentado emprendió la fuga, siendo aprehendido at 
día siguiente en momentos en que trataba de desviarse del ca- 
mino real internándose cu el monte, cu donde fué alcanzado y 
reí Incido a prisión ]Kir el comisario de i»olicía ipte salió en su 
persecución . 

íJiTr dados estos antecedentes, la calificación del delito asi 
corno la aplicación de la pena que se le ha impuesto, es es- 
trictamente ajustada a derecho como comprendida en el ar* 
licnlo \j inciso, i." capitulo t." de la ley 4180. desde que el 
estado de embriaguez parcial romo causa atenuante ha sido 
toniatli p en consideración y no concurre en el caso otra circuns- 
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tanda que autorice a disminuir la rcs|>onsabiltdad del proce- 
sado al extremo tic limitar la peina en mayores prodiciones. 

Por ello y sus fundamentos se confirma la sentencia ape- 
lada de fs. 62, con costas. Xotifíquese original y devuélvase. 

Nicanor G. dkp, Solar. — D. K. 
Pvi.um — J, Fii;uiíroa Al- 
corta. 



Ihm Adolfo Amerito Seapusio en autos con doña Carolina 
Dcitacasa, sobre alimentos y litisexpensas. Rerurso de 
hecho. 

Sumario: Las referencias generales a un tratado, sin invocar 
disposición alguna que funde un derecho consagrado en 
el mismo, no basta para autorizar el recurso extraordina- 
rio del artículo 14. ley 48, y el silencio, al respecto, de !a 
sentencia recurrida, no puede tomarse como una decisión 
negativa implícita, cuando se trata de un procedimiento 
sumarísimo con objetos limitados, como es el juicio sobre 
alimentos y litisexpensas. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DJCTAMKN I>ÍL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

hmi Aim, Jallo 19 4* 1*7. 

Suprema Corte: 

Las cuestiones resueltas en la resolución a que se refiere la 
presente queja, han versado exclusivamente sobre las disposi- 
ciones del Código Civil, y del Código de Procedimientos de la 
Capital, referentes al juicio de alimentos, sin que el tribunal 
que dictó aquella resolución, haya considerado tas cuestiones 
de otro orden planteadas por el demandado por no ser admi- 
sibles en esta clase de juicio fie crácler sumarísimo. 
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Por consiguiente, el recurso extraordinario que se deduce 
no es procedente, desde que la interpretación que los tribunales 
locales hicieren del Código Civil y leyes procesales no lo autor?* 
za (artículo 15 ley 48) y la invocación hecha de cláusula del 
tratado de derecho internacional aprobado en el Congreso de 
Montevideo, que ct demandado alega en su defensa, no ha 
sido objeto de una decisión |jor jarte del tribunal apelado, en 
condiciones de motivar la jurisdicción de apelación de esta Cor- 
te Suprema, conforme al artíc lo [4 inciso 3» «le la citada 
ley 48. 

Pido a V. K. se sirva declarar improcedente la queja 
deducida. 

Julio Bqtrt. 

FALLO DK LA COKTK Sri'RlíMA 

Batoo* Aira», S«ftfnibct 1 4a 1117. 

Autos y vistos: El recurso de hecho por apelación dene- 
garla interpuesto |*or don Adolfo Amérieo Scapusio. de sen- 
tencia fie la Cámara Primera de Apelaciones en lo Civil de 
la Capital, en el juicio sobre alimentos y litisexpensas promo- 
vido por doña Carolina Dellacasa. 
Y considerando; 

Que no bastan |«ira autorizar el recurso extraordinario del 
articulo 14 ley 48, las referencias generales a los tratados del 1 
Congreso Internacional Sud- Americano, hechas a fs. 44 del 
espediente remitido por via de informe, sin- invocar di?po«¡< 
ción alguna que funde un derecho consagrado en algunos de 
los convenios referidos | Fallos, tomo 120. página 329 y juris- 
prudencia allí citarla). 

Que en el caso de que se hubiera planteado en forma, al- 
guita cuestión federal de Jas previstas en la ley. el silencio de 
la sentencia de fs. 53. al respecto, no podría tomarse como una 
decisión negativa implícita dado que como lo observa el mismo 
tribunal, se tratalta de un procedimiento sumarisiuio con objetos 
limitados |wr la ley procesal ( Fallos, tomo 1 13. pagina 4*tjp. 
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Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General se declara improcedente la fpieja deduci- 
da. Repuesto el papel archívese y devuélvanse los autos prin- 
cipales con testimonio tic esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Soí,.\r. — Ü. E. Palacio. — 

J. FlGUEROA Al.CORTA. 



Don Carlos Pet ara y otra en autos con don José Martifolt, 
por usurpación de patente. Rceurso de hecho. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48. contra una sentencia dictada en juicio sobre usor- 
, pat tón de latente, que para desestimar la acción intentada 
se funda en conclusiones de hecho basadas en la prueba 
pericia!, cuáles son : que ta patente discutida no se refiere 
a "un nuevo producto" a "un nuevo medio", ni a la "nue- 
va aplicación de medios conocidos**, conclusiones que no 
envuelven una cuestión de inteligencia de la ley de la ma- 
teria. 

Caso: Lo explica» las piezas siguientes: 

DICTAMEN' DEL SEÑOR PROCURADOR CKNERAL 

Bütao» Atan. Abril 3? ét 1917. 

* ■ 

De los testimonios que presenta el recurrente, y de su pro- 
pia exposición al deducir la queja por apelación denegada, se 
desprende que el fundamento en que reposa la sentencia dic- 
tada por la Exma. Cámara, surge de la apreciación de diver- 
sas circunstancias de hecho, mediante las cuates se llega' a la • 
conclusión de que 110 se ha incurrido en alguna de" tas infrac- 
ciones castigadas por la ley tlf. absteniéndose el tribunal de 
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pronunciarse aceren de la nulidad de las patentes ele los ac- 
tores, por no corres|ntniler hacerlo, dada la naturaleza del 
juicio do que se trata. 

Por consiguiente, no es ]>osílj|c sostener c¡tic- la sentencia 
dictada contiene una decisión contraria a I;* validez del título 
invocado, desde que dicho título no ha sido afectado por la 
expresada sentencia, y ésta resuelve exclusivamente una cues- 
tión de urden penal teniendo en cuenta las circunstancias es- 
peciales del caso plan u a do, y por aplicación de lo dispuesto 
en el articulo 3." inciso 4." ley 3975. cuya inteligencia no se 
alega que haya sido cuestionada. 

I\»r lo expuesto y jurisprudencia de V. K. ( Fallos, tomo 
ioi. página 98; tumo 106. página 157; tomo ion. lágina 369; 
tomo 124. páginas 55 y 3251, pido a V. K. se sirva 110 hacer 
lugar a .1 queja deducida. 

Julio Rom. 

FAt¿0 w la cuhtk suprkma 

Bueno* Atm, Itptttnbre 8 ét iw. 

Y vistos: El recurso de hecho |»or denegaciún del extraor- 
dinario interpuesto en los seguidos por don Carlos Pécora / 
don Roberto Ar/ani contra don José Matifoll. por usurpación 
de iiatente. 

V considerando ^ 

Oue la sentencia recurrida al desestimar la acción inten- 
tada contra Matifoll. se funda en que la patente de l'écora y 
Ara .ni no se refiere a "un nuevo produetu" a un "nuevo me- 
dio'". ni n la "nueva aplicación tic medios conocidos" para 
la fabricación de tacones. 

Qüt para determinar míe un se trata do un nuevo producto, 
metilo o aplicación de medio* conocidos, la sentencia recurrida 
ha tenido que fundarse, como lo hace, en cuestiones de hecho 
alegadas y demostradas por las partes, porque las circunstan- 
cias de que un medio sea o no nuevo, no envuelve una 
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cuestión de inteligencia de la ley (Je patentes; y lo propio su- 
cede con la conclusión (pie desestima el carácter de nuevo pro- 
ducto o nueva aplicación de medios conocidos. 

Que fundadas tas conclusiones aludidas en la prueba peri- 
cial f|iie determina y analiza el considerando 7." de la senten- 
cia recurrida, no es posible sostener válidamente a los efectos 
del artículo 14 de la ley 48 y 6." de la ley 4055, que dieba de- 
cisión contenga pronunciamiento en contra del derecho funda* 
do por el litigante en la ley de patentes por atribuirle inter- 
pretación distinta de la que le atribuye el recurrente. 

Que como lo ha declarado esta Corte Suprema en casos 
análogos, la apreciación de la prueba acerca de la existencia o 
inexistencia de extremos de hecho, no constituye una cuestión 
de inteligencia de cláusula legal a los efectos de la proceden- 
cia del recurso extraordinario í Fallos. . tomo 106, página 157; 
tomo 124. páginas 54 y 325; tomo 125, página 28 entre otros). 

Por ello, y atento lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General, se declara no haber lugar a la queja dedu- 
cida. Notifíouesc original, repóngase el papel y archívese, de- 
biendo devolverse los autos venidos por vía de informe al tri- 
bunal de procedencia con trascripción de la presente. 

A. Bermejo. — Nicanor Ci. del 
Solar. — D. E. P.H..\cio. — 
J. FrniíKROA Alcorta. 



- 

Municipalidad de La Plata en autos con don Juan B. Harrutta, 
sobre escrituración, daños y perjuicios. Recurso de hecho. 

Sumario: No puede decirse comprendido en ninguno de los 
casos mencionados por el articulo 14 de ta ley 48 y 6.° de 
la 4055, el de una resolución que declara la incompetencia 
de la justicia federal, cuando invocado este fuero por ta 
contraparte, el recurrente la impugnó, resolviéndose de 
acuerdo con sus pretensiones a! respecto. 



tAUM M fcA COkTS SUFtftNA 

Xa decisión sobre si la acción de daños y perjuicios es 
una acción accesoria y. por lo tanto, dependiente <le la prin- 
crpal de escrituración, interesa tan sólo al derecho común 
y no puede motivar el recurso extraordinario. 

Caso* Lo explican la* piezas siguientes: 

IHCT.\MKN mi t StíXÓR PROCURADOR GEXKKAL 

BntSM Aim. AfottO 31 49 l»T. 

Suprema Corto: 

El recurrente impugna la resolución dictada por la Kxma. 
Cámara Federal de I^a Plata, en cuanto |xít ella se declara que 
el Juzgado inferior no es competente i>ara conocer en la de- 
manda entablada, mientras no se acredite que el actor puede 
amararse al fuero federal jjor lo que respecta a la acción de 
escriluracinn, o no se limite la demanda a la acción de 
daños y perjuicios, y al hacerlo, arguye que dicha resolución k* 
afecta en esta segunda parte, dado que la acción de daños y 
I perjuicio* depende de la escrituración, y no siendo los tribuna- 
les nacionales competentes para conocer de ésta, tampoco pue- 
den serlo para entender en la primera. 

Aun en el supuesto de que la resolución dictada pudiera con- 
siderarse definitiva, que no es lo peor, por tener carácter provi- 
sorio. el fundamento en que se apoya el recurrente, no puede 
autorizar el recurso extraordinario, dado que no se ha puesto 
en cuestión cláusula alguna de la Constitución Nacional, ley 
o tratado del Congreso, en las condiciones que preceptúa el ar- 
tículo 14 tle la ley 48. y la alegación en cuyo mérito se impugna 
la resolución apelada versa sobre la naturaleza de la acción de 
daños y perjuicios, que se sostiene ser accesoria de la escritu- 
ración, lo cual es un punto que debe ser resuelto por aplicación 
de la legislación* común, y ajeno, por consecuencia, a la juris- 
dicción de apelación tle esta Corte Suprema (articulo 15. ley 
citada). 

, Por lo expuesto, pido a \\ lí. se sirva declarar bien de- 
negado el recurso deducid". 

Julio Botct. 
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p w.lo la aiRTK si m:.M.\ 

Bm«m Alrtt, ttptfe*krt I *• l*T. 

Amos y Vistos : Kl recurso de hecho por apelación dene- 
gada interpuesto por la Municipalidad de La Plata contra sen- 
tencia de la Cámara Federal de dicha ciudad que declara la 
incompetencia de la justicia nacional para conocer en el juicio 
que le iniciara don Jtiah.fi. Barrutta. sobre escrituración, daños 
y |>crjiiicios y 

Considerando : 

Que aun suponiendo que el auto recurrido tuviese carácter 
de definitivo a los fines «leí recurso extraordinario interpuesto, 
es de observarse que el recurrente no se ha acogido al fuero de 
excepción, cuya denegación pudiera autorizar dicho recurso; y 
antes al contrario, invocado por la contra parte, el recurrente 
To impugnó, resolviéndose de acuerdo con sus pretensiones al 
respecto. 

Que en tal condición la apelación no puede decirse com- 
prendida en ninguno de los casos mencionados por el articulo 
14 de la ley número 48 y 6." de la 1055 puesto que no aparece 
que se haya discutido una disposición de carácter federal que 
le acuerde un privilegio que haya sido desconocido por la 
sentencia. 

Que según se manifiesta a fojas 1, el recurrente ocurrió 
en apelación para ante la Cámara, por considerar que la acción 
de daños y per>i icios es una acción accesoria y por lo tanto, 
dependiente de la principal ect. y ese pronunciamiento que 
interesa tan solo al derecho común no puede motivar el recurso 
co» arreglo al artículo 15 de la ley número 48. 

Que lo propio debe decirse de los artículos citados de la 
ley número 50; y el fc- in fine de la número 48, sobre estar 
en esa parte derogado por el 17 de la número 4055, como lo 
(tbserva la Cámara en el auto que trascribe a fojas 10 del 
informe, se refería 1 los recursos ordinarios que están actual- 
mente atribuidos al tribunal de 2. a instancia. 
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Que no se dice en la queja ni en el infirme en qué Cámara 
se hayan discutido los artículos 8 y 12 inciso 4." de la ley 
número 48. cuya inteligencia haya lesionado un derecho ampa- 
rado en los mismos ¡wr el recurrente. 

Cor ello y conforme con lo expuesto y pedido |x>r el 
señor Croen rador deneral. se declara no halier lugar a la 
rjneja interpuesta. Noli fí «píese original. repóngase el papel y 
archívese. 

A. BkkmiMO. — Nicanor G. wX 
Solar. — D. K. Palacio. — 
J, Fic.vkkoa Ai. corta, 



Municipalidad tic la Capital en autos con el Ferrocarril Central 
Argentino, sobre devolución de una syuM de dinero. Re- 
curso de hecho. 

Sumario • La ley j&ift y la 50* que reglamentan las recusaciones, 
no afectan propiamente la organización de los tribunales 
federales y no pueden servir de base al recurso extraor- 
dinario, excepto cuando fueren violatorias de la Constitu- 
ción Nacional. 

2° No teniendo. los artículos de la ley 4°55 y TO ° 
de la Constitución Nacional relación inmediata y directa 
con la facultad de recusar sin causa a los vocales de las 
Cámaras Federales, su invocación no basta i»ra decirse 
planteada tma cuestión que ponga cu ejercicio la juris- 
dicción extraordinaria de la Corte Suprema. 

3. Kl pmpúfiito de la garantía acordada |»or el articulo 
18 de la Constitución Nacional de no ser juzgados por 
comisiones especiales o sacados de los jueces designados 
l*tr la lev antes del hecíío de ta causa, ha sido el de pros- 
cribir las leves c.v f>ost jacto y los juicios por comisiones ■ 
nombradas especialmente |>ara el caso. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTA MKX BKl SKÑOK PROCURADOR GEXF.RAL 

t ■ 

B«m Aim, Mi* i ü mi. 

Suprema Oírte: 

El recurso extraordinario interpuesto, según resalta de Jo 
manifestado por el recurrente y lo informado por la Kxma. 
Cámara Fcd ral, lo ha sido contra una resolución de este 
tribunal, que no hace lugar a la recusación sin causa formu- 
lada respecto de uno de sus miembros. Basta este antecedente 
para establecer la improcedencia del expresado recurso, dado 
que la interpretación de la ley 3366, en que se funda la recusa- 
ción deducida, no da lugar a la jurisdicción de apelación de 
esta Corte Suprema, mientras no se impugne dicha ley como 
contraria a la Constitución Nacional (A] tí culos 14 y 15 ley 48* 
art. «V ley 4055; Fallos, CX. 175:, CXV, 62; CXIX, 130). 

La invocación que hace el recurrente del art, 18 de la 
Constitución, fuera de ser extemporánea, por no aparecer que 
haya sido puesta en cuestión en la instancia inferior, no puede 
autorizar el recurso que se deduce, desde que la mencionada 
cláusula constitucional, tiene por alcance, como lo ha estable- 
cido repetidamente esta Corte Suprema, que los particulares 
deben ser oídos y estar en condiciones de ejercitar sus derechos 
en la forma y con las solemnidades establecidas en las leyes 
de procedimientos lo que se desconoce en el caso de autos 
1 Fallos. CXX1, 285; CXX11I. 253. 388 y 304). 

. No es iwsible sostener que la constitución de los trilninates 
«le justicia y el derecho de recusación sean extraños al orden 
procesal, porque es en las ley» de este carácter, ley 50 en el 
fuero federal, en tas que se regláronla el funcionamiento de los 
tribunales y en Tas mismas están contenidos los principios que 
rigen su organización, sin que la Constitución Nacional se haya 
ocupado de esta materia sino para deferir al Congreso la fa- 
cultad de crear los expresados tribunales y de citar las reglas 
concurrentes al ejercicio de sus funciones (art. 67, inc. ir v 
17, y art. 94). 
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Por alai pido a V. E, se sirva declarar improcedente la 
queja deducida. 

Julio üotet. 

FALLO nC r..\ tt«TK SUPREMA 

1 

» Bhwi Aires. Scftknbff 8 d* HMT. 

Autos y Vistos: Kl recurso de queja por denegación del 
extraordinario interpuesto por la Municipalidad de esta Ciudad 
contra sentencia de la Cámara Federal de Apelación de la 
Capital en los autos seguidos por el Ferrocarril Central Argen- 
tino sobré devolución de una suma de dinero. 

Y considerando : 

Que la queja por denegación del recurso autorizado por 
el artículo 14 de la ley 48 y 6° de la ley 4055. se basa en que la 
Cámara Federal de la Capital al desestimar la recusación sin 
causa de uno de sus vocales, ha desconocido el derecho fim* 
dado por el recurrente en el articulo 1 * de la ley 3266 y 2.° de 
la ley 4055 y artículos 18 y 100 de la Constitución Nacional. 

Q\k j>or lo que hace a la ley 3266. esta Corte Suprema lia 
declarado en reiterados fallos, que la ley citada y la número 50 
que reglamentan las recusaciones, no afectan propiamente I? 
organización de los tribunales federales y no pueden servir de 
base al recurso extraordinario por tratarse de leyes de proce- 
dimientos, excepto cuando fueren impugnadas como violatorias 
1 de la Constitución Nacional. (Fallos tomo 119 página 130 y 
jurisprudencia allí citada). 

(Jw además, si bien es cierto que se lian invocado el ar- 
ticulo 2 de la ley 4055 y loo^dc la Constitución Nacional al 
plantear la recusación desestimada por la Cámara Federal, ca- 
be observar que los preceptos citados no tienen relación inme- 
diata y directa con ta recusación de que se trata, y conforme 
a lo rciterat lamente resuelto, la circunstancia <!e que se invo- 
qué una cláusula de la Constitución, tratado o ley especial, no 
hasta para decirse planteada una cuestión que ponga en ejer- 
cicio la jurisdicción extraordinaria de esta Corte. 
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Que el artículo 18 de la Constitución invocado para sos- 
tener míe el vocal recusado no puede intervenir en la causa 
"pues ello implicaría juzgarla por jueces que no son naturales, 
ni los designados por la ley", también es ineficaz en el caso, 
pues como ío ha declarado esta Corte, el propósito de esa cláur 
sula ha sido proscribir Lis leyes ex pqst facto y los juicios por 
comisiones nombradas especialmente para el caso, sacando al 
acusado de la jurisdicción permanente de los jueces naturales, 
para someterlos a tribunales o jueces accidentales o de circuns- 
tancias. (Fallos: tomo 17, página 22; 114. página ft>: 116, pá- 
gina 106; 133, página 82), 

Por ello y atento lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General, se declara improcedente la queja deducida. 
Xotifiqticsc y archívese. 

A. líKkMKjo. — Nicanor Q¿ hel 
Sol.\r. — D. E. Pai«aciü, — 
J. Flf.UKROA Alcorta. 



/-ut'ii Nacional contra don fosé Chtolto y Cía., sobre cobro de 
pesos: excepciones de inhabilidad y fatsedad de títuh 

Sumario ; Las liquidaciones emanadas del poder administra- 
dor relacionadas cón el cobro de las rentas de ta Nación 
son instrumentos públicos y tienen el mismo valor que 
las escrituras públicas mencioriailas en el artículo 249, in- 
ciso 3." de la ley número 50; en cuyas condiciones se en- 
cuentra una resolución de la Contaduría General formu- 
lada en cargo cuntra un particular ñor conceptos de im- 
puestos a la importación. 

2. n La excepción de inhabilidad de titulo debe fundar- 
se en que el instrumento respectivo no es de los previstos 
en los artícuTos 248 y 249 de la ley número 50, y son in- 
admisibles, en el carácter de tal. defensas de fondo, co- 
mo la riel caso | omisión de los trámites <fc la ley «le con- 
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labilidad y filia de rom probación del cargo), que no se 
refieren ;il título con que se ejecuta, sino que afectan a la 
causa misma «le la obligación. 

Caso : ].n explican las piezas siguientes: 

SKMTSCIA il>fX SESOR Jl'KZ PI-lil-R.M. 

Bu«m« Aire, Septiembre II tfe 

Y vistos: Kl presente juicio seguido |xjr el Fisco Nacional 
con a la firma Jóse Cinollo y Cia.. por cobro ejecutivo de la 
-.unía ile cuarenta y cinco mil doscientos once pesos con cm- 
cttejtita y un centavos moneda nacional en concepto de dere- 
chos por introducción fie hilados al amparo del articulo i} de 
la ley 4933- materiales cuya transferencia lia motivado el car- 

de la Contaduría dcncrnl de la Nación de fs. t y 2 de * 
acuerdo con la liquidación de fs. 7 del expediente adminis- 
trativo agregado, y el decreto del Poder Ejecutivo de fs. 4. 

Y considerando: 

Que el ejecutado al ser citado de remate opuso a fs, 26 
y siguientes la excepción de l>ago, fundad", según se despren- 
de del escrito presentado en aquella oportunidad, así como de! 
de fs. fifi y siguientes, en haber abonado el impuesto de ¡in- 
jertación del 5 ojo condicional. 

<J\\c la presente ejecución persigue el cobro, no de la su- 
ma pagada en ese concepto, sino de lo míe falta hasta inte- 
grar el J5 o!o que eorres|H>nde pagar por impuesto a la im- 
portación de mercaderías que 110 se hallan comprendidas en 
la franquicia del artículo o de la ley de Aduanas número 4933. 
más un adicional dejntt ochocientos ocho pesos con cuarenta, 
y seis centavos, según se desprende de la liquidación eje fs, 7, 
del expediente administrativo agregado sin acumular, la que 
ha servidn de base a la resolución de la Contaduría «le fs. i. 

(Jue en tal virtud, y siendo la suma cuyo pago se persi- 
gue, totalmente diferente a la satisfecha por los ejecutados, 
corresponde declarar la improcedencia de la eseeijción de pag<». 
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Que la firma ejecutada oglijSo asimismo, la exección de 
inhabilidad y falsedad fie titulo, cuya procedencia corresponde 
analizar, Uniendo en cneiUa c¡ne el documento habilitante de 
la presente ejecución esta omstinúdo \** el decreto del Poder 
Ejecutivo de fe. 4. que manda pasar al señor Procurador Kis- 
eaf, la resolución dictada por la Contaduría General, decla- 
rando a ta rti nía Jtwé Cinollo y Cía. deudora al fisco en la sti- 
ma de 45.211,51 posos moneda nacional. 

(Jne la liquidación practicada a fs. 7 del expediente agre- 
gado y la resolución de la Contaduría General que enrre a fs. 
t; orno el decreto del Poder Ejecutivo Nacionnl de fs. 4. reú- 
nen los requ ¡sitos de validez necesarios exigidos ]ior los artícu- 
los 248 y 249 del Código de Procedimientos Federales para 
iniciar la presente ejecución, y no han sido observados tam- 
poco en su autenticidad, siendo estas las únicas cansas cpie de 
acuerdo con la jurisprudencia establecida ]>or los tribunales 
superiores, pueden fundamentar las execciones opuestas, con- 
sagrando el principio de que la excepción de inhabilidad de 
titulo debe fundarse en que el instrumento respectivo no es 
de los previstos en los artículos 24K y 2411 y que la excepción 
de falsedad autorizada por la ley. sólo se refiere a l;i autenti- 
eidad del titulo mismo. 

Que la Suprema Corte de la Nación eti el fallo que se 
rastra en el tomo no, página 84. lia establéenlo que una li- 
quidncióii practicada po* la Administración de Contribución 
Territorial y un decreto «leí Poder Ejecutivo Nacional, son 
instrumentos públicos y que en tal concepto tienen el mismo 
valor que los instrumentos públicos mencionados en el inciso 
3? del articulo 249, ley 50. trayendo aparejada ejecución, todo 
lo cual es perfectamente aplicable al caso sitb judkc por tra- 
tarse de una resolución de la Contaduría General y un decre- 
to del Poder Ejecutivo ordenando su ejecución. 

Q' 10 establecido el carácter y alcance de las referidas ex- 
ecciones, no pueden admitirse I.is defensas opuesias para 
fundarlas, pues ello importaría discutir la procedencia o im- 
procedencia de las causales que motivan las resoluciones que 
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urtginaii esta ejecución v n mérito de la injusticia que atribuye 
.el ejecutado al cobro ile la referencia, todo lo cual es inadmi- 
sible en la tramitación del juicio ejecutivo, quedándole libre 
al ejecutado su acción respectiva jara ejercerá en el juicio 
ordinario que le autoriza la lev. 

i'or estos fundamentos 'fallí rechazando las excepciones 
de [Migo, inhabilidad y falsedad de titulo opuestas por José' 
Cinollo y Cía., debiendo llevarse adelante la ejecución hasta 
hacerse al acreedor pago íntegro del capital, intereses y costas. 
Xotifiqiiese y rqióngansc las fojas. — Manuel B. nV Ancho- 
remu 

SU.NTKM'l.l M LA CÁMAMA Federal HK LA CAPITAL 

■Mtm Aim, ami at 4* un. 

Vistos: Kstc juicio ejecutivo iniciado por el Procurador 
Fiscal Nacional contra la razón José Cinollo y Compañía. 

Considerando : 

l." Que la ejecución, según claramente lo establece la 
demanda, se funda en el cargo formulado por la Contaduría 
Nacional contra la razón social demandada con fecha 22 de 
Julio de U)i$ y según la cual "por concepto de derechos de 
introducción de hilados, al amparo del articulo y de la ley de 
Aduana cuya aplicación se lia violado", la ejecutada debería 
la suma de cuarenta y cinco mil doscientos once i>csos con 
cincuenta y 1111 centavos moneda nacional. 

_V Que opuesta, oportunamente por la demandada, en- 
tre otras, la excepción de inhabilidad y falsedad del titulo con 
que la ejecución se inició, corresponde considerarla. 

,v " O"*? estudiados los antecedentes de la causa, y par- 
ticulannente las constancias del expediente administrativo res* 
• fícetivu, agregado sin acumularse, la procedencia de la excep- 
ción opuesta surge legalmente sí ha de entenderse, como co- 
rresponde, que el título lo constituye 110 tan sólo la resolución 
aislada de la Contaduría sino lodo el conjunto de tramitado» 
ues que Ta ley señala y que le deben setmi de antecedente. 
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4." Que sentado tal principio de interpretación, a más 
de las constancias del expediente administrativo, aparece la 
propia resolución de la Contaduría <|ue dio origen al procedi- 
miento señalando las omisiones en que aquella repartición in- 
currió hasta llegar a formular el cargo contra José Cinollo 
y Cía., cuando declara en el segundo considerando haber pres- 
cindido de las "formalidades que establecen los artículos 6fi f 
h- y demás correlativos de la \vf de Contabilidad" a mérito 
de las circunstancias que señala en el primer considerando. 

5° Que, concretando la observación al título con que 
esta ejecución se inició cabe declarar que un cargo asi formu- 
lado por la Contaduría, con prescindencia de formas tan esen- 
ciales del trámite o substanciación como las que la ley de Con- 
tabilidad prescribe, sin disposición que la autorice, es inbábif 
l»ara que pueda intentarse la acción ejecutiva. 

6.° Que, además, las resoluciones definitivas de la Con- 
taduría General a que el artículo 71 de la ley de Contabilidad 
atribuye fuerza ejecutiva son las que le encomienda el artículo 
52 de la misma ley con relación a las cuentas de administra- 
ción. recaudJción y distribución » inversión de caudales, ren- 
tas u otras pertinencias de la Nación; mientras que en el pre- 
sente caso se trata de deudas de particulares que no están obli- 
gados a rendir cuentas a la Contaduría General. 

7* Que. por otra j»arte. la liquidación de derechos de 
importación y aplicación de penas a los infractores a las orde- 
nanzas y leyes de Aduana están regidas \tor estas mismas dis- 
[tosiciones, las cuales 110 atribuyen a la Contaduría General de 
la Nación intervención alguna. 

K." Que las precedentes consideraciones baccu innecesa 
rio entrar a estudiar las demás defensas opuestas por la de- 
mandada. 

Por estos fundamentos su declara 110 halier lugar a la 
presente ejecución, revocándose de consiguiente, la sentencia 
apelada, con costas. Xotifíqucsc y devuélvanle. — /. N. M<t- 
tínico. — T. .-trias. — Marcelino liscaiada. 
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FALLO DE LA CORTE SL'I'KKM.Y 

ButMM Aiftt. S4ptl«aibf« ti 4t ItlT. 

V vistos: los vcni*l*>s en apelación <Jc sentencia de la Cá- 
rhara Federal de la Capital, seguidos por el Golíicrno de la 
Nación contra los señores José Cinollo y Compañía, sobre co- 
liro <le pesos. 

Y considerando : 

(Juc según el articulo ¿41». inciso 3. de la ley nacional 
dc procedimientos, las escrituras púlilicas son instrumentos 
que traen aparejada ejecución, y como lo lia declarado esta 
Corte Suprema, las liquidaciones emanadas del poder admi- 
nistra r lo r reta cíonadas con el cobro de las mitas de la Nación, 
son instrumentos públicos, y en tal concepto, con arreglo a 
la jurisprudencia establecida, tienen el mismo valor que 1as 
venturas públicas mencionadas en el citado precepto de la 
ley 50 1 Código Civil, articulo 070,. inciso 2.". (Fallos: tomo 86, 
página 204, considerando 6."; ihj. página K4 y otros t. 

Que según lo establecido por esta Corte, fuera de casos 
especiales, como el resuelto en el fallo del tomo 73. página 

en que debió tomarse en cuenta lo dispuesto |h ir el articu- 
lo 1.425 del Código Civil, la exección de inhabilidad debe 
fundarse en que el instrumento respectivo no es de los pre- 
visto* en los artículos 248 y 240 dc la ley 50, y nq se ha sos- 
tenido ijttr el título con que se ha iniciado esta ejecución, sea 
diferente de los ipie pueden autorizarla conforme a las pres- 
cripciones de la ley citada. 

Que bajo la forma de inhabilidad de titulo, se ha inlro- 
ducidi a este juicio de carácter sumario, defensas de fondo 
que. como la omisión de los trámites de la ley de contabilidad 
y falta de comprobación del cargo ífs. 26 1 110 se refieren al 
titnl" cun que se ejecuta, sino que afectan a la causa misma 
de l;i obligación; y si bien el ejecutado tiene todos los medios 
légale* para ejercitar ampliamente su derecho a repeler el pa- 



Y 



m l USTJCIA M LA H ACtOJf t %5 

gn He lo que se te demanda, esa amplitud de defensa está su- 
luírdinada a las leyes de procedimientos que autorizan el juicio 
ordinario en el .me pueden alegarse y probarse causales que, 
como Jas invocadas en el sub lite, son de lato conocimiento. 

(¿ue como se lia expresado en casos análogos por este 
Tribunal, si en ios conceptos de inhabilidad y falsedad estu- 
vieran comprendidos los motivos de fondo que con sujeción 
al derecho coniún o al derecho público, pueden hacer amilablc 
<» ineficaz un instrumento, no su explicaría que el artículo 270, 
ley 50. dijera que las excepciones que 01 menciona son las 
tínicas admisibles, ni la especificación de éstas, y habría sido 
en realidad inútil el juicio ordinario, salvo en lo concerniente 
al término de prueba. 

Que según lo ha declarado recientemente esta Corte, con 
arreglo a su reiterada jurisprudencia ("causa Ignacio Oyueta 
contra la Provincia de Santiago del listero. <pur ejecución de 
1111 lando arbitraH (1) es improcedente la excepción de in- 
habilidad de título que 110 se basa en defectos extrínsecos del 
titulo de ejecución si 110 en la causa de la obligación, porque 
la inhabilidad que puede autorizar una excepción en juicio 
ejecutivo debe resultar del título mismo. 

Por ello, se revoca la sentencia apelada, declarándose míe 
debe llevarse adelante la ejecución por la cantidad demanda- 
da, intereses y costas. Molifiqúese original y devuélvase. Re- 
póngase el papel en el juzgado de origen. 

A. Bkrmkjo. — Nicanor O,, mii. 
Solar. — D. $i P.\ acio. — 
J. Fll.l'EROA Ai.corta. 
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Búñ Mimiet López, formula denuncia por defraudación de 
estampillas. — Competencia negativa 

Sumario: Corresjwnde a !a justicia nacional el conocimiento 
de un juicio }»or defraudación tic estampillas establecidas 
por la ley ele papel sellado, número 4927, i¡ue se dice co- 
metido por empleados de un Juzgada de Paz de la Ca- 
pital, 4 Se tralaria de ta violación de una ley de carácter 
nacional, cual es la de pa|K'l sellado, en asuntas tme co- 
respondan al fuero nacional ). 

Caso: Resulta del siguiente: 

TALLO PK M toKTK Sll'KKMA 

ButM* Alm. Setiembre 11 dt 1»I7, 

Autos y vistos: los de contienda de coi 11 |>et encía negativa 
suscitada entre el Señor Juez Federal cu lo Criminal y Co- 
rreccional de la Capital y el «te Instrucción de la misma ju- 
risdicción para conocer de la denuncia sobre defraudación de 
estampillas formulada por don Miguel Lójx'z ante el Ministe- 
rio de Justicia e Instrucción Pública. 

Y considerando : 

One el conocimiento de Jos delitos en violación de las le- 
yes nacionales de carácter general, como son entre otros todos 
aquellos míe tiendan a la de f ra noción de sus rentas, son de 
ta comjH-tciicia de los jueces de sección como lo dispone ex- 
presamente la ley 11 limero 4K y el Código de Procedimientos 
en !o Criminal. Articulo y. inciso 3." y 23. inciso 3.". respec- 
tivamente, 

One en este caso se encuentra la denuncia en cnanto ella 
sé reftere a la defraudación tic estampillas de cincuenta centa- 
vos establecida ¡K>r la ley de papel sellado .minero -19,27, delito 
que se die« .metido por empleados del Juzgado de Paz de la 
Sección j.-. 
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Que ta ley de sellos referida, en lo pertinente al caso, no 
sólo es de aplicación en la Capital y Territorios Nacionales, 
sino que es general para toda la Nación en asuntos que co- 
rrespondan al fuero nacional, coino se tiene declarado por esta 
Corte, en cuya virtud el juez de sección debe considerarse com- 
itente para conocer de la infracción denunciada. 

Por ello oído el señor Procurador General se declara que 
el Señor Juez Federal de la Capital tiene jurisdicción y com- 
petencia para conocer en la presente causa, a quien se remi- 
tirán los autos, haciéndose sal hit por oficio al Señor Juez de 
Instrucción. Nolifiquese con el original. 

A. Bkrmkjo. — Nicanor (í. m-i. 

Sol,AR. — D. E. PALACIO. — 
J. FiCCHRO A Al.CORTA. 



Demetrio Murtas contra Eugenio Díaz Vclcz. sobre cumpli- 
miento de un contrato —Contienda de competencia 

Sumario: Corresponde al juez del domicilio del dcmamladn 
el conocimiento de un juicio por cumplimiento de con- 
trato, si no se demuestra que fuera otro el lugar conve- 
nido explícita o implícitamente por las partes. 

Coso; explican las piezas siguientes: 

[HCTAMgX PKC, SJtfSOR F'ROCI'H AIJON g^KSRAti 

Bo«io# Allí*. Atesta 31 dt 14 1 7 

Suprema Obrle: 

l.a demamla invoca la existencia de un contrato estipu- 
la di t con el demandado, quien niega ha lie r celebrado el con* 
(ralo que se invoca, y alega estar en vigencia un convenio an- 
terior que establecía la jurisdicción de los tribunales de la 
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Capita) Federal para solucionar las cuestiones eme se suscita- 
sen entre las partes. Kn taíes condiciones, el actor no ha po- 
di<k> ocurrir a los tribunales de Dolores, en atención a que, 
si sostiene haber fenecido el primer contrato, y reclama el 
cumplimiento del contrato posterior no estando este justifica- 
do jtor documento alguno y no constando cuál es el lugar ele- 
gido para su cumplimiento, la acción respectiva ha debido ser 
interpuesta ante el jlíez del domicilio del demandado. (Fallos. 
CXXIV, i05>. 

Por lo expuesto, pido a V. E. se sirva declarar comne- 
teiUe para conocer eti el juicio al señor Juez de lo Civil de la 
Capital Federal. 

* Julio Botci. 

1'At.LO OK LA CORTE SUPREMA 

Iuhn Alnt, SepfeMtrt II ét Mtt. 

Aillos v vistos: la contienda de competencia suscitada en- 
tre un juez de primera instancia en lo civil del Departamento 
fiel Súd de la Provincia de Buenos Aires, y el de igual clase 
de esta Capital doctor Juan C. Lagos, para conocer de los au- 
tos seguidos fx>r don Demetrio Miuras contra don Eugenio 
Díaz Vele*, sobre cumplimiento de contrato, 

V considerando: 

Que el actor al iniciar su demanda manifiesta uue celebró 
un contrato de arrendamiento con el señor Díaz Vélez, y míe 
vencido ese contrato, consiguió su renovación por dos años 
más. a contar del k? de Uñero del corriente año ( fs. 4. Ex- 
pediente \\" 1536). 

«Jue la acción instaurada tiene |*>r objeto hacer reducir 
a escritura pública la renovación del primitivo contrato; y el 
demandado al pronio%-er la contienda de competencia por in- 
hibitoria lia hecho testimoni:o* la |Kute pertinente del emitra- 
to de referencia (fs. 7. fN fine y siguientes. Expediente N. r 
2800). del ípie resulta «pie ambas partes se han sometido a la 
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jurisdicción de los tribunales ordinarios de esta Capital, eons- 
(itqyemlo domicilio en la misma al efecto antes citado y "re- 
nunciando a toda otra jurisdicción (fs. 8, Expediente citado). 

Que ya sea que se admita, íjuc con posterioridad al con- 
trato vencido en i.* de Enero del corriente año no se lia ce- 
lebrado otro entre las ¡¿artes, como lo afirma el demandado 
señor Díaz Vélez: ya se considere 'que se pactó una renova- 
ción del contrato primitivo, por dos anos, como lo sostiene el 
actor señor Murias. siempre seria improcedente la* jurisdic- 
ción de los tribunales de la provincia, en el primer caso, por- 
que no habiendo lugar designado ¡x>r inexistencia, del eonrtato, 
él actor habría debido acudir a la jurisdicción del domicilio 
del demandado. (Fallos, tomo 124. página '195 > ; y en el se- 
gundo, porque la renovación habria quedado sometida a la 
jurisdicción convenida en el contrato que se dice* prorrogado. 

Que ello establecido. t?s obvio que para deducir la acción 
entablada ante los tribunales de la provincia de Buenos Aires, 
habría debido demostrarse que el lugar convenido explícita o 
implícitamente por las parles |>ara el cumplimiento del con- 
trato, era aquel ante cuya jurisdicción ha comparecido el ac- 
tor, prescindiendo del domicilio del demandado. (Fallos, tomo 
125. página 206). 

Por ello, y atento lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General, se declara que el juez competente para en- 
tender en esta causa es el de esta capital. Remítansele en con- 
secuencia los autos reviniéndose los sellos ante el mismo, y 
avísese por oficio al juez de la ciudad de Dolores. 

A. BtikMKjo, — Nicanoh C». niíL 
Snun. — D. K. Palacio. — 

J, FlÜLtkOA Alcorta. 
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Dan lid nardo Zimmerman contra Don Aristides barracan, 
par cumplimiento de contrata, — Contienda de compe- 
tencia, 

Sumario: Al juez del lugar donde se efectuaran los trabajos 
y operaciones convenidas, corresponde el conocimiento de 
la demanda por cumplimiento de las obligaciones con- 
traídas. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

■ 

AUTO DEL, SEÑOR JUEZ FEDERAL 

Su Jtt*. DtCfeWfert 1» dt 191*. 

Vistos y considerando: Que el contrato cuyo cumplimicn- 
tu demanda barracan debe ser cumplido en esta provincia, 
puesto míe en ella se encuentran ubicados los inmuebles y de- 
más negocios cuya administración confiaba Zimmermann a 
aquél. 

One sk-nd<» así debe primar a los efectos de la competen- 
cia de jurisdicción el lugar del cumplimiento del contrato so- 
bre el del domicilio del demandado. Articulo 1212 del Código 
Civil. 

(Jue el fuero federal surge de la distinta vecindad de las 
partes, hecho acreditado en autos y no negado por ¡íimmcr- 
niann. 

I*i ir tanto, lo alegado |»or Zarracan a fs dictaminado 

por el señor Procurador Fiscal y lo resuelto en casos análogos 
por la Suprema Corte Nacional Tomo 9, página 360: 12, |iá- 
giita 1 1 ; 26, página 230: 42, páginas 39 y 219; 45, página 368; 
5f». página 279; te. l>ágma 289; 92. página 380: etc.. resuelva: 
Sostener la jurisdicción y competencia de este juzgado para 
conocer en el presente ;isunto. En consecuencia y conforme 
a lo cstnhleeido por el articulo 50. de la ley 50. de 14 de Sep- 
tiembre de 1863, comuniqúese al señor Jtiez de Comercio de 
la Capital de la República, doctor don Alberto Kstradn, con 
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transcripción de este autn, del escrito y cartas cíe fs. íí ¡i 13 y 
del dictamen fiscal de fs. 14. — Soltar finís. 

IíICTAMKS t>m; SKÑOk PKOeÜítADOR OKNlík.W, 

UtiCMt Aln*. Afo«t« 17 «t «17. 

Suprema Corte: 

I3c los antecedentes agregados a estas actuaciones se des- 
prende une el contrato pasado entre el actor y el demandado, 
tenia jx>r objeto la administración de las fincas "La Clara" y 
"San Isidro", situadas en la provincia de San Juan, y que la 
demanda instaurada versa sobre el cumplimiento de dicho 
contrato. \\ esto se desprende, ipie es juez competente para 
conocer en el presente juicio, el señor juez federal fie San Juan, 
dado <jue, a estar a lo que dispone el articulo 1212 del Código 
Civil, concordante con la ley 32. título 2.". part«la 3.». el lugar 
del cumplimiento de los contratos, cuando en ellos no estu- 
viere designado, lo será ef que indique la naturaleza de la 
obligación contraída, o el que resulte señalado explícita o im- 
plícitamente ]»ara su ejecución con preferencia al del domicilio 
del demandado. Kn usté sentido V. g. tiene sentada una ju- 
risprudencia uniforme, f Fallos. NCll. 380: CXI II. 392; CXV. 
213 y 222), 

Kn su mérito» pido a V. K. se sirva declarar que el cono- 
cimiento del juicio cor rescinde al señor juez federal de San 
Juan. 

Julio fiotet. 

I'AM.O IJK J,.\ COkTK SI I'KKMA 

BflMM Attrt. Stpttombrt ti 4t H|f. 

Aulos y vistos : la presente contienda de cont}ietencia en- 
tre el señor juez federal de San Juan y el tle comercio de esta 
Capital para conocer del juicio proinovnlo por don Arístides 
barracan contra don Kduardo Zimniennami sobre cumplimien- 
to de contrato. 
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V considerando: 

• 

Que según resulta del contrato celebrado entre los refe- 
rid'^ Zarracan y Zitmnennann. el primero fué nombrado ad- 
mití istrador general de las tincas o establecimientos agrícolas 
"La Chira" y "San Isidro", de propiedad del segundo, situa- 
dos en Angaeo Sud en la l'rovinctá de San Juan, con ohlíga- 
ción de partí- del administrador de atender personalmente di- 
chos establecimientos y de dar cítenla mensualmeiiie de las 
operaciones y traína jos efectuados. 

Que darlos estos antecedentes y si bien el demandado se 
encuentra do mediado en esta Capital, es indudable la compe- 
tencia del Juez de Sección de San Ju;ih ante quién se lian 
ejercitado las acciones persc males sobre cumplimiento de las 
obligaciones contraillas a que se retiere la demanda, ilesde que 
en esa jurisdicción se lian realizado las operaciones convenidas. 

Que a este respecto se tiene declarado [*>r esta Corte, que 
ron arreglo a lo dispuesto por el artículo 1512 del Código Ci- 
vil y lo establecido en reiterados fallos pronunciados en casos 
análogos, es juez competente en los juicios en que se ejerci- 
tan acciones personales, como ocurre en el presente el del lu- 
gar -ciialado implícita o explícitamente para la ejecución de 
un contrato con preferencia al del domicilio del demandado, 
cualquiera que sean las prestaciones que se demanden. (Fallos, 
tomos ii.v página 152: 114. página m: 115. página 213; tifa 
página IQÓ entre otros). 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador Ceiieral se declara que el señor juez fe- 
deral de San Juan es el competente para conocer del juicio 
referido a quién se remitirán los autos reponiéndose las fojas 
ante el mismo y haciéndose saber por oficio al señor juez de 
comercio. Xotifíqucse con el original. 

A. Bkhnkj"- — Nicanor G. m-L 
Solar. — 1). í\. Palacio. — 
Ji Fk.uKkoa Alcouta. 



DE JUSTICIA DE. LA NACION lfl8 

/ ; úv*> Wn iointl rotttrtt l'abh LcsUmf y otras sohrc dcfnuuhicióu 

^ñMQffo : Tratándose ik- fraudes contra la fóülta fiscal o de 
contravenciones a las ordenan/as de Aduana, no es de apli- 
aphVación tb dispuesto por el artículo 4^ (te) Código Civil: 
lili consecuencia las si c i e< latios anónimas |iueilen ser con- 
denadas por hechos de sus empleados administradores a 
líts penas pecuniarias que la legislación aduanera esta- 
Mccc. 

J." La prescripción cu materia aduanera se opera por 
ti transen rso de diez años. 

3, fl Seguida una causa contra una empresa, con la 
intervención y participación en el juicio, de empleados de 
la misma, fio es causa de nulidad de la condenación pro- 
nunciada contra aquella, la circunstancia de no liaher si- 
do procesado ni condenad* > oífb de sus empleados cuyos 
actos delictuosos sirvieron, laminen, fie Ikisc para la con- 
denación recaída, dado que no es indispensable, no me- 
diando otras circunstancias, juzgar en un solo proeesn a 
lodos los presuntos autores de los actos imputados fiara 
establecer resjKinsahilidades contra los comprendidos y 
acusados en la cansa. 

4. " T.a Corte Suprema no puede modificar una pena 
et. el sentido de agravarla cuando no Ira sido reclamada ni 
cu primera ni cu segunda insianeia por el acusador par- 
ticular ni |H»r el ministerio fiscal. 1 Se trataba de la pena 
fie inulta ¡«ual al valor de la mercadería despachada como 
de tránsito y destinada al consunto;. íArt. 1.001. O, O. de 
Aduana). 

K! hecho de que mercaderías embarcadas con to- 
das Iris formalidades aduaneras en puerto argentino mino 
de tránsito con destino a otro extranjero, no hayan He- 
gado o sido desembarcadas en éste, rio constituye en sí 
mismo una infracción de carácter delictuoso, mientras no se 
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justifique que esas mercaderías hayan sido introducidas a 
1111 puerto argentino. 
Caso: t$ explican ías piezas siguientes : 

# 

>i:xti;xcia siiñok .no i-'kdkkm. 

PirAni, DIcíMbK 30 d* 1910. 

Vistos y resultando: 

Primero: Kl 13 de Julio de njo¿, se dirigió el administra- 
dor de aduana de Monte Caseros al jefe de la inspección de 
aduanas, comunicándole que entre los ¡icniusos de tránsito de 
8 de Marzo de 1808, figuraban ocho sacos de arroz, un lio os- 
tras, dos bordatcsas vino y dos cajones sardinas marca S. XI. 
A. L'., de las despachadas i»or la empresa del Ferrocarril <jjej 
Esté Argentino, para rancho de sus buques, como puede ver- 
se por los parciales remitidos a la inspección, advirtiendo que 
dichas iniciales significan "Servicio Martítimo Alto l/ruguay" 
cuyo;! efectos había 11 sido eml tafeados para Uruguaya sin pa- 
gar derechos de importación, como eorres|iotidía ( fs. 57 y Per- 
miso de Tránsito, número 37 fs, 58 i. 

Segundo: Antes de eso. el lí> de Mayo de i0o¿, se cons- 
tituyeron en la aduana de Concordia el inspector de renta-*, don 
Vicente Ou viñas y el jefe de la división del ministerio de ha- 
cienda, don Félix í^agltardo a fin de esclarecer otras denuncia* 
recibidas sobre operaciones fraudulentas cometidas 5 por el Fe- 
rrocarril Argentino del Esto, en el tránsito al Itrasil. que el 
mismo señor (iagliardi> había hecho conocer a lá siqtcnori- 
dad i fs. do > 

Tercero; l\1 mismo día comparecieron a declarar los agen- 
tes marítimos, don Samuel Prevé Zírto y l£*evc Hermanos. <|uie- 
nes. interrogados si las mercaderías dt^ránsilo para el Bra- 
sil. cuyos i>cmiisos se les presentaron, venidas a su consignación 
habían sido conducidas al pinito de su destino, contestaron : 
que esas mercaderías venidas unas a su consignación v otras 
a la de don Guillermo C.runduald, ha» ■un sido ordenadas fli- 
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rectamente por los cotnerei antes respectivos y el referido s-ñor 
Onmdivald se- las transfería para pcklér hacer las optaciones 
en la aduana, ignorando si llegaron a su destino ;* que no tenían 
las factura* corres]* mdientes a esas mercaderías y ,,ne las 
operaciones Iteehas ¡x>r los declarantes lo lian sido por lo de- 
clarado en el manifiesto, suponiendo que dichas facturas es- 
tarían en poder de! señor Crnmhvald cofüo consignatario; que 
los manifiestos consulares para conducir al Hrasil las merca- 
derías de tránsito, suponían habían sido sacados por el señor 
Orundvvald en el consulado brasilero de Monte Caseros: que 
m tenían ningún documento de que las mercaderías consigna* 
das a ellos en tránsito |*ira el Brasil, fueran recibidas confor- 
me, ignorando a quién iban consignólas en el lirasil : que has- 
ta Noviembre de 1902 presencia lia 11 la descarga y transl*»rdo 
de líl carga de tránsito para el lirasil y que al día siguiente se 
solicitaban ]*nnisos ]>ara seguir viaje, no así las que qneda- 
ban en dejkisito por recibirlas directamente el guarda del mue- 
lle don C.riscMo de Ja luiente, quién (as entregaba directamente 
al ferrocarril, y que desde Noviembre de 1902 no ha recibido 
t carga ni ha presenciado operación alguna ¡ M >r halárselo prohí- 
ludo el rcfernlo empleado, a pesar de ser el declarante el con- 
signatario de esas mercaderías, quejándose de esa prohibición 
al administrador de la aduana, habiendo autorizado la geren- 
cia fiel ferrocarril el 2 de Marzo último a don Mariano Dl-ÍIs 
|*ara que refiriera esas cargas en el nim-lle. |>or lo cual col- 
vieron a la administración en nueva queja |>or considerar que 
vmiemlo las mereaderias a su consignación, era indebida aque- 
lla autorización disponiendo aquélla de acuerdo con la snbnre- 
fectura. que las cargas fueran recibidas por el consignatario; 
que abrigando sus|iechas de que el guarda que recibía las car- 
gas en el muelle se prestara a negaciones ilícitas y a cier- 
tas pretcns.-Hies del señor Oundwald. -había desistid*» de con- 
tinuar con las oraciones de tránsito que venían dirigidas a 
aquél como lo comprobaban las cartas que en copia nresen- 
.taba'tfs. 04 a 65). ■ " 

Cuarto; Llamado a declarar el representante y adminis- 
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irador interino fiel Ferrocarril del l'ste. don Ediiiíünclo T&lbbis 
< h. í>7 1, declara: qñé tos vapores "Mensajero" e "Ibera" son 
ele la empresa <lel Ferrocarril del Kstc ) se ocupan Cti l:i carre- 
ra del A1u> Uruguay, siendo administrados |*«r la misma em- 
presa, que «1 libro de sobordo r|iie se le puso de manifiesto era 
del vaj>»r "Mensajero": que las cargas manifestadas en dicho 
lihr.i. Üe cuyo contenido se 1c din lectura, habían sido lleva- 
da* |K>r 'lieh.i buque a Úni^iasanaj de tránsito. p$b> que 
así restíltaiia de las partidas" en él asentadas; que las mercade- 
rías dé tránsito cargadas n bhtÚú del vaiwr nacional '^iensa- 
jeft>" en ¿} puerto de OíIk. con destino a Üru|uayaJja y 
t|Uf constan ejh el libro de solxmlo y )iernnsos qiic se le ex- 
hibieron 'deben" Haberse íí^nit^teádó en rruguayana. pero 
Hite no puede garantirlo i* ir rio Haber estado presente etj él ino- 
tpent" de !¡is operaciones: ''que iu« sabe" si la empresa tiene 
en sn poder las pruefcis cjffli qué justificar que las mercaderías 
expresadas en el libro de sobordo y que eoncuerdan con los per- 
misos fie tránsito citados, han sido o lio desenilKtrcadas en l'ru- 
guayaua: (¡ue et señor í'.nmdwald era jefe de tráfico de la em- 
presa, que los señores Ramón Mendoza y l'abln Kestard. des- 
empeñaban respectivamente. ios carpís de capitán y comisa- 
rio del vapor ■'Mensajero*": que ta empresa se ponía de acuer- 
do con el comercio fie Montevideo para transportar ]ior sus 
lineas jas cargas qttfe iKui.de tránsito al Urasi!. para lo cual 
les consignaban dichas carga * : que la transferencia los des- 
pachante «le aduana de las cargas que vienen de transito jiara 
él lírasil .consignadas a ta empresa del Ferrocarril Argentino 
<lel Este, respondía según 1<» informado j*>r el jefe de tráfico 
a medidas económicas; que los castres del Alio Cruguay se 
provecii de vi veres y liebidas para su consumo en distintas pla- 
zas V'Wireiates, va sea dé Montevideo, l'ruguyana o Kntre 
RÍOS; qué algunas de esas mercaderías tas han compra. lo a l«or* 
do de los mismos vapores a los comerciantes, las que venían 
como rancho de transir." para el Krasil : que no sabe con 

Quintó: Kl 7 de Julio «le 1903. compareció don f.uíllcnir- 
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Gruiwtwaid a declarar, y declaró, en la siguiente forma i tV 69 
vuelta a 7 jp : que era jefe ele tráfico riel Kcrmearril .\r^i-ntiiiM 
dfl Kste. desudé 1K7V). (jüe los vapores "Mensajero" o " llura" 
eran de propiedad de la empresa ; que la administración de lo* 
Vapores y del Ferrocarril es una. pero la contabilidad está se- 
parada : qiu> civc que las cargas manifestadas en el libro de si»-" 
huí t ie se le exhibió, han sido desembarcadas a Iwtrdo como 
tránsito.; que sitf>otiia que las mercaderías uuliarcadas en el 
"M ensa jero" como de tránsito para L'ruguayaua. han sido de- 
sembarcadas altíj agregando que tiene esa convicción; que supo- 
nía que las mercaderías de tránsito qgg tiguraliaii como embar- 
cadas en el libro de sobordo del vajior "Mensa jero" y permiso^ 
de tránsito eme se V pusieron de manifiesto firmados por la 
Carpidora y agentes Prevé y Gíulinm, han sido desemliarcada^ 
en Uruguaya ; míe esas mercaderías fueron llevadas a L'rugua- 
yana fuera de manifiesto a pedida ríe los interesados, explican-- 
dusf así. que hayan sido desembarcadas en aquel punto sin sec 
manifestadas y (pie no conste su introilueeión allí : que vjmmt en 
qué forma fuen ni despachadas las mercaderías en l'ruguayana : 
tjtie Ramón Mendoza, desempeña el e;irgo de capitán y Pablo 
iVcstanl el de ei «misario; (pie las cargas de tránsito de Mnutevi- 
deo para el Brasil fueron consignadas por un error a la empresa 
del ferrocarril ; que respecto de la consignación de mercaderías 
fie tránsito a nombre det declarante, sólo mía vez habia ocurrido 
con procedencia de Al ontevideo y eso por error del comerciante 
de UrugusrVana que pidió se hiciera así en vez de hacerlu a nom- 
bre del des] tachante det ferrocarril: que si no se salvaron fos 
errores que manifiesta el declarante y cu vez tic eso se trasfi- 
rieron a los despachantes esas mercaderías, fué para evitar de- 
moras, que la empresa se provee de artículos de rancho en los 
puertos de, Montevideo, L'nigu ayuna y Monte Caseros; que las 
mercaderías compradas en Montevideo con destino al ranclto 
de los vapores de la empresa no han pagado derechos ctt nin- 
guna (jarte: que conoce Ta marca } : que del año njoi se ma- 
nifiesta como de tránsito al puerto di- l/riiguayana y siempre 
con la misma clase de mercaderías y qne haciendo nso de un 



Ifó FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

(krcclio cjiic cree éJ declarante míe la ley le permite. traí;i 
sus mercaderías en transito para aquel imrrtti como provisio- 
nes de los buques de la empresa, cuyas mercaderías no bajaban 
a tierra, sirviendo cxohiHivamcnte para él consumo de aquéllos ; 
que no recuerda la feelia en que comenzaron esas o|ieracioiic<. 
que las facturas de las mercaderías de rancho compradas en 
Montevideo están en la contabilidad de los vapores y cree míe 
no habrá inconveniente en dar mía copia de las mismas. 

Sexto: Don Ramón Mendoza, capitán del "Mensajero" 
f fs. 73 a 74 1 declara que no intervenía en la administración 
del boque ni cu el recibo y entrega de mercaderías que estaban 
a cargo del comisario señor Lestard. 

Séptimo: Mamado éste a declarar fs. 74 vta. a 70 dice: 
'ine el libro de sobordo que se le jwne de manifiesto rotu- 
laüo "Ferrocarril del líste" pertenece al vaj*>r * Mensajero" y 
es llevado |>or él: que las mercaderías cargadas en el "Ceibo" 
cuyos asientos dicen la palabra *' Uruguay a na'' lian descmlw- 
cado todas en ese puerto como l> expresa el libro de sobordo; 
que las mercaderías cargadas en el "CeilxV* no incluidas en los 
man ¡tiestos presentados etl L'ruguayana y míe se detalla en los 
permisos de tránsito números 47. S*>. 104,. 108. 117, l h) y 
í2¿ del año u)02 t fs. 34. 17. TQ. 20, 22, 23 y 34 > >' números 
ij2. 05. 04. 102. 104. 108 y 1 16 del añu Kjo3 ( fs. 27. 28, 2y. JO, 
3 1 , 32 y 33 1 . f nerón desembarcadas en los puertos de U nigua- 
vana, ilaqui y San Bprja; que jxira esto, como está prohibido 
hacerlo sin permiso de las autoridades de l'nignayana. presen- 
taba 1111,1 declaración escrita tic míe los bultos habían sido car- 
gadns a ultima Hora, de acuerdo con facultades que le confe- 
rian las U ves brasileras, y otras con contenidos distintos ; míe 
las mercaderías manifestadas en los permisos 150, 45, 82. 115, 
152, 217. 31 y 106 de los años k*>i al io*>3 con la marca j car- 
gadas de transito para rniguayana, cuyo destino se le prcgvu- 
iab;i. habían sido cargadas en el "Ceilm". y guardadas como 
provisiones para los vapores "Mensajero" " litera" y "Cuña> 
tay ' : míe desde el año 1001 recibía a bordo del vapor *'Meh- 
sajem" mercaderías de tránsito con la letra J con destino a 
l'rngiiayaiia y las retenía a bordo par.t rancho de los vapores 
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de I.i empresa; que tío tiene conformes de las cargas de tránsi- 
tn desembarcadas cu l'ruguayana sin manifestar, sino <je Jo* 
agentes marítimos fie la empresa; que de los comerciantes no 
licnr: que ignora \hx qué en Itís jjüéitfoá brasileros |K-mutCii 
el ilcsjiachii de ¡as mercaderías cargadas en el "Ceibo*' sin for- 
ma alguna: que el manifiesto se hace con arreglo al mani- 
fiesto e< insular y las mercaderías que tío constan en éste son de- 
clara-la en el puerto de su destino como embarcadas a última 
hora, b simplemente con la cláusula de cargadas fuera de ma- 
nifiesto; que si hacia constar en el libro de soliordo del vapor 
"Mensajero" las mercaderías conducidas en tránsito )»ara L'ru- 
guayana cotí la marca }, siendo asi que éstas eran retenidas a 
bordo [Kira uso y consumo de los vapores» era por que si bien 
se trataba fie cargas de tránsito (jara el lírasil cargadas en el 
-Ceibo'" con destino a Unigturana. tenia órdenes de la em- 
presa para abrirlas en navegación y repartirlas conveniente- 
mente en los vapores " Hiera".;' .Mensajero" y "Cuñatay" mien- 
tras se encontraran en viaje |wa el consumo del personal y ex- 
pundio de los pasajeros : que esas mercaderías na era» nt a mi s- 
tadas en ninatttta forma en t 'nujuayana. puesto que haeíati fu.» 
de ellas para el ctmsttmo de hs vaffores, que si en el "Ceilwi" 
se fraccionan los permisos de transite, cargando en distintas' fe- 
chns. es por que así lo pedían los dueños de la mercadería . 

Octavo; Llamado nuevamente a declarar el jefe de tráfi- 
co, señor C.rundwald fs. 70 vía. a 81. dijo: que los permisos de 
despacho de las merca derlas. que se le presentaban introducidas 
en la aduana de MonU Caseros erni las marcas S. M. A. U. 
IK'rtenecei). a la empresa del Ferrocarril del liste y que acmé- 
lias estaban destinadas al rancho y consumo de bis pasajeros a 
bordo de los vapores de la empresa: que respecto de las demás 
mercadtrias manifestadas con la misma marca y declaradas 
de tránsito jura Uruguay a na, no tiene presente si han' sido 
destinadas, cmno las anteriores, al consumo de la tripulación 
v pasajeros de aquéllos; que la marca S. M. A. I'. que signi- 
fica Servicio Marítimo Alto Uruguay, [wrteuccía al rancho de 
los vapores cuando las mercaderías se destínala!, para el con- 
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simio de aquéllos; (jilo l:i razón tic haber dcspaciiath» V p:i«:nl* • 
derecho» ta empresa por las mercaderías ipie >e destinaban ¡d 
rancho tic los vapores con ta marca S. M. A;. LÍ. cuando dirás 
partidas con fa misma mana y cou el mismo destino nu ha- 
bían pagado ni las introducidas can la ktra J con destino tam- 
bién al rancho tos vapores. Ené por míe a raíz ele los contra- 
bando* tic 1895 cu ti Alt.» L'rugtiay. la administración rc*oi- 
vin iwigar los derechos de las provisiones para vaj^res 
pero más tarde babiéndoks aconsejado üjíie esa oiieración era 
legítima, se resolvió llevarlas en tránsito, sietlfiíi |*ara ti con- 
sumo de U>s vapores . 

Noveno: Llamado a declarar tlbn Samuel Prevé 3£irto fs. 
8¡ a So. dijo que ti despachaba los jn-rmisos de las mercade- 
ría- ilc tránsito al ürasil t|itc conducía el Ferrocarril Argén- 
lino tlel Ksic por la vía "CeilHif a L'n talaya na, las que venian 
a la consignación del jefe de tráfico del ' erroearril Argentino 
del E&té. señor r.runduald y ..iras a la suya; míe las merca- 
derías que tío venían a su consignación, linas se han transfe- 
ridn en ÍOfntá :mte la aduana y otras permitía el resguarda (jiie 
sé' cambiara la 011 s i «i ación al dar el manilicst.. tic entrada el 
vapor: qite las mercaderías que despachaba en transito al lira- 
sil, no las consignada sino que las entregada directamente al je- 
fe de mítico de la empresa del P. C., señor Grundwald: (nu- 
la operación se realizaba siempre entregando la mercadería a 
Mi empleado de la empresa en sil (jro^O muelle de donde pa- 
sada la carga a los vagones; que sobre la circunstancia cuya 
explicación Se te pide de no lialnr llegado a l'ruguayana tas 
cargas despachadas por él. cbffio lo comprueban los documen- 
tos oficiales míe se le ponen de manifiesto ref rendado?, por el 
administrador dr aduana de aquel puerto, declara; que habien 
ilo Igídb en el diario La Lev" ijue se hacían cargos ptir con- 
trabando al señor Ginttmno «Vrnndwald. jefe de tráfico del Fe- 
rrocarril Argentino del Este, por las carga* recibidas de tran- 
sijo ;d llrasil y como el declarante lucra el despacbante que 
intervenía ante la aduana y nb bacía operaciones tic factura- 
consulares, creyó oport un,, cerciorarse fie la verdad, por cuanto 
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le afectaba directamente, haciendo, al efecto, tres viajes ai Al- 
to l'niguay. primero con el vapor "Ibera" y dos en el "Men- 
sajero" que es el r|ne estaba destinado a conducir todas las 
carga* de transito, teniendo oportunidad de presenciar perso- 
nalmente la forma en que se cargaba el tránsito cu e! Ceibo de los 
vagones ai "Mensajero" por el comisario l.estard, apartando 
los buhos tjtie se manifestaban jen el consulado brasilero a mi 
lado y las que no iban manifestadas, a otro, que llamando la 
atención al declarante, tan rara clasificación y habiendo pre- 
guntado al comisario a míe respondía tan rara operación cuan- 
do toda la carga Devalia el misino destino, 1c contestó que "ya 
tó vería a la salida del puerto 1 ', que concretando lo referente 
a la operación que presenció el declarante en el"" .Mensajero" 
fué la siguiente: a ta salida del C'eilm. después de comer, como 
a las 8 p. ni., más o menos, el comisario señor Lcstard hacia 
abrir los cajones, dirigiendo personalmente la operación, guar- 
dando |iarle de las mercaderías en los camarotes y otra en el 
salón ciíando no viajaban pasajeros, diciendo que lo bacía por 
instrucciones del señor Crundwald, y que al regreso del mismo 
va)»or desembárcala las mercaderías a los vagones que ya es- 
talwm preparados de antemano, regresa mío esas mercaderías a 
Concordia embatadas en ludios como iquipages o en baúles, 
evadiendo de esta manera la intervención aduanera en el CcíIhk 
que la operaeiYin de descarga de los bultos la efectuaba a altas 
horas de la nuche: que en el segnmlo viaje iuie hizo en el "Men- 
sa jen» '. en Knero de M*y, presenció las mismas operaciones: 
que a su regreso a Omcordia ( s t - prqsentó al señor f.rnmhvald 
y le manifestó que en vista de aquellas o|»eraeiones ilícitas, que 
había presencia* lo, eesaki de ser despachante, fijándole un pía 
zü de veiiiu días para qtie buscase otro; que las mercaderías 
que vio sacar fie los cajones fueron tejidos, pañuelos de seda, 
naipes y perfumería, drogas y específicos: que los cajones que 
mtedak'in a bordo tos arrojaban al agua. 

Décimo: Kl- _*5 de Julio de 1903 recalcó el inspector Omi- 
nas fiel inspector de suhprefeeturas una copia del r.*l de tri- 
pulación del yapr "Mensajero" que arribó, ¡i Santo Tomé el 
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¿X de Febrero del mismo año. la <|tte obra a fojas HH na. y 89 
con la nomina üe los tripulantes. 

11. ; Llamados a declarar ti marinero Añádelo Maídaua. 
ex tripulante del vapor "Mensajero*" y el peón de ribera, ííe- 
moii Amararo. is. yo a o> vía., cor mi turan la declaración «Le 
l'reve Zino 011 lo que si* refiero a la agriura fie cajones de 

readerias a 1 tordo y descarga ile Indios, fardos o baúles en 
el É&hQ :il regresar del Alto l'rugnay para cargarlos en los va- 
gones del ferrocarril, 

12. *': Manuel Caminos t fs 931 mayordomo del "Mensa- 
jero" declara que recibía las mercaderías para el consumo de 
a lionlo en cajones <|nc él abría durante la navegación. 

t.V : (Tutee Maria Tahórda, < fs. <*4> ex marinero del 
"Mensajero", declara *jne lia visto descargar cien cajones, más 

menos, de mercaderías entre los puertos de Itamü y San 

1 loria a la altura de la isla de Kuttiy, cuya mercader ¡a había 
sido conducida en un vagón del ferrocarril al Ceil»o y embar- 
cada en el "Mensajero", efectuándose la entrega i»or*el comi- 
sario l.cstard a las diez de la noche, más o menos: míe gc- 
neral mente el vapor regresalia del Alto l'rugnay al Ceibo des- 
pués de las doce de la noche y que las encomiendas de bul- 
tos, fardos o baúles, se ilesembarcaban a primera hora, nsi cjtte 
están lisios los vagones del ferrocarril. Preguntado sobre el 
particular agregó; míe cuando se trasburdarmi b »s cien cajones 
treme a l;i isla flutuy. el rio estalwi crecido y la íntche oscura. 
I -i lo cual se hacia sospechoso el buque míe los recibía. 

14.": líl 10 de Agosto 'le Hjo.í. elevó el sumario asi le- 
vantado el inspector señor Ominas al jefe de la inspección ge- 
neral de aduanas, haciendo notar cjiie de sus constancias, ¡re- 
sultaban eonipr ibailos los siguiente.* hechos; 1." Que merca- 
derías despachadas para L'rugnayana según los permisi** de 
iránsii * agregados y libro ile sobordo del va|Hir "Mensajero". 
110 han sillo manifestadas en la aduana de dicha localidad, ha- 
biendo sido introducidas de contrabando en territorio brasile- 
ño, según confesión del jefe de tráfico del l-orn carril Argen- 
tino del liste. <eñor Ortmdwalt] y fuera de manifiesto, según 
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declaración del comisario Lestard, i>or haber sido cargaflas a 
ultima llura; Que los ca j» mus de mercaderías despachadas 
de tránsito al fírasil cotí las marcas J y S. M. A. ü., han sido 
abiertos a bordo del vapor "Mensajero" que las conducía, dis- 
trilmycndolas entre los demás vapores de la empresa para el 
consumo de la tripulación y expendio de los pasajeros; que 
las demás mercaderías despachadas de tránsito jara Unigua- 
yatia que no llegaban a su destino, eran desencajonadas y de- 
positadas en los camarotes |rara descargarlas al regresar al Cei- 
bo en hultos. fardos y baúles a los vagones del ferrocarril. 
* Mace notar el señor inspector que habiendo salido la mer- 
cadería de Ja jurisdicción de la aduana, corresponde elevar los 
antecedentes a la justicia federal para la aplicación «le las pe- 
nas que correspondan a la empresa del ferrocarril y autorus 
del hecho ( fs, 99) . 

En un informe posterior, fs. 100. mnifiesta el mismo ins- 
péctor f|tte la defraudación cometida jior la empresa del ferro, 
carril al destinar al rancho de sus va|w>res mercaderías mani- 
festadas en tránsito o con destino a L'rugtiayana. se encuentra 
prevista y penada |n>r el íirtíeulo 1.001 de las ordenanzas de 
aduana, y que en cuanto a las mercaderías de tránsito con des- 
tino al mismo puerto, que según constancias del sumario fue- 
ron reeondueidas al puerto del Ceibo ¡nira ser descargadas allí 
y llevadas de nuevo por el ferrocarril a Concordia, se encuen- 
tran penadas por los artículos i.o*>, 1.030 y 1.037 de 
las mismas ordenanzas. 

15.": KI jefe de la inspección general de aduanas elevó el 
sumario al ministerio de hacienda ífs, 101) quien previo dic- 
tamen del señor procurador «leí tesoro, resolvió |>asar los an- 
tecedente* a! juzgado federal de esta circunscripción ífs. 104). 

l<V': Casados en vista al sciW agente fiscal, dictaminó 
éste solícitandi» que el juzgado so declarase competente y man- 
dase proseguir e| sumario, constituyéndose al efecto en U ciu- 
dad de O «icordia para la mayor rapidez y eficacia de la ins- 
trucción de aquél l fs. 105 vta l . 

17.": íín esta o|h»rtunidad se p. .sentó don Ignacio Coro- 
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nado t'niim representante i if I denunciante, don !'eh\ í^agliar- 
do, para it imar la intervención (pir lo correspondía en el inicio, 
acordándomela vi juzgado * fs, nm. 

iK.': IVir auto do fs. 111 mandó oí juzgado instruir el 
sumario de acuerdo eón ta vista fiscal, disponiendo al mismo 
tiempo que compareciera ol ¡mpeetor sefior < htviñas a espe- 
cjfican mu llorándolos, los permisos y planillas a* *pie se rctie- 
ro la nota de fojas j. y fpio practicada esta diligencia. :^o sofi- 
sitkra por la vía diplomática la ratificación do los informes cp* 
rrientc á fs. t y 15 del inspector jefe de la aduana do L'ru- 
guayana, incluyéndose cu el exhorto lo.* permisos de tránsito» 
correspondientes. Se dispuso también, pedir copia al ministe- 
rio del decretó reglamentario sobro tránsito al lírasil y la ra- 
tiín-ación y ampliación fie las declaraciones tomadas por el ios* 
pector sumariante, eonstitu yéndose, al efecto, el juzgado con 
*í procurador fiscal en Conicordia ti 1 .tro plinto de la provin- 
cia «jue lo considerase necesario. 

iu.": \ fs. n-\ pidió el representante del don iniciante la 
práctica dt> varias diligencias tendientes a esclarecer las de- 
fraudaciones imputadas a la empresa, mandando el juzgado 
(pie >e practicaran dos de ollas y se pn Hediera en oportunidad 
respecto de l;<s otras. 

jo.": !V fs. 114 a ti" curren agregadas planilla-; remití- 
das por la administración de rentas de Monte Caseros espe- 
eificando las nier^adcrias señaladas con la letra | embarcadas 
en Concordia p.*r el vapor "'ll cusa joro" do tránsito para L'rii- 
guayaua desde el i«> de Diciembre de i«»>i hasta el primero 
dt- Mar/o de njoj. 

21.?; l>o fs. 11S a IJ7 corren algunas actuaciones adnti- 
1 nitral ivas referentes a 'os hechos denunciados practicados 
con anterioridad al auto judicial sohre instrucción del sumario. 

22:' : Kn diligencia de fs. Í30 manifestó el inspector se- 
¡V»r tlu viñas i|iie los permisos a «pie se refieren las notas di 
fs. 1 y 3 son (pie ohrau a f>. ,t. 4. 3, o. 7, 8, ij, 10. 11. 12. 
13, 14, 2$ Jf, jfi, 37, jS. .vi. 40 y 41, siendo lós demás los 
i|iu- so hallan detallados t -n ta nota corriente a ís. 15. 
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23." : A fs. 131 vta. aparece un informe de la prefectura 
general de puertos dieiendo que los vapores "Mensajero", 
"Hiera" y 'Cnñatay" fueron inscriptos el 24 de Marzo de 
i8f»fj bajo los números 40o,¿. 401)4 y 4095, respectivamente, 
a nombre del F. C. del Este. 

24": A fs. i,í5 informa el vicecónsul de los Kstados Uni- 
dos del Jírasil a pedido fiel juzgado, que las reparticiones adua- 
neras del llrasil en el Alto Uruguay son Uruguay ana. Itaqui 
y San Korja y míe los manifiestos de carga legalizados por 
el. S0n remitidos a sus respectivas administraciones. 

25-.*.: Constituido el juzgado en Concordia, comparecie- 
ron ;i decla+ar las siguientes personas; a) Samuel l'rcve Zino, 
fs. ijo a 138* <|iie amplía su declaración anterior y la ratifica, 
con l,t salvedad de que :il contestar la tercera pregunta «leí in- 
terrogatorio ( fs. fo a fy) ...«.nrece diciendo que "siifione ha- 
yan llenado esos requisitos", en tanto que afirma que los ma- 
nifiestos consulares, facturas y conocimientos se hacían en la 
misma oficina de tráfico del Ferrocarril y eran remitidos para 
su despacho al cónsul Brasileño de Mi míe Caseros |>or la 
misma empresa del F. C. (>) Carlos A. Iglesias, míe reconoce 
la firma del |xtuiíso de fs. ¿7: ignora por ei"-uta de quién 
vinieron consignadas las mercaderías designadas en dicho per* 
miso y quién las reeihió. pues se limitó a poner su íirma como 
empleado de la empresa "La Cardadora" y por orden de sus 
supriores, sin recordar quiénes eran en la fecha det permiso, 
porque lia habido muchos cambios en el persona!, c) Hono- 
rio K. Lahcquc reconoce la firma puesta al pie de los permi- 
sii* de tránsito NV' 64, 89, f»» y <J¿ corrientes a fs. fi, 17, 27 
y 38 de estos autos, ti) Kcli|H' Laltcqtic, reconoce las firmas 
que aparecen en los permisos de transite» números 105, 10 [ 
y lio corrientes a fs. 12. 31 y 43 y declara: (pie las merca- 
derías eran entregadas al Resguardo con arreglo a los regl;i- 
meuti»s de tránsito y ordenanzas de aduana pitra conducirlas 
a su destino, f) Kdnumdo Tallnus, secretario administrador, 
interino del l T . t\. se ratificó en su declaración de fs. 67 a 09, 
decTmamln sob/tí otros pimíos relacionados 0*11 la propiedad 
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y administración de los vapores 'Mensajero'* e "llierá**. f) 
¡mn Salduna. declara que Honorio LaUquc. empleado de la 
sociedad "Salduna y Cía.", firmó efectivamente con su auto- 
"ilación los permisos de fs. 6, 17. >- y _»H que se le exhibíe- 
ri.ii; no puede precisar en ese iiiomcnlo Quiénes eran los due- 
ños y comitentes de las mercaderías a que se refieren dichos 
permiso*, pero podría hacerlo compulsa mío los libros de la 
sociedad; supone ijue las mercaderías habrán sido recibidas 
|íor las personas a quienes iban dirigidas. <// Pedro M. j$*o- 
rrega. declara: que Honorio J,al>eqiic tirmó con autorización 
de los wkíos de la sociedad "Salduna y Cia.". de pe el «le- 
clarante formaba parte. los permisos de fs. 6, 17. J7 y _>8 tjjie 
se le exhibieron, asi como Daniel Mac Corquodale, los de fs. 
3. 4- 8fc lo, 23. j; v 24. J5. ¿2. 34. y 39 que también 

se le exliibier.il]. que eu los libros de la sociedad constaba 
quiénes eran los comitentes de las mercaderías y quiénes pa- 
gaban las comisiones por las operaciones aduaneras; que mu- 
ehas de las cargas a que se rctieren los permisos menciona- 
dos. hnn sido llevados a los puertos de San flor ja c Jtaqtii. 
annqne las operaciones hayan sido hedías con destino a Crn- 
guavana, pues aquellas aduanas 110 están autorizadas (Jara la 
introdueión di recta de toda clase de artículos. 

-Jó." : En este estado se dictó auto de tic te lición contra 
don Ramón Mendoza y don l'ablo l.cstard. comisionando al 
mismo tiempo al administrador de la aduana de Monte Case- 
ros para que amplié las declaraciones de Anacido Maidana. 
Xenón Amaro, Manuel Caminos y Dulce María Tabón la. 

2j,": Continuando el sumario comparecieron a declarar 
las signiuntos |>ersoiias: nj Gifillerliin Crumiwatd. jefe de 
tráfico del l\ C. del Ej&te Argentina 1 fs. 1501 ratificándose 
en las declaraciones prestadas rf'í» fs. fwj a 73 y -i> a 81, y agre- 
gando: que CS práctica que lodo permiso se saque con destino 
a 'ruguayana y que el manifiesto consular del vajmr deter- 
mina el puerto a que se conducen las cargas; que en cuanto 
a las provisiones «le íi% vapores, siendo buques internacionales 
estaban habilitados para tomar su rancho en puertos extranje- 
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ms, habiéndose cumplido la obligación tic presentar mis lisias 
de rancho en cada viaje éii el puerto «k-l Ceibo: qué no péfle 
áséjgpÉír míe las carpís hayan sido a tal o cual puerto. |iorquc 
su misión 1,0 era la do acompañar las carcas. poro que dada 
la docunn litación de la empresa en ella consta que no lia pa- 
sado un Indio de tránsito sin <jue hayan oblado su flete res- 
pectivo, constando a la vez, los recibos do los agentes de los 
distintos puntos: que si el libro de sol ion lo está do acuerdo 
con la dociinieiitacióii aduanera, es una nrnelia evidente de 
que la carga ha sido llevada a su destino, puesto que ese libre* 
hace fe ante la legislación aduanera. Interrogado sobre si lo< 
manifiestos consulares de las mercaderías en tránsito para el 
lirasil están en un todo de acuerdo con las constancias del 
libro de solmrdo del limpie en que acuellas fueron transí» tr- 
iadas, contestó: que posiblemente no. porque en muchos ca- 
sos, a |ícdidn de los comerciantes al des|Kic1iantc de las car- 
gas en Monte Caseros, al comisa rio del vapor y. en algunos 
casos, al declarante, se llevaban cargas fuera do man i tiesto, 
con los ijue mi se perjudicaban los intereses del fisco argenti- 
no; (|iic talos concesiones se hacían en razón de la coi upe- 
tencia del Ferrocarril Uruguayo del Sallo a Santa Rosa tute 
hacía iguales concesiones a fin de obtener el tráfico. Interro- 
gado si el declarante o la empresa del F. C. recibían merca- 
derías a consignación en tránsito para l'nignayana. y si co- 
misionó píira el despacho do los permisos de aduana al agento 
marítimo Samuel Prevé Zrno. contestó; que por error de las 
casas reiititentcs de Montevideo han llegado algunos bultos 
consignados ;i él o a la empresa en tránsito para el Brasil y 
que no estando habilitado para hacer la Operación de reem- 
barco, pidió a los despachantes citados formularan la trans- 
fereneia correspondiente, habiendo seguido esos bultos a su 
destino, fie acuerdo con las instrucciones de los comercian- 
tes, h) D. OHvcT Kudgc declara: que como administrador 
de la empresa del F. C. lo era de los vapores "Mensajero", 
'■Ibera" y "Cnñalay" : que la empresa recibía mercaderías a 
su consignación |iara transportarlas dé tránsito a los puerto* 
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del [írastl pero <¡ue esto n*. tenía irás tíifeiM «|oc airaer y**~ 
su linea del fern>earril y fluvial el e%*není>- «le l«*s 
lira-iieiíos del Allí» l'mgiiav ^«trairMar la <f»*n|*t«*- 

iia «le !«is ferr.*arriles unignayt^: t$»c fc» etnpcn^ irpearjraka 
a despachantes la tramitación aihanm owri- 
srón y ahorrando gastus i I»* remitente- «1c las wcrwkrias : 
»|ue las provi>u>nes para ram l> - las e> cni«r*Kwn ent««xv< en 
Buenos Aires y antes en XI* «ntevwlc.iv, n»»r -er neos Uara** y 
míe algunos artieitlos eotnpnihan en Utn^uayaija; -pie l>«s «Ac- 
recí! hs tli* alj*nuos artícttl<»s han f*£¡*A*> en C*om>«dn. 
en tatito oU(E otri»s lian sillo «lrefara*Í*-- o»n%i mervadtrria* en 
tránsito al iírasit: i|tte U*s artieul« *s «me «tice, han |et*adk* «le- 
rechos son calmti. anetos. remachen «tc_ y «w a^jnnrts 
e< miestililes también. 

jtf.": CareacJos los señores IVeve Zña. y < -aálmi*» Grund- 
uald. *i ratificar* m aml»*» en sus >kvbrh>c\- »*f«eienA* 
el primero presentar al juiR*'*" W et*fc»*imirni«*s de las or> 
gris venidas de tránsito para el Brasil en •h-in*'»- \aj*-«v- «le 
la partera con prisredem-ia «K- yU*tt<nMt*K, y »pt han sü» 
entregadas a la empresa «M fem «carril. sqpaarnd» ha-i a Xl««n- 
U* Case rus: euvti itín.-einiíentn V» hace (ara instinear sn asert" 
«If i[tii" si- lian practicado • •peracT»'ii»es «henas, i«*rs la mayeir 
partí 1 de las «te rea • leñas a tjne se ivñVien es**s en«»<imnen- 
tos despaehados por !a aduana. i>* ftcjfiivm a so «lrí*T%» os. 
162 vuelta 1 . 

_h> - ; IV f<. ir** a 1S0 .Unan las- >ijpriemcs tkeJarav*«we«; : 
,t) Uamón Mendoza, no* ratifica y ampta so Ocvtarae»^ an- 
terior, ftj Pahlo l.otard. inte Se ratibca laodñra en sw de- 
coración anterior. a giendo : ip* e! !*■>* «ir s^-l***!.* «jae 
se le puso de manifiesto e> d nit-ns» a «p*f lenmr en a«fnc~ 
11a declaración : e»m cjsee|»vión tfc- las mervatk-rta- «»ue fie- 
valían la letra J. t< da- las o K»-¿*iti»fct^ en eí hfn\» tir 
o ««i (iestntO a l "rnjjiiavatia. 'un ^kl » «fc^-«miKnva»ta aüi. o»a*> 
tattiüién una p;trtida de vin<» y veia- <p*r n^nta aupoetta 
Irtra en »-! lil»r.» iiieiiei..na*^». y •(«<- OLmí«»*n*cs »k 1»^ ^?cn- 
tess Ifta.rttiftlOü f' »rrifs|* ardiente- a t*- *~*r«a- ■ Sf-^T-ha reacia- *rt 
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l"ru¡ina_\ana, se encuentran en la oficina de Itálico *k-1 F. C. 
«y Añádelo Maydrma se ratifica en la declaración anterior. 
<>Wrvando únicamente tute l*w cajones' tuie lia vislo abrir con- 
taran motamente otmestililes y Itebidas para él consumo de a 
luirdo \ declara <j»c las encomiendas en Millos, fardos o bau- 
les i|He lia visto bajar de a bordo en los viajes de Caseros, 
erve que |>crteiiccian a pa>ajeros, y inie en puertos argentinos 
sólo una ve* lia visto liaeer un traslNirdo de mm partida de 
jalxm. i/> Xenón Amaro, ratifica y amplia en término* ána- 
bg^is a Maydaiia >n declaración anterior. <■> Maimel Cami- 
nos, ral i fíen también su decía ración anterior, re pWM luciéndola 
en lo princiikal. 

A pelieióp fiscal, se declaro clausurado el sumario 
t f s_ .xy i elevándose la causa a plenario y pasando los AÜtúé 
al ti sea l a los efectos del artienlo 457 del Código de Proce- 
dimiento en lo Criminal 

,\i.":J>c fs. J04 a .mi. corre la acusación fiscal, pidiendo: 
1." yue se condene a la empresa del K. C. del lisie Argenti- 
no al |«ago de una multa igual al valor de los efectos de 
tramito destinados al consumo de sus va) Mires, de acuerdo 
con lo dispuesto por el artículo l.ool de las ordenanzas de 
aduana: ¿:' míe se condene a ¡Érei Ramón Mendoza, capitán 
del vapor "Mensajero" a la |>eiia de un año de arresto, de 
conformidad et*n el a ni cu lo 40 de la lev .v8np y una milita 
tW un valor igual al de hs mercaderías contrabandeadas, de 
acuerdo con los articulo* 1,018. i.oj m \ h 10.15. imjík i.oíó v 
1.037 'le ' as ordenanzas de aduana, cuya multa 1 leí te ra ser 
abonada por la empresa del ferrocarril si Mein loza no la sa- 
tisface, conforme lo establecen los artículos 1.027 . v f°j8 de 
las ordenanzas de aduana y !<•> artieub» fgj y 44 del decreto 
solrre ojieraeioiies de tránsito con d Brasil, de ¿8 ele Noviem- 
bre de 18115: v* m» se condene igualmente a don l'nblo l.e*- 
tarti eonusario del vapor "Mensajero" a la pena de un año 
«le arresto prescripta \**r el articulo 40 de la ley de aduana 
numero ,v8-jo, como coautor de los coniraKindos y a la pena 
de o<ni¡*» de las mercailerias contra bandeadas, de acuerde» con 
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los artículos 1.025 >' 103í » ( k' ííls ordenanzas de aduana, y 
poí 110 existir aqui-Has a una multa igual a su valor, «k-biendo 
la empresa del ferrocarril Argentino del Kstc abonar dicha 
mulla en el caso de que Leslard no lo hiriera, de acuerdo c«m 
los artículos 1.027 >" tjodft «le las ordenanzas de aduana y con 
los artículos 43 y 44 «le decreto «leí 2H «le Noviembre de 1895 
ya citado : 4." íjlie so condene a los acubados a pagar las costas 
dt?l juicio, Al mismo tiemjjo pidió el fiscal «me por la acusa- 
ción deducida contra ella y por las «lemás responsabilidades 
qilie tiene la empresa se citara al presidente del directorio en 
¡a república para.«|»e se presentara en forma a estar a derecho 
en esta cansa. Igualmente solicitó el embargo preventivo «le 
lus bienes dejíamón Mendoza. Pililo Lestard y empresa «leí 
Ferrocarril Argentino del Este en cantidad suficiente para res- 
pertider a las resultas del juicio, todo ile acuerdo con el ar- 
ticulo 170. inciso 5.". del Código de Procedimientos en lo Cri- 
niinal y 1.031 de las ■■r«k > nanzas de aduana, 

32"; Por :mto ele fs. 2 ra se «la por dedueida la acusación: 
se corre vista al denuncíame y se manila trabar emlargo en 
el vajMir "Mensajero" y en los edificio que la misma empresa 
tiene en la ciudad de Concordia. 

;*V: A fs. 22tí se presenta el ai»o«lcra«lo del denunciante, 
deduciendo a su vez. acusación contra la empresa y pidiendo 
sea rumie-nada a pagar Mua multa igual al valor de las mer- 
caderías detalladas en lo* |>cmiísos «le tránsito y planillas que 
corren de fs. ,í a 41, con más los derechos fiscales y costas. 

34**: C'orridn traslado al defensor de los seimres Instare! 
y Mciuloxa y al presidente «leí directorio del Ferrocarril Ar- 
gentino <lel liste, señor F, H. Chevallicr Houteil. se expidió el 
primero de fs. Jjt*> a 252. «leductendo como articulo previo las 
execciones de incompetencia «leí jmga.To y falta de persone- 
ría del señor Ignacio F. Coronado, fimdándase ésta en la fal- 
ta de personalidad «le su mandante, don Félix (laglianlo. 

35.": Sustanciada las excepciones «leduciflas. fueron re- 
suellas rwfe*ánd6las t>or auto de fs. 273. eoiifimia«lo por la 
Kxcina. Cámara a fs. 205. 
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y».": De fs. 303 a 372 obra el escrito de contestación del 
defensor de los señores Pablo Lcstard y Ramón Mendoza en 
d (^tie se sostiene' crj primer término, la improcedencia de la 
la acusación contra la empresa fiel Ferrocarril del lisie Argen- 
tino, con arreglo a lo preceptuado por el artículo 43 *lel (Éó- 
digo Civil que exime de loria responsabilidad a las personas 
jurídicas por actos delictuosos o ilícitos de sus representantes, 
y niega |*or otra parte tas defraudaciones y contrabandos uri- 
Iniídos por la denuncia y la acusación a sus defendidos, pues 
los actos <|iie según aquélla importan una violación del artícu-* 
lo r.oof de las ordenanzas de aduana son |ierfcctamente le- 
gales y tos otros, calificados de contrabando como víolatorios 
de los artículos 1.018. 1.024. 1*025. 1-026. 1.030 y [.037. no 
aparecen justificados en autos ni podrán justificarse, ofrecien- 
do en cambio probar que las mereaderías míe según informe 
del señor administrador de aduana de l "ruguayana 110 fueron 
desembarcadas 'allí , lo fueron efectivamente, con Jo que que- 
dará destruido el fundamento de la acusación en esa parte. 

37.": Contestando *a su ve*, la acusación, el representan- * 
te de la empresa de Ferrocarril sostiene de acuerdo con el 
defensor de Lcstard y Mendoza, la irresponsabilidad- de ai me- 
lla y aduce, además ele las razones en (pie aquél funda su opi- 
nión, la de que si la mencionada empresa fuera acusable, de- 
lieria ser sometida a la declaración indagatoria establecida por 
la ley procesal, sin que la declaración de sus representantes 
pueda suplir esa formalidad, llegando a la conclusión de que 
si el juzgado ta considera enjuiciable y punible el juicio ado- 
lecerá de insanable nulidad y así debe declararlo aquél. Para 
demostrar la imposibilidad de que una persona jurídica pueda 
♦ ser acusada hace notar esta parte que tampoco podría ser 
detenida preventivamente. Arguye también, diciendo que el 
ministro de bacienda de ta nación dictó resolución declarando 
que los hecbos que constituyen este proceso rió constituyen 
delito y ofrece probarlo; que fiara responsabilizar a Itis prin- 
cipales con arreglo al articulo 1.027 de las ordenanzas de 
aduana, es necesario (pie los actos imputados a sus subordina- 
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do< causen perjuicios a ln renta lineal: que no es posible de- 
terminar en tpié consiste el contrallando, ni pesar, medir o 
contar la mat -ria cont ral >andeada. corrió tampoco aforarla, y 
por rlh, (pié el uso de las mercaderías marca J. para el ow- 
siuno fie a bordo estaba consentido y autorizado. 

0$l Abierta la causa a prueba por autos de fs. 37 J vía. 
v ofrecidas algunas i» >r acusados y acusadores, so presentó 
don 1 Viblo I.estard (f& 41 jí pidiendo ampliar su declaración 
indagat* »ria y explicarla en algunos puriíOs tjHf pudieran lia- 
. luT ijuedado dudosos, a 1« * que se opuso el fiscal jmr escrito 
ile fs, 41 ¿ a 414, renunciando más adelante el defensor de 
Lestanl a su petición anterior. 

,VJ,": Kn el término ordinario y extraordinario fie prueba 
se han producido las siguientes por los acusadores y acusados : 

Por el acusador particular: a) copia de las declaracio- 
nes de los testtgp! Cef crino Ciuadalupc. líómulo Cúneo. To- 
riliín r.attat. Juan (madalupc y Juan Deeham. prestadas en el 
expedienté sumario número 1.064, 'l/M- iniciado contra 
el Ferrocarril Argentino del Éste por 'defraudación, remitida 
por el ministerio tle hacienda de la nación 1 fs. 4_M a 4A)I- 
h) informe del Banco de la Nación Argentina 1 fs. 432). c) 
informe y antecedentes remitidos por el administrador fie 
aduana ác Concordia, obrantes de fs. 436 a 44"- if ) informe 
del minisierio tle relaciones exteriores de los Estados Unidos 
del lírasil sohre los puertos tle San Itorja e lta<pli, remitido 
l«>r la legación argentina en af|iu-l país t fs. 450 a 451 ). c} 
informe di- la aduana de Monte Caseros < fs. 457 vta. 1. /> 
pennisos de tránsito de Concordia al Ceilto remitidos por el 
ministerio de relaciones exteriores con informe del vicecónsul 
brasileño en Monte Casen* i fs. 467 a ft) decreto de* 

exoneración <]e1 vista de aduana de Concordia, don Ricardo. 
Marine;. I fs. 517 ). ti) copia de la sentencia recaída en el 
inicio seguido contra doij Jfofgé Maeleod y dhri Juan Iglesias 
eoiuó socio «le fa razón j, Maeieod y Cia., y don Maleo Igle- 
sias pi>r contrallando y contra los empleados de aduana. Ken- 
jainin llaymau. José Rodríguez. Anioniu (Vonzákv. Claudio y 
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Miguel ifrrmi-.nl. Leopoldo Romero y C. liadia y llnper. por 
complicidad un dicho eontráknido < fs. 52.' a 54? 1. íj infor- 
me de ta aduana de Concordia respecto de la firma con que 
apareeia registrada la compañía "La Cardadura" en aquella 
administración desde <ft;i liarla 1005 ( fs. 540^ i. /j infirme 
del iiispeeior de rentas señor J. M. Kamella dicieudi que exa* 
mtnado los lil>n is de carga que prescrita la ctíipresa del Ferro- 
carril Argentino del Este, especialmente Ins dos últimos qúc 
tratan de 1n carga recibida entre Concordia y Ceilm para Bra- 
sil, del año ojoi a 11x13 y nioj a OJ04, no existe constancia 
alguna en ellos «a- copias de manifiestos y que la empresa no 
ha llevado ¡í|ms de conocimientos íís. 554), k) copias de 
los permisos de tránsito que obran en autos i fs. 556 a 596).. 

Por cí l*roittrador fiscal u) Los permisos de tránsito a 
que se refieren las planillas de fs. 1} y 14. que curren agre- 
gados de fs. jujo a 6pgfcl />/ Dcelaraei«incs de los testigos tmi- 
Mermo Mae Corqimdele. Ignacio Yanacón) y Pedro Larrabu- 
ro, presentadas imr los acusados para justificar la taclia «pa- 
les opone i fs. 613 a tu"), f) Decía raciones de don Roberto 
l.iell, Amadeo Honhcvir. Cándido Mármol, Carlos Cavaglia 
y h 1:111 lia /oler, para probar las lachas opuestas a los mismos, 
cotí exee|x-iótt de Liell. como testigos ofrecidos jn»r los acu- 
sados t fs. í»j,i, j. 640. "4* y 0571. c) Compulsa practica- 
da iKir el contador don Miguel Rocha cii los libr«»s tle "La 
Cargadora", agencia de don Domingo l>iul¡:mi y empresa del 
Ferrocarril del %te Argentino, hoy refundida en la det Nor- 
deste Argentino (fs. 7,10 a ti) Informes originales del 
administrador de aduana de l'ruguayana del y 24 de Junio 
de tyoftí diciendo el primero que las mercaderías a que se re- 
fieren las planillas y permisos de tránsito que se les remitieron, 
cargadas en el puerto Ceibo a bordo del vapor argentino "Men- 
sajero", con destino a L'ruguayana. 110 fueron desembarcarías 
ni intror lucidas en aquella plaza y el segundo que las merca- 
derías constante* en los permisos de tránsito números 47. 
io^. 10S. 117, i ifí y 1 del ano u*oj y i>_*. 03, 04. ioj, 104. 
10S y 1 1'» de hk\í. «pie *e bailan anotadas con la palabra 
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cu tintii carmin mi fueron descargadas en aquel puerto i fs. 
y~ i a 773'- lis**'* informes son los mismos que traducidos 
al español obran a fs. 2 y 15. ej Los |>c ni lisos a que se re- 
fiere el precedente informe, traducidos a) |*irtugués corren 
agregados (U- fs. 774 a 815 y son los mismos traídos at juicio, 
parí*' flitrahte el sumario y parte en el plenano. a petición 
riscal, f) I ti forme de la legación argentina cu el Itrasil sobre 
la ratificación solicitada al gobierno de aquel ¡[litis, del infor- 
me fie la inspección de aduana do Uruguaya 11a. ff) Memo- 
rándum acompañado por el mismo sobre las mercaderías de 
procedencia extranjera qtté están habilitadas para recibir las 
incisas receptoras de ¡taqui y San Korja { fs. 824 a 8n I. h) 
Informe del administrador de aduana de Monte Caseros di- 
ciendo tme los libros de "Cuenta y Razón" y "Diario fie Na- 
vegación^ del vapor "Mensajero" no están llevados con las 
forma lidades exigirlas por el Código de Comercio, fiero que 
en su reemplazo, según declaración de don Pablo T.esiard. 
se llevaban cuentas de lodo lo míe se recibía y expendía a bor- 
do, asi como de sueldos y otros gastos en planillas qite se 
remitían a ta contaduría del ferrocarril, que tiene sus libros 
ruhricados y en ellos están aquellas asentadas { fs. 844?, i) 
Informe del actuario diciendo mu- el libro de sobordo del va- 
por '"Mensajero" no se llevaba con arreglo a la ley ( fs. 848). 
¡) Carta del administrador general del Ferrocarril del Este 
Argentino, don Olívcr ííndge a Prive Hermanos 1 fs. Sip) 
y de Prevé Ztttó referente a la misma < fs. 858 1. 

Por el representante de ta empresa de! ferrocarril del 
/iste iftrgeniuio. a) K eco 1 uto ¡ni tentó por Harloloiuc Prevé de 
una carta dirigida |>or Prevé Hermanos a don Félix C.agliar- 
ilo el 11 ile Julio de iox»j t fs. 820 K t>) Informe del ministe- 
rio de hacienda diciendo «uie los señores Félix íiagliardn, Vi- 
cente O11 viñas } Alejandro Olmedo son empleados dependien- 
tes del mismo ministerio 1 fs. 040 vta. >. e) Absolución de 
posiciones ele don Félix («agliardii ( fs. 045'- d) IVelaración 
ríe los señores Oliver Iíndge fs. 0/12, Felipe Kospido fs. 976 
y Samuel Prevé Zínó fs. 080, el míe reconoce también, el 
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documento de fs. 9K1. c) Copias de la nota pasada a la su- 
perioridad ¡»t don Vicente Ouviñas el áj dé Marzo de mx>4. 
sobre contraliandos «i la provincia de Corrietues; de la nota 
I jasada por el jefe de la inspección de aduanas, don Manuel 
Camclino, al ministerio do liacienda, elevando la anterior del 
inspector Ouviñas. del dictamen del procurador del tesoro, 
ductor titiillermo Torres; del informe del administrador de 
aduana de l'ruguayaiia al inspector Ouviñas: resolución de! 
ministro, deelaraudo íjne la introducción de mercadería* de 
contrallando en los países vecinos no importa tina contra ven- 
ción punible |>or las leyes de la república y mandando archi- 
var el expediente, fs. 097 a 1.000. f) Declaración de les se- 
ñores Juan Carlos Mcdrauo, fs. i.ooij, Ricardo M arenco fs. 
1.013 \la. a T.oio. Fernando Méndez fs. r.ojt. Domingo Pa- 
trone fs. 1.028. Roberto Lnxklet fs. 1.055. Juan Saldttna fs. 
I.oñj, Pedro M, Kleorrcaga fs. 1.073. Amadeo Uonlievcnl fs. 
1.076. Carlos Caltagtia fs. 1.080. Cándido Mármol fs. 1.003. 
Juan Korrolcr fs. 1.116. Cierardo Comas fs. 1.127. Francisco 
Comas fs, 1.120. Knritpie Pérez fs. 1.131. Juan Salvo fs. 1.143 
Jaime Ferrer y I '.amada fs. 1.145. Marcelino Maidana fs, 1,154 
y tierardo Comas, sobre una publicación hecha por Prevé Zino 
en el periódico "Ka Ley" fs. 1.162 a 1.163. 

Por el defensor de don Ramón Mendosa y don Pablo Lis- 
tará, a) l^ee'araciones de los señores Raldomero Hartará, 
Miguel llarbará. Víctor P. da Silva y Francisco Silva Torres, 
fs. 1.192 a i.2or. Kufronio Alvarez fs 1.244 vta.. Ignacio Va- 
nacor fs. 1.251. Ciiiillenno Mac Corgnodale fs. 1.253 V Casi- 
miro J. Ferrer fs. 1.262 vía, b) l>os ejemplares de M K1 Li- 
toral", fie 30 de Marzo de 1905 y 18 de Abril del mismo año 
( fs. 1.270 y t.271 i. e) í»uias <le mercaderías conducidas ]K»r 
el Ferrocarril Argentino del Kste: número 16, del 24 de Abril 
de 1002: jó. del 10 de Junio de 1902; 8, fiel 7 de Agosto de 
1902: - J o. del 25 de Septiembre de 1902; 21, del 19 de Di- 
ciembre de 1002: a, del 28 de Febrero de 1903; j t del 7 de 
Mayo de 1003. fs. 1.284 * i -^i. rf> informe del comisio- 
nado fiara sacar copia en el archivo del ferrocarril, don He- 
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nitu ['tientes, diciendo qac según manifestación del empleado 
de la empresa don Síilv;uli»r Cominges. falta la guia eorres- 
pnndiente al permiso número 150 ($&''[.%8$Ú t c) Copia de 
una nota de la carga ípie condtíjb el vapor "Inca", de Monte- 
video para 1 el señor Yordao do Freirás Lcao. de Uruguayana. 
fecha *i de Diciembre de njoi < f s. 1.295L f) (iuias: número 
ra, del 24 de Abril de np2 : //. de la misma fecha: i(el 
jo de Junio de njo2: Jíjt, de la misma fecha; /3, del 11 de 
julio de i<»2¡ & del ir de Julio de 1902; 23, de la misma 
fecha; >. del 1." de Av*le de 1002: del [4 de Agosto de 
ioo2- de la tusima techa : 20, del 21 de Agosto de i-joa: 
u. de Septiembre 12 de i«joj; f, del 3 de (Jet ubre de n)G2: 
o\ del 5 de Knero de Hjo.t ; ¡6 del de Uñero de 1903 : íQ del 
2^ de Febrero de [903 ; 5, del o de Manto de 1903: 7. dé la mis- 
ma fecha; >$, del 30 de Abril de M103; 2. del 7 de Mayo de 
HKJ.it í"2. ilel 15 de Mayo de IpOJi 2/, del 1* de Abril de 1003 
1 fs. 1.307 a 1.341 1 : 10, del 24 de Febrero de 1005 (repetida) : 
í. del 7 de Mayo de HJ03 ; ti, del 15 de Mayo de 1903 I Éfc 101 
a 1.1571 : /<? « dd *' e Febrero de 1903 (repetida) : 2/ del 23 
de Abril de 1903; 28, del 30 de Abril de 1903 (repetida) ; 7. 
del 15 de Mayo de 1903 (repetida) fs. 1.367 a 1.370. y) In- 
fomie de la aduana de Concordia sobre despacho de mercade- 
rías de tránsito para tos puertos brasileños de Liaqui y San 
Borja ilieiendo que el reglamento de tránsito al Brasil autori- 
za c|üe todas las <i|H'raetones se hagan por li»s F. F. C C. deí 
liste y Nordeste Argcnlino. transportándose i»or vía de Concor- 
dia |rara eniltarcarse por los puertos del Ceibo. Monte Case- 
ro* o pasos de los Libres a su destino, tpie en este caso siem- 
pre ha sido el puerto de l'rnguayana ; eme la ley de aduana, 
número 2^*33. del 20 de Diciembre de 1905, dispmc qtte por las 
aduanas de Empedrado. Concordia, Monte Caseros y Libres 
¡.uede despicharse tránsito para puertos del Brasil, que aijue- 
H:i aduana jam;s ha despachado mercaderías con destino a San 
Borja e ltaqui; que a San Borja se han despachado por con- 
cesiones especiales del ministerio de hacienda a los F. F. C. C 
del líste y Nordeste, chico permisos por vía Santo T<mW. en 
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razón de la gran la jante del rin y en las siguientes fechas: 
3t de Agosto de |tjü6. 30 de Noviembre del misino año, 10 
de hieiembre del mismo año. iS fie Kcbrero de rejo" v lulio 
15 de njo/ : y dos \*,>t via Uruguay: el 7 de Febrero y 28 de 
Febrero de 11^7 ( fs. f^va 1.307 1. !¡) Los juTinisos de trán- 
sito a qué se refieren tas anteriores concesiones I fs. 1.301 1 

40.": De fs, 1.413 a 1.+4-' corre ti alégalo di bien probad^ 
fiel procurador fiscal, en el que relíate la defensa del defensor 
fie Lcstard y Mendoza y del representante de la empresa del 
Ferrocarril del Kste Argentino, sobre la improcedencia de Ta 
acusación, contra ésta por ser persona jurídica, y estudiando la 
prueba producida jior las juartes. se ratifica en su acusación y 
reitera ios pedimentos en ella, formula nos. 

-ír: 1 : Pe fs. 1.443 a 1.468 corre el alegato de bien proba- 
do fiel acusador particular. 0.11c llega a las mismas conclusiones. 

42.": De fs. 1,460 a 1-488 corre el alegato de bien probado 
del representante de la empresa del ferrocarril qutf, en sínte- 
sis dice: 1.". que la mencionada empresa no es acusable por 
tpmierse a eilo su carácter de persona juridiea. reproduciendo 
sus argumentos sobre esa cuestión y ampiándolos : 2.", míe 
en caso de considerar acusable a dicha empresa debió tomár- 
sele declaración indagatoria, y que no habiéndose llenado este 
requisito ile la ley procesal, delx- declararse la nulidad fie todo 
].. actuado: 3.", que la acusaeión sólo versó sobre ios veintiún 
permisos de tránsito, agregados durante el sumario y no sobre 
los que a petición fiscal se trajeron en el plenafio, <Ie modo 
que la sentencia sólo puede comprender aquéllos porque, sobre 
los últimos 110 ha habido acusación ni defensa, ni por, lo tan- 
to, existe lilis cimtcstatio : 4-", que fio se lian probado los tlc- 
litus imputado* a 1os acusados j# defien ser abaneltos. 

*43— í>e fs, i.4#tíj a I.550 corre el alegato de bien probado 
tlel defensor de don Pablo Lestard y don Ramón Mendoza 
que aduce los mismos fundamentos en favor de los acusados, 
y llega a las mismas conclusiones respecto de la prueba, dedu- 
ciendo además, la excepción de prescripción |>or halier trans- 
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eurrido. dice, el término de 1;l ley para acusar, dada 1;i natura- 
leza de los delitos imputados a aquellos y la |>ena que les co- 
m'SjMHitleria, 

4X ' : Corrido traslado ile la excepción a las |iaries. se 
(pidieron el representante fiel acusador particular y el mi- 
nisterio fiscal rechazándola jMir los fundamentos aducidos en 
el escrito del primero de fs, 1.565, y el represéntame de la em- 
presa del ferrocarril, adhiriéndose a ello por el escrito de 
fojas 1.571 ; 

Y considerando: 

KespecU* de la cuestión promovida por el representante 
de la empresa fiel ferrocarril sosteniendo 411c ésta 110 es acu- 
sadle y <}iic si asi de declara, debe anillarse e! procedimiento 
por no haberse ti uñado declaración indagatoria a dicha em- 
presa : 

Primero. — Se funda esta páfti para sostener t.d doctri- 
na en (pie la empresa del Ferrocarril Argentino del Kste es 
una persona jurídica y t|tte en virtud de lo dispuesto por el 
articulo 4^ del Código Civil se halla exenta de ti nía responsa- 
bilidad tanto civil como penal, por delitos ejecutarlos por sus 
miembro* o administradores, aunque redunden en beneficio de 
aquélla. 

Si se tratara de 1111 delito sometido a la jurisdicción co* 
mún, tendría razón el representante de la empresa para .soste- 
ner la irresponsabilidad de la misma, de acuerdo con la dispo- 
sición citada, pero tratándose de un delito que el legislador ha 
creído necesario someter a disposiciones esleíales como todo 
lo ipie se refiere al régimen aduanero, el caso es distinto. 

Las ordenanzas de aduana en sus artículos 1.027 y i.o¿8. 
responsabilizan, sin distinción , alguna, a todas lis personas 
que por su comerció o profesión tengan relaciones con las 
aduanas, por los hechos de sus empleados relativos a o|*.*raeio- 
nes de aduana, cuando sc;m perjudiciales a la renta. 

Concordante con estas di.qjosicioues, el articulo 44 del re- 
glamento de tránsito al Brasil, de! _»8* de Noviembre de 180,5, 
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establece especialmente que el Ferrocarril Argentino del Ésjfc 
tendrá las responsabilidades que por las ordenandas di- adna- 
na corresponden a los capitanes o armadores de buques. La in- 
terpretación fiada ¡Mjr el Gobierno Xacional a las ordenanzas 
de aduana, declarando resixtnsahle al ferrocarril en los casos 
previstos en el reglamento citado, es también la que le b;m 
dado los tribunales, habiéndose establecido jurisprudencia en 
esc sentido por numerosos fallos de la Suprema Corte de la 
Nación y últimamente por la Cámara Federal de esta circuns- 
cripción, en el asunto contra los ferrocarriles de Knire RÍOS 
por denuncia de don 8. González. — Corte Suprima, 'romo 
59. Ingina 22; Tomo (¡ft. página 53; Tomo 79. págin?. 407. 
Tomo tjf). páginas 213 y 317. 

Ksta doctrina. |x>r otra parte, no repugna a ningún prin- 
cipio de derecho, porque nada se opone a míe las personas de 
existencia ideal sean sometidas a responsabilidad^ y penas pe- 
cuniarias, que son cu definitiva las que se les aplican por 
contravenciones de sus empleados o jwrsonas que de ellas de- 
pendan, a las ordenanzas y leyes de aduana. 

Segundo. — No siendo las personas jurídicas, y en este 
caso la empresa del Ferrocarril Argentino del Kste — some- 
tidas a juicios por actos propios materiales que no pudieron 
ejecutar, sino por las responsabilidades que tales actos de sus 
empleados les imponen en cuanto pueden perjudicar la renta 
fiscal, la declaración indagatoria tomada a los autores directos 
de aquellos actos, es la única que puede exigifsc sin que nin- 
guna otra pueda tampoco suministrar mayores elementos de 
defensa a la empresa acusada, porque nadie podría explicar 
.como aquéllos los hechos, circunstancias y motivos que tien- 
den a justificarlos. 

Tercero. — Por otra parte, la ley y ordenanzas de adua- 
na que rii*rn también estó?"delitos especiales en lo que se refie- 
re a. mi esclarecimiento y juzgamiento, sometiéndolos en algu- 
nos casos a la jurisdicción administrativa y en otros a la judi- 
cial, no señala procedimientos a los cuate* deben sujetarse es- 
tas causas en su tramitación, y si es cierto que en las jmlicia- 
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les m- observan por analogía los procedimiento:, de ta ley a qúte 
están sometidos los juicios sobre delitos comunes, la omisión 
tic alguna diligencia o trámite preseripto> por tila, no puede ser 
causa ilc nulidad, máxime si por su naturale/a fuera imprac- 
ticable, como sucede cu estos casos, pues las jursnrias jurídicas 
no pueden prestir declaración tic ninguna clase, como que sólo 
existen |mr una ficción legal. Si hi doctrina que sobre esle pun- 
to sostiene oí representante de la empresa, prevaleciera, llega- 
riamos fó&osstmctití a la conclusión de que los artieuW 
y í .cjjS de las ordenanzas dé aduana y +4 del reglamento cita- 
do.sCríari ilusorios respeto de las personas jurídicas cuyos ad« 
tniriistmdores o empleados incurriesen en con Ira vene i oms a las 
mismas, cuando su ju,:gainíento correspondiera a la justkia. 
porque siendo tramite esencial en los juicios criminales del 
derecho común. !a declaración indagatoria y no pudiendo pres- 
latlas dichas personas, no podría seguirse el juicio contra ellas 
si hubieran ele observarse en toílb su rigor las dis|iosiciones de 
!;i ley procesal. No serian ilusorias, sin embarco, las citadas 
di -posiciones, y 'quedarían sujetas las personas jurídicas a to- 
das las responsabilidades allí establecidas contra los principa- 
Ies iN*r o .ntra venciones de sus empleados, cuando ellos caye- 
ran bajo la jurisdicción administrativa, lo qitc demuestra por 
sí sólo que la tesis del representante de la empresa es insoste- 
nible cu derecho, pues no es posible admitir que la misma dis- 
posición sea aplicable y surta efectos legales en un caso y 
un en t! ««tro, sCgún que la causa corresponda a una 11 otra ju- 
risdicción , 

l'uario. I*s oportuno también para 'resolver este punto, 
citar la sentencia ya mencionada, recientemente dictada por 
la Kxma. támara Federal de Paraná en el juicio recordado 
contra íbs ferrocarriles de Fntre Uíos. por la que se revoco la 
de i .' 1 instancia que habia declarado la nulidad de todo lo ac- 
tuado, entre otras cansas. \v*t nti l aber prestado declaración 
indagatoria la compañía acusada. 

l'nr e*tas consideraciones, se declara enjuiciable la em- 
presa del Ferrocarril Argentino del F.stc. de acuerdo con los 

4 
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arríenlos 1.027 > l í,v Iíl!i <^Mé&Íb de aduana, y 44 del 
reglamento de tránsito del 2K tic Noviembre de tfc>5 y no se 
hace lugar a la petición «le nulidad formulada por el repre- 
sentante de aquélla por considerarla infundada^ 

Considerando respecto de la prescripción. 

Él artículo 433 <te las ordenanzas de aduana establece 
(|ue,. toda reclamación f|ttc 110 sea por error de cálculo o que 
no li uga m> ténnino especial lijado por las mismas, se prescri* 
liirá a los diez años, contados desde la entrada del buque a que 
se refiere el reclamo. K11 este caso, la última contravención im- 
putada a los acusados, se refiere al permiso número 1 10 fiel 
13 de Mayo de HJ03. y el 1(1 de ese mismo mes y año se inició 
el sumario que dió ungen a este proceso, interrumpiéndose por 
consiguiente, desde entonces la prescri|»cióii. tanto resjjechi de 
ella como de las anteriores, pues no había transcurrid" todavía 
el término fijado por la ley respecto de la primera, cómo pue- 
de ven ■ por el permiso de fs. 40 que se remonta a Septiembre 
de 1805. 

Por estos fundamentos y los concordantes del escrito de 
fs. 1.505 a 1.569. del representante del acusador particular, no 
se hace lugar a la excepción de prescripción. 

Considerando respecto de la extensión de la acusación: 
Primero. — Ksta comprende, según sus términos explí- 
citos, las siguientes defraudaciones: la prevista por el ar- 
ticulo 1.001 de las ordenanzas de aduana que consistía en de- 
clarar falsamente como de tránsito para Urugnayana (BrasrlV 
mercaderías (pie se destinaban al consumo de los vapores M Men- 
sajem". "Ibera" y "Cnñatay" de propiedad de la empresa 
acusada: 2". las previstas por los artículos 075. 1.025. l-aaft. 
1.036 y 1.037 de las mismas ordenanzas que consistían en de- 
clarar también falsamente mercaderías «le tránsito fiara Cru- 
gnayana que 110 llegaban a su destino, haciéndolas circular 
clandestinamente eti el país. ( véanse escritos del fiscal y del 
acnsailnr particular, fs. 204 y 220} . 

Segundo. — Alegando de bien prokido sostuvo el repre- 
sentante de la empresa, y con más precisión e! defensor de 
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Lcstard y Mendos, que la acusación np alcanzó a las merca- 
derías señaladas «wi la letra J a que se refieren las planillas 
ile fs. 13 y 14, que se destinaUtil al consumo de los buques de 
la empresa. cujos i»crmisos no figuraron en el sumario sino 
que fueron interiormente traídos a los autos. Sostuvo tam- 
bién que la acusación en Ib referente a las mercaderías gene* 
rales, se limita a las comprendidas en los permisos de transito 
números 32. 64. í<& 4- *). I04. 117. H9, 92, 93- 
47. 108. 04. 102. 105, 104 y 11Í», que. menciona el fiscal fs. 206. 

Tercero. — Ivn el Cap. II del escrito de acusación del fis- 
cal, fs. 204, se hizo referencia a todas las mercaderías declara- 
das ile tránsito para Cruguayana. y destinadas a rancho de 
los vapores tic la empresa, y esencialmente a las de marca J. 
dando por comprobada la defraudación con tas constancias de 
autos : y se pidió que en su oportunidad se condenase a la em- 
presa, de acuerdo con lo dispuesto \kit el artículo 1.001 citado 
a satisfacer una multa igual al valor de los efectos de tránsito 
destinados al consumo (le dichos vapores. En el Cap. IV reitera 
la acusación, agregando que el aforo de aquellos efectos debe- 
rá hacerse por la aduana de Concordia. 

Abierta la causa a prueba, pulió el fiscal que como parte 
de la que corres]* mdta a la acusación, se trajeran los |>criniso5 
originales correspondientes a las planillas de fs. 13 y 14. sin 
que los acusados observaran que esa prueba era inoficiosa, Kl 
acusador particular, por su parte. , acusó todas las mercade- 
rías estH'eificadas en los |>ermisos y planillas que obran de 
fs. 3 a 41. comprendiendo así también las de fs. 40 y 41. marca 
S. M, A. U corres|tondientcs al año ift)?. que s© refieren igual- 
mente a mercaderías destinadas al consumo de aquellos va- 
pores. 

Cuarto. — l*or lo que respecta a la acusación del fiscal en 
lo referente a las mercaderías contrabandearlas, ella, no hay 
duda que se circunscribía a los permisos de tránsito enumera- 
dos en su escrito de fs. 204. Cap. III. que quedan mencionadas 
en el considerando segundo. 

Las mercaderías generales a que se refieren los permisos 
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números 150. 45, 82. 152, 217, 31 y 106. enumerados en 
las planillas de fs, 13 y 14. que no están es|>ecincadas en di* 
chas planillas, no fueron tenido» en cuenta evidentemente en 
dicha acusación, salvo las que se detallan en el permiso nume- 
ra 31 que figura también en ella. Tampoco lo fueron en la del 
acusador pnrticular, con la misma salvedad, porque al decir 
éste < fs. 2201 ijiie: "pedia se condenara a la empresa á pa- 
gar una* multa igual al valor de las mercaderías detalladas en 
los permisos de tránsito y planillas que corren de fs. $ a /r, 
no ha comprendido en lo referente a tas planillas de fs. 13 y 14 
sino tas mercaderías marca J. que eran las únicas detalladas 
allí. Kn cambio, extendió la acusación a los permisos números 
58. 6, 41, 38 y 37 que obran de fs. 35 a 39 y al 179 que obra a 
fs. 25. pues ella comprende, cot>io se ha dicho, las mercaderías 
detalladas en los permisos que obran de fs. 3 a 41, correspon- 
diendo, según se ha visto, los de fs. 40 y 41 a tas mercaderías 
marca S. M. A, U.. destinadas lo misino que las de marca J, 
al consumo de tos vapores de la empresa. 

Por estas consideraciones, se declara : 1 que la defrau- 
dación consistente en haber destinado las mercaderías marca 
J. a que se refieren las planillas de fs. 13 y 14 y los permisos 
allí enumerados así como tos de marca S. M. A, U. a que se 
refieren los permisos de fs. 40 y 41, se hallan comprendidas en 
ta acusación y deben ser materia de ta presente sentencia: 
2. rt , que en lo referente a las otras defraudaciones sobre merca- 
derías generales, ella ctwuprende los permisos de tránsito que 
obran de fs. 3 a 39, o sean los números 89, 104, 108. 117. 119. 
122, 179, 47, 58, 6. 38 y 37, correspondientes al año 1902. y 
32. 64. 31, 19. 11,4. 105, 92, 93, 94. 102. 104, 108. 1 16 y 41 co- 
rrespondientes al año 1903. 

Considerando respecto de la defraudación consistente en 
. destinar al consumo de los vapores "Mensajero", "lberá" y 
"Cuñutay" las mercaderías marca J. despachadas como de 
tránsito para Umguáyana. • 

Trímero. — Las pruebas acumuladas en los autos son 
bastantes a juicio del proveyentc para considerar comprnliada 
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esta defraudación, por hal»cr destinado el capitán del vapor 
" Mensa jcro"', don Ramón Mendoza y el comisario del mismo 
don l'ablo Lcstard, empleados de la empresa del Ferrocarril 
Argentino del Este, mercaderías declaradas de tránsito para 
Uniría vana con ta marca ). al consumo del mismo vapor y 
del "Ibera" y "Cuñatay". de propiedad todos dios de la 
mencionada empresa según declaración del jefe de tráfico don 
Guillermo Grunwaldt y del administrador general, don Oli- 
ver Hudge . 

Segundo. — Como se ve jxir los permisos números 150, 45. 
8^, 115. 152, 217. 31 y iof>, que obran de fs. 599 a 008. las mcr- 
- caderías letras J. especificadas en las planillas de fs. 13 y 14. 
fueron cargadas en Concordia en el ferrocarril, para el Ceibo, 
sin decir a quien iban consignadas en Uruguayana. puerto de 
su destino. 

Ahora bien, esas mercaderías, según resulta del informe 
y relación remitidos ]k>t el agente consular del Brasil a peti- 
ción del ministerio de relaciones exteriores de la Nación, fs. 
510 a su*, no han sido manifestadas ante aquel funcionario» 
deduciéndose lógicamente de esas circunstancias que es falsa la 
declaración que consta en tos permisos de tránsito menciona- 
dos de haber sido despachadas para Urugnayana. listo mismo 
resulta comprobado por las declaraciones tle don Guillermo 
Gmndwald. jefe de tráfico del ferrocarril. Pablo Lestard, co- 
misario del vapor "Mensajero" y Oltver Hudge, administra- 
dor general del ferrocarril. 

El señor Gnmdwald — fs. 69 vta. 79 >' »5 n - declara que 
las mercaderías destinadas al rancho no jwgaron derechos en 
ninguna parte, y que al traerlas como de tránsito, creía hacer 
uso de un derecho. 

A su vez lA?stard. — fs. 74 a 79 y 168 dice que esas mer- 
caderías eran cargadas en el Ceibo y retenidas como provisio- 
nes para los vano™ "Mensajero", "Cuñatay" e "Ibera" y 
que esto se hacía desde kjoi ; que lenia orden de la empresa 
del fernvarril de abrirlas durante el viaje y reunirías entre 
aquellos vapores cuando los encontrase, y que no eran mam- 
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fcstadu* en ninguna furnia en Uruguayana porque hacía uso 
de ellas para el consunto. 

Por su liarte el señor ttudgc — fs. 158 — declara qué la 
empresa pagaba derechos jwr algunos artículos comprados 
]>ara rancho en Montevideo, cu tanto que otros eran declara- 
dos en tránsito para el Brasil: que los artículos a que se refiere, 
que pagalum derechos eran cabos, anclas, remaches, etc.. y cree 
que también por algunos comestibles. 

Tercero. — Esta declaración categórica de los mismos em- 
pleados de la empresa, sólo habría podido desvirtuarse con 
prueba documental emanada del agente consular del Brasil en 
Monte Caseros, que debía visar los manifiestos de las cargas 
para Umguayana y de ta aduana de esta localidad que debía 
intervenir en su introducción, articulo 1058 de las ordenanzas 
fie aduana; pero ella no se ha producido, y por el contrario 
el informe del vicecónsul brasileño de Monte Caseros ya cita- 
di», viene a corroborar dicha confesión, demostrando que las 
mercaderías letra J, no fueron manifestadas al embarcarlas 
en el "Mensajero". 

Otras pruebas y antecedentes corroboran también aquella 
pruetia de la contravención mencionada, 

Zenón Amaro, que fué marinero del vapor "Mensajero", 
declara, fs. 91 y 92» que en los viajes de anuas arriba ha visto 
abrir cajones y bultos de mercaderías que se destinaban al con- 
sumo, Manuel Caminos, mayordomo del mismo vapor, decla- 
ra en igual sentido — fs. 93 a 94. — Ambos testigos se ratifi- 
caron en esa parte de sus declaraciones a fs. 178 y 179. 

Cuarto. — A esta prueba se opone por la defensa la si- 
guiente : 

a) Testimonio de don Carlos Cabaglia fs, 1.080 vta., el 
que declara que los bultos de mercaderías letra J. se 
abrían a bordo del "Mensajero" al salir de Umgua- 
yana : 

b) De don Cándido Mármol — fs. f .093 — quien declara 
que la orden que tenía el comisario del vapor "Men- 
sajero*' era manifestar en Uruguayana la mercade- 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



ría letra J. que llcvatta. y después fie eso entregarla 
recién al consumo; que igualmente tenia urden aquel 
de manifestar los sobrantes de dichas mercadería* 
qiic le quedaran al regreso del vajwr del Alto Uru- 
guay. í;nle la aduana del Ceibo; 

c) IX Marcelino Maidana, ís. 1.154. míe sólo sal* que 
los cajones letra J, no se alirian en el trayecto del 
Ceibo a Lruguayana, sino liara arriba: 

dj De Baldomero Hartará, fs, t.ioi», quien declara de 
oídas que las mercaderías letra J. llegaban intactas a 
l'ruguayana : sabe i*>r halierlo visto que eran mani- 
festadas y relacionadas en la aduana y que quedaba a 
bordo jwira el consumo y que las autoridades del 
Ceibo exigieron siempre la presentación de la rela- 
ción rJé las sobras: 

e) IX- Miguel Hartará, ís, 1.197. > Victor l'ereira da Sil- 
va Juniors. fs. i.iuS. que declaran tener conocimiento 
de aquellos KecHos; y de Francisco da Silva Torres, 
que los conoce de oídas fs. i.tox>; 

f) l>e (iitillenno Max Carqtiodale, que declara cpitirt 
aquéllos ; 

tj) Cuias terrestres de fs. t.284 a ■■.i5- 1 Y 

culi el conforme del agente marítimo de Uruguayaiia. 
Silva Júnior, 

Quinto. — Prescindiendo de que estas pruebas no llenan 
la exigencia del artículo 1.038 citado, de las ordenanzas de 
aduana, en ningún casu bastarían para llevar al espíritu de¡ 
juez la convicción de que K>s hechos sobre que versan son 
cientos . 

Sí las cargas letra J, llegaran intactas a l'ruguayana. co- 
do dicen tos testigos dé la defensa, y allí fueron. J^ntí estada* 
y relacionadas ; si los sobrantes eran igualmente manifestados 
en el Coila» al regreso del va|*>r "Mensajero", era más sencillo 
v a la ve/ más eficaz, comprobar esas o|>eraciones con la docu- 
mentación del caso, o si se quiere, con in forme de las autorida- 
des aduaneras de esos puntos. No es regular que operaciones de 
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esta " naturaleza se justifiquen por declaraciones de testigos, 
porque debiendo seguirse para su realización tina tramitación 
de la ijue necesariamente debe quedar constancia ante las adua- 
nas respetivas, a ellas delic ocurrirse para probarlas. 

Igual observación caite respecto de las guías terrestres que 
pueden servir para prokir el transarte de los mercaderías 
de Concordia al Ceibo pero no de este punto a Uruguaya na 
ni menos sit manifestación y despacho en ese punto, sin que 
pueda influir en el valor de esta prueba el conforme del agen- 
te marítimo Silva Júnior. 

Aún en el supuesto de que los testigos fueran intacha- 
bles y de que las guías mencionadas hubieran sido expedí fias 
en las fechas que expresa», ellas no sería» prueba listante 
de los hechos a que se refieren, porque el traus|iortc fluvial 
debió probarse con las guías fluviales, y las manifestaciones 
en la aduana de Üniguayatia y Ceiho, con las constancias que 
alli deben existir, como queda dicho: pro deben acogerse 
con mayores reservas todavía esas pruebas si se tiene en cuen- 
ta qire |í«í testigos son personas más o menos vinculada a la 
empresa del ferrocarril, lo mismo que el agente marítimo. Sil- 
va Júnior que firma los conformes de las guias, y que éstas no 
emanan de oficina pública, sino de las mismas oficinas de la 
empresa acusada, lo que quiere decir que han podido ser anti- 
datadas como medio de defensa. 

induce a creer esto también la circunstancia de que inte- 
rrogado et jefe de tráfico, señor Grumvaldt si las mercaderías 
de tránsito que figuran como embarcadas en cf libro de sobor- 
do del vapor "Mensajero", y* permisos de tránsito que se le 
exhibieron, habían sido desembarcadas en Uní guaya na, con- 
testó: (/«i- io suponía, lo (pie río se explica, si e» las oficinas de! 
ferrocarril hubieran existido realmente en la fecha en que 
prestó declaración, las expresadas guías terrestres. ■ y si la cir- 
cunstancia de haber sido recibidas por Silva Júnior en L'ru- 
guayana. fuera la expresión de la verdad. |*>r que entonces 
debía saberlo y no suponerlo. 

Sexto. — Si en tales condiciones no podrían considerarse 
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en ningún caso esas pruebas como justificación de la legafidad 
de las operaciones ejccnta<la por la empresa en lo referente 
a las mercaderías marca J. menos puede concedérseles ese al- 
cance en presencia de las pruebas adversas mencionadas en el 
considerando 'primero, que tas contradicen categóricamente, 
evidenciando contravenciones punibles a las ordenanzas de 
aduana v reglamento de tránsito al Brasil, del 28 de Noviem- 
bre de Í895. Y menos aún si se tiene en cuenta que corteu 
rren a robustecer esas pruebas las siguientes circunstancia. 

que constan en autos: _ 

, _ Que según el informe del perido señor Miguel Ro- 
cha — fs. 730 — no se encuentran las guias fluviales corres- 
iwndientes a la mayor parte de las mercaderías marca J> 

2 . __ Que sí bien en algunas de las que existen aparecen 
consignadas a comerciantes de Uruguayana, debe presumirse 
que esta es otra de -laración falsa, porque de no ser asi. aque- 
llos las habrían recibido, lo que no se ha tratado de probar, y 
en ve* de eso. de la prueba misma de los acusados resultaría 
que no fueron desembarcólas en aquel punto, sin que tam- 
poco se hava intentado probar que lo fueron en otros puertos, 
lo que por otra parte no habría sido posible sin la automación 
de la aduana de Uruguayana. 

3 « — Que en los libros de carga de la empresa tío existe 
constancia alguna de copias de manifiestos correspondiente* 
a las cargas de iooi a 1904. recibidas entre Concordia y el 
Ceílw para el Brasil, como tai n poso en las guías de transporte, 
v fine aquélla no tiene libros de conocimientos, (informe de 
fs. 554) con violación de las disposiciones legales sobre la tna- 

4 • — Que el va|)or " Mensajero" no ha llevado los libros 
de "Cuenta V Razón" y "Diario de navegación" que prescribe 
el artículo <*t 7 del Código de Comercio, ni el de tonoc- 
miemos" que ordena él artículo 39 del reglamento de transi- 
to v el de «olx>rdo contiene omisiones, asientos sin fecha, ras- 
paduras, v lo que es más grave, la falsa constancia de que 
estas mercaderías se cargaban en tránsito a Uruguayana. y al- 
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guiias, como se ha visto, consignadas a determinadas personas, 
cuando estaban destinadas al consumo de la tripulación y pa- 
sajeros de los buques de la empresa. 

Séptimo. — Conviene tomar en cuenta en esta oportuni 
dad el argumento que hace el defensor de Lcstard y Mendoza, 
para desvanecer el cargo de ta falta de los libros de "Cuenta" 
y "Razón" y "Diario de navegación" en el vapor "Mensa- 
jero", tratando de demostrar que el artículo 927 del Código 
de Comercio no es aplicable al caso porque esa disposición se 
refiere a la nevegación internacional y no a la de cabotaje en 
los ríos de la república, la que se rige por los articulos 876 y 
88 1 de las ordenanzas de aduana. 

Desde luego puede observarse que si el "Mensajero" no 
se limita a navegar en el interior de nuestros ríos, sino que lle- 
ga a los puertos del Brasil, no habría razón para eximirlo de 
lo dispuesto por el artículo 927 del Código de Comercio, supo- 
niendo que éste hiciera aquella distinción, que por otra par- 
te no hace. Tampoco puede decirse que no interpretando la 
disposición del articulo 927 del Código de Comercio de acuer- 
do con la defensa, resulta ella contradictoria con la del ar- 
ticulo 876 de la* ordenanzas, pues lo único que de ésta puede 
deducirse es que los buques que lleven el libro de sobordo po- 
drán nevegar aunque no lleven los de "Cuenta y Razón" y 
"Diario de Navegación", pero que 110 estén exentos de la obli- 
gación *le llevarlos, como lo prescribe aquella otra, sopeña de 
quedar sujetos sus capitanes y armadores a la presunción de 
fraude en sus operaciones, como empresario de transporte, má- 
xime si el de sobordo, como en el caso presente ha sido llevado 
en una forma contraria a la que disponen la ley y el artículo 
881 de las ordenanzas. 

Considerando respecto de las mercaderías especificadas en 
en los manifiestos que obran a fs. 41 y 41 . 

Kn lo referente a estas mercaderías no existe en autos 
prueba suficiente para que el juzgado pueda conceptuar pro- 
bada la defraudación imputada a la empresa del Ferrocarril 
Argentino del liste. 
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Considerando respecto de las mercaderías generales decía* 
radas en tránsito fiara Uruguayana y no introducidas allí: 

Primero. — R1 j tugado enettentra suficientemente prolra- 
das las defraudaciones imputadas a los acusailos en lo refe- 
rente a los permisos <|ue obran de fs. 3 a 39 y -ya enumerados 
al tratar de la extensión de la acusación. 

Segundo, — A juzgar por esos permisos, las mercaderías 
declaradas en ellos iban destinadas a Uruguayana, pero resul- 
ta que gran parte de ellas no fueron desembarcadas en ese 
puerto según informes del inspector de aduanas del mismo, 
señor Antonio Mesquita da Silva, que obran traducidas a fs. 
2 y i$. y originales a fs. 772 y 773. los que constituyen a juicio 
de este tribunal tina prueba concluyeme de las defraudado 
nes, porque lógicamente debe deducirse de ese hecho que esas 
mercaderías han sido objeto de operaciones ilícitas, en perjui- 
cio de los intereses fiscales de la Nación, 

La circiinstancia.de no haber sido autenticada la firma del 
inspector que suscribe esos informes, por el administrador 
general de rentas del Brasil, como lo solicitó el juzgado a pe- 
tición fiscal, que se arguye por ta defensa para negar validez 
a esa prueba, no es listante para desestimarla, porque tratan- 
lióse de diligencias solicitadas oficialmente |>or autoridades 
argentinas a brasileñas, dt'jen hacer fe en juicio mientras no 
se pruebe su falsedad. Por otra parte, al decir el señor minis- 
tro de hacienda del Brasil que la declaración qne se le pedia 
' había sido ya prestada por el director de la aduana de Uní- 
payankí Único comi>etciite para informar a ese respecto, sien- 
do delegado del mismo ministerio y hallándose en el ejercicio 
ríe sus funciones 1 f s. ¡MM". recomida que el mencionado in- 
forme era cierto, y que emanaba de funcionario competente 
para darlo, y no es posible, por lo tanto, poner en duda su 
autenticidad . 

Tercero. — Esos informes constituye* una prueba directa 
de la defraudación en lo que se refiere a las mercaderías seña- 
ladas con la palabra no en tinta carmín en los permisos núme- 
ros. 47.Sfj.104. 108, 117. n*J. iM.o^OJ.iM- 102. 104. 108 y m6 
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a que se refiere el informe de fojas r 5 y a (as comprendidas en 
los permisos números p ( 64. 31. m , ,, + ,05. no, ()t 4 , t , 8 v 
.17 <|"e según lo manifestó el ins|»eetnr señor Onviñas en ti 
acta de fs. 130. son las indicadas en las notas de fs. 1 y 2, pero 
además ella se Italia corrolx>rada por numerosas circunstancias 
y antecedentes que consta» en autos, de los que surgen otros 
tamos indicios y presunciones tan graves que bastarían por *i 
*>los 1x1ra considerar justificadas dichas defraudaciones, pi- 
diendo señalarse entre los más importantes los siguientes: 
a) Informe del agente consular del Brasil en Monte Case- 
ros que obra de fs, 519 a 512, del que resulla: que en 
el manifiesto consular correspondiente al permiso número 
-I", soto figuran 150 sacos adúcar, dos cajones tienda, uno 
de mortadela y uno de sardinas, habiendo sido descarga- 
dos en l'niguayana. según informe del señor inspector 
de aduana de esa localidad, solamente los cuatro cajones 
y no asi el resto de la carga incluso los ciento cincuenta 
sacos de adúcar manifestados ante el agente consular, 
siendo de advertir que éstos fueron manifestados para 
liuqui en contradicción con el permiso de tránsito donde 
fueron declarados para L'ruguayana. lo que acusa una 
falsedad ; que en el manifiesto corres|)oncliente al permiso 
número H<j sólo se declararon un cajón de medias v fies 
cajones íle hojalata, no habiéndose declarado cuarenta v 
cinco tmltos que tampoco fueron descargados en Trii- 
guayana según el mismo informe; que en el manifies- 
to correspondiente al permiso número ' 122 del mismo 
año, sólo acrecen declarados dos bultos y no así los de- 
más que tam|wco fueron descargados en Urugua- 
ya na: que los manifiestos corresfjondienlcs a los per- 
misos números 104. 108. 1 17 y 1 io. del año 1002 — 
como los anteriores — no existen, ni las mercaderías a 
que ellos se refieren fueron descargadas en Uruguayana. * 
lo que tamimco hubiera sido posible legalmente, pt<c«, 
la visación del agente consular habria sido indispensa- 
ble i>ara su introducción ; que en el manifiesto corres- 
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pondiMite al permiso número 4. a»o l 9°3 ; st,1 ° ¿I* reccn 
declarados los ocho buhos c|ue según el informe citado 
del ins|>eetor de aduanas de Uruguayana. fueron descar- 
gados allí, y ninguno de los quinientos sesenta y cinco 
que según el mismo informe no se descargaron; que 
en d manifiesto correspondiente al permiso número 105 
del mismo año sólo figuran 50 cajones kerosene que fue* 
ruii desemlrarcados en Uruguayana y no los 50 cajones 
de fernet que fueron declarados eu el permiso pero 110 
descargados en aquel puerto; que lio existen manifies- 
tos consulares corres|»ondientcs a los permisos núme- 
ros ii, iíK 3'* 3*- 41* <>4. 93, 94- m Y ' 16 dcl 
mismo año, lo que quiere decir que parte alguna de esa 
targa lia podido ser desembarcada en Uruguayana; 

b) Don Guillermo Grümvald (fs. fr)t y don Pablo Lcs- 
tard (fs. 75 > reconocen que la mayor parte de las mer- 
caderías lian ido fuera de manifiesto sin que expliquen 
satisfactoriamente cómo fueron introdúcelas, siquiera 
fuese clandestinamente, en territorio del Brasil, a quién 
fueron consignadas o quién las recibió: 

c) Don Oliver Budge ífs. 162) declara que la empresa no 
tenia depósitos en Uruguayana. sin que tampoco expli- 
que dónde depositaba su agente las mercaderías que se- 
gún las guias terrestres presentadas por la defensa, (fs. 
1,303 a 1.357I recibía en cantidad tan considerable; 

Í) Don Samuel Frcvezíno ífs. 8t vta.) declara que las 
mercaderías que venían de Montevideo en tránsito para 
el Brasil, que despacbaba como agente marítimo de la 
empresa, tanto las que venían consignadas a él como 
tas que venían a la consignación del jefe de tráfico y 
de la misma empresa, no las consigna!» a nadie en el 
Hrasil, sino que las entregaba directamente al mismo 
jefe de tráfico, señor Crúnwaldt o a un emplead que 
éste le designaba en el muelle de la empresa y que: de 
allí pasaba a los vagones. 

tete hecho que no tiene explicación plausible, sugiere 
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también la idea de que I» empresa se proponía realizar 
oi>eracioiics clandestinas, y asi era en efecto, como lo 
declara más adelante el mismo testigo en esa declaración 
y en la de fs. 186. Anacido Maidana» fs. 90» Zenón 
Amaro, fs, 91 y Dulce María Taborda t fs. 94 que pre- 
senciaron ta separación y ocultación de mercaderías que 
conducidas en el vapor "Mensajero** retornaban de Uní- 
guayana al Ccilx*. donde se descargalwn de noche, de- 
positándolas en los vagones del ferrocarril para ser trans- 
¡tortadas de nuevo a Concordia. 

Es verdad que a Prcvczino se le han puesto tachas 
y reparos que pueden hacer # sospechosa su sinceridad, 
y que Amaro y Maidana modifican sensiblemente su 
declaración en la que prestaron posteriormente fs, 177 
y 178. diciendo que creían que los bultos que habían 
visto bajar de noche al regresar al Ceibo eran de pasa- 
jcr< é, pero no es posible rechazar el testimonio del pri- . 
mcr ■ porque no se ha proba<k> en forma que se encuen- 
tren en alguno de los casos previstos por los artículos 
275. 276 y 277 del Código de Procedimientos, y porque 
otras circunstancias que constan de autos hacen presu- 
mir la verd.-td de sus afirmaciones, y el de los últimos 
por esta misma razón y porque bs primeras declara- 
ciones, como que fueron tomadas en los pr ñeros mo- 
mentos del sumario, deben considerarse más espentá* 
ncas y sinceras, siendo de notar además que ellas fueron 
ratificadas en las últimas; 

e) Según el informe del perito señor Rocha ya citado, fs, 
730, en las oficinas del ferrocarril no existen las guías 
fluviales correspondientes a numerosos permisos de 
tránsito, lo que tampoco tiene explicación satisfactoria 
si es que realmente las mercaderías a que se refieren 
aquellos fueron embarcadas. 

f) Según los permisos de tránsito todos ellos fueron cum- 
plidos en el vapor "Mensajero" y sin embargo consta 
|xir el informe del perito señor Rocha que algunos fue- 
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roit cumplidos en el vapor "llicrá". contradicción que 
tampoco ha sido explicada y que denuncia irregularida- 
des inconciliables con ta legalidad de la* operaciones a 
f|tic se refieren ai jll ellos ; 

tf) Kl mismo |H.*rito señor Rocha liace notar que de lo* 
libros de la empresa resulta que esta ha transportado |>or 
su línea férrea y por sus vapores sin cobrar los fieles 
corres|Jondientes. una gran cantidad de cargas que figu- 
ran como de tránsito a l'ruguayana. lo que no se con- 
cebiría si se tratase de operaciones efectivas y las mer- 
caderías liitbieran sido realmente conducidas a los puntos 
a que a|*areccu consignadas: 

it) Mientras en los permisos de tránsito todas las cargas 
como se lia dicho, aparecen declaradas en tránsito para 
Uruguayana. en el libro de Solwrdo del vapor "Men- 
sajero", en los de la empresa del ferrocarril que ins- 
peccionó el señor Rocha y en las guias terrestres que 
obran de fs. 1.306 a 1.341. 1.351 a 1.357 y 1.367 a 1.370. 
una gran parte aparece destinada a los puertos d# Ita- 
quí y San liorja, lo que además de envolver una con* 
iradicción que 110 ha sido explicada en ninguna for- 
ma, importa una declaración falsa, porque según el in- 
forme de la legación argentina que obra a ís. 823, rei- 
terado a fs. 824, en esos puertos lio hay aduanas sino 
mesas receptoras de rentas solamente, habilitadas para 
ía importación de ciertas , mercaderías, las que se de- 
tallan en el memorándum de fs. 825 a 828. y el articulo 
,1o det reglamento de tránsito, del 28 de noviembre* de 
iHíj5. prohil>C despachar mercaderías de tránsito para 
puertos que no estén habilitados. La aduana de Con* 
cordia informa a su véz, fs. 1.385. que nunca ha con- 
cedido permiso |>ara conducir mercaderías de tránsito a 
Itaqii! y San ftórja. habiéndolo concedido el ministerio 
de hacienda en 16? pocos casos excepcionales allí enume- 
rados, 

listo demuestra con toda evidencia que las constan* 
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cias de las guías, libros de la, empresa y libro de So- 
bordo (Id vapor "Mensajero" «|iie contradicen los |nt- 
misos de tránsito en cuanto al destino de la "Merca- 
dería", son falsas y sólo se explica con un propósito 
fraudulento, sm que sirvan tampoco para probar (pu- 
las mercaderías fueron introducidas de contrabando en 
el Brasil ; 

i) Mientras las mercaderías tío manifestadas ante el agen- 
te consular en Monte Caseros aparecen consignadas n 
agentes marítimos en Urnguayana. Itaqití y San liorjíi. 
las que se manifestaron fueron consignadas ¡i otras per- 
sonas, como puede verse por el citado informe del 
agente consular, fs. 1.510 a 1.512. y si se tiene en cuenta 
que fas primeras son la mayor parte y que 110 se ha 
prohado sií introducción en vi Brasil, debe deducirse 
de esto que la consignación a los agentes de la em- 
presa en aquellos puntos corres^ nidia a! mismo propó- 
sito. 

}) Respecto de gran parte de las mismas mercaderías ma- 
nifestadas, se nota una contradicción entre lo* desti- 
natarios que figuran en los manifiestos consulares Itn- 
• forme citado» y los que figuran en los libros de la em- 
presa, según informa el señor Rocha, lo que. tampoco 
se explicaría si se tratara de operaciones licitas. 
Cuarto. — Si a estas circunstancias y a otras de menor 
inijjortancia de que hace mérito el fiscal en s» alegato de bien 
probado, al que el juzgado se remite, se agregan las ya mencio- 
nadas al tratar de las mercaderías letra J. como las irregula- 
ridades del libro de Sol>ordo del va|ior "Mensajero'', falta de 
los libros de "Cuenta y Razón** y "Diario de Navegación'* en 
el mismo, y de lodos los libros que las leyes prescriben en el 
"Ibera" y "Cnñatay" : falta de copias de manifiestos en las 
guéis y de libros de "carga" y "conocimientos" que la em- 
presa debía llevar, cada una de las cuales arroja graves indi- 
cios de fraude sobre las. operaciones de transporte de aquella, 
en general, se robustece más la convicción que surge de las 
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demás constancias tic autos sobre la comisión de los delitos 
imputados a las acusados en lo qué se refiere a los permisos 
que son materia de la acusación. 

Quinto.— Atinque el permiso número 179. fs. 25, no esté 
comprendido entre los informados por el señor inspector de 
aduanas de Uruguayana. pues 110 figura ni en el informe de 
fs. 2, según manifestación que hace el señor Ouviñas a fs. 130, 
ni en el ele fs. 15, no es posible dudar, sin cmtargo, que las 
mercaderías en él especificadas han sido materia de ta defrau- 
dación imputada a los acusados, lo mismo que la mayor i*artc 
de las otras. * * 

Aparte de aquellas circunstancias que sin referirse a per- 
misos determinados, arrojan, como queda dicho, presunciones 
de fraude sobre todas las operaciones de tránsito al Brasil 
ejecutadas por la empresa, existen otras relacionadas esjw- 
cialmente con cada uno de ellos que bastan para probar los 
delitos cometidos por los empleados de aquélla; y asi sucede 
con el número 179 de la referencia. En efecto, mientras que 
en el permiso referido se declara torla la carga para Urugua- 
yana, resulta de los libros de la empresa, según el informe del 
señor Ktxrlia. que 124 bultos fueron remitidos a Haquí y 36 a 
San Rorja. declaración necesariamente falsa, pues como sé ha 
visto, las aduanas de la república no pueden despachar mer- 
caderías |iara puertos extranjeros que no estén habilitados, y 
aquéllos no lo están, según informes de fs. 823 y 834. refirién- 
dose el juzgado sobre este particular, a lo dicho en el consi- 
deramlo tercero de esta parte de la sentencia. 

Concurre a demostrar esto también la circunstancia de que 
sólo se han manifestado treinta buhos ante el agente consular 
__ informe de fs.' 510 — de modo que el resto o sean 149. ha- 
brían ido fuera de manifiesto si realmente se embarcaron en 
el "Mensajero". 

Por otra parte, las mercaderías manif estadas que según 
el informe citado del agente consular, fueron consignadas a 
1\ A. Mcneies, A. Curtois, C. Schettini y E. Giralt aparecen 
en los libros de la empresa, según informe del señor Rocha. 
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consignadas a J. Schcttini, Angel Maroma, J. Pintos Snarcz, L. 
Piffaro y J. í\ Soarez. debiendo ser falsa una n otra constan- 
cia. Según el perito señor Rocha, faltan también guias fluvia- 
les correspondientes a este permiso. 

Si la empresa despacito las mercaderías especificadas en 
ese permiso por la aduana de Concordia para Uruguayana y 
luego aparecen en sus libros como remitidas a otros puertos 
— además^no habilitados — bastaría esa circunstancia para de- 
mostrar la comisión de los detitos previstos por los artículos 
1.025 Y ! * 3^ d e ' as ordenanzas fie aduana, como sucede con la 
mayor parte de los otros permisos comprendidos en ta acusa- 
ción, porque resultando de ta misma documentación de la em- 
presa, que esas mercaderías no fueron remitidas al destino, 
para el cual dió jwnniso la aduana de Concordia, no es posible 
llegar a otra conclusión ; y esto con más razón si se tiene en 
cuenta las demás circunstancias, tanto referentes a este per- 
miso como a los procedimientos de la empresa en general, que 
quedan mencionados y constan de autos. 

Sexto. — La prueba testimonial de los acusados, con ex- 
cepción de la declaración de don Oliver Budgc. fs. 162. que no 
puede hacer fe en su favor y la de don Casimiro J. Fcrrer, 
fs. 120 vta., que carece de importancia, en cuanto se relaciona 
con los delitos que se vienen estudiando, ha sido dirigida úni- 
camente a inutilizar al testigo Frevezino, punto que lia sido 
ya examinado, aceptando su testimonio, cuyo rechazo por 
otra parte no habría podido influir en la suerte de este proceso, 
por cnanto las demás pruebas son de tal naturaleza que sin 
ellas estarían igualmente demostrados esos delitos. 

En cuanto a la documental que consiste en las copias de 
guias terrestres agregadas de fs. i.jof» a 1.344, i-35» a 1-357 
y 1.367 a 1.370, con el conforme de los señores Víctor Silva 
Júnior que se dice agente marítimo de "La Cargadora" en Um- 
guayana, Fonseca Júnior, que se dice igualmente agente de 
"La Cargadora" en San Borja y de don Gustavo Mongardy, 
agente de la misma en Itaquí. no puede tener fuerza proba- 
toria por tas razones expuestas al estudiar la parte de la acu- 
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sacióu relacionad;! con las mercaderías letra J. podiendo agre- 
gar i|ite arroja un indicio de falsedad, también* la circunstan- 
cia de que mientras en toda-* las guias* menos en la de í>. i -.54 1 . 
aparecen i asuicrcaderias cargadas *r don Pabla Lcstad, co- 
misario del vapor "Mensajero", de los |ieniiisos de tránsito y 
de los libros de la empresa ( Informe, del sepor Rocha i re- 
sulta que una gran parte fueron cargadas en el "llierá". 

Séptimo. — IÍ1 representante de la empresa y el defen- 
sor de los señores Lcstard y Mendoza arguyen en defensa de 
tos acusados que en e| peor de los casos para éstos, si se hubiera 
ejecutado et contrabando que se tes imputa, habría sido en te- 
rritorio brasileño, lo que no puede afectar la legislación ni la 
re ti ta fie la república, ni servir, por lo tanto, de liase a este pro- 
ceso, invocando en su apovo mía resolución del ministerio de 
hacienda de la nación, de u de jimio de 1935. I fs. 997). 

Aparte de las demás consideraciones que aduce el fiscal 
en su alegato de bien probado y a las que el juzgado se remite, 
basta decir para desestimar este argumento, que los casos difie- 
ren fundamentalmente, ñor que en aquél se probó que las mer- 
caderías habían sido introducidas, si bien clandestinamente, 
en territorio brasileño, y en éste no se ha probado ese hecho. 

Xu es posible admitir, en efecto, como prueba de la intro- 
ducción ni aun clandestina de esas mercaderías, en territorio 
brasileño, el conforme de haberlas recibido en Untguayana 
Itaqtti y San liorja. puesto en las guías terrestres mencionadas 
por los agentes de "Ka Cargadora" en esos puntos, que son 
también los dej ferrocarril, según el informe de! señor lii>cha. 

Si esas guías emanadas di ta misma empresa con el con- 
forme de personas vinculadas en esa forma con ella, pudieran 
hacer fe en favor suyo, estaría siempre en su mano probar 16 
rjue te conviniera, porque nada le impedí na elaborar documen- 
tos «le esa clase desde que en ellos 110 interviene ninguna auto- 
ridad de la república, ni es posible constatar |jnr lo tanto, si 
su fecha es cierta, o si lo es la de los conformes, sin que respe- 
to de lo primero puedan hacer fe tampoco, los libros de aquélla 
]Hir tas deficiencias e irregularidades ipie hace notar el iiiRpee- 
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tor de aduana, señor José M. Kamclla en su informo de ís. 55 !. 
Y aunque estuviera probado que las guías se expidieron en tas 
fechas" que expresan y los con formes se pusieron entonces, in- 
do vía seria eso insuficiente para probar que las mercad eri as 
comprendidas en ellas fueron efectivamente recibidas en aque- 
líos puntos por los agents del ferrocarril, sin que la decla- 
ración de los mismos prestada ante el escribano don Benito 
^tientes, f.s. 1.304, 1.304 vta.. y 1.305, jwr otra |»arte. sin las for- 
malidades de ley. de que recibieron tas mercaderías y las entre- 
garon a sus destinatarios, puerta mejorar la calidad de esa 
pnieba. núes se tratar! siempre del testimonio de una sóla 
persona, y además vinculada a la empresa, siendo tanto más 
sospechoso ese testimonio, cuanto que de ser sincero nada cos- 
ió a los acusados hacer declarar a los deslinatrios de las 
cargas, a quienes dicen aquellos haberlas entregado. 

Octavo. — Por otra, parte, las circunstancias examinadas, 
y principalmente las contradicciones señaladas entre las cons- 
tancias de los permisos de tránsito y la documentación de la 
empresa acusada en lo que se refiere al cumplido de una gran 
liarte de las mercaderías especificadas en ellos, y a su destino, 
que acusa falsedades y desvíos de aquéllas, consideradas por 
las ordenanzas tic «aduana y reglamento de 28 de Noviembre 
fie 181.15, como hechos punibles, hacían procedente la acusa- 
ción aún en la hi|>ótcsis, por lo demás inadmisible, de que es- 
tuviera probarla la mlrmlucción de dichas mercaderías en el 
fírasil . 

Considerando respecto de los autores de los delitos acu- 
sados : 

1*. — Ellos son sin duda el señor Ouillernio Otmwaldt. 
jefe de tráfico de| Ferrocarril Argentino del Este, don Ra- 
món Mendoza, capitán del vapor "Mensajero" y don Pablo 
Lcstard, comisario del mismo, que han incurrido, según, lo ex- 
puesto, en los delitos y contravenciones previstos y penados en 
los artículos 075, 1.001. 738. 1.018. 1,025. i.o2í>. 1.036 y 1.037 
tle las ordenanzas de aduana. 40. ríe la ley número 3.800, y 30, 
43, y 44 fiel reglamento de tránsito al Brasil del _»8 de Noviein- 
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bre de 1805, de los que es res|>oiisablc directamente ta empresti 
del ferrocarril propietaria de aquel vapor, según consta de 
autos, en lo referente a las penas pecuniarias que se apliquen 
de acuerdo con lo dispuesto por el artículo. 847. inciso 3. y 
1.027, >' 44» respectivamente, de las ordenanzas y reglamento 
citados, sin perjuicio del derecho que le acuerda el artículo 
1.028 de, aquellas. 

2° — El juzgado no puede sin embargo, pronunciarse so- 
bre la cnliwliilidad del señor Grumvald por lío balier sido 
comprendido en la acusación . , 

Por las consideraciones que preceden y las concordantes 
del fiscal y acusador particular /alio: 

1. " — Condenando a la empresa del Ferrocarril Argenti- 
no del Este a pagar una inulta igual al valor de las mercade- 
rías marca J. especificadas en las planillas de fs. 13 y 14 y per- 
misos números 150, 45, 82. 115. 152, 217. 31 y 106. 

2. a — Absolviéndola de culpa y cargo en lo que se refiere 
a los manifiestos de fs. 40 y 41 . 

3. — Declarando caídas en comiso las mercaderías gene- 
rales, especificadas en los jicrniisos números 89. 104, 108, 117, 
no, 122. 179, 47. 58, 6, 38 y 37 correspondientes al año 1002 
y las especificadas en los números 32, 64, 31/ kí, m. 4. 105, 92, 
03. 04. 102. 104. io8, 116 y 4í correspondientes al ano 1903, 
cuya introducción en Uniguayana' no aparece justificada, y 
por no existir dichas mercaderías, condenando a cada uno de 
los acusados, don Pablo Lcstard y don Ramón Mcndoz.* a 
l>agar una multa igual al valor de las mercaderías caídas en 
comiso, la que dcl>crá ser satisfecha por la empresa del Ferro- 
carril Argentino del Este, si aquellos no la pagasen, quedando 
afectados a su pago los bienes «le aquella que lian sido em- 
bargados según consta de autos. 

4. * — Disponiendo (pie el aforo de las mercaderías y li- 
quidación de las umitas se baga |»r la aduana de Concordia. 

5. " — Adjudicando al denunciante don Félix Gagliardo el 
importe de las multas, con deducción de los gastos del juicio 
y derechos fiscales que correspondan. 
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6.* — Condenando a don Ramón Mendoza y a don Pablo 
Lestard a un año de arresto. 

y." — Condenando a los acusados al pago do las costas de 
este juicio. 

Y resultando, como queda dicho, que don Guillermo Grun- 
wald aparece como coautor de los delitos constatados en autos, 
saqúense copias de las piezas pertinentes y remítanse al señor 
juez de sección del Uruguay a fin de que si k> considera pro- 
cedente, las pase al procurador fiscal de dicho juzgado para 
deducir contra aquél las acciones correspondientes. 

Líbrese orden al jefe de policía de Concordia para que 
detenga a los condenados don Ramón Mendoza y din Pablo 
Lestard. — Miguel Laurcuccna. 

SENTENCIA DE LA CASI ARA FEDERAL 

Piras*, n dt Didmbrt 4c 1M6. 

Y vistos: La presente causa 'seguida contra Pablo Les- 
tard, Ramón Mendoza y Ferrocarril Argentino del Este por 
defraudación a la renta aduanera, venida en apelación del 
juzgado federal de esta sección; 

Y considerando: 
i.» _Que no es causa de nulidad del procedimiento o det 
juicio el hecho de que no se hubiera tomado declaración in- 
dagatoria a la empresa o a su representante legal, como lo 
sostienen los recurrentes. Lo primero, en razón de que tra- 
tándose de una persona jurídica, no es admisible suponer 
que pueda tomársete declaración indagatoria; y lo segundo, 
porque tratándose de un acto personalísimo como lo es la in- 
dagatoria, no pudo en momento alguno indagarse al repre- 
sentante legal de la empresa. Así lo tiene declarado esta 
cámara Tomo i.° XII, 1.909* Ferrocarril Entre Ríos y Argen- 
tino del Este. 

La intervención que debe darse y en este caso se ha da- 
da a la empresa imputada de infracción o fraude a las orde- 
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nansa* de aduana; es al sólo efecto de la defensa de sus de 
recito* y las fiscalización del procedimiento, ya que no olwtante 
aiint-ILi' circunstancia, es parte en el juicio, puesto que. como 
Cáta reiteradamente resuelto, en materia (le legislación adua- 
nera, distinta de la penal común, pueden las sonedades anó- 
nimas ser res^usabilizadas. i«r los liedlos de sus admirus- 
tradores empleados. Corte Suprema Nacional, lomo L IX, 
página 22; Tomo XCIX. página 317- 

2"- (>e de autos resulta haberse dado en la cstaeior 
■nortuna del juicio, la de la defensa y trámites sucesivos del 
pknariü la participación legal <|ue l M>r <krecno ^ rr ^ m ~ 
,11a a la empresa fiel Ferrocarril Argentino del Este, hoy 
Xord-Kste Argentino, según lo establéenlo en el precedente 
o-iniderando. IX- modo oue tam|>oeo es causal de nulidad lo 
que al re¡»ecto sostiene el defensor de la empresa, en su ex- 
presión de agravios. 

*>~. : PÍé el a i¡uo ha entendido legalmente como con- 
juez en l:i*presente causa en virtud de lo resuelto por el ti- 
tular a fs. tm consonancia con lo establecido por la Su- 
prema Corte en la sentencia eme se registra en el tomo 
NI Vil. página 381 de sus fallos interpretado a contrario, y 
ti^^n^Wlda' uo es causa de nulidad de la sentencia re- 
currida. 

4.* — Que siendo ¿1 disposición legal expresa la <k que 
corresponden al denunciante las multas o comisos en que hu- 
bieran incurrido los contraventores a las leyes aduanera, 
(artículo 1.0*1 de las O. O. de aduana), y habiéndose hecho 
parte en el juicio el denunciante Oagliardo. aun cuando este 
np hubiera solicitado en forma expresa la adjudicación, de- 
bía la sentencia recurrida pronunciarse al respeto y no es 
nula. |ior consiguiente, ella. 

l.o mismo sucede con la causal de nulidad de ta sentencia, 
alegada también por la defensa de la empresa, y (pie se re- 
fiere al ñltimo párrafo de la liarte dispositiva de la senten- 
H¿. \ lt hay pronunciamiento respecto de C.runwaLd. «pie en 
efecto, ho lía sido parte en el juicio, en el sentido de conde- 
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liarlo o absolverla ; el a qm simplemente lia creído de sil do- 
tar mandar inebrie «na cansa por lo que a su inicio, resul- 
ta ríe autos contra el nombrado. No hay. pues, pronunciamien- 
to <M/m petitttm que ptt^ejrá dar origen a la nulidad de 'a 
.sentencia recurrida, tiesto une no le lia con<lcnado ni absuelto. 

-.« — Que no resultando, en consecuencia, procedente tas 
causales de nulidad del procedimiento y dü la sentencia ale- 
gadas por la deten*., del Ferrocarril Argentino del Este, y no 
notándose. \wr otra parte, vicios que hagan nulos uno y otra, 
no se hace lugar a ellas. 

Considerando en cuanto a la apelado" ; 

Primero, (pie dado el carácter y fines ele la excepción de 
prescripción deducida como defensa, debe ser antes que nin- 
guna otra, resuelta. 

Se opone la prescripción de la acción fiscal y la del de- 
recho da acusar a los procesados. La prescripción en materia 
aduanera, regida por la ley es|K-cial. se opera |>or el transcurso 
de diez anos (articulo 433 de las ordenandas de aduanal ter- 
mino que no ha transcurrido en el sttb judkc ni antes de ser 
iniciada la causa, ni por paralización de esta durante ta *us- 
taneiación. En consecuencia, ha sido bien desestimada por el a 
Vio l Corte Suprema Nacional. Tomo LVIL página 387 y tomo 

LXXLN. página .\oj). 

2.» _Qu C t-stá. como antes se ha dicho, reiterada y uni- 
formemente resuelto en sentido afirmativo el pUÍlíp relativa 
a si las seriedades anónimas son responsables de los delitos 
o infracciones a las ordenanzas y leyes de aduana cometiu>s 
por sus representantes o empleados, 110 obstante lo <|ue en 
contrario se ha sostenido en esta cansa ]tor la empresa del 
Ferrocarril Argentino del Kstc. argumentándose con la dispo- 
sición del articulo 43 del Código Civil. Los artículos 1.O-7 v 
r.o'8 de las ordenanzas de aduana, no sólo |XíSteriorcs al Có- 
digo Civil sino «le imtole esi**cia1. res|n>nzabilÍKau a las perso- 
nas que tengan relaciones con la aduana por los hechos de 
sus empleados, dependientes, obreros, domésticos 11 otras per- 
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sonas asalariadas (¡tic de ellos dependen, aun que se alegue su 
falta de consentimiento o ignorancia (fallos citados de la 
Corte Suprema, V. Torno LXXXX1X, página 225). 

3, * — Que entrando al fondo mismo de la cuestión deta- 
tida y . en presencia de- las constancias de auto*, debe esta- 
blecerse que la acusación comprende : a) el consumo a Iwrdo 
de los vapores de la . empresa del Ferrocarril del Este de las 
mercaderías marca J, declaradas en tránsito para el Brasil, 
í|iie han sido individualizadas debidamente en la sentencia re- 
currida o sea, destinadas al rancho indebidamente, en infrac- 
ción a lo establecido en el articulo 1.001 de las ordenanzas 
de aduana; y b) la defraudación consistente en la falsa de- 
claración de las mercaderías generales, también individualiza* 
das, que, declaradas en tránsito» para el puerto brasileño de 
l'niguayana. no fueron introducidas allí ni en otro puerto bra- 
sileño, habiéndose retornado al puerto de embarque o mtrdfc 
cidas por otro medio o lugar a territorio argentino, sin las 
formalidades de ley y sin pagar derechos lo que constituiría 
un contrabando o defraudación a la renta. (Artículo 1.306 
de tas ordenandas de aduana). 

4, » — a ) Que está probada la infracción con los numero 
sos antecedentes de prueba obrantes en autos y que lian sido 
enumerados en el curre s|>ondientc capítulo de la sentencia 
recurrida, no habiendo sido rebatida con éxito en las res- 
pectivas expresiones de agravios c informes í« vocc, las con- 
clusiones a que se arriba en aquélla. La defensa no lia com- 
probado con documentos, indispensables éstos, tratándose de 
materia aduanera, (artículo 1.058 de las ordenanzas de adua- 
na), (pie el consumo de lat< mercaderías se hubiera efectuado 
después de ser manifestadas en «I puerto al cual iban desti- 
nadas como de tránsito según manifiesto de carga, ni menos 
(jue cumo se sostiene en ta expresión de agravios, hayan sido 
consumidas en aguas jurisdiccionales del Brasil, lo que tam- 
poco habría modificado el carácter de la infracción» máxime si 
se tiene en cuenta que se trataba de vapores con privilegio de 
paquete, de tandera argentina y viajando entre puertos ar- 



M JUSTICIA DE 1.A H ACION 316 

gemino* y extranjeros, sujetos no sólo a las ordenanzas de 
aduana, sino también al reglamento especial de Noviembre 28 
de 1895). 

La confesión de Grunwald jefe de tráfico de la empresa 
acusada, la de Olivcr ltudge. administrador de la misma, la 
de I.estard, comisario del vapor • Mensajero" y la de Men- 
doza, capitán del mismo, confirmadas por las declaraciones en 
el sumario, de los testigos Maydana, Amaro, y Caminos, tri- 
pulantes del "Mensajero" no ha sido destruida por ta prueba 
testimonial que la defensa ha presentado en el plenario, 110 
sólo ixir razón de lo que el citado artículo i. 058 de las or? 
denanzas prescribe, sino porque esa prueba testimonial carece 
de fuerza necesaria para destruir aquella que es privilegia- 
da por tratarse de declaraciones prestadas en el sumario. Trá- 
tase, pues, de un hechp confesado; y resulta supérflua la de- 
mostración de que tanto la empresa imputada por medio de 
sus representantes, como los coacusados Lestard y Mendoza, 
nú tenían la intención de transgredir las leyes. 

La ley aduanera, lo ha declarado reiteratlamente este 
tribunal, de acuerdo con disposiciones expresas de la misma, 
no castiga intenciones sino hechos y hasta a las cosas, y no ad- 
mite excusas en -contrario, no siéndolo tampoco la que se ale- 
ga por la defensa invocándose lo resuelto por la Suprema Corte 
en el fallo. Tomo LXI. página 3go, desde que por ley expresa 
porterior ( Articulo 68 ley de aduana número 3.890 de ujoo). 
quedó derogada ta disposición implícita de las ordenanzas que 
exoneraba del requisito de la manifestación del rancho a los 
vapores con privilegio. 

Por lo demás, el articulo 1.001 de las ordenanzas, san- 
ciona en lorma expresa la penalidad correspondiente a la in- 
fracción de que se trata, la que resulta, así, bien aplicada por 
el * qno. 

fe¿w Que no sucede lo mismo con la parte de acusación 
referentes a las mercaderías despachadas en tránsito del Bra- 
sil, y que, se dice, retornaron y fueron introducidas a terri- 
torio argentino sin llenar ninguna de las formalidades lega- 
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Ies y reglamentarias, y sin pagar derecho, lo que constitui- 
ría un verdadero contrabando. 

La prueba acumulada en autos arroja a este resixnrto 
serías presunciones de culpabilidad de los imputados, al mis- 
mo tiempo «pie demuestra cómo la compañía del Ferrocarril 
del Kste. armadora de los vapores que conducían las merca- 
derías, infringió reiteradamente diversas disposiciones del de- 
creto sobre tránsito del Brasil y aun las de las ordenanzas de 
aduana. Pero ni aquellas presunciones comprueban la exis- 
tencia del contrabando mismo, faltando así el cuerpo del de- 
lito, liase esencial de todo juicio criminal, ni esas infraccío- 
nes tienen en la ley una sanción igual a la que corresponde 
ni contrabando. 

! ; alta el Cuerpo del delito que no lo Habrían constituido 
|K>r cierto tan* sólo las mercaderías sorprendidas en fraude 
y aprehendidas, lo que de ninguna manera es indispensable, 
sino la comprobación del contrabando mismo, el hecho, c* 
decir, la introducción clandestina en territorio argentina de 
las mismas mercaderías despachadas en tránsito para el lira- 
sil, ya fuese ocultamente y como de contrallando propiainen* 
te tal. ya fuese disimulando esas mercaderías para hacerlas 
|>asar como de removido, caso este último idéntico a otros re- 
sueltos por la Corte Suprema y distintos del sitb jtídlcC. ( Fa- 
llos. Tomo 34. página ¿gíi. Tomo 07. página 76) . 

Desde luego y al contrario de lo que sucede con bis nur- 
ea (Jertas marca J. en fa referente a las mercaderías cié trán- 
sito no ha habido confesión lisa y llana del fraude. l«i prue- 
ba principal en este caso consiste en el informe de fs. 
del inspector de aduanas del lirasil. expedido en Uruguayann. 
del cual resulta que la mayor parte de las mercaderías con* 
signadas en los fiermisos de fs. no han sido introducidas 
jHir ese puerto, prueba ésta que si bien es de gran importan- 
cia y debe aceptársela como corroborante de las demás pro- 
«lucidas en autos ( Corte Suprema, fallos citados de los tomos 
.14 > 071, no es suficiente, sin emltargo. ¡ara que de ella se 
deduzca la conclusión indudable de que esa mercadería fui- 
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se contrabandeada en territorio o jurisdicción argentina. En 
los casos a que se refieren esos fallos acrecían, como resulta 
de las respectivas relaciones de cansa en primera instancia. 
mercaderías introducidas a territorio argentino como de re- 
movido, siendo éstas en realulad las mismas uuc se habían des* 
pacliado en tránsito o de reembarco, lo que no ha sucedido en 
el sttb jttdice. (Ver considerando 4 de la sentencia del tomn 
34 >' *•* >' 5 " de la semencia de i> instancia del tomo 07), 

Verdad, es. así msimo, c|iie se lia comprobado un número 
considerable de transgresiones reiteradas a la ley y ordenan- 
zas de aduana y reglamento especial, para el tránsito de mer- 
caderías al Brasil, asi como una serie de inexactitudes en los 
manifiestos, comparados con los asientos de tos libros de la 
empresa del Ferrocarril Argentino del Kste, la que era al mis- 
mo tiempo armadora «le los vapores que conducían o debían 
conducir esa mercadería de tránsito; la deficiente forma en 
que eran llevados los libros y la falta de alguno de los que la 
ley declara indispensables, así como otras tantas irregularidad , 
des y omisiones anotadas cuidadosamente en la sentencia re- 
currida, y que aparecen toleradas por las atitordades adua- 
neras respectivas, a cuyo cargo estaba el deber de corregir con 
ticiti|H» esas deficiencias y exigir el estricto cumplimiento de 
aquéllas. Es igualmente exacta que los acusados no han com- 
protado en forma, con documentos aduaneros, la efectiva in- 
troducción de esas mercaderías en el jnierto declarado como 
de destino, ni en otro puerto o punto del Brasil habilitado o 
no. lo que hubiese sido favorable a los imputado* ; pero dc- 
lie tenerse presente, que no habiéndose establecido el siste- 
ma de la tornaguía, la empresa no tenía porqué llenar ese 
requisito, desde que tampoco la disposición del articulo 30 del 
reglamento de tránsito importa establecer esta obligación a 
cargo de la empresa transportadora. 

A pesar pues, de esas numerosas transgresiones y omi- 
siones comprobadas, que importan otras tantas presunciones, 
de culpabilidad de tos acusados, no importando ello el con- 
trabando penado por la ley. ui resnltnndo (Je tas misivas com- 



¿18 



FALLOS PC LA COME SUFtKMA 



pmt>ado el coer|>o del «Mito resulta inaplicable al stib judicc 
lit disposición del articulo 1.036 de las ordenanzas do aduana. 

Para que este articulo de las ordenanzas fuera aplica- 
ble al caso, era necesario esa prueba o la de que el desvio 
de las mercaderías se realizó en jurisdicción nacional, extre- 
mo t'stf 1 que como se lia visto, 110 ha sido comprobado. La 
pruetu de que no fueron introducid»* j>or Uruguayatia y tme 
pudieron retornar al ijaí*. no es suficiente, una vez compro* 
liado como lo está, ¡ue esas mercaderías fueron cu efecto 
despachadas y embonadas como de tránsito. Por lo demás, 
el desvío a que alude el articulo 1.036 para la exportación no 
puede referirse a i «tro camino que aquel que se le haya fi- 
jado dentro del territorio, a las mercaderías a exportarse, no 
ai punto de destino, o puerto extranjero, enunciación que no 
está en la ley ni qiie puede estar desde que no es dable le- 
gislar para aduanas extranjeras. 

Corresponde, en consecuencia, revocar la sentencia recu- 
rrida en cuanto declara probado el contrallando de las merca- 
dermis generales y caídas en comiso. 

Por estas consideraciones y oido el señor Procurador Fis- 
cal de Cámara, se continua la sentencia recurrida de fs. 1,572 
en sus puntos, primero, segundo, cuarto, (plinto y séptimo y 
se la revoca en los demás; con cargo de las costas de esta 
instancia a la parte condenada. — Hágase salier. regístrese y 
devuélvanse al juzgado <Ie procedencia. — Fortunato Calde- 
rón — F. ¡Haz de t irar. — fhivid Zambrauo, en disidencia. 

Pallo i>k i.a cortk suprp.ma 

l«tM« Airo, Scptkattfc 1» * 1117. 

Vistos y Considerando: 
Que el recurso de nulidad contra la sentencia de fs. 1.0,15 
y al que se refiere el memorial de fs. 1.980. no lia sido in- 
terpuesto |Mir el tiscat de Cámara como puede verse a fs, 1.935 
vuelta ni por las demás partes que lian intervenido en la cau- 
sa fojas 1.935 >" ■■03 f > | . i*"* lo que 110 corres])oiide un pronun- 
ciamiento al res|>ee|o. 
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Que en cuanta al de apelación y en lo locante a la excep- 
ción cíe prescripción opuesta por la parte acusada, no obstante 
los términos del escrito de fs. I-93& ha sido materia de dis- 
cusión en la presente instancia; y corresponde confirmar en 
esta |>arte y por sus fundamentos la sentencia apelada {Fa- 
llos tomo» 79 pagina 407 y otros). 

Que aun suponiendo admisible en esta instancia el capi- 
tula de la defensa acerca de la condenación de la empresa por 
procedimientos del jefe de tráfico del ferrocarril, don Guiller- 
mo Gnmwald, que no ha sido procesado ni condenado, es de 
observarse que la causa se siguió con los empleados de dicha 
empresa. Mendosa y Lestanl y contra la misma, que lia par- 
tieqiado en el juicio y con cuya partkqjación se han probado 
y calificado en lo pertinente los hechos por tos que se les acu- 
sa, sin que sea indis| jen sable, no mediando otras drcunstt*n- 
cias. juagar en un solo proceso a todos los "presuntos autores 
de los actos imputados para establecer responsabilidades con- 
tra los comprendidos y acusados en la causa. (Fallos, Tomo 
l >7- pagina 70, considerando final de la sentencia confirmada) . 

Que ta nulidad pedida por tal causa no ha sido interpues- 
ta como recurso según queda antes dicho, ni es de aquéllas 
que con carácter de absolutas pueda ser declarada de oficio 
(considerando y del fallo antes citado^. 

Que por otra parte la sentencia arlada no contiene dis- 
posición alguna que ordene mandar procesar a Gmnwald por 
haber modificado en esta parte la de i> instancia, determi- 
nándose 011 aquélla taxativamente los juntos resueltos, en nin- 
guno de las que está contenida ta reclamación formulada . 

Que. además, el caso de jurisprudencia que se invoca del 
tomo 2¿, página 193 de tos fallos de esta Corte, es distinto del 
actual. porque observándose en aquel la conformidad de los 
empicados de aduana, del capitán y dueño de los buques que 
llevaron a cabo el contrabando, el juicio se dirigió tan sólo con- 
tra el comerciante; y sobre todo, porque acedándose lo ex* 
puesto y pedido por el señor Procurador General, se recono- 
cía y declaraba que el juzgado no había podido prescindir de 
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recibir l;i causa a pruelta acerca de la exactitud tic los hechos 
de la demanda, como lo solicitara el acusado, mientras i|tve 
en el presente la causa se ha seguido con todas las forma! uta- 
des de la ley. contra la empresa dueña del vajior "Mensajero" 
que trasportaba la mercadería y contra el capitán y el comisa- 
rio de) mismo. * 

Qtie carece de objeto práctico un pronunciamiento pre- 
vio acerca de una cuestión no comprendida en la sentencia ape- 
lada como es la relativa a la acumulación de las penas. 

Que rn lo <|ue res[>ecta a las mercaderías marca J. ries- 
pacltadas en tránsito y destinadas a rancho |»or los conduc- 
tores del vapor 'Mensajero'*, corresponde, confinnar la sen- 
tencia apelada |»or sus fundamentos. 

(Juc tal resolución está de acuerdo con lo pedido jior el 
acusador particular en lo sustancial, como |>uede verse a fo- 
jas 1.781 vuelta. *, 

ÍJue la reclamación de dicho acusador particular acerca 
de ese pronuncian] ierito, solicitando que se le modifique por 
cuanto la sentencia del tribunal a qno, si bien condena a pajear 
una multa igual al valor de las mercaderías, calificando el lu - 
cho como una sim|>lc defraudación de la renta» el fallo no apli- 
ca la pena correspondiente a la operación de contrabando que 
es la calificación legal que corresponde por las circunstancias 
mismas que rodearon ese hecho delictuoso. ( f s. 1.96Í» vuelta ) 
tal petición no puede estimársela procedente, entre otros moti- 
vos porque siendo confirmatoria del fallo de 1 * instancia que 
rio fn* ; apelado ni se adhirió a| recurso interpuesto tan sólo p«r 
Ir»* acusados, dclte tenérselo como consentido en esle punt > 
máxime cuando no fué materin de observación en la expre- 
sión de agravios de fs. 1.781 y. \hw el contrario, se pidió ex- 
presamente su continuación en esta parte, como se dice antes 
i foja citada 1 . 

<Juc el antecedente de jurisprudencia que se invoca riel lo. 
1110 \¿o. ingina 307. no es aplicable al presente, entre otra? 
razonesí porque en aquél la materia del contrallando fué en 
enturada oculta y fuera de toda formalidad en la bodega de 
la Ijfílamlra "Libre Pensador". 
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Que. además, esta Corte no |>u«dc modificar una pena en 
el sentido de agravarla cuando no lia sido reclamada en pri- 
mera ni en segunda instancia por el acusado ni por el ittf- 
nisterio fiscal, siguiendo para ello la doctrina frecuentemente 
admitida y expuesta por el tribunal ( fallos, tomo 97, |>ágtna "< > 
considerando 12 y otros). 

Que en relación a las otras mercaderías no correspondí 
examinar ta acusación coiiio contrabando propiamente dicho 
desde (pie acpiéllas 110 fueron aprehendidas en las condiciones 
que se requieren jara constituir dicho delito, con arreglo a la 
di letrina «jue informa el fallo tomo ly, página 279. 

Que en general el fraude consiste en las operaciones he- 
chas sin previa declaración y sin permiso de la aduana, en la 
declaración falsa que desechada en confianza rnt la aduana 
hubiera producido menos renta de la (pie legítimamente adeu- 
dalia ; en la falsa declaración que no descubierta a tiempo luí' 
I riese aumentado la res|»nsal>iiidad del fisco; y, por fin, en las 
operaciones hechas en contravención a las leyes de aduana que 
tiendan a evitar la declaración previa o a eludir el descubrí* 
miento de su falsedad por la verificación, circunstancias qtic 
no concurren en el caso. 

Que tanto ta sentencia apelada ¿orno la de instancia 
{fojas 1.617 considerando 2." ) hacen constar que, en lo sus- 
tancial, la liase de esta imputación en lo que respecta a las 
mercaderías embarcadas en el Ceibo con tintas las fnrmafi* 
dades prescritas por las ordenanzas de aduana y decreto d- 
28 de Noviembre de 1895, por el vapor "Mensajero" como 
de tránsito, con destino al puerto brasilero de L'ruguayana, no 
llegaron o no desembarcaron en dicho puerto. 

Que no se ha justificado legalmente (pie las mercaderías 
hayan sido introducidas a un puerto argentino: y el hecho de 
no llegar a puerto extranjero ele destino, no constituye en sí 
mismo una infracción de carácter delictuoso ( fallos tomo o |. 
página 25). 

Que las demás infracciones apuntadas, sin una base a h 
cual pnedau referirse, 110 son liábanle para constituir en e- 



vaum i* la corre su puma 



caso una prueba plena «le la defraudación que se persigue, dea- 
de que no se indica ni menos se ha comprobado, que ella se 
haya cometido en territorio o aguas jurisdiccionales, hecho en 
torno del cuál pudieran acumularse las demás piezas de con- 
vicción que tiendan a esclarecerlo y probarlo legalmente. 

Que infracciones reglamentarias como las apuntadas por 
los acusadores y por la sentencia apelada» pueden en su caso 
constituir una prueba de indicios completa cuando llenan los re- 
quisitos exigidos |>or el articulo 358 del Código de Procedimien- 
tos Criminales para hacer constar la persona y circunstancias en 
que se haya cometido un hecho cierto, sin que la existencia 
de éste; pueda establecerse por la prueba indiciaría, según es de 
jurisprudencia corriente (fallos tomo 66, pagina 267). 

Que el fallo de esta Corte, tomo 75, página 82, invocado 
para decir que el hecho de no haber llegado la mercadería 
cmliarcada al puerto extranjero de su destino constituye la 
defraudación, carece de exactitud en su referencia porque en 
la sentencia del tribunal no fué mencionada en forma algu- 
na tal fundamento, siendo la razón del pronunciamiento el 
haberse comprobado plenamente que las mercaderías de remo- 
vido no fueron embarcadas nacionalizándose así por contra- 
bando. 

Que lo propio debe decirse del fallo del tomo 101, pá- 
gina 322, pues el tribunal no declaró que los permisos de re- 
movido y de reembarco constituyesen el cueqx> del delito de 
que se trataba, sino la comprobación del hecho denunciado y 
del que se confesaba autor el capitán Decia, condenado en tos 
términos que expresa el considerando IQ, de dicho fallo. 

Por ello y fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada se la confirma, con costas al acusado. Xotifiquese ori- 
ginal y devuélvase, debiendo reponer los sellos ante el juzga- 
do de su procedencia. 

A. Bermejo. — Nicanor G. dm. 
Soi. vr. — D. E, Palacio, — 
JL Frr.t'EROA Aborta. 
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Sociedad Crédito Territorial Argentino contra Mario Silva 
f>'Hcrbitl. sobre cobro ejecutivo de pesos. Contienda de 
competencia. 

Sumario : L»a disposición «Id articulo 4/* del Código de Troce- 
' Cimientos de la Capital, aplicable^ a tn federal, cede ante 
el convenio de las partes, determinando el lugar y jueces 
' que han de conocer en el cumplimiento de tas obliga- 
ciones contraídas, con prescindencia de la naturaleza de las 
acciones, reales o personales a que dé origen el convenio. 

2. Designado un domicilio especial para el cumpli- 
miento de las obligaciones hipotecarias, conviniéndose pa- 
ra et caso la jurisdicción del mismo, y transferido el in- 
mueble hipotecado, sin intervención del acreedor, en las 
mismas condiciones del contrato que celebrara el vende- 
dor, es obvio que el comprador aceptó la jurisdicción 
convenida. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO DEI. JUEZ EN LO CIVJL 

Bwaw Altm, J1U0U* Mi 7. 

Autos y vistos: Para resolver la contienda de competen- 
cia por inhibitoria a que se refiere la comunicación de fs. 66 
y considerando: i* Que a tos efectos de la obligación hipote- 
caria de que informa el testimonio de fs. 1. se constituyó do- 
micilio especial en esta Capital calle Defensa número 188, so- 
metiéndose a la jurisdicción de su tribunales ordinarios, cláu- 
sula séptima del testimonio mencionado. 

2." Que el tercer adquirente Mario Silva HicrbiH. al 
comprar al primitivo deudor de la Crédito Territorial Argén - 
tino, don Mariano Jáuregui, la fiinca gravada, reconoció las hi- 
potecas que pesaban sobre la misma, tomándoles a su cargo — 
certificado de fs. 65 — no siendo verosímil que en este acto 
en e| que no intervino el acreedor, haya podido creer que se 
le transmitía un derecho en mejores condiciones de las que 
lo tenía el cedente. 
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Por estos fundamentos, corresponde y asi resuelvo, de acuer- 
do con el dictamen del agente fiscal y las disposiciones del Có- 
digo Civil, artículos 3.270, 1.197 y ioi» 110 Hacer lugar a la 
ítihiliiloria y dando por formada la contienda de competencia, 
hágase saber al requirente y remítanse los autos a ta Cort¿ 
Suprema. Artículo del Código de Procedimientos. Re- 
póngase las fs, — M. Mackmiay Zapioto. — Ante mí: Leoca- 
dio Paz. • 

DICTA» KX DHL SKÑUR FROCrR\DOR GKN&RAI, 

Buenas Mtf, S*ptHwWf 8 d* W7. 

Suprema Corte: 

Kn ta escritura pública en que se constituyó la hipoteca 
■pie ha dado lugar a este juicio, se estipuló que para todos los 
efectos del contrato, las partes se someterían a la jurisdicción 
de los tribunales ordinarios de la capital federal (clausula 7.*). 
Constan además, que el tercer attquircnte se hizo cargo de la 
hipoteca en las condiciones estipuladas, lo que implica la acep- 
tación de las cláusulas que la escritura contiene, incluso ta re* 
ferente a la jurisdicción convenida para el cumplimiento del 
contrato. 

Siendo ello asi, y con arreglo al principio consignado en 
el articulo 1.197 «W Código Civil, el acuerdo expreso sobre la 
jurisdicción a que las partes contratantes se semctíaii. hnoor- 
ta una renuncia formal del fuero federal a que alguna de las 
liarles se considerase con derecho, como también la prórroga 
de la jurisdicción provincial que seria procedente por razón 
del domicilio del deudor. 

Por ello y jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fallos. 
XC, 97: CIV. 323: CXW 21^, pido se declare que es com- 
petente i»ara entender en este juicio al señor Juez en lo Civil 
de la capital federal. 

Julio fíoM. 
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IHMI Ai**t, StfOttM i* 4* m. 

Autos y vistos ; Los de contienda de competencia entre 
el Juez Federal de Bahía Blanca y otro de i.* instancia en* lo 
Civil de la Capital, para conocer en la ejecución hipotecaría 
iniciada ante éste por ta Sociedad Anónima "Crédito Tcrrito- 
* rial Argentino" contra don Mario Silva d'Herbitl y 
Considerando ; 

Que transferido al demandado el inmueble hipotecado, 
sin intervención del acreedor, en las mismas condiciones del 
contrato que celebrara el vendedor, es obvio que dicho com- 
prador aceptó todas las obligaciones contenidas en el mismo. 

Que entre las estipulaciones del contrato de fs. i. (eláu- 
sida séptima) se contiene la designación de un domicilio es- 
pecial para el cumplimiento de las obligaciones hipotecarias, 
contraídas, conviniéndose para el caso la justicia ordinaria 
del mismo, lo que importa una renuncia al fuero federal* por 
razón de las personas o de la distinta vecindad (Fallos, tomo 
ti 5, página 2t y jurisprudencia allí citada). 

Que cualquiera que sea el alcance que se atribuya al ar- 
tículo 4° en lo pertinente, de la ley de procedimientos para 
la Capital, aplicable a lo federal, es obvio asimismo que su 
disposición cede ante el convenio de las partes al determinar 
el lugar y los jueces que han de conocer en el cumplimiento 
de las obligaciones contraídas con prescindencía de la natura- 
leza de las acciones, reales o personales a que de origen el con- 
vento (Fallos, tomo 107. página ato). 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General se declara juez competente el de 
la Capital, ante el cual se re|>ondrá el papel, y en consecuen- 
cia remítansele las actuaciones avisándose por oficio al juez 
federal. 

A. BeiMejo. — Nicanor C. PKL 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. FicuBroa Alcorta. 
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Aligue! Stanoevich en autos contra Ramón Fine, sobre daños 
y perjuicios. Recurso de hecho 

Sñmario ; La Corte Suprema no puede revisar en la instancia 
extraordinario del articulo 14, ley 48, una sentencia de 
una Cámara Federal que revoca la del inferior ]ior no ha- 
Ijcr sido demostrada la competencia de éste y que, inter- 
pretando dis|>osicioiies de carácter procesal no impugna- 
das como contrarias a la Constitución o leyes del Con- 
greso, establece que en el caso la acción de daños y per- 
juicios entablada no constituye una incidencia del juicio & 
que se refiere el recurrente. 

dito; Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

* ImM Airea, kfUntn • ét HIT. 

Suprema Corte: 

La resolución apelada, sin desconocer el fuero federal a 
que se acoge el actor, declara que no está demostrada la com- 
petencia del señor Juez Federal de La Plata, para conocer en 
el pleito promovido. Siendo ello asi, dicha resolución no es 
susceptible de ser revisada j>or la vía del recurso extraordi- 
nario, en atención a que no decide cuestión alguna acerca de 
la inteligencia de cláusulas relativas a la procedencia del fuero 
federal, y su fundamento emerge de la interpretación de re- 
glas di a orden procesal, que están excluidas de la jurisdicción 
de apelación de esta Corte Suprema. 

Por ello y tó resuelto por V. E. en el tomo CXIX. pági- 
na 13, pido no se haga lugar a Ta queja deducida. 

Julio Botct, 
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Autos y vistos: Kl recurso de queja por apelación dene- 
gaba interpuesto por don Miguel Stanoevich contra sentencia 
de la Cámara Federal de La Piala, en el juicio por danos y 
perjuicios contra don Ramón Fittc, y 

* 

Considerando: 

Que en la propia exposición del apelante se expresa a fs. 
4 del recurso: "Apelada la sentencia de primera instancia el 
Fiscal de Cámara se expidió de conformidad con la tests sos- 
tenida por Stanoevich. La Cámara Federal, fundada en he- 
chos inciertos, revoca la sentencia del juez Federal diciendo 
que la competencia del Juez Federal de la Sección de La Pla- 
ta, no había sitio demostrada". 

Que si tal es el fundamento de la resolución apelada en 
concepto del recurren u\ cita no puede ser revisada por esta 
Corte en la instancia extraordinaria srgún lo reiteradamente 
resuelto. 

Que por otra parte la sentencia, interpretando principios 
y disposiciones de carácter procesal que no han sido impug- 
nados como contrarios a la Constitución, tratados o leyes del 
Congreso, establece que en el caso la acción por daños y per- 
juicios entablada no constituye una incidencia del juicio a que 
el actor se reitere; y tal pronunciamiento de derecho común 
simplemente, tampoco puede ser revisado por el tribunal, con 
arreglo a lo dispuesto por el artículo 15 de la ley número 48. 

Que el caso de jurisprudencia que se invoca del tomo 125, 
página 208, de los fallos de esta Corte, es distinto del actual 
pues se trataba en aquél de una prórroga de la jurisdicción 
ordinaria, lo que no puede suceder en lo federal. 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, se declara bien denegado el recurso. 
Notifiquese original y repuesto el papel archívese devolvién- 
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«lose tos autos venidos por via de informe con testimonio de 
esta resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. bel 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlCUEROA AlCORTA. 



ihm Federico fíoillat contra Pon Zenón Calderón de la Bar- 
ca y Pinero, sobre cobro de afirmados. — Contienda de 
competencia, 

Sttntario: De conformidad a la jurisprudencia de que el juicio 
universal de concurso de acreedores atrae a sí todas las 
acciones judiciales contra el concursado y sus bienes, co- 
rres|Kinde al juez del concurso el conocimiento de una 
demanda i*»r cobro de afirmados construidos en lugar so- 
metido a ta jurisdicción de otro juez. 

Caso : Lo explican tas piezas siguientes : 

vista FISCAL 

Señor Juez: I-a resolución ikt Señor Juez de Dolores 
no haciendo lugar a la inhibitoria solicitada por V. S. en los 
autos Itoilfat Federico contra el concursado, reconoce como 
fundamento, la naturaleza especial del juicio del cobro de afir- 
mados, que los excluye de la regla general de competencia 
en materia de acciones personales, en virtud de que ellos no 
emergen a esta clase de obligaciones, sino por lo común, de 
disposiciones de carácter administrativo y por ta circunstancia 
de que su efectividad recae sobre la finca en cuyo beneficio 
se construye el pavimento. Lín atención a estos motivos, como 
se manifiesta en el escrito precedente, la Suprema Corte Na- 
cional en los autos "Boillat Federico v. Bergara Kdnardo", 
por cobro de pesos : cuestión de competencia**, en falto del 4 
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de Noviembre tic 1913, estableció que correstxmde a la juris- 
dicción del Juez del lugar donde se ha celebrado un contrato 
de pavimt litación, conocer en una demanda iniciada por cubro 
de pesos provenientes de afirmados. (Fallos: Tumo n8, pá- 
gina 45 L Pero cabe observar, que en el juicio aludido no se 
trataba de una cuestión de competencia en que fuera parte 
el Juez de un concurso, circunstancia que en el caso, de autos 
varia por completo la solución. En efecto, tratándose de un 
concurso, el Juez del domicilio del deudor es el competente 
para entender en el juicio del mismo, al que deben acumularse 
sin excepción, todos los otros juicios que se sigan ante otros 
jueces. Tal es el principio de universalidad que si bien es cier- 
to que para el concurso civil no se halla establecido en una 
disposición terminante como la que contiene para las quiebras 
el artículo 58 de la ley respectiva, se halla reconocido sin em- 
bargo en numerosas disposiciones de la ley civil. (Libro IV, 
Sección II í. Concurrencia de los derechos reales y personales 
contra los bienes del deudor común, y artículos 1.258. i. 294, 
1.714 y otros; textos que se limitan a establecer los créditos 
privilegiados y a reconocer el concurso, dejando a lis leyes 
de forma las reglamentaciones respectivas, lo que hacen los 
artículos 7 iS y 720 del Código de la Capital y 713 y 715 <fc 
la Provincia. De aceptarse la teoría del señor Juez de Dolores, 
vendría a coexistí» con el juicio del concurso, otro independiente 
jwr cobre» de afirmados, ambos en distinta jurisdicción, lo que 
aparte de dificultar la distribución de los bienes del deudor en la 
forma establecida en la Sección II. del Libro IV, del Código 
Civil, vendría a conspirar contra la economía de gastos, sim- 
plicidad de procedimientos, eliminación de conflictos entre las 
autoridades judiciales llamadas a entender en ambos juicios. 
La Suprema Corte por las mismas causas, ha ampliado el 
concepto de la universalidad en materia de concurso basto 
comprender las ejecuciones Fiscales, como puede verse en los 
autos: "Procurador Fiscal de la Provincia de Tucumán v. 
la compañía Azucarera "El Paraíso", registrada en el tomo 
. 12$, ¡agina 256. «le su* fallos, resolución igualmente aplicable 
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al caso tic autos, pues aún cuando en aquel se trata de un 
juicio de quiebra, lia quedado demostrado que el principo 
de la universalidad, rige con la misma eficacia a los concur- 
sados civiles y comerciales. Por lo expuesto, entiendo que 
corresponde elevar los antecedentes a la Suprema Corte, de 
acuerdo con lo que dispone Ú articulo 9, inciso d. de la ley 
número 4055. — Dcsp. 4 de Agosto de 1917. — Gastón Pede- 
rico Toba!. 

1 

1 

AUTO Ul?|. JUÍJ! HK rKIMKRA INSTANCIA 

BtnH Alftt, AtMtA 7 ** IH7. 

Autos y vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido 
por el señor sindico y por las razones aducidas por el Minis- 
terio Fiscal, en su dictamen que antecede, tiénesc por enta- 
blada cuestión de competencia. Kxhórtese al señor juez doctor 
Ocampo, pidiéndole la elevación de antecedentes a la Suprema 
Con» Nacional. — Fernando Ktappcnbach, — Ante mí : fe 
Guillermo Hspeche. 

DICTA MKN OKI, SKÑOft rttOCL'RAOOR GENERAL 

hMH AJm, SfpttmbK II 4* 1H7. 

Suprema Corte: 

V. E. tiene consagrado repetida jurispmdencia que 
al juicio universal de concurso deben acumularse los juicios 
seguidos contra el deudor, a efecto de facilitar ta distribución 
de los bienes en la forma establecida en el Código Civil, y 
con sujección a los privilegios que este declara, y obtener, 
por otra liarte, economía de gastos, simplicidad de procedi- 
mientos y eliminación de conflictos entre las autoridades ju* 
díctales llamadas a lomar medidas sobre los mismos bienes. 
(Fallos: CI, IÓ8: CX1IL 22 y 81 : CXIV, 34: CXXI. 388). 

No escapan a la aplicación de este principio la acción 
por cobro de impuestos fiscales, por cuanto ninguna disposi- 
ción legal las sustrae al conocimiento del juez del concurso. 
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y a la inversa en el Código Civil (artículos 3.877 y 3.879) 
figura esa clase de créditos a los efectos de su graduación. 

Por lo expuesto, y fallos de V, E. <XC, 137; CXIX, 397; 
CXXIÍT, 256) pido se declare competente para conocer en 
este juicio al señor juez en lo civil de la capital federal. 

Julio Boíct. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bhmi Aira», StfttMbra lt ét IM7. 

Autos y vistos : La* contienda de competencia suscitada 
entre el Juez de Primera Instancia en lo Civil de la Capital 
y el de igual clase en lo Civil y Comercial de Dolores, De- 
partamento del Sud de la Provincia ríe Buenos Aires para 
conocer en el juicio promovido por don Federico Boillat con- 
tra don Zenón Calderón de la Barca y Pinero, sobre cobro 
de afirmados. 

Y considerando: 

Que en la jurisdicción del primero de los jueces nombra- 
dos se tramita el juicio de concurso de acreedores formado 
al demandado por tener ,en ella su domicilio. 

Que como lo lia consagrado la jurisprudencia de esta 
Corte en reiterados fallos, el juicio universal de concurso de 
acreedores atrae a sí todas las acciones judiciales contra el 
concursado y sus bienes, aún cuando se trate de créditos pri- 
vilegiados c del cobro de impuestos fiscales, i Fallos : Tomo 1 14. 
página 148: ui. página 388; 123. página 296, entre otros). 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador General, se declara que el Juez de Pri- 
mera Instancia de la Capital, es el competente para conocer 
en el juicio promovido |»or don Federico Boillat contra el 
concursado a quién en su consecuencia se remitirán los autos 
haciéndose saber i*>r oficio esta resolución al Juez de Dolores. 
Notifíqucsc original y ref mugase el papel ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicaxor G. del 
Solar. — D. K. Palacio. 
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Tomás O'Connor Ihtke v otro, en fa causa seguida iw 'su 
contra, par ejercicio Henal de ¡a medicina: sobre compe- 
tencia. 

SuntiTrio; Apareciendo prima facie que los acusados multados 
|K>r ejercicio ilegal de la medicina se hallan establecidos 
en la Capital Federal y lian ejercido en ella actos rela- 
tivos a su profesión .corresponde al tribunal creado |»or 
la ley de la materia, número 2.829 conocer de un te- 
curyo de apelación interpuesto contra una resolución del 
Concejo Nacional de Higiene, aún cuando aquéllos hu- 
bieran ejercido también actos de esa naturaleza en et 
puerto o fuera de la Capital. 

Cas» : Lo explica el siguiente : 

F.UM» 1Ü-: LA CORTK SL'FKf-M.V 

Imwi Aitca, feptteattt» 20 4* 1*1?. 

Autos y vistos: Los de contienda negativa de competen- 
cia entre el Juez del Crimen y el Federal de esta Ciudad, 
¡jara conocer en el recurso de apelación interpuesto por los 
señores Tomás O'Connor Duke y Félix M. Lañe, contra una 
resolución del Concejo Nacional de Higiene,, que les impone 
una multa de doscientos pesos moneda nacional a cada uno 
l>or ejercicio ilegal de la medicina, y 

Considerando: 

Que notificadas de dicha resolución las personas antes 
nombradas solicitaron su revocatoria c interpusieron además 
el recurso de apelación para ante el Juez Federal (fs. 26 y 
37)- 

Que tal recurso fué concedido para ante el señor Juez 
del Crimen de turno (fs, 52). 

Que elevados los autos y después de algunas tramitacio- 
nes para la constitución del tribunal que prescribe el articulo 
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48 de ta ley número 2.829, el Juez del Crimen se declaró 
incompetente pani cunocer por cuanto prima facic la infrac- 
ción que motiva este proceso en caso de haber sido cometida, 
lo habría sido cu buques surtos en el puerto de la Capital, 
por lo que era de aplicación el articulo 3.", inciso 2» de la ley 
número 48 de jurisdicción y competencia y en consecuencia 
resolvió mandar los autos al Juez Federal (fs. 72 vta.). 

Que confirmada dicha resolución a fs. 83 y recibidos 
los autos por el juez Federal, éste a su vez declaró su incom- 
petencia por cuanto en lo sustancial no era el tribunal desig- 
nado por la ley número 2.829 antes recordada, para conocer 
en grado de apelación de Jas resoluciones del Concejo Na- 
cional-de Higiene, que tiene su tribunal determinado a tal 
efecto. 

Que del sumario aparece prima fack que los señores 
Duke y Lanc multados por ejercicio ilegal de la medicina, 
están establecidos en esta Capital y han ejercido en ella actos 
relativos a esa profesión pues que así lo manifiestan los tes- 
tigos Martillo y Font, respecto a Lanc y el mismo Duke ex- 
presa tener consultorio en ella, y lo que no o^sta a que pue- 
dan también haber ejercido actos de esa naturaleza en el 
Puerto o fuera de aquélla. 

Por ello y oído el señor Procurador General, se declara 
Juez competente para conocer del recurso, al Tribunal creado 
l»r la ley de la materia y en consecuencia remítanse los autos 
al señor Juez del Crimen a los efectos consiguientes, avisán- 
dose por oficio al señor Juez Federal. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solas. — D. E. Palacio. — 
J. Figueioa Alcorta. 
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Rodolfo Burrueeo Mausilta. en ta cansa que por él delito 
de Hurto se ie signe ante tos Tribunales Militares de ta 
Nación: Recurso de hecho. 

Sumario: Puesto en cuestión el Código de Justicia Militar 
bajo la pretensión de ser repugnante a una cláusula de 
la Constitución Nacional, procede el recurso del artículo 
22 riel Código de Procedimientos en lo Criminal, si se 
ha resucito ¡tupi ¡chámente en contra del derecho- que el 
recurrente fundó en la cláusula constitucional. 

Caso : Lo explican tas piezas siguientes ; 



Kl recurrente puso en cuestión oportunamente la incons- 
tttucionalidad del Código de Justicia Militar, en cuanto esta- 
blece penas para los delitos de carácter común, sosteniendo 
que con ello se viola el artículo K> de la carta fundamental 
que declara la igualdad de todos los habitante ante la ley: 
la sentencia afielada no contiene una decisión acerca de la 
cuestión planteada, por considerar <|»o no le incumbe pronun- * 
ciarse acerca del valor de las leyes del Congreso, lo qne en- 
vuelve el rechazo implícito de la inconstitucíonalidad alegada. 
Por ello, el recurso extraordinario es procedente con .arreglo 
a lo que dispone el articulo (V de la ley 4055. y su correlativo 
el r4. inciso 2.°, de la ley 48. 

Con respecto al fondo del recurso calic observar, que la 
cláusula constitucional que establece la igualdad de todos Iris 
habitantes, ha sido interpretada por esta Corte Suprema en 
el sentirlo de que esa garantía no es otra cosa que el derecho 
a que no se establezcan excepciones o privilegios que exclu- 
yan a unos de lu que se concede a otros en iguales circuns- 
I nicias, de donde se sigue que la verdadera igualdad consiste 
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Suprema Corte: 
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en aplicar la ley en los casos ocurrentes, según las diferencias 
constitutivas de ellos, y que cualquier otra inteligencia o acep- 
ción de este derecho es contraría a su propia naturaleza y al 
interés social (Fallos, tomo XVI, 118; CXXII, 106; CXXiV. 
1 22). Es de tener en cuenta, por otra parte, que al Congreso 
Nacional está atribuida la facultad de fijar la fuerza de 
línea de tierra y de mar. en tiempo de paz y de guerra, y de 
formar reglamentos y ordenanzas para el gobierno de dichos 
ejércitos (Art. 67, inc. 23 de la Constitución), y qiw es en 
ejercicio de dicha facultad que ha sido dictado el actual Código 
de Justicia Militar. Por consiguiente, si es la misma Consti- 
tución la que lia creado el fuero militar, y previsto la sanción 
de las leyes especiales a que estará sometido, no puede con- 
siderarse que la aplicación de estas leyes pugne con la cláu* 
sula constitucional que declara la igualdad de todos los 
habitantes desde que ésta debe interpretarse en armonía con la 
anterior y sin excluir la situación especial que plantea. 

I„as leyes de orden militar se fundan en la necesidad de 
colocar al ejército y la armada, en una situación diferente a 
las demás partes del mecanismo gubernamental, ya por su com- 
|K>sición. ya por las reglas que deben gobernarlo, de modo de 
contenerlo ante la sociedad desarmada, dándole al mismo 
Jiempo la unidad y dirección que la ejecución de las órdenes 
requiere íAkorta. las garantías constitucionales, página til). 
Las leyes militares lian sido aceptadas |>or todos los pueblos 
civilizados, como una necesidad social, y se ha querido con 
ellas, no sólo prevenir los peligros de la fuerza armada, sino 
también asegurar su eficacia, en su propia garantía y la garan- 
tía de la Nación, y a fin de que pueda llenar cumplidamente 
los fines que le han fiado origen y la justifican, o sean, proveer 
a la defensa común y consolidar la paz interior (Fallos. 

Por lo expuesto, pido a V, K. declarar improcedente la 
ineonstitucinnalidad alegada. 

Julia BoM. 
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I* A 1.1.(1 l»K LA CORTl¡ üri'KKMA 

Bmmm Um, SipUnbrc 'Xá* »|7. 

Autos y vistos: E] recurso de hecho |x»r denegación del 
extraordinario deducido por el defensor del marinero radio- 
telegrafista del arsenal del Tuerto Miltlar Rodolfo Burrtteen 
Mansilln. en el proceso que se le sigue |>"r el delito de hurto, 

Y considerando : 

y ue habiéndose puesto en cuestión d Código de justicia 
militar tai jo la pretensión de ser repugnante al articulo i 6 de 
la Constitución Nacional, y si bien por aplicación del artículo 
¿° del Código citado, el Consejo Supremo de Guerra y Marina 
no ha hecho en el caso declaración expresa al respecto, su 
decisión importa, no obstante, resolver implícitamente en con- 
tra del derecho <nie el recurrente ha fundado en la cláusula 
constitucional citada, y en consecuencia, procede, y así se «le- 
clara, el recurso del articulo 22 del Código de PnK-cdmiieutos 
en lo Criminal y artículo n. rt de la ley número 4055. 

lili su mérito, y atento lo dictaminado al respecto por el 
señor Procurador General, y encontrándose el proceso en está 
Corte elevado por vía de informe, autos y a la oficina por el 
término de diez días a los efectos del artículo K de la ley 4055, 
señalándose los martes, jueves y sábados para notificaciones 
en la oficina del ujier. 

A. BERMEJO. — Nicanor (V ih-i. 

SliU«. — W K. PAIjACtp. 



Sasso don Doininyo Juez Letrado de Misiones, formula denun- 
cia contra el Gobernador de dicho territorio, doctor fía- 
rreyra. 

Sumario : A los jueces corresponde hacer cumplir sus propias 
resoluciones. 
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Caso ; El Juez Lctrailn de Misiones, doctor Sasso. se dirigió a 
la Corte Suprema haciendo salier que el gobernador del 
territorio se había alzado con la suma del poder público, 
disponiendo <le la liliertad de las personas, sin dar lugar 
a la tramitación del recurso fie habeüs corfuts. jiaralizando 
la acción de la justicia, pues la policía rechazaba los oficios 
y comunicaciones jqne se le dirigían : por lo cual pedía a b 
Corle Suprema que tomara la intervención ípie le corres- 
pondiera para hacer cesar tal estado de cosas y restablecer 
el imperio de la ley. 

dictamen rrr, señor procurador oenkral 

Rnttwi Airen, Stplteabre 21 de IMT. 

Suprema Corte: 
Fuera de c|ue cu la comunicación telegráfica que antecede 
del señor Juez Letrado de Misiones, no se trata de una acción 
o apelación a mérito de lo* recurso* legales, autorizados ante 
V. E.. ni taiti|>oco de asunto que le coin|H*ta ni aun que com- 
prenda ta superintendencia que le atribuye el artículo u de 
la ley 4055, aun prescindiendo le su desmembración i>ara 
determinados casos, con arreglo a la ley 7099: pido a V. R. se 
abstenga de conocer en el asunto referido en la expresada 
comunicación, mandando devolver los antecedentes como co- 
rresponde. 

Julio BoM. 
v 

* > 

RESOLUCION DE LA CORTE SUPREMA 

Ba«o».AIf«, Septbaikrt 52 de iftlT. 

Hágase saber, al señor Juez Letrado del Territorio de 
Misiones, que, de acuerdo con lo expuesto por el señor Pro- 
curador General, esta Corte no puede intervenir en el caso por 
corresponder a los jueces hacer cumplir sus propias resolucio- 
nes, v no tratarse de recursos legales o de pinitos ile superin- 
tendencia determinados por la ley 7090 y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G; del 
Solar. — D. K. Palacio, 
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Ferrocarril Central Argentino en autos con la Sociedad IVoyss 
y Freitag. sobre coiro ejecutivo de f*esos. Recurso de 
hecho. 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
ley 48, contra una resolución que no hace lugar a la excep- 
ción de falta de personería, en el apoderado del actor, 
fundada en disposiciones del Código de Comercio, sin que 
pueda modificar dicho pronunciamiento la circunstancia, 
aun en el ¿supuesto de ser exacta, de haberse omitido en 
el documento hablítantc el nombre y firma del. cónsul 
argentino ante quien se autenticó el jMxicr, dada la decla- 
ración del tribunal a quo. de tratarse de un instrumento 
inscripto en el registro público de comercio. 

Caso: hn explican las piezas siguientes: 

DICTAMBN DKI, SfcNOK FIOCfRAUOK GENERAL 

BMtoi Abes. Mayo « é* HIT. 

Suprema Corte : 
Kl recurso deducido no es procedente por cuanto el fun- 
damento en que m apoya la resolución apelada, lo constituye 
la aplicación de un precepto de la legislación común, qile no 
es materia susceptible de ser revisada en esta instancia extraor~ 
dinaria, I«as sentencias dictadas a fs. Q8 y 133 rechazan la 
exceiK-ión de falta de personería opuesta por el ejecutado, a 
mérito de que la representación invocada en estos autos l»r 
el a|>oderadn del ejecutante está amparada por los Arts. 34 y 
36 inc. 4." del Código de Comercio, y no habiéndose impug- 
nado la valide/ de estos preceptos como contrarios a una cláu- 
sula de la Constitución o de una ley nacional, no hay lugar a 
que V. E. conozca de la decisión dictada. La invocación de un 
decreto del Poder Kjecutivo Nacional, que hace el recurrente, 
no puede motivar el recurso deducido, por cuanto, aun en el 
supuesto dé que se hubiera omitido la legalización que exige 
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el decreto citado, esa circunstancia no serviría para modificar 
la» conclusiones del fallo apelado. (Fallos, tomo 79, págs, 
242 y 280). 

Por lo expuesto, pido a V. K. se sirva declarar improce- 
dente al presente queja. 

Jltlio Botct. 

*\\UXi DJjj LA CORTlv SUPREMA 

¿Urw, 9mutmbn t» 4% 1117. 
Autos y vistos: K| recurso de queja por apelación dene- 
gada, deducido por la Empresa del. Ferrocarril Central Argen- 
tino en autos con la Sociedad Wayss y Frcitag. sobre cobro 
ejecutivo de pesos. 

Y considerando: 

yuc la sentencia apelada pronunciada |>or la Cámara Se- 
gumía de Apelaciones de La Plata a fs. 133, resolviendo la 
falta de personería opuesta por la empresa demandada, declara 
que en el caso sub ¡«dice se trata de un poder inscripto en el 
Registro Público de Comercio que debe tenerse como suficiente 
para acreditar en calidad de mandatario en la persona a quien 
se le niega capacidad legal para obrar en representación de la 
Sociedad demandante, invocando como fundamento de esta 
resolución los Arts. 34 y 36, inciso 4.- del Código de Comercio. 

Que resuelta en tales condiciones la cuestión ventilada 
sobre la personería de los actores, esta resolución fundada en 
las disposiciones de la legislación comercial que interpreta y 
aplica al caso, no autoriza el recurso extraordinario interpuesto, 
dado lo establecido al respecto por el artículo 15 de la lev- 
número 48 y lo declarado por esta Corte en casos análogos. 

(¿ue por otra parte, es de observarse que lo alegado en 
cuanto a la omisión del nombre y firma del cónsul argentino 
ante quien se autenticó el poder de que se trata, en el supuesto 
de ser exacta esa circunstancia, lo que ha sido tomado en 
consideración, ella no podría en el caso modificar la resolución 
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reclamada, «lados los fundamente* sobre cnie ella se liasa y lo 
declarado at respecto por esta Corte en b>s Fallos que se re- 
gistran en el tomo 79» páginas 242 y 280. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador General se declara bien denegado el re- 
curso. Notifinuesc y repuestas las fojas archívese, devolvién- 
dose los autos con testimonio de esta resolución. 

A, Bermejo. — Nicanor O. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Ftnui-ROA Alcorta. 



Don Narciso Agüero en autos con la sucesión de don Manuel 
Rocea sobre cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho. 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48, contra una resolución de los tribunales ordinarios 
de la Capital, que fundada en la propia jurisprudencia de 
estos, en reglas generales de derecho procesal y en dispo- 
siciones municipales y leyes provinciales, se limita a esta- 
blecer la incompetencia de tos mismos para conocer en la 
ejecución fie créditos procedentes de* pavimentación en 
una provincia, sin desconocer la validez ni eficacia de! 
título de la obligación. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN Mil. SEÑOR PROCURADOR O EX ERAL 

BvtfiM Alits, jmi» » 4t Wt. 

Suprema Corle : 
Las razones aducidas |*>r el recurrente al fundar la ape- 
lación extraordinaria |>ara ante V. E, no se refieren al fallo 
apelado, que, sin tomar en consideración las cuestiones deba- 
tidas con motivo de la excepción de inhabilidad opuesta en 



m JUSTICIA Dft LA NACION 



J41 



primen; instancia, declara la incompetencia de los tribunales 
ordinarios de la Capital para entender en Ta ejecución promo- 
vida. Por consiguiente, no hay lugar a examinar los funda- 
mentos on que se apoya el recurso interpuesto, por ser extraños 
a lo eme constituye la decisión recaída. 

fin cuanto a la declaración de ¡ncom|wtencia en el fallo 
apelado, no puede ser materia que caiga bajo la jurisdicción 
ile aviación de esta Corte Suprema, por tratarse de un punto 
sujeto a la interpretación de las leyes de organización de los 
tribunales locales, que no están comprendidas dentro de la 
denominación de las leyes del Congreso, a que se refiere el 
artículo 14. inciso 3." de la ley 48. 

Xo es posible sostener que la incompetencia declarada 
deja sin juez la acción promovida, por cuanto ella tiende a 
someter esa acción a sus verdaderos jueces, que lo son los 
de la jurisdicción a que corresponden las contribuciones cuyo 
|>ago se persigue, con lo cual se aplica la doctrina que fluye 
de ios artículos 104 y 105 de la Constitución, sentada por esta 
Corte Suprema en varios casos, en que ha establecido que 
entre los derechos que constituyen la autonomía de Tas pro- 
vincias, es primordial el de imponer contribuciones y perci- 
birlas, sin intervención de otras autoridades, el que no po- 
dría ser ejercido con la amplihtd e independencia necesarias, 
si hubiera de hacerse efectiva por autoridades que 110 fueran 
las propias, y que esta doctrina rige también cuando se trata 
de impuestos municipales, pues estas instituciones no son más 
que delegaciones de los mismos poderes provinciales sujetos 
a su propia legislación, íCXIIl. 164; CXIV. 298; CXXI, 74; 
CXIH. 4«:CXXV, 125). 

Por lo expuesto pido a V. K. se sirva 110 hacer lugar a 
la queja deducida. 

i . Julio Botct 

K.M.f.O m h\ CORTE SUPREMA 

B ltlM Aira, ItptiNifcft 29 «• HIT- 

Autos y vistos: El recurso de queja por apelación dene- 
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gada interpuesto por don Narciso Agüero, contra sentencia 
de la Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil de la Ca- 
pital i|iic declara la incompetencia de los tribunales ordina- 
rio* de la misma para conocer <le la ejecución míe \m cobro 
de pavimentos en la Provincia de Buenos Aires ha promovi- 
do dicho señor contra la sucesión de don Manuel Kocca. y 
Considerando: 

Que la sentencia de dicha Cámara fundándose en su pro- 
pia jurisprudencia, en reglas generales de derecho procesal y 
en disposiciones municipales y leyes provinciales se limita a 
establecer la incompetencia de los tribunales de la Capital 
para conocer en la ejecución de créditos procedentes de pa- 
vimentación en la Provincia de Buenos Aires, sin desconocer 
la valide* ni la eficacia del título de la obligación que no se 
ha discutido l*»r el demandado. 

Que si el ajielante ocurriese a los jueces que se indican 
en la rcw >lución y éstos a su vez declarasen su incompetencia 
por ios motivos y disposiciones legales que expresa arfjjuét, « 
otros, se plantearía recién una contienda negativa de campé- 
tencia que esta Corle tendría que resolver en los términos 
del articulo 9. inciso d, de la ley 4055. 

Que entretanto, resoluciones de la naturaleza de la traída 
a la revisión del tribunal por ta ' a del recurso extraordinario 
son ajenas al mismo como lo insinúa el recurrente a ís. 4 de 
la interposición de la queja y como ha sido reiteradamenu 
resuelto. 

Hn su mérito y lo pedido por el señor Procurador Ge- 
neral, no se hace lugar a la queja deducida. Notifiquese ori- 
ginal v repuesto el papel archívese, devolviéndose tos autos 
venidos por vía de informe con testimonio de esta resolución. 
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Domingo Achával Rodríguez en autos con Josefina Ptijol Ve* 
doya de Achával Rodrigues, por dworcio; sobre corree* 
ciótt disciplinaria.— Recurso de hecho* 

Sumario; No procede el recurso extraordinario del articulo 
■ 14, ley -4J8, contra tina resolución que fundada en ilispo. 
sicí(»nes de carácter procesal, impone correcciones disci- 
plinarias tendientes a garantir el respeto debido ;i los 
magistrados en el dcscnqieño de sus funciones. 

Caso: Notificado el recurrente de una demanda que se le 
promovió, sin contestarla, recusó con causa al juez, que 
lo era ei de primera instancia en lo Civií de la Capital, 
doctor Columbres, y fiara el caso que ésta no prosperase, 
interpuso subsidiariamente la recusación sin causa, líl 
juez, sin negar los hcclios y por la simple enunciación de 
ellos, según el recurrente, ordenó el arresto úc éste y de 
su letrado. Apelada esta resolución, "fundado en que la 
simple enunciación de los hechos ocurridos no pueden ser 
causa |>ara coartarme ta libertad de usar los medios le- 
gales a que tengo derecho |iara garantir la imparcialidad 
en el pronunciamiento judicial y que la Constitución ani- 
llara en su artículo la Cámara de Apelaciones la 
confirmó con costas. 

D1CT.\MKX DKl. SEÑOR PROCUU.VDOR Í'.KNKRAL 

I 

Suprema Corte: 

El recurso que ante V. E. se trae en el precedente escri- 
to, no procede por cuanto no encuadra dentro de los términos 
del artículo 14 de la ley 48 y su correlativo el 6.° de la ley^ 
4«55- encuadrando más bien en la excepción del articulo 15 
de aquella ley por tratarse de asunto relativo al procedimien- 
to y refirién<losc a facultades privativas del juez que aplicó la 
corrección disciplinaria de que se trata a lo que es ajeno V. E. 
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Pitlo, en consecuencia de lo dicho, y jurisprudencia exis- 
tente al respecto, se abstenga de conocer V. E. en este recurso 
mandando devolver los autos como corresponde. 

Julio Botct. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Autos y vistos: Tratándose de correcciones disciplinarias 
tendientes a garantir el respeto debido a los magistrados en 
el desempeño de sus funciones, que no reclaman la formación 
del juicio como lo ha hecho constar esta Corte. (Fallos: tomo 
iiu\ página 96; considerando 22) y habiéndose fundado la 
resolución en disposiciones de carácter procesal extrañas al 
recurso extraordinario previsto en los artículos 14 de la ley 
48 v 6.° de la ley número 4055. 

Por ello y lo dictaminado por el señor Procurador Gene- 
ral, no se hace lugar a la queja deducida y repuesto el papel, 
archívese. 

A. Bkrme.10. — Nicanor G. dkl 
Solar. — D. E. Palacio. 

NOTAS 

Con fecha 18 de Septiembre 110 se hizo lugar a la queja 
presentada |x»r don Euscbio Rodrigue* Sánchez contra la Cá- 
mara Segunda en lo Civil de la Capital, de la resolución por 
la que fué exonerado como auxiliar del Juzgado de Paz de 
la jsección 19. por no ser procedente para ante la Corte Su- 
prema el recurso fundado en el artículo 34° *l*l Código de 
Procedimientos Civiles, con arreglo a la reiterada jurispru- 
dencia del tribunal. 



Eñ la misma fecha recayó igual resolución en la (¡neja 
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presentada por don Hugo A. Thompson en el juicio que por 
desalojo le seguía doña Leonor B. de Sosa y otros, por cuanto 
la resolución recurrida, de la Cámara Primera en lo Civil de 
la Capital, se limitaba a declarar improcedente una apelación 
para ante ella deducida, aplicando el artículo .so-* del Código 
de Procedimientos de ta Capital, la que no , uede ser revi* 
sada por la Corte Suprema en el recurso extraordinario pre- 
visto en el articulo 14 de ta ley 48, según el artículo 15 de (a 
misma, no bastando para autorizar dicho recurso la alegación 
de que el citado articulo 592, que circunscribe las apelaciones 
en el juicio de desalojo, es repugnante a la cláusula constitu- 
cional que declara la inviolabilidad de la defensa en juicio, 
pues esa garantía sólo exige que el litigante sea oído con las 
formalidades legales y no depende del número de instancia* 
que, al reglamentarla, establezcan las leyes procesales según 
Ta naturaleza de las causas. 



Kn 20 del mismo 110 se hizo lugar a la queja presentada 
|»r don Salvador Trotla en tos autos de su convocatoria de 
acreedores, por cuanto las resoluciones de la Suprema Corte 
de la Provincia de Buenos Aires, relativas a la extención de 
su jurisdicción, fundadas en la apreciación de fas leyes loca- 
les, no impugnadas como contrarias a la Constitución Na- 
cional o leyes <lel Congreso, son ajenas al recurso extraordina- 
rio previsto en el artículo 14, ley 48. según el artículo 15 de 
la misma, a lo que se agrega que tampoco puede motivarlo 
la aplicación de la ley de quiebras, como parte integrante del 
Código de Comercio. 



Gci fecha 22 fué declarada bien ilenegajla la apelación 
que. para ante el tribunal, interpuso don Knrique Julio contra 
sentencia o. la Cámara Departamental de Hahia Blanca que 
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declaraba ia competencia de los tribunales locales en la que- 
rella que por injurias y calumnias, le había promovido et doc- 
tor Kmtlto J. M arenco, en atención que dicha sentencia no 
era definitiva y sólo tenia el alcance de radicar el juicio ante 
la justicia provincial, lo que no importaba la denegación del 
fuero federa! pues éste no había sido pretendido, de tal ma- 
nera que pudiese motivar el recurso extraordinario interpucs< 
to p y si en la secuela del juicio se invocasen garantías de orden 
federal que fueran desconocidas en sentencias definitivas, ha- 
bría llegado recién la oportunidad de traer a la resolución de 
la Corte Suprema, en lo pertinente, tales sentencias con arre- 
glo a \ú dispuesto i»or el artículo 14, ley número 48. 



lin 25 del mismo se declaró improcedente el recurso in- 
terpuesto por don julio Dunaiid en autos con don Manuel 
González sobre cobro ejecutivo de pesos, i»r cuanto la deci- 
sión de la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, 
di que se recurría, se limitaba a declarar bien denegado el 
recurso de inconslituc tonalidad deducido para ante ella, por 
los fundamentos que había invocado la Cámara <le Apelacit»- 
lus. (i sean los artículos 382. inciso 3.": 318 y 319, del Código 
de Procedimientos local y una resolución, así fundada, no 
autoriza el recurso extraordinario del artículo 14, de la lo* 
número 4** y & la ley 4055. 



Btmhick de Santiago dei Hstiro contra do» fi/nano Oyuela. 
sobre rendición de cuentas. Recurso de revisión. 

Su nutrir; CorresiMinde el rechazo de un recurso de revisión 
fundado en haber recaído la sentencia sobre cosas no 
pedidas pur las partes, si el punto observado aparece 
comprendido en el petitum de aquellas, aun cuando la sen- 
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tericia te haya resuelto por apreciaciones distintas, cu 
|>artc f a las alegadas por los litigantes. 

( ci.fi) : Resulta del siguiente : 

VM.Í.O DÜ LA CORTE SL'FKKVA 

Bhm Aires, Octakre * dt 1117. 

Y vistos: El recurso de revisión i»tcn*uesto a fojas 50. 
|ior don Ignacio Oyucla y lo manifestado a fojas 62 |x>r ei 
representante de la Provincia de Santiago del Estero. 

Y considerando: 

(¿ue !*ira fundar el recurso previsto en el inciso 1..? ar- 
ticulo ¿41 de la ley numero 50 se alega que la sentencia de 
fs. 55 i 1). desconoce el derecho a cobrar la partida a que se 
refiere el recibo del dibujante Piedecasas porque eran inheren- 
tes al desempeño de las funciones del perito y de la misión que 
se le encomendaba con la remuneración del honorario corres- 
pondiente y esa pretensión se ha aducido cxteuqioráncamcnte 
l>or la contraria recién en el momento de alegar. 

tjue según el articnlu citado, el recurso de revisión sola* 
mente tendrá lugar, entre otros, en el caso siguiente: cuando 
la sentencia definitiva de la Suprema Corte en primera ins- 
tancia hubiese recaído sobre cosas 110 pedidas por las partes. 

<Jue respecto a esa partida de 2.750 pesos por diverso? 
plano*, pagada al señor Piedecasas según se expresa en el 
cscrit" sobre rendición de cuenta (fojas 15 vuelta) y a que 
se refiere tí documento de fs. 18. el demandante manifestó a 
fs. 21 vta. : "Esta partida no esta justificada mies 110 se acom- 
pañan jos comprobantes respectivos. Por otra parte, no es |x»- 
sihlc admitir las sumas exageradas que en g!o1x> cobra el señor 
Piedecasas por trabajos que deben ser objeto de apreciación pe- 
ricial. Por consiguiente debe devolver a la Provincia los 2.750 
|iesos. desde que como dice la Corte no lia justificado debida- 
mente Sil mvmkMT'. 



ti) Vitic péfl. 111 dt Ntt toao. 
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(¿ue replicando a esas observaciones a la cuenta, el de- 
mandada manifestó a fs. 25 : "Además, sí el representante de 
la Provincia quiere comprobantes, no sabe acaso qué los planos 
materia de la cuenta de Piedecasas se encuentran agregados 
a los autos qué promoví a la Provincia y fueron objeto del 
cobro?". 

Qiu la [lición e stá formulada en términos ékprmos "debe 
devolver a ta provincia los 2750 pesos,*' y es esa i»eticióii. la 
que lia resuelto, junto con otras, la parte dispositiva de la 
sentencia de fs. 55. cumpliendo lo preceptuado en el articulo 
rj de la ley número, aunque por apreciaciones distintas en 
liarte, a las alegadas por los litigantes. ( Fallos, tomó l«. |w- 
í?ina 67, argumento del considerando 2.»). 

Por ello, se declara improcedente el recurso deducido, con 
eohtas. Noli fuñiese y repóngase el papel. 

A. Biírme/o. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio, — 
J. Ficukroa Alcorta. 



¡toña Isabel I-rías de Muñís en autos con el Banco Hipotecario 
Transatlántica, sabré cobro tic pesos. Recurso de hecho. 

Sumano : Xo procede el recurso extraordinario del artículo 14, 
ley 48. contra una sentencia que declara inaplicable al caso 
la ley número ^507. en virtud de que "el mutuo, conforme 
al articulo 55S del Código de Comercio sólo reviste aquel 
carácter cuando el deudor es comerciante y esto no se ha 
probado" iTal conclusión tiene como fundamento una 
cuestión de hecho y de intcq>rctactón del derecho común, 
suficientes para sustentar la sentencia arlada indepen- 
dientemente del alcance e inteligencia que pueda atribuirse 
a la referida ley). 

í'aso: Lo explican fas piezas siguientes: 
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Bhmi Afras. A|M«t n «t hit. 

Suprema Corte: 

Con arreglo a una reiterada jurisprudencia de esta Corte 
Suprema, la sentencia de trance y remate dictada en los juicios 
ejecutivos no reviste carácter de definitiva, en razón de que no 
|xme término al litigio, y queda librado a las partes el derecho 
de promover a continuación el juicio ordinario, que autoriza 
el articulo 500' del Código de Procedimientos en lo Civil y Co- 
mercial, vigente en la Capital Federal (Fallos, CXVI, 218 v 
297; CXVII. 379; CXVI1I, 423; CXIX, 119; CXXí. 132; 
CXXIJ. 163). 

Adunas de la consideración anterior, que es suficiente |>ara 
declarar bien denegado el a-curso extraordinario interpuesto, 
es de observarse que la excepción de inhabilidad deducida por 
el ejecutado, versa sobre cual <lebe ser el monto de la cantidad 
adeudada, y este punto, según lo expresa el fallo apelado, de- 
berá discutirse en la etapa correspondiente del procedimiento, 
es decir, en el momento de efectuarse el pago al acreedor, de 
suerte que a su res|}ecto, no se ha producido una decisión que 
haga procedente el recurso para ante esta Corte Suprema. 
Kn cuanto a la invocación que se ha hecho de la ley de mora- 
toria internacional número 9507. tampoco podría autorizar 
dicho recurso, desde que la resolución apelada declara que la 
mencionada ley no es aplicable al caso de autos, por tratarse de 
un contrato de mutuo que no afecta carácter comercial, con-, 
forme al artículo 558 del Código de Comercio» y además, por- 
que la moratoria no rige con respecto a obligaciones contrai- 
das entre personas domiciliadas en el país y para cumplirse- 
dentro del mismo, como lo es la que ha motivado esta ejecu- 
ción, siendo constante que ambos motivos no pueden ser revi* 
sailos por V. K. por gratarse de la aplicación de un precepto 
de la legislación común y del examen de una cuestión do 
hecho . 

A mérito de lo expuesto, pido a V. K. se sirva declarar 
improcedente la queja deducida. 

Julio Boh't. 
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tata* Aires, Octabr* 9 d* im. 

Autos y vistiw: Kl recurso tic hccbo |x>r denegación def 
extraordinario, interpuesto jior doña Isabel Frías de Muñiz. 
en el juicio que ¿ sigue el Banco Hi|>otecar¡o Trasatlán- 
tioi. i>or cobro ejecutivo dé |iesos. 

Y considerando: 

(Jnc si bien en la oportunidad correspondiente del juicio, 
se ha~discutido la inteligencia y alcance de la ley número 9507. 
es de tenerse en cuenta que la sentencia de fs. 155 la declara 
inaplicable en el mb judfre. entre otras razones, porque, "el 
mutuo, conforme al artículo 558 del Código tic Comercio sólo 
reviste aquel carácter cuando el deudor es comerciante, y tv/o 
no se lio probada" ( fs. 157). 

Que la conclusión preíndicada tiene como fundamento una 
cuestión de hecho y de interpretación del Código de Comer* 
cio. suficientes pan sustentar la sentencia apelada indepen- 
dientemente del alcance e inteligencia que pueda atribuirse a 
la ley 0.507. y siendo esto asi. carece de objeto el abrir el re- 
curso extraordinario interpuesto, desde que 110 tendría fin prác- 
tico alguno, puesto que la resolución de esta Corte, aun siendo 
revocatoria en esa parte, no importaría sino una mera decía- 
ración teórica y de innecesaria aljstraeción. es decir, sin alcan- 
ce respecto dei propósito útil con «pie el derecho acuerda es- 
tos remedios legales (Fallos, tomo 115. página 4051 tomo I», 
página 435: tomo 124. pápoa 5 i Vagina $0i en- 

tre otros t . 

Oue a lo precedentemente expuesto cabe agregar que la 
sentencia de trance y remate no es definitiva (¿Código de Proce- 
dimientos de la Capital, artículo 500) como lo requieren a los 
efectos de la procedencia del recurso extraordinario los articti- 
los 14 de la ky 4» y &? de la ley 4.055. 

Tor estos fundamentos, y lo más -ampliamente consigna- 
di»; en la causa "Naneo Hipotecaria Franco Argentino contra 
Virginia liosa Cazón'", qupe se registra en el fallo del tome 
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í¿5. págitia 41 1, y atento lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador Clcneral se declara 110 haber lugar al recurso inter- 
puesto. Notifiques* original, repóngase el j»apcl y archívese. 
Devuélvanse los autos venidos |»r vía de informe al tribunal 
de procedencia, con transcripción de la presente. 

A. Behmkjo, — Nicanor G. DBL 
Soi,ar, — D. E. Palacio. — 

J. FlCUKROA ALCORTA. 



Ihm Enrique Escriño Btirigé en autos con el Departamento Na- 
ei<mal de Higiene, sobre e jen-icio ¡fenol de (a medicina. Re- 
curso de hecho 

Sumario: t." Para la procedencia del recurso extraordinario 
del artículo 22 de! Códig. ¡e Procedimientos en lo Crimi- 
nal y 14, de la ley 48. no hasta la invocación de garan- 
tías constitucionales; se reuniere además, que éstas estén 
directa e inmediatamente relacionadas con la cuestión pro- 
* puesta y resuelta i>or el tribunal de cuya sentencia se re- 
curre, y que la solución del litigio dependa de la interpre- 
tación que se dé a la cláusula cuestionada de la Constitu- 
ción o ley especial del Congreso. 

3." Toda cuestión acerca "de la existencia y alcan- 
ce de una ley'' que sirva de fundamento a una decisión, 
debe ser resuelta |>or los tribunales que conozcan legíti- 
mamente del proceso, sin recurso ulterior para ante la Cor- 
te Suprema, fuera de los casos extraordinarios previs- 
tos en el artículo 14 de la ley 48» 6. a de la ley 4.055 y ar- 
tículo 22 del Código de Procedimientos en lo criminal. (Se 
invocó la garantía constitucional de que ningún habitante 
puede ser obligado a hacer lo que la ley no manda, ni pri- 
vado de lo que ella no prohibe). 

y te ley 2.829, creando el Departamento Nacional 
* de Higiene, ha sido dictada para extender su imperto a 
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todos los territorios a que aliarca el poder del Congreso 
de ejercer una legislación exclusiva con arreglo ;i los in- 
cisos 14 y 27. articulo 67 de la Constitución. 
Caso: A don Enrique Kscriña [¡unge le fué impuesta ])or el 
IX'partaniento Nacional de Higiene una mulla por ejer- 
cer ¡legalmente la medicina. Apelada esta resolución |>ara 
ante el Juez del Crimen y constituido el Jurado que débil 
conoeer del caso con arreglo a la ley de la provincia 
rk Tíneiios Aires de 18 de Julio de 1877, puesta en vi- 
gencia por la ley del Congreso número 2.820. el recu- 
rrente observó que según el artículo 3* de ésta, aquélla 
sólo era aplicabje en los territorios nacionales, no siéndo- 
lo en la Capital I ; edcral. por lo que se amparaba en los 
articulo» 18 y 10 de la Constitución . H1 Jurado confirmó 
la resolución apelada, declarando que por territorios na- 
cionales debía entenderse toda tot alidad en que tinten ju- 
risdicción tos poderes federales, hallándose en este caso 
la capital de la República. 

PICTAill-N OKI, SKÑOK rHíUTHAOoR fifiXI. ,¡.\1. 

Imn Alnt, Jallo H ** l«T 

Kxmo. señor: 

Con arreglo a la jurisprudencia establecida |>or esta Corte 
Suprema, para la procedencia del recurso extraordinario, no 
Itasta que se invoque en el juicio, la inteligencia de una cláu- 
sula de la Constiticucióii o de una ley o tratado del GmgrcsA 
siendo indispensable que se baya fundado en una de esa* cían 
sillas, el titulo, derecho, privilegio o exención, desconvido por 
la desictón recaída- K11 el caso sttb lite, el recurrente se 
amparf/en los artículos 18 y uj «le la Constitución Nacional, 
que disponen que nadie puede ser |ienado sino en virtud de la 
ley anterior al becbo del proceso, ni privado de lo que In ley 
110 prohibe, pero estas cláusulas no se relacionan con la mate- 
ria en delate, dado (|ue la exeención de pena alegada. 110 surge 
de las garantías individuales que aquellos artículos establecen. 
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sino del hedió invocado tic ser inaplicable a la Capital Federa» 
la ley 2.S20, lo que excluyó efl examen de la cuestión constitu- 
cional para dejar reducida la controversia a la interpretación 
y alcance de la mencionada ley 2,829. Por consiguiente, el re- 
curso deducido no encuadra en el caso previsto por el articulo 
14, inciso y de la ley 48. en razón de que las cláusulas cons- 
titucionales invocadas 110 tiene» relación directa e inmediata 
con las cuestiones delmtidas, tú la solución de la causa depen- 
de de aquellas cláusulas i Tallos. CXV. 162 y 341 ; CXIX. 270: 

cxx. 145 y 

Kl punto relativo a saber si la ley 2.829. es de aplicación 
al caso de autos, impugnado por el recurrente al sostener que di- 
cha ley siMo rige en los territorios nacionales, y no en la Ca- 
pital FederaL tampoco puede dar lugar al recurso extraord. 
narro, en atención a que dicha ley. sea que se le considere dic- 
tada por el Congreso en ejercicio de las atribuciones que 1c 
confiere el inciso 14 del articulo 67 de la Constitución 
para determinar la legislación especial de los territorios 
nacionales, sea que lo hubiere sido de acuerdo con la facultad 
atribuida por e| inciso 27 del mismo articulo constitucional, pa- 
• ra ejercer una legislación exclusiva sobre la Capital de la 
Xación, es de ca ráele 1 local, y 110 está comprendida dentro de 
las que tiene en vista c| articulo 14 de la ley 48. 110 pu- 
dieudo su interpretación y aplicación autorizar por sí sola e! 
recurso previsto por dicho articulo, mientras no se ataque su 
validez |>or ser contraria a la Constitución Nacional, lo que no 
se ha alegado. (Fallos. CVIEI. 171 ; C1X, 5 y 348: CXJV, 292; 
CX IV. 60 ; tp CXIX. 358). 

Por lo expuesto y jurisprudencia citada, pido a V. K. se 
declare bien denegado el recurso deducido. 

Julio fíotet. • 

PAI.I.O lUÍ COHTK SUI'RKMA 

BaMM t&m. Octabra i 4r HtT. 

\utos y vistos; Ivl recurso ile hecho por denegación del 
extraordinario interpuesto por don Enrique Kseriña Huiigc en 
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las actuaciones seguidas contra el misino, ;*>r ejercicio Hcjgfál 
de la medicina. 

Y considerando : 

Ota- si bien se lian invocado las garantías que consagran 
los artículos 18 y 19 de la Constitución, tal circunstancia 110 
eS hablante para decirse planteada en la causa alguna de las 
cuestiones previtas en el artículo 22 del Código de Procedí* 
miemos en lo Criminal y 14 de la ley 48. pues se requiere ade- 
más, que tales garantías estén directa e inmediatamente rela- 
cionadas con la cuestión propuesta y resuelta* por el tribunal 
de cuya sentencia se recurre, y que la solución del litigio de* 
penda de la interpretación que se fie a la cláusula cuestiona- 
da de la Constitución o ley especial riel* Congreso. 

Que la sentencia del jurado que lia motivado este recur- 
so, al resolver como lo ha hecho, no ha dado a las garan- 
tías invocadas una interpretación distinta de la que le atribuye 
el recurrente, porque sin desconocer que la Constitución pro- 
hibe condenar sin juicio previo fundado en ley anterior al he- 
cho del proceso, lia aplicado la pena derivada de la lev 2.820 
en el concepto de que esta ley local ha puesto en vigencia (mra 
la Capital de la República la ley provincial de Julio 18 de 1877. 

Que las conclusiones del jurado reconocen como funuV 
mentó el artículo 3." de la citada ley local número 2.829 de 
cuya interpretación surge, en su concepto, la penalidad im- 
puesta, y la consiguiente prohibición legal requeriila i>or el ar- 
ticulo 19 de la Constitución; y es desde luego evidente que 
loda cuestión acerca "de la existencia y alcance" de esa ley. 
debe ser resuelta |>or li>s tribunales que conozcan legítimamen- 
te del proceso, sin recurso ulterior para ante esta Corte, fue- 
ra de los casos extraordinarios previstos en el articulo 14 de 
la ley 48. ó." de la ley 405 5- > artículo 22 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal. (Fallos, tomo 125, página **2, y 
jurisprudencia allí citada). 

Que es de observar, además, que el propio recurrente 
ha reconocido en forma expresa la existencia de la ley en cuya 
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Virtud lia sirio condenado, pues al apelar de la pena impues- 
ta; ]uir el Dcjiartanicnto Nacional de Higiene para ante et 
jurado, y al usar ante éste de las defensas que considera 
del caso, ha ejercitado recursos autorizados por la misma ley 
cuya inexistencia alega, a lo que* podría agregarse que del 
contexto general de la ley 2,829 y especialmente de su articulo 
3, se desprende que lia sido dictada |>ara extender su impe- 
ria a torios los territorios a que atarea el poder del Congreso 
de ejercer una legislación exclusiva con arreglo a los ind os 
14 y 27, articulo 67 de la Constitución, como resulta de 1\ 
circunstancia de haber comprendido, los puertos, los lazaretos, 
las instalaciones determinadas por la convención sanitaria. 
vlcvWrn. 

Por ello y atento lo expuesto y jiedido |x>r el señor Pro- 
curador General, se declara bien denegado el recurso deduci- 
do. Notifiquese original, repóngase el papel y archívese. De- 
vuélvanse tos auto* venidos por vía de informe al juzgado de 
origen, con transcripción de la prcentc. 

A. Bermejo. — Nicanor 0, del 
Solar. — D. K. Palacio. — 
J. FlCÚEROA Alcorta. 



Pon Adrián Mattioli en autos con don Crescendo Carnea- 
jal, por cobro de pesos. Recurso de hecho. 

■ 

Sumario : 1." No procede el recurso extraordinario del artícu- 
lo 14, ley 48, contra una resolución deniega el fuero 
federal, fundada en las consideran- . es de hecho y de 
derecho, de haber et demandado, extranjero, consentido el 
fuero ordinario por cláusula expresa del contrato, y de 
deber sujetarse a ello en virtud del principio sentado por 
el artículo 1.197 del Código Civil. , 

2. El inciso 4," del artículo 12 de la ley 48 se re- 
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riere a casos de prorrogación tácita de jurisdicción, lo (jüé 
no excluye que el beneficiario del fuero (o renuncie j»or 
a tu venciones expresas con análogos efectos. 

f'ato : Lo explican las piezas siguientes : 

niCTAMKN' DEL SEÑOR PROCURAIR)* ttfiXEKAL 

Bumm Aim. StUmbra 5 i* tH7. 

Suprema Corte: 
Efe la exposición del recurrente y de lo informado por la 
Suprema Corte de Santiago del Estero, se desprende que la 
denegatoria del fuero federal reclamado por el ejecutado, se 
fundó en la renuncia expresa que de dicho fuero se hizo en la 
escritura hipotecaria, al aceptar la jurisdicción de Tos tribu- 
nales ordinarios de la mencionada provincia. Siendo ello así, 
ct recurso extraordinario no es procedente» en atención a que 
la resolución apelada no decide una cuestión acerca de la in- 
teligencia que deba darse a las disposiciones relativas a la pro* 
ccitencia del fuero federal, sino que resuelve el punto en de- 
bate pul* la apreciación de una circunstancia de hecho que es 
ajena a la jurisdicción de apelación de esta Corte Suprema. 

(Palios. CX VII, 72). 

A mayor abundamiento, debo recordar la jurisprudencia 

de V. E. en el sentido de que la cláusula por la cual se atri- 
buye jurisdicción a los jueces provinciales, importa una rc- 
niincv' al fuero federal que no puede ser en adelante invo- 
cado por los que aceptaron someter sus divergencias al fuero 
ordinario ( Fallos. XC, 07; C1V. 313; CXV, 21 >. 

Por lo expuesto pido a V. E. se sirva declarar que. no 
bnv lugiir al recurso deducido. 

Julio Botct. 

PALLO OK LA COMÍ SUPREMA 

BmH AlrM. Oetubft * «t IMT. 

Autos y vistos : El recurso de queja por apelación denega- 
da interpuesto |>or don Adrián Mattioti contra sentencia de la 
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t Oírte de Justicia de la Pravmcja tic Santiago del Kslero, que ha 
desestimado el fuero federal invocado |H>r dicho Matinal i en 
la ejecución que ]>or cobro Hipotecario de pesos le sigue don 
Crescendo Carabajal, y, 

Considerando : 

" 1 One la denegación se finida en que el demandado extran- 
jero consintió el fuero ordinario por cláusula expresa del con- 
trato 1i|iiutecario debiendo sujetarse a ello por ser un principio 
de derecho que las convenciones estableada* por las partes son 
una re^la a la cual deben someterse como a la ley misma 
(informe de fs. 8 vuelta). 

Que tales fundamentos de hecho y de derecho común no 
f Hieden ser revisados [tur este tribunal en un recurso extraor- 
dinario según lo reiteradamente resuelto; siendo además de 
tenerse en cuenta que MattioÜ prorrogó la jurisdicción ordina- 
ria renunciando a su fuero de extranjero en la escritura hipo- 
tecaria según lo hace constar el auto antes recontado de la Cor- 
te de Justicia de la provincia. 

One cualquiera que sea el carácter que se atribuya a la 
ley número 48. es de observarse que en la misma se autoriza 
la prórroga de la jurisdicción ordinaria en casos como el pre- 
sente y por los medios empleados porque de otra manera ca- 
recería de objeto y de sentido lo expresamente convenido ( Fa- 
llos, tomo óo. página Jio: tomo 115. página 21 y otros). 

(Jne el inciso 4." del artículo ti de la ley número 48, se 
refiere a casos de prorrogación tácita fie jurisdicción lo que 
. tío gxjgjuyc que el beneficiario del fuero lo renuncie por con- 
venciones expresas con análogos efectos. 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurado! General se declara no haber lugar al recurso. No- 
tifíqnev original y repuesto el pajiel archívese. 



A. BKRMK.ro. — NlCAN'OR O. DEt 

Solar. — D. E. Palacio. — 

J. Flf.l'KROA Al.CORTA. 



Don lh-minin* García Torres en antas coa don Salvador Laf- 
fitU y otros, sobre cvhra de pesos. Recurso de hecho 

Sumaria: Ho hay pronunciamiento expreso o ftfftá que » m " 
portc una decisión contraria al derecho fundado eu el ar- 
ticulo JA de la ley 4.9*7. <fe «filado, a l^s efectos 
del recurso autorizado por el articulo 14, ley 4*** «* mYl 
resolución de una Cámara de Apelaciones de la Capilal 
qul se limita a declarar mal concedida una ablación para 
attté ella, estimando el punto de hecho relativo al monto 
de la multa. 

Caso: l.o explican la* piews siguientes: 

HHTAMKX m:i- OTSuR l*k. CI KAUOK OKNKKAL 

•mwm Al«*. AfOtiA 14 4c J*n. 

Süprcma Corte : 
l,a présenle queja lia sido deducida fuera del plazo que 
señala el articulo 2$ de la ley de procedimientos de N tribu- 
nales nacionales, el cual no se interrumpe aunque medie un 
ludido de aclaración. (Fallos. CXVII, 5: CXVUl. ti: 

cxx. 

Vur ello, pido a V. li. se sirva ileclarar improcedente 
la queja torjiuesta. 

/«río flofcf. 

I \[,l.o OK LA rtJUTI-t SrPRiíMA 

Bamm Air». Ottatec » de l«7. 

Autos y vistos : El recurso de hecho i*>r apelación delic- 
ada interpuesto por el representante de don Domingo Carda 
Torres contra sentencia de la Cámara l.* de Apelar iones, en 
lo Civil <íe la Capilal. en el juicio seguido contra don p%tln> 
LafíiU'. y otros sobre cobro de pesos. 
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Y considerando t 

íjue según consta en los autos remitidos \*>r vía de in- 
forme, la resolución apelarla se limita a declarar nial concedido 
el recurso de ablación llevado ante esa Cámara, estimando el 
punto <te hecho relativo al monto de la multa correspondiente 
a cada uno de los interesados en los documentos acompañador 
con la demanda. 

<Juc en esas circunstancias iig ha |xidido existir en esa 
resolución pronunciamiento alguno expreso o tácito que impor- 
te una decisión contraria al derecho fundado por el actor en la 
segunda parte del articulo 24 de la ley número 4.927 (fs. 9 
vucha 1. como lo requiere el articulo 14 inciso 3." para motivar 
el recurso extrae linario un él previsto y que fué interpuesta 
a fojas 23. 

Por ello y lo pedido [K>r el señor Procurador General se 
declara no halier lugar a la queja deducida y repuesto el |>ap"l 
archívese. Devuélvanse los autos remitidos por vía de infirme 
con transcripción de la presente. 

A. KtiRMK.lO. — NlCA.VOt! G. Mí. 
SqJ^i. — I>. E. PAMCrO. — 
J. FlGUKROA AWOHT.v 

í 



Criminal, x'outra Angel Raffetto y otro, por hurto; sobre com- 
petencia 

Sumario : La isla "Él Dorao n situada en las tierras del Delta 
del Paraná, está comprendida entre los lugares (pie el ar- 
tículo y, inciso 2? de la ley 48 designa bajo la denomi- 
nación genérica de 'Islas", y por lo tanto, corresponde a 
la justicia nacional el conocimiento de un delito cometí- 
lío en ella. 

Ctiso- I«o explican las piezas siguientes: 
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VISTA ttSCXL 

■ 

Señor Juez: 

Tratándose de un sumario iniciado con motivo de un he- 
cho delictuoso cometido en la Sección Isla» de este Departa- 
mento t&ttmpMák en» nder en él al señor Juez Federal sec- 
ciona! con asiento en la cuidad del Paraná, de acuerda con 
lo dispuesto por el articulo 3» inej h o 2." y 111, inciso i 3. de 
las ley? nacionales 4 S y r.Ho,*. respectivamente, concordante* 
ron nuestro Código de rrocedimiemos. 

lín uú virtud opino (p S. debe inhibirse y pasar 
los origínales al señor Jue* competente ¡toniendo a su dispo- 
sición lb¡> imputado* y los efectos substraídos, con aviso al Al- 
caide en lo pertinente. — //. $f, Iwfttirrc. 



AUTO DKf, Jt'KZ URL CRIMÍN 

Victoria, AftNto te de l«T. 

Yvistos: IV conformidad con el precedente dictamen fis- 
cal y resultando de autos (jue el hecho motivó de este sumario 
ha sido cometido en ta .sección islas de este departamento. l*>r 
ÍO cual el conocimiento y juzgamiento del detito corresjHmde 
a la justicia federal de acuerdo con lo dispuesto en los ar- 
ticulo* y. inciso _V y 111. inciso 12 de las leyes nacionales 
4S y r&)# respectivamente, y en atención también a lo dis- 
puso en el inciso [.", artículo yt del Código de IWediuiien- 

tos en lo Criminal. 

Resuelvo: Inhibirme de entender en este proceso, por ser 
de la competencia y conocimiento del señor Juez Federal de 
Taran;!, .i quien se remitirá este proceso, con la nota eorres- 
l*.iidiente. uniendo a su dis|>osicwm a los imputados Haífetto 
y Mansilla o Broin. comunicándose a la (Milicia local. Hágase 
s;iher. regístrese y cúmplase librándose los oficia necesaria. 
¿-. d$mp Arlot. — Ante mí: Bartolomé Uobbosco. 
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AUTO Día SEÑOR JVP.Z FKDEBAL 

Autos y vistos, y considerando: 

Quo no obstante el dictamen de fs. 17 vta. del señor Pro-* 
mrador Fiscal, el artículo 3». inciso 5. n . ley debe enten- 
derse que se refiere a islas de rins navegables en cuya eatego- 
ría no se encuentra la gran extensión de terreno asi llamado 
impropiamente. 

Que 'por lo común se llaman *'islas T ' a tos terrenos ane- 
gadizos del lX'ita del Paraná. aunr|uc no se ajuste tal (lene* 
uiinación a tal concepto geográfico ui a la acepción espedía! di 
la ley en este caso. 

Que como resulta del telegrama precedente de fs, 21 la 
extensión de terreno llamado isla "Kl Doran*' no es más (pie 
una región flanqueada por corrientes navegables pero 110 una 
porción de tierra completamente rodeada de aguas navegables, 
desde que uno de esos arroyos que la circundan no es nave- 
gable, por manera míe por esta parte está unida a la tierra 
firme > más bien debiera considerársela una península que «na 
isla. 

Que es un principio de dereclio que allí donde no alcanza 
la razón de la ley no procede su aplicación . 

Que la justicia federal es justicia de excepción jior la 
que corre&|K>ndc una interprct-ición restrictiva en lo que con- 
cierne a jurisdicción. 

Que el hecho que motiva esta causa |wrtenece por su na- 
turaleza al conocimiento de la justicia ordinaria de la provin- 
cia y sólo |Ktr excepción ¡wnlria o nresnowler a la justicia 
federal . 

Que la tínica circunstancia que podría determinar esa ex- 
cepción no se cumple en nuestro caso, y 110 puede prorro- 
garse la justicia federal a casos ajenos a ella. 

Que el infrascripto se acoge filialmente a la uniforme ju- 
risprudencia de ta Corte, como puede verse, entre otros, los? 
fallos de las causas XCIX, página 80. tomo 32; CVÍI, pá- 
gina 162. tomo 34 y CX IV. página 150. t«nno 48, 
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Que siendo un caso de competencia negativa corrcs|jou 
de su decisión a dicho tribunal de acuerdo al artículo 43. in- 
ciso ¿* y articulo 66 Código de Procedimientos Crim. Federal, 
y artículo 9. inciso b) ley 4.055, a dónde deberá elevarse ori- 
ginal la causa, mucho más cuanto el sumario está efectivamen- 
te terminado, pues los imputados se hallan confesos y dete- 
nidos. 

Por tanto; El infrascripto resuelve: que no debe avocar- 
se el conocimiento de esta causa, y elevarla original a la Su- 
prema Corte Federal para la decisión del caso, dándose aviso 
al señor Juez remitente a los efectos consiguientes. Regís- 
trese. — Etcodóro Fierro. 

)UCT\\ M EN l>KL SE ÑOR . ttftci-KAKiR CENES AL 

' Bftim Alm, Ocfabre I de 1*17 

Suprema Corte: 

Kncuentro que el conflicto de competencia no ha sido t ra- 
llado en forma regular, dado que el señor Juez Federal, al 
desestimar el oficio de inhibición que le fué dirigido por el 
sefmr Juez del Crimen local, debió devolver el expediente a es- 
te juez a efecto de que manifestara si insistía o no en la con- 
tienda trabada \ artículos 47. 40 y 51 de la ley go'i. Se obser- 
va también que el mismo juez federal no pudo negar el recur- 
so de apelación intcr|wiesto por el señor Procurador Fiscal 
pnr cuanto dicho recurso está expresamente acordado por el 
citado artículo 47. y la jurisdicción de esta Corte Suprem;. 
liara decidir las cuestiones de competencia que se susciten ¿n- 
iré los tribunales que menciona vi artículo 9 de ta ley 4*055, se 
ejerce una vez que el conflicto se formaliza con arrreglo a las 
disposiciones de la citada ley de procedimientos. (Fallos. CVIJ. 
233 5 CX1I. 418; CX 111. 20*1 ; CX IV. 285). 

Xo obstante lo expuesto, y prescindiendo de las deficien- 
cias del procedimiento, en atención a la circunstancia de ser 
necesaria la pronta substanciación de la contienda, por hallar- 
se preaojf los acusados, y teniendo en cuenta, además diversos 
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precedentes sentado» por V. K. que autorizan a agriarse de 
aquellas formalidades, etitru a examinar cuál es el juez comi- 
tente j>ara conocer en este proceso. A este respecto, considero 
d L * aplicación el articnlo .V. inciso 2." de la lev _»K que atri- 
buye competencia privativa a los jueces de sección para co- 
nocer en los crímenes cometidos en los ríos, islas y puertos ar- 
gentinos, debiendo entender aquél que se halle más inmediato 
al lugar del hecho. No cabe dudar, en atención a ta* forma 
en que el hurto fué cometido, y demás constancias sumaria- 
les, que el hecho se perpetró en terrenos de isla, sin que la cir- 
cunstanciü de que no sea navegable una de las corrientes de 
agua que separa ese terreno de la tierra firme, pueda desvirtuar 
la calilicacióti de isla que se atribuye a iodo terreno rodeado de 
agua, que es suficiente para acreditar el fuero federal, confor- 
me al precepto citado y a lo resuelto por la jurisprudencia de 
este tribunal. (Fallos, XXXVI. 264; UX. 128; CXIV. it 7; 
CVHI, 360), 

Por ello pido a V. E, se sirva declarar competente al se- 
ñor Juez Federal de Entre Ríos, para conocer en este proceso. 

Julio Batct. 

FALLO VÍÍ LA COKTR SUPREMA 

Bacm Alna, Octubre * dt IWL 

Autos y vistos : La contienda negativa de competencia 
entre un Juez del Crimen de Victoria (Provincia de Kntre 
kioí) y el Juez Federal del Paraná, para conocer del proceso 
segm'do contra Angel Kaffetto y Frami«m Mansito ia> 
Rroin. pi>r hurto, 

Y considerando: 

Que I» «I* "El Dorao" en que se ha cometido el delito, 
csti comprendida entre los lugares que designa el artículo 3. , 
inciso 3." de la Jcy 48, bajo la denominación genérica de 
"islas", pues si bien se arguye que uno de los ríos que la ro- 
dean no es navegable, se reconoce explícitamente por el íuez 
Federal de Sección que esa es la denominación que se alri- 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



buye a la» tierras del Delta del Paraná, serradas de la tie- 
rra firme (»ot corrientes de agua, y a las que esta Corte se ha 
referido, entre otros, en los fallí» de los tomos 36. fiágina 2(14: 
59, ]jágiiia 128; 64, página 117; «4, página 178: 108. página 360. 

(Jac estos antecedentes determinan la competencia de la 
justicia nacional, dado qu e su ■jurisdicción es privativa y cx- 
chiycnte dé los juzgados de provincia con arreglo a los pre- 
ceptos legales citados en el precedente considerando, como se 
ha establecido por esta Corte, en casos análogos. (Tomo 112, 
página 30^ . 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador Central, se declara que el conoci- 
miento de esta causa corresponde al Juez de Sección del Pa- 
raná a quien se remitirán los autos, avisándose por oficio a! 
Jttez del Crimen del Departamento de Victoria, ♦ 

A. Kkrmk.io, — Nicanor O. 111:1. 
Soi.\h. — D. K. Palacio. — 
J. FjgvKroa Ai. corta. 



l*on Francisco i.agrosa contra Pagóla y Cía., par daños y per- 
juicios: sobre competencia por inhibitoria. 

* 

Su otario : Xo procede el recurso extraordinario del articulo 14. 
lev 48 contra una resolución recaída en una contienda de 
competencia por inhibitoria promovida en actuaciones so- 
bre dtligenciamiento de un ex t orto de un tribunal extran- 
jero. no haciendo lugar a ella cu virtud de lo dispuesto 
por el Código de Procedimientos '1c la Capital, que limi- 
ta las contiendas de competencia a tas que se susciten tan 
sólo en los juicios qué tramiten ante los tribunales de la 
república. Tampoco puede autorizarlo la invocación del ar- 
ticulo primero del Tratado de Derecho Procesal celebra- 
do en Montevideo, pues él se limita a consignar el princ** 
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pió universal de la U¿ fori, que no tiene" relación con ? a 
cuestión planteada. 

í'íttfj; Lo explican las piezas siguientes: 

VISTA FISCAL 

Señor juez: 

1-1 recurrente solicita que L\ S. tenga por deducida con- 
ttetida ]mr inhibitoria respecto a un juicio iniciado contra aquél 
en li« tribunales de Asunción (República del Paraguay). 

Al fundar el recurso, sostiene que U. S. es el juez com- 
petente para entender en dicho juicio, pues tiene por causa 
una acción por danos y perjuicios. Dicha acción emínentemen- 
le personal, debe radicarse ante el juez del domicilio del de- 
mandado según (q prescribe nuestro Código de Procedimien- 
tos en su nr tí a ,lo 4* y el Código Papayo, en su artículo 5.'. 
Agrega que el caso encuadra dentro de lo dispuesto en el ar- 
ticulo 410 ile nuestro Código Procesé que autoriza el recur- 
so de inhibitoria que deja deducido, ' 

El suscripto estima que es improcedente la petición dedu- 
cida. El recurso de inhibitoria está establecido en nuestro 
Código y también lo establece el Código Paraguayo pero debe 
entenderse y asi lo ha considerado la jurisprudencia, que sólo 
puede plantearse respecto a juicios que se tramiten ante las 
jurisdicciones particulares de cada país. No hav contiendas de 
competencia internacionales El tratado de derecho internacio- 
nal privado de Montevideo que también invoca en su apoyo el 
recurrente, no es favorable a su tesis. Establece, como el lo 
recuerda, que: "Los juicios y sus incidentes cualquiera que 
sea su naturaleza, se tramitarán con arreglo a la lev de proce- 
dimientos de la nación en cuyos territorios se promuevan". De 
ahí sólo se desprende, que la competencia de los jueces se re- 
solverá dentro de cada país aplicando exclusivamente, sus res- 
lectivas leyes procesales. La competencia o incompetencia de 
cada juez sólo ante- la misma puede sostenerse y reclamarse, 
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usando de los medios que ca<la ley procesal confiere. No hay. 
pues, robibrlídad de contienda internacional de competencia. 

Por lo demás, repilo que asi se ha considerado en diver- 
sos fallos de nuestro tribunales . 

• Quiera, pues, L*. S. no hacer higar a la petición dedu- 
cida. — M. de Vedia y Mitre. 

Auto dei. jn:z m comercio 

# * 

tumi Alrtt, JniO tt dt 1917. 

Y vistos: Por las bien fundadas consideraciones del dic- 
tamen fiscal precedente qué él juzgado hace suyas por estimar- 
las ajustarías a derecho, no se hace lugar a la inhibitoria de- 
ducida a fs. 12. y previa reposición del sellado archívese. — 
Juan B. Estrada. — Ante mi: £. M. Sahaticr. 

JU-SOI.CCION* DE I.A CASI A KA Dfi APELACIONES V.X COMERCIAL 

Intw» Alni, Agtttto U dt Hff . 

Y vistos: La cuestión de conijjetencia por inhibitoria, que 
se promueve l«*r el apelante en su escrito de fs. 12. es impro- 
cedente por los fundamentos consignados en el dictamen del 
agenté fiscal i fs. 18 Vtá;) y la o|»osíción al cumplimiento de! 
exhorto que se pide en esta instaoncia. lo es por no haber sido 
propuesta a la decisión del inferior y por haber sido* ya cum- 
plimentado dicho exhorto, según se expresa en el auto de 
fojas 15. 

]\>r ello y no obstante lo dictaminado por el señor fiscal, 
se confirma el aun» apeladn de fs. JO vta. ( y devuélvanse pre- 
via reposición de ellos dentro de Ires días bajo a i>ercibi miento 
de lo dispuesto en el articulo 23 de la ley 4.128. — CraniUCÜ. 
— EstevCf, — Castillo. — Ante mi : Alfredo Fox. 

DICTA M ES DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bu«Mt A¡r«, Stpumtot 1» *# mi. 

Suprema Corte : 
La resolución arlada deniega el pedido formulado por el 
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recurrente, a mérito de una consideración fundada en lo dis- 
puesto por la legislación procesal, que limita las contiendas de 
competencia, por la vía de inhibitoria, a las que surgen en jui- 
cios substanciados ante los tribunales de la República. Dicha 
consideración es extraña a la jurisdicción de apelación de V. E. 
conforme al artículo 15 de ta ley 4J8. y na puede autorizar 
el recurso extraordinario que concede el artículo 14 de ta mis- 
ma ley. , 

En cuanto a la invocación que hace el recurrente del tra- 
tado de derecho internacional privado celebrado en Montevi- 
deo, 110 es bastante para motivar el expresado recurso, desde 
que el tratado que se invoca no tiene una relación directa e in- 
mediata con la cuestión planteada, ni la decisión recaída de- 
]iende de la inteligencia que se atribuya a cláusula alguna del 
mencionado tratado. (Fallos. CXV, 341: CXX. 145 y 329; 
CXXI. 144 y 306). 

Por ello pido a V. K. se sirva declarar que no hay lugar 
al recurso deducido, 

Juíio Botet. 

FAI.LO $jj LA CORTE SITUE M A 

Botaofl Aire*, Ottrt* « é* 191 T. 

Y vistos: Para conocer, del recurso de apelación concedí- 
do para ante esU Corte "contra el fallo de la Cámara de Ape- 
laciones en lo Comercial de esta Capital, corriente a fs. 20, de 
los presentes autos iniciados por los señores Pagóla y Com- 
pañía, sobre competencia por inhibitoria. 

Y considerando : 

Que según resultarse ha tratado en el caso del cumpli- 
miento de un exhorto dirigido por el señor Juez de 1 ¿* Instan- 
cia en lo Comercial de la Asunción. República del Paraguay al 
de Comercio de esta Capital, pidiendo la notificación de una 
demanda deducida por don Francisco Lagrosa, vecino de aque- 
lla república, contra los referidos Pagóla y Compañía domi- 
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ciliados en esta ciudad, sobre indemnización de daños y per- 
juicios. 

Qik la contienda de competencia por inhibitoria promoví 
da por los demandados ante et Juez ele Comercio de esta Ca- 
pital, después de diligenciado y devuelto el referido exhorto, 
y resuelta en el fallo apelado, no puede autorizar el recurso 
unido ante esta Corte en cuanto se refiere a lo dispuesto por 
el Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial que limi- 
ta las contiendas de com|n*tencia que se susciten tan sólo en los 
juicios que tramiten ante los tribunales de la República, y por 
cuanto no se encuentra tampoco en ninguno de los casos de- 
terminados por el artículo o. de la ley número 4055. 

Que lo establecido en el Tratado de Derecho Procesal ce- 
lebrado en Montevideo, invocado también, no puede tampoco 
autorizarlo, desde que la disposición del artículo 1,' de dicho 
tratado se limita a consignar el principio universal de la ¡ex 
fori y no tiene relación alguna con la cuestión planteada, ni 
ta solución que el tribunal le ha dado podría depender de la 
inteligencia que se atribuya a dicho artículo, que es extraña 
a la misma. 

Por ello y de conformidad con la expuesto y pedido por 
el señor Procurador General, no se hace tugar al recurso. No- 
tifiquese con el original y repóngase las fojas ante el juez de 
la causa. 

A. Bermejo. — Nicanor G. ¡rife 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Fic.t ERo v Alcorta. 



I : .ritest,t .-i. fin» fie y J. Rom. sobre deslinde, mensura y amo- 
jonamiento de -un campo en la protwcíd de Salta. 

Sumario: Debe considerarse indubitadas a los efectos de los ar- 
tículos 107. K18 y en el concepto del i6o> inciso c. fl de la ley 
numero 50. las firmas contenidas en documentos públicos 
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requeridos a gobiernos extranjeros por intermedio del re- 
I ¡recentante argentino, autenticados en forma, remitidos al 
tribunal por la vía oficial y 'contra lus que no se lian con- 
cretado taeba alguna. 

2." La protocolización es una formalidad que no 
afecta la validez u nulidad intrínseca del instrumento, sino 
un requisito que da efectos jurídicos a la tradición cuan- 
do se transfiere el dominio de bienes raíces. 

,V° La inscripción en los Registros Públicos, si bien 
puede determinar una presunción de legitimidad del títu- 
lo, no le da la validez intrínseca que pueda faltarte, pues 
que si aquélla importara un pronunciamiento en tal s$n« 
tido. se habría investido con facultades judiciales a ofici- 
nas administrativas. 

4." Ks procedente la Qpctéicion a una acción de deslin- 
de, mensura y amojonamiento, basada en que el título en 
que se funda el derecho del solicitante es falso, si se com- 
prueba esa falsedad, toda vez que dicha acción requiere 
como antecedentes indispensables, títulos auténticos que 
acrediten el dominio f artículo ó lo. Código de Procedi- 
mientos de la Capital), y no puede calificarse de título, 
en el concepto jurídico a un conjunto de antecedentes 
falsos que si bien tienen la apariencia de tal, son iueñea-* 
ees para fundar derechos y obligaciones. 

Caso ; Lo explican las piezas siguientes : 

l'.U.TjO DE p CORTE SUPREMA 

Bueno* Aira, Octeto la de MtT. 

Y vistos; Los seguidos por los señores Ernesto A. Bunge 
y J. liorn sobre deslinde, mensura y amojonamiento de un cam- 
|h> en la provincia ele Salta, de los que resulta : 

Que dichos señores se presentaron (h. 65). al Juez de pri- 
mera instancia de la ciudad de Salta, promoviendo el juicio de 
mensura, deslinde y amojonamiento del inmueble "Ñungttaso". 
silo en el departamento de Oran, provincia de Salta. ju>titi- 
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cando su título .1 la propiedad con la escritura protocolizada 
de fs. 54 y tos antecedentes que corren de fs. t a 53- 

Que requerida la intervención del Desmámenlo Topográ- 
fico para (pie expidiese las instrucciones a que debia ajustarse 
el agrimensor propuesto, los campos a deslindarse resultaron, 
a juicio de Ja Oficina Topográfica referida, comprendidos den- 
tro de una zona de tierras fiscales mensuradas y vendidas jior 
el gobierno de aquella provincia, sin oposición alguna 1 fs. 75). 

(Juc el agente fiscal, a quien se le corrió vista de las actua- 
ciones, solicitó del juzgado, sin contestarla, se decretara la com- 
parencia de don Nicanor dalarza a fin de que ratificara una 
declaratoria que había hecho ante escribano público sobre fal- 
sedad del titulo de Xunguaso. después de cuya diligencia, y 
con juntamente con el señor Tobías A | laricio, parte coadyu- 
vante de la provincia, en el caso, a mérito del contrato de fs. 84. 
dedujo oposición al deslinde, mensura y amojonamiento ges 
liona do por los señores Bungc y Hora, solicitando del juzgado 
se declarcsen nulos y sin valor los títulos presentados f fs. 109). 

Que como fundamento de la oposición se sostuvo 4 pie lojt 
títulos son falsos desde su origen, pues tienen por base mu 
merced otorgada jwr el Gobierno de de Bolivia el año 1869, y 
esa concesión no lia existido. 

Que a estar a los títulos presentados, don Evaristo Caza* 
zola habría solicitado una merced el 10 de Octubre de 186V), a 
ía República de Rolivja que ejercía una jurisdicción de hech 1 
en aquel (taraje, de unos baldíos denominados Sunguaso, con 
superficie de cincuenta leguas cuadradas; esa merced habrí 
•iido acordada el 6 de Noviembre de aquel año. y previa la 
mensura correspondiente, se la habría aprobado el jo de Mayj 
de 1870. 

Qjttt? en Mayo 8 de 1876, el concesionario C&zazola apare- 
ce «vendiendo la merced a don José María Oviedo por escritu- 
ra pasada por ante el alcalde parroquia! de Caiza y transfe- 
rida por Oviedo en Enero 17 de 1885 a don Artidono Val ver- 
de por instrumento privado elevado a escritura púh'ioa al di á 
siguiente ante el alcalde parroquial de Yaciiilhi. 
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Que en Octubre 23 (Je 1885, Val verde vende el campo a 
don Nicanor Galarza, también por documento privado reduci- 
do» escritura pública en 21 <le Diciembre del mismo año ante 
el alcalde parroquial de Caiza: y en 10 de Mayo de 1803, Ga- 
lana, por medio de a|>odcrado. solicita del Trefecto de Tari ja 
que se inscriba en el libro de Colonias la merced otorgada en 
1809 a Cazazola. y su* sucesivas transferencias, inscripción que 
aparece cumplida en Junio 20 de 1893, y aprobada |>or decreto 
del Gobierno de Bolivia de Junio 3 de 1894. 

Que posteriormente el mismo Gatarza. por medio de otm 
apodeijado se presenta* gestionando ante el juez instructor de la 
ciudad de I arija que se archiven por un notario público lus 
títulos de la merced y su toma de razón en la oficina de 
Registro de Derechos Reales, y solicitando se le expida un tes- 
timonio de los referidos antecedentes, medidas a (pie se accede 
por el juez aludido, después de lo cual el notario don Domingo 
Diilz aparece archivando los antecedentes de la referencia y 
otorgando los testimonios del caso en Junio 17 de 1906. 

Que el testimonio expedido por el señor Dolz tiene Jas 
atestaciones de práctica, y se presenta como legalmente auten- 
ticado por tos funcionarios bolivianos y por el consulado ar- 
gentino en Taríja. 

Que el citado Galarza da poder a Federico Sosa por ante 
el juez de paz del Departamento de Oran, para que eleve a 
escritura pública un documento privado por el que había ven- 
dido la concestón a don Emilio Araoz. La escritura a favor de 
Araoz se extiende por el escribano Ubaldino Riartc, de Salta, 
y ta concesión después de varias transferencias posteriores, 
llega a poder de los señores Bunge y Boro 

Que el notario señor Domingo Dolz que aparece incorpo- 
rando a su protocolo tos títulos originarios de esta concesión, y 
expidiendo los testimonios que legalizados en Ta República 
Argentina han servido para las transferencias prcindicadas, ha 
declarado ante el juez instructor de la ciudad de Taríja. que 
ignora la existencia de documentos referentes a propiedades 
l«rtenccientes a don Kvaristo Cazazola y transferido a Galarza 
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pues minea hizo la protocolización alguna de tales doeumcnios. 
ni extendió ningún testimonio, y si alguno apareciera lujo s» 
firma, es falso. 

tjue también es falso, por declaración del mismo Galarza. 
qü's él haya adquiriilo la concesión de don A rt ¡dorio Val verde, 
ni la haya vendido a don Km rito Arauz. Tampoco otorgó poder 
a nadie fura que hiciera las gestiones antes referidas, y mani- 
(iesta ser falso el poder que. se le hace aparecer otorgando * 
Federico Sosa jura que suscriba la escritura de venta a favor 
de A rao*, pues no conoce a Sosa ni a los testigos que dan fe. 
de haber suscrito el jioder. ni se encontraba en campo Durán 
en la fecha en que se le atribuye lulicr suscrito tal |»der a favor 
de Sosa 

Que como comprobación de estas afirmaciones, se acom- 
pañan los documentos originales referentes a la declaración del 
notario l)olz y testimonio de la escritura de declaratoria de dnn 
Nicanor Galarza. 

£)ne no habiendo dado poder Galarza a don José Mariano 
Molina para solicitar ta aprobación de los títulos al Gobierno de 
Bolivia. tales gestiones no pudieron hacerse validamente, <¿uc 
no se hicieron en modo alguno, además, pues en el ^egistru 
Xacional del Gobierno de Bolivia. correspondiente a? tño ¡804 
no aparece el decreto de Junio 3 de aquel año mencionado en 
los falsos títulos, aprobando la inscripción de los mismos, siendo 
(te advertir que todas las demás anotaciones relativas a inserí li- 
ción, son también falsas, y que en los registros de Ftnlivía no 
hay constancia alguna sobre la pretendida merced de Cazazola. 

Que la acción de deslinde y mensura requiere como ante- 
cedente necesario un titulo auténtico, y los señores Bunge y 
FW11 han presentado una falsificación de título que no sirve 
para acreditar el dominio del campo cuyo deslinde se solicita, 
y por consiguiente no debe hacerse lugar a la pretensión de los 
solicitantes, debiendo declararse falsos y [K>r ende nulos y sin 
valor alguno esos títulos. 

<j(h corrido traslado de la oposición formulada, los seño- 
res Bunge y Born interpusieron la excefxrión de ineoni|jetcncia 
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de jurisdicción por haberse promovido una contienda en tiuc es 
parte Ta provincia de Salta que litiga con un vecino de la Capital 
(fojas 123), . 

Que remitidos los autos a esta Corte por haberse declara- 
do incompetentes ios tribunales locales ( fojas 157 y ■</>) se pa- 
saron en vista al señor Procurador General, y se dictó la pro- 
videncia tle fojas 212 declarando la competencia orinarla de 
esta Corte para conocer de ta casua. corriéndose traslado a Ioí 
señores Hungc y Born de la oposición formulada a fojas* 109. 

« Que contentando dicha oposición los señores Bunge y 
Born impugnan las afirmaciones de la provincia de Salta sobre 
la falsedad de los tirulos, pero manifiestan sobre el particular 
<|ue observarán una aftitud especiante. Relacionan el origen de 
la concesión y sus trasmisiones sucesivas y hacen notar que las 
escrituras de Saravia a Chiossone y de éste a los señores Bunge 
y Born, se extendieron en vista de los certificados cx|iedidos 
jior las respectivas oficinas de la provincia de Salta, acreditando 
la inscripción del dominio a nombre de los vendedores. 

Que los gobiernos son responsables de los certifícalo!: expe- 
didos por sus funcionarios, y que si los títulos de Chiossone v 
sus antecesores eran falsos, ef Registro de la Propiedad nó 
debió inscribirlos, siendo responsable de los daños a terceros de 
buena fe, si la inscripción fué mal hecha. Niegan ademas todos 
los hechos en que se funda la demanda, y la autenticidad de los 
documentos presentados -por la provincia; y piden se cite de 
. evicción al señor Juan Chiossone, y en oportunidad se rechace 
la demanda, con costas f fojas 217 ». 

Que decretarla la citación de evicción solicitada, a la que 
ha correspondido el señor Chiossone saliendo a la defensa de 
Jos citantes (fojas 224), se abrió la causa a prueba (fojas 232». 
las partes produjeron la que expresa el certificado de fojas 536 ; 
y se presentaron los alegatos (fojas 539, 575 y 590), después 
«le Ir» cual, se llamó autos para definitiva (fojas 599 vuelta). 

Y considerando ; 
i,* Que iniciada por los señores Ernesto A. Bunge y J. 
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Burn la acción de deslinde, mensura y amojonamiento del cam- 
po denominado "Ñiinguaso", en la. provincia de Salta, y ha- 
biéndose observado que la» tierras a c|uc se referían tos títulos 
presentadas se encontraban superpuestas con terrenos vendidos 
por vi gobierno fie ta provincia ( f ojas 76) se dió intervención 
at Agente Fiscal y este funcionario se opuso a la gestión, ale- 
gando ser falsos los títulos presentados. 

A \¿iw negada la autenticidad de tales documentos, su 
validez lia debido discutirse en juicio plenario. pues el título 110 
puede ser sino el instrumento en que se han observado t<«j:i. 
las prescripciones de la l<;y. tales como la escritura del acto, la 
presencia de testigos» ta intervención de escribano, oficial público 

funcionario judicial, dentro de los limites de sus atribuciones 

1 Código Civil, artículos 973 y 080) requiriéndose esencialmen- 
te para su validez que esté firmado por todos los interesados 
que aparezcan como parte en él (Código Civil, artículo 088) 
y que tocias estas formalidades sean auténticas y se refieran a 
un acto auténtico, intachable en su forma y en su contenido. 
(Fallos: tomo if>. página 413) porque de lo contrario el titulo, 
en su concepto jurídico, no existe, ya que no puede calificarse 
fie esc modo a un conjunto de ant-ícedentes falsos que si bien 
tienen la apariencia de un titulo, son ineficaces para fundar 
obligaciones y derechos. 

3* Qik el interés de la provincia de Salta y su consi- 
gúeme carácter de parte hábil para .formular oposición c im- 
pugnar la validez del instrumento presentado al gestionar el 
deslinde del campo en litigio, resulta 110 sólo de ta superposi- 
ción antes referida, sino también de su condición de colindante 
pues según to cx|>one el propio agrimensor propuesto por los 
señores ! tange y Born. el campo "Ñunguaso". at naciente se 
interna en terrenos fiscales ffs. 75 vta.). eon lo que se satis- 
face la exigencia del artículo 573 del Código de Procedimientos 
di- la provincia de Salta - 

4." Que los señores Kunge y Born al iniciar el juicio de 
deslinde presentaron títulos, auténticos en su concepto suficien- 
tes a acreditar el dominio: y la o|K>sición de la provincia de 
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Salla se funda en que dichos títulos no existen por ser falsos 
los presentados como legítimos. En esta forma quedó trabada 
la litis, y desde luego, éste es el único punto sobre que debe 
versar la resolución de esta Corte. 

5" Que |iara demostrar la falsedad alegada, ta provincia 1 
de Salta ha prpducido prueba instrumental, de testigos y peri- 
cial, cuya eficacia dubc ser analizada separadamente, estable- 
ciendo además y como se ha consignado en la resolución de 
fs. 461, la fe que merezcan los documentos que han servido 
de base al cotejo de que informa la pericia de fs, 471. para 
determinar la importancia que esa pericia puede tener como 
medio de prueba de la falsedad de los instrumentos presentados 
por los señores Bunge y Born. 

6. d Que desde luego es de observar que los calígrafos 
designados por este tribunal, al producir la pericia de fs. 471, 
han tenido en cuenta no solamente las firmas del notario Dok, 
corrientes a fs, 03, 97 vta„ 101 y 102 vta,. respecto de las cua- 
les se ha sostenido que no estaban en mejores condiciones de 
autenticidad que Jas que aparecen en el testimonio dé fs. 288,— 
sino también las firmas de dicho notario que obran a fs. 397 vta. 
y 402 que deben considerarse indubitadas porque forman parte 
iittegrante de documentos públicos requeridos en este juicio al 
Cobierno de Bolivia por intermedio del representante diplo- 
mático argentino; están autenticadas en forma, y lian sido re- 
mitidas a esta Corte por la vía oficial ( fs, 443), — a lo que se 
agrega que contra tales documentos no se ha concretado tacha 
alguna, y que se trata de prueba que ha podido ser contralo- 
reada por las partes según así lo pidieron y se resolvió por 
esta Corte (fs. 528 a 529). t 

7 * í¿ue en las condiciones preindkadas las firmas del 
notario Domingo Dolz, corriente a fs, 397 vta. y 402 que han 
servido de base al cotejo de que informa la pericia de fs. 471, 
constituyen antecedentes hábiles en el concepto del articulo 169, 
inciso i." del Código de Procedimientos en lo Federal, e inciso 
i." del artículo 157 fiel Código de Procedimientos de la pro- 
♦ vincia de Salta, con tanta más razón cnanto que no se ha for- 
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mtilado ninguna objeción concreta inte debilite la eficacia de 
las firmas indicadas, pues la manifestación de que tales firma* 
mi están en mejores condiciones que las tachadas de falsas, si 
Se lia" expresado como una impugnación, lia debido probarse 
como corresponde. 

8." Que la pericia de fs. 471 demuestra del modo más 
evidente que la firma y sello del notario Dolz que parece en el 
testimonio de fs. 288 lian sido falsificadas |»or imitación: pero 
independiente de las conclusiones de esa pericia la falsedad está 
corroltoratla por la declaración del propio Dote, quien mani- 
fiesta que en ningún tiempo lia expedido el testimonio que se 
le atribuye, y no ba visto, ni ha protocolizado, ni sabe que exis- 
tan t mitos de la propiedad &unguaso 1 fs. 402). — manif esta- 
ción míe concuerda en todas sus partes con la que obra a fs. 97. 
en la que afirma categóricamente que si alguna vez apareciese 
bajo su firma algún testimonio relativo a esa propiedad, sería 
falso. 

0* Que la prueba testimonial y los informes oficiales de 
Hnlivia i«?rmiten establecer que no sólo es falso el testimonio 
que se ¡díct expedido jxtr c| notario Dolz \ fs. 288) a quien se 
atribuye ha1>er protocolizado tos documentos y antecedentes re- 
lativos al campo &unguaso. sino que son falsas, además, todas 
las constancias de ese testimonio c inexistentes todas las dili- 
gencias que se relacionan en el mismo, desde el propio origen 
de ta merced (pie se dice otorgada en el año i86g a Cazazola. 
por el Gobierno de Noli vía. 

lo." Que según las referencias del testimonio de fs. 288. 
Cazazola solicitó y obtuvo del Gobierno de Kolivia en el año 
una merced de cincuenta leguas de campo denominado 
ffuifguaso. — y de los informes expedidos por aquel gobierno 
resulta que tal merced 110 ha existido tii antes ni después de 
la fecha indicada ( f s. 381) y 401 ) . 

1 1 Que a estar a los términos del testimonio atribuido 
a Dolz. esa concesión se inscribió en el Registro de Derecho* 
Reales en Junio 28 de 1906. bajo el número 13 y a fs. 8 del 
libro primero de la propiedad de la Provincia del Gran Chaco 1 
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(fs. jyy). Empero a fs, 400 de estos autos corre el ¡itf orine 
oficial espedido por el citado Registro y de él resulta que ni 
con ese número ni con otro, existe inscripción alguna cíe esta 
propiedad (fs, 389, 390 y 401 ) . . 

12;« Que a los efectos de registrar el titulo, protocolizarlo 
inscribirlo, gestionar testimonio, etc.. se hace aparecer a don Ni- 
canor Gnlarza dando poder a don José M. Molina y a don Isidoro 
«'•ames. Kntrc tanto, la prueba producida lia permitido establecer 
míe Molina no fué apoderado de Galarza (escritura de fs. «oí : 
declaración de fs. 400. vta.. sobre el interrogatorio de fs. 408: 
míe tampoco Isidoro Carnes fué apoderado de Gatnrza ( escritura 
de fs. Xa citada; declaración de fs. 40.P. — a lo que se agrega 
que las gestiones que aparecen hechas ( x*r ambos en el testimonio 
de fs. ¿KK. tales como requerir judicialmente la protocolización c 
inscripción de los títulos, etc.. tampoco han existido, pues en 
el juzgado de instrucción de Tarija en que aparecen efectuadas, 
no hay constancia alguna de que 5 - hayan tramitado tales ges* 
tiones (fs. 407 >. 

I3-" Que es del caso observar también, que además de 
ser falso el testimonio del título que se dice protocolizado por 
el notario Dolz. se comprueba una evidente falta de correlación 
entre la última foja de es e testimonio y el certificado subsi- 
guiente en que se autentican las firmas del notario citatlo y del 
Registrador de Derechos Reales, doctor Castellanos. Así, en 
el documento de fs. 300 se certifica "que la firma y rúbrica del 
Registrador de Derechos Reales de es a ciudad doctor Rodolfo 
Castellanos y del notario Domingo Dolz, son las mismas que 
acostumbran en sus actos públicos y privados; mereciendo por 
tanto entera fe las que corren a fs. diez y nueve de estos obra- 
dos", y los obrados, es decir, el testimonio no tiene más que 
doce fojas, con la |>articutari<tad de que las firmas del notario 
y Registrador, qué según el certificado debían estar ambas en 
la misma fojas diez y nueve se encuentran en las fojas doce 
y doce vuelta, respectivamente, de donde debe deducirse que 
ese certificado se otorgó para ser agregado a un acto auténtico, 
del que se desglosó para utilizarlo posteriormente como instru- 
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mentó ele autenticación de los documentos referidos t fs. 288 i* 
J(WÍ. En estas condiciones. 110 puede pues, sostenerse con ver* 
dad que el tituíb está debidamente legalizado, como se expresa 
a fs. 458. 450 y 504. porque la legalización no corresponde al 
cuerpo de escritura a que ha sidu agregada. 

14. " Que también es inexacta la referencia que se hace 
en el testimonio nhidi<k> sobre el decreto dictado por el Go- 
bierno de Bolivia. en Jmiio 3 de 1894. aprobando en revisión 
el auto del Prefecto de Tari ja que ordena la inscripción de los 
títulos de Sunguaso en el libro de Colonias (fs. 20/» vta. y 207 
in fine), pues revisado el Registro oficial de 1804. tal decreto 
no aparece f fs. y 448). 

15. " Que la protocolización hedía en Salta, con el pro- 
Insito, según se advierte, de validar el testimonio de fs. 288. 
ha pedido tener el efecto de encubrir la falsedad extrínseca de 
esc testimonio, puesto de ese modo al amparo de la autenticidad 
de la protocolización efectuada por el escribano Riarte l escri- 
tura de fs. 1 y siguientes pero ello no ha modificado la subs- 
tancia del acto mismo, falso en sn contenido, como se despren- 
de la prueba de autos. 

16. * Que no estando "debidamente legalizado'', como se 
alega, el testimonio de fs. 288, pues como ha quedado estable- 
cido, la legalización se refiere a un instrumento distinto, care- 
cen de eficacia las consideraciones que se aducen en favor de 
ese testimonio sobre el supuesto de tal requisito: a lo que co- 
rresponde agregar que la protocololización es una formalidad 
que no afecta la validez o nulidad intrínseca del instrumento, 
sino un requisito que dá efectos jurídicos a la tradición cuando 
se transfiere el dominio de bienes raíces (Código Civil, articulo 
i.Jii >. Fallos: romo 107. página 41; t2t. página 40: 124. pá- 
gina 110). 

17. " Que la inscripción en los Registros, si bien puede 
determinar una presunción di* legitimidad del título, no le dá 
la validez intrínseca que pueda faltarle, pues si la inscripción 
inquiría ra un pronunciamiento en tal sentido se habría inves- 
tido con facultades judiciales a oficinas administrativas cuya? 
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funciones comprenderían la de investigar la validez y exlcn- 
siún de los afrechos que se derivan dé los títulos que inscriben 
(Ley de Organización de los Tribunales de la Capital» artículo 
-44 * ■ investigaciones que no serían posibles sin intervención 
de partes con interés opuesto, al de aquel que pide la inscrip- 
ción. 

18. Que la acción de deslinde y mensura requiere, como 
antecedente indispensable» títulos auténticos que acrediten el 
dominio (Código de Procedimientos de la Capital, articulo óio 
y Código de la provincia de Salta, artículo 570). y de las cons- 
tancia* de autos precedentemente analizadas resulta con toda 
evidencia que los títulos auténticos no existen .en el caso, por 
ser totalmente falsos los títulos originarios presentados como 
recaudo de la acción instaurada. 

Jo." Que la fuente de la obligación cuy., rumpliiuierito 
procuran los señores Runge y Born. reside de inmediato en la 
venta que íes ha sido hecha por el señor Chiossone; y comn 
nadie puede trasmitir a otro un derecho mejor o más extenso 
que el que gozaba, y recíprocamente, nadie puede adquirir un 
derecho mejor o más extenso que el que tenía aquel de quien 
lo adquiere, es obvio que no habiendo existido el derecho do 
los antecesores singulares de Chiossone. por 110 halwrse reali- 
zado los hechos y actos jurídicos relacionados en el testimonio 
de fs. ¿88, el vendedor de los señores Kunge y Born no lia 
podido transmitirles ni ellos adquirir el derecho que invocan 
para fundar la acción de deslinde y mensura deducida (Código 
Civil, artículo 2,749 y 3.270. Fallos: tomo 31. página 322. con- 
siderando ti", página 328; 35, página nj. considerando 3. ; 54. 
página o. considerando 4. ). 

T"or estos fundamentos, se resuelve: 

1* Declarar procedente la oposición deducida contra la 
mensura solicitada ante un juzgado de primera instancia de la 
provincia de Salta por los señores Ernesto A. Runge y J. Born 
del terreno de la estancia denominada Snnguaso por ser falso 
el testimonio originario impugnado. 
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¿." Líbrese oficio al Superior Tribunal tic Justicia de la 
provincia de Salta para que, en la forma que corresponda, se 
proceda a cancelar la inscripción de la escritura de venta hedía 
por don Juan Chiossone a la Sociedad Ernesto A. B unge y |, 
Bom que aparece verificada con fecha Noviembre ¡i de 1910, 
al folio 1, asiento número 1, del libro D de Registro del De- 
partamento de < irán. 

3." Remitir al mismo Superior Tribunal de Salta testimo- 
nio de esla sentencia y del informe ¡ « ricial de fs. 471 a 506 
a tin de que. \u,r el órgano que corresponda, se promuevan las 
acciones criminales a que pudiera haber lugar. Las costas se 
abonaran en el orden causada setenta la* naturaleza de 1»is pun- 
tos controvertidos. N'otiftqucse con el original, repóngase el 

pap>el y en su oportunidad archívese. 
■ 

A. Bermejo. — "Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Pacacio. — 
J. Fioueroa Alcorta, 



Htimteco Mantilla Rodolfo, en la raitsa t}ue se le so/iw ant-.* 
los Tribunales Militares de la Nación, f>or httrlo 

Sumario: ¡r Si bien la Corte, Suprema tiene facultad juris- 
diccional para decidir sobre la interpretación fie las ga- 
rantías que acuerda la Constitución, no puede entrar a exa- 
minar por la vía del recurso extraordinario cuál sea la 
pena que corrcs|H>nda aplicar a un militar procesado por 
el delito tic hurto, dado que la interpretación del Código 
de Justicia Militar es materia reservada á los tribunales 
respectivos en las causas de su jurisdicción. 

2." I„i aliolicióu de los fueros personales importa 
(pie la condición de la persona no puede ser tenida en cuen- 
ta, en general como elemi'iito capaz de determinar un 
filero de excepción cuando el hee/w en sí mismo fuese del 
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cunoeimiento de ja jurisdicción común : pero la Constitu- 
ción «o ha suprimido los fueros reales o <| e causa, esto 
es. los que se basan eti la naturaleza, lugar y ocasión de 
los actos ( mc sirven de fundamento a los respectivos juicios. 
F El Cotíi ífo <fe Justicia Militar lia sido dictado por 
Conereso en ejercicio de facultades constitucionales ex- 
plH:.tas. y en tal virtud ha jmdido sustituir penas, deter- 
minar la fecha desde la cual comenzarán a correr y ex- 
ceptuar del beneficio de ftbpno de la prisión preventiva, en- 
tre- otros, a los condenados |r,r hurto. ( Esto último el caso 
de autos j 

4 " Kl principio de igualdad qué consagra el articu- 
lo lo de la Constitución Nacional, no es otra cosa que el 
derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios 
que excluyan a unos de lo que se concede a otros en igua- 
le? circunstancias, al que no es repugnante el Código de 
Justicia Militar al castigar el delito de hurto con una pena 
mayor que la establecida para éste en el Código Penal. 
Caso: Ló explican las piezas semientes: 

SI-XTKXCM m CONSK.IO DE r.l KHKA PIvRMAXEN'Tti PARA CT.ASKS 

Y T HO i* AS m Í4 AKM AUA 

Kn la Capital Federal, a los catorce dias del mes de Mayo 
de nul novecientos diez y siete, reunido en acuerdo extraor- 
dinario, el Consejo de Guerra Permanente de la Armada, para 
ver y fallar esta causa instruida a Rodolfo Barrueco Mansi- 
lla. marinero ra t Hotel egrafista del Arsenal del Puerto Militar 
argentino, soltero, de veinte años de edad, acusado de hurto! 
y actualmente detenido en prisión preventiva atenuada en U 
Prisión Militar \aval. 

Y resultando: 

h íps está debidamente prolwdo el hecho de que se acusí 
al procesado marinero radiotelegrafista. Rodolfo Jiurrueco Man- 
silla, de haberse acerado de ochenta y cinco pesos moneda 
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nacional pertenecientes al cabo radiotelegrafista de segunda cía* 
se. Knriqne Obon, c|uc los liabia dejado sobre la mesa «ma- 
rxiste en una pieza de la planta baja de la litación Kadiotc- 
legr ática. Arsenal del Puerto Militar, el diecinueve de Febre- 
ro de mil novecientos diecisiete. Asi lo expresa Mansilla a fs. 3 
vuelta y fs. ¿4, siendo confirmada esa confesión por los testi- 
monios de ís. 14, fs. 18 y fs. 22 vía. 

II. Que está igualmente probado, que Rodolfo Uurrne- 
co Mansilla, negó en el primer momento ser el autor del Hecho 
referido, confesándolo después y entregando al cabo Enrique 
( íbon, los ochenta y cinco pesos mencionados . Fottscade a f t >- 
jas 10 vta., Andrade a fs. 22 vta. y Obon a fs. 16. 

III. Que está igualmente probado : a) que cortóte las le- 
ves penales, fs. 24: b) que es regular su conducta, fs, 33; c) y 
regular también, su nota de Conceptos, fs, 33. 

Y considerando; 

I. Que el procesado lia cometido el delito a que se re- 
fiere la letra a) del artículo 22 de la ley de reformas al Có- 
digo Penal, siendo castigado por el articulo -'4 de esa misma 
ley, con tres meses a un año de arresto, por no exceder el 
monto de lo hurtado a la suma de cien |>c3os moneda na- 
cional . 

II. Que el defensor de Mansilla. o míete un verdadero 
error al sostener como lo Hace en su escrito de ís. 4*», que se 
trata de una "tentativa desistida"'. La tentativa, tiene lugar 
según lo dispone el Código Penal en su artículo S." cuando se 
manifiesta la resolución tic cometer el delito por un acto ex- 
terior qtte tenga relación con el delito mismo, ** 

III. La tentativa, dice, después en el articUfD siguiente, 
no está sujeta a pena alguna, cuando se desiste voluntariamen- 
te. Pero qué tentativa puede haber, cuando se trata de una 
acción delictuosa, verdaderamente penetrada, como sucede en 
el caso snh jmVue? ;Cuál es el desistimiento que puede tener 
tugar, después de ejecutado el ilelito? Él hecho de que el dam- 
nificado recuperara su dinero, el a rre|H-nl ¡miento del procesado, 
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nu son tenidas por la ley, ni como circunstancias atenuantes, 
(articulo 83. Coligo Penal). 

IV. (Jue teniendo en cuenta la divisibilidad de la pena 
lijada |wr el artículo 24 de la ley de reformas, ta pena or- 
dinaria del delito es el término medio que resulte entre el má- 
ximum y tmniniuní ( artículo 6." de ta citada ley I o sean siete 
meses y quince días de arresto, que sustituidos por lo que con- 
signa el artículo 576 del Código de Justicia Militar, son siete 
nieses y quince días de prisión menor. 

Por estos fundamento», los de acuerdo extraordinario ce- 
lebrado en ta fecha, y de conformidad con la acusación fiscal: 
Kt Consejo de Guerra Permanente, 

Falla: 

Condenando al procesado marinero radiotelegrafista. Ro- 
dolfo Kurraeco Mansilla, a sufrir la j>ena de siete meses y me- 
dio de prisión menor, por el delito de hurto a que esta causa 
se refiere, sin abono de la prisión preventiva que lia spportido 
•v debiendo volver al servicio militar, una vez cumplida la pena. 
A rúenlos 22 y 24 de la ley de reformas. Artículos 8, 9 y 83, 
Código Penal. Artículo 6. ley de reformas y artículos 576. 
5.V>. 57*: en su inciso 4." y artículo 531 Código de Justicia Mi- 
litar. — Diego C. García. — Juan G. Daitey, — Félix Pon- 
sali. — Gmttermo Proa'». — Fermín Y.fNmñllú. — Ante mí: 
A. Lamltc. 

SENTENCIA OKL CONSEJO SL'l'BKJIO DK CtUEKRA V M AHI N A 

■ncMt Airtt, jwu* It di 1UT. 

Vista esta causa seguida al marinero radiotelegrafista. Ro- 
dolfo Kurrueco Mansilla. argentino, soltero, de veinte años de 
edad, acusado de hurto y actualmente en prisión preventiva en 
la Prisión Militar y Naval, y 

Resultando de la sentencia de fs. 54 a 55 vta., dictada 
en esta Capital por el Consejo de Guerra Permanente para 
Tro]ia de la Armada: 



* 
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1. " Que está pri lado que el procesado se ba ,q uniera - 
do de ochenta y cinco |>csos moneda nacional, pertenecientes 
al cabo radiotelegrafista de segunda clase , Knr i que Obou, quien 
los había dejado sobre una mesa en una pieza de ta planta ha ja 
ile la Kstación Radiotelcgráriea del Arsenal, deV Puerto Mili- 
tar, el 19 de Febrero de este año; v , 

2. " Que está igualmente prohado que el marinero líu- 
rnieco Mantilla negó en el primer momento ser el autor det 
hecho referido, con fesái ulolo después y haciendo entrega Al 
cabo Obon de los ochenta y cinco pesos mencionados, como 
asimismo que conoce las leyes penales, y <|tie su conducta y 
ilota «le conceptos son regulare»; 

3. * Que el Consejo de (aterra cali rica como de delito co- 
mún de hurto el hecho atribuido al procesado y le impone 
la pena de siete meses y medio de prisión menor, según Ij 
dispuesto |jor los artículos fi." 22 y 24 de la ley 4.181), 8,", o* y 
Si del Código Penal. 576 y 530 del Código de Justicia Militar. 

fe 

Y considerando: 

1. " Que el procesado ha promovido et recurso de infrac- 
ción de ley a los efectos del artículo 459 del Código de Jus- 
ticia Militar y ta defensa, en su escrito de fs. 59 a 67 vta., lo 
funda sosteniendo "que la sentencia impone una nena \»>r un 
delito ordinario no previsto en el Código Penal y contrariando 
el precepto del articulo 16 de la Constitución Nacional, por 
lo que dicha sentencia, como la ley que la fundamenta, es vit»- 
Tatoria de la carta orgánica del país y asi debe declararse: y, 
en cuanto a la misma, agrega, condena al procesado como reo 
del delito de hurto, siendo que lo que más pudo haber fué 
tentativa no punible*', por todo lo cual, después de extensas 
consideraciones en apoyo de la tesis que sostiene, pide se de 
"el curso de ley al presente escrito de apelación y oportuna- 
mente se falle de acuerdo con él". 

2. " One a fs. 07 vta., el señor fiscal general sostiene que 
el recurso no tiene fundamento legal atendible y que. coni ■■> 
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la sentencia ha calificado debidamente los hechos irrevocable- 
mente establecidos y la pena lia si«k impuesta en la porción 
que corresponde, pide su mantenimiento. 

3. Que las observaciones sobre la constitueioiialidad de. 
la sentencia y de la ley en que se liosa, son totalmente insubs- 
tanciales, desde que los tribunales militares no son competen- 
tes para pronunciarse acerca del" valor de las leyes del 'Honora- 
ble Congreso con relación a lus preceptos de la Constitución 
Nacional ; 

4" Que el Código de Justicia Militar, en su artículo 2* 
determina que estos tribunales "no podrán aplicar otras dispo- 
siciones que las de este Código y las cláusulas penales de las 
demás leyes militares vigentes", y en los artículos 505 y 752 
autoriza en subsidio en los casos de delitos comunes y en cuanto 
lo permita su naturaleza, las disposiciones del Código Penal Or- 
dinario o de la ley especial violada. 

S ° Que el mencionado Código de Justicia Militar no ha 
legislado sobre el recurso de apelación a que se refiere la de- 
fensa y el artículo 450 del mismo, declara la irrevocabilidad 
de los hechos votados por el Consejo de Guerra y la prohibi- 
ción de hacer apreciaciones sobre la prueba, y en este con* 
cepto debe resolverse sobre el recurso de infracción de ley 'in- 
terpuesto por el procesado en el acto de Ta notificación de la 
sentencia, 

6. " Que del cuestionario de hecho consignado por el in- 
ferior, se desprende claramente que hubo el delito común de 
luirlo, consumado jxir el procesado, a que se refiere el articulo 
22, letra A de la ley citada, consistente en el apoderamiento 
ilegitimo de dinero ajeno, cuya clandestinidad característica 
de este delito surge de la negativa a que se hace referencia, 
sin que pueda influir ¡«ira variar la calificación la devolución 
ulterior de la suma sustraída. 

7. " Que la pena aplicada debe ser mantenida de confor- 
midad con los artículos 24 de la ley 4.189. 752, 576. 530 y 564 
del Código de Justicia Militar, no obstante el concurso ¿e las 
agravantes del artículo 765, inciso 3." y 7», no establecidas 
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por el inferior, por ser el recurso tan sólo del acusado como 
lo determina el artículo 43$ de dicho Código: 

Por lo expuesto y de conformidad con lo dictaminado por 
el Fiscal General. 

El Consejo Supremo de Guerra y Marina, Falla: 

Confirmando la sentencia que condena al marinero radio- 
telegrafista Rodolfo Rur ruceo Mansüla, por delito común de 
hurto, a sufrir la pena de siete meses y medio de prisión me- 
nor, de acuerdo con las disposiciones legales que han sido 
citadas, sin abono de la prisión preventiva y con la obligación 
de integrar su servicio después de cumplida esta condena, 
como lo determinan tos artículos 579. inciso 4. y 531 del Có- 
digo de Justicia Militar. Notifiquese, comuniqúese al Minis- 
terio de Marina a los efectos de ley y archívese. — Rafael 
Maneo. — Afilio S. Barilari. — Domingo R. Morón. — José F. 
Vribnru. — Luis M. Campos Urquisa. — Ante mi: /. Amo- 
tico Baldrkh. 

fallo de la corre SUPRIMA **> 

Immí Aira, OeMft 13 m l«T. 

V vistos ; La apelación extraordinaria deducida por el de- 
fensor del marinero radiotelegrafista del Arsenal de Puerto 
Militar, Rodolfo Barrueco Mansilla, en el proceso que se le 
Mguc por el delito de hurto. 

Y considerando:- 

Que el recurso se funda en que el Consejo Supremo de 
Guerra y Marina ha impuesto al procesado una pena mayor 
que la que le correspondería por el Código Penal: en que no 
1 se han tenido en cuenta las atenuantes que la defensa invoca* 
ra : y además, en la circunstancia de no haberse computado la 
prisión preventiva que el reo ha sufrido en el curso del pro- 
ceso, todo lo cual importa en el concepto del recurrente una 
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violación de los preceptos que la Constitución consagra en el 
artículo 16 en lo relativo a la abolición de los fueros per- 
sonales y a la igualdad de los habitantes ante la ley. 

Que si bien esta Corte tiene (acuitad jurisdiccional [jara, 
decidir sobre la interpretación de las garantías que acuerda 
la Constitución, no puede entrar a examinar por ta vía del 
recurso extraordinario cuál sea la pena que en el caso u otros 
análogos corresponda, porque la interpretación del Código de 
Justicia Militar, asi como la de los códigos comunes y leyes 
de procedimientos, es materia reservada a los tribunales res- 
pectivos. cu las causas de su jurisdicción, (artículo 6," de la 
fe? 4-055; artículos 14 y 15 de la ley 48; argumentó del fa- 
llo tomo 112, página 121. entre otros). 

Que al sostenerse que se ha violado el artículo 16 de la 
Constitución por cuanto el Código de Justicia Militar es con- 
trario a la igualdad que consagra la garantía constitucional in- 
vocada, se ha tomado por base la diferencia de pena con que 
el Código Penal y el Código de Justicia Militar castigan el 
hurto: y de esta diferencia, perfectamente racional y lógica, 
puerto que contempla situaciones distintas para determinar 
sanciones diferentes, se p retente derivar la conclusión de m.* 
el Código de Justicia Militar contraría el artículo 16 de la 
Constitución en el concepto de la abolición de tos fueros y de 
la igualdad ante la ley que esa cláusula establece. 

Que conforme a la doctrina consagrada y a la constante 
jurisprudencia de cuta Corte, la abolición de los fueros perso- 
nales importa que la condición de la persona no puede ser 
tenida en cuenta, en general, como elemento capaz de deter- 
minar un fuero de excepción atando el hecho en si mismo 
fuese <lcl conocimiento de la jurisdicción común; pero la Cons 
t «tildón no ha sup. ¡mido los fueros reales o de causa, esto es. 
los que se basan en la naturaleza, lugar y ocasión de los actos 
que sirven de fundamento a los respectivos juicios. (Fallos. 
Tomo 4, página 225; tomo 27, página tío; tomo 52, página 
21! ; tomo ioi, página 401, considerando 5* página 405, entre 
otros>. 
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(Jix. además, la abolición de loa fueros que prescribe el 
aiticulo 16 aludido, significa, en su aplicación a casos como el 
Ac autos, que ningún militar goza del privilegio de ser juz- 
gado por los tribunales militares por razón de su estado, es 
decir, de su carácter militar, en causas civiles por delitos que 
no impliquen violación de la* leyes militares y cuyo juzga- 
miento corresponda a otra jurisdicción por la naturaleza del 
delito o de la ocasión o lugar en que se hubiere cometido. pero 
no importa sustraer a* los tribunales militares la facultad de 
conocer y juzgar tortas las infracciones de las leyes que rigen 
al ejército y a la armada de la Nación, leyes que también pue- 
den infringirse 'violando disposiciones penales del fuero ordi- 
nario, como en el sstb titc. (Argumento del fallo tomo 54. pá- 
gina 577 ) ■ 

Que la discusión sobre fueros habría podido dar lugar, 
todo caso, a una cuestión de competencia por razón de la 
iraleza del delito, pero no para impugnar por las causas 
t -esadas. la constítuctonalidad de la nena aplicable, pues el 
Cóuigo de Justicia Militan como lo ha declarado esta Corte, 
ha sitio dictado por el Congreso en ejercicio de facultades 
constitucionales explícitas, (Constitución, artículo 67. inciso 
23: Fallos, tomo 101, página 354. considerandos i.° y 2: \ y en 
tal virtud, ha podido sustituir las penas como lo ha hecho por 
el artículo 576; determinar la fecha desde la cual comenzarán 
a correr ( articulo 577 )., y exceptuar del beneficio de abono de 
la prisión preventiva, entre otros, a los condenados por hurto, 
que es el caso de autos. (Artículo 579, inciso 4° Código de Jus- 
ticia Militar). 

Que en cuanto al principio de igualdad ante la ley, consig- 
nado asimismo en el artículo 16 de la Constitución, 110 es otra 
cusa que el derecho a que no se establezcan excepciones o 
privilegios que excluyan a unos de lo que se concede a otros 
en iguales circunstancias, de donde se sigue que ta verdadera 
igualdad consiste en aplicar la ley según las diferencias cons- 
titutivas de cada caso, y que cualquier otra inteligencia o acep- 
ción de ese derecho es contraria a su propia naturaleza e 111- 
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teres social (Fallos, tomo 16. página 118; tomo 101, página 
401. considerando 7. ; tomo 123. página 106; tomo 124, pá- 
gina 122 y otros). 

Que de las precedentes consideraciones se deduce que las 
diferencias entre el Código Penal y los artículos que se im- 
pugnan del Código de Justicia Militar, no importan un que- 
brantamiento, de] principio de igualdad invocado, pies tales 
diferencias derivan de Jos constitutivos del hecho mismo c 
importan excepciones a los principios generales, determinadas 
para agravar la represión según sea el agente y las circuns- 
tancias del delito, y estas excepciones existen también para los 
civiles autores de delitos del fuero común, como se despren- 
de, entre otros de los artículos 84. 154* y 223 del Código Pe- 
nal, y articula 17, inciso 8.°. 19. inciso d) etc., de la ley de 
reformas número 4.189. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo expues- 
to y pedido ptv- el señor Procurador General , se confirma la 
¡sentencia apelada en la parte que ha motivado el recurso ex- 
traordinario, admitido por auto de fecha 22 de Setiembre 
próximo. Notifiquese con el original y de vuélvanse al tribunal 
ile que procede. * 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Ficüeroa Alcqrta. 



~**-^JjfWtinaI, contra Venancio Mendibttro, por injurias; sobre 

competencia 

■ 

Sumario: No tiene carácter de sentencia definitiva a los fine.*: 
del recurso extraordinario del artículo 14. ley 48, la reso- 
lución de un Superior Tribunal de Justicia de provincia 
que por aplicación de la constitución y leyes locales, se li- 
mita a declarar su incompetencia para conocer de una 
querella por injurias por medio de la prensa; decisión. 
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<mc por otra parte, la Corte Suprema no puede reveer 
en el expresado recurso, según lo reiteradamente resuelto. 
Caso: Lo exulkan las piezas siguientes; 

SKXTKXCIA DKL Sl'PERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA 

P«M*. Af *•*• ST dt 1MT. 

Y vistos: Hfcra resolver los recursos de nulidad y ape- 
lación deducidos a fs. 10 contra el auto de fs. 7 vta.* a 9 por 
i! cual no se hace lugar a la exección de incompetencia de 
jurisdicción articulada por el querellado en este juicio, y 

Considerandoi 

t.° Que la nulidad no ha sido fundada por el a|ielaiite 
en esta instancia, lo que implica que desiste del recurso que 
al efecto le ha sido concedido. 

J." Que en cuanto a la apelación, los fundamentos fiel 
auto y lo que este tribunal tiene declarado en el caso exacta- 
mente análogo al presente venido del juzgado de su proee- 
ciencia ( Julián Tegbi cj. R. Martt, por injurias. Bol. Oficial 
número 100 de 7 de Mayo de 1917 >, demuestran la justicia 
dr la resolución arlada por lo que debe confirmarse. 

Por estas consideraciones, se resuelve: 

No hacer lugar a la nulidad deducida y confirmar con cos- 
tas el auto recurrido. Hágase salicr y bajen. — Manuel /. A ce- 
bal. — Matute! A. Crespo. — Luis /. Cano. — Ante mi : Amjel 
l'orciati. 

DICTAMEN DEL SlvXOR PROCLRAH0H GKNKKAI, 

•»e«of AJrtt, Otíate* I de I»IT 

Suprema Corte: 

I,a resolución apelada no puede considerarse definitiva, a 
lus efectos del recurso <'xtraordinano que establece el articu- 
lo de la ley 4.055. y su correlativo el artículo 14 de h 
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ley 48. en razón de que no pone fin al pleito ni impide su pro* 
secesión, y por el contrario, los trámites deberán llevarse ade- 
lante por haberse declarado improcedente la excepción de de- 
clinatoria deducida por la parte querellada. (Fallos, tomo CVÍ. 
página 184) . 

Ks de notar, además, que el fundamento en que se aptya 
la resolución apelada, se refiere a las disposiciones de la Cons- 
titución de Entre Ríos, en la parte que dispone la jurisdicción 
competente en materia de juicios de calumnias e injurias, Ti- 
yas disposiciones no pueden ser materia del recurso extraordi- 
naria, mientras no se alegue que contrarían una cláusula de 
la Constitución Nacional o una ley del Congreso. En cuanto 
al artículo 32 de esta Constitución, que ha sido invocado por 
el recurrente, no puede servir de base para decidir la cues 
tión suscitada acerca de la competencia de los tribunales del 
orden provincial, desde que no es Ésa la materia sobre que 
legisla. 

Por lo expuesto, pido a V. R. se sirva declarar que no 
!iay lugar al recurso extraordinario deducido. 

Julio Botet. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Simo» Alftt, Octtfer* » de ItlT. 

Y vistos: El recurso extraordinario de sentencia pronun- 
ciada por el Superior Tribunal de justicia. Sata en lo Crimi- 
nal, de la provincia de Entre Ríos, en el juiró sobre injuria 
por la prensa, incidente de incompetencia seguido por el re- 
presentante de don Venancio Mendiburo contra don Jorge 
Welschbillig. 

Y considerando: 
Que según resulta de autos la sentencia apelada de fs. 25 
como Ta del inferior que confirma, se han limitado a declarar 
competencia de los tribunales locales para conocer de ta 
querella por injurias deducida contra el recurrente ¡nvoctado- 
se como fundamentos lo establecido en los artículos 12 y 225 
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de la Constitución y otras disposiciones de la ley orgánica de 
la misma provincia. 

<¿ue además de no 'tener dicho fallo el carácter de una 
sentencia definitiva, procede observar que a esta Curte no le 
es dado rever la- decisiones de los tribunales de provincia res- 
pecto a su propia comjKlencia determinada en la Constitución 
y leyes locales. según lo tiene declarado en repetidos fallos. 
Tomo 86, página 324: tomo 114. página Í6; tomo 123. páginas 
toó y 124. |KÍgina 124, entre otros. 

Que el articulo 32 de la Constitución, invocado pur el 
querellado aparta de no ser de pertinente aplicación en la 
cuestión de competencia de (pie se trata, no se opone a la re* 
pregón fie los delitos que puedan cometerse por medio de la 
prensa, cuya represión y reglamentación es privativa de la le- 
gislación local en que el abuso se comete, como se ha declara- 
do también por esta Corte. Tomo 124, página 161. 

I*ur ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor procurador General se declara improcedente el re- 
curso interpuesto. Xotifiqucse original y repuestos los sellos 
devuélvanse, 

A. Rkrmkjo. — Nicanor G. i>i:l 
Solar. — D. E. Palacio, — 
J. FlGUKROA Al.CORTA. 



Banco de Londres y Brasil contra ét Gobierno Monona!, sobre 

cobro de pesos 

Sumario; Ks sentencia definitiva a los fines del recurso ex- 
traordinario de apelación autorizado por el artículo 5. de 
la ley 4.055 una resolución de una Cámara Federal que 
dispone se suspenda la decisión de la causa hasta que re- 
eaiga scntcnci;i firme en uit juicio criminal iniciado por de-- 
nuncia de la ¡«irte actora, sobre robo o substracción de 
la mercadería cuyo cobro se persigue. 
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2.° Trabado ct pleito |x>r demanda y por respuesta, 
las partes quedan sometidas a ta litis contestación y la 
sentencia debe ser dada ajustándose a ella y corres|>on- 
der a la acción entablada, a la cosa pedida y a las per- 
sonas que litigan ; por lo que causa a la parte actora gra- 
vamen sin reparación posible en la tercer instancia y debe 
ser revocada, una resolución que manda suspender el fa- 
lto de la causa hasta que recaiga sentencia firme en itn 
juicio criminal iniciado por denuncia de aquélla, sobre ro- 
há o substracción de la mercadería cuyo valor se dcmanrln 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE LA CAlf ARA FEDERAL DE APELACIONES 

•mM Al***, Jvith» • 4t mi- 
Vistos en apelación los autos seguidos jx>r el Banco de 

Londres y Brasil contra el (Jobicrno de la Nación sobre cobro 

de pesos, y considerando : 

1. ° Que la demanda se funda en el hecho, afirmado por 
el actor y negado por el fisco, de que éste ha vendido made- 
ras de propiedad de aquél para cobrarse deudas de don Andrés 
Spinetto, aprovechando la circunstancia de hallarse deposita- 
das en un almacén particular habilitado para el servicio adua- 
nero de que el último era administrador concesionario. 

2. ° Que resulta de las constancias de este expediente y 
de las del traído ad cffectum videndi. que antes de este pleito 
se ha iniciado causa criminal, promovida i»or el mismo Ban- 
co de Londres y Brasil, sobre hurtu de las mismas maderas, 
y que dichá causa se halla pendiente todavía. 

3. Que, siendo esto asi, no es posible dictar sentencia 
en este litigio mientras no se decida aquella causa criminal, 
atento el principio jurídico que informan las disposiciones de 
los artículos i.ioi a 1.103 del Código Civil, según los cuales 
la solución dada en la jurisdicción penal sobre la existencia o 
inexistencia de un hecho constitutivo de detito hace cosa juz- 
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gada en vi juicio civil sobre indciiihixacióu del daño causado 
|«r ese hecho, 

4. " Que es lanto más necesario esperar la solución de 
la causa criminal cuanto que el fisco al contestar la demanda, 
alegó (jtre la madera que faltaba al Banco demandante había 
sido sustraída clandestinamente de la Iwrraca de Spinetto an- 
tes de que la Aduana interviniera en ese depósito, refirteuriose 
exprésamente al sumario existente en el juzgado federal del 
crimen . 

5, " Que, mientras no se decida si hubo o no hurto de las 
maderas en cuestión, no es legalmente posible decidir sobre la 
existencia o inexistencia tic ellas en la época a que se refiere 
el presente pleito. 

Por tanto, suspéndase la decisión de esta causa hasta que 
recaiga sentencia firme en el juicio penal iniciado por denun- 
cia del Raneo ríe Londres y Brasil en ar> de Julio de 1908, so- 
bre robo y sustracción de maderas en la Barraca Spinetto, 

Notifiquese, devuélvase el expediente criminal ai señor 
Jucjí de Sección, llamando su atención sobre el retardo exce- 
siva que se advierte en dicho sumario, todo con noticia del se- 
ñor 1'rocuradur Fiscal de Cámara. — A. Urdiuarrahh — Da- 
nte! Goytia. — J. tf. Mütknzv. — £. Vittafañc. — Marcelino 
í'St'íiUida. 

FALLO DK LA CORTE SUFREMA 

■MMt Alrtt, Octnta* 10 *e ifrf . 

Vistos: Resultando que el Banco de Londres y Brasil de- 
manda al Fisco Nacional por cobro de la suma de $ 77V4 o}s.. 
inq»orte de una partida de madera de su propiedad deposita- 
da en la barraca conocida por de Spinetto. la que vendió en 
reñíale, y funda su derecho en la acción subsidiaria a la de 
reivindicación autorizada por el articulo 2.77*). Código Civil. 

. One el Procurador Fiscal contesta a fs. 13 la demanda ne- 
gando la propiedad que se atribuye el [Janeo y terminando por 
pedir su rccha'o con costas porque no habiéndose enajenado 
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dice, cosas cuya dominio ctMrespondiera al demandante, no es 
procedente el artículo 3.779 Código Civil invocado. 

Que abierta la causa a prueba, fué fallada en primera ins- 
tancia a favor del actor por sentencia de fs. 187 de la i|tie 
se apeló ante la Exma. Cámara Federal tjitc resolvió a fs. 253 
suspender la decisión de la causa hasta que recaiga sentencia 
firme en el juicio penal iniciado por denuncia del Banco cu 29, 
de Julio de 1908, sobre robo o sustracción de maderas en la 
Barraca Spinctto, pronunciamiento traído en nulidad y apela- 
ción ante esta Corte por el recurso ordinario del articulo 3 
de fa ley número 4.055. 

Y considerando: 

Que la ley número 4,055 que concede el recurso ordina- 
rio de nulidad y apelación de las sentencias definitivas de las 
Cámaras Federales en los casos taxativamente expresados en 
HÜt; no ha definido qué sea sentencia definitiva a los efectos 
del recurso, por lo que debe recurrí rse a los precedentes üV 
nuestra legislación, a la jurisprudencia corriente y a- la doc- 
trina recibida de los autores. 



Que la ley 12 y 23, titulo 20. Nov. Ree. y el artículo 226 
del Código de Procedimientos ordinarios, aplicable en lo fede- 
ral equi|>aran a sentencias definitivas, a los expresados efec- 
tos, todas aquellas resoluciones que si bien interlocutor ¿as. 
traen gravamen irreparable siendo esta condición la que da al 
pronunciamiento carácter de apelable, contó puede verse en 
la nota 88. de los últimos anotadores a la ley ¡3, título 23, 
l*art, 3. 11 , y esta es también la común doctrina de los autores y 
prácticos y a la jurisprudencia constante de nuestros tribunales. 

tjue trabad* el pleito por demanda y por respuesta que- 
rían las partes sometidas a la litis contestación uno de cuyos 
efectos es que ni el demandante puede mudar su acción ni 
variar en lo sustancial los hechos en que la funda, ni lo puede 
hacer el demandado. 

Que la sentencia debe ser dada ajustándose a la litis con- 
testación y corresponder a la acción entabi ca, a la cosa pe- 
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dida y a las |>ersonas que litigan, ley i6j til 22, Part. y 
glosá njt de Orcg. Lópc?. 

íjiu- al fundar la resolución apelada en el hecho de la 
existencia de 1111 sumario incoado por denuncia del Banco, he- 
cho extraño a la titis contestación, y mandar suspender la pro* 
sedición y fallo del pleito, ella causa a la parte actora un 
gravamen sin reparación posible en ta tercera instancia ins- 
tituida por la mencionada ley, pues ya no se podrían corregir 
en ella los efectos de una resolución corno esa visiblemente dic- 
tada contra derecho» toda vez que descansa en un hecho, nue- 
vo < n el pleito, que cambiaría la naturaleza de la acción dedu- 
cida y, como lo enseña Story. la jurisdicción de apelación re- 
visa y corrige los procedimientos de una causa ya instituida 
pero no crea la causa misma, concordando tan autorizada opi- 
nión con los principios de nuestra legislación procesal. 

Que, jwr lo mismo, el fallo recurrido, pone además, prác- 
ticamente fin al pleito tal como está trabado, porque al de* 
clarar que la acción promovida por el actor emerge de un de- 
lito, implícitamente declara extinguida y desestima la única 
acción interpuesta y contestada, que fué de dominio y nc #.r 
ieticto, cesando ]K»r consiguiente aquél de ser actor reivindi- 
cante. 

(Juc aparte de tos fundamentos expuestos, contrarios a la 
paralización del asunto, debe recordarse que fué iniciado el 30 
de Octubre del año tqio (demanda de fs. t). teniendo por tanto 
siete años de tramitación y ntteve de realizado el desapropio ale- 
gado |H>r el Banco, por lo que debe asimismo recordarse las dis- 
posieioius de Ta ley 174, tit. 15, lib. 2° de la Rec. Indias que, 
con el propósito de abreviar ta terminación de tos juicios pro- 
hibía a las audiencias que retuvieran los pleitos que le fuesen 
elevados en grado de apelación concordando en su espíritu con 

fines de afianzar la justicia consignados en nuestra Cons- 
titución. 

Por ello y de conformidad con la dictaminado por el Pro- 
curador r.eneral en cuanto de él resulta tratarse en et cas > 
de una apelación de resolución definitiva, se revoca la sen- 
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tcrieia de fs. 253 y vuelvan los autos para que el tribunal ape- 
lado falle el fondo del pleito, -sin especial condenación en eos- 
las por no encontrarse motivo bastante para imponerlas. No- 
tifiquese con el original y repónganse los sellos ante el tri- 
bunal inferior. 

-■/. Bcnnejo. vn disidencia. — Nicanor (i del Solar, en disiden- 
cta. — /'V/i/v Yofn: — Pedro €. fturratde. — O Mag~ 
uasco. 

nrsimíxeiA 
Vistos y considerando: 

1." Que contra la sentencia de fs. 253,. se lia interpuesto 
para ante esta Corte los recursos ordinarios de ablación y nu- 
lidad previstos en el artículo 3." de la ley número 4.055 res- 
pecto a "las sentencias definitivas de las Cámaras Federales de 
Apelación" . 

■2-° Que tratándose de abrir «na tercera instancia el le- 
gislador sólo la autoriza respecto a las semencias definitivas, 
y por tales se entienden las que dirimen la controversia po- 
niendo fin al pleito o haciendo imposible su continuación, o 
sea. como lo expresaba la ley de Partida, aquella "que quie- 
re tanto dezir, como jnyzio acabado,' que da en la demanda 
principal fin, quitando o condenando al demandado" ( Ley 2» 
M /me. título 22. Partida 3*). 

Que cuando el Honorable Congreso ejercitando la fa- 
cuitad que le atribuye el articulo 101 de la Constitución de 
prescribir la; reglas y excepciones de Ta jurisdicción dé abla- 
ción de esta Corte, ha creído conveniente dar un alcance más 
extenso a esa jurisdicción comprendiendo en ella trn sola- 
mente las sentencias definitivas, previstas en el artírnlo ^ ■> ,j c 
ta ley número 4455. siuo también las interlocutorias, Ío lia 
consignado en términos explícitos, como ocurre respecto a la 
segunda instancia que ejercía anteriormente y está deferid* 
hoy a las Cámaras Federales, pues el articulo 200 de la ley. 
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de procedimientos dispone que "el recurso de apelación sóIj 
se otorgará de las sentencias definitivas y de las intcrlocutorias 
que causen perjuicio irreparable para aquéllos". 

4." Que corobora la interpretación dada en el conside- 
rando segundo al recurso ordinario a la tercera instancia de es- 
ta Corle en los casos previstos en el artículo 3^ de la ley 
número 4.055, los términos genéricos en que el artículo 17 de 
la misma ley regla las apelaciones para ante las Cámaras Fe- 
derales autorizándolas "contra las resoluciones de los jueces de 
sección" . 

5* Que la sentencia apelada apreciando las disposicio- 
nes legales a que está subordinado el ejercicio de tas acciones 
civiles cotí relación a tas acciones criminales, se limita a resoi- 
ver lo siguiente; "suspéndase la decisión de esta causa hasta 
que recaiga sentencia firme en el juicio penal iniciado por de- 
nuncia del Banco de Londres y Brasil en 29 de Julio de 1908 
sobre rolw o substracción de maderas en la Barraca Spinetto. 
Xotifiqucsc. devuélvase el expediente criminal al señor Juez de 
Sección, llamando su atención sobre el retardo excesivo que se 
advierte en dicho sumario, todo con noticia del señor Procu- 
rador Fiscal de Cámara". (Fojas 253). 

6/' Que esa sentencia deja pendiente la decisión de la 
causa, no dirime la contraversia. ni por? fin al pleito o hace 
imposible su continuación, como seria u" esa rio para que fue- 
ra considerada definitiva a los fines del recurso a una tercera 
instancia, con arreglo a tas disposiciones citadas y .a la juris- 
prudencia establecida al respecto, pues como observaba el glo- 
sador de la ley citada de Partidas : i/«íti omitís jttssus judias, 
patéente iiíc. dieitttr iuterhattorta. # 

Por ello se declara improcedente el recurso interpuesto: 
Notifíquese con et original y. devuélvanse a la Cámara Federal 
de Apelación ante la cual se repondrán los sellos. 

A. Bermejo. — Nicanor G, del .' 
Solar. 
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Pon Pedro Huesca (su concia *) ; contienda de competencia 

■ 

Sumario; Ante ta declaración del concursado hecha por inter- 
medio de su representante al solicitar la apertura del con- 
curso, de ser vecino de determinado lugar, y la manifes- 
tación de bienes de la que se desprende que allí tenía 
, el asiento principal de sus negocios, no basta para esta» 
Mecer míe el domicilio de aquél se hallaba en otra parte, 
la circunstancia de haberse dicho domiciliado en ésta al 
otorgar un poder, si en instrumentos análogos de fecha 
anterior y posterior a éste indicó ser accidental esc do- 
micilio. 

■ 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

0ICTA1II-X liJÍI. SKÑOR PRUCUItAIJOR GICNK8.M, 

Bases» Mm, S**ícm|m Kátmi, 

Suprema Corte: 

Kl concursado declaró, por intermedio de su representan- 
te al solicitar la apertura de su concurso, ante És tribunales de 
, la ciudad de Mercedes, que era vecino de la provincia de 
Buenos Aires, e igual manifestación consta en el poder corrien- 
te a fs. i de los autos respectivos. Además, de la declarador* 
de bienes formulada en aquella oportunidad, que coincide con 
la hecha ante el juzgado civil de la Capital Federa!, se des- 
prende que el centro principal de los negocios del deudor se 
halla en la mencionada provincia, en la que posee los campos 
a cuya explotación se ha dedicado. Estos antecedentes no 
aparecen desvirtuados en el expediente promovido ante el ex- 
presado juzgado, en el cual la competencia para conocer en el 
juicio de concurso, resulta acreditada por la manifestación da 
la persona que pidió su declaración, sin que se hayan acumu- 
lado pruebas para demostrar que estaba constituido en la Ca- 
pital Federal el domicilio del deudor. 

Por lo expuesto y jurisprudencia de V. E. (Fallos. XCVII, 
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154; CXIII, 373; CXIX. m: CXXU 04; CXXIV, 369), pi- 
do se declare competente para conocer en este juicio, al señor 
juez de primera instancia de ta ciudad de Mercedes. 

Julio Bolrt. 

VM.W W. LA CORTK SUPREMA 

InM Airo, Octmtr* 19 4* mt. 

Autos y vistos: Los «le contienda de competencia entre 
un juez de 1 ." instancia en lo civil de la Capital y otro de igual 
categoría de la entilad ite Mercedes, provincia tic Huenos 
Aires, para conocer del concurso de acreedores de don l'edro 
Huesca, y . 

Y considerando ; 

One con arreglo a lo dispuesto cti el articulo 100 del Có- 
digo Civil el domicilio real de las personas determina la com- 
petencia de las autoridades públicas para el conocimiento de 
los derechos y cumplimiento de las obligaciones. 

<JttQ el domicilio rea! de las personas es el lugar donde 
tienen establecido el asiento principal de su residencia y de 
sus negocios (artículo 8o,, Código Ovil). 

Que con arreglo a las prescripciones antes citadas corro - 
})onde el juez del domicilio de Huesca el conocimiento de su 
concurso civil de acreedor^. , 

Que el estado de fojas 3 y 4 presentado ante el juez de 
Mercedes, demuestra como lo observa el señor Procurador Ge- 
neral, que el centro principal de los negocios del concursado 
estaba en la provincia «le Buenos Aires, en la que poseía los 
campos a cuya explotación se consagraba. 

Que no basta para establecer el domicilio de Huesca en 
esta capital la circunstancia de halierse dicho domiciliado en 
la misma calle Amambay número 70, en el poder corriente a 
f njas 41. en el juicio de desalojo que le siguiera don ViHndo 
Varón el ano io<5. puesto que en instrumentos análogos de fe- 
cha anterior y posterior a aquel, indicó el misino domicilio 



DS JUSTICIA M LA NACION 001 

tomo accidental ( fs. i del expediente ejecutivo agregado, Juz- 
gado de] doctor lia larino; fs. 3, cobro de pesos, expediente 
agregado. Juzgado de Comercio, doctor Avellaneda y fs. I 
concurso civil ante et Juez de Mercedes), 

Que no es ha intentado justificar que Huesca tuviese aquí 
su familia como para hacer aplicable lo dispuesto por el artícu- 
lo 94 del Código Civil, no obstante las circunstancias antes 
mencionadas, por lo que es de suponerse que la tenía donde 
habitualmente desenvolvía sus negocios. 

Que el auto del Juez de Comercio ( fs. 103 del expediente 
agregado, sobre cobro de pesos), no podía tener el efecto de 
determinar el domicilio de Muesca para todos tos efectos de 
derecho, sino para el cobro de la referencia; y ello en mérito 
de tos motivos que se invocaron en el mismo. 

Por lo expuesto y conforme con lo dictaminado y pedido 
por el señor Procurador (leñera!, se declara juez competente 
para conocer ch el concurso de la referencia al juez de pri- 
mera instancia de la ciudad de Mercedes, a quien se le remi- 
tirán tos autos previa reposición de sellos, avisándose "or ofi- 
cio a! de la Capital. 

A, BfiRMEjo. — Nicanor G. dél 
Solar. — D. E. Palacio, — 
J. Figuíroa Alcohta. 



Ihm Carias F. Layas contra don Arscmo Cu ¡di Buffariui, 
sobre desalojamiento. Contienda de competencia. 

j 

Sumario: i.° El articulo i." de la ley 927, comprende no tan 
sólo las causas por cobro de cantidad determinada de ¡te- 
sos, sino también las que se refieran a otros objetos, a 
condición de que el valor de éstos no exceda de la canti- 
dada excluida det conocimiento de los jueces de sección ; 
y natía autoriza, dada la generalidad de stis términos a ex- 
cluir de su aplicación, los juicios de desahucio. 
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2." La importancia de los juicios de desairea intento a 
los efectos de la jurisdicción, se determinan por el monto 
del alquiler mensual y no por el valor de la cosa alqui- 
lada. Kn consecuencia, corresponde a la justicia de paz de 
la capital, de acuerdo con el ¿tíllenlo i,° de la ley 927 y 
vi 13, inciso 3." de ta 2.860, una demanda entablada por 
un argentino contra un extranjero por desalojamiento de 
tina casa cuyo alquiler mensual se contrató un cieuio cin- 
cuenta pesos moneda nacional. 

Casa : I.o explican las piezas siguientes ; 

SENTENCIA DE LA C A M ARA FEDERAL DE APELACIONES 

BuNti Aim, Afotto U 4* IflT. 

Vistos y considerando; 

1. " Que la ley 927 en su artículo i. n sólo excluye de la 
Competencia de los juzgados de sección, aquellas ■ causas de 311- 
risdicción concurrente en las que el rotor dei objeto demanda' 
da, no excede de quinientos pesos, cuando por otra parte, el co- 
uorimicnto del caso caiga bajo la jurisdicción de la justicia de 
paz local, según tas leyes de procedimientos vigentes. 

2. " Que en el presente caso no se gestiona el pago de una 
suma de dinero, si. T desalojo de una finca que prima fade. 
tlada su ubicación, ext-H. en valor la suma referida. 

3. Que además, la citada ley 0,27, no menciona expresa- 
mente juicios de la naturaleza del que relacionan estas actúa* 
C iones, y siendo aquella una disposición de excepción, que tí* 
mita la competencia de los juzgados federales, debe interpre- 
tarse restrictivamente y aplicarse según su letra sin hacerla ex- 
tensiva a casos no comprendido*; Caramente en ella. 

4. * One. finalmente, no residía de lo actuado que a ta 
fecha en que don Arsenio Cuidi líuffaríni. se presentó ante 
el Juzgado Federal promoviendo cuestión de competencia por 
inhibitoria del Juez de Paz de la sección 15.". se hubiese dic- 
tado sentencia en los autos iniciados aiMc esa jurisdicción. 



DC JUSTICIA M LA NACIUM *» 

I " "'' ' * 

f + 

Por ello y de acuerdo con k> resucito en casos análogos, 
sentencia de Junio 25 de 1914, actuaciones promovidas por Luis 
Perrier, y «ido el señor Procurador Fiscal de Cámara, se re- 
voca la resolución de fs. 18 vta., y habiéndose acreditado la 
procedencia del fuero por distinta nacionalidad de las partes 
se hace lugar a la inhibitoria deducida por Arscnio Guidi Buf- 
farini contra el Juez de Paz de la sección 15.», para conocer 
del juicio de desalojo que te ha iniciado don Carlos V. Lagos. 

Devuélvase y repóngase las fs. en primera instancia. — 
Marcelino Escalada. — A. Urdimrra'm. — Daniel Goytút, — 
J. N. Matkhzo. — T. Arias. 

AtTO DEÍ SKÑGR JUEZ D£ PAZ 

frijim Htm, iifjkMfcw ít é* i9t? 

Autos : 

Y vistos para resolver sobre la competencia del juzgado 
en virtud del oficio del señor Juez Federal, agregado a fs. 10, 
y que requiere al infrascripto de inhibitoria. 

Y considerando : 

l.° Que el presente juicio ha sido iniciado por don Car- 
los V. Lagos, contra don Guidi A. Buffarini, demandando el 
actor por desalojo de la finca calle Córdoba número 1877, ubi' 
caila dentro del radio que corresponde a este juzgado de Paz. 

2? . Que de conformidad con el inciso 3." «leí articulo 13 
de la ley numero 2860» corresponde a ta jurisdicción y compe- 
tencia de los jueces de paz "las demandas por desalojo, cual- 
quiera que sea la importancia del alquiler, cuando n medie 
contrato por escrito o si habiéndolo el alquiler mensual no ex- 
cediese de doscientos pesos 1 ', 

3* Que en consecuencia* y de conformidad con la men- 
cionada ley número 2,860, no habiéndose presentado ni invo- 
cado contrato escrito, ni resultando que el alquiler excede de 
doscientos pesos, el conocimiento del juicio corresponde al in- 
frascripto . 

4." Que a esa competencia no obsta la circunstancia po- 
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siblc de que una de las jiartcs sea de nacionalidad extranjera 
y la otra ciudadano argentino, pues la ley número 48, sobre 
jurisdicción y comfKtcncia de los tribunales federales, que de- 
clara la competencia de los jueces nacionales para conocer en 
las causas civiles en que las partes tengan esa diversa naciona- 
lidad ha sido objeto de maditieactones de carácter limitativo en 
virtud de leyes posteriores que deben tenerse en cuenta fiara 
determinar la correlación exacta actual del fuero federal y del 
fuero ordinario, leyes qne en opinión del infrascripto, excep- 
túan entre otros casos el sitb judicc de la romjwtencia de los 
jueces federales. 

5. " Que la primera y fundamental de esas leyes modifi- 
cativas es la ley 927, que dis¡ione expresamente en su artícu- 
lo l* que quedan excluidas de la competencia de tos juzgados 
de sección todas aquellas causas de jurisdicción concurrente 
en las que el valor del objeto demandado no exceda de S 500 
fuertes, euando por una parte el conocimiento del juicio caiga 
bajo la jurisdicción de la justicia de paz, de las provincias res- 
pectivas, según las leyes de procedimientos vigentes en ellas. 

6. " Que según resulta de los antecedentes que precedie- 
ron la sanción de esa ley y csjiccialmente de las discusium- 
que originó en la honorable Cámara de Senadores, en el jje- 
ríodo de sesiones del año 1878, el proftósito buscado con la mis- 
ma fué f vitar la intervención de la justicia federal en causas 
de menor cuantía que podían complicar su funcionamiento sin 
ventajas prácticas de ninguna clase. Fué por eso que el se- 
nador doctor Cortés, sostuvo en la honorable Cámara dé 
Senadores que 110 debía existir limite fie cantidad sino que de- 
bían quedar excluidas del conocimiento de los jueces i\v sec- 
ción todas las causas cuyo conocimiento correspondiera a la 

, justicia de jkiz. V si ese temperamento 110 primó en dctiiniti- 
va y el honorable Senado, volviendo sobre su voto anterior 
aceptó el artículo en la forma actual, qne era la (pie bahía es- 
tablecido la honorable Cámara de Diputados, fué de acuerda 
con tas opiniones del senador doetor del Valle, quien sostuvo 
la oinveiiiencia de ese límite para evitar que la garantía con*- 
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titucional que acuerda al extranjero, en sus litigios con ciuda- 
dano argentino, al amparo <lc la justicia federal, quedara li- 
brado at arbitrio de las legislaturas provinciales que podrían 
extender ilimitadamente la jurisdicción de los jueces de paz, 

¡r." Que de acuerdo con la ley 927, es evidente que una 
acción de desalojo, emergente de una locación sin contrato es- 
ertto. en que el alquiler mensual no excede He doscientos pe- 
sos, corresponde a la justicia de paz. cualquiera que fuese la 
nacionalidad de las partes. 

La locación, en efecto, cuanto no se contrata por término 
fijo, y tratándose de casas o piezas, se juzga hecha por el tiem- 
po fijado al precio, de acuerdo con el articulo 1,506 del Código 
Civil. En el presente caso, en consecuencia, la locación del» 
considerarse como un contrato cuyo valor no alcanza al limite 
legal de quinientos pesos. 

Y la acción de desalojo, que no tiene otro objeto que ha- 
cer efectivo el derecho del locadot a exigir del locatario Ja 
restitución del inmueble en tos casos en que ella debe efec- 
tuarse conforme al contrato o la ley, debe juzgarse cuando 
se trata de fijar el monto de lo litigado con relación al con- 
trato de locación que le sirve de fundamento y origen. Se 
trata de una acción personal, cuyo objeto legal no es propia- 
mente la disponibilidad del inmueble aunque en el hecho pite- 
fia resultar la misma del cumplimiento de la obligación de res- 
tituir. No está en tela de juicio» en la acción de desalojo, ni 
la propiedad ni la posesión, sino simplemente una obligación 
emergente de una relación contractual, cuyo monto o valor 
pecuniario es independiente en absoluto del valor del inmue- 
ble en si y se relaciona exclusivamente con el atribuido por 
las partes al uso y goce de la cosa. Otro modo de ver impli- 
caría confundir el efecto con Ta causa. Ks indudable, que el 
efecto del desalojo es el libre aprovechamiento del inmueble 
cuya tenencia recobra el locador, pero la causa de la acción es 
solamente el contrato y. en consecuencia, es el valor del mis- 
mo lo que debe servir para determinar el valor litigado. 

En el presente caso, pues, en que la locación sin plazo 
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que debe juzgarse renovada mes a mes y por el importe de! 
alquiler, no excede de doscientos ¡«sos, de acuerdo con la ley 
927. «os encontramos dentro de ta excepción que la misma es- 
tablece a la ley número 48. y el conocimiento «leí juicio ^ 
rresponde a la justicia de paz. 

8.* Que la jurisprudencia de la Kxma. Suprema Corte 
ha resuelto en ese sentido casos idénticos, interpretando en 
esa forma la aplicación de la ley número 927. pudiendo citarse 
entre otras la resolución de fecha 17 de Diciembre de 1907. 
dictada en el juicio de desalojo seguido por doña Catalina 
K tibio o mi ra don José liolón Pérez. íCVItl. 137). 

La Kxma. Suprema Corte, declaró en ene caso que Concu- 
rrían las dos condiciones exigidas por la ley número 927, por 
tratarse de un juicio de desalojo en que no mediaba contrato 
escrito y le correspondía a la justicia de paz* conforme a la 
ley 2,8í<o y porque et valor de lo litigado 110 excedía de qui- 
nientos pesos "pues se tratá de una locación sin plazo fijo que 
puede ser rescindida en cualquier tiempo y en la forma del ar- 
tículo 1.509 del Gidigo Civil y jior un alquiler mensual de 
ciento veinte pesos'". 

<V' Que independientemente de la aplicahílidad al caso 
de la ley número 927, y aunque en realidad el monto de lo li- 
tigado exceda de quinientos pesos, aunque tal cosa no ocurre 
en realidad, la com|ietencia de la justicia de paz resultaría igual- 
mente de la ley 2.860 que en opinión del infrascripto significa 
una ampliación de la excepción a la competencia de los jueces 
federales, cuando establece en su articulo 13, que corresponde 
a la justicia de paz las demandas |»or desalojo, atando 110 me- 
die contrato escrito o habiéndolo no exceda el alquiler de dos- 
cientos pesos, cualquiera que sea el número de mensualidades 
: • dftti b« las . 

Esa ley. en efecto, establece sin distingos la competencia 
de la Justicia de Paz, sin limitarla en razón de que el monto 
del alquiler puede exceder de quinientos pesos 110 habiendo 
contrato escrito, o que habiéndolo, pase Je una suma total de 
lo adeudado. 



IX JUSTICIA m LA NACION . 907 

La ley 2.86o determina, pues, la competencia tle la justi- 
cia de paz. sin relacionarla con el monto (Sel litigio, salvo el 
caso fie haber contrato escrito, derivando la competencia de la 
naturaleza üe la acción. 

i". Que ta disposición de la ley número 2.8G0 ha obe- 
decido a razones de orden práctico y social, encuadrados den- 
tro del mismo orden de ideas que dio lugar a la sanción de 
Ta ley número 927, razones que demuestran la exactitud de la 
interpretación que el infrascripto hace de su alcance. 

Por una parte, es evidente que en la mayoría de los casos, 
las acciones de desalojo en razón de las circunstancias que la 
determinan exigen como conveniente para el urden social la 
intervención de ta justicia en forma que asegure la modici- 
dad en los gastos del procedimiento y la rapidez del misino. 
Obligar a las partes en razón de su diversa nacionalidad, a 
recurrir a ta justicia federa!, cuyas actuaciones deben exten- 
derse en papel sellado y ante la cual ta representación exige, 
como forma ta escritura pública, significaría que en la mayoría 
de tos casos, se impondrían trabas y dificultades insuperable.! 
que podrían hacer preferible el sacrificio del derecho ante cí 
justo temor de tas consecuencias desastrosas de su ejercicio, 
ya que los gastos que él importaría, tío encontrarían compen- 
sación posible. Y el procedimiento perdería igualmente su 
i-ticacia. porque su organización en la ley federal se traduciría 
en una complicación de trámites que originarían demoras, 
en la mayoría de tos casos largas y molestas. Todo eso 
se evita sometiendo el conocimiento de estas causas- a 
ta justicia de paz, cuyo procedimiento, no exige el uso de 
sellado y es por su naturaleza verbal, sumario y fie decisión 
inmediata, asegura a las partes la obtención, de una justicia 
barata y rápida, sin que por lo demás quepan peligros de or- 
den constitucional, porque la naturaleza misma de tas cuestio- 
nes que, repito, puedan suscitarse, no justifican la necesidad de 
ta protección constitucional en favor del extranjero. Esras han 
sido, indudablemente. las razones que han inspirado al ley &$S¡$ 
y qué res|jomten. repito, al mismo orden de ideas en cuya vir- 
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tud se sancionó Ja limitación al fuero federal establecido en 
la ley 927. 

Por otra |«irlc. indciiendieutcmcntc de esas consideracio- 
nes, hay otra de orden igualmente práctico que obliga a inter- 
pretar eu un sentido favorable a la com|jetencia de la iiMi- 
cía de paz, c) presente caso. La forma de constitución de la 
población de la Capital Federa! y ta distribución de la pro- 
piedad dcsd el punto de vista de la nacionalidad de los pro- 
pietarios, rx titc afirmar, afirmación que el infrascripto fun- 
da en informes requerido* al señor director del último Censo 
Nacional, que puede calcularse que 1111 fio ojo de las relacio- 
nes emergentes de contratos de locación Vinculan a naciona- 
les con extranjeros. Kn consecuencia, más de la mitad de lo* 
juicios de desalojo, que de acuerdo con la práctica fie largos 
año.-;, tramitan ante lo$ treinta y dos juzgados de paz de la Ca- 
pital, deberían substanciarse y resol verse ante los dos únicos 
juzgados federales de la Capital, hecho que significaría para 
Ins mismos, no sólo un recargo enorme de trabajo, sin una 
imposibilidad material y absoluta de atender la tramitación de 
esas causas en la forma, repito, que impone su naturaleza 
misma. 

Aceptar una innovación sobre esa práctica, fundada en la- 
verdad y en la ley. sería crear un conflicto de solución im- 
posible. Durante el año iotf» han tramitadlo ante el juzgado 
a cargo del infrascripto más de seiscientos juicios de desalojo, 
no obstante tratarse de una sección cuya ubicación corresponde 
a tm barrio cte pocas viviendas proletarias y en que gran núme- 
ro de propiedades son ocupadas por sus dueños. Admitiendo, 
sin embargo, esas cifras para Tos demás, quiere decir que ante 
los treinta y (fos juzgados de paz habrán tramitado más de 
veinte mil juicios de desalojo, de los que un sesenta |x>r cien- 
to, es decir, doce mil, corresponderían a la justicia federal. 
Presentar la cifra es demostrar el problema práctico que la 
innovación de la jurisprudencia plantearía. 

Por último y siempre dentro de Un orden de ideas prácti- 
co, el infrascripto se cree obligado a hacer presente lo que 
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Minificaría en la mayoría de los casos la adopción ilc un prin- 
cipio diverso, como fuente de incidencias y de dificultades en 
la tramitación de todos los juicios de desalojo. La práctica 
de muchos años ha permitido comprobar que en los juicios de 
desalojo con frecuencia se recurre a todo género de recursos 
dilatorios para demorar su decisión. Y el principio que se pre- 
tende inferir de la ley número 027. sería ta forma cómoda pues- 
ta en manos de los litigantes de mala fe. cpic recurrirían a 
ella como una medio fácil de promover chicanas, Con o sin 
razón se promoverían eu muchos casos cuestiones de compe- 
tencia al sólo efecto de ganar tiempo y obstruir el procedi- 
miento y los juicios de desalojo llegarían a ser ejemplo cu- 
rioso de lo eme puede la mala fe. puesta el servicio de la vo- 
luntad decidida de eludir o demorar la acción de la justicia. 
Hasta la Exma. Suprema Corte, llamada a decidir en definí* 
ttva esas incidencias, se vería obligada a dedicar su atención, 
a innumerables casos de orden subalterno. Los juicios de 
desalojo serían, en adelante, la oportunidad fie largas, difíciles 
y costosas instancias, que se traducirían, para la mayoría de 
los propietarios, en la fuente de un justo temor que pudría 
alterar substancialniente las condiciones de aprovechamiento 
de los inmuebles situados en la Capital Federal. 

Estas consideraciones explican perfectamente la razón por 
la cuál sin contrariar ningún interés de orden constitucional 
o social, la ley 2.8fio, dictada por el mismo Congreso que dic- 
tó la ley 927, lia sometido en la Capital Federal, a la com- 
petencia exclnisva de la justicia de paz. el conocimiento de 
todas las cuestiones sobre desalojo. 

it." One todas las consideraciones precedentes sugie- 
ren al infracripto la seguridad absoluta de que aplicar al caso 
la ley número 48. seria desconocer las fundamentales raz/>- 
ues que aconsejaron la sanción de la ley número 927 primero, 
y más tarde la ley número 2.86b, con graves e inevitables per- 
juicios de orden práctico para la celeridad, el orden y dismi- 
nución de gastos en los juicios. 

Por estos fundamentos, el infrascripto resuelve no hacer 
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logar ,1 la inhibitoria solicitarla, manteniendo su .competencia 
para conocer y decidir este juicio y de conformidad con la dis- 
puesto por el artículo 4ic> del Código de Procedimientos, libró- 
se oficio al señor Juez Federal oficiante, transcribiéndole tcs : 
tfhlonio de este auto y haciéndole saber que queda planteada 
la cuestión de competencia, a efecto de que eleve sus actuacio- 
nes a conocimiento de la Suprema Corte, que debe resolver Ci: 
definitiva, de conformidad con el articulo o.°, inciso o) de la 
le* 4.055-. V elévense estas actuaciones sin más trámite, :i !a 
Kxma. Suprema Corte, — F. Armesto. 

DICTA DEL SKXOR rROCL'R.MX)R CKNKKAL 

****** AJm, Octato* 5 U rtu. 

Suprema Corte ; 

Corresponde a V. U. dirimir la presente contienda de com- 
petencia, con arreglo a lo que disjxme el articulo n." inciso b) 
de la ley 4-055. 

De acuerdo con lo preceptuado por el articulo t." de b 
ley ^27. las causas de jurisdicción concurrente en las que el 
valor «leí 'bjeto demandado no exceda de quinientos pesos, 
quedan excluidas de la competencia de tos jueces de sección, 
cuando el conocimiento del caso caiga la jurisdicción de la 
justicia de pal, según las respectivas leyes de procedimientos. 
Conferme a esta disposición, dos son los requisitos indispensa- 
bles para que se opere la exclusión de la justicia federal en las 
causas mencionadas ; a) que el valor del objeto demandado no 
exceda de quinientos pesos; bj que el conocimiento del caso 
caiga luí jo la jurisdicción de la justicia de paz. 

Con respecto a la primera condición, delie tenerse en 
enema míe el objeto demandado en el presente caso, tratán- 
dose (te un juicio de desalojo, es el uso o goce temporal fie la 
tinca materia de la locación, y que. por consiguiente, el valor 
ile ese objeto debe estimarse por el precio mensual del arren- 
damiento, que. según el contrato agregado es de $ 150 men- 
suales. No es admisible que en juicios de la naturaleza del 
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actual, el objeto demandado se determine por él de la cosa 
m$ó desalojamiento se solicita, desde que no se cuestiona e! 
dominio de la finca, lo «me seria necesario para decir que el 
valor disputado es el predio mismo; sino su ocujKidón. lo que 
está representado [ior el arrendamiento estipulado y según tt 
duración lijada en el contrato. 

En cuanto a la segunda condición, media también en el 
caso ocurrente, desde que el articulo 13, inciso 3, de la ley 
2:860. declara que la com|>etencia de los jueces de paz de la 
Capital las demandas de desalojo, cuando no medie contrato 
escrito, o si habiéndolo el alquiler no excede de doscientos 
pesos . 

Por lo expuesto, y jurisprudencia de V. E, (Fallos, CVIII. 
137 v i40t, pido se declare competente para conocer en el jui- 
cio al señor Juez de Paz de la Sección 15 a «*e la Capital Fe- 
deral . 

Julio Boiet. 

FALLO du la cortr suprema 

BmM Mttf, Oda** t» «t 1ML 

Autos y vistos: Los de contienda de competencia entre 
un Juez Federal de la Capital y otro de Paz de la i$f Sección 
de la misma, para entender en el juicio de desalojo iniciado 
por «Ion Carlos V. Lagos, contra don Arsenio Guidi Buffa- 
rini, y 

Considerando : 

Que con arreglo a lo dispuesto por el artículo i.* de la 
ley número 927, quedan excluidas de la competencia de los 
juzgados federales todas aquellas causas de jurisdicción con- 
currente en las que el valor del objeto demandado no exceda 
de quinientos pesos fuertes, cuando por otra parte el conoci- 
miento del caso caiga bajo' la jurisdicción de la justicia de paz 
de la provincia respectiva según las leyes de procedimien- 
tos vigentes en ella. 

yue para excluir la competencia federal en las causas «le 
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jurisdicción concurrente esc articulo requiere dos condiciones 
i.* que el valor del objeto demandado no exceda de .quinten 
tus pesos fuertes; 2* que por las leyes locales el conocimien- 
to del caso caiga bajo la jurisdicción de la justicia de paz. 

Que los términos del citado u.Jcuto son compresivos no 
tan sólo de las causas jior cobro de cantidad determinada de 
l*esos. sino también de los que se refiere-, 1 a otros objetos. % 
condición de que el valor de éstos no exceda de la cantidad 
excluida del conocimiento de los jueces de sección ( Fallos, to- 
ino 52, página 397, considerando tomo 57, páginas 266 v 
272; tomo 114, página 422). 

Que nada autoriza a excluir los juicios de desahucio de 
la aplicación del articulo i> de esa ley no solamente porque 
están comprendidos dentro de la generalidad de sus términos 
"todas aquellas causas de jurisdicción concurrente" sino tam- 
bién por las razones que motivaron su adopción o sea. preve- 
nir "gastos y responsabilidades que no compensa el valor de! 
objeto que se trata de perseguir en juicio" o como to manifes- 
taba el miembro informante en el honorable Senado "Las dos 
Cámaras, señor Presidente, están convencidas en que deix> res- ' 
tringirse la jurisdicción federal, en los asuntos de jurisdicción 
concurrente que sean de escasa importancia" Diario de Sesio- 
nes. Diputados 1878. páginas 286 y 3$; Senado de 1878. pá- 
ginas 56 y 194) . 

Que cuánto al valor del objeto demandado, 110 puede de- 
cirse que sea el de la cosa misma cuyo desalojamiento se so- 
licita, pues que en los juicios de desbaucio los litigantes no 
cuestionan el dominio del predio arrendado, lo que seria ne- 
cesario para n<Hler decir que el valor disputado es el del pre- 
dio mismo, sino el simple uso o goce temporal, cuyo valor está 
representarlo por el del arrendamiento convenido, como lo lia 
resuelto reiteradamente esta Corte. (Fallos, tomo 108, páginas 
'.17 >' «40; tomo no, página 

Qué en el caso el valor está determinado por el arrenda- 
mient . mensual de ciento cincuenta peso* que establece el 
compromiso corriente a fs. 14 de los autos ante el juzgado fe- 
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deral y en ta) virtud es de la competencia de ta justicia de paz 
de la Capital con arregla a lo dispuesto en el artículo i^. hi- 
ciso y de la ley número 2.860. 

Por ello, lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
General y fundamentos concordantes de la resolución del Juz- 
gado de Paz de la Sección 15 », se declara la competencia de 
éste para conocer de la presente causa y en consecuencia remí- 
tansele los autos, previa reposición de sellos, y avisese por ofi- 
cio al señor Juez Federal. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — D. E. Palacio. — 

J. FlCUEROA A [.CORT A. 



Ferrocarril Central Córdoba contra tas Obras Sanitarias de la 
Nación, sobre consignación d~ mercaderías. 

Sumario : No procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48. contra una resolución de una Cámara de Apelaciones 
fie la Capital, que, por aplicación de su ley local de proce- 
dimientos, no impugnada de inconstitucional, se limita * 
anular lo actuado por el inferior, en mérito de estimar in- 
competentes a los tribunales ordinarios para conocer en 
la incidencia judicial de que se trata; sin que lo haga pro- 
cedente la circunstancia de haberse invocado la ley 8.880 
]iara decir que con arreglo a ella el conocimiento del caso 
correspondía a dichos tribunales, si esa invocación se hi- 
zo extemporáneamente. (En el caso, ál interponerse el 
recurso) . 

Caso : Lq explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR CE K ERAL 

"WMI Airtt, Agente 3 4* 1917. 

Suprema Corte; 
La resolución de la Exma, Cámara Comercial que es ma- 
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teria «le este reurso. se limita a anular las actuaciones formu- 
ladas ante el juzgado inferior* |R>r considerar que este carecía 
de la coni|>etencÍa necesaria para entender en el juicio promo- 
vido. Por consiguiente, aquella resolución no es su>ccptiMc 
del recurso extraordinario para ame V. K. dado que no con- 
tiene una decisión definitiva que termine el pleito o que haga 
imposible su continuación, como es indispensable jiara la pro- 
cedencia del expresado recurso extraordinario, con arreglo a 
lo dispuesto por «4 artículo 6." de la ley 4055. en concordancia 
con el artículo 14 de la ley 48 dallos, CXIH, 99; CXVII 416^ 

Además de ello, es de observar que la resolución apelada 
declara la incompetencia de los tribunales ordinarios de la Ca- 
pital para entender en el juicio promovido, por aplicación de 
la ley de organización de diclios tribunales, la que no puede 
motivar la jurisdicción de a|ielación de esta Corte Suprima, 
en razón de tratarse de una ley de orden local (Fallos. CV'ÍIÍ. 
1-t; CXIX. 358). 

Por lo que respecta a la invocación que el recurrente ha 
hecho de ta ley 8,889. al interponer el recurso extraordinario, 
debe declararse extemporánea, por no ser ma ma dt discu- 
sión en las instancias inferiores, en las cuales se adujo en apo- 
yo de la competencia de los tribunales locales, exclusivamen- 
te, lo dispuesto por el Código de Comercio, no habiendo tenido 
ocasión dichos tribunales de resolver acerca de la cuestión que 
se plantea por primera vez ante V. (' Fallos. CXIX. dt ; 
CXX, jJ3;CXX!, 34^ 

Por lo expuesto» pido a R. V. se sirva d* larar "ue no hay 
lugar al recurso deducido. . 

Julio Botet. 

FALIJO |)E U CORTE SU CREMA 

BatMfl Alfil, Ocluirte IS U IM7. 

Vistos y considerando: 

<Jue con arreglo a lo dispuesto por el artículo 14. de la 
ley número 4K y *u correlativo el 6," de la 4°55 es necesario 
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para [a procedencia del recurso extraordinario interpuesto que 
la sentencia que lo motiva sea definitiva. 

Qwc no tiene tal carácter la resolución de la Cámara Co- 
mercial de fe Capital, corriente a fs. 4% pues se limita a ¡mu- 
lar lo actuado por el Juez de i> instancia, en mérito de i sii- 
mar incompetentes a las tribunales ordinar : os para conocer 
en la incidencia judicial de que se trata, y ello en aplicación 
de su ley local de procedimientos que no ha sido impugnada 
como contraría a la Constitución o a una ley nacional. 

Que dicha incidencia judicial como lo llama la sentencia 
arlada, se Ua desenvuelto dentro de las normas del Código de 
Comercio, cuya simple aplicación al caso ha sostenido el ais- 
lante; y si 'bien al interponer a fs. 45 el recurso extraordina- 
rio para ante esta Corte, ha invocado la ley número 8.S80. 
liara decir que con arreglo a ella el conocimiento de dicho caso 
corresponde a la justicia ordinaria y por consiguiente la sen- 
tencia es violatoria de sus disposiciones, es de tenerse en cuen- 
ta que tal obs rancia formularia en la ocasión expresada lo 
lia sido tardía o extemporáneamente a los fines del recurso in- 
terpuesto, según lo reiteradamente resuelto. 

Por ello y conforme con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General se declara no haber lugar al recurso de- 
ducido. 

Notifíquese original y devuélvanse debiendo reponerse los 
sellos ante el tribunal de su procedencia. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del . 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Figueroa Alcorta. 



Defensor de pobres, incapaces y ausentes, contra la empresa 
del Ferrocarril Central Argentino, por daños y perjuicios, 
sobre competencia. 

Sumario : La ley número 9.688. sobre responsabilidad por ae- 
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videntes déí trabajo, no es una ley especial <le aplicación 
privativa, a los efectos de la jurisdicción federal, sino um 
ley de carácter nacional, es decir, para toda la república 
como modificatoria o ampliatoria del Código Civil: i*vr 
lo rmc no corresponde, rationc materia', a la justicia fe- 
deral el conocimiento de una causa por cobro de indem- 
nixacion, en t\uv se trate de la aplicación de la expresa- 
da ley. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA »E I.A CÁMAKA I-'tlOEHAI. WJÍ LA CAPITAL 

BwtM Air*», |«nÍo :» fl* IflT. 

Vistos: Kn apelación, por la competencia, estos autor 
iniciados por el señor Defensor Oficial contra la empresa del 
Kernwarril Central Argentino, en los (pie, invocando la ley 
9,688 sobre accidentes del trabajo, se persigue el cubro do una 
indemnización en ocasión de la muerte del obrero Antonio 
ÁgOdifl o Agudin. ocurrida el 27 de Agosto de 191 f>. 

C< uisiderando : 

i.: One para la determinación del fuero federal, scgú-i 
lo ha resuelto reiteradamente la Corte Suprema, aplicando el 
precepto del artículo 2." inciso 1." de la ley número 48, es ne- 
cesaria fjue el derecho que se pretenda hacer valer en juicio 
esté directa e inmediatamente fundado, en la Constitución. 
Tratado o Ley especial, y regido |ior ellos de suerte onc su 
conocimiento corresponda a la jurisdicción privativa tic la 
justicia federal. (Fallos, tomo 55, página 114; tomo 6|> pági- 
;tri M" .oino 1 15, página 35* i y otros). 

-■" Q"** precisando, aún más. su enunciado concepto so- 
bre materia jurisdiccional, también la Corte Suprema ha dicho, 
en diversos casos en míe ha debido interpretar coordinadamen- 
te 1. s artículos 100 y 67. inciso 11 de la Constitución, (pie el 
Congreso carece de atribuciones, |iara conferir a los jueces fe- 
derales, desnaturalizando su misión, una jurisdicción más ex- 
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tensa que la restringida que la Constitución tea atribuye, pues 
los convertiría en jueces de derecho común. (Tomo 99, págiiu 
583; tomo 113, página 263; tomo 117, página 146; tomo 118, 
Ingina 183 y tomo 120, página 134), 

3." Que si bien la ley 9.688 sobre "responsabilidad por 
accidentes del trabajo" tía podido, siguiendo las 1 modernas 
orientaciones, modificar o suplir deficiencias del Código Civil 
anterior al actual desarrollo de las industrias, es indudable que 
!*'«* su propia virtualidad la ley citada no ha podido cambiar, y 
uo ha cambiado, el carácter o la naturaleza de los hechos mis- 
mos, atribuyéndoles una jurisdicción distinta, y de excepción, 
como e» la federal, que no armoniza con sus propósitos y 
alcance deñnidamcntc generales. 

4. Que asi se desprende claramente de los propios tér- 
minos de disposiciones expresas de la ley misma cuyo simple 
enunciado eximiría de mayores consideraciones. Asi o! articu- 
lo 15 al determinar, ¡«ira la Capital y territorios nacionales 
únicamente la com|>etencía del "Juez del Jugar" para conocer 
en las causas por indemnización que la ley rige, se refiere" evi- 
dentemente a la justicia local. Los artículos 20 y 2$ también 
contienen disptwic iones de procedimiento en la aplicación de 
la ley. limitadas a la Capital y territorios nacionales, y señalan, 
expresamente, que |»r su parte las provincias podrán dictar, 
y se "solicitará" (pie dicten, las suyas, determinándose, en tal 
forma, el carácter general de la ley en cuanto al fondo y su 
alcance local en cuanto a su ejecución atañe. 

5." Que el examen de los antecedentes parlamentario*, 
que sirvieron de antecedentes a ta ley 9.688, evidencian el al- 
cance y carácter que el propio legislador te atribuyó. Así, al 
iniciarse et debate, en general, sobre el proyecto que la respec- 
tiva comisión presentara a ta consideración de la honorable 
Cámara uv Di|mtados. el diputado Ke|>ctlo, que hablalxi en 
nombre de la representación socialista, dijo: t4 no queremos una 
ley de accidentes sólo para la Capital y territorios nacionales. 
Entendemos que la lev que se sancione ha de ser para todo el 
territorio tic la Nación, y 110 obstante tratarse de una reforma 
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dcí Código Civil, es preciso que esto se establezca cutí una cla- 
ridad realmente meridiana que no deje lugar ni a la más mí- 
nima iluda". Ka la misma sesión el diputado Bas, miembro de 
la comisión, contestando, expresó: "Nos ha dicho el señor di- 
putado Rcpctto que él quiere «ra legislación de carácter mi- 
cioHal. Es evidente que ese es el pensamiento del dcsiraclto 
de la comisión. El despacho de la comisión significa modificar 
el concepto de la responsabilidad y de la culpa establecida por 
la legislación civil vigente, sustituyéndolos por l del riesgo pro- 
fesional, en que se inspira esta legislación de accidentes del 
trabajo. Así lo acaba de declarar en una forma precisa, que 
no ofrece la menor duda, el señor miembro informante, por- 
que, diciendo que él importa modificar el concepto de la culpa 
y de la responsabilidad establecida en el Código Civil, hubiera 
sido superabundante expresar que se trata de una legislación 
de carácter general .ya (pie el Código Civil, como lo saben to- 
dos los señores diputados, por precepto constitucional, rige en 
todo el i*aís r (Diario de Sesiones, año 1915. Tomo 3°, página 
5.(8 y siguientes). 

ív Que. según lo demuestra claramente, el debate par- 
lamentario en la Cámara de origen, el Congreso entendió dic- 
tar, y efectivamente dictó, no una ley especial de aplicación 
privativa ni una ley de alcance exclusivo a la Capital y terri- 
torios nacionales, sino una ley general, ampliatoria del Códi- 
go Civil. íle derecho común esencialmente por razón de la pro- 
pia materia a que se refiere y cuya aplicación, de consiguiente, 
aunque la misma ley no lo expresase como lo hace en su ar- 
tículo 15, correspondería, rationc materia; a los jueces del fue- 
ro común o "del lugar" según sus propios términos, salvo que. 
por razón de las personas, proceda el fuero icdcral. 

7." Que. con motivo de la aplicación de la ley de defen- 
sa soda) número 7.029, la Corte Suprema, en la sentencia de 
q de Agosto de 10,10, expresó la doctrina de que no basta que 
una ley emane del Congreso para que su aplicación correspon- 
da, privativamente a los tribunales federales, sino que e> mc- 
neflír también que la materia sea tic carácter federal; doctri- 



OI J US!. CIA Di la NACION 



319 



na que cala Cámara de apelación ha aplicado tamban en la 
cansa criminal. Keimbault, declarando que la ley nacional nú* 
mero 3972 sobre falsificación de moneda es mixta de derecho 
federal y ele derecho común, correspondiendo su aplicación a 
los tribunales federales o a las provincias, según qr las co- 
sas o las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones. 

ü" Que, t*>r último, no resulta de los antecedentes de la 
causa «ue pueda ella, por otra circunstancia, corresponder al 
conocimiento de la justicia federal 

Por estos fundamentos y conforme con lo dictaminado por 
el señor procurador fiscal, se revoca la resolución apelada, de- 
clarándose en consecuencia, que el conocimiento y decisión de 
esta causa no corresponde a la justicia federal. Notifiquese y 
devuélvase. — Marcelino Estalada. — A. Urdinarraiti. — J. 
.V. Matirao. — T. Arias. 

■ 

DICTAMEN* DEf. SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bm*m Aires, SmUrntit II tft 19:7. 

Suprema Corte: „ 

Kl artículo 2.". inciso i» de la ley .48, en armonía con el 
articulo 100 de la Constitución Nacion-.l, limita la compren- 
da de les tribunales federales a los a sos en que el derecho 
que se pretenda hacer valer en juicio esté directa e inmediata- 
mente fundado en la misma Constitución, tratado o ley espe- 
cial del Congreso, con la reserva hecha en el artículo 67. inciso 
ii de la primera, referente a la legislación común, cuya apli- 
cación corresponde a los tribunales federales o provinciales, 
según que las cosas o personas cayeren dentro de sus respec- 
tivas jurisdicciones. Con arreglo a estas cláusulas, para deter- 
minar si una cuestión debe ser resuelta de conformidad a una 
ley del Congreso y si cae ratiotic materia: dentro de la competen- 
cía de los tribunales federales, es preciso examinar si está o 
no comprendida en la reserva mencionada, por cuanto en el 
primer caso, no habrá lugar a dicha competencia, y el litigio 
será substanciado por los tribunales ordinarios, mientras que 
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cu el segundo, vale decir» cuando se tratare de materia ajena a 
la legislación común, la jurisdicción de 1< >s tribunales naciona- 
les será privativa y excluyente de la de los jueces de pro- 
vincia. 

Sentado lo anterior, cabe examinar el carácter de la ley 
ij.fifW, sobre accidentes del trabajo, en que se funda la deman- 
da instaurada. En la discusión sostenida en el Congreso con 
motivo del proyecto que sirvió de base a la citada ley. quedó 
aclarado que se trataba de una ley de carácter nacional, des- 
tinada a regir en todo el país ( Diario de Sesiones de la Cáma- 
ra de Diputados, año 1915, tomo til, página 538 y siguientes). 
Pero el Congreso dicta, para regir en todo el país, la legisla- 
ción federal, sometida exclusivamente a ta' jurisdicción de la 
Nación, y la legislación común, que no altera las jurisdicciones 
locales, por lo que es necesario establecer en cuál de estos ilos 
caracteres fue sancionada la ley citada, lo que surge del exa- 
men de su objeto y de su propia estructura. 

l**ii cuanto a lo primero, se oliserva que la ley crea ta res- 
-jonsabilidad de los patrones por los accidentes del trabajo 
ocurridos a sus obreros y empleados durante el tiempo de la 
prestación de servicios, y dispone ta manera en que la indem- 
nización debe ser abonada, vale decir, que legisla acerca de 
las relaciones de orden privado entre patrones y obreros, lvsto 
hace encuadrar la ley dentro de las normas del Código Civil, 
(pie es el cucr|)o de leyes en que se concentran las reglas re- 
lativas :» las relaciones privadas entre los individuos. I.a cir- 
cunstancia de que la ley 9,688 se fundamente en principios 
diversas a los del Código Civil, en materia de responsabilidad, 
y <jiu baya establecido el riesgo profesional y la facultad de 
optar por sus disposiciones o por tas del referido Código, te- 
jo* de indicar que una y otro, sean de distinta naturaelza. de- 
muestran por el contrario, que abordan idéntica materia del 
orden legislativo, aunque la resuelven con criterio opuesto. 
Xo es posible decir que nuestras leyes civiles sean inaptas 
para sufrir las evoluciones de la ciencia jurídica moderna 
qué se orienta en rumbos que eran desconocidos a la época 
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de la sanción del Código vigente, porque este ha recibido ya 
múltiples modificaciones, que no ha alterado su carácter, no 
obstante haber cambiado fundamentalmente su régimen an- 
terior. Tampoco puede decirse que la coexistencia de diversos 
sistemas de responsabilidad sea inconciliable con la unidad de 
la legislación civil, desde <]iic nada impide la fij ación de re- 
glas especiales para determinar clases de actividades, como 
la renuncia ele estas para acogerse a los principios generales. 
Ninguna cláttsi.ia constitucional circunscribe el radio de acción 
de las leyes civiles, que abarcan todas las relaciones individua- 
les en el orden privado, de manera qué el derecho industrial 
que regula las relaciones entre los patrones y los obreros está 
incluido en aquellas leves, de la misma manera que en épocas 
anteriores lo estuvo el dercelio comercial, hasta que se orga- 
nizó un Gidigo especial para las relaciones que creaba el co- 
mercio, sin desnaturalizar su carácter civil. 

La estructura de la ley 0.688 revela, asimismo, que el 
Congreso no entendió darle el carácter de ley federal. En ella 
se observan dos partes esencialmente diversas: La primera 
referente a su objeto, que lie examinado en el párrafo ante- 
rior, contiene disposiciones que atañen a la legislación de fon- 
do; la segunda prescribe la manera en que deberá ser ejecu- 
tada, y con ella se relacionan los siguientes artículos. En el 
articulo 15 se dispone cuates serán la jurisdicción y el proce- 
dimiento de la acción de indemnización en fa Capital y Te- 
rrtorios Nacionales, sin que otra disposición establezca cuales 
lo serán en el resto fie la República. El artículo 25 determina 
las obligaciones <je las autoridades nacionales, con motivo de 
la el* .uncía del accidente ocurrido, agregando que igual pro- 
cedimiento se solicitará de los gobiernos de provincia por par- 
te de los funcionarios que de elt#s dependan. En el artículo 
2i) se encomienda al Poder Ejecutivo Nacional, que al regla- 
mentar la* ley. indique las medidas preventivas que deberán 
adoptarse en la Capital y Territorios Nacionales, en los tra- 
bajos en que baya peligro para el personal. Estos artículos 
hacen ver que la mente del Congreso, fué librar el cumplí- 
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miento de la ley 9.688 a las autoridades provinciales, en sus 
respectivas jurisdicciones. Ksto mismo quedó evidenciado en 
la discusión sos! cuida cutí motivo del articulo íj.", que crea la 
Caja de Accidentes del Trabajo, bajo la dependencia y direc- 
ción de h Caja Nacional de Jubilaciones \ Pensiones, en cuya 
oportunidad el diptitado Arce, se manifestó asi: "Si la comi- 
sión no propane una modificación a ese artículo, eh el senti- 
do de aclarar la duda que me nace en este momento, de que 
no podría tener imperio esta disposición en tas provincias al 
propio tiempo que en la Capital Federal y Territorios Nacio- 
nales, yo me veré obligado a votar en contra. Creo que este 
debiera quedar librado a la legislación de forma o sea de pro* 
cedtmiento que se adopte, en las distintas provincias para apli- 
car la ley. No es posible que ésta disponga que el depósito 
debe ser hecho fatalmente en instituciones nacionales, por muy 
respetables que sean, truno la Caja de Jubilaciones y Pensio- 
nes. Desde que eso puede hacer el Congreso para la Capital 
Federal y Territorios Nacionales, podrá hacerlo cada una de 
las Provincias con las distintas instituciones de crédito, tam- 
bién muy respetables, que ellas tienen. Yo quisiera que el 
miembro informante de la comisión me expresase si es posi- 
ble adoptar esta disposición con los caracteres de ley federal 
a que se ha referido en el curso del debate general, cuando 
se ha hablado de que esta ley es una ley nacional, con imperio 
en todas las provincias. Si no, yo votaría en contra, por creer 
que no e* posible qiu* lo haga el Congreso porque no se trata 
de un artículo incorporable al Código Civil, sino de un artícu- 
lo ele una ley de procedimiento, ley que puede ser distinta en 
cada una de las provincias, y porque también las leyes de ésta* 
son distintas a la de la Capital Federal y Territorios Naciona- 
les". El miembro informante doctor Bás. replicó: "El argu- 
mento del señor diputado me convence de que no tiene razón 
en la oposición que hace. No se trata de dictar iftia ley de 
procedimiento. Soy respetuoso como el que más del principio 
federalista y no be de votar jamás una ley que signifique in- 
vadir por el Congreso facultades privativas de las provincias. 
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Ptíi éso; cuando se trata de reglamentar la acción de indem* 
nización. la comisión se lia limitado a' referir esa acción, en 
cuant.. a la jurisdicción de la ley. a la Capital y Territorios 
Nacionales, dejando lo demás a cada tina de tas- respectivas 
provincias". U opo^fefpa del ^litado Arce, no prosperó, 
porque c! articulo o." fué aprobado en la forma proyectada, 
peni el incidente dejo aclarado el concepto en que se* sancio- 
naba la ley, aún cuando se interpretase que ta Caja de Acci- 
dentes dependiente de la Caja de Jubilaciones y Pensiones, 
debiera -realizar sus funciones en todo el país. 

De lo diebo en los párrafos anteriores, se desprende, en 
forma que ,no deja tugar a dudas, que tas diversas disposicio- 
nes de la ley 9.688 han sido dictadas como ley común para 
toda la Nación, en cuanto a los principios que establece* y 
como ley local, en cuanto a su ejecución, y bajo ambos aspec- 
tos queda excluida de ta jurisdicción privativa de tos tribuna- 
les nacionales. Sin embargo, se Ha pretendido que ta citada 
ley no forma parte de la legislación común, porque el Con- 
greso al dictarla no lo lia liecho en ejercicio de la facultad 
que le atribuye el artículo 67. inciso 11, de la Constitución, 
sino en virtud de ta concedida por el inciso 16 del mismo ar- 
tículo para promover la industria, que es el objetivo que se 
lia tenido en vista al sancionar ta expresada ley. Esta consi- 
deración no es valedera porque, en primer lugar, la ley 9.688 
tiende primordialmente a reglar las relaciones de orden pri* 
vado entre los natrones y los obreros, y si bien puede ser su 
consecuencia «na mejor condición en los trabajos industriales, 
no es posible decir que su fin sea el de promover las industria? 
de! país. Además, no puede haber sido ta mente del Congreso 
encuadrar la citada ley dentro de las facultades enumeradas 
en el inciso 16, del artículo 67, desde que quedó bien aclarado 
en la discusión, que la ley sería de efecto en toda la Repúbli- 
ca, para regir en los lugares sujetos al gobierno nacional, y 
también en las provincias, y es bien sabido que las facultades 
del mencionado inciso envuelven poderes concurrentes, que las 
provincias pueden también ejercer, conforme al articulo 107, 
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de lo que se deriva que podrían también éstas sancionar leves 
análogas para sus territorios, con lo que desaparecería el ca- 
rácter nacional c|iic se ha querido dar a la 9.088. 

Por estas consideraciones, y las expuestas en el fallo ape- 
lado, pifio a Y. E. m confirmación. 

Julio Botet 

FALLO DK LA CORTE SUPRfcMn 

Buenos Airct, Octubre SO de 1*1?. 

Vistos y considerando: 

Que eoit arreglo a lo dispuesto en el articulo 100 de la 
Constitución, corresponde, a la Corte Suprema y a tos tribu- 
nales inferiores de la Nación el conocimiento y decisión de 
todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Cons- 
titución y las leyes de la Nación con la reserva hecha en el 
inciso ii de! articulo 07, 

(jue en el inciso 11 mencionado, se faculta al Congreso 
para dictar los Códigos Civil. Comercial, Penal y de Minería, 
sin que talus Códigos alteren las jurisdicciones locales, enrres- 
pondiendo su aplicación a los tribunales federales o provincia- 
les según que las cosas o las personas cayeren luijo sus res- 
pectivas jurisdicciones. 

Que las responsabilidades por accidentes del trabajo a 
que se refiere la ley número 0,688 y que nacen tic hechos oetir 
rridos en la ejecución o cumplimiento de contratos entre pa- 
trones y empleados ti obreros, son de carácter comím. de la 
naturaleza de las previstas en éj Código Civil, según quedó 
consignado en la discusión parlamentaría de dicha ley. injirién- 
dose ello, además, de varias disitfreiciones de la misma, sin que 
sirva para modificar tal carácter la circunstancia de haberse 
partido para su sanción de lases fundamentalmente distintas 
u opuestas como se dice a las consagradas por el expresado 
Código, CFajlOs: tomo t. M , página 161: 113. página 263 y 
otros ) . 
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Qiié el actor afirma k) mismo cuando expresa a fs. 19 
que la competencia del juez federal cu el caso nace de! lugar 
donde ocurrió el hecho y cuando a continuación de tal afir- 
mación dice qtfe la aplicación de la ley queda librada ; la pro- 
vincia, según lo prescribe ía misma, circunstancia aíjuetla que 
no resulta de los antecedentes de la causa como [o establece 
en general el considerando final de ía sentencia arlada. 

QiTe cuando la ílrelu, ley estatuye en el articulé 15 la 
competencia del juez del lugar del accidente o el del domicilio 
del demandado* es manifiesto como dice la sentencia, que se 
refiere a la justicia ordinaria, si por otros motivos no surtiese 
el fuero federal. 

Por ello, fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada y conforme con lo expuesto y pedido ]x>r el señor Pro- 
curador General, se la confirma. Notifíquesc original y devuél- 
vase. 

A. F!i;rmk,to. — XiCAXoit (5. oiíi, 
Soi.au. — IX K. Palacio, — . 
J. FiouEroa Ai.corta, 

Kn la misma fecha *c dictó igual res n lución t u otro juicio 
seguido entre fas mismas partes, por idéntica causa. 



Compañía de stgiirós "La Inmobiliaria", — Payo por consitj. 
nación de Indemnización por accidente de trabajo; sobre 
competencia. 

Sumario; La ley número 0.0X8, sobre responsabilidad por ac* 
cidentes del ¡trabajo, no es una ley esjjccial de aplicación 
privativa, a los efectos de la jurisdicción federal, sino un* 
ley de carácter nacional, es decir, para toda la república, 
como modilicatoría o ampliatoria del Código Civil: por 
lo que no corresponde, rattonc materia:, a la justicia fe- 
deral el conocimiento de una causa por cobro de iiidem- 
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ni/ación, en que sé trate de Ja aplicación de la expresa- 
da ley. 

Cüso : Lo explican las piezas siguientes : 

AUTO DEL SEÑOR JUEZ FEDERAL 

ButHI Aim Julio 3 de Mi?. 

Autos y vistos: l'ara resolver sobre la competencia del 
jugado en estas actuaciones seguidas por ta compañía de se* 
prbs "La Inmobiliaria % sobre pago por consignación, t¿¿ 
pecio de las objeciones formuladas por el señor procurador 
fiscal a fs. t) vta. y de acuerdo con lo resuelto por la Kxma. 
Cámara a fs. jo. 

Considerando: 

i* Que a fs. 10. vi señor representante de la compañía 
"La Inmobiliaria" pretende justificar la procedencia del fuero 
federal por razón de la distinta vecindad de las personas que 
dvltcu ser oídas i»or derecho propio en este juicio y de. acuer- 
do con lo dispuesto en el artículo 2.% inciso J. n , de la ley mV 
mero 

2." Qik- además manifiesta al mismo efecto que se trata 
de un caso regido por la ley número 9.688, sobre respon salini- 
dad por accidentes del trabajo, circunstancia que hace surtir 
el fuero federal, i r do tic imitt'rñv. atento lo prescripto en el 
artículo ¿". inciso i.', de la ley 48. 

Sobre este punto cabe observar que si bien la tUsposioióc 
lega] citada Confiare a los j tuces nacionales de sección el co- 
nocimiento en primera instancia de las causas que sean espe- 
cialmente agidas por las leyes que haya sancionado y sancio- 
nare el Congreso, es de advertir que su aplicación no es pro- 
cedente. Unía vez que esas leyes queden invt>Iucradas dentro 
del derecho común del cual lio son más que una simple tun- 
dí IK ación o ampliación. 

One cstr ► es precisamente lo que sucede con la ley 
n&ncro o.<*¡s. de carácter general, que modifica h legislación 
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civil, anterior a su promulgación. Es evidente entonces que 
su aplicación no corresponde ratitme materia: n la justicia fe- 
deral, | privativa y de excepción, sino a los jueces del fuero 
común. 

4." Que por lo tanto de acuerdo con la teoría sustentada 
por la Kxma, Cámara Federal, en el jnicio seguido por el 
Defensor de Pobres, Ausentes c Incapaces contra el Ferroca- 
rril Central Argentino, sobre daños y perjuicios, fallado en 
30 de Junio del corriente ano y la opinión del ministerio fis- 
cal, corresponde declarar la incompetencia del juzgado, para 
conocer de la materia, para conocer en el sttb judice. 

5. Que la competencia por razón de las ¡tersonas, no 
ha sido acreditada en autos, ya que la distinta vecindad no 
basta para hacer surtir el fuero federal, como lo tiene esta- 
blecido uniforme y reiteradamente la Corte Suprema, sino que 
se requiere además que las personas que intervienen en el li- 
tigio sean nacionales fver tomo 16. página 477). 

Por esto, resuelvo declarar la incompetencia del juzgado 
ratiotte maíerür para entender en este juicio, ordenando se jus- 
tifique el fuero por razón de las personas. Repónganse los 
sellas. — Sai'tl M. liscobar. 

SKXTlvNClA Di; LA CAM-U \ l'l-tH-R AL Dlv APELACION KS 

B««e» Al reí, Afoito 2I> 4t Itfí. 

Y vistos: Por sus fundamentos, de acuerdo con lo dicta- 
minado por el señor Procurador Fiscal a fs. 36 y lo resuelto 
por esta Cámara en 30 de Junio del corriente, en autos inicia 
dos por el Defensor de Pobres, Incapaces y Ausentes contra 
la empresa del Ferrocarril Central Argentino, se confirma con 
costas la resolución de fs. 20 en ta parte apelada, esto es. eti 
cnanto declara la incompetencia de la justicia federal para 
conocer |K>r razón de Ea materia en los presentes autos sobre 
consignación iniciados por la compañía de seguros "La Inmo- 
biliaria". Devuélvase y repónganse las foias en primera ins- 
tancia. — Marcelino Escalada. — A. ürdmarrain. — Daniel 
Coy-tía. — J. A'. Afatienzo. 
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PALLO DE LA COKTC SUPlíKMA 

i 

Buena* Aiitt, Üctubtc 'A) de >«7. 

Vistos y considerando: 

Chic con arreglo a lo dispuesto en el articulo too ilf ta 
Constitución. n>rrcs|x)iHk' a la Corte Suprema y a los tribu- 
nales inferiores de la Nación, el conocimiento y decisión (Je 
todas las causas que teilscn sobre puntos regidos j)6r la Cons- 
titución y las leyes de la Nación cu la reserva ! "cba en el 
inciso ii. del artículo <»7. 

tjue en el inciso i i mencionado se faculta al Congreso 
para dictar los Códigos Civil. Comercia!, Penal y de Mineri;*.. 
sin i|tic tales Códigos alteren las jurisdieci" mes locales, co- 
rresijondicndo su aplicación a los tribunales federales o pn»- 
vinciales según ijue las cosas o personas cayeren bajo sus res- 
pectívas jurisdicciones. 

One las responsabilidades por accidentes del trabajo 
(pie se refiere la ley número i>íi88 y que- nacen de hechos ocu- 
rrid- *s en la ejecución o cumplimiento de contratos entre pa- 
trones y empleados tt obreros, sun de carácter común de la 
naturaleza de las previstas en el Código Civil, se^ún <|iicdó 
consignado en la discusión |>ar|aíncntaria de dieba ley, ¡nti- 
riéndose ello, además, de varias disposiciones de la misma. 
>in «me sirva para niodtliear tal carácter la circunstancia de 
habcr>e partido para >ü sanción de bases fundamentalmente 
dirimas u opue>tas corno se dice a las consagradas por el 
expresado Código. (Fallos: toiuo.i.". página "íqi : n,|. página 
263 y otros í. 

One ii(> se pretende que la ley número 9.688 haya sido 
dictada en ejercicio de las facultades (pie acuerda -al Congreso 
el articulo (17 de la Constitución fuera de la indicada en la 
primera parte del inciso ÍI, respecto a los Códigos comunes: 
> en esta condición es indudable <jite el caso no está compren- 
dido entre los (pie enumera como de jurisdicción federal el 
artículo -V. inciso 1.-. de la ley número 48. según claramente 
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se explica en la primera fie las sentencias antes citadas, y cual- 
quiera que sea la tecnología empleada por aquella ley. 

tjuu como queda dicho la circunstancia de que la ley haya 
adoptado formas o bases nuevas para reblar relaciones de de- 
recho privadu nacidas de accidentes de trabajo por ser ínstt- 
ñeienus las adoptadas por el Coligo Civil a las modernas ne- 
cesidades creíidas por el prugreso industrial, no le quita ni 
puede quitarle su carácter de ley eomtm destinada a reglar 
derechos ^irticulares. cualquiera que fuese la denominación 
que se le dé. 

Que nada significa en contra de los principios sol>re ju- 
risdicción la circunstancia de que la ley haya dejado a volun- 
tad de los damnificados o sus causa habientes el derecho de 
acogerse a sus prescripciones o a las consignadas en el Código 
Civil. i¡orqn« ello no le da carácter de" ley especial del Con- 
greso en el sentido de la Constitución y de la jurisprudencia 
cuando jhht otra [«irte es común en los Códigos dejar alterna- 
tivamente a los interesados el ejercicio de sus derechos en uno 
u otro de los sentidos en que se legisla. 

Que el artículo too de la Constitución se ocupa sólo de 
la jurisdicción de Jos tribunales federales, y el 67 de las atri- 
buciones del Honorable Congreso, y es precisamente en uso 
de la facultad conferida por el inciso 11 de este artículo que 
se ha dictado la ley número 0/188, pues no se pretende come 
antes se dice que lo haya sido en ejercicio de alguno de los 
otros ixrileres del Congreso, expresamente enumerados y que 
constituyen la legislación local o la federal propiamente dicha. 

XJuc está consagrado por repetidas decisiones de esta Cor- 
te que las leyes que dicte el Honorable Congreso no pueden 
acordar a los tribunales fe< (erales una jurisdicción más exteus t 
que la conferida por la Constitución/ pudiemlo si restringiría 
con arreglo a la cláusula pertinente fiel articulo 101 de la mis- 
ma, de donde su deduce que no es Risible prescindir de \p 
normas ti jadas por el Honorable Oaigreso en las leyes que 
dicte ejercitando sus poderes. 

Que en el orden de consideraciones en que se coloca el 
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acianto débé observarse que Ja legislación industrial en los 
listados Unidos es datada por las b*gisl airas de los Kstados. 
definiéndose con ello lo que se considera derecho común en 
dicha Nación o lo que es lo mismo que se trata de «na facul- 
tad in» delegada al gobierno federal. 

Que aún suponiendo que la Inmobiliaria pudiese gestio- 
nar la personería de la Nación, es de observarse que ésta no 
ajKircce como parte en los términos del inciso 6.". artículo 2. a , 
de la ley número 48 y ley número 3.95J. 

Que no autoriza considerarla como tai la circunstancia de 
haberse organizado la caja de garantía anexa a la de jubila 
cípnes v pensiones para el depósito a que se refieren los ar- 
menios o, y 10 de la ley número tj.688. puesto que el fondo 
no pertenece a la Nación ni es responsable aquélla sino basta 
donde diebo fondo alcance en los casos que determina la se- 
gunda parle del articulo 10 citado. 

Por ello, fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada y conforme con lo expuesto y pedido por el señor Procu- 
rador General (i) se la confirma. Notifiqiicse original y de- 
vuélvase. 

A. BkrmRjo. — Nicanor G, mil 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. FlCütíROA Auorta. 



DoM Hiena Bhmco González de Mata y el Albacca. en tas 
testamentarios dé Doña Clara de Casirisiottes y Parladé 
de Manco González, sobre partición de bienes. — k'catrso 
de hecho. 

Sumarió': No procede el recurro extraordinario del articulo 
14. ley 48. contra una decisión basada exclusivamente en 



II) El Señor Procurador General te «pidió en el mlimo leatído e Jdéntkos tétm\- 
nos t lo» contenido» fu «I dictamen de*ta emu que precede, ittfuiáa p«r el Defentof 
de Pobre», loupicn y Amente! contra la Empresa del Ferrocarril Central ArfftnU». 
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«Imposiciones del Código Civil, con preschuk-ncta de lo 
establecido en determinado tratado, de acuerdo, precisa- 
mente, con lo pedido por el recurrente. 
Caso: JUo explican la* piezas siguientes: 

* 

DICTAME* DIX SESOR i'KOCURADOR CiKN'EKAC 

Bueno* Airti, StptltiDbre 18 4* 1917. 

Suprema Corte: 

m fundamento aducido en apoyo de! recurso extraordina- S 
rio interpuesto no puede autorizarlo, desde qué la invocación 
hecha por e! recurrente del tratado de paz y amistad celehrado 
con Kspaña. no se formuló para amparar en una cláusula de 
ese tratado el derecho controvertido, sino [jara impedir la apli- 
cación al caso sith judice del tratado de derecho civil interna- 
cional ,(el Congreso de -Montevideo, (pie fué mencionado en el 
fa'io de primera instancia, y que el recurrente sostuvo no era 
aplicable a la situación planteada, agregando que los subditos 
españoles tienen derecho a cpic se les juzgue por el derecho 
común. Conforme a este derecho ha sido sustanciado el pun- 
to en debate, y la sentencia apelada aplica las disirosieiones 
pertinentes del Código Civil, sin qué se haya puesto en cues- 
tión cláusula alguna de la Constitución. ley o tratado del Con- 
greso, en las condiciones que prescribe el articulo 14, de la ley 
48. |>ara hacer procedente la jurisdicción de ablación de V E 
(Fallos: CVI. 73; CXIJl, ¿5, ; CXIV. 140: CXXlIf. 375). 

Por ello y jurisprudencia citada, pido a V. lí. se ¿irva de- 
clarar bien denegado el recurso deducido. 

Jttiio Bottt. 

FALLO t»E LA t'oRTK SL'I'REMA 

Bueno* Octubre '-'3 út W7. 

Aulos y vistos: KI rccnrsu de queja por apelación dene- 
gada deducido por H doctor Knrílio Zorraquin, en su carácter 
de Partidor y apoderado de los albaeeas y de doña Klena Ulan- 
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en (inn/álcz Mata, contra sentencia de la Cámara Segunda de 
Afiliaciones en lo Civil, en lo* autos testamentarios 'le doña 
Clara de Castrisiones v l'arladé ik 1 Manen González. 

V considerando; 

Qúc conio fundamento del recurso extraordinario dedu- 
cido se expone que sé ha fallado la cuestión debatida hacién- 
dole ea*o omiso de lo establecido en el Tratado celebrado en- 
tre la República y ijs^ña cu ¿i de Septiembre de 1865. in- 
vocado por el recurrente. 

Une según resulta de autos se ha invocado efectivamente 
dicho Tratado a fs. 400 del escrito de agravios a objeto de 
demostrar que los subditos españoles "tienen derecho a que 
se as juzgue por el derecho común y no por un tratado en 
ettie la Nación iio intervino". 

One eso misino ha admitido la sentencia apelada cuya de- 
tidón se basa exclusivamente en las disposiciones del Código 
Civil, de acuerdo precisamente con lo pedido |íor el recurrente 
como se hace constar también en el auto denegatorio del rc- 
Óit$i » i fs. J4-¡, h 

Que según el mismo recurrente el tratado de 1863 en el 
articulo citado, no le con feria otros derechos que los que au- 
torizan las leyes civiles del pais y la interpretación y aplica- 
rión de éstos es extraña al recurso extraordinario interpuesto 
con arreglo al artículo 15 de la ley número 48. 

(Jue -el* caso de jurisprudencia que se cita en apoyo de 
.la procedencia del recurso no lo justifica. ICn dicho caso se 
trató de una demanda contra el Poder Kjeeulivo de la Pro- 
vincia ile Unenos Ain s. f undada entre otras razones en que 
la resolución reclamada era violatoria de la Constitución y 
resolviéndolo se deelaró que el punto no había sido materia 
de discusión ante la Suprema Corte Provincial, y que 110 cs- 
taha comprendido entre los previstos por el articulo 14 de 
la citada ley número 48. como ocurre en el presente. 

Por ello, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el 
Señor Procurador General se declara bien denegado el recur- 
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so. Molifiqúese original y repuestas ías fojas archívese, de- 
volviendo-e los autos al tribunal de su procedencia con trans- 
eripeión de la presente. 

■ A. Bkrmk.io, — Nicanor G. del 
¡ Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlGUEROA Af .CORTA. 



Doíta DoiniiUftt Cuiten de ¡tur ras pe contra Federico I turras" 
pe Cabot, por cobro ejecutivo de pesos; sobre competencia. 

Sunutrio: Pídcetlfi el recurso extraordinario del artículo 14, 
lev |S contra una resolución denegatoria del fuero federal 

Cuso: Resulta del siguiente: 

VAUJt DE ÍÍÁ CURTI- SUPREMA 

«MffiMo» Aire», Octubre 2» é* IH7. 

Aunts y vistos: La queja \mr ablación denegada, inter- 
puesta por don Federico ftifrras[>c Calwtt contra sentencia de 
la Cámara 2 * de AjK-lac iones en lo Civil de esta Capital, que 
no hace lugar a la excepción de incompetencia de jurisdicción 
en el juicio ejecutivo qüe le ha promovido doña Dominga Cu- 
lien de Itur raspe; y 

Considerando en cuanto a la procedencia del recurso: 

Que habiendo el apelante invocado el r iiero federal por 
. razón de la distinta vecindad de las partes con arreglo a lo 
dispuesto en el articulo ¿. ", inciso 2." de la ley número 48 de 
jurisdicción y competencia, la sentencia lia desconocido tal 
privilegio el desestimar dicha excepción. 

<Jne en consecuencia la procedencia del recurso interpues- 
to jiara ante esta Corte, es con forme con el articulo 14, de la 
ley número 48 y (jo de la ley sobre organización de los Tri- 
bunales de la Capital, desde que se ha puesto en cuestión 
un privilegio que se pretende amparado en la ley federal y la 
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reslucíóu del tribunal superior lüi sido contraria al derecho 
invocado, (Fallos, tomo 98, página 317 y otros). 

Por eílo y oído el señor Procurador General de declara 
mal denegado el recurso y encontrándose el expediente prin- 
cipal ante esta Corte; Autos y a la oficina a los efectos del 
articulo 8." de la ley número 4055. Repóngase el paix-l. 

A, Bermejo. — Nicanor G. del 
Jíolar. — D. K. Palacio. 



Don Juan A. Artjcruh contra ct Poder lijecntho Nacional . 
sobre cancelación de mi grávamién hipotecario. 

Sumario: Constituida una hipoteca y otorgada una fianza per- 
sonal en garantía del cumplimiento de la misma obliga- 
ción principal es improcedente la excepción de prescrip- 
ción opuesta eiii el juicio ordinario de repetición, por él 
adquirente del inmueble hipotecado, fundada en la inac- 
ción del acreedor (el actor) respectó del deudor princi- 
pal (artículos 391)7 y 525 del Código Civil 1, si lo que se 
ejecutó i'ti el juicio respectivo im fué la fianza personal 
sino la garantía lií|*>tccaria (artículos 3986 y 31)87 del 
mi si un Códíg*> 1; a lo me puede agregarse, que aun en el 
supuesto ele ijiic la materia de la ejecución hubiese sido 
la fianza personal, eu el caso estaría igualmente interrum* 
pida la prescripción, dado el carácter del acreedor, la ha- 
cienda pública, respecto de la cual el fiador no goza del 
beneficio de excusión de los bienes del deudor. í artículos 
2.003 V inciso <j.". Código Civil 1. 

2* No puede ser consi*' rado tercer poseedor a los 
fectos do lo establecido en los artículos 3.163 y 3-if'<> del 
Código Civil, el que por diversas circunstancias, (como 
ser. el haber reconocido y aceptado la hipoteca que" gra- 
vaba el inmueble, al adquirirlo, adquisición realizada du* 
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ranic la ejecución del misino, el haber sido abogado del 
ejecutado en ese juicio), itivo amplio conocimiento de 
la existencia del gravamen. 

Cuso : Lo explican las piezas siguientes : La sentencia del señor 
Juez Federal de la Capital, ftté publicada en el tomo 132. 
página JoH. 

■ 

SfiNTKXCl.V DIÍ LA CAMARA FEDERAL 

Bimbm Alm, Man* 13 de itlf. 

Vistos estos autos del doctor Juan A. Argerieh, contra 
el Poder Kjccntivo Nacional, ]»or cancelación de un gravamen 
hipi «teca rio. 

Y considerando ; 
Kn cuanto al recurso de nulidad: 

Une el Juez a qtio ha resuello todos los puntos propuestos 
en la demanda, que en s« concepto ha considerado pertinentes 
para la resolución del litigio, condensando la sentencia recurri- 
da, en sus partes sustanciales, la cuestión entablada, dando 
sobre ellas las soluciones que estima aplicables al caso. 

Por esto no se hace lugar a este recurso. 
Kn cuanto al de apelación: 

One en el transcurso de la litis se ha insinuado por el 
actor la nulidad del contrato que el Gobierno celebrara, con 
(iodio, para la construcción del Puerto Comercial de Bahía 
Blanca y la de la obligación que se le impuso de depositar en 
garantía doscientos mil ]wsos en el plazo ilc dos meses, por 
haberse alterado los términos de la ley respectiva . 

Que aún cti ]a hipótesis que el contrato, por haberse cele- 
brado algún tiem|»o después del previsto cu la ley, fuera ob- 
jetable, el artículo 1,049 del Código Civil, impide al que ha 
realizado un acto jurídico pedir su nulidad, alegando la in- 
capacidad de la otra ¡jarte, 

Kl actor es sucesor singular en los derechos y obligaciones 
de Gartland, a méritu de la dación cu pago que el segundo le 
hiciera. 
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Que así misino, lia invocad» el lucho de que rio obs- 
tante halier incido el plazo de dos meses, impuesto a Godio 
para hacer el depósito de doscientos mil pesos, c! gobierno le 
acordó una prórroga para verificarlo. 

<Juc a este respeto, el Juez ele la ejecución declaro im- 
probado el hedió, y corrcs|ionrk* répetir la declaración, porqué 
el actor no ha probado tampoco el aserto de esta emergencia. 

yue igualmente arguye la nulidad de la hipoteca de lian- 
za otorgada jnir (Vartland, por no haberse previamente enta- 
blado la demanda contra < indio, que se dice era el deudor 
principal. 

Que el pronunciamiento negativo de la sentencia recurri- 
da tu éste punto, es arreglada a derecho, ya que siendo el 
acreedor Ja hacienda nacional, la fianza tiene carácter legal 
de solidaridad (artículo- 2.003 del Código Civil) y 110 era, 
por tanto, necesaria la escisión de los bienes del deudor prin- 
cipal (artículo 2.013, inciso y."». 

(Jue se sostiene que la hipoteca no ha podido ser reius- 
cripta. sin consentimiento del actor, y menos por una ¡tersona 
que no ha justificado la personería del Consejo Nacional de 
Kducación . 

(Jue a este respecto, además ríe las razones aducidas en 
el fallo, ealte establecer que según consta de autos, el Juez de 
la ejecución en 7 de Agosto de lojoíi. ordenó el embargo del 
inmueble Hipotecado, y que la anotación respectiva se hizo 
en el Registro cu 20 de Septiembre del mismo año: 

tjue siendo la obligación de Godio y la constitución de 
la hijhitcca que hizo (rartland. valida, era procedente el juicio 
ejecutivo, .seguido por el Gobierno y la traba recaída en él, 
con su anotación respectiva en el Registro de la Propiedad. 

r.l cmljargo tiene toda la plenitud de efecto que le asigna 
la lev y ha impedido legalmente que e! ador con posterior i fiad, 
haya |>od¡do comprar el inmueble embargarlo, >¡n la restricción 
o gravamen que lo afectaba, circunstancia ésta que era eonoeida 
riel actor ]Mtr Ii.'iIht sirio el ahogarlo ríe (iartlaud en el mismo 
juicio. 
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Que este ^ii^ímMIo 5,11 ^n*a neó^riaiiicnte dé lo que 
dis|* >ne él articulo 1.361, inciso 6,", y $1 el Tribunal no anali- 
za esa disposición es por considerar que se trata de una mili- 
dad relativa, la cual no ha sido alegada en el juicio. Scmcter, 
pues, en la situación expresada, el hecho del emlxirgo, al ven- 
cimiento del término fio la hipoteca, importaría hacer ilusorio 
el derecho del acreedor, el cual quedaría sin ninguna defensa 
puesto que no puede contar COf| «jue el deudor u obligado, st 
preste para concurrir a la reinscripción de la hipoteca. En e. 
casti presente, b interposición de la acción hipotecaria y el em- 
bargo subsiguiente tía interrumpido la prescripción tarlícttl" 

Jlaudry Lacantinerie enseña que e* emlwrgo interrumpe 
la prescripción de la acción hipotecaria. Tomo XXIV. lujme 
ro 2.39ÍÍ. 

Oue el vencimiento del término de diest años, asignada a la 
duración de la hipoteca, no puede anular la demanda y el em- 
bargo producido, si esto ha tenido lugar en tiempo hábil, por- 
que el hecho de no haber concluido antes el juicio ejecutivo es 
extraño a la voluntad de las |>artes. y sólo f>odría halierse mo- 
dificado, si hubiere habido lugar, por medio de la perdición 
de la instancia. 

fjue |H>r otra parte* en el caso sub HU\ el derecho en di- 
torio jjjue se ejercita, no emerge iiiiicamciyj; de la fianza lii- 
potecaria que constituyó < .artlatul, pues míe éste ha otorgado 
también su fianza |»ersonal. 

One este juicio ordinario, contra el Gobierno Nacional 
deriva del juicio ejecutivo seguido primeramente contra C.art- 
land. y ttespues contra su sucesión, 

(Jue en efecto, el convenio de fs. 36 expresa que habien- 
do terminado el juicio contra Gartland. el actor, actualmente 
propietario del inmueble, que se ha presentado como parte, 
piensa iniciar el juicio ordinario y en seguida expone, (ar- 
tículo primero i. que ambas parles conservan y mantienen sus 
resfieclivos derechos. Kstc juicio pues, es el que la ley de Pro- 
cedimientos autoriza i»ara discutir fie nuevo lo resuelto en el 
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ejecutivo, y us lo que cxprcsamcuU' consigna en su demanda 
el actor, al invocar como fundamento de ella lo que dispo- 
nen el artículo 278 de la ley número 50 y el artículo 500 del 
Código de Procedimientos de la Capital. 

Que el hecho de que se trate de tina obligación emergen* 
le de una multa establecida en el contrato con Godio, para 
el caso de incumplimiento no desnaturaliza el carácter legal de 
la obligación, pues que la multa es una cláusula penal legis- 
lada en el Código Civil; artículo 652 y siguientes. 

(¿ne el carácter de tercer poseedor que invoca no mejora 1 
el derecho del actor. El artículo 3.166, invocado por él, se re- 
fiere al caso de que el acreedor hipotecario, en virtud de los ar- 
tículos 3.1C1 y 3.163, dirija su acción contra el tercer poseedor 
del inmueble, el que podrá defenderse alegando la no exis- 
tencia de la hipoteca, su caducidad, la nulidad del registro o la 
ittexigibilidad de la deuda. 

Pero la parte apelante no se halla en las circunstancias 
requeridas para hacer valer estas defensas. La obligación de 
Godio era subsistente y fué válida la constitución de la hipo- 
teca hecha por Gartland. 

Kl vencimiento del término de los diez años, asignado 
para la duración de la hipoteca. 110 puede librar al actor de la 
carga del inmueble que posee, porqué lo adquirió con ella, 
después de tres ayos de encontrarse embargado en el juicio 
que se seguía para cobrar el valor (pie afianzaba la hipoteca. 

Por estas consideraciones y los fundamentos concordan- 
tes de la sentencia u^lada, se confirma ésta sin las costas de 
esta instancia, etí atención a la naturaleza de los puntos de 
derecho contenidos en el debate. Notifíqucsc, devuélvase y re* 
IHinganse las fojas m primera instancia. — Daniel Coytia. — 
Miguel Jan tus. — Afareetitto Escotada, — Manuel B. de 
■ Utchorena. 

r.\rj/) !>k r„\ corti; si: i-rema 

Buenai Aira, Octubre 27 di 1917. 

Y vistos: Los venidos eri apelación de sentencia de la 
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Cámara Federal cíe la Capital, seguidos por el doctor Juan 
Antonio Argerích contra el Gobierno de la Nación para que se 
declare cancelada una hipoteca. 

V considerando: 

Que el agravia qiie el recurrente expresa contra la sen- 
tencia de fs. 244, consiste en tpe, a su juicio, no se tía tomado 
en cuenta la prescripción, derivada según él de la inacción del 
Poder Ejecutivo respecto a (■odio, cuyas obligaciones queda- 
ron afianzadas y garantidas con la fianza personal del señor Po- 
dro A. Carlland y con la hipoteca cuya cancelación se per- 
sigue. 

Que según el actor, la obligación principal incumbía a (jo- 
dio ; y habiendo transcurrido el tiempo después del cual se ope- 
ra la prescripción sin que et Poder Ejecutivo exigiese a dicho 
dcuUor principal el cumplimiento de su obligación, ésta se ha- 
bría extinguido, y con arreglo al artículo 525 del Código Civil 
se habría extinguido también la garantía hipotecaria. 

Que entretanto y como lo expresa acertadamente la sen- 
tencia de fs. 131 confirmada por la decisión recurrida, ' se- 
ñor Gartland no fué demandado como fiador, pues el Gobier- 
no ejecutó simplemente la garantía bi|x>tecaria constituida en 
las condiciones previstas por el artículo 3,121 del Código Ci- 
vil, y en ese caso, no revistiendo dicha obligación los caracteres 
de i.na fianza, no ha podido surtir los efectos de tal en sus 
consecuencias jurídicas. 

Que corresponde observar así mismo, que planteada la 
cuestión en los términos que la promueve el actor, esto es, que 
el señor Gartland haya sido demandado como fiador, tampoco 
puede derivar de tal supuesto la obligación del Poder Ejecuti- 
vo de interpelar anles a Godio, porque ta fianza es solidaria 
en el caso a mérito del carácter especia! que inviste el acree- 
dor, expresamente exceptuado por la ley «le la excusión previa 
de los bienes del deudor, r Artículos 2.003 v 2.013. '^ CK0 9 "> 
Código Civil 1. 

(Jtte en virtud de tales antecedentes, es óbvro desde lúe- 
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:*o, ijité la obligación (!e Godio no ha podido prcT rilarse, per 
cnanto se ha gestionado eti tiempo y furnia el cumplimiento 
de aquella obligación al hacerse efectiva contra t;l deudor so- 
lidario ta garantía hipotecaria. 

•Juc iniciada la ejecución tic dicha garamia hipotecaná 
cuando ésta estaba en vigor, según se ha cumprobaito en autos, 
la prescripción no na podido ocurrir pendiente el litigio con 
arreglo a lo '«pie estatuyen los artículos ,y>8fj y 3.987 del Có- 
digo 1"ÍV¡1. 

One es indiferente, por lo demás, que la ejecución se si' 
finiera contra (lartlatnl o contra Argerich con posterioridad a 
la ficha cp que el segundo adquirió el camp"\ porque tratan* 
dose di* im di recito real que sigue a la cosa gravada, sea quién 
fuere ei que la posea, al actor no le era dado, de este punto 
de vista, oponer reparos legales a la ejecución, ya que las cir- 
cunstancias de la causa no autorizan a suponer que él revista 
el carácter tic tercer poseedor que hubiera podido ignorar Ja 
existencia del gravamen hipotecario. 

íjue es ele observar, además, que el mismo doctor Arge- 
riclí reconoce que en Agosto de i'rtX), fecha en fpte adquirió 
el campo y turnó a >u cargo la hipoteca, el gravamen subsistía; 
v habiéndose estahJecido ya en las prece< lentes consideraciones 
que pendiente el juicio ejecutivo la prescripción no ha podido 
operarse |»or la sola circunstancia de no haberse interpelado 
previamente a Godio. es manifiesto que la prescripción invo- 
carla carece de fundamento legal. 

Que en lo relitivo al convenio de fs. 36. opuesto por la 
parle demandada e invocado en el memorial de fs. -*Wi corno 
antecedente demostrativo de que la demanda es parte y con- 
dición de dicho convenio, en nada modifica la situación jurídica 
del ador, anterior y posterior a la fecha de su celebración, ni 
tiene relación directa alguna con la materia debatida en este 
juicio que ha podido entablarse con prescin delicia «le aquella 
estipulación. 1 Artículo lev húmero 50; artículo 500. Có- 
digo «je Procedimieutüs de la Capital). 

\Juv es también de lenerst en cuenta a este respecto «pie 
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jn> Re 1 a . i alegado durante la substanciación de la catira nue el 
docto? Argi-rieJi haya cumplido las' obligaciones que contrajo 
,jor .iijitil convenio» circunstancia rme. por üítá parte, sólo 
sería justante a modificar las conclusiones de la sentencia ape- 
lada si la deuda hipotecaria hubiese sido pagada en el modo 
y forma <¡ue establece el convenio de referencia. 

Oue en cuanto a las costas ele este juicio a tjiie se refiere 
el memorial del apelante a fs. 260. delte observarse rme el con- 
venio de fs. extraño a las mismas, no autoriza a modificar 
el pronunciamiento al respectó contenido en la sentencia de 
fs. _'44 que absolvió al demandante únicamente de la condena 
ción «le las cjue correspondían a la segunda instancia- 

l'or ello, y fundamentos concordantes, se confirma la sen- 
Uncía apelada de fs. ¿44, sin especial condenación en las cos- 
tas de esta instancia atenta la naturaleza de las cuestiones con- 
trovertidas. Notifiquese original y devuélvanse repuliéndose el 
papel ¡míe el juzgado de origen, 

A. BlíkMÜJO. — NtCAN'OR G. del 

Solar. — D. B, Palacio. — 
J. Ficukroa AI.CORTA. 



f>oti Domiutf» í'nsom\ cu los autos promovidos por insania 
de don Domingo Frcsom: hijo. — Recurso de hecho 

Sumario'. Xo procede el recurso extraordinario del articulo 
1 |, ! y 48, contra una resolución lasada en puntos de he- 
cho y de derecho procesal, bastantes para sostenerla; aún 
cuando se haya invocado una disposición de carácter ge- 
neral, como es e| artículo 48 de la ley nacional de presu- 
puesto. 

tuso: tío explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROClftAoOR CRN ERAL 

Bueno* Air**, Octubre 4 de l«T* 

Suprema Corte: 

Ka alegación que formula ct interpolante al ampararse en 
d articulo 44 de la ley de presupuesto, j)ara sostener que 110 
está obligado a pagar los; honorarios que se 1c cobran, no se 
funda en la inteligencia que dehe darse a dicho artículo, la que 
no ha sidti cuestionada, sitio e« el alcance de la expresión 
nombramientos de afino, que emplea el mismo, la que, según 
se pretende, comprende a los facultativos designados en este 
expediente. Siendo ello así. es evidente que no procede el re- 
curso eNtranrdinari.i deducido, desde qne la deumiinación de 
citáles son los nombramientos que det>en reputarse hechor d e 
oiioio. es r •atería regida por la ley procesal, que está excluida 
de la jurisdicción de apelación de V. K. con arreglo a lo dis- 
piiesto por el articulo 15 de la ley 48. 

Pnr t ]|r> solicito de V. K, se sirva declarar improcedente 
la fpieja deducida, 

fiitio BoteL 

FAX, LO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueaos Aktt, Octubre 27 de 1817 

Autos y vistos, considerando : 

One si bien se ha invocado una disposición de carácter 
general, o sea, el articulo 48 de la ley nacional de puesupuesto, 
«iugúu el cual "los peritos y profesionales de cualquier catego- 
ría que deseuqieñen empleo a sueldo de la Nación rio podrán 
reclamar honorarios eu los asuntos en que intervengan por 
nombramiento de ofict^j la resolución apelada se funda en 
"que en el caso stih jiidícé y de acuerdo con las constancias del 
juicin sucesorio l'umnro de Presmu- doña María el presente 
insano tiene bienes que hacen de todo punto improcedente la 
designación oficial de los médicos de los tribunales". 

Que esos puntos de hecho y de dereeho procesal que bas* 
tan para sostener el fallo, están fuera del alcance del recurso 

# 

« 
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extraordinario interpuesto, con arreglo al articulo 15 de la ley 
número 48 y lo reiteradamente resuelto. 

l'or ello y de conformidad coii pedido por el señor I'ro* 
curador General, no .se hace lugar a la queja deducida y re- 
puesto el papel archívese. Devuélvanse los autos principales 
con" test ititónió de lá presente 

A. Hiíwmrjo. — D. K. I 'alacio. — . 
J. FliUl-HOA Alvuhta, 



¡hm Ricardo Sánchez fíttstammitc y otro, en autos con don 
Juan B. Qfitdú§a, 0h?C recanoc ¡miento de m firtna.~~ Recur- 
so de hecho. 

Sumario: Procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48. contra una resolución que desconoce la exención 
del impuesto de sellos, fundada en el artículo 14 de la ley 
número 4.0:17. 

Caso: I«o explican las piezas siguientes: 

. - 

ntCTAMI-X DF.t íi:ÑOK l'ROCt'K ADOR GENERAL 

Buen*» Aire*, Stptéembre * ét mi. 

Suprema Corte: 

Kl recurso extraordinario procede en razón de haber in- 
vocado oportunamente el recurrente, la exención del pago del 
impuesto de sellos, a méri' » de lo que dispone el artículo 14 
de :.i ley 4.0*/. y ser la decisión dictada contraria al derecho 
alegado. ( Artículo 14, inciso j¡*¡ lev 48; artículo 6,°, ley 4,0^5: 
Fallos, tomo CXXI, 28; CXXIT. 181: CXXIÍI. 413). 

Kn cnanto al fondo del recurso, calle observar que el con- 
trato de arretidaiuicnto esli|>ulado a fs. t \ vta. y 4, aunque se 
refiere a un inmueble situado en la provincia de Buenos Aires, 
lia sido extendido en la Capital Federal, y se presenta a los 
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tribunales fie* ésta jurisdicción a efecto ¡ele Henar una diligen- 
cia relativa a su cumplimiento. Kn estas con* lien mes, ¿I pre- 
sente taso está comprendido dentro de las prese ri pe ii mes de 
los artículos i. 14, 15 > j8 de la ley 4.9.7. que sujeta al pago 
del impuesto de sellos a los contratos de arrendamiento*, so. 
metidos a la jurisdicción nacional, aún cuando versen sobre 
inmuebles situados en las provincias. 

I'or ello;, y fundamentos de lus fallos de esta Cotw Su- 
prema tC.VNl. 28: CXXN. t&t), los tjuc me eximen de re- 
petir las consideraciones alti expuestas, pido a Y. K. su irva 
continuar la resolución apelada. 

Julia Botct. 

f SLW Di: LA CORTIÍ SUI'Rl-MA 

Bumm Airn, Octubre BO dt HIT. 

Autos y vistos, considerando: 

Oue la disposición det articulo 48 de Ja ley 4.027. según 
la cual si se promoviera cuestión sobro el monto legalidad 
de la multa impuesta o sobre la re|iosición ordenada, la resu? 
lución del Tribunal será apelable, salvo míe esta sea del Tri- 
bunal de Apelación t* cuando dicha multa o reposición no ex- 
ceda de doscientos tiesos, etc.. 110 se opone al recurso extra- 
ordinario previsto en el articulo de la ley 4.055 precisamen- 
te "contra Jas sentencias definitivas de las Cámaras de Ab- 
lación «le la Capital", entre otras, o como lo expresa el artícu- 
lo 14 de la ley 4$ " de las sentencias definitivas pronunciadas 
por los tribunales supremos de la provincia" en tos casos que 
expresa, 

Que habiéndose desconocido et¡ el siifr füdicc la exención 
que los recurrentes han fundado en el párrafo 2.". articulo 14 
de !a ley nacional número 4.927, procede el recurso extraordi- 
nario deducido y de cmifonivMad con lo expuesto por el señor 
Procurador General en la primera parte de su dictamen, así 
se declara; y encontrándose el expediente ante esta Corte. An- 
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tos y a la oficina a k* efectos «Id artículo 8." de la ley 4.055. 
kejióngase el papel. 

A. Kkbmüjo. — Nicanor G. del 
Sola», — D. K. Palacio. — 
J. Ficukkoa Alcorta. 



Juan A. Mit fu'h mi <«»>f/r<i (¡rctforio Ch. Suuhhfrt f>nr (tefWU- 
dtttiátí -~ConHé»dá (/«■ i'ótíí0teitcia 

Sumario: \] juez del lugar en donde ocurrieron los liedlos 
jjué se denuncian como ridiculosos, corresponde el cono- 
cimiento de la cansa. 

Ctw. I,o explican las piezas siguientes: 

i 

ai-to wx srlxíitt fi KZ rn: ixsTnrreiox 

Bimms Aim, Sepliembre 24 ét IM7. 

Autos y vistos, y considerando: 

Que según lo expresa terminantemente el denunciante a 
fs ) y Es. ,i y lo confirman las cartas de fs. ó a fs. g, se trata 
en el caso de una operación realizada en Las Flores ( Provincia 
de Buenos Aires). 

Que en el supuesto de que existiera el delito fie defrauda- 
ción acusado, 01 se habría cometido en í,as Flores desde une 
allí se ha recibido "I vagón de pa|>as que debía venderse y allí 
se ha percibido su importe, el que estaba obligado a remitir 
.il denunciante, cuyo domicilio esta también dentro de la ju- 
risdicción de los tribunales de la provincia. 

Pbt tanto, de conformidad con lo dictaminado por el se- 
ñor agente ficnl en su vista precedente, que el juzgado repro- 
duce a mayor abundamiento, el infrascripto se declara incom- 
petente para entender en esta causa, la que *¿erá devuelta con 
oficio al señor Juez de la Capital de la Provincia de I Sueños 
Aires, doctor Julio l ? aeio. invitándole a que si no estuviera 
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conforma con c-»tn resolución, se sirva elevar los autos a la 
Suprema Corle He Justicia Xaeion.il. Hágase saber. — Juan 
del CampUH*. — Ante mi: Norbcrío H. Fernández. 

¡ 

DICTAMEN UEL SKSOK 1'ROCl'RMXlK ('.KM" RAI, 

BíwiOí Aírrt. Qetubn -J6 di 1917. 

Suprema Corte; 

Resulta de las presentes actuaciones que el hecho deltc- 
t uoso f|tíe las motiva, si fuere comprobado, habría sido cotno 
tiílo en et territorio ríe la Provincia (le Buenos Aires, por cuan- 
to en esta jurisdicción fué vendida la mercadería objeto de la 
defraudación, y percibido el dinero que el acusado ha tenido 
en su poder sin remitirlo a su dueño. 

Por ello, y lo dispuesto por los artículo* 35 y 36 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal, pido a V. E. se sirva 
declarar competente ;il señor Juez del Crimen de La Plata. 

Julio fiotet. 

KAU.O l>K LA CORTE SUl'RKMA 

' Buifwi Aiitl. Octubre 30 dt Ill7. 

Autos y vistos: 

Los de contienda de competencia negativa cutre un Juez 
de Instrucción de la Capital y otro del Crimen de La Plata 
para conocer de la denuncia por defraudación formulada por 
don Juan A, Mielietena contra don Gregorio Ch. Sáubtdet, 
ante las autoridades de la provincia de Buenos Aires, y 

Considerando : 

Oue en el supuesto de que los liedlos denunciados 
constituyesen el delito de defraudación, es de observarse que 
tales hechos se cometieron en la referida provincia. 

Que. en efecto, la mercadería fué cargada en la estación 
*'D¡onisia'\ con destino a "Las Flores", del Ferrocarril del 
Sud. consignada a don Lui- Man f redi para ser vendida por 
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Satiln'det a comisión y girado su importe ai cargador o hien 
depositado en el I Sanco de h Provincia, circunstancia la pri- 
mera que se realizó y no así la segunda, pues el comisionista 
no verificó la entrega de su importe, ni lo depositó a la orden 
«Je Miel telena. 

{Jue si tales hechos importan el dclitu que se denuncia, 
Olios Jinhriau ocurrido en Ja provincia; y en tal concepto, la 
competencia de los jueces dé la misma está claramente deter- 
minada por el lugar en (pie se verificaron. (Fallos, tomo 123, 
página 43 y otros). 

Por ello y con forme con lo expuesto y pedido por eT señor 
Procurador General, se declara juez competente para conocer 
en las diligencias de que se trata, al del Crimen de La Mata, 
a quien se remitirán ías actuaciones, avisándose al de instruc- 
ción en la forma de estilo. 

A. Bekmk.io. — Nicanor G. mu 
Sola». — D. E. Palacio. — 

J. FiGUltROA AUXJBTA. 



Rafael Bioudi (stt Juicio stecsarw) 

Sumario: Para excluir la intervención de los cónsules extran- 
jeros en las sucesiones ab inféstalo, no es indis pe risible, 
que sean legítimos jos descendientes o ascendientes mí- 
tilicamente reconocidos y residentes en el país. La iMo- 
- riedad que cxhfl» e( artículo 1/' de la ley número iríj. como 
causal cxeluycntc de esa intervención, no es la de here- 
deros sino la de ciudadano argentino, heredero descen- 
diente o ascendiente. 

Caso: | j() explican las piezas siguientes; 

ALTO M-I, JUKZ KN tfi ClVlf V COMKKCJAt. 

Garriente*, Dfetaibrt l» dt im. 

Y vis tus: Kstos autos para res* »! ver respecto del recurso de 
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reposición interpuesto a í*. u. contra el auto ik* ts. 7 vtu¿, mu 
hace lugar a la apertura ' 1 juicio siice^orio^ como asimismo 
rjespeetti de !a incidencia punteada a fs. to y 11 por el agente 
consular de Italia tlon Pedro Pablo Picasso, y Considerando : 
Primero: Kn cuanto a la reposición; Que habiéndose justifi- 
cado con la partida de fs. 3, el fallecimiento de don Rafael 
Biondt, y ppn ía escritura pública de fs. 4 y parí ida ik fs. 5, 
el carácter de hijos naturales reconGcttlós invocado por los pre- 
tendientes a la herencia, el jugado de conformidad a lo dis- 
puesto por los artículos 050 y 051 del Código de Proce< Jim ¡cu- 
tos Civiles, declaró abierto el juicio sucesorio disponiendo la 
citación de los interesados. 

J\l incidentante pretende, que para míe proceda a la aper- 
tura del juicio sucesorio en el caso sub !iU\ es menester míe 
los interesados justifiquen míe su padre natural era vi lirio o 
pudo al tiempo de la concepción de su* hijos, y ijne además 
detn'ii comprobar su nacimiento por certificados auténticos, ex- 
traídos de los regiros públicos como lo prescribe el articulo 
80 de) Cóo!go Civil, pue-s míe. cu su concepto, na hasta el re- 
conocimiento lucho ]*\r parte del padre ante un jnc* de i>az 
o un encargado fie registro civil, para <|iu- puedan ser tenidos 
como párte legítima. Entiende el juzgado mtc a los fines de 
la apertura del juicio, se han llenado con los documento* ci- 
tados al principio. los extremos de la ley, pues es sabido (¡nc 
tal apertura, no importa el reconocimiento de la calidad de 
heredero, iptc recién *e produce después fie la declaratoria res 
pectiva. 

Que si el causante don Uaíaei Bipndi tiene parientes le- 
gítimos interesados en contestar la filiación de los hijos na- 
turales reconocidos. ellos harán valer sus derechos en el juicio 
ordinario eorrespi ludiente. 

Será entonces la Oportunidad de ipie se jnstific|uen los ex- 
tremos invocados por el incidentante; pero entretanto, para 
el juzgado hace plena fe et o tillen irio de los instrumentos pú- 
blicos de fs. 4 y 5 (jtte no han sido argüidos de falso*. 

Segundo: En cuanto a la hitcreeTieióh del agente consular 
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señor Picasso es sabido que para que ■ lu-I n » consulado pueda 
ínter Ven ir en la f urina pretendida, se requiere que d subdito 
don Rafael Biondi, Hubiese fallecido sin dejar descendientes, 
ni ascendientes, ni cónyuge, etc. 

Consta sin emlrargo en autos la existencia de descendien- 
tes, pues que tales deben considerarse los hijos naturales re- 
conocidos del cansante, mientras no se pruebe lo contran >, 
máxime cuando el reconocimiento que los jiadres hagan de St!" 
hijos nal tírales, por escritura pública, o ante los jueces, etc.. 
es irrevocable, y no admite condiciones, plazos, o cláusula de 
cualquier naturaleza que modifique susefect< - legales, i Ar- 
ticulo 332 del Código Civil). « 

fie di nide se sigue, que el agente consular don Pedro P.>- 
blo Picasso carece de personería para intervenir en este juicio 
puesto qtte "no tendrá lugar la intervención de los cónsules, 
cuando algún argentino, reconocido notoriamente por tíil, fuese 
Heredero descendiente o ascendiente". ( Articulo 2/\ lev núme- 
ro lítj del 30 de Septiembre de 1865). 

Por eslas consideraciones y de acuerdo con lo aconsejado 
por ambos ministerios: Resuelvo: mantener el auto recurrido, 
declarando que el agente consular don Pedro Pablo Picasso, 
carece de personería para intervenir en estos autos, con costas 
regulando el honorario del doctor Sosa y los derechos procu- 
ratorios del señor Miranda en las sumas de doscientos y cien 
¡u sos moneda ríe curso legal, respectivamente. Y concérlense 
los recursos cíe apelación y nulidad en subsidio interpuestos, 
debiendo elevarse los autos al superior, previa reposición y 
pago de o>stas. Regístrese. — Martín . tbetenda, — Ante mí : 
AT. Pomhuiut'z VV/VjVíi. 

SKNTTHXCIA HE f3> C\M.\H\ RÑ 1/1 CIVfl, 

Corrtentet, Abril 2 de U)IT. 
Vistos y considerando: Kn cuanto al recurso de nulidad: 
Que si bien se interpuso este recurso, conjuntamente con el de 
apelación, en esta instancia el recurrente, lejos de fundarlo, 
se ha limitado ;t pedir simplemente la revocación del auto apc- 
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lado; lo que implica el abandono del citado lectttso, y asi.se 
resuelve: 

Y en cuanto a la apelación : Por los fundamentos del auto 
apelado, se lo confirma, con costas < articulo lo. de la ley ri¿ 
re formas al procedimiento). Regúlanse los honorarios del abo- 
gado doctor Sosa y apoderado Miranda en ochenta y cuarenta 
pesos moneda nacional, respectivamente. Repóngase y devuél- 
vase. — Ralhastro. — Verán. — Af eüdioñdo, — Ante mí: Jfí- - 
gtúcí /:\ Domínguez. 

DICTAMEN' tiMi SEÑOR PROCURADOR GKNEHAI, 
* Sumos Aires, }«IH> M de 1917. 

Suprema Corte: 

La intervención acordada a los cónsules extranjeros en 
los juicios sucesorios de sus connacionales, está limitarla a los 
casos en que el de cujus no dejare descendientes, ascendientes 
n cónyuges legitimo», y fueren extranjeros los herederos y 
estuvieren ausentes, según lo dispone el articulo t.° fie la ley 
163, agregando el articulo 2* de la misma, que nn tendrá lu- 
gar esa intervención cuando algún argentino fuese heredero, 
descendiente o ascendiente. De acuerdo con estos preceptos, 
uo cal*; dudar que la decisión recaída en el caso stth iite es 
ajustada a derecho, en cuanto niega personería al señor agen- 
te consular de Italia. 1 na vez que los herederos que iniciaron 
el juicio sucesorio, lian comprobado su carácter de hijos na- 
turales del causante, mediante ta exhibición de instrumentos 
públicos que acreditan ese carácter, y aparece de los mismos 
que- lian nacido en la República. 

I\I argumento aducido por el recurrente, al decir que sien* 
do hijos naturales los herederos dejados por el causante, no 
hay lugar a aplicar la regla que contiene el articulo de la 
ley carece de valor, desde míe, al referirse este artículo 
a li«s Casos en que el fallecimiento se produjese sin dejar des- 
cendientes o ascendientes, comprende .1 los legítimos y a los 
naturales, eotnt> se dijo en la discusión de dicha ley en el se- 
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n:iílo nacional ! sesión ele 20. de Septiembre <le 1865). en la 
que quedó acia nulo que el calificativo de legitimo usado en di- 
cho artículo a con i miración de cónyuge, concuerda solamente 
con este sustantivo, y no se refiere a tos otros herederos, des- 
cendientes y ascendientes, enumerarlos por el mismo articulo. 
Tampoco es admisible que se impugne el carácter de herede- 
ros, invocado ¡K>r los que se lian presenta<k>, a mérito de no 
estar debidamente acreditado el derecho a suceder, porque 
tanto en el mencionado articulo 1.". como en el 2.° de la ley 
163. sólo se exige un reconocimiento público y notorio, lo que 
sin duda se satisface con los instrumentos públicos exhibidos, 
de suerte que las calidades de herederos y de argentinos han 
sido justificadas, en manera liastante para que la intervención 
consular sea apartada, conforme a lo que prescriben los ex- 
presados artículos. 

En cuanto a las alegaciones hechas por la falta de prueba 
de la filiación invocada, no pueden ser examinadas en esta 
instancia, por tratarse de materia sujeta a la legislación común, 
que es extraña a la jurisdicción de ajwfación de esta Corle Su- 
prema . 

Por lo expuesto, pido a V, K. se sirva confirmar él fallo 
apelado, en la parte que ha sido materia del recurso. 

Julio Botet. 
* 

FiVfcLO nK I,A CORTE SUPREMA 

Buenos Aire». Octwbrt «0 de 1917. 

Y vistos; Los venidos en apelación extraordinaria de sen- 
tencia de la Cámara en lo Civil, de la ciudad de Corrientes, 
por lialn-r confirmado la decisión del juez de primera iti -.tan- 
da que declara abierto el juicio sucesorio de don Rafael Bion- 
di, sútwlito italiano, fallecido ah intestato, y niega personería 
en dichos autos al Agente Consular de -Italia en aquella ciudad, 

Y considerando: 
Qite fallecido lítondi en las condiciones expresadas, ini- 
ciaron el correspondiente juicio sucesorio, como hijos natura- 
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tes fk-1 tusante, Antonio, llcrmtlinda y María Lidia Biondi 
y Ufcqrio Viloso, como espo«o legitimo de Rafaela Fú'ondi, hija 
natural, también fallecida, invocando los derechos de herede- 
Cfis tjue derivan de su estado civil reconocido i»or el de cajus 
en tns.trnnientos públicos. 

One fundado 111 los artículos i." y 2." de la ley del Con- 
greso número i'y. el Agente Consular fie Italia en Corrien- 
do reijniríf» mteru-rieióíi en el juicio; nombró alhacca dativo 
e interpuso recurso de reposición del aiito qWt declaró ahierto 
el juicio Mteesorio. aduciendo como f nudrimentos que líiondi 
no había dejadlo "descendientes, ascendientes ni cónyuges le- 
gítimos, públicamente reconocido!» como tales, residentes en 
e! iiaís" í fs. io>. invocaciones ipie lian siilo desestimadas en 
el auto riüe confirma la decisión recurrida, por las ennsidera- 
eiones une alíi se expresan. 

Mué los documentos concern ¡tules al estado civi! de las 
personas pe iniciaron el juicio sucesorio, no impugnados ni 
en 1" rilalivo a sn autenticidad; ni en cuanto a su validez Car- 
lien lo* fuy. iíWí y correlativos. Código Civil) se han conside- 
rado m el litigio rexestidos de las formas legalmente reque- 
ridas i artículos f>8o a onfí. Código Civil ) surtiendo |»nJí# tan- 
to, plena fé de sus enunciaciones. 

Qtte corresponde en consecuencia decidir si las personas 
comprendidas cti dichos instrumentos públicos han podido ini- 
ciar él referido juicio sucesorio sin contravenir a las disposi- 
ciones invocadas de la lev número i6jj¡ y |*ir ende, si es o no 
proeetteUte en el caso la intervención consular deierminante 
del recurso interpuesto. 

(Jue examinada dicha ley número ¡03 en su fuente ori- 
ginaria. esto es afile el debate parlamentario a f|iie su sanción 
diera lugai , residía une no es indispensable que sean legítimos 
los descendiente-, o ascendientes públicamente reconocidos y 
rc-idenics en el país, para excluir la intervención de los cón- 
sules extranjeros. (Cu efecto, el miembro informante de la Gol 
misión de Legislación del Honorable Senado, refiriéndose a 
I.» di-puesto en e| artículo 1° de la citada ley, y concordante 
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con ja opinión de algunos otro* señores senadores, manifestó 
que "el calificativo de legítimos concuerda solamente con ci 
sustantivo cónyuges", concepto que aclara y confirma más 
adelante al expresar que por el articulo i • referido "no se 
trata de clasificar a los descendientes ni ascendientes de legí- 
timos o ilegítimos", y que la ley "no se propone garantir los 
derechos de sól.. '..>$ ausentes sino de los presentes, y por eso 
dice, no habiendo en el país atendientes o descendientes, co- 
nocidos públicamente como tales, etc., sin decir si son legíti- 
mos o nó'\ (Diario de Sesiones del Honorable Senado, año 
18O5. páginas 426 y 427). 

Que ello establecida, es manifiesta la procedencia de la 
resolución que» por concepto de este artículo, no hace lugar 
a la personería consular requerida, a lo que cabe agregar lo 
previsto en el articulo 2. de Ja misma ley, más directamente 
comprensivo del caso de autos, puesto que algunos ciudada- 
nos argentinos, reconocidos notoriamente por tales (d. 4 y 5) 
han iniciado el juicio sucesorio como heredaros descendientes 
del causante, y ello excluye la intervención de los cónsules de 
la Nación del mismo, por disposición expresa del citado ar- 
tículo. 

Que el requisito de notoriedad que exige el precepto legal 
invocado, como causal* excluyen te de la intervención de los 
cónsules extranjeros, no es la notoriedad de herederos, sino 
la de ciudadano argentino, heredero descendiente o ascendien- 
te; y ello es de tanta mayor evidencia, si se considera que no 
hay heredero "reconocido notoriamente por tal" sino después 
de la declaratoria. Si asi no fuera, no habría juicio ab intestato 
de extranjeros en que no hubieran de intervenir los cónsules 
respectivos hasta que se dictase la correspondiente declarato- 
ria, y hubiese en virtud de ella heredero "reconocido notoria- 
mente por tal", lo que es manifiestamente contrario a la dis- 
posición del artículo examinado. 

Que en cuanto a los derechos hereditarios fie las personas 
que han iniciado el juicio sucesorio y las consiguientes filiación 
de los mismos, no hay en el estado actual de la causa pronun- 
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damiento definitiva y aunque lo hubiera, no podría ser revi- 
sado esc punto en el presente recurso extraordinario, por tra- 
tarse de materia regida por la legislación común. 

Por ello, y fundamentas concordantes, y atento lo expues* 
to y pedido por el señor Procurador General, se confirma la 
sentencia apelada en la parte que ha sido materia del recurso. 
Notifiquese original, repóngase el papel y devuélvase al tri- 
bunal de su procedencia. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FfCVEROA ALCORTA. 

NOTAS 

Con fecha 2 de octubre no se hizo lugar a la queja pre- 
sentada por los señores Fermín Bergara e Ignacio Gómez, en 
autos enn los señores Guillermo y Ambrosio Martínez, sobre 
cobro de pesos por cuanto el recurso de inconstitiicionilidad 
une se interpuso fundado en el artículo 340, inciso 2°, de la 
ley de procedimiento* ño era procedente para ante el triUmal 
a to que se agrega que el extraordinario del artículo 14. ley 
48. tampoco era admisible respecto a la aplicación de leyes pro- 
cesales que no desconocen las garantías constitucionales. 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja de- 
ducida por Hmrlio Obligado en autos con Bemberg y Cía., so- 
bre cobro de pesos, por resultar que la resolución de la Cá- 
mara Segunda en lo Civil de la Capital, de la que se recurría, 
se limitaba a declarar interpuesto fuera de término un recurso 
liara ante ella deducido, lo que no podía ser revisado por la 
Corte Suprema con arreglo al articulo 15 de la ley núme- 
ro 
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Kn 4 del mismo, recayó igual resolución en la queja in- 
terpuesta por Francisco Aybar contra la Cámara Federal de 

I'lata, por retardo o denegación de justicia, porque con 
arreglo a la ley 4.055, el tribunal sólo conoce en recursos de 
rsa naturaleza en los casos que en la misma ley se determinan 
que son los susceptibles de tina tercera instancia entre los que 
no se encuentra el del recurrente. ( Se trataba de lili proceso se- 
íí.iídn ni presentante por extorsión). 



Con fecha 13, se declaró no corresponder a la jurisdicción 
originaria del tribunal, determinada en el articulo fot de la 
Constitución, el recurso de habeos corpus interpuesto por Fran 
cisco Aybar, 



Kn 20 del mismo no se hizo lugar a la queja presentada 
por don Samuel Rabinovich. en autos con Moisés Lcmbcrski 
sobre desalojo por resultar que el auto de que recurría decla- 
raba la* improcedencia de la agregación de una prueba por es- 
timarla fuera de término, lo que constituía un incidente de la 
causa, que no ponía fin a la misma ni hacía imposible su con- 
tinuación, esto es. que no era sentencia definitiva como lo re- 
quiere ef articulo 14. de la ley número 48. 

s 

Kw la misma fecha 110 se hizo lugar a la queja presentada 
por don Juan T. Poletti, en autos con Eugenio Dumas y Cia.. 
sobre desalojo, por haberlo deducido fuera del término peren- 
torio señalado por el artículo ¿08 de la lev nacional de pro- 
cn'imii'titos, número 50. 
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Procurador iiscal eti fas actuaciones del recurso de habeos cor- 
pus deducido por Meudel Wicrny 

Sumorki No procede él recurso extraordinario del artículo 
14. ley 48 y 22. inciso 2° del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, contra una resolución qtte sin dcscouexer 
etíeacia a las leyes nacionales invocadas y dando a una de 
éstas una inteligencia que no fué cuestionada, hace tugara 
un recurso de twfrcas cor fus, declarando que de acuerdo 
con el principio que informa el apartado segundo del ar- 
ticulo 034 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
la restricción de la libertad de la persona determinada no 
estalla suficientemente justificada. - - 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FALUJ DE 1>X CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire*, Nwttabrt i ét 1017. 

Autus y vistos: El recurso de queja por apelación dene- 
gada interpuesto por el Fiscal de la Cámara Federal de esta 
ciudad, contra sentencia de la misma en el interdicto de ¡tabeas s 
eorfus promovido por Mendel Wierny. 

V considerando : 
Que el Ministerio Fiscal, ha fundado el recurso extraor- 
dinario que le lia sido denegado en los términos del artículo 
14, inciso 3." de la ley número 48 y artículo 22, inciso 2. a . apar- 
tado tercero del Código de Procedimientos cu lo Criminal Cfs. 
72 de los autos principales) qué autorizan ese recurso "cuan- 
do la inteligencia de alguna cláusula de la Constitución o de 
un tratado o ley del Congreso o una comisión ejercida en 
nombre di' la autoridad nacional, haya sido cuestionada y la de- 
cisión sea contra Ja validez del titulo, derecho, privilegio o 
exención que se funda en dicha cláusula y sea materia de li- 
ligio . 
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Que es de observarse que aquel funcionario al evacuar 2 
fs. 60 la visla que se le confirió por resolución de fs. 57 vuelta, 
expuso tan sólo que el recurso de habeas cvrptts, instaurado 
jx>r Mendel Wierny era improcedente |tor n» encuadrar dentro 
de los términos del articulo fu 7 del mencionado Código, desde 
que la ley número 4.144 en su articulo 2.° y la numero 7.029 
en su artículo r.° facultan al Poder Ejecutivo para ordenar la 
expulsión del país de todo extranjero peligroso al orden pú- 
blico . 

Que la sentencia sin desconocer eficacia a las leyes cita- 
das v si tan sólo interpretando el alcance del artículo 2. w de 
la ley número 4.144. se limita a declarar que, en el caso con- 
forme con el principio que informa el apnrtado segundo del 
artículo ÍÍ34 del Código ríe Procedimientos Criminales, la res- 
tricción de la libertad fie Mendct Wiemy no está suficiente- 
mente justificada, juzgando, como consecuencia, procedente el 
recurso de hateas corpus, porque es menester, dice la senten- 
cia, que el Poder Ejecutivo indique actos positivos cometidos 
por e| expulsado y susceptibles de ser calificados como con- 
ducta de la persona misma, circunstancias que no aparecen 
acreditadas en los autos y ni siquiera han sido señaladas como 
debieron serlo, etc. (fs. 63). 

Que esos conceptos en lo substancial, están repetidos cu 
el auto denegatorio del recurso ffs. 73), y demuestran que la 
sentencia no desconoce que el Poder Ejecutivo sea autoridad 
legítima para ordenar la expulsión que es lo único invocado 
por el apelante, sino que en el caso, no se lian llenado los re- 
quisitos que se entiende deben ser llenados, dándole asi, una 
inteligencia a la ley. que no ha sido puesta en cuestión por el 
recurrente de manera que una decisión contraria pudiera mo- 
tivar en el suh judicc el recuro extraordinario interpuesto. 

Que la cuestión federal que se dice planteada al interpo- 
ner la queja se ha originado, en todo caso, con la sentencia» 
que le hn dado al artículo de la ley 4.144 tina inteligencia 
que no ha sido cuestionada en el pleito como lo requiere el 
inciso 3» del articulo 14, ley número 48; y en tal virtud, den- 
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tro de las restricciones del recurso extraordinario, esta Corte 
w> puede considerarla, con arreglo a to reiteradamente resuel- 
lo, entre otras razones porque haciéndolo se convertiría en tri- 
bunal de apelación ordinaria fuera de los casos expresamente 
determinados por la ley. 

Por ello, oído el señor Procurador General, se declara 
híen denegado el recurso. Notifiqiicse y archívese, devolvién- 
dose los autos venidos a solicitud de aquél, con testimonio de 
esta resonción. 

A. Bermejo. — Nicanor G. bel 
Solar, — D. E. Palacio. 



i lector Del/epiane contra la provincia de Santa fe, por cobro 
ejecutivo de pesos, Excepciones de nulidad por violación 
de fas f orinas del juicio, inhabilidad y falsedad del título. 

Sumario: r.* Las formas cuya omisión constituye un defecto 
que anula el procedimiento son las que importan una ga- 
rantía para la defensa de los derechos del deudor ó del 
acreedor, y siendo el embargo en el juicio ejecutivo, una 
simple medida de garantía en favor del acreedor, su omi- 
sión no puede constituir una causal de nulidad 

2* Las letras de tesorería de las provincias, con- 
cebidas a la orden están regidas jwir las leyes relativas a las 
letras de cambio y constituyen un titulo hábil de ejecu* 
ción a los que no pueden oponérsele las causas válidas o 
nó, de la obligación, ni la infracción a las leyes provin- 
ciales en la transacción que procedió a su otorgamiento. 

3. La excepción de inhabilidad de título debe fun- 
darse en que el instrumento respectivo no es de los pre- 
vistos en los artículos 248 y 24*) de la ley 

4* La excepción de falsedad que la ley autoriza en 
el j nieto ejecutivo sólo se relíere a la autenticidad del tí* 




* 
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tillo mismo, y ciada la naturaleza sumaria tic dicho juicio, 
no pueden introducirse en él defensas de fondo que afee- 
ten a la causa de la Obligación, y que. por lo tanto, sean 
t de laio conocimiento. 

ía¿o; E¿q explica él siguiente: 

FAÍ.1.0 DE I„\ CORTE SUPREMA 

B«iMf Airt», NovImhw* 8 él W7. 

Y vistos: Los seguidos por don Héctor Dellepiane contra 
la Provincia *le Santa Pe, por cobro ejecutivo de pesos, de 
los que resulta : 

Que a fs. 4 y con los documentos precedentemente agre 
gados, comparece don Héctor Dellepianc, exponiendo; que es 
acreedor de la Provincia de Santa Fe por la suma de veinte 
mil pesos moneda nacional, importe de una letra de tesorera 
extendida por el Gobierno de ta citada provincia con las for- 
malidades del caso. 

Que ta letra con que inicia la ejecución fué ©torgada el 
27 de Abril de 1916. a la orden de don Femando R. Centeno 
y con vencimiento el 27 de Abril del corriente año. 

Que el actor descontó esa letra, y una vez vencida y reque- 
rido el |>ago el Poder Kjccutivo de la provincia se negó a ve- 
rificarlo alegando haber dictado un decreto el día anterior ai 
del vencimiento de la letra, declarando rescindida la transac- 
ción sobre indemnización de tierras de que procede la obliga- 
ción consignada en dicho documento. 

Que los efectos de la rescisión adudida no pueden alcan- 
zarle, pues él es un tercero de buena fe, a quien como tenedor 
legitimo de un documento de crédito a la orden, no pueden 
oponérsele defensas de ese carácter. 

Que protestada la letra y ante la ineficacia de las ges- 
tiones para que le fuese alionada, inicia el correspondiente jui- 
cio ejecutivo a fin de que se condene a la provincia de Santa 
Fe al pago del capital reclamado, intereses y costas. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Corte. 
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y librado mandamiento con resultado negativo (fs. 14) se cita 
de témale n la ejecutada (ís. 27 vuelta) y ésta ogOp tas ex- 
cepciones de nulidad por violación de las formas del juicio, 
y las de inhabilidad y falsedad de titulo. 

Que como fundamento ríe la nulidad alegada sostiene- que 
el embargo debe ser condición previa indispensable para la ci- 
tación de remate, y rjue no habiéndose trabado embargo en ci 
sitb lile, la citación de remate es improcedente. 

Que en cuanto a la inhabilidad de título alega el repre- 
sentante de la provincia, que en Octubre de kjo;. se presentó 
por apoderado la señora Pctrona C. ríe Centeno al Gobierno 
de Santa Fe, manifestando que el año 1884, el Poder Ejecu- 
tivo de aquella provincia transfirió en propiedad a Ins here- 
deros del corone! Dámaso Centeno veinticinco mil seiscientas 
en umita y ocho hectáreas cuarenta y nueve áreas y cincuenta 
y dos centiárcas de terreno, en cancelación fie un crédito por 
indemnización reconocido a favor de esios herederos, por la 
simia de dieciocho mil novecientos treinta y cinco pesos' mo- 
neda nacional. 

Que hecha la mensura cuatro años después, se comprobó 
que en el terreno transferido había dos mil novecientas veinti- 
ocho hectáreas, sesenta y cuatro áreas y treinta y cinco centi- 
árcas que pertenecían a un tercero, déficit de superficie que dio 
origen a un pedido de indemnización por los herederos de 
Centeno. 

Que el señor Femando H, Centeno como cesionario de 
doña fVlrona C. de Centeno, solicitó se justipreciara el valor 
de las dos mil novecientas veintiocho hectáreas que faltabin 
para integrar la superficie vendida, y un perito nombrado de 
común acuerdo, eslimó ese valor en ciento setenta y cinco mi! 
setecientos dieciocho pesos moneda nacional, con cincuenta y 
ocho centavos, de los (pie ochenta y cinco mil setecientos dieci- 
cho con cincuenta se pagaron en efectivo, y el resto en letras, 
de acuerdo con la resolución dictada el 26 de Abril de hji6. 

(Jue el 26 de Abril del enrriente ano, el Poder Ejecutivo 
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dictó tina resolución en acuerdo .do ministros declarando res- 
cindida y sin ningún valor Ja transacción celebrada por el Go- 
bierno de la provincia con don Fernando Centeno y nulas la* 
órdenes do pago giradas contra la Tesorería General de la Pro- 
vincia a la orden del señor Centeno, porque en 1884 la men- 
sura no se efectuó por culpa del comprador que la consideró 
innecesaria: de haberse efectuado habría podido devolvérsele 
la parte proporcional del precio, conforme a las disposiciones 
del Código Civil. 

Que en virtud del articulo $.° de la ley provincial de 16 
de Octubre de 1880, el señor Fiscal de Gobierno ha debido 
oponer la prescripción de la reclamación intentada en 1907 y 
no puede establecerse si se opuso o no, eti razón de que fal- 
taba la foja en que termina el dictamen de! funcionario alu- 
dido. 

Que el déficit de superficie no obedece a que los herede- 
ros de Centeno hayan sido vencidos en juicio por un tercero, 
sino a que ellos consintieron los derechos posesorios alegados 
pur ese tercero. 

Que por las razones expuestas y otras fundadas en la 
Constitución de la provincia sobre ratificación por la legisla- 
tura de los contratos celebrados por e! Poder Ejecutivo, trá- 
mite que no se ha llenado en el caso, la transacción carece 
de valor legal, y la provincia no puede considerarse obligada 
por los cNcesas de poder de! gobernador señor Menchaca. dado 
que tales excesos sólo pueden responsabilizar personalmente a 
quien los ejecuta, consideraciones en cuya virtud pide no so 
haga lugar a la ejecución, con costas. 

Que corrido traslado de las excepciones opuestas (ís. 33) 
el actor las contesta alegando en lo substancial: i» Que et 
embargo se una garantía establecida por la ley en favor del 
acreedor, y siendo en este caso una provincia la ejecutada, no 
ha considerado necesaria esa garantía y ha podido renunciar 
a ella; 2." que 110 se invoca ninguna causa que afecte en sí 
misma la validez de la letra, ni que ttaga discutible su carác* 
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ter tU* titulo ejecutivo, para que fueran procedentes las ex- 
cepciones de f alsedad o inhabilidad tic. título por lo que pide 
el rechazo ile la* excepciones opuestas. 

Y considerando: 

Que ]K>r lo que hace a la omisión del embargo en el juicio 
de autos, es i a Corte Suprema tiene establecido que vilo no 
constituye un defecto de los que \k>t expresa disposición de 
derecho anula el procedimiento en el juicio ejecutivo, pues esa 
otnsión no afecta al ejecutado. (Fallos, tomo 31. página 57). 

Que las formas establecidas deben entenderse que son to~ 
das las que importan una garantía para la defensa de los de- 
rechos del deudor o del acreedor, y no las que la ley les acucr 
da como un Iwneticio. de las que ellos pueden hacer «so o nó 
según vieren convenirles, porque de otro modo se violentaría 
el principio general de derecho según el cual no hay acción 
sino cuando hay interés. No lesionándose un interés de ta 
provincia, cu el caso, con la omisión del embargo, toda vez 
que él importa tina simple medida de garantía que es faculta- 
tivo del acreedor pedir, tal omisión no puede constituir una 
causal de nulidad. 

Que por lo que respecta a la inhabilidad del titulo que 
motiva la ejecución, es del caso establecer que el documento 
de fs. 1, hallándose concebido a la orden, está regido por las 
leyes relativas a las letras de cambio. (Fallos, tomo 126, pá- 
gina 99 y jurisprudencia allí Citada), y el derecho fundado 
por el ejecutante en ese titulo es en absoluto independiente de 
la relación jurídica en virtud de la cual el titulo se emite. 
Otorgado pues, tal instrumento de obligación por la provincia 
de Santa Fe, a la orden, no puede oponer at tercero tenedor 
de buena fe las excepciom» que hubiera podido oponer al te- 
nedor primitivo i argumento del fallo, tomo 117, página 390. 
considerando 3. a ), * 

Que el documento que se ejecuta figura entre los que la 
ley de procedimientos enumera como titulo hábil para hacer 
procedente la acción ejecutiva (Ley 50, articulo 248 y 249. 
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inciso 5°). sin que puedan oponérsele las cansas, válidas o nó, 
de la obligación, ni la infracción a las leyes de la provincia en 
la transacción que precedió al otorgamiento de la letra de re- 
ferencia. ( Fallos, tomo 0,5, páginas 265, 278 y 2B2. entre otros). 

Que como este tribunal lq ha declarado reiteradamente, la 
excepción de inhabilidad d L * titulo debe fundarse en que el ins- 
trumento, respectivo no es de los previstos en los artículos 248 
y 249 de la ley 50, pues atenta la naturaleza sumaria del jui- 
cio, no pueden introducirse en él defensas de fondo que como 
las alegadas en el escrito de fs. 28 afectan a la causa de la 
obligación y que por lo tanto son de lato conocimiento. (Fallos, 
toma 126, página 149). 

Que esas defensas extrañas al procedí liento ejecutivo, 
han sido salvadas por la ley procesal disponiendo que cualquie- 
ra que sea la sentencia dada en el mismo, quedará, tanto al 
actor como al reo, su derecho a salvo para promover el ordi- 
nario (articulo 278. ley número 50). 

Que la excepción de falsedad que autoriza la ley de pro- 
cedimientos, sólo se refiere a la autenticidad del título mismo, 
y Habiéndose invocado |*ara sustentar esta excepción las mis- 
utas causales alegadas para fundar la de inhabilidad, es ma- 
nifiesta en el sub judia* la improcedencia de tal excepción. 
(Fallos, ton» 119, página 420). 

Por ello, se declaran improcedentes las excepciones opues- 
tas por la Provincia de Santa Fe. y se manda llevar adelante 
la ejecución hasta hacerse pago al acreedor del capital, inte- 
reses y costas. Notifíquese original y repóngase el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio, — 
J. Ficueroa Aloorta. 
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Fermín Ben/ara ett el juicio seguido por Lucila Partos de Des- 
filáis contra Lorenzo Benjara (su sucesión), por cobro 
de pesos. Recurso de hecho 

Sumario : ta exigencia de firma de letrado no es. cu si misma, 
susceptible de ini|kis¡bilitar_o dificultar el goce de la ga- 
rantía constitucional de la libre defensa en juicio, y no 
1 mede. por lo tanto, autorizar el recurso extraordinario 
fiel artículo 14, ley 48. 

Caso; Do explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR CE X ERAL 

heiot Aire», Octubre h 4t 1*1 L 

Suprema Corte: 

Kl artículo 340, inciso 2.° del Código de Procedimiciitn< 
en materia civil y comercial, carece de aplicación en la Capital 
Federal, por referirse a la organización judicial de la Provin- 
cia de Buenos Aires. 

Fuera de ello, observo que la facultad que acuerdan a los, 
jueces las leyes procesales, para exigir a los litigantes la firma 
de letrado, no es repugnante a la garantía constitucional d'j 
la libre defensa en juicio, sino que, \mr el contrario, es un me- 
dio <(e facilitar su regular ejercicio, como lo tiene declararlo 
esta Corte Suprema en reiterada jurisprudencia. 

Por ello pido a V. K, se sirva declarar improcedente H 
queja deducida. 

r. Julio Boiet. 

FALLO PE LA CORTÍTsUPREMA 

Bhim Airn. Noviembre 10 4* 1«T. 

Autos v vistos: considerando: 

Que según resulta de los autos remitidos por vía de 
informe, la Cámara _»/' de Apelaciones en lo Civil de la Ca- 
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pital. al confirmar la resolución del inferior de fojas 7 por 
la íjiie se exige al recurrente firnia de letrado, lia procedido 
aplicando disposiciones del Código de Procedimientos ínter- 
prelado i>or la jurisprudencia del mismo tribunal, fs. 13. 

Oue ajKirte de no ser de pertinente aplicación lo estable- 
cido por el articulo 340. inciso 2." del mismo Código de Proce- 
dí nientos sobre el recurso de inconstitucionalidad ínvocuito 
en el escrito de fs, 15, por cuanto esa disposición se refiere 
■1 la Corte Suprema de la Provincia, debe observarse que la 
intervención obligatoria de letrado exigida, no es en ú misma 
susceptible de imposibilitar o dificultar el goce de los derechos 
y garantías acordados por ¡a Constitución a míe alude el ape- 
lante y no puede por lo tanto autorizar el recurso extraordi- 
nario del articulo 14, de la ley número 48, como se lia decla- 
rado tu repetidos casos análogos. (Fallos, tomo 117, página 
y iHros). 

1 'or ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador General no se hace lugar al recurso. No- 
tifíqnese con el original y repuestos los sellos archívese, de- 
volviéndose los autos al tribunal de su procedencia con tes* 
timonio de la presente resolución. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Ficueroa Alcorta. 



lixhorto del Juez de Instancia cu lo Civil de la Capital, cu 
cf juicio seguido por la Sociedad Crédito Territorial Ame- 
ricano contra don Federico L. Olshausen, por cobro de 
pesos, solicitando se exija a los ocupantes de un campo 
los contratos de arrendamiento. 

Sumario : Para poder gestionar la competencia o íncomptten- 
,eia de tribunal determinado por alguna de las vías auto- 
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rumias por el artículo 45 de la ley 50. es necesario ser 
actor demandado en d juicio respectivo. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 

DÍCTAME* DEL SE SOR PROCURADOR CKNERAL 

Batno» Al reí, Octubft £6 de 1S17. 

Suprema Corte; 

Las cuestiones de competencia sólo pueden substanciarse 
can motivo de ta interposición de una demanda, y entre las 
partes que en ella intervienen como actores y demandados 
lArt. 45 lev de procedimientos ante los tribunales nacionales: 
articulo 414 Código de Procedimientos en to Civil y Comer- 
cial de la Capital Federal ) . 

En el presente juicio no se ha instaurado demanda algu- 
na, y el exhorto librado por el Juez de lo Civil de la Capital, 
responde a una diligencia de procedimiento decretada en un 
expediente que tramita ante su juzgado, sin que le haya sido 
discutida su competencia para entender en el mismo. Por otra 
fiarte, las personas que promueven la inhibitoria en trámite, 
carecen de derecho |>ara hacerlo, porque la diligencia enco- 
mendada al señor Juez Letrado del N cuquen, terminó una 
vez practicada la notificación, sin que exista para ello interés 
en discutir la jurisdicción del tribunal que la ordenó. 

Por lo expuesto, creo que V. E.. dclw hacer saber al señor 
Juez Letrado del Neuquén, que 110 existe base para la inhi- 
bitoria promovida y que debe devolver al señor Juez de lo Ci- 
vil He la Capital Federal el exhorto que éste le dirigió, sin per- 
juicio de las acciones que por separado instauren las personas 
qux.se crean con derecho a ellas. 

Julio Botct 

fallo de la corte suprema 

Biuvet Alna. Ntvkwbrt U da 19:7. 
Autos y vistos : Los de contienda de competencia promo- 
vida i*>r el Juez Letrado del Territorio Nacional del Neuquén 



DE JUSTICIA DE I.A NACION 



367 



a uno en lo Civíl de esta Capital para conocer en el juicio eje- 
cutivo seguido ante éste por la Sociedad Crédito Territorial 
Americano contra don Federico L. Olshauen, y 

Considerando : 

Que ejeeutade dictio señor OUishausen. en esla Capital v 
vendido el inmueble hipotecado sito en el Ncuquén. se ordenó 
su entrega al comprador don José María íkmzález Vestía, di- 
ligencia que aparece cumplida con su encargado a fs. 171 vuel- 
ta y 172 de los autos ejecutivos, en cuyo acto los señores Si- 
món Roca y Vicente N, Julián, manifestaran ser arrendata- 
rios del dueño anterior, por lo cual y a pesar de reconocer al 
nuevo propietario y estar dispuestos a pagarle los arrenda- 
mientos convenidos, no desocuparían la finca hasta que no ven- 
ciese el término de los contratos que exhibieron en dicho acto 
según consta en la referida diligencia de toma de posesión del 
comprador. 

Que interiormente exhortado de nuevo el Juez del Neu- 
mién. para mejor proveer, a fin de que intime a los ocupan- 
tes del campo para que exhiban los contratos invocados den- 
tro del término de diez días bajo apercibimiento de desalojo y 
hecha la intimación a fs. 14 vuelta, dichos ocupantes mani- 
festaron que no podían hacerlo por haberlos mandado a su apo- 
derado .v se presentaron en seguida ante aquél promoviendo 
inhil litaría en tos términos que expresa el escrito de fs. 12 
autos del Ncuquén, a lo que dicho juez accedió, exhortando 
a su vez al de esta Capital, para eme se inhiba de seguir en- 
tendiendo en el juicio seguido por la Sociedad Crédito Terri- 
torial Americano contra Federico L. Olshausen. y le remita 
los autos fffi. 126 vta. autos ejecutivos) a lo fjne juez de 
la crioiiu] se negó por los motivos expresados a fs. 134. 

Que en mérito de lo antes manifestado se han remitido, 
a esta Corte los obrados, juzgándose trabada una contienda de 
competencia . 

Que con arreglo a lo dispuesto por el articulo 45 de la 
ley número 50. las cuestiones de competencia sólo pueden sulis- 
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tanciarsc en los casos expresados en el mismo; y en el sub fth 
dice, no aparece que tos señores Roca y Julián, sean actores o 
demandados en el juicio ejecutivo seguido por la Sociedad de 
Crédito Territorial Americano contra el señor Olshausen. de 
tal manera que puedan gestionar la competencia o incompe- 
tencia de tribunal determinado. 

Que en tal concepto, no existe una contienda de las que 
esta Corte esté llamada a dirimir conforme con el artículo o,* 
letra d de la ley número 4.055 . 

Q\\e si los señores Roca y Julián tienen derechos o de- 
fensas que ejercitar con motivo de los contratos de arrenda- 
miento que respectivamente invocan, deben hacerlo en la for- 
ma que correponda y ante el juez que consideren competente. 

Ku su mérito y conforme con lo expuesto y pedido por 
e! señor Procurador General se resuelve que, no existe base 
para la inhibitoria propuesta y en consecuencia se la declara 
improcedente y devuélvanse los autos at juez de esta Capita! 
donde se repondrá el papel, hacendóse saber por oficio ai del 
Xeuquén. 

A. Bkrmkjo, — Nicanor O. del 
Sola*. — D. E- Palacio. — 

J. FlCUEROA ALCORTA. 



Bisco nmmtíül contra ia sociedad anónima "Cereal Dcposit 
Camfumy". por cobro ejecutivo de pesos 

Sumario: Para la procedencia del recurso ordinario de apela- 
ción que atttf triza el artículo 3.*, inciso 2." de la ley 4.055." 
debe tenerse en cuenta el número de |>esos (cinco mili v 
no la clase de moneda; en consecuencia, no procede 
tratándose del cobro de dos mil ochocientos veintisiete 
pesos con cuarenta y cinco centavos oro sellado. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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Ruhmi Aim, N«*i*mbrt it dt 191 7. 

Y vistos : Los venidos en apelación de sentencia de la Cá- 
mara Federal de la Capital, seguidos por el Gobierno de la 
Nación contra la Sociedad Anónima "Cereal Dcposit Com- 
pany" por cobro ejecutivo de pesos, 

Y considerando: 

Que con arreglo a la disposición del artículo 3.", inciso 
2. n , de la ley número 4055. para que proceda el recurso de 
apelación ordinario para ante esta Corte en las causas que 
dicho inciso enumera, se requiere que el valor disputado exce- 
da de cinco mil pesos, 

Que la deuda cuyo cobro se gestiona asciende a la su- 
ma de dos mil ochocientos veintisiete pesos con cuarenta y 
cinco centavos oro sellado, (planilla de fs, 29; escrito de fs. 
30). es decir, una cantidad menor que la requerida para la 
procedencia del recurso deducido, pues cumo lo ha estableci- 
do la reiterada jurisprudencia de esta Corte, es el número de 
pesos y no la clase de moneda lo que debe tenerse en cuen- 
ta a efecto de determinar la jurisdicción de apelación del ci- 
tado articulo 3.* inciso at? de la ley 4.055. (Fallos, tomo 97. 
Página 289; tomo 98. página 304; tomo 115, página 375 entre 
otros). 

Por ello, se declara no haber lugar al recurso inter- 
puesto . Notifíquese original y devuélvase, reponiéndose el 
irapel ante et juzgado de origen. 

Nicanor C. di- i. Solar, — D. E. 
Palacio. — J. Ficvkroa Al- 
corta. 



Don José Lnján contra don Femando San) urjo, por dañas 
y perjuicios. Contienda de competencia 

Sumario : Es juez competente para conocer de una acción 
tendiente a obtener d resarcimiento de daños y perjui- 
cios que se dicen ocasionados por una querella criminal, 
el juez que entendió en ésta. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes :' 

AUTO DEI. JUEZ ÜN U» ClVIfc V lOMKKtTAl. 

Raudo, JaHo »ae fM7. 
Autos y vistos: El pedido de inhibitoria de que instruye 
el exhorto de fs. 15 a 17 del doctor Roberto Bungc, Juez de ( 
i. n instancia en lo Civil de la Capital de la República. 

V considerando : 

Que la acción intentada por don José Lujan en el pre- 
sente juicio tiende al resarcimiento de los danos y perjuicios 
<l ue dice le ha ocasionado don Fernando Sanjurjo, con mo- 
tivo de los hechos enunciados en el escrito de demanda que 
corre de fs. 1 a 3 de estos autos. Dicha acción, es pues, per- 
sonan <lado que su finalidad no es otra que la de pedir el 
cumplimiento de una obligación nacida en un cnasi delito, de 
modo que el juez competente para conocer de la presente ac- 
ción es el infrascripto, de acuerdo con el precepto contenido 
en el articulo 11 del Código de Procedimientos de la Pro- 
vincia de Santa Fe. que establece que "si se tratare de accio- 
nes procedentes de delito o de hechos lícitos o ilícitos, sera 
competente el juez del lugar en que se hubieran verificado". 
La obligación cuya efectividad se demanda tuvo origen en el 
juicio a que se alude en los escritos respectivos, de modo que 
el tribunal que conoció en aquél es ct competente para co- 
nocer de las obligaciones que nacen del mismo, principio que 
consagra el articulo 172 del Código de Procedimientos en lo 
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Crimiual de la Capital Federa*. E» principio, pues, que do- 
mina en tsta materia es de que el actor debe seguir el fuero 
del demandado de acuerdo con la máxima "actor sequitur 
forum ra", pero este principio de carácter general sufre sus 
excepciones en el caso de que se trate de obligaciones naci- 
das de otro juicio, máxime si este es de orden criminal, como 
expresamente lo establece el Código de Procedimientos Cri- 
minal de esta provincia en su articulo 135, concebido en los 
mismos términos que el 17a del mismo cuerpo de leyes de ta 
Capital Federal, principio que tiende a impedir la separación 
y multiplicidad de las jurisdicciones. Y de que tai es el pen- 
samiento del legislador en esta materia no cabe la menor duda 
cu presencia de lo dipuesto en el articulo 7.» de nuestro Có- 
digo Procesal al establecer que además del fuero general de- 
terminado por- el domicilio de las personas, las relaciones de 
derecho son susceptibles de un fuero propio que este Código 
determina en atención al lugar en que deban cumplirse, y en 
su defecto, al lugar en que se hubieran verificado los hechos 
que las produzcan. 

Por esto fundamentos, resuelvo; denegar la inhibición 
solicitada por el juez exhortante, a quien se lo hará saber la 
presente resolución, y si a pesar de las conclusiones y fun- 
damentos de la misma insistiere en su competencia, invítasele 
para que remita los antecedentes a la Suprema Corte de la 
Nación a fin de que dirima la presente contienda. Hágase sa- 
ber c insértese. — £. Zenón González, — Ante mí: Bmiliv 
Robirosa. 

DICTAS! ES DEL SEXOR ntOrjURADOK (1ENKRAL 

tono* 4lm. Norfewfcr* 10 da 1917. 

Suprema Corte: 

La demanda instaurada ante los tribunales del Rosario, 
tiende a obtener la indemnización de los perjuicios que el 
actor sostiene haber sufrido, con motivo de la acusación por 
estafa y ocultación de bienes promovida por el demandado, 
que tramitó ante los mismos tribunales. 
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Siendo ello así, es de aplicación el principio consignada 
en el artículo 172, del Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal de la Capital v Territorios Nacionales, según el cual el |iar- 
ticular querellante queda sometido a la jurisdicción del juez que 
conoció de la causa en todo lo relativo al juicio promovido y a 
sus consecuencias legales. (Fallos, LXIV, 267; LXX1II, lyo). 

lín su virtud, pido a V. E. se, sirva declarar competen- 
te para conocer en este juicio al señor Juez un lo Civil del 
Rosario. 

Julio Botct. 

FALLO Vé LA CORTE SUPREMA 

Bmot Alrtt, Nwieabfi 19 Se mil 

Amos y vistos: Los de contienda de competencia entre 
el señor Juez de 1 * Instancia en lo Civil y Comercial de la 
I Viniera Nominación del Rosario de Santa Fe y el de igual 
clase en lo Civil de esta Capital para conocer del juicio segui- 
do por don Juan Lujan contra don Fernando San j urjo, sobre 
cobro de daños y perjuicios. 

Y considerando: 

Que la demanda deducida ante el primero de los jue- 
ces nombrados tiene por base la querella criminal seguida 
ante los tribunales de la misma jurisdicción del Rosario por 
don Fernando Sanjurjo contra don Juan Lujan y de la que 
éste quedó altsuclto en definitiva, según resulta de los autos 
que se tienen a la vista. 

rhie con arreglo a lo dispuesto por el articulo 172 del 
Código de Procediip ; entos en lo Criminal, el querellante par- 
ticular quedará sometido a la jurisdicción del juez de la 
causa en todo lo relativo al juicio por él promovido y a sus 
consecuencias legales, como también se ha declarado por esta 
Corte en repetidos casos anjalogos de competencia. Fallos, 
tomo na, página 342, entre otros. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido i>or 
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el señor Procurador General, se declara fjue el- conocimiento 
de fa presente causa corresponde al señor Juez de i ■ Instan- 
cía del Rosario a quien se remitirán Jos autos, previa reposi- 
ción de sellos, haciéndose salier por oficio esta resolución al 
señor Juez de i * Instancia de esta Capital. Notifimiese orí* 
giual . 

A. Bkr.mk.io. — Nicanor G. diíl 
Solar, — p. E. Palacio. 



Don Pedro Casado y otros contra la Provincia de Santa Fe. 
por cobro ejectttwo de pesos 

Sumario: No es títutó ejecutivo un decreto de un gobierno 
de provincia por el que se obliga a abonar |x>r concepto 
de indemnización una suma de dinero en titulas de rent;i 
de deuda interior «,uc se entregarán al acreedor cuando 
las cámaras legislativas autoricen su emisión. 

Caso; Lo explica el siguiente: 

■ 

FALLO DE l.A COKTfi SLfRKMA 

BMW Mtn, Nnienbft 15 4« mi. 

i- 

Autos y vistos ; La demanda ejecutiva promovida por don 
Peilro Casado por sí y contó mamlatario de doña Ramoiu 
Sastre de CasaSo, doña Casilda Casado de Goñi, don Carlos 
Casado, don José Casado, doña Ramona Casado de Barrio 
Alassieu, don Alberto Casado, doña Margarita Casado de del 
Corral y don Eduardo Casado; y don Alejandro Kayccs como 
sindico del concurso de tloña Cenara Casado de Magranc, 
contra la provincia de Santa Fe. para que se le intime el pago 
en dinero o en títulos de renta o en su defecto se trabe em- 
bargo en bienes suficientes para cubrir la cantidad de un mi- 
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llón seiscientos mil pesos moneda nacional de curso legal, in 
tenses y costas del juicio y atenta la información producida 
respecto al fuero. 

Considerando : 

■ 

(Jue del examen del documento con que se deduce la ac- 
ción, requerido por el artículo 253 de la ley nacional número 
50, resulta la improcedencia de la acción ejecutiva que se lia 
promovido. 

Que ésta se funda en el testimonio auténtico de la re- 
sohición del- Pnder Ejecutivo «V la Provincia de Santa Fe, 
de fecha 2 de Marzo de Ip6 en la que, en vista de los an- 
tecedentes que menciona, resuelvo: "1." Reconocer a don Car- 
los Casado, hoy si|s sucesores, el derecho a ser indemnizado 
por la provincia del área que indica el informe de la Dirección 
Cencral de Obras Públicas y Geodesia de fs. 169 y siguientes 
t fecha 16 de Octubre de 1907) y con las limitaciones que es- 
tablecen los dictámenes de los señores Fiscales de Estado que 
obran a fs. 176 y fs. 184. 2« Que el monto de esa indemniza- 
ción que se limita a la cantidad tic : un millón seiscientos mil 
pesos moneda nacional de curso legal, será abonada en títulos 
de renta de la deuda interior de un interés de 5 o[o los que 
se entregarán a los interesados tan pronto como las H. H. C. C. 
Legislativas autoricen la emisión. Metichaca. — I. Bónacosa". 

Que no se trata de un documento que contenga una 
obligación de pagar una cantidad liquida en moneda como lo 
requiere el articulo 248 de la ley número 50, sino en títulos 
de renta "que se entregaran a los interesados yin pronto como 
las H, H. C. C. Legislativas autoricen la emisión", y el sig- 
nificado, alcance y fuerza de esa cláusula, no son de apreciar- 
se en un juicio de la naturaleza del presente. 

Por ello y lo resuelto en casos análogos. (Fallos, tomo 
125. página iíi2), se declara no halier lugar a la ejecución so- 
licitada. Notifíqucse con el original y repóngase el papel. 

A. Bermejo. _ Nicanor G. dkl 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlCUI-ROA AtCORTA. 
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Zíflii Saltador B. Reta contra don Joatjuín M. Cufien, por 
calumnias e injurias. Contienda de competencia. 

Sumario: Husada una acción por injurias y calumnias etí una 
. publicación hecha en la Capital Federal . corresponde al 
juez de ésta el conocimiento de la i|uerella aún cuando 
el querellante alegue que dado su contenido (entre otras 
cosas, párrafos de escritos presentados ante los tribuna- 
les de Mendoza) la publicación estaba destinada, noto- 
riamente, a producir sus efectos en otra fiarte, (en Men- 
doza) . 

Cajo: ívo explican las piezas siguientes: 

* 

AUTO DI 't, SEÑOR Jl-ií?, ])IX CRIMEN* 

■tttMW Alm, Stptkabr* i! dt m. 

Autos y visto: Para resolver el incidente sobre inhibito- 
ria, y 

Considerando : 

Qhc la circunstancia de que el folleto de fs. r, publicado 
por el querellado, doctor Joaquín M. Cnllen. haya sido des- 
tinado a producir todos sus efectos en Mendoza, según lo 
manifiesta oí querellante Salvador B. Reta, en el escrito de 
fs. 2. testimoniado, ello no obsta para que los tribunales de 
esta Capital sean los competentes para entender en dicha que- 
rella, toda vez que lo que marca la jurisdicción, es el lugar 
donde se ha cometido el delito, que en el presente caso sería 
aquí, donde se ha efectuado la impresión del folleto, como 
lo reconoce el querellante en el escrito de la referencia y no 
el lugar donde el delito puet' producir sus efectos, articulo 
2$ del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Por ello, resuelvo, declarar la competencia de este tri- 
bunal para entender en la querella instaurada |x>r Salvador 
B. Reta contra Joaquín M. Cnllen por caliminas e injurias 
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ame el señor Juez en lo Correccional 3c la ciudad de Men- 
doza, doctor Isaac Gazari. Remítase . a] mismo oficio inhi- 
bitorio con los recaudos que informa el articulo 34 del Có- 
digo de Procedimientos citado. Repóngase la foja. — Carlos 
M. Martínez. — Ante mí: Madero, hijo. 

AUTO DEL SI- ÑOR JtJEE EX IjO CORBECCIO.VAI. 

Mendozi, Oetabn » 4» tf!7. 

Vistos: Los autos llamados a fs. 5 vía,, para resolver 
la cuestión de competencia por inhibitoria promovida por el 
señor Juez del Crimen de la Capital doctor Carlos M. Mar- 
tínez, a instancia del doctor Joaquín M. Cullen. contra quien 
se signe el proceso que la motiva, y 

Considerando: 

' ■" no puede ponerse en duda que el juzgamiento 

de un delito corresponde al juez del lugar donde se come- 
tió, por cuanto es este un principio umversalmente recono- 
cido; pero la cuestión aquí estriba precisamente en las din- 
cuitados de su aplicación, es decir, en- la detenninación de ese 
lugar, punto sobre el que se lia tral>ado la controversia, de- 
bido a la forma especial en qué se ha llevado a cabo el he- 
cho acusado. Y asi. 111 ¡entras el querellado afirma que el se 
habría cometido en Buenos Aires. |ior cuanto el folleto acom- 
pañado a la querella, de donde Constan las imputaciones con- 
sideradas como delictuosas, se imprimió alli, el actor sostie- 
ne que el delito de calumnia se per[>etró en esta ciudad, en 
cuyos tribunales el doctor Cullen presentó el escrito que aquel 
folleto reproduce. 

2.» t>ue expuestos así los hechos, la cuestión puede ser 
planteada en la siguiente forma: Del*e estarse para la deter- 
minación de la competencia al folleto de fs. 1 de los princi- 
pales o a los demás antecedentes invocados por la querella? 

Desde luego, el primero es según se desprende de su tex- 
to, la reproducción de un escrito presentado ante las tribu- 
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nales de Mendoza, como se dice en el título del mismo; de 
manera que el delito, en caso de existir, fué cometido al 
presentarse esa demanda, porque es entonces cuando se hizo 
la imputación reputada calumniosa y no al publicarse la mis- 
ma, en lo que solo es posible ver una causa de agravación. 

Kn concepto del proveyentc la cuestión podría prestarse 
a dudas si la querella se hubiera deducido |wr injurias, en 
presencia de la disposición del artículo 21 e) de la lev 4.189. 
que responsabiliza bien al autor de este delito cuando se comete 
en juicio, sólo en el caso de publicidad: pero tratándose de 
la calumnia, la ley no contiene excepción alguna y. en con- 
secuencia, el acto punible queda consumado con la sola pre- 
sentación del escrito que contiene ia imputación. 

y Que el hecho de que el actor no haya acomunado 
a la querella un testimoiuo en forma del escrito judicial con- 
ceptuado como calumnioso, podría cuando, más, autorizar la 
excepción de defecto legal en el modo de proponer la de- 
manda ; pero no puede en ningún caso modificar la competen- 
cia, porqite los vicios o defectos del tramite nunca influ- 
yen sobre la jurisdicción, que se determina sólo por el lugar 
donde el delito se cometió, como lo sostiene el querellado. No 
olwtante. es de advertir que habiéndose acompañado a la que- 
relia los impresos y documentos corrientes desde fs, 1 a II 
de los principales, a los que se refiere también el querellante 
en su acusación, el juzgado no podría rechazarla de plano, 
teniendo en cuenta lo preceptuado por el artículo 433 del Có- 
digo de Procedimientos. 

4. Oue los casos resueltos en los fallos citados por la 
parte acusada son, como lo observa el actor, distintos al caso 
sub judhe. toda vez que el delito en ellos se habría cometi- 
do por medio de publicaciones periodísticas que no eran en 
manera alguna transcripciones o reproducciones de actos an- 
teriores como ocurre en este caso; y siendo esto asi, la apli- 
cación del principio invocado y por ende la determinación de 
la competencia no podía prestarse a dudas de ninguna espe- 
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cié cualquiera que fuese la intención presunta de su amor, 
pties, el suscripto no cree como el señor Agente Fiscal, que 
el propósito en el acusado de que sus publicaciones produz- 
can el efecto deseado en un lugar distinto, sea suficiente para 
modificar [a regla establecida, atribuyendo el conocimiento 
del delito al juez de ese lugar. Pero cuando la imputación 
se hace en un punto y en otro se le da mayor publicidad por 
medio de la impresión de hojas o folletos» es indiscutible que 
es en el primero donde se cometió el hecho y a él debe es- 
tarse para establecer la jurisdicción por lo mismo que ella es 
improrrogable. 

Por estas consideraciones y lo dictaminado por el señor 
agente fiscal, se declara que el conocimiento de esta causa co- 
rresponde a| proveyente ; y estando trabada la cuestión de 
a Miipetencia. que según el articulo 9," inciso d) de la ley 4,055, 
debe dirimir la Exma, Corte Suprema de la Nación, eléven- 
se las actuaciones en la forma de estilo, previa reposición del 
sellado. — Isaac Gasari. — Ante mí : R. Castillo. 

DICTAMEN DHL SEÑOR PROCURADOR CEXEBAL 

Bhmm Aifft, NwtMrtft t Ét tMT. 

Suprema Corte: 1 

De los términos en que aparece redactado el escrito de 
querella, surje que la acusación que se formula por el delito 
de calumnias e injurias, se refiere a las manifestaciones con- 
tenidas en el folleto publica Ao por el querellado. Bicho fo- 
lleto fué entregado como cabeza del proceso en el espedien- 
te respectivo y al mismo hace alusión el querellante cuando 
determina las imputaciones que considera calumniosas, llegan* 
do a expresar que es su publicación lo que revela la inten- 
ción delictuosa del querellado, porque si se hubiera limitado 
a la presentación de los escritos que contiene el folleto, el 
hecho habría caído bajo la disposición de la primera parte 
del articulo 21, inciso e) ley 4.180 Cap. VI. Adeniás de los 
términos de la querella, surje también que la intención del 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



379 



<|i n reliante ha sido acusar las imputaciones contenidas en el 
aludido folleto, de la circunstancias de (jue las diligencias 
probatorias que a|wm\n en los autos respectivos, tienden a 
justificar que ha sido repartido entre diversas personas de 
Mendoza, lo que demuestra que, en su concepto, es por medio 
de la publicidad dada a tos escritos judiciales: que se ha co- 
metido los delitos de calumnias e injurias acusados. 

Siendo esto asi, es indudable que la jurisdicción compe- 
tente para castigarles delitos, caso de existir, es la del lu- 
gar en que se lia hecno la publicación, que aparece ser la ciu- 
dad de Buenos Aires, en lo que está conforme el querellan- 
te, debiendo tenerse en cuenta, además, que el domicilio del 
querellado está situado en la misma ciudad, y no se ha ale- 
gado que se haya trasladado a Mendoza para consumar los 
delitos que se le imputan. 

Por lo expuesto, pido a V. fi. se sirva declarar comi- 
tente para conocer en ta querella instaurada al señor Juez del 
Crimen de la Capital Federal. 

Julio Botet. 

fallo de la corte suprema 

Bümm JMm, Novimfcrt 19 4t HIT. 

Autos y vistos; La contienda de. competencia trabada en- 
tre el señor Juez del Crimen de la Capital, doctor Martí- 
nez y el señor Juez Correccional de la Provincia de Men- 
doza, doctor Gazari, para conocer del juicio por injurias y 
calumnias promovido por don Salvador B. Reta contra el 
doctor Joaquín Mi. Cullen . 

Y considerando: 

Que como lo expresa el querellante se presenta a *'pro* 
mover formal querella por los delitos de injurias y calum- 
nias contra el doctor Joaquín M. Cullen, abogado del foro, 
cuyos delitos se han cometido en la forma y circunstancia* 
que voy a mencionar" (fs. 17). 
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Después de relacionar los antecedentes de la causa pro- 
movida por d representante de las señoritas de Barraquero 
con el patrocinio del doctor Cullen como abogadil, expresa 
<l«e en un escrito que presentó ante los tribunales de Men- 
doza la injuria y le calumnia en la furnia más torpe y que 
1 en un segundo escrito aprovechó la ocasión para desatarse 
en nnevas imputaciones a cual más falsa e insidiosa y agrega;: 
"no contento con esto, el doctor Otilen publicó en un folle- 
to, uno de cuyos a templares acompaño, los dos escritos a que 
me lie referido. Como puede verse la publicación cuya ca- 
rátula dice textualmente; "Joaquín M. Otilen — Demanda 
ante tos tribunales de Mendoza, sobre las obligaciones de 
la tutela, malversaciones y apropiaciones ilícitas del tutor", es 
obra exclusiva del querellado y aunque aparezca impresa en 
la Capital Federal es notoriamente destinada a producir ít* 
dos sus efectos en Mendoza. 

"Kl folleto en cuestión, contiene imputaciones calumnio* 
sas e injuriosas que saltan a la vista" fs. 24 y vta. 

Se transcrilien en seguida las manifestaciones que se con- 
Sidcran calumniosas refiriéndolas a las Aginas del folleto y a 
la numeración de los párrafos de los escritos contenidos en 
esa publicación y expresa en el capítulo VI Jo siguiente: 

"La publicación uel folleto que acompaño, tia la prueba 
más acabada de la intención dañina que ha guiado al quere- 
llado. Si se hubiera limitado a la presentación de los escri- 
tos, se habría podido escudar en los fueros de la defensa y en 
ta disposición de la primera parte de la letra e) artículo 27, 
( debe ser 21 L de la ley 4.189. aunque no habría podido elu- 
dir su rcsiionsabilidad por las imputaciones calumniosas que 
lie reseñado, Y así entonces, la publicación del libelo lo hace 
responsable también por las imputaciones injuriosas" etc. i fs. 
28 vta. y 29) . 

Que es juez competente para el conocimiento de un de- 
lito, el del lugar en que se ha cometido y tratándose de pu- 
blicaciones el del lugar en que han sido impresas. (Fallos, 
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tomo t H , página 378; artículo 34 Código de Procedimientos en 
lo Criminal), 

Que aún en la hipótesis de que la acción por calumnias 
pudiera basarse en los escritos presentados a los tribunales 
de Mendoza con prescindencia de su publicación, la acción 
por injurias ha sido fundada exclusivamente en esa publica- 
ción que aparece realizada en esta Capital, imprenta Tailhadc 
y Rosselli. Reconquista 258, y sometida por consiguiente a 
los tribunales de la misma. 

Que en ese supuesto la acción por calumnias correspon- 
dería a los tribunales de Mendoza y la acción por injurias 
a la de esta Capital con arreglo al artículo 39 del Código de 
Procedimientos en lo CriHnal, según el cual: en el caso de 
que uno o más delitos peí ¿ onecieran a la jusrfsdicción ordi- 
naria de la Capital o de los territorios nacionales v otro u 
otros a la jurisdicción provincial, juzgarán primerainente los 
tribunales de ta capital. 

Que no obstante, la querella que motiva esta contienda 
ha basado en la publicación que aparece hecha en esta Ca- 
pital, no solamente la acción por injurias sino también la ac- 
ción por calumnias, pues solamente se acompañó a la mis- 
ma esas publicaciones y no el testimonio correspondiente de 
los escritos insertos en ella, y se hace referencia a las cons- 
tancias de aquella por la de«gnación de las páginas en que 
se encuentran las imputaciones que la motivan. 

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador General, se declara la competencia del 
señor Juez de la Capital, a quien se remitirán los autos y ante . 
el cual se repondrá el papel, avisándose por oficio al señor 
Juez Correccional de la Provincia de Mendoza. 

«t 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FlGUEROA AlXORTA. 
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Jucp letrado del Chaco interponiendo queja contra el t/ober 
nador, jefe' de policía y director de la cárcel del mismo 
territorio. 

Sumario : Ño corresponde a la Corte Suprema dentro de las 
facultades de superintendencia que 1c confiere el articu- 
lo il de la ley 4055. adoptar resolución alguna fiara que 
se cumplan las dictadas por los jueces en ejercicio de 
sus funciones; correspondiendo a éstos gestionar direc- 
tamente de las autoridades respectivas el auxilio que con 
sideren necesario. 

Caso : El Juez Letrado del Chaco se dirigió a la Corte Supre- 
ma comu rucándole que el Goltemador del territorio, co- 
mandante de las fuerzas <le gendarmería, se oponía, ex- 
presamente, a hacer cumplir la orden de detención dic- 
tada por el juzgado en contra del jefe de policía y di- 
rector tle la cárcel, en el proceso que se les instruye por 
usurpación y desacato y alitiso y desacato a la autoridad 
del juzgado» respectivamente. 

DICTAMEN' DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

BlkM» Aim, NMtaata» 15 * «7. 

Suprema Corte: 

No corresponde a V. E. dentro de las facultades de su- 
perintendencia que le confiere el articulo II de la ley 4055, 
adoptar resolución alguna a crea de los hechos expuestos en 
la nota procedente, y el señor juez oficiante debe gestionar di- 
rectamente de tas autoridades respectivas, el auxilio que con- 
sidera necesario para el cumplimiento de sus mandatos. Creo 
que en este sentido dehe contestarse la comunicación di- 
rigida a V. E. 

Julio Botet 
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Bvcmi Airt». Norientart 17 de ¡917. 

Téngase ppt resolución el precedente dictamen de] señor 
Procurador General y hágase saber telegráficamente; a SUS 
efectos, al señor Juez Letrado del Chaco. — Archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FllíUEROA AlCORTA. 



Juez Letrado de Misiones interponiendo queja contra el go- 
bemador del mismo territorio por haber trasladado a ¡a 
cárcel pública, sin su autorización, procesados detenidos 
en la jefatura de policía. 

S umario ; Ño corresponde a la Corte Suprema, dentro de las 
facultades <te superintendencia que le confiere el artícu- 
lo it de la ley 4055. adoptar resolución alguna respecto 
a la traslación a la cárcel pública por orden del Gober- 
nador, sin Ta autorización del juzgado, de los detenidos 
en la policía; ni evacuar consultas respecto a recepción 
de sumarios. 

Cojo : El Juez Letrado de Misiones se dirigió a la Corte Su- 
prema comunicando que los procesados que se encontra- 
ban detenidos en los calabozos de ta jefatura de policía 
desde hacia más de un mes y medio sin ser puestos a 
disposición tlel juzgado, habían sido trasladados por or- 
den de la gobernación a la cárcel pública sin autorización 
del tribunal y sin la remisión de los sumarios respecti- 
vos. Que el procurador fiscal dirigió al juzgado una nota 
ofreciendo poner a disposición de este sumarios que el 
jefe de policía le remitió a última hora. Que dada la 

I 

fe. * ' „m - 
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forma novedosa de la remisión, la extraordinaria íle* 
mora stif rula y la circunstancia ile haber sitio alojados en 
la cárcel sin prestar indagatoria y haber sido puestos a 
disposición del juzgado, le obligaban a declinar toda res- 
jxirisabilidad por esos abusos. Por todo lo cual solicitaba 
de la Corte resolviera si podia recibir esos sumarios en 
tales condiciones por intermedio del procurador fiscal. 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buen** Alft*. Mvknbre 16 de I»I7. 

Suprema Corte: 

No corresponde a V. K. dentro de las facu hades de su- 
perintendencia que le confiere el artículo ti de la ley 4055, 
adoptar resof lición alguna acerca fie los hechos expuestos en 
la nota precedente, correspondiendo al juez oficiante proce- 
der con arreglo a la ley. evitando consultas y diligencias de 
parte de V. E, que no comprende aquélla, ni son proceden- 
tes en manera alguna. 

Julio líotet. 

+ 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, N«vi«»br* IT <J« 1917. 

Téngase por resolución el precedente dictamen del señor 
Procurador General, y llágase saber telegráficamente al señor 
Juez Letrado del Territorio de Misiones y archívese. 

A. Bermkjo, — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Fic.uiíroa Alcorta.* 
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Don Ritmó Sánela - finstamante y otros contra don Juan fí. 
Córdoba, por reconocimiento de firma: sobre exonera- 
ción de impuesto y multa establecido por ta lev de papel 
sellado número 4927. 

t 

Sumario : La exoneración de impuesto de sell<> acordada |*>r 
el artícute 14 de la ley 492;. no comprende a la renova- 
ción otorgada y firmada en la Capital Federal, de mi 
contrato de sociedad y arrendamiento de Incites situados 
eii la provincia de Buenos Aires, celebrado en la misma. 

Casoi explican las piezas siguientes: 

1 I 

ACTO DKI, JUEZ EV LO CIVIL 



1 Aire», Mijro » r» itlfi. 

V vist.-s: l'ara resolver el pedido del Ministerio Fiscal, 
oída la jwirte actora y 

» 

Considerando: 

(Jue el contrato de arrendamiento acompañado a fs. 3 vta. 
es personal y otorgado en esta ciudad ríe Buenos Aires a 7 de 
Julio de 1013 por lo cpie debe rqwnerse de conformidad a la 
ley número 4927, artículo 18, eon un sello de veinte pesos. 

Que la n-posición efectuada |jor la parte al presentarse 
el contrato de referencia, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 14 de la ley citada no corres|ionde, por no ser de 
los contratos a que dicho precepto legal se refiere. 

i'or estos fundamentos, se resuelve: Mandar rc|>ouer el 
documento de fs. 3 vta.. con un sello de veinte |*sos e írnpr> 
nerse a cada uno de sus firmantes la multa de doscientos 
pesos moneda nacional i.Vrt. <x> ley número 4927 >. < |U e de- 
berán debitar dentro del tercero día en el. Rauco de la Na- 
ción a la orden del Consejo Nacional ríe Educación Repón- 
gasc la foja. — /. C. Layas. — Ante mi: Argentino Barra* 
quero. 
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SENTENCIA DE l.A CAMARA 1.» HE ABLACIONES EN M> CIVIL 

+mm áin*. Julio 184* l«T. 

Y vistos: Atento lo resuelto por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación eti el juicio Salas c| Díaz, se confirma 
la resolución apelada (le fs. li vta. Dev. rep, los sellos. — 
fuázgs Cclman. — Giménez ¿afuAa. — Pera. — Ante mí: 
Jorge Soit:e. g 

É 

FAt,LO DE LA CORTE SUPREMA 

■«Met Aim. N«ffmktc IT it l»T. 

Vistos y consideran*!» : 

Qu«/ como consta a fs. 10 de estos autos los recurrentes 
fundaron su derecho a ser exonerados del impuesto y mul- 
ta establecido por la ley de |iai»e1 sellado número 4927. en 
la disposición del ftárraío 2.". artículo 14 de la misma ley 
(fojas 7 y 101. 

Que según manifiestan en ese mismo escrito "celebraron 
con el señor Ricardo Solá (lujo) el contrato de sociedad y 
armidamicnl" que en testimonio acompañamos" y cuya re- 
novación extendida en esta Capital en papel común l f s. 4 ) 
motiva la rep psición y multa decretadas a fs. ir y 22. 

Que no se lia desconocido a uw recurrentes derecho o 
C vención alguna de las previstas en el articulo 14 de la ley 
níunero 4*127, porque la renovación del contrato de sociedad 
y arrendamiento <le que se trata, no constituía derechos rea- 
les. (Fallos, tomos 121, | vagina 28: 122, página 181; 123. 
página 413). 

Por ello y lo dictaminado por el señor Procurador Ge- 
neral se confirma la resolución apelada en la parte que ha sido 
materia de! recurso. Molifiqúese y devuélvanse al tribunal de 
su procedencia donde se rejxmdrá el papel. 

Ai Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Fir.rERoA Alcorta. 



1 
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Domimja Cuiten de I turraste contra Federico J. Cahtt, por 
cobro de pesos; sobre comete acia. 

Sittftano: t t " La constitución de domicilio especial hecha en 
un contrato para el cumplimiento ck' las obligaciones en 
él estipuladas mi importa una renuncia al fnero federal qu* 
pueda corresixmder a alj¿ina fie las |iartes por razón ¡Jé 
la distinta vecindad. 

2." La apreciación de una cláusula de escritura pu- 
blica resjiecto a la prorrogación de la jurisdicción fe* 
deral regida |>or ta disposición del inciso artículo T2 
de la lev nacional de jurisdicción y competencia número 
-|R. no puente estimarse como una cuestión de hecho <le 
aquellas fjne impidan ser consideradas ¡»or la Corte Su- 
prima en tin recurso extraordinario. 
.V La estipulación de un domicilio especial |»ara el cum- 
(>limiento de las obligaciones en un c«^o en míe sólo se 
acepta la jurisdicción por razón del territorio (artículo 
ira. Código Civil) sin perjuicio ( M fuero federal según 
corresponda, no importa estipular «pie la ejecución de las 
obligaciones será llevada al conocimiento de determina- 
dos tribunales. 

Caso: Lo explican tas piezas siguientes: 

Airro mn, SEÑOR jvez f.s i,o civil, 

tmt Mm. |üio » át l«T. 

Y vistos: Para resolver acerca de la excepción de incom- 
petencia de juriwlicción opuesta por el ejecuta Ai a fs y 

Considerando; 

<Jtie ta escritura de obligación (pie en testimonio corre 
agregada a fs. i dice en la cláusula respetiva.., "como asi 
mismo (jiio si- determina esta Capital en calidad de domici- 
lio especia) a Tos efectos -del- cumplimiento de este contrato*. 
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Que la cNccpeíón ele incompetencia hiniesta se basa en 
que estando domiciliado el ej en la do en la Provincia fie Cór- 
doba, el conocimiento de este juicio corresponde a la justicia 
federal, por tratarse de una causa en que son partes el ve- 
cino de una i*nivincia y el de otra. 

<Juc si bívti la abundante prueba producida demuestra 
qÚCÍ en realidatl rl ejecutado tiene su domicilio en la ciudad 
de San Francisca ►. { véase declaraciones de los testig* >s ( >t< >• 
k-gui. iSattilana, Selnavon, fs. ij8 vía. 144 y 145 vta.. e 
informe de fs. i8f>) y que su familia se encuentra instala- 
da en esta ciudad accidentalmente (véase declaraciones de fs. 
161 y 163 dé Itw testigos Foster y Cárrega k prueba que no 
lia sido destruirla |»or la del actor. des<le míe se refiere a he- 
chos que iio tienen ninguna relación directa con el domicilio 
Hermánenle y definitivo del ejecutado, en la calle Solis, como 
se pretende. consta di* los propios términos de ta cláusula re* 
ferida 1 testimonio de fs. 1 ► que e¡ deudor estableció coum 
lugar del cumplimiento del contrato la ciudad <le Rurims 
Aires. 

(Jue en tules condiciones y sin perjuicio del carácter de 
prorrogación (k*l fuen> federal en este casi». |«rr razón de las 
personas, y que el señor agente fiscal estudia y analiza en su 
dictamen de fs. ¿54. la defensa opuesta por el demandad-' < 
no puede pros|ierar. ti ida ve* que la interpretación del artí cu- 
li» 100 de la Constitución Nacional y artículo 2:\ de la ley 
cíe Septiembre de iWy, referente a la vecindad como causa 
del fuero federal, no puede aplicarse, en presencia de la pro- 
pia renuncia qué hace el ejecutado al sunietcrse a la jurisdic- 
ción de la Capital Federal. 

(jue. por otra |>arte. y aún en el' supuesto de que esa 
distinta vecindad fuera causa del fuero invocado, la parte 
ejecutada no ha justificad»» que la adora tenga su misma lía* 
cionalidad argentina. 

lV<r ello y lo dictaminado por el señor agente fiscal, se 
rechaza la exección de incompetencia de jurisdicción opties- 
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ta y con arreglo a lo *¡nc disponen los artículos 408 y 507 del 
Código ele Procedimientos, se manda llevar adelante la eje- 
cución, basta hacerse integro jwigo 'al acreedor del capital 
reclamado, sus intereses y costas. A este efecto regido en la 
aniña de dos mil quinientos pesos moneda nacional los ho- 
norarios del doctor Meló, y en la suma de ochocientos pesos 
de igual moneda los derechos procúratenos ctel señor Cali i. 

Hágase saW. regístrese, repóngase las fs. y notifique 
el auxiliar Kif f. — Arturo Scchcr. — Ante mi : R. Canuto. 

* 

SKNTKXO \ lili ¡¿A C.\M.\H\ 2. a W. APKr.ACloXKS KX LO CIVIL 
* Bueno* AJrtm, AfMt* f t de IMT. 

Y vistos: 

l*or los fundamentos de la sentencia apelada. exce^-ión 
hecha del que se. Usa en la cireunstane . de no halwr el eje- 
cutado justificado que la actora tenga su inisnia nacionalidad, 
argentina, circunstancia, que lejos de favorecer sería con- 
traria a la procedencia del fuero federal; y ix>r los funda- 
mentes concón ¡antes del memorial de fs. atjo y de" la pre- 
cedente vista del señor fiscal de Cámara se confirma con cos- 
tas dicha sentencia, del mismo modo que las regulaciones 
que contiene. R'gúlanse en ochocientos |jesos los honorarios 
tlel doctor Meló n esta instancia y en doscientos |wsos los de- 
rechos procúratenos de Oatti. Repulgase la teja. — Paulino 
Pica. ~- Atircliano íügcna. ^- Baltasar S. Bcltrán — Ante 
mí: Ricarda P. Olmedo. 

FAIJ.O DK I.A CORTE SXTRtiMA 

BttMM Aira, Ntvlntfai* Tí ét IttT. 

Vistes y considerando: 

(Jue la sentencia corriente a fs. 177 desestimó la excep- 
ción de incompetencia opuesta por el apelante 1 en mérito de 
haber éste constituido domicilio especial en esta Capital fiará 
el cuniplimiento de la obligación de que se trata, lo que mi- 
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pona prorrogar ta jurisdicción «lie lew tribunales de la misma; 
y además. |wjr no baber acreditado la nacii mandad argentina 
de la aetora. lo que era necesario i«ira surtir el fuero federal 
por la distinta vecindad de las jrartcs ya que lal circuustaiicia 
estaba justificada por el demandado respeto ;i sti |)ersona, 
Otic la semencia apelada de fojas ¿oy al confirmar la 
de la l" Instancia por sus fundamentos "excepción liecha 
. dd que se tasa en la circunstancia de no haber el ejecutado 
justificado ntiifi la aetora tenga su misma nacionalidad argen- 
tina, eircunstaiaia que lejos <le favorecer seria contraria a 
la procedeneia del fuero federal*', deja establecido míe la cláu- 
sula del ecntrato hipotecario consignada a,fs. ra vta.. |>or 
la cual se estipula un domicilio especial para el cumplimien- 
to de las obligaciones contraídas, ini| torta renunciar al fuer» 
federal . 

Qik la constitución de domicilio especial hedía en mi 
contrato para el cumplimiento fie las obligaciones ch él esti- 
puladas un importa una renuncia al fuero federal (pie pueda 
corresponder a alguna de las partes por razón de la distinta 
vecindad, i Fallos tonn, 111. página 375 : tomo 1 18. página 8t. 

(Jne comí* se lia hedió constar por esta Corte en el se- 
gundo de los fallos citados (Tomo ir 8, página 8» "si bien 
es cierto míe por el artículo 11 del contrato de arrendamiento 
constituyó domicilio especial en la ciudad de La Mata tiara 
todo lo míe se refiere a las obligaeimu-s derivadas de aquél, 
débe i;bservarse que tal enunciación aunque estuviera hecha 
para lodos los efectos del referido contrato, no habría tin- 
portado una renuncia al fuero federal con arreglo a lo dispuc»* 
to en el articulo u t inciso 4." de la ley número 48. como no 
importa en los casos comunes en que el fuero existe por razón 
'Je distinta vecindad". 

f Quv la apreciación de una cláusula tic escritura pública 

respecto a la pror rogación de la jurisdicción federal regida por 
la disposición del inciso 4." articulo 12 de la ley nacional de 
jurisdicción y eotitpetem. ¡a número 48, no pueile estimarse 
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como una cuestión de hecho de aquellas que iutpi<lan ser con- 
sidéralas por esta Corte en un recurso extraordinario y \mr 
consiguiente no le son aplicables los casos de jurisprudencia 
que se indican en el dictamen del señor Procurador Gene- 
ral consignados en los fallos de los tomos 114. página 26 y 
123, página ,HJo. 

Que una cosa es estipular un domicilio especial |»ra el 
cumplimiento de las oMigaciones como en el c- o de autos, 
en que sólo se afecta la jurisdicción por razón del territorio 
(Artículo 102 de] Código Civil > sin perjuicio del fuero fe* 
derat según corresponda, y otra estipular que la ejecución 
de las obligaciones será llevada al conocimiento de determina- 
dos tribunales. 4 Fallos, tomo 60, página 210: tomo 95, pá- 
gina 269: tonto 115. página 21 >. 

Que de los enunciados ile la sentencia aneUfla se despren- 
de que se encuentra probada la nacionalidad argentina de ac- 
tora y demandado como asi mismo su distinta vecindad y en 
tal virtud procede la competencia de la justicia federal para 
conocer del caso en los términos del artículo 100 ée la Cons- 
titución y articulo 2.". inciso 2." de la ley numero 48 de ju- 
risdicción y competencia. 

Por ello oído el señor Procurador General, asi se decla- 
ra, revocándose en consecuencia la sentencia apelada. Noti- 
fíquese original y devuélvanse, reuniéndose los sellos ante el 
tribunal de su procedencia. 

A. Brrmiíjo. — NrcANOU G. DEL 
Sola*. — D. E. Palacio, (i ) 



ti» El dlcttvwi del M*or Procurador tíeaen! ir talla publicado en |« 
páÜM 8BS de este tuna. 



Don Luis Defilipfi contra la Provincia de Buenos Aires, por 

cobro de pesos 



Sumario: i." Kn la interpretación tic mi laudo debe estarse 
|>or el sentido que deja resucitas todas las cuestiones so- 
metidas al juicio ele los arbitros y no por aqi'el que ttc- 
jaria algunas sin resolver; y aún, en la duda, del* es- 
tarse a lo más favorable at demandado, que procura en 
el caso, evitar un daño y no al que quiere sacar ven- 
tajas. 

2. " l'n laudo dictado formando tribunal y firmado 
por todos, prueba su parecer conforme qoa las conclu- 
siones del fallo, y termina la cuestión reglando, según 
dichas conclusiones, los derechos de las partes. 

3. " Kl laudo consentida y ejecutoriado jio puede 
ser observado, y la pretcnsión de aumentar la partida 
qne se declaró liquidación definitiva, importa en realidad 
ol*scrvarlo, lo que no es admisible. 

Caso: Lo explica el siguiente: 

FAMA» DK I.A COfcTK S! . rfEMA 

Y vistos: IXm Luis Defilippi se presenta demandando 
a la Provincia de Buenos Aires j)of cobro de |>esos en méri' 
to de los fundamentos que en lo substancial son como signe: 

<Jne como cesionario de la empresa É. Candiani y Cía., 
o nitiu nó los trabajos contratados \xw ésta para "a ejecución 
de las obras comprendidas en las secciones primera y segunda 
del canal de navegación de Junín al lia ra clero, hasta que el 
Poder Kjeeutivo resolvió suspenderlos. 

Q ue tal resolución dió lugar a diferencias de considera- 
ción entre el exponente y el Poder Kjecntivo y juira solucio- 
narlas se acordó someter tales diferencias a la decisión de ár* 



m justicia re la nación 3**3 

bitros arhitradmvs de conformidad al acta labrada en fecha 
10 de Jimio de 1913 ante el Kseribano Mayar de Gobierno, 
don Joaquín Mala riño. 

Que |*ara precisar los reclamos se convino que eí expo- 
nenle formulara a la -mayor brevedad {josible, todos los que 
' creyera de derecho tener, reseñándose el Poder Kjecutivo 
el derecho de acedarlos 6 rechazarlos en todo o en parte: y 
que en caso de disconformidad del exponerte con la resoltt- 
cióu b haría saber a aquél dentro de los diez días de notifi- 
caila dicha resolución para que se citase a los arbitros desig- 
nados a fin de que constituidos en tribunal resolvieran lo que 
correspondiese dentro del plazo de sesenta días y con las cons- 
tancias administrativas a la vista. 

Que dentro de las cuestiones rechazadas |jor el Poder 
Ejecutico estaban las siguientes: 

a) Fijación del precio de los materiales, útiles y maqui- 
narias de acuerdo con lo establecido en la cláusula cuarta del 
pliego de Bases corriente a fs. 17, las que pasarían a ser pro- 
piedad del Gobierno una vez inventariadas y tasadas: que 
para la fijación fiel precio se tendría en cuenta el ileterioro de 
las máquina y demás herramientas, ocasionados |*>r el uso; 
y c^n respecto a los materiales de construcción destinados a 
tas mismas obras serian justipreciados 1 de acuerdo con el 

flor de adquisición, debiendo tenerse en cuenta los gastos 
conservación ( | e dichos materiales, maquinarias, etc. 

b) Resolver si la provincia debe los intereses desde la 
suspensión de Ids obras det Canal del Norte, hasta la fecJta 
en que se dicte la sentencia arbitral, tomándose pe»' base jiar.i 
el cómputo de dichos intereses el monto de la suma que arro- 
jen los materiales, útiles, etc.. destinados a aquellas obras. 

t) Tomar «uno liase para el arreglo definitivo las me- 
diciones hechas por la comisión presidida por el ingeniero 
]>e Madrid y aprobada \*tr decreto del Poder Kjecutivo fecha 
22 ile Noviembre de y conio precios de trabajos de ex- 
cavaciones efectuadas, lf« siguientes: jwr metro cúbico no 
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luirán ser mayores ni menores de $ o.86. 0.83, 0.87 y asi 
centavo*. 

Que de conformidad con las bases precedentes formu- 
lo ante el Poder Ejecutivo con fecha 18 de Agosto de 1913 
los reclamos que tenia contra el mismo, enumerándolos pro- 
lijamente: y el Gobierno a su vez por decreto de 17 de Sep- 
tiembre del mismo mu, procedió a aceptar unos reclamos y 
a rechazar otros con 5o cual quedan»» cumplida* la* ba- 
ses estipuladas, y después de la presentación de los memo- 
riales respe c ti vo s en aptitud los arbitros arbitradores |»ara 
resolver lo que correspondiese. 

Que los arbitros fueron por su parte el oxtetor don Usan- 
dro de la Torre, por parte tic ta provincia el doctor don Knrique 
García Merou y como tercero el doctor don Carlos Rodri- 
gue* Larrcta, 

(Jue en el laudo pronunciado se dejaron sin resolver las 
siguientes cuestiones que planteó: 

La primera, pidiendo indemnización de ciento cuarenta 
mil doscientos pesos moneda nacional por los perjuicios con- 
siderables y las consiguientes pérdidas de material arrastra- 
do por las aguas en las crecientes que se produjeron en T906. 
IW y '91*. «n ÍM r'm* Paraná. Arrecifes y Salto y por 
revestir tales crecientes el carácter de extraordinarias. 

ta segunda, reclamando en concepto fie indemnización 
por la sus{»eruMÓn de las obras que estaba ejecutando ordP- 
itada por el Ckibicrno. la suma de doscientos veinte mil qui- 
nientos treinta y siete |»esos c*>ji cuarenta centavos. 

l,a tercera, reclamando ciento veinte mil pesos moneda 
nacional por daños y |ierjuicios en que ha incurrido respecto 
de terceros, o sea con los subcontratístas con quienes convi- 
no tralia jos para la mejor ejecución de las obras, suministro 
de materiales, etc. 

Que tas tres cuestiones precedentes quedaron sin re» 
solverse por que el arbitro doctor de la Torre, en cada una 
fie ellos consideró que 110 pertenecían al número de las que 
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dé% resolver el tribunal, en ra: tu .le no estar comprendi- 
das entre las sometidas a su decisión, no obstante la opinión 
en coiitrari„ del doctor García Meron. quien destines di es- 
tudiarlas se pronunció |>or su rechazo; y parque el tercero 
sin reparar en la desideucia fundamental* de ambos arbitros, 
se adhiere a los votos de dichos señores en vista deí resultado 
idéntico a que llegan en sus conclusiones, conclusiones que no 
leudo las mismas tamjjoeo resulta serlo su resultado, en cuyo 
caso la adhesión que se insinúa y el voto del tercero deja de 
hacer mayoría y pierde por esa causa toda su eficacia, dejan- 
do asi en pié dichas cuestiones, sin solución en consecuencia 
y en libertad al exponente |>ara repetirlas y hacerlas valer se- 
gún viere convenirle. 

Que indejiendientemente de las cuestiones precedentes la 
Provincia de Bttenos Aires te adeuda por concepto de exca- 
vaciones en la segunda sección de las obras 1.124,578 m». 
sobre los cuales se limita a cobrar en vez de su integridad 
un [5 o!o que es el mismo que reconocieron los arbitros sobre 
2.099.859 m. i va pagados \ lew que reducidos a la propor- 
ción indicada hacen nn total de 168.400 m». que apreciados 
ü razón de S 0.71. cada mío, como lo estimó el arbitro ter- 
cero en el reglón de que el actor hace mérito y que acepta 
para simplificar cuestiones, hacen S^iifn. 1 10.564,' que le adeu- 
da la provincia y debe satisfacerle con más los intereses y 
cosfas. Articulo 022 del Código Civil. 

í>e le adeuda también $ 43. #3.70 m|n. (jor las mer- 
caderías que hizq despachar con destino a las obras en la 
Aduana y libres fie derechos, reclamo que fué sometido a 
los arbitros bajo e| 25 de sus reclamaciones. 

Que el arbitro iloctor de la Torre se limitó a estudiar 
ta cuestión bajo la faz únicamente det reclamo sobre ta boní- 
ticación que él pretendía de los derechos de Aduana X de 
los cuales fué exonerada la provincia, haciendo caso omiso 
de las jiartidas de gastos reclamados por despacho de esa mer- > 
cadena que son bien distintas jior estar constituidas por suel- 
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dos al empleado Enrique Fincan i. encargado de la tramita- 
ción de tus cx]>cd¡cntcs relativos a la liberación de |ps de- 
Fechos en L*a Ilata y gastos de viajes a razón de S 180 men- 
suales desde Septiembre de KJ04 hasta Octubre de ii)afi; pa* 
gbs al despichante de Aduana Víctor Olivera. |ntr sellos, de- 
rechos de guinche, almacenaje, eslingaje, comisiones, etc. se- 
gún resulta de los comprobantes qUe oportunamente acom- 
pañara, vi itaiida en consecuencia |ior el rechazo de lioninVa- 
eión de los derechos cíe Aduana. |«>r considerar «¡no esa cues- 
tión no estaba sometida a la decisión del tribunal arbitral, sin 
tomar en cuenta para nada el reclamo relacionado con Ins 
gastos. 

One el ductor García Merou. disiente sea una cuestión 
ajena al tribunal., sigue al estudiarla el misino sistema adop- 
tado por, el doctor de ta Torre y se pronuncia, no gustante, 
pur el rechazo total de la reclamación, incluso los gastos de 
desiiacho, sin embargo, de omitir tomarlos en con si de ración y 
reducirse simplemente a insinuarlos al final de su voto, omi- 
tiendo a mi res|K'eto toda apreciación. 

fjne el arbitra tercero se pronuncia diciendo: Chie pues- 
to que existe mayoría de votos en el tribunal sobre esta cues- 
tión, sólo le resta añadir el suyo a los votos anteriores, lo eme 
nada soluciona, dejando eif pie su reclamo. 

(Jue se le adeuda también el saldo del transporte liquidado 
que asciende a S 1.445. a ««lita del cual se le hubo 

entregado jksos 1 . 1 1 ¿,t)i 1 .60 mjn. y cuyo saldo asciende en 
consecuencia a S 331.610.77 que la provincia delie satisfa- 
cerle con más los intereses de la mora, {artículo <U2 Código 
Civil) y costas. 

One esta cuestión rio fué sometida a arbitraje por no 
existir disconformidad y ser lo liquidado por la Comisión de 
Voc.flcs designada |>or el Gobierno y presidida por el inge- 
niero De Madrid, de manera que a su alredeiior no eatie con- 
troversia de ninguna especie. 

Oue se expresa así jorque es el resultado de la liquida- 
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cii'm practicada por la Comisión de Vocales del Consejo de 
Obras Públicas del Departamento de Ingenieros, presidid» |jor 
el señor Knrique 0é Madrid y aceptada por el Poder Kje- 
culiyo según decreto de 22 de Noviembre de kjoo. siendo 
esa la cansa por la cual no se sometió al arbitraje. 

Qík finalmente se le, adeuda por las obras de tos muelles 
en Puerto [.avalle. Arrecifes y pítenle Andmde la suma de 
$ 10.. 404. 77 '"i"- 

Que en mérito de lo expuesto y fundamentos de hecho 
y de derecho (pie aduce, pide se condene a la provincia de 
Buenos Aires por los cont-ejitos expresailos a pagarle la suma 
de nwvcientas noventa y un mil ochocientos sesenta y siete 
pesos con sesenta y r«arrí» centavos mmeda nacimai, con 
más los intereses legales correspondientes y costas. 

Acreditada la jurisdicción originaria del tribunal, citada 
la provincia y corrido traslado le la demanda, su representan- 
te contestó exponiendo: 

Chic con el objeto de liquidar entre la provincia de Hue- 
llos Aires y el señor IX'Hlippi. todas las cuestiones pendientes 
y que derilwn del contrato que menciona en el párrafo I de 
su demanda. Se convino someter sus respectivas diferencias 
a la resolución de un tribunal de arbitros arbitradores. 

í¿uc previa la tramitación correspondiente Se estipuló el 
compromiso arbitral qtue fué elevado a escritura pública el 10 de 
Julio de n>i3- estableciéndose que el Poder Ejecutivo "resol- 
vió con feeba 28 de Mayo del corriente año. aceptar la pro- 
puesta de| señor Defilippi de someter a un tribimal de arbi- 
tros arbitradores las diferencias y reclamos que quedan pen* 
du ntes entre In provincia y el contratista después que éste 
baya formulado su reclamo de furtivo en la forma que surge 
de las lases por él propuestas y de las observaciones hechas 
por el Fiscal de Estado ¿ y más adelante "Por tanto el señor 
Coberuador a nombre de la Provincia por una parte y el se- 
ñor Luis IX'ñlippi iior la otra declaran: que a efecto de que 
este acto revista ía forma legal que corresponde, reducen a 
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escritura pública el compromiso arbitral que b;m celebrailo 
jiara resolver todas fas diferencias que surjan de los reclamos 
que deberá presentar, etc.". 

Que de todos los antecedentes que si refieren a la for- 
mación del tribunal arbitral se desprende clara y netamente 
el propósito de resol ver todas .las cuestiones provenientes de 
la suspensión de las obras del eanal. de modo míe no quedará 
ninguna otra reclanmción posible después del fallo que las re- 
solviera, 

Que es jior esto qtte el articulo tea-ero del compromiso 
dice: -"'Fura precisar las disidencias o reclamos que deberán 
ser sometidos al tribunal de arbitros o arbílradores. se pro- 
cederá en ¡a siguiente forma: el señor Detilippi formulará a 
la mayor brevedad jtosiblc ante el Poder Ejecutivo todos ¡os 
reclamos a que creyere tener derecho: y éste después de los 
trámites que sean riel caso los aceptara ti desestimará en todo 
o en ]Kirte". 

One en la escritura repite lo mismo y por lo tanto los 
f|uc en esa oportunidad no se formularan ya no podrían ha- 
cerse valer más adelante. 

Que el compromiso determina la forma de tramitar es- 
tas reclamaciones y como todas las que presentó compren- 
diendo treinta y un capítulos distintos, fueron en general re- 
clmzailas |*>r el Poder Kjeeutivo. el tribunal arbitral resolvió 
t< miarlas todas en consideración y .sobre todas existe el fallo 
corres ¡jondi ente. 

Que si alguna duda pudiera quedar elta se desvanecería 
en presencia del articulo 10 del compromiso que dice: "Pro- 
ducido el latido, él será comunicado dentro de cuarenta y 
Ocho lmras a las partes; y los saldos que resulten a favor de 
ellas, serán cancelados por medio de una letra a noventa 
días de plazo". 

Que de acuerdo con esta cláusula los arbitros procedie- 
ron a determinar el saldo, eoiisistenlc cu la diferencia que 
había curre las sumas reconocidas al señor Defilippi. por con- 
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«pro ilc tullís sus reclamos hechos y tramitados en la forma 
indicaita y las cantidades que tenía recibidas por el GÓhjérno 
de la Provincia. 

<Juc así el doctor de la Torre fijó mi saldo a favor de 
iXhhppi por la cantidad de $ 1.857,805.52 -~ el dwtor Gar- 
cía Afcroii uc«* fw.075.50 a favor fie la Provincia, v el ar- 
bitro doctor Rodríguez Larreta, estableció el saldo definitivo 
de $ 857,8.1270 mjn. a favor de DefiHppi, diciendo que "es 
sabio que resulta a favor delempresario DefiÜppi como liquida- 
ción definitiva de cuentas con motivo de la ejecución de las obra* 
del Canal del Norte.,.'' 

yuc las cuestiones que plantea la demanda liajo las le- 
tras a. Ij y c. capitulo IV de la misma, han sido considera- 
das y resueltas por el tribunal arbitral. rechazámtolas en ab- 
soluto. 

ptó el doctor de la Torre votó por 8Ü rechazo fundán- 
dose en que eran ajenas a la jurisdicción del tribunal arbi- 
tral; el doctor García Merou votó también por su rechazo 
jwr considerarlas improccdeihes y el arbitro tercero, doctor 
Rodríguez birreta, también votó potqjite fueran descebadas 
en vista de que aunque por consideraciones distintas ambos 
arbitros concuerdan en mi voto negativo. 

Que tan es así que al formular sus respectivos sabios los 
tres Arbitros excluyen las sumas eme por estos conceptos re- 
clamaba el señor l*nlippi ( y es por esta razón que el terceto 
ha |xxhdo fijar la suma que fijó, diciendo que era la liquida- 
ción definitiva de cuentas, con motivo de la ejecución de las 
obras de! Canal del Norte. 

Que las reclamaciones que formula en el capítulo V de 
la demanda que contesta, no han sido formuladas en la 
oportunidad que determina el art 3* del compromiso arbitral 
o estaban cómpremelas en los estudios y cálculos hechos 
por la comisión de uvales presidida t*>r el ingenien» Pe Ma- 
drid, a que se refiere eF punto O del artículo 7 del compro- 
miso arbital: cláusula según la cual se acordó "tornar como 
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liase pitra el arreglo definitivo la* medidas hedías por la Co- 
misión, presidida \*íT el ingeniero IV Madrid y aprobadas 
|* *r el decreto dd l*oder Kjeeutivo. fecha 22 de ¡Síoviembrc 
de i<(fx>, y eomn precios de trabajos de excavaciones efec- 
tuadas, los siguientes : por metro cúbico no ixxliau ser ma- 
yores ni menores de pesos moneda nacional óchenla y seis 
venta vii*. y ochenta y tres centavos y ochenta y siete centa- 
vos y cincuenta v nn centavos". 

Que esta comisión hizo Unías las mediciones dé la tota- 
lidad fie las obras hechas, calculó sus precios, determinó la 
suma definitiva que correspondía alionar al contratista, I;j 
resta «le lo que la provincia había armado al señor IVfilippi, 
en vtrtltd rlc certificados provisorios y estableció mi saldo de 
S 775.777,1,1 a favor del fisco, como podrá verse en el resu- 
men general de las obras que indica. 

Que para «le terminar este saldo se acreditará al señor 
Detilippi todas las sumas que le pudieran corresponder por 
cualquier concepto, excavación. trans portes, etc.. como cons- 
ta en los cuadros respectivos, de modo que este saldo es el 
que proviene de la liquidación total de las obras realizadas 
por el sefn ir IViilippi. deducido de las sumas rpie había ]>er- 
cibido en virtud de los certificados provisorios. 

Que este saldo es el rjue los tres arbitros han tenido en 
vista, como que a ello los obligaba el inciso c. artículo 7 del 
compromiso arbitral para establecer el cargo que la provincia 
hacia al señor I>cfi1ippi y con el objeto de dctcrniniar "él sal- 
fin final y definitivo que hts arbitros debían fijar según el ar- 
tículo 10 del compromiso arbitral. 

Que ta suma de S 1 . 1 36 .5 2$.$) en que los arbitros esti- 
man el cargo de la provincia contra el señor Detilippi. inclu- 
ye el saldo de S "75777. U. (juc corresponde a los trabajos 
basta el certificado *íj v las sumas que esta Corte mandó pa- 
gar al actor por sentencia que se registni en el lomo TÍT. 
página ^75 de tós fallos y que corresponde a fas certificados 
30 id 3$' 
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Que como s e vé, no hay trabajo alguno que no haya sido 
I*ga<b al señor Defilippi, ni hay reclamo hecho oportuna* 
mente que no haya sido resuelto por el tribunal arbitral, jus- 
tificando así la defensa general que formula negando los he- 
chos en que se apoya la demanda y cuva prueba corre a car 
go exclusivo del actor. 

Que el fallo del tribunal arbitral ha liquidado tocias las 
dtferencias de] actor con la Provincia y ha determinado el 
saldo a pagar: y que la demanda que se inicia no obstante 
aquella sentencia arbitral <lebe ser rechazada, como lo soli- 
cita con expresa condenación en costas. 

Abierta la causa a prueba se produjo la que expresa el 
cerhñcaílo de fojas 22$ y habiendo las partes hecho mérito 
de la misma se llamó Autos para definitiva. 

Y considerando 

Que con arreglo a lo dispuesto por el artículo 1197 del 
Código Civil, las convenciones hechas en los contratos for- 
man |iara las lurtes una regla a la cual deben someterse 
como a la ley misma. 

Que según aparece en los documentos corrientes de fo- 
jas 4 a 69 y especialmente en la escritura pública de fojas 64 
del expediente arbitral, agregado sin acumularse, el señor 
Defilippi contratista de las Obras fiel Canal del Norte, con- 
vino con el Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, resol- 
ver |*or medio de un tribunal arbitral las diferencias susci- 
taos j»or ¡a liquidación definitiva de las obras efectuadas, 
lo que se autorizó por la lev de 11 de Mayo de ion — fo- 
jas 42. 

Que* a tal ñn debía dicho señor Defilippi, formular a la 
mayor brevedad ante el Poder Ejecutivo todos los redamas n 
que creyere tener derecho, y éste aceptarlos o rechazarlos en 
todo o en parte 1 fojas 66. estipulación 3". }. 

Que si el señor Defilippi no se conformaba con jó re- 
suelto por el Ptater Kjecutivo debía hacerlo saber dentro de 
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los diez días de notificado de la resolución fiara que éste ci- 
tase a los arbitros que constituidos en tribunal dictasen sen- 
tencia cu el plazo al efecto señalado. 

(¿ne producido el caso de desconformidad de Derilippl, 
con el decreto corriente a fojas 120 del expediente ya dicho 
y llenados los trámites convenidos, se constituyó el tribunal 
que lamió a fojas 266. 

Que la parte dispositiva de esa sentencia ti rutada ]*>r los 
arbitros, declara que: "Lauda lijando en la suma de ocho- 
cientos cincuenta y siete mil ochocientos treinta y dos pesos 
con setenta centavos -moneda nacional (857.832,70 $ mjn.) 
el saldo que resulta a favor del empresario DcBlippj, como 
liquidación definitiva de cuentas con motivo de la ejecución- 
de las obras del Canal del Norte, debiendo ser cancelada di- 
cha suma |*or medio de una letra a noventa días de plazo" 
I fojas 351 vta.). 

Que la demanda se funda en que los arbitros dejaron sin 
resolver o mejor dicho no liay resolución acerca de los re- 
damos a que se refieren los puntos a. b. c. del compromiso y 
omitieron asimismo considerar sai reclama, sm resolverlo 
también acerca de las mercaderías que hizo despachar con 
destino a las obras en la Aduana y libres de derechos, recla- 
mo que fué sometido a los arbitros bajo el número 25 

Que fiara motivar sus afirmaciones expresa Dctilippi, 
que el arbitro doctor de la Torre |>or él designado, desestimó 
lo referente a dichos reclamos jnir no considerartos compren- 
didos en el compromiso arbitral y |*>r error en lo del número 
¿5: el arbitro doctor (íareia Mcrou, designado por el gobier- 
no, tos rechazó asimismo |K>r juzgarlos indebidos, y el doctor 
Rodríguez I .arrota, contó tercero, se adhirió ai rechazo con- 
siderando t*n le» substancial que los dos primeros llegaban a 
un resultado idéntico. 

Que además se formulan otros reclamos |>or sumas de 
dinero procedentes de tas mismas obras, porque no fueron 
comprendidas en el arbitraje y el actor considera poder de- 
mandarlas en la forma que lo hace. 
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Que respeto (le k» primero debe observarse que el voló 
del arbitro teatro dejó solucionadas las cuestiones propues- 
tas al prenunciarse por su rechazo con ñrescmdencia de los 
motivos que para ello invocara, porque, aún aceptando que 
sus expresiones fuesen dudosas, debe entenderse «uc solucio- 
naba las dificultades propuestas ya que su misión era resol- 
ver las diferencias y porque si se entendiera que tales pun- 
tos quedaban fuera del compromiso, no podía resolver sobre 
ellos en ninguna forma con arreglo al convenio celebrado 
(Fallos, tomo 15. página 247). 

Que en la interpretación de lf* documentos según se ex- 
presa en el fallo antes citado, debe' estarse por el sentido que 
asegure su validez y perfección. Por consiguiente, en la in- 
terpretación de un laudo debe estarse por el sentido que deja 
resueltas todas las cuestiones sometidas al juicio de los arbi- 
tros y no por aquel que dejaría algunas sin resolver; y aún 
en la duda debe estarse a lo más favorable al demandado que 
procura en e| caso evitar un daño y no al que quiere sacar 
ventajas. 

Que ta liquidación de cuentas se hizo con arreglo a lo 
resuelto |*>r los arbitros en las partidas en que estuvieron 
conformes y en las que no lo estuvieron, con arreglo a lo re- 
suelto por el tercero al adherirse a lo laudado por alguno de 
aquellos, prescindiendo de las razones en que dicho tercero 
se hubiese fundado (Fallos, tomo 24. página 266). 

Que un laudo dictado formando tribunal y firmado por 
todos prueba su parecer conforme con las conclusiones del 
fallo y termina la cuestión reglando según dichas conclusio- 
nes los derechos de las partes. (Fallos, tomo 77, página 167). 

Que habiendo quedado el 1ai*lo consentido y ejecuto- 
riado, la pretensión de aumentar la partida que se declaró li* 
quietación definitiva, importa en realidad observarlo, lo que 
no es admisible. (Fallos, tomo 26. página 272». 

Que en cuanto a lo segundo o sea las otras sumas que se 
col»ran procedentes de las mismas obras del Canal fiel Norte 
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y «me se* dicen n<> fueron comprometidas en el arbitraje, delit* 
tenerse en cuenta míe con arreglo a lo convenido entre la 
Provincia y Dcfrli|)pi. este debía formular como queda ;mt*)> 
dicho, to«los los reclamos que tuviese que hacer ]tor la razón 
dicha: y debe estimarse en consecuencia, con arreglo al ex- 
presado convenio que no las estimó procedentes cuando no 
las consignó en el tiempo hábil para ello, porque de lo con- 
trario el laudo consentido no habría liquidada definitivamen- 
te como dice las cuentas de las obras del Canal del Norté. 

Por estos fundamentos se absuelve a la Provincia de 
Buenos Aires de la demanda interpuesta, siendo las costas a 
cargo de la parte actora. >Notifiqucsc con el original y repues- 
tos los sellos, archívese. dcv-»l viéndose los expedientes agre- 
gados sin acumularse. 

A. Bkkmkjo. — Nicanok Qi DEL 
Solar. — D. R. Pa lacio. — 

J. FlíU'RROA AH'OKTA. 



¿Sociedad A, L, híaraini y Compañía, cuntirá la provincia de 
Buenos Aires, por daños y perjuicios. 

Sumario: Tratándose de obligaciones de dar sumas de dine- 
ro por obras hechas i*n virtud de un contrato, debe enten- 
derse regido e| casi», en cuanto a los efectos de la mora, 
por lo dispuestn en el artículo O22 del Código Civil, y 
sólo procede a titulo dt* daños y perjuicios el pago de 
intereses, y no los jxt juicios emergentes de susfwii- 
siún de otros contratos, de disminución de crédi- 
to en los Raucos, de diferencia de cotización tic em- 
préstitos, de la paralización de todo trabajo y de ta falta 
de dcvodtición de garantía, que quedó definitivamente 
solucionada al hacerse la liquidación total de la deuda. 

Caso: Ijo explica el siguiente: 
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V 

i»K tniiTl-: SUPREMA 

Ato. Kmitmtn ti tm |«T. 

V vistos : estos aillos fie los míe resulta : 

; ííi Sociedad A. U Alaraini y Compañía demanda al 

Gobierno de la provincia de Unen*»* Aires por indemniza- 
ción <le daños y perjuicios i|ue afirma se le han cansado y que 
estima en la suma de seiscientos setenta y «icho mil setecien- 
tos diecinueve pesos moneda nacional, pidiendo además se le 
condene al pago de las costas del juicio. 

Cimio fundamento de la demanda deducida en el escrito 
de fojas 18; entre otras consideraciones se exjjone: Oue con 
fecha 15- de Junio de 1912 y previa licitación contrataron con 
la Municipalidad de La Mata, administrada entonces |H>r el 
Poder Ejecutivo, doscientos mil metras cuadrados de pavi- 
mentos de aquella ciudad. ini| criando más a menos la suma 
de cinco millones. ocliocienti* mil setenta y ocho ¡jesos. cuyo 
pago según las cláusulas del pliego de condiciones y las orde- 
nanzas números 257 y 205. delna verificarse, una tercera par- 
te por cuenta de la Municipalidad y las otras dos terceras 
jarles por la de los propietarios sobre las calles* de ambas 
aceras. 

ÍJue terminada una gran |>arte de estos pavimentos v cuan- 
do llegó para tos propietarios el momento de pagar se produje- 
ron diversas manifestaciones de protesta por el sacrificio des- 
pro i *»rciona<ln míe se les imponía con relación a sus fuerzas 
y al valor de sus fincas y «ue estas manifestaciones llegaron 
a ser venaderamente premiosas y pusieron al Gobernador de 
la provincia y al Comisionado Municipal en situación de soli- 
citar de los demandantes la suspensión de las ejecuciones que 
se habían obligado a iniciar prometiéndoles arbitrar una so- 
lución fjtie conciliára todos los intereses. 

Que con tal motivo, la legislatura dictó la ley de fecha '» 
de Knero de 1913. propiciada |>or el Poder Ejecutivo, ley por 
la que se le autorizó a contratar un empréstito de cinco mi- 
llones cincuenta mil ppsos moneda nacional con destino al 



pago de torios lo* pavimentos que «fría servido po* los |m> 
pictarios. 

Que t a empresa exigió del Poder Ejecutivo que en cum- 
plimiento de ta mencionada ley contratase el préstamo que se 
te había autorizado y le pagase las sumas «pie se le adeudaba, 
declarándose entonces publicamente ]ior el Poder Ejecutivo 
que sólo accedería a la emisión del empréstito en caso de |io- 
derlo realizar al tipo neto de «>3 ojo Uhre ilc toda comisión y 
gastos. - 

* Que colocada en una situación extrema y tratando do sal- 
var su crédito comercial, la empresa logró acordar las con- 
diciones de un empréstito con la casa Bracht y. Cía., al tipo 
vigente entonces cubriendo la enorme diferencia hasta el exi- 
gido por el gobierno, entre el Q2 o|o equivalente de 115 a t)6 
por ciento. 

Que rtó obstante las estipulaciones om venidas jiara ta reali- 
zación del empréstito, los antecedentes de ta negociación v 
liw sacrificios de la empresa i«ira obtenerlo, el gi>bierno <le ta 
Provincia no cumplió su conven io y i»agó únicamente cotí 
atraso los * certificado* hasta el número 14 inclusive distra- 
yéndose indebidamente tos fondos que se percibieron |ior 
■oncepto del empréstito y sus esfuerzos, sin atenderse pro- 
testas y reclamos de la empresa, la que se vio obligada en 
Septiembre del año 1914 a ocurrir ante ta Corte de la que ob- 
tuvo un mandamiento ¡»or la suma ele 1.048.177 |tesos con 
setenta y tres centavos por certificados atrasado*, ¡«ra cuyo 
pago se estipuló el convenio que expresa el acta de fecha 
27 de Octubre del mismo año. en el que *e dejaron a salvo 
los derechos de la empresa respecto al reconocimiento de tos 
daños y perjuicios ;i -que se refiere el capitulo II de ta de- 
manda. 

Que |jor lo que lince al derecho que tiene la empresa para 
exigir el pago de los perjuicios que sostiene tía sufrido se de- 
duce de las convenciones formuladas entre el Gobierno y la 
empresa al proponer ésta las bases primera y segunda de su 
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propuesta de 2 3 ile Mayo de ,«,,3. )as qlK . ;i] 1Hír e , 

gobierno tienen la fuerza de ..na ley y sir violación e.i el he- 
cho de destinarse los fondos ingresados con motivo del em- 
préstito aiwrtadiw en virtud de sus sacrificios, constituve la 
base de l a respomahjtidad en <,ne aquél ha incurrido, así 
como ta obligación de reparar los |>erjuicii>s v de repetir las 
ventajas que a ese solí» título le acordaron, invocando al efec- 
to las disecciones del Código Civil oye cita en su favor, y 
repitiendo que el gobierno no lia cumplido con la obligación 
estipulada cri el articulo 2." de las bases mencionadas v acep- 
tadas por el decreto de emisión del empréstito, según ¡as que 
debió la sustitución del depósito de garantía v pagarse las 
sumas ingresadas con motivo del empréstito, contra presen- 
tación de fos certificados, 

Después de otras consideraciones concluye manifestando 
que el daño en el casi» consiste en el perjuicio sufrido, equi- 
váleme por una parte al inútil sacrificio de su propio pecu- 
lio que hicieron fiara colearse a la altura de las exigencias 
del Gobierno, y por la otra a las ganancias de que interior- 
mente se le privó a la empresa 1 x>r falta de capitales, de da- 
nos sufridos que coinciden con la definición legal establecida 
por el articulo i.c6y del Código citado. 

Corrido traslado de esta demanda, el representante fie la 
provincia niega los hechos en que aquella se apova v que 110 
«incuerden con la exi*>sición ír u e formula en su escrito de 
contestación de fs. 41. en el qtie sostiene: Que los contratos de 
pavimentación a que alude la demanda fueron convenido^ por 
los actores con la municipalidad y que por lo tanto las accio- 
nes relativas a su cumplimiento o a su inejecución no pueden 
dirigirse contra la provincia, 

Oite las relacioues que emergen de lá ley de y de Hne- 
ro de 1913; propuesta «fe 23 de Mayo y decreto de 27 de 
Mayo del mismo año son de carácter exclusivamente finan- 
ciero y obligaciones que se refieren al modo de pagar las deu- 
das |>or afirmado, obligación a que puso término el convenio 
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de 27 «le Octubre de 1914 celebrado entre los actores y el 
Ministerio de Hacienda. aprobado pt»r decreto del ¿H del mis- 
mo mes en el que se acordó ta suma total a legarse j»or ca- 
pital y i»r intereses moratoria. 

yue la cancelación de la deuda e$ completa y que las 
reservas a que se almle en et convenio y en Ta demanda no 
tienen fundamento legal alguno sosteniendo que la disposi- 
ción del articulo 622 ilel Código Civil y la (Hila que explica 
la doctrina eximen de toda discusión. 

Qiie tratándose de entregar sumas de dinero, no hay más 
danos y perjuicios que los intereses convenidos o fijados ju- 
dicialmente, y que habiéndose establecido en el caso los que 
debían pagarse ninguna cuestión lia quedado pendiente y es- 
triba muv en líf razón v en la doctrina él Ministro de Hacien- 
da cuando manifestaba en la cláusula 3." "que al pagar estos in- 
te roses consideraba que ellos representaban la única remu- 
neración a <|itc tenían derecho Ids se ñores Marnini y conq Mi- 
nia l*>r daños y perjuicios debidos al atraso de los pagos''. 

¡después d<" otras consideraciones con rcsjiecto a lo ale 
gado en la demanda, expone en resumen, que niega los hechos 
y alega como defensa la falta ele acción para los daños y 
perjuicios que se hacen ilerivar del contrato celebrado por los 
actores cprt la municipalidad : que en lo que se refiere a las 
obligaciones que surgen jiara la provincia de la ley de o, de 
Ktiero de 101, V y decreto citado de 27 de Mayo del mismo 
año. ppQnc como defensa el convenio de 27 de Octubre de 
|<M4 que liquidó todas las cuestiones sobre reíanlo en el cum- 
plimiento de esas obligaciones y que por lo que hace a las 
indemnizaciones que se quieren hacer derivar de hechos ilí- 
citos, invoca en su favor el artículo 43 del Código citado y 
la jurisprudencia que amparan a la provincia, por todo lo 
que píele el rechazo de la demanda con costas. 

Recibida la causa a prnelia por el auto de fs. 44 y pro- 
ducidas las que expresa el certifica! I> > fie fs. H»2. se llamó 
autos para definitiva después de agregados lo* alegatos pre- 
sentados por las partes. 
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V considerando: 

|*ra que sea fero^enj| „„ n jfrpáéá |>or daños y 
mmfa^m necesario que el que la intente <lcniuestre si) 
™ ;| st,r S#?NP* y ] a realidad o importancia de 
^danos y perjuicios sufridas, i Fallos, tomo 67, página 

Que en el ,W«v i ¡( reparación qm se reclama, ha tra- 
tado de funclarse. no en las diaposiciones relativas a los lu- 
chos jhcitns qiié no son aplicables a los hechos o las omi- 
mm en el cumplimiento de l as oblaciones convencioná- 
teSi según el artículo 1.107 del Código Civil salvo el ca«=o 
de exec|x,oii previsto en el mismo artúmlo. sino en la* pr¿r- 
l^íes relativas a las mencionadas obligaciones. 
(Fallos, tomo 74. página .1*1. considerando 5,"». 

Que examinando las constancias de autos, resulta que eí 
í .obumo de la Provincia de Buenos Aires se obligó a limii, 
dar c< t mp!etamente las cuentas provenientes del adoqui- 
nado ,p,e con la municipalidad de I,a Plata habían contra- 
tarto los actores. 

íjuc a este fui fe celebró en 27 de Octubre de 1014 cutre 
el Ministro fie Hacienda de la provincia por uña ,>arte y los 
señores A. L. Maraini y Ci,.. |i¿r la otra ol convenio' «uc 
expresa el acta de fs, ijf . 

íjue de los términos de este convenio se deduce míe el 
r.ob,en>o hübfa tomado a s « cargo la liqnidación completa 
de las cuentas provenientes del adoquinado que con la Muni- 
cipalidad habían contratado los empresarios A. L. Maraini y 
ConuKiñia. siendo entonces acordada la suma total .pie debia 
pagarse jior capital y por intereses moratorios y puesto tér- 
mino también a Mas las reclamaciones procedente* de fas 
obligaciones contraidas por el Gobierno. 

Oue asi resulla, en efecto, de lo expuesto en la eláusu- 
, f? V de declararse por el representante 

del t .nbienu. en cuanto al interés de las sumas adeudadas une 
el maximun oue alcana sería el 8 o[o y de discutirse otros 
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¡Hintos. Sf convino en la liquidación definitiva do lós certi- 
ficados adeudados según los documentos originales remitidos 
\*w la municipalidad y la forma en (jue debía abonarse dicha 
liquidación en las condiciones establecidas en las cláusulas 

/ a 15- 

tjne no i ¡Instante la ca ncelación <l<* la demla que el Cr¿- 
lricrno «le la provincia sostiene haber sido completa confor- 
me a 1<>s antecedentes relacionados, la empresa demandante 
ejercitando las acciones que considera haberse reservado al 
celebrar aquel convenio, reclama la indemnización de danos y 
perjuicios qne afirma se le lian cansado que hace consistir 
los unos fie la diferencia entre la cotización del empréstito 
al tipo <le plaza y la que se exigió por el Gobierno: y Uw 
otros en liwt que Jé corresponde por id |iago del cupón se- 
mestral en la |>arte que ellos hicieron ¡ la diferencia fie los in- 
tereses ajustados por el Gobierno en el convenio al tipo de 
8 q|o y que ellos sostienen que el corriente en plaza era el 
fiel io o|o: los (pie se le lian irrogado a la empresa por la 
disminución del trabajo causado por ta carencia de fondos, y 
finalmente los causados por la falta de substitución del dqjó- 
siti» de garantía cotí títulos de la deuda, a todo lo que se ha- 
ce referencia de ís, zz a 35 del escrito de demanda. 

Qíkí desde luego procede observar que en el convenio 
mencionado se dejó establecido que el Ministro de Hacien- 
da de la provincia, textualmente: "Que estaba dispuesto a 
abonar capital e intereses a razón fiel " ojo anual ((pie se 
alimentó enseguida al H ojol. pero (pie al pagar estos inte- 
reses consideraba que ellos represen t aban la única remunera- 
ción a que tenían derecho los señores A. L. Mará i ni \ Cía.. 
|>or daños y perjuicios debidos al atraso de lt»s pago*". 

ijuv por consiguiente las diferencia de intereses y los 
demás capítulos por daños que se mencionan en la demanda 
son de todo punto improcedentes si se tiene presente lo esta- 
blecido Por las disposiciones pertinentes del Código Civil. 

(Jue a e-íte respecto y tratándose de obligaciones de dar 
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sumas de dinero por ol>ras hechas en virtud de un contato 
m& entenderse regido el casa en cnanto a los efectos de In 
mora jior Ir» dispuesto en el articulo é& del Código citado y 
que sólo procede a titulo de «taños y |*rjuieios el pago de in- 
tereses y no los perjuicios emergentes de suspensión de otros 
contratos, disminución de créditos en tos Bancos, diferencia 
de cotización del empréstito, los causados por la paralización 
de todp trabajo y |*>r la falta de devolución del depósito de 
garantía que «ruedo definitivamente solucionado al tratarse 
de la liquidación total de la deuda de afirmados (acta de fs. 
142. Fallos, mmo 111. página 375. considerando 18 v jtiri* 
prudencia allt citada ) . 

Que independientemente de lo expuesta procede obser- 
var, además, qne la propuesta presentada por los actores 
en -'3 de Mayo de 10,13 para la emisión del empréstito auto- 
rizado |»or la ley de rj de Febrero del miaño ano. propuesta 
que fué aceptada por el Gobierno de la provincia, por de- 
creto de 27 del mismo mes He Mayo de 1013. no podría tam- 
poco justificar el derecho a los llanos y perjuicios reclamaos 
en la demanda. 

■ * 

Que pot dicho convenio el Gobierno debía aricar las 
sumas procedentes del empréstito al pago del afirmado con- 
tratado |iara la pavimentación de las calles de la Capital de la 
Provincia y sólo pagó lo* certificados otorgados hasta el nú- 
mero catorce, lo que según se afirma motivó la demanda eje- 
cutiva por la suma del saldo de esas obras lo que provocó el 
arreglo celebrado en 27 de Octubre de 1914 en el que quedó 
acordada la liquidación definitiva y pago de la «leuda con el 
interés del 8 ojo anual (U, 22 >. 

One de estos antecedentes sólo residía que si efectiva- 
mente el Gobierno de la Provincia dejó de satisfacer „ deuda 
correspondiente a los certificados otorgados desde e número 
catorce al diecinueve con los fondos ilel empréstito, su respon- 
sabilklad en tal caso tratándose de nna obligación de dar 
una determinada cantidad di- pesos sólo podía consistir por to 
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que hace a los daños causados por la mura cu pago de in* 
tereses cu formo a lo establecido |n>r d articulo foj del Có- 
digo Civil citado y la jurisprudencia al respecto . 

Que por lo tanto, los disposiciones de los ariículos 508. 
513, 01 8, 747 y sus concordantes del Código Civil que se ci- 
tan coino fundamento de la demanda carecen de pertinente 
aplicación en el caso, desde c¡ue aún admitiendo e| destine» 
que* se afirma debía darse al empréstito contraído por el Oo- 
híerno mediante la intervención de ta, empresa, aprobado por 
decreto de 27 ile mayo de 1013 y la falta de cumplimiento 
a las oblaciones contraídas al respecto, el i»ago de los daños 
causados por tal motivo quedó satisfecho por ta indemniza- 
ción de los intereses acordados en el convenio ¡tosterior ya 
citado de 27 de Octubre de 1014 a que se refiere el acta de 
fojas 138, 

Que el interés del 8 <>j.> que su preterle elevar al 10 o [o 
fué aceptado de común acuerdo y sirvió de base a la liqui- 
dación definitiva como consta en la cláusula 6." del convenio 
ríe fojas r,i8, y en cuanto a la substitución del depósito fie ga* 
rantia fué igualmente objeto de un arreglo particular <\c que 
da cuenta la cláusula 15 del mismo convenio citado. 

Qué rlado lo expuesto en %wti¿ a las responsabilidades 
aceptadas |>or el Gobierno respecto de las obligaciones con* 
traída* por la Municipalidad de La Hata sobre las obras 
mencionadas a que se refiere la demanda, se hace innecesario 
considerar las pruelias producidas sobre la existencia de los 
daños v* perjuicios, asi como su importancia desde que ¡Mira 
esto habría sido necesario la justificación previa del primero 
de l"-í extremos recordados. Fallos, tonto 07. página 137. 

l'or estas consideraciones no se hace lugar a la demanda 
• Id Incida en la presente cansa, debiendo (as costas pagarse 
en el orden causado atenta la naturaleza de las cuestiones de-' 
batidas. Molifiqúese con el original y apuestos los sellos ar- 
chívese ¿ 

A. Rkrmk.io, — Xicaxok <i. nrx 

Soi.AK. — 0. l\. í\\I.ACtU. — 

J. I* un fi*«o.\ Amorta, 
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NOTAS 

Con fecha 8 de Noviembre ta Corte Suprema declaró 
m> halier litgar al recurso ile a j (elación concedido jx»r la Cá- 
mara Federal del Paraná en la ejecución seguida por d Banco 
Hipotecario Nacional contra el doctor Lorenzo J . Aquino. en 
razón de que la sentencia de trance y remate no es definitiva, 
pues la |»arte a quien afecta. |>ucde usar de los derechos que 
crea tener en el juicio corres|x>iidiente . 



En trece del mismo no se hizo lugar a la queja presenta- * 
da por don Nicanor Méndez, en autos con don Agustín Re- 
guera, sobre cobro de pesos» por cuanto al ser demandado 
ante los tribunales locales por un extranjero debía consi- 
derarse prorrogada la jurisdicción de conformidad a lo dis- 
puesto en el artículo \z ínc¡Sf> + w de la ley número 48. 



. * 

Con fecha diez y siete fué resuelta en el mismo sentido 
la queja presentada por ílon Carlos Ruschmann en autos con 
don Manuel Pascual sobre denuncio del mineral Salamanca, 
|K>r despueble y abandono, contra resolución de la Suprema 
Corte de Justicia de la Provincia de Mendoza, dad» que ésta 
se había limitado a declarar improcedente un recurro llevado 
ante ella, aplicando las leyes locales, cuya interpretación es 
ajena al recurso extraordinario previsto en el artículo \\ de 
ta ley número 48. 



En 20 del mismo recayó igual resolución en la queja pre- 
sentada por don Juan B. Lesttade en autos con la Admi- 
nistración de Alcoholes. sobre cobro de pesos, por cuanto las 
cuestiones debatidas y resueltas sobre perencíon de la ins- 
tancia y reinscripción de 11 na inhibición general de bienes, ha' 
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brían sido examinadas y resueltas por aplicación de las leyes 
procesales extrañas al recurso extraordinario interpuesto. 



lvn la misma fecha fué resuelto en análogo sentido el 
recurso interpuesto \x>t doña Adelina Lértora de Oberti en 
autos don doña Mercedes Martín y Ornar de Dubourg; por 
resultar que las cuestiones controvertidas eran sobre las con 
dicíones de 1 la cosa juzgada y por consiguiente del derecho 
común, extrañas at recurso extraordinario deducido. 

ir 

—Con fecha 20 fueron declarados bien denegados los re- 
cursos interpuestos |*>r doña Benita Herrero contra fallos 
de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos 
Aires en las causas seguidas |k>t doña Benita Cámara de He- 
rrero sobre entrega de los hijos menores y nietos de la re- 
currente en razón de que la Corte Suprema no puede re- 
visar las decisiones de la provincia respecto al alcance de la. 
jurisdicción míe le ha sido atribuida por la Constitución y 
leyes locales que le corresponde aplicar e interpretar, a l 
que se agrega (pie. si ante el juzgado de primera instancia, 
se había tachado de repugnante los artículos 18 y 31 de* Ja 
Constitución Nacional, lo dispuesto en el articulo Si 2. inciso 
3«° del Código de Procedimientos de la provincia, la deci- 
sión pronunciada al res|iecto por la Cámara de Apelaciones 
no haría procedente el recurso extraordinario interpuesto, por 
no haber sido apelada en c| término de ley. 



En veintinueve 110 se hizo lugar a la queja deducida por 
Mateo Jerkovich en autos con Kdardo V, Vela y la sucesión 
ríe Mateo Franuilich. sobre desalojamiento. ¡x>r resultar que 
la sentencia de la Cámara Federal fie Rosario se limitaba 
a declarar bien denegados recursos llevados ante ella por 
aplicación del derecha procesal ajena al recurso extraordi- 
nario. 
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En la misma fecha, fue resuelto en igual sentido el re- 
curso presentado por Serafín Fariña en autos con Jorge Es- 
calada y otro, sobre cobro ejecutivo de pesos, por no existir 
sentencia definitiva que defina el pleito, como lo requiere el 
artículo 14 de la ley número 48. 



Criminal, contra Jortjc Mica, por homicidio 

Sumario : Ks justa la sentencia que condena a la pena de diez 
y siete años y medio de presidio y accesorios legales al 
autor de un homicidio simple. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SfiN'TlíííCU PE l„A CAMAkA FKUtiftAL DE ArELACIOXES 

U PUtl, SotteiRfen W 4* IM7. 

* ■," 

V vistos estfts autos traídos |ior el ministerio fiscal en 
ablación de la sentencia de fs. 18, fpie limita la |>ena im- 
puesta al procesado, por homicidio cometido en la persona 
fie Andrés Lkxlovenco. a tres años de penitenciaría. 

Y considerando: 

Que el minisU-río fiscal la defensa y la sentencia, están 
contestes en que de autos resulta pn^bado el delito de h<*> 
inicidio y la jiersoua de su autor, «pie es el encausado Micu, 
difiriendo sólo en a] calificación legal del delito y en la pena* 
lidad que corresponde aplicar. La sentencia, adhiriendo a la 
tesis sostenida por el defensor, ha juzgarlo que el homicidio 
se ha realizado en una reyerta entre dos peones, víctima y 
victimario y que el provocador ha sido la primera, por lo que 
110 ha trepidado en considerar el delito como homicidio pro- 
vocado, aplicando e| mínimun de la sanción legal en mérito 
de la atenuante de ebriedad que computa a favor del reo. por 
considerarla también prohada. 
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ÍJtie. sin emljargo, tas breves constancias ele tos autos no 
llevan a ninguna de estas dos conclusiones. Kn efecto, Mi- 
guel Melik. testigo presencial relata que el día del delito "es- 
taba dentro de una de las carpas que tiene la cuadrilla, con- 
juntamente con Andrés Lloilovenco. Basilio Popersinik y Jor- 
ge Meikrau (o Micu. el procesado » ; que en estas circunstan- 
cias entró en la carpa este último, encontrándose sentado en 
un catre Ltodovenco, Meikrau le pegó un got|>e de puño ni 
lihdo Modovenco sin mediar palabra alguna, a lo qtte h vi. * 

tima lo tomó del cabello, y rodaron |*ir el suelo " [h. 4 

vuelta I . Por su parte Popersinick, el otro de ios ríos únicos 
testigos presenciales, declara que en una de las carpa* [le la 
01 ladrilla estalla el testigo en compañía de las dos personas 
citadas (víctima y reoí y Miguel Melik. siendo ta oración 
y "Modovenco sentado en un catre, cortando carne que había 
traído; que esta operación la efectuada con un cuchillo gran- 
de: que entro a la carpa Meikrau y le dijo a éste que dejara 
el cuchillo, pegándole unos golpes de puño a lo que Modo- 
venco le tonto del cabello y rodaron ambos ¡x>r el suelo " 

< ti. 5 vta. 1 No hay en autos testimonio alguno que des* 
autorice íbs transcriptos: y 110 obstante la indagatoria, éstos 
autorizan a establecer de un modo indudable que la provm-a- 
ción iwrlió del reo. ya (pie inmediatamente sucedió el pugi- 
lato en que fué herido de muerte uno de los contendientes, 
Q\iv en cuanto a la atenuante de ebriedad, ambos testi- 
gos afirman "que todos estaban en estado normal", agregan- 
do uno de ellos, que aunque tenían virio en poca cantidad 
para la comida, esc dia aún no habían tomado nada i fojas 
5 vuelta). 

(Jav la defensa en esta instancia ha tratado de invali- 
dar esa prueba, alegando que los testigos nó han firmado sus 
respectivas declaraciones, sin que se consigne la razón de ello, 
y que el testigo Melik. ha depuesto con intervención de in- 
terprete, sin que el procesado haya sido notificado del nom- 
bramiento de éste, privándole asi del derechn de recusarlo; 
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defectos que despojarían ;i esa prueba de todo valor legal, a es- 
tar a las preserqicíones expresas de las leyes procesales ; ¿éhfc en 
lo que respecta a lo primero. las actas de fs. 4 vta. y 5 con- 
signan que I<k testigos que allí deponen son "sin instrucción", 
lo que del* reputarse razón suficiente de que no aparezcan 
firmando ellos mismos las referidas actas, sino sólo el intér- 
prete en un easo, y un tercero, a ruego del declarante, en el 
otro, conocido como es el alcance que la ¡Milicia da a esos tér- 
minos, que sólo aplica a los analfabetos. Kn cuanto a la in- 
tervención del intérprete, la ley no exige la notificación pre- 
via al procesado del nombramiento de aquél (Arts. 303 y 252 1 
y la exigencia del artículo 3 jo, invocado por la defensa, es 
sólo de aplicación a la prueba pericial y no a la testimonial 
que es la <le que se trata. 

Que no estando probada, ni la provocación de parte <tz 
la victima, ni la atenuante de ebriedad, la calificación inte co- 
rresponde al delito de autos es la de homicidio simple, y la 
|iena que delie jer aplicada es el |jromedio de la que señala 
el artículo 17. capitulo r." inciso 1." de la ley de reformas. 

Por estos fundamentos, se revoca, la sentencia de fojas y 
se condena a Jorge Micn a la pina tic diez y siete años y 
medio de presidio accesorios legales y ocstas del proceso. No- 
üfiquése — José Afinó. — Antonio L. Marcenara. — Kn 
disidencia : K t Guido Lavaiic. 

- 

J"AU,0 DE LA CORTE SITKKSJA 

Bata» Air». NavfMbn :2 d* lti7. 

Vistos y considerando: 

One la existencia del hecho delictuoso que causó la muer- 
te de Andrés Uodovenco y la responsabilidad del procesado 
Jorge Micn como único autor de este delito, está plenamente 
comprobada como lo demuestran las instancias de autos. Di- 
ligencia de fs. 4 a fs. <j. reconocriiiientrf jjericial a que se re- 
fiere el' informe de fs. 7 y partida de ílef unción de fs. 8. 

Que resulta igualmente probada la falta de provocación 
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l»r parte dv la víctima y que por el contrario ésta fué agre* 
tiida inopinadamente en la forma que maninYstan los testi- 
gos Miguel M el ik y B, r^ipcrsinilc, cu su» declaraciones de 
fs. 4 y 5 vuelta, produciéndose nm motivo de esta agresión 
el incidente míe se siguió inmediatamente y en el que t-l pro- 
cesado infirió a Llodovenco las heridas t|ue le eausaron su 
muerte. 

Que estos testimonio» que no aparecen contradichos en 
forma alguna ni tlesautorízado» en cuanto a la verdad de tos 
liedlos relacionados, suministran la prueba de <|iie la pro- 
vocación en e| incidente mencionado partió del procesado, y 
que éste después de arrebatar a su víctima el cuchillo que te- 
nía le infirió en el corazón y diversas partes del cuerpo Tas 
heridas relacionadas en el citado informe de fs. 7. 

Que en tales condicione* el homicidio de que se trata en 
la presente causa está comprendido entre los determinarlos 
por e|' artículo 17* capítulo 1." de la ley número 4.18», delitos 
contra la vida, siendo por lo tanto estrictamente ajustada a 
derecho l-i calificación que se le ha dado, y el término medio 
de la pena que se ha impuesto al reo. 

Por ello, y sus fundamentos se confirma la sentencia 
apelada de fs. 27. con costas. Xotiquése original y devuél- 
vanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. ih*l 
Solar. 7— D. E. Palacio. — 
J. F ICU ESO a Alcorta. 



Señores finase** y Cia. t contra lindero Hermanos, sobre 

competencia 

Sumario: |,a apreciación legal de la cláusula de un conve- 
nio respecto a la prórroga o renuncia de la jurisdicción 
federal regida por la ley es|tccial número 48. no |*icdc 
e$tirtía''se como simple «aplicación de leyes de derecho 
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común de aquellas que impedirían ser consideradas \mr 
la Corte Suprema en el recurso extraordinario. 

2. u La estipulación consignada en una póliza <lc 
tamento en virtud de la cual tratándose mercaderías 
expedidas desde los puertos del Mediterráneo, las auto- 
ridafles judiciales de Genova, serán las solas competen- 
tes, con exclusión de cualquier otra para juzgar las con- 
tiendas que pudieran surgir"", no es contraria a las le- 
yes de la Nación e importa establecer una prórroga de 
los tribunales del lugar determinado para su juzgamien* 
to y ]K>r consiguiente, la falta de la de los tribunales 
argentinos para conocer de una demanda |x»r indemni- 
zación de averias. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DK APELACIONES 

Roberto. DkteBbn 14 át m<-. 

Vistos y considerando: 

Que se trata de mercadería embarcadas en (Genova con 
destino a esta ciudad del Rosario, y en la póliza de í Mámen- 
lo cuya tradución corre de fs. lofi a 112, se establece entre 
otras .consedcracionc* del transporte : " 30. Las diferencias, 
discusiones o contiendas aún judiciales, que pudieran surgir 
a la entrega de las mercaderías en América, serán arregla- 
das por los recibidores con los agentes del armador sin que 
éste deba ser o haya de ser Mamado como |*arte en juicio,. 
Tratándose de mercaderías cx(iedidas desde los puertos del 
{Mediterráneo, las autoridades judiciales de Genova serán 
las solas competentes, con exclusión de cralquíer ttra p ra 
juzgar las contiendas que pudieran surgir", 

Que de los términos transcriptos y del contexto del con- 
trato, se desprende con la interpretación más natural y lógica 
que se lia convenido entre armador y cargador someterse a la 
jurisdicción de lits tribunales de Genova para la evenluali- 

1 
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dad (|tu- motiva la demanda, como lo Sostiene el señor fiscal 
de Cámara y la liarte demandada . 

i¿uc dentro de la libre facultad de contratar, las partes 
han podido elegir para el caso, la jurisdicción de los trihtma- 
les del puerto de embarco con exclusiones de la del puerto de 
destino, sin que a ello se opongan nuestras leyes, según lo h:: 
estallido la Suprema Corte íT. 25. |)ág. 235: tomo 49, pág. 
450: tomo *k>, pág. 225 >. y habiéndose acogido a dicha con- 
vención una de las partes debe ser respetada por la otra. 

One teniendo en cuenta rl resultado de la causa en pri- 
mera instancia, y atento a la poca claridad en la redacción del 
contrato, que ha podido dar lugar a una interpretación distin- 
ta de la hecha, no hay lugar a imposición especial de costas. 

Por esto y de acuerdo a lo dictaminado jior el señor Fis- 
cal de la Cámara, se revoca la sentencia a (telada de fs. t>K a 
"2. y se declara la mccimpctencía del juez que ha entendido 
en esta causa. Si» costas. Insértese, notifiqiicsc y devuélvan- 
se al juzgado de origen, donde se repondrá el sellado. — Ni- 
colás /Vni Horros. — José del Barco, — Justo P, tuna. 

!>ALi.O UE LA CORTE SUPRKUA 

Burno» Alrt*. EHetemtwe « de 1917. 

Vistos y considerando: 

Que la apreciación legal de la cláusula de un convenio res- 
indo a la prórroga o renuncia de la jurisdicción federal regí- 
da \H>r la ley especial número 4**. UO puede estimarse como 
simple aplicación de leyes de derecho común de aquellas (pie 
impedirían ser consideradas por esta Corte en el recurso ex- 
tra" irdmarío. que se declara bien concedido < Fallo de 22 de 
•Xoviembrc próximo pasaoVi y jurisprudencia allí citada l. 

Q\k- es explicable la distinta inteligencia atribuida a la 
cláusula ,k> del conocimiento de fs. 85 ; pero si se tiene eu 
cuenta ipie el vajjxjif Sal valore dt-bía cargar mercaderías en Ge- 
nova, Río de Janeiro. Santos. Montevideo y Buenos Aires, 
k rumiando la carrera en el Kosarid de SaiUít F<$ rorrespm- 
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tk- admitir con la sentencia de la Cámara Federal del Rosario 
y i-I dictamen di* su fiscal, que en el conocimiento citado se lia 
convenido que las contiendas que pudieran surgir res|x*eto 
a la entrega de las primeras, es decir, de las mercaderías car- 
gadas en jéiiova, como la de que se traía, serían sometidas a 
las autoridades judiciales de Genova, con exclusión de cual- 
quier otra, en tanto eme las relacionadas con las mercaderías 
expedidas de los demás puertos de arribada del vapor, fuera 
del Mediterráneo, serían arregladas con lo? agentes d¿1 arma- 
dor ante los jueces del lugar de la entrega, en América. 

Que tal convenio no es contrario a las leyes de la Nación, 
según lo reiteradamente resuelto y establece una prórroga de. 
la jurisdicción de los tribunales del lugar determinado para 
stt juzgamiento, i Tallos, lomo ¿5. página 233: 41*. -úgina 450; 
60; página ¿¿¡5 ). f 

Por ello y fundamento concordante, oído el señor Procu- 
rador General, se confirma la sentencia apelada en* la parte 
que lia sído materia del recurso. Xotifíqttcse original y de- 
vuélvase reponiéndose los sellos ante e! tribunal de su proce- 
dencia. 

A. Bkumkjo. — Nicanor G. pKt 
Solar. — D. E. Palacio. — 

J. FtGL'EROA A1.CORTA. 



Doñ fíenturdo rfc Iturrasfit- contra hi prox huM de Sania Fe 
fos (taños y perjuicios. Recurso tic rectifiateum 

Sumario: Corresponde el rechazo de un pedido de rectificar . 
caeión formulado vencido rl termino del artículo 2^2 de 
la ley número 50. máxime cuando el pretendido error 
110 es de los previsios por los articulo* 2\¿ y 242 de la ci- 
tada ley. 

Cuso, Resulta del siguiente: 
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FALU» DE LA CORTE SUPREMA 

*wh Atm. Dicten*!* t> fe 1917. 

Air is y vistos, considerando: 

Que el recurso de rectificación acordad*» ]Jor el articulo 
2¿2 de l,i lev nacional de procedimientos lia sido deducido fue- 
ra del término señalado |»r ta citada disposición legal, desde 
que, según consta de autos la resolución de fs. 1-025. a que se 
refiere el peticionante y en la cjire se pretende haberse incu- 
rrido en un ernv de hecho, fué notificada personalmente y 
en la oficina en *) de Agosto último, habiéndose presentado 
el recurso mencionailti con fecha 5 del corriente mes y citan- 
do estaba ya pasado el término dentro, del cual pudo dedil* 
cirse. 

Que por otra parle el error en que se pretende se ha in- 
currido en la resolución de fs. 1.025 no seria en todo caso 
de los previstos en los artículos ¿32 y 242 ríe la eitada lev 
nacional de procedimientos según se infiere de los térmiims de 
éstos y de la doctrina que los informan, pues de otra suerte 
ellos vendría» a consagrar un recurso más amplio que el de 
revisión, y la cosa juzgada perdería su estabilidad y fiu-rza 
como se ha declarado por esta Corte. Fallos, lomo 103. in- 
gina 171, y níi. página 37. 

Que esto no obstante debe observarse que en el fallo 
de fs. <)Ho resolviendo las peticiones contenidas en el escri- 
to de fs. 825, presentado por el mismo recurrente como re- 
presentante de ía sucesión de su señor padre a la que con* 
¡üdexaba cbrresponderle los mismos derechos que tenia su 
causante para continuar en el juicio., por toítos los comune- 
ros, se dejó entonces establecido que si bien con arreglo a lo 
dispuesto por el articulo tq$$, inciso 3." del Código Civil, el 
mandato s t . ;k .aba por el fallecimiento del mandante o, del 
mandatorio. es obligación de este último, de sus herederos o 
representante de sus herederos inca («ices continuar por si o 
por otros gest ¡miando las medidas que fueran urgentes. 
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Qiw \mr consiguiente el recurrente lia (XHUdo v debido 
continuar a los fines indicados en ta representación que tenía 
sn causante como apoderado (le los comuneros de la sucesión 
de Arrascaeta en el presente juicio y dar por tanto cumpli- 
intento en tal carácter a lo dispuesto un dicho fallo de fs. <>8o 
can respecto a la unificación de la representación dentro del 
término de treinta días, lo que no resulta haberse hecho, des- 
de que los poderes presentados con su escrito de fs. 1.024 »° 
reúnen las condiciones requeridas por el fallo de fs. <jKo fura 
que se le designe representante judicial de todos los comune- 
ros, á los efectos de 'seguir el juicio de ejecución de la sen- 
tencia, como lo ha solicitado. 

Que no existe por lo tanto error alguno en la resolución 
reclamada ni puede decirse que sea de pertinente aplicación 
en el caso las disposiciones legales invocadas con respecto a la 
falta 1) nulidad de las notificaciones, puesto que el mismo re- 
currente que lo observa aparece precisamente notificado |»er- 
snualmcntc en la oficina con fecha 8 de Septiembre del año 
próximo pasado, como consta a fs. y8i vta. del fallo en que se 
ordenaba unificar la representación que pretendía, dentro del 
término de treinta días bajo apercibimiento de nombrar c¿£ 
representante el tribunal, apercibimiento que se ha hecho 
efectivo por el auto de fs, 1.025, pronunciado en 28 de Agos- 
to último, precisamente un año después de la resolución de 
fs. 980. en razón de no resultar, de los poderes acomfia nados 
verificada la representación en los términos ordenados, tomó 
queda dicho. 

Por ello, no se hace lugar al recurso deducido. líe pón- 
ganse las fojas, 

Nfcanok @. oki. Solar. — D, K. 
Palacio, — J. Fic.uKroa Al- 
CORTA. 



i 
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Criminal, o>ntra Pedro Carbond! Lérida, por homicidio 

Sumario: t," K.i & ejecución & ht th os ¡ clasifica di ts de deli- 
tos ,n prcsniiniic la voluntad criminal a no ser M u*- 
resulte una presunción contraria de las eirvunslancias 
particulares do la causa. 

3." ta confesión de un procesado solo puede con- 
siderarse indivisible cuando día eonstituve el único cío 
menú» de pruelia de la existencia de un hecho inte sin 

lialiría quedado desconocido; pero cuando e) delito 
es cutoeido p^r -ürn modo íjlie por la confesión, ésta pue- 
de dividirte y la exi^»ción alegada por el autor de el 
tiene ipie probarse. 

¿," N\> habiendo sido apelada por el ministerio fis- 
cal, corresponda confirmar una sentencia que condena a 
la pena de diez años y medio de presidio al autor de un 
homicidir. perpetrado sin circunstancias atenuantes ni 
agraviones. 

i'tw. l.o explican las piezas siguientes: 

>i \ri:\ii\ ni: i v c\.\iaka n:i>Kn\L n« .\n-;i,vcioxi.;s 

la PtiU, Mayo II de |»n. 

Vista mu eaiwi seguida contra Pedro Carbonell L a pri- 
da pc.r muera- a .Manr.» Guillen en Kí<> Gallegos, tcrriiori-i 
nacional de Santa Cruz, el 28 ,| t . I-Vhrero de hjij. aproxi- 
madamente de dos a tres p¿ m„ venida en apelación de la sen- 
tencia de fs. 378, 

Góiistderandü ; 

l. m Qtíe por el informe medico de fs. 70, certificado de 
defunción uV fe, 4 j. crinas depositadas, fs. 43 y 44, gjggg* 
di-nies p,,|icíali< |\. 1 a 8, declaraciones de testigos y demás 
actuaciones, se halla n improbado el detito. 

Qm« P'T la ctM f -siÓn de IVdro Carbone]] Laprida. 



* ■ 
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onrmt^raila con las constancias citadas, está probado igual- 
mente que él fué d autor de la herida qu¿ produjo | a mnert e 
de Mnur<> Guillen. 

$" Que tratando de justificar el acto homicida, d aeu- 
satín ha alegado la exiihente del artículo Xi. inciso 8.*' del Có- 
digo Penal por haberse hallado al otóír en citado dé legiti- 
ma defensa. 

Es al apreciar Ja prueba de esta exo^jción y de la irres- 
ponsabilidad consiguiente de aquel, qué se ha producido la 
disparidad de juicio de los distintos jueces y funcionarios 
que han intervenido en esta cansa, lo que se í-xplica ante la 
falta de prmbas directas del hecho principal, y una errónea 
apreciación de los testimonios pnvlucidos y del valor jurídi- 
co de la confesión calificada del reo en el concepto de su ¡ti- 
divisibilidad. 

+" 1.a confesión no puede dividirse en perjuicio del 
confesante, dispone el articulo pB del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal: los distintos hechos y circunstancias 
que ésta contenga no importan excepciones cuya prueba in- 
cumlta al acusado, salvo cuando [*>r la calillad de las |htso- 
nas. sus antecedentes u otras circunstancias del hecho, resul- 
tan presunciones graves en centra del confesante. Por dio 
la l»ase ile la eficacia de la calificación de la confesión a los 
efectos de su indivisibilidad, es. según la doctrina y la juris- 
prudencia, la presunción de sinceridad y veracidad del confe- 
sante, para aceptar sus dichos a falta de otras pruelms. como 
suficiente y única prueba en la causa, en mérito de la verosi- 
militud de los hechos o circunstancias declaradas por aquél, 
|n tamo no resulta desvirtuada por presunciones graves con- 
trarias. 

5" Kl procesado ha referido los hechos expresando en 
su declaración de fs. ratificaba en su indagatoria de fs. 46. 
que al i*asar el día ¿8 de Febrero de 1012. de dos y media 
a tres p. m.. |ior vi restaurant de Vicente L'glessich (ver cro- 
quis de fs. 101 vio adentro a Mauro Guillen y teniendo ne- 
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cesidad de hablarlo a fin de terminar un asunto que tenían 
pendiente, entró, pero lejos de llegar a un arregla se suscitó 
una discusión entre ellos, la que no jasó más afielante |»or la 
intervención de los presentes, retirándose Guillen de la casa, 
y momentos después el declarante. A preguntas, dice que en 
ese incidente, el no saeó anuas, revólver, y sí sólo Calillen. 
Resulta sin embargo probado que Carlmnirll l^aprida se ha- 
llaba dentro del restaurant, entrando después Guillen (testi- 
gos Kauiusseu. fs. ¿o ; IXmtíI Hernández, fs. 33 vta.. y Ugli 's- 
sich. fs. ii. testigo éste Itala) por 110 comprenderle la taclia 
del inciso 10. del articulo jjrfi del Código de Prwedimientiw. 
que se refiere al denunciante del delito en la causa ni que 
se declara >. Resulta igualmente prohado que un 'líos sacaron 
revólver, haciéndolo primero Carbonell Uaprida (Dócil Tler- 
nandez, fs. 32 vta. y l'glicssich. fs. ir). 

o." Dice el procesado que cortado aquel incidente por 
ta intervención fie los presentes, se retiró Guillen y m< .menus 
después él declarante: y al salir a la calle vió que aquél se 
encontraba más q menos cerca de la carnicería de P;.ggio 
írtl lado del restaurant, fs 19 > y desde allí le dirigió la pa- 
labra Guillen s< Hiriéndose y diciéndote: "ya hemos macanea- 
do bastante, venga vamos a arreglar tranquilamente", lo que 
el declarante aceptó, invitándolo a que caminara junto con él 
desde **jc Itujar, lo qw hicieron hasta la esquina de la calle 
Majpu luna aladra fiel restaurant, fs. 19}. Pero también 
este llamado, invitación y marcha jtiijíos desde las inmedia- 
ciones fiel mercadito, no se hallan continuados y por el con- 
trario están contradichos. 

Si bien es cierto, al respecto, que el testigo Vicente I •ti- 
chela, presentado por la defensa a fs, ¿46, tres años después 
del hech». para ser examinado por el interrogatorio de fs. 
,132 declaró allí que es cierto lo que se indica en la pregunta, 
esto es, que en circunstancias que el declarante se hallaba en 
la puerta del Bar Lozano 1 frente al restaurant l'gliessich, 
fs. 19) el jK de Febrero de lo 12. llegó Carbonell Laprida que 
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salió de aquel rcstaorani. y después de cruzar algunas pala- 
bras ófo que en ese momento fué llamado, por Guillen, (filien 
le dijo: "Venga hablaremos tranquilos", que en ese momen- 
to Guillen se hallaba parado frente al im-rcadito {al Jado del 
restaurant ). y Garbonell Laprida accediendo al pedido se re- 
unió a él; del mismo modo dice el testigo ser cierto que ai re- 
unirse ambos habla han .tranquilamente, y asi siguieron cami- 
nando hasta la esquina caite Zapiola i fs. 191. en la que die- 
ron vuelta en la dirección al frigorífico. Sin embargo, este 
mismo testigo, a fs. 39. el 3 Marzo de 1912. tres días dermis 
de los hechos, declaró que no habia oído que Guillen invitara 
a C;irl>oiif|| Laprida a que lo siguiera: que terminando el in- 
cidente en el restaurant. Guillen salió primero tomando por 
la misma acera en dirección a la plaza f. fs. 101. mientras que 
Carlioncll Laprida. que salió después, se dirigió |>ara el lado 
(pie estala el declarante en el Bar Lazcano. cruzando la calle 
y al llegar a ta misma puerta miró pan el lado de la plaza y 
emprendió marcha para est* lado |>nr !a misma acera del Bar. 
0tlfi en esc momento el declarante se entró a pagar un gasto 
y cuando salió vió que Carbonell Laprida ilia a la altura de 
la casa de Grimi ( f s. 19 ) y alcanzó a ver a Guillen que estaba 
parado en la esquina. Según éste nunca los vió juntos. La 
manifiesta contradicción fie este testigo, inhabilita en un todo 
su testimonio. Cierto es también que eí testic,-* Paul Jaitiaut. 
:i fs. ,H*J v *a- nunca citado en la causa, tres anos después del 
hecho declara como I Acheta, con arreglo a Jo que como n 
éste se le índica en el interrogatorio de ta defensa de fs. 333, 
y dice que es cierto que el 28 de Febrero de 1912. el decla- 
rante salía de la casa de Teodoro Várela en dirección al Ho- 
tel Argentino y vió a Carbonell Laprida y Guillen conversan- 
do frente al mercadito< al lado del restaurant de Ugiiessich ) ; 
se fijo en su actitud qu# era tranquila y luego continuaron 
por la* misme calle y dob' \íot la que va en dirección al 
frigorífico. I'ero este testimonio de complacencia se halla des- 
mentido por los fie lf>s testigos de la información sumarla, 
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En afecto. Alberto kamuscu u fs. ¿o, qiic se encontraba en la 
puerta del restaurant, después <le retirarse Guillen, ignorando 
que dirección tomó, vio a Carbmiell Laprida que salió des- 
pués vn dirección a la peluquería dé enfrente ( fs. 19), pero 
antes de llegar a la puerta cambió de idea y mirando |«ira el 
lado de la plaza, siguió en esta dirección» viéndolo desde ta 
puerta basta que doblaba la esquina. calle Zapiola i fs. jo\ y 
a fs, 71. dijo qUe lo vio basta ipie il>a a la altura de la casa 
de Saiz, unos veinte metros antes de dieba es(|iiina. no hi- 
biéíldolp vístti en ningún miníenlo ¡tínlQ en» Guillen. 

Kl testigo Manuel López I Jotre a fs. 11. dice que desde 
una de las puertas del restaurant a la calle Zapiola. fs. ti, 
al asomarse después del incidente allt ocurrido, vió pasar a 
Guillen en dirección a la plaza y vió cruzar bacía la peluque- 
ria a Carbonell Laprida, i|uien al llegar a la puerta de ésta 
volvió la cabeza eh dirección a la plaza, tomando inmediata- 
mente ese rumbo, , por la misma acera de la peluquería, la 
contraria de la (pie llévala Guillen: y estando aún en la puer- 
ta, oyó las detonaciones. A preguntas dice que Guillen antes 
de la mitad de la cuadra cruzó a la acera izquierda de la ca- 
lle, en la dirección que llevaba, y Carln»nell Lapriila iba más 
atrás |tor la misma sin Iia1>er nido ninguna palabra, ni lla- 
mada, no obstante, hallarse ¡t pocos pasos, cuamlo Carbonell 
Laprida dice tuvieron lugar. Kste mismo testigo a fs. 01. di- 
ce que cuando Carlnme!! tomó la dirección que indica. € ■titilen 
daba vuelta la esquina de las calles Maipú y Zapiola i fs. t¿3¿ 
lista pequeña contradicción de detalle, sobre apreciación de 
distancia entre ]>ersonas en marcha, sin motivo para lüÜjer 
prestado atención especial no afecta el becbo fundamental de 
la retirada a Carbouell Laprida y Guillen después <le su in- 
cidente siempre separados y sin oírles dirigirse ó cambiar 
palabra alguna. ¿ 

Kl hecho de que aquellos llegaron tino después de otro. 
si]iai¡nlMS, al dnhlar la esquina de Zapiola y Matpú resulta 
también de la testigo doña Kmilia |\ de Pardo, cuyo' valor 
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se verá más mídante y la <ld testigo jubo lídzuncc. quien los 
viú igualmente separados, yendo Carbonell Laprida detrás de 
Guillen al llegar a aquella esquina, a unos veinte o treinta 
metros . 

7." IVísvirtuada también resulta por las constancias re- 
lacionadas y otras que se verá, la veracidad del procesado en 
su confesión, en cuanto a la actitud que atribuye a Guillen 
en d momento que dice fué agredido por éste, traicionando 
su aparente reconciliación. |»ara hacerte fuego dé improviso. 

tMce el procesado al respecto que al llegar juntos a la es- 
quina de Maipú v ¿apiola. te dijo Guillen, "vamos caminan' 
do para el lado del frigorífico*', llevando aquél la mano iz- 
quierda metida en el bolsillo del saco del mismo lado y al 
llegar a la altura de la casa de l'atariut (fs. iniemuesti- 
vametite le tomó con su mano derecha su mano izquierda cos.i 
que el declarante pensó lo hacía en amistad y mirándolo fi- 
jamente le dijo, después de dirigir la mirada a todos Unios 
"e! arreglo que quiero hacerle es hacerlo c...** largándole 
inmediatamente del bolsín» del saco un tiro de revólver, que 
es To que lo ha herido en la ingle, haciéndole caer ¡jor su 
fuerza de espaldas al suelo, después de haber trastrabillado 
como tres metros, tjue al sentirse herido enderezó la cabe- 
za y vii'i que Guillen se volvía hacia él. con ta mano siempre 
en el bolsillo donde guardaba el revólver, levantándola en 
actitud de tirar: y como et declarante viera que las intencio- 
nes de Guillen era tic ultimarlo, pudo sacar su revólver y le 
tiró al acaso, en dirección a su enemigo, cim el objeto de de- 
fenderse . 

A preguntas dice Jjíie in> vió a |>crsona alguna cerca del 
lugar del hecho. Que rio vió caer a Guillen, porque no podía 
enderezarse, y dice sin embargo, que cuando te hizo fuego se 
hallaba aquel a dos metros más o menos y avanzando hacia 
el declárame. Que recién cuando fué levantado del suelo, 
pudo ver que también se encontraba calilo Guillen a una dis- 
tancia de tres o cuatro metros. 
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8." No obstante asegurar el procesado qne no había per- 
sima alguna cerca del lugar del hecho, aparece el testigo Julio 
Bctzuncc. quien a fs. jy, tres tlias después, el 3 de Marzo, 
declara que presenció aquel. jjues saliendo de la casa de Eche- 
varría (croquis fs. it>>, in dirección a la casa de comercio 
"La Comerciar", divisó como a cuadra y media y en la acera 
de la casa de Griini. calle Zapiola. a Guillen, caminando en 
dirección ;i la esouma de Maipú y a unos treinta metros de- 
trás, |M>r la misma acera y dirección. Carbonell Laprída. Qpié 
al ver a Cu ¡lien se volvió y citó vuelta al esquina (de la pla- 
za i para ir a su encuentro por tener que liacer con él una 
diligencia, cuando al llegar a la esquina intersección «le las 
calles Maipú y Zapiola. sintió en el preciso momento que se 
encontraban las personas mencionadas, a unos veinte o trein- 
ta metros del declarante y veinte después de naber doblado 
la esquina, una detonación de arma de fuego, viendo caer a 
Carlunetl mi dió hincado, a la vez que éste desde aquella po- 
sición bacía fuego contra Guillen, cuando éste se volvió en 
dirección a la plaza. Que cuando le apuntó antes de hacer 

fuego el declarante le gritó a Carbotiel! "Dr l> 

"pára que no tirase**. 

Aparece inverosímil que este testigo se bailase presente 
en el momento del hecho, -zurrido en la calle Maipú a pocos 
metros de la esrpiina de Zapiola habiéndose hallado a cuadra 
y media fie distancia en el punto señalado con el número 10 
en el croquis de fs. 19. cuando Guillen casi llegaba ya a la 
esquina de Zapiola y Maipú. y Carbonell detrás de éste a 
unos treinta metros, debiendo éstos reunirse en «lidia esquina 
mucho antes de que llegara el testigo: a menos que corriese, 
lo «pn; no ha dicho. 

Xo se explica que se hallara presente y gritara a Car- 
bonell, según dice, cuando éste dice que no había jicrsona al- 
guna cerca de aquel lugar. 

Si fuera dado admitir que efectiva icnte. se halló pré- 
senle este testigo, su testimonio establecería sólo una pre- 
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Bttnción ilc que CarbmieH había sido ya herido cuando hizo 
fuego sobre Anillen: pero también resultaría desmentida la 
afirmación del confesante Carbonell en cuanto dice que una 
vez lierido cayó ije espaldas al suelo y en esa posición, viendo 
al levantar la cabeza, a Guillen que avanzaba lucía él en ac- 
titud de hacer fuego, disjaró su revólver al acaso, ignorando 
por la |Hwición en que se hallaba, si O. u» lien cavó en esos mo- 
mentos. K| testigo, dice jjq| d contrarío, «pie Carltoncll dis- 
paró los tiros estando hincado, y apuntando a Guillen en mo- 
mentos cu míe éste se volvía hacia la plaza. 

Ante esta declaración no se explica cómo el procesado a 
fs. 184, alega que su confesión es wrosímii pur cuanto la 
confirma el único testigo presencial del hecho, Hclznnce. En- 
tre tanto éste en nada la confirma, pues sólo establece une al 
reunirse CarUmell y Guillen, oyó una detonación, pero no 
expresa, ni pudo saberlo. pirqué razón y cómo se produjo. 

o." Otro testigo aparece presenciando el hedió y es doña 
Krnilia P. de Pardo, quien a fs. 39. declara: que hallándose 
el dia 28 de Febrero de 1012. como a las tres p. ra., en la 
puerta de su casa barriendo el umbral, vió que de la esquí- 
lia Zapiola, cruzaba por e| centro de la calle en dirección a 
25 de Mayo, un hombre joven, alto, alcanzando a distinguir 
que iba fumando, al jiarecer preocupada y con la gorra hacia 
atrás, cuando unos diez metros antes de enfrentar a su casa 
íver fs. iu). vió que otra persona doblaba con paso acelera* 
do la esquina y al parecer en persecución del otro, observan- 
do que al saltar una pequeña zanja que hay en la esquina 
f fs. 19 ) ( venía con el revólver cu la mano, y que antes de que 
el que venia más adelante, notara su presencia, apuntó con 
el brazo arriba, sonando una detonación y vió caer como ful- 
minado al hombre alto, de espalda*. Que la declarante cerró 
la puerta dejando una rendija, desde donde hincada pudo 
ver que Carbonell, a quien conoció entonces, se acercó al que 
estaba en el suelo, baldándole algunas palabras y accionando 
con la mano: que fué una cosa muy rápida, pero que no es- 
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caparon esos detalles, oairrklos en lus intervalos de los tiros 
qué se sintieron. (Jnc en c! momento de acercarse Garbortell 
a Guillen, éste ciaba vuelta la cabeza hacia el otro, en el 
momento qtte este se retiraba dándole siempre el frente, v 
iptfS metros después también caía at suelo, Que desdi; el pri- 
mer tiro la declarante se tapó los oídos, y sólo sintió al pare- 
cer dos tims. 

La misma testigo, sin leérsele su anterior de el a ración, 
refiere a fs. 41;. en hj de Marzo, los mismos hechos hasta el 
líHwemo <k- aparecer Garbonell con el revólver en la mano, 
diciendo en esta se asustó y entró, un el mismo momento que 
CarlíoiKll apuntó a Guillen, y oyó dos tiros etHiseentivos dis- 
parados por Garbonell. <¿ue Guillen cayó al suelo de espaldas 
v los brazos abiertos. <Juc deslíes de eaer no se levanto ni 
mmé los brazos, ni le vió anua alguna en las manos, y so- 
lamente movió la cabeza. 

Reitera el hecho ge que al caer Guillen, Carbonell se lo 
acercó y le habló, sin oir la declárame lo que decía, y Gui- 
llen no contestó ni se movió. Que Carbone" se fué retirando 
de Guillen dándole el frente y caminando para atrás como 
unos siete u ocho paso*, siempre con e| revólver en la mano 
y al llegar a esta distancia cayó de espaldas. Que mientras 
CarN.nell se retiralm de Guillen, la declarante no oyó ningún 
tiro, ni Guillen se movió. Que después de eaer Carljouell no 
ha oído ningún tiro. Sostiene que en la IMlicia declaró como 
aquí, que los tinw que oyó de Carlxmell fueron dos. A fs. 171. 
en Abril dé 1913, declara que cuando oyó un tiro se cayó 
y siguió mirando por la rendija de la puerta. 

Kstas declaraciones son persistentes en los hechos prin- 
cipales ivéase M momia 11 ier en la materia) y variadas sólo 
en detalles accesorios, corno el número de dis|>aros oídos por 
la declarante; lo que Se explica \»*r tratarse de nua mujer sor- - 
prendida 1«>r una escena como la que presenció, y que como 
expresa y es común, se tapó los oídos: lales declaraciones 
n.» carecerían de fuerza proditoria si se hallasen confirmadas 
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por otro testimonio concordante. Su contexto es verosímil 
si se tiene en cuenta las siguientes constancias: a) Que Carbo- 
nell acababa de tener un incidente violento con Guillen en lo 
<Ie Ugliessich. b) Que allí mostró su estado de ánimo, en ca- 
mino de graves violencias, sacando él primero su revolver. 
c) Que a raíz de haber salido de allí Guillen, salió también 
él y se dirigió en seguimiento de éste hacia la plaza, d) La 
actitud de preocupación de Guillen, natural después del inci- 
dente y del desconocimiento de la exigibilidad de su crédito 
contra Carbonell. e) El detalle de ir Guillen fumando, con 
Tas manos en los bolsillos, puesto que según el parte policial 
de fs. 6, se encontró sobre el chaleco de Guillen, caído, la 
boquilla, y a un lado de su cuerpo el cigarrillo aún humeante. 
f) La inverosimilitud de la forma de agresión de Guillen se- 
gún Carbonell. haciendo fuego desde dentro del bolsillo, y 
continuar aquél con la mano en él. no obstante el fuego pro- 
elucido en el mismo, que apagó tiempo después el jefe de po- 
licía, g) La dirección de las heridas de Guillen, especialmente 
la de la corva de la pierna izquierda, de arriba hacia abajo 
(informe médico de fs. 76). que no pudo nunca producirse 
como pretende Carbonell hallándose éste de espaldas al hacer 
fuego, sino de pie. y antes de ser herido por consiguiente: 
como también la de la cabeza de Guillen, parte occipital, que 
aunque de dirección de abajo hacia arriba, se explicaría en 
éste por la mayor estatura de Guillen y la posición en que lle- 
vaba la cabeza en el momento de ser herido, preocupado o 
cabizbajo, según la testigo. 

No es inverosímil que Guillen después de herido y caído, 
al acercársele Carbonell a decirle no se sabe que, introdujera 
si' mano o la tuviera ya en el bolsillo en que tenía su revólver, 
y viendo a su heridor próximo, hiciese un esfuerzo para dis- 
parar desde allí su arma contra Carbonell, sin intentar ma- 
yor movimiento en su grave estado, para sacar e¡ revólver y 
apuntar para hacer fuego. Se explicaría |>or ese mismo es- 
tado, casi insensible, el abandono de su mano en el bolsillo 
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incendiado, después de disparar en la posición en une se lia- 
Uaba. 

Xo os inverosímil que. herido como estaba en la cabera, 
conservara alguna acción miispilar y pudiera apreciar los 
actos de Carbonell |»ra hacerte fuego, puesto que vivió aún 
dos horas, y los médicos legistas, entre ellos Mata y Ouver- 
gter. refieren casos prácticos que permiten establecer, dicen, 
que es posible andar y funcionar un dado ticm|>o. aún cuando 
haya fractura cíe los huesos del cráneo con lesión grave y 
mortal, en tanto no se produzca la comprensión del cerebro a 
causa de la sangre vertida y lesiones consiguientes. Asi se ve 
que Guillen herido en esa forma, y aún después de llegar al 
lugar del hecho la autoridad policial, al tratar de levantarlo, 
sacó él voluntariamente su mano del bolsillo donde la tenía con 
su revólver, cayéndosele éste (parte de fs, 6). 

10, " No obstante la verosimilitud indicada, la declara* 
ción de la testigo Emilio P. de Pardo, contó de testigo sin- 
guiar, no basta para tener por prohados los hechos que ella es- 
tablece. Como tani|»oco la declaración también singular del tes- 
ligo Ketzuncc. como pruclja de la forma y circunstancias de Ja 
agresión que el procesad* * imputa a Guillen, habiendo sólo vis- 
to este testigo a la distancia y según él, qué una vea reunidos 
Carbonell y Guillen, oyó una detonación y cayó Carlxjnelt. 
Que es lo que medió en esí»s momentos entre ellos, no lo sabe 
ni podría salterio el testigo. 

11. " <¿uc ante los indicios contradictorios de esos dos 
testigo que dicen haber presenciado el hecho principal, y no 
sicwlo de admitir como proel w la confesión del procesado, 
afectada en todos los hechos principales de falsedad ante las 
constancias contrarias de les autos que en su conjunto cons- 
tituyen otras tantas presunciones graves contra el confesante, 
turnios a los antecedentes de éste, como procesado antes < 
causa por disparo de armas, que dice sobreseída definitiva- 
mente y en otra |»or lesiones, en la que se llalla actualmente 
excarcelaílo ( f s, 23) es de aplicación el principio del articulo 
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U del Código fie Procedimientos Criminal, según vi cual, en 
caso de duda, debe estarse a lo que *ca más favorable at reo ; 
y en consecuencia procede admitirse que la herida que recibió 
Carbonell té fué inferida por .Guillen, antes de que éste fuera 
Herido \x>t aquél. 

12." K1 procesado sostiene que al verse herido y de etr 
(tálelas en el suelo, trató de defenderse de la agresión que. at 
levantar h cabeza, vió que le Iteraba Guiilett. yendo sobre 
él con la mano que tenía en el bolsillo izquierdo del saco, cu 
que conservaba el revólver con que dentro de aquel le había 
hecho fuego, levantada en actitud de tirar y avanzando hasta 
dos i* tres metros del declarante. Que fiara defenderse de 
esta agresión, pudo sacar su revólver y disparar at aeaso. so- 
bre su enemigo. Ninguna probanza de la cansa corrobora esta 
parte substancial de ta confesión del acusado, jx>r cnanto las 
heridas que ¡ti f ¡rió a Guillen, las recibió éste por ta espalda, 
dirigidas de atrás hacia adelante, según el informe médico de 
fs 7ÍÍ. Según el testigo Belznncc, único que el procesado acep- 
ta como presencial del hecho, Carbonell disparó los tiros sobre 
Guillen, hallándose hincado y apuntando a éste, cuando iba 
dando la espalda caminando hacia ta plaza. 

No debe tomarse en cuenta el testimonio de Juan Campos, 
presentado po<" 1» defensa como testigo, en Agosto de 1915, 
tres años y medio después del hecbo. quien no obstante la 
manifestación del procesado de que nadie presencu el hveho, 
examinado por el interrogatorio de fs. 325, en su pregunta 2.\ 
contesta según se le indica en ella, (pie es cierto que el día 28 
de Febrero de 1912, en momentos que el declarante Ilegal» 
a la calle 25 de Mayo esquina Zapiola, (lo que no puede ser 
porque esas calles son contiguas y paralelas), sintió la detona- 
ción de un arma de fuego y vió en ese momento un lumbre 
caído: y agrega que vió a otro que caminaba atropelláudolo, 
y que el hombre caído al verse acometido, le disparó dos ba- 
lazos. Qnc el caído era Carbonell I^aprida y el que lo atrope* 
tló Guillen. Testimonio falso, por cuanto como se ha visto, 
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está probado que Ouilten fué herido por la espalda, lo que se- 
ria imposible si recibió los tiros caminando Jiacia Carbonetí 
y al atrepellar a éste. El mismo procesado noj menciona atro- 
pello alguno, sino que ha dicho que Guillen se volvía hacia él 
en actitud de tirarle. 

13. * Si, pues, resulta falsa ta pretendida agresión de Gui- 
llen, de frente y próxima, en defensa de cuya agresión dice 
el procesado no hirió a Guillen, no resulta probado en autos 
ninguna otra 'agresión de Guillen que CarboneH se hallara en 
el caso de rechazar o impedir en defensa de su vida, después 
de hallarse herido, y menos cuando el pretendido agresor, por 
el contrario se retiraba tranquilamente, dando la espalda a su 
heridor ( testigo Belzunce. aceptado por el acusado, y confir- 
mado por el informe médico de fs. 76) . 

14. ** Si no hubo tal agresión» como consta, las heridas y 
muerte de Guillen producidas por CarboneH. no caben dentro 
de la defensa permitida (pie ha invocado, y constituyen sólo 
el efecto de un impulso dc venganza o represalia de la lesión 
primeramente recibida por éste, respecto de cuyo proceder en 
tales circunstancias, las particulares de la causa no destruyen 
la presunción de dolo establecida por el articulo 6." del Códi- 
go Penal. 

15. " <¿ne la responsabilidad del procesado resulta ate- 
nuada, en las términos del inciso 4." del artículo 83 del Có- 
digo Penal, por el hecho admitido de que Guillen hirió a Car- 
boneH Laprida antes de que éste le infiera la herida que lis 
causó la muerte. 1 Considerando II) . 

16. " ijiw nn resulta prueba de circunstancias agravantes. 

17. * Que por lo establecido en los considerandos prece- 
dentes, corresfionde calificar el delito de humicilio simple, com- 
prendido eti el inciso i. D del artículo 17 de la ley 4189, con la 
circunstancia atenuante de provocación dc parte de la victima, 
di-tcrminada en el inciso 4* del articulo 83 del Código Penal. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia de fs, 378, 
y se impone a Pedro CarboneH Laprida, de acuerdo con las 
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disposiciones citarlas y el articulo 52 <Iel Código Penal, la pena 
ile diez años y seis meses de presidio y los aoesorios legales, 
con costas, debiéndole computársela la prisión preventiva su- 
frirla con arreglo al articulo 49 del Código citado. I>c vuélvase. 

— AnUmio L. Marcenara. — C. Zavalia. — Datmiro Ahina, 

— Éh disidencia: José Mareó, — En disidencia: R. Guido 
Latvllc. 

FALLO DK LA CORTE SUPRKMA 

Bumm Aim, Dfckmbn « «* WT. 

Y vistos: 

ha presente causa criminal seguida contra el procesado 
Pedro Carhoncll Kaprida por el homicidio perpetrado en la 
persona de Mauro Guillen. 

Y considerando: ' 

Que el conjunto de antecedentes y circunstancias anali- 
zadas en la sentencia apelada de fs. 405 produce el convenci- 
miento de la responsabilidad del procesado como autor del he- 
cho delictuoso qt|é causó la muerte de Mauro Guillen, plena- 
mente comprobado por las declaraciones de los testigos del 
sumario, partida de defunción de fs. 42. informe pericial de fs. 
79 y demás diligencias relacionadas en dicho fallo. 

Que en la ejecución de hechos clasificados de delitos la 
ley presupone la voluntad criminal a no ser que resulte una 
presunción contraria de las circunstancias particulares de la 
causa (articulo 6.", Código Penal) y en el caso sub jiidice 
lejos ile existir tina presunción favorable al reo resulta por el 
contrario Ta de su responsabilidad especialmente del informe 
ríe los médicos nombrados para practicar la autopsia del cadá- 
ver de Guillen, informe que demuestra que las heridas <juc 
causaron su muerte le fueron inferidas en circunstancias y 
condiciones que hace inverosímil que él fuera agresor de su 
victimario en esos momentos, informe de fs. 79, 

Que conforme al principio consagrado por el artículo 318 
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del Código de IWedimieiuos en lo Criminal y |„ establecido 
uniformemente |*>r la jurisprudencia de esta Corte, la califi- 
cación tic la declaración del mismo pFoeesatfoi mi puede ejer- 
cer influencia para la resolución de la causa Cuando dt- las 
circunstancias del hecho, fie la calidad de la persona o de sus 
antecedentes surgen presunciones graves en contra del confe- 
sante en el sentido dé poiler establecer la existencia de un de- 
tito y la responsabilidad ríe aquél como autor del mL .no. 

Que a este respecto se ha declarado en repetidos fallos que 
la con festón sólo puede considerarse indivisible cuando ella 
constituye el único elemento de pruelia de la existencia de mi 
hecho delictuoso que de otro modo hubiera quedado descomí, 
eido. pero cuando la jwrsona del confesante por su calidad o 
por sus antecedentes arroja presunciones en su contra o cuan- 
do esas presunciones surgen de tas circunstancias del mismo 
hecho, la confesión no es entonces indivisible y su calificación 
o la excepción que ella contenga tiene que probarse, i Fallos, 
tomos 2&í página 280: 07. pagina 114: 90, ingina 144 y 124. 
página 8t. entre otros l 

Qnc de autos no resultan pnielias que induzcan la certi- 
dumbre y ni aún la probabilidad de una provocación, amenaza 
11 ofensa que pudiera justificar la atenuante determinada |»or 
el artículo S3. inciso i$f del Código Penal, y por lo tanto debe 
desestimarse. 

Que |>**r lo que hace a la condenación que se ha impuesto 
al reo. dados los antecedentes que concurren en su contra, ella 
está comprendida dentro de lo establecido en e| artículo 17, ca- 
pítulo 1 », inciso i.* de la ley número 41H0, sin que pueda com- 
putarse en su favor la atenuante de provocación, amenaza ti 
ofensas mencionadas que no aparece justificada como queda 
dicho; pero ño habiéndose apelado la sentencia jior el ministe- 
rio fiscal la pena que se lia impuesto al reo no puede morlifi* 
caree en su contra con arreglo a la doctrina que informa el 
articulo on,í del Código de Procedimientos en lo Criminal y lo 
reiteradamente resuelto. Fallos, tomo 115. páginas ¿12 y 418 y 
fifi. página 200. 
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Por estos fundamentos se confirma, con costas, la senten- 
cia apelada de fs. 405. Xoti f iqtiese original y devuélvanse. 

A. BlíRMKJO. — NlCAN-OR G- DRL 

Solar. — D. E. Palacio. — 
J. Fk.ukroa Alcorta. 



Pon Hd nardo Abtttlo contra el Gobierno de la Nación por 
cobro í/c pesos; sobre perención de la instancia. 

Sumario; No tiene carácter de definitiva a los fines del re- 
curso pre visto en el articulo 3'.? de la ley 4055 una reso- 
lución de una Cámara Federal declarando no haber lugar 
a un pedido de jh •vnción de la instancia :i diferencia de 
acuellas míe lo admiten con ¡os efectos determinados en el 
ámenlo 4." de la ley 4550. 

Caso : El señor Procurador Fiscal, cu representación del (ío- 
hicnm Nacional, opuso la (xTención de la instancia por 
haber pennanecido paralizado el juicio ]ht más de dos 
años. lo que fué aceptado p;ir el señor Juez Federal de la 
Capital, dwlarándosc perimida la acción. pronunciamiento 
míe revoeó la Cámara Federal de la Capital, por cuanta 
diversas actuaciones del procedimienti >. 110 habían sido no- 
tificada* en forma al actor, lo que. a pesar de la evidente, 
negligcncia de su parte, hacia incumplidas las formalida- 
des exigidas por la ley de la materia número 4550. 

FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

■ 

IwHi AIm«, Dfekatrt U «t l#IT 

Vistos v considerando: 
t ■ 

<Jue una resolución como la de fs. 43 no haciendo lugar a 
un pedido de perención de la instancia, a diferencia de aijuc- 
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Has que la admiten con Iris efectos determinados en el ar- 
tículo 4." ele la ley número 4550. rio reviste el carácter (le de- 
finitiva porque no termina el |>)eito ni hace imposible su con- 
tinuación a lt»s fines del recurso previsto en el artículo 3." de 
la ley número 4055 en los casos que expresa, el que únicamen- 
te procede "de las sentencias definitivas de las Cámaras Fe- 
derales de Apelación". 

Por ello, se declara mal concedido el recurso. Notifí- 
quese y devuélvanse ref uniéndose los sellos ante el juzgado 
de origen. 

A. Bermejo. — NrcAxo* & del 
Solar. — D, E. Palacio. ¿- 

J. FlGUEROA AlXORTA. 



Ricardo Giménez en autos con la Suciedad Crédito Territorial 
Arttentina, f>or cobro de pesos. Recurso de hecho 

Sumario: N procede el recurso extraordinario del articulo 
14, ley 48, contra una sentencia que declara inaplicable en 
el caso la ley especial del Congreso número 9507, cuestio- 
nada durante el pleito, por razones de hecho y de inter- 
pretación del derecho común, como son la de que la opc 
ración que motiva el juicio no es de carácter internacional 
y la de no lialierse probado la exección de espera . 

a." Contra las sentencias de trance y remate dicta- 
das por los tribu nales de la Capital no procede el recurso 
extraordinario. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

• 1 
DICTAMEN DKL SEÑOR PROCURADOR C.KXERAL 

Imh» Aim, StptteMbrt 1J 4* III?. 

Suprema Corte: 
Con arreglo a la reiterada jurisprudencia de esta Corte 
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Suprema, la sentencia de trance y remate dictarla en los jui- 
cios ejecutivos no reviste ca ráete i 'le definitiva, en razón de 
eme no pone término al litigio, y queda librado a las j>artcs el 
derecho de promover a continuación el juicio ordinario, i|iic 
autoriza el articulo 500 del Código de Procedimientos en lo 
Civil y Comercial, vigente en la Capital Federal. (Fallos. 
CMVI. m y xx: CXVII. 379; CXVIII. 423; CX1X. 110; 
CXXI. 132; CXXII. 163) , 

Además de la consideración anterior, míe es suficiente 
para declarar bien denegado el recurso extraordinario inter- 
puesto, es de observar que la invocación que se ha hecho fie la 
ley de moratoria internacional número 9.507, no puede auto- 
rizar dicho recurso, desde que la mencionada ley no rige con 
respecto a obligaciones contraídas entre personas domicilia- 
das en el país y para cumplirse dentro del mismo, como lo es 
la que motiva la presente ejecución, por lo que 110 hay lugar 
a aplicar sus disposiciones al caso sud jwtice. 

A mérito de lo expuesto, pido a Y. K. se sirva declarar 
improcedente la queja deducirla. 

Jttlio Botvt. 

1WI.I.O r>K CORTH SUPREMA 

Bueno» Aira, Didcabte II é» IW7. 

Autos y vistos: Kl recurso de hecho por denegación del 
extraordinario, interpuesto por el señor Ricardo Giménez en 
el juicio que le sigue la Sociedad Crédito Territorial Argentino, 
por cobro ejecutivo de pesos, 

Y considerando: 

One si bien en la oportunidad correspondiente riel juicio 
se ha puesto en cuestión la ley número 9507, es de tenerse en 
cuenta que la sentencia de fs. 58 vuelta confirmada |ior sus 
fundamentos por la de fs. 08. ta declara inaplicable en el suh 
jttdicc, entre otras razones, porque la operación que motiva 
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el juicio tío es de carácter internacional, y por no habrrsc pro- 
liaeln la excepción de espera. 

Que las conclusiones p re: indicadas tienen como fundamen- 
te! una cuestión fie hecho y de interpretación del derecho co- 
mún, suficientes para sustentar la sentencia arlada iudepen- 
dient emente del alcance c inteligencia que pueda atribuirse a 
la ley 9®Q7, y sien de» esjtp asi, carece de objeto el abrir el 
recurso extraordinario interpuesto, desde que no tendría fin 
práctico alguno, puesto que la resolución dé esta Corte, aun 
siendo revocatoria en esta parte, no importaría sino una mera 
declaración teórica y de innecesaria abstracción, es decir, 
sin alcance respecto al propósito útil con que el derecho acuer- 
da estos remedios legales. 

yue a 1" precedente expuesto cabe agregar que la senten- 
cia de trance y remate no es definitiva (Código de Procedi- 
mientos de la Capital, articule* 500) como lo requieren, a los 
efectos de la procedencia del recurso extraordinario, los ar- 
tículos 14 y 15 de la ley 48, y 6,° de ta ley 4°55- < fSífiSi tomü 
t2(i. ingina 248 y jurisprudencia allí citada). 

Por estos fundamentos, y atento lo expuesto y pedido por 
el señor Procurador General, se declara 110 Haber lugar al 
recurso interpuesto. Notifiqucsc original, repóngase el ]Kipel 
y archívese, de volviéndose los autos venidos \>or vía de infor- 
me al tribunal d • procedencia con transcrqxñón de la presente 

A. Kkrmkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — D, E, Palacto. — 

J. FlC.fKROA Ai.cohta. 



Criminal, contra Juan Olivera for homicidio 

Sumario: Ks justa la sentencia que condena a la pena de ca- 
torce años de presidie» al autor de uu Homicidio perpe- 
fcraiío sin otra circunstancia atenuante que la ele niinoritlad. 
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pena que deberá cumplirse en penitenciaría mientras dure 
ésta. ^ 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SKNTKXCM E>K J..\ CAMARA FKnKR M- DK AHÍL.uroXfci 

PifMé, jalíg II 4t »IT. 

Vistos y considerando: 

Que el homicidio perpetrado en la persona de Enrico 
Matirnz por eJ procesado Juan Olivera. aparece constatado en 
legal Comía con I a confesión del propio autor del hectio. ía 
declaración ckl testigo presencial Frota Joscpli. las constan* 
cías del acta del levantamiento del cadáver, obrante a fs. s v 
el acta de defunción de fs. 9. 

Qjtc Olivera manifiesta me en circunstancias en que. ca- 
zaba en campos fiscales fné agredido a tiros de revólver |xir 
Joscph y jwr Mauritz, jwr lo que en su defensa disparó su 
escara lesionando a éste último y que sin saber si el herido 
cayo o no. se dió a la fuga. 

Que el testigo presencial Joseph, afirma que en momen- 
tos en que se encontraba con Maurití en su chacra, ocupa- 
dos en las labores agrícolas fueron súdbitamente asaltados por 
Olivera, quien sin mediar palabra alguna disjiaró dos veces 
su escopeta produciendo la herida que ocasionó a Mauritz una 
muerte casi insianiánea . Agrega que Olivera huyó acto se- 
guidn por el monte y 'tanto el declarante como Mauritz no He- 
valían armas consigo. 

Que la declaración de Jnsvpli es de importancia suma en 
el presente caso, por su condición de testigo presencial, no obs- 
tante el grado de parentezco que lo unía a la victima siempre 
que sus aseveraciones aparezcan corroboradas por otros ele- 
mentrts de convicción acumulados a la causa. 

Que en tal concepto, y ante la contradicción en que lian 
incurrido las dos únicas personas que presenciaron ó intervi- 
nieron en e| suceso, debe establecerse cuál de dichas dos de- 
claraciones debe prevalecer. Conclusión a que sólo es dable. 
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arribar mediante la verificación de ambas ante Tas demás cons- 
tancias fiel juicio. 

Que la declaración ele Olivera no aparece corroborada en 
cuanto a la agresión de que dice fué objeto ni al lugar er. 
que ocurrió el suceso. Por ej contrario, sus aseveraciones re* 
suban contradichas con constancias de autos que. demuestran 
la inexactitud, en i¡lie el procesado lia incurrido al relacionar 
la forma y el sitio en que cometió el homicidio. En efecto, 
Olivera manifiesta míe el suceso tuvo lugar en campos fiscales 
lo que es inexacto pues como lo afirma Joseph ocurrió en .a 
chacra de Maurit* según lo acreditan la declaración del sar- 
gento de policía obrante a fs. i, y las constancias del acta de 
fs. 5, suscrita |K>r el preventor del sumario, su secretario y los 
testigos Ernesto I'rox y Federico Scliveíhophy . 

En dicha* actuaciones se h i dejado constancia de que el 
cadáver yacía al Indo de un sembrado de porotos, ratífieandu 
la aseverado por Joseph. según cí cual Mauritz fué herido en 
momentos etique trahajaba con él en la plantación indicada. 
CompmlKido como queda que *Iichas dos ] rsonas se encon- 
traban en su chacra trabaja :ido es lógico suponer que 110 lle- 
vaban consigo anuas y que |ior tanto es exacto tb afirmado a 
ése res|wctci l*or Jnscph y falta la aseveración de Olivera. 

One esta conclusión resulta corroborada con ta actitud 
asumida por Olivera posteriormente al suceso, que 110 es la 
(liie cuadra a un agredido que se ha visto precisado a defen- 
derse, sino a un malhechor que fuga y sé oculta durante varios 
días para evitar la acción de la justicia. 

Que establecida como queda ta responsabilidad de Olive- 
ra, resulta acertada la calificación del homicidio hecha por el 
o quo fie acuerdo con lo que dispone el artículo 17 capítulo i.*, 
inciso 1.". de la ley número 4189. 

Hue no api rece suficientemente acreditada ninguna cir* 
cunstancia agravante, debiendo estimarse como única atenuan- 
te la menor edad de 18 años del procesado, en la época en que 
comerló e| homicidio previsto en el inciso j.". del artículo £3 
del Código Penal. 
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Por estos fundamentos, se reforma la sentencia de fs. 39, 
imponiéndose a Juan Olivera la pena de catorce anos de pre- 
sidio que sufrirá en penitenciaría mientras dure su menor edad 
con los accesorios legales correspondientes y las costas. 

Y notando el tribunal la forma defectuosa en que se ha 
instruido esta causa, en la que se ha omitido la producción de 
diversas diligencias en el sumario y en el plenario tendientes 
a reunir las diversas circunstancias que pueden influir en la 
calificación del hecho y la imputabilidad de su autor o autores 
así como jiara descubrir a su cómplice y auxiliadores, deján- 
dose en tal sentido sin evacuar las citas y sin inquirir el gra- 
do de verdad de las denuncias del padre político de la víctima, 
todo lo que acusa una manifiesta negligencia de parte del Juez 
doctor ¡sasso y del fiscal doctor Ferreyra y atento a las fa- 
cultades de superintendencia que otorga la ley. se resuelve 
apercibir a los mencionados funcionarios, y regístrese en el li- 
bro respectivo, llágase saber y devuélvanse. — P. Mac de Vi* 
\tar. — Fortunato Calderón. — C.B. Pérez Colman. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

« 

Bu*»— Alm, DtflNIbra 11 4* HIT 

Vistos y considerando: 

Que está legalmente comprobado el deliio de homicidio 
I* rj ictradn en la persona de Knrico Mauritz, como resulta de 
ta propia confesión del procesado corroborada por las dili- 
gencias practicadas por las autoridades tic la |wlicía del terri- 
torio de Misiones, fs. 1 a fs. 1 1 . 

Que las constancias de autos relacionadas en la senten- 
cia de fs. 50 contradicen lo afirmado por el procesado en cuan- 
to al hecho de haberse encontrado en el caso de legítima de- 
fensa el herir mortalmente a Mauritz. disparando contra él 
un tiro de la escopeta de que estaba armado y que le causó 
la muerte. 

Que por el contrario la inexactitud de esta afirmación asi 
¿orno h del lugar en que se cometió e! delito resulta de la 
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declaración del sargento 4e indicia que intervino inmediata- 
mente <fs. i), y <le la diligencia practicada por el comisario 
que se refiere el acta de fs. 5. diligencias que reúnen las con- 
diciones legales para constituir una prueba plena. 

i>uc «lados estos antecedentes y no resultando justifica- 
la la calificación de la confesión como correspondía halar- 
se hecho en la estación oportuna del juicio, el delito cometido 
por el reo debe considerarse comprendido entre los determi- 
nados por el articulo 17, inciso i>, Capitulo i« de la ley nú- 
mero 4189. sin <|itc concurra en el caso otras circunstancias 
atenuantes $* favor del reo que su menor edad de dieciocho 
años, prevista en el inciso 2." del artículo 83 del Código Penal, 
míe se ha tenido presente para la fijación de la |iena tjue se 
Ha impuesto, la que no ha sido afielada por el ministerio fiscal. 

Por ello y mis fundan u utos, se confirma con costas, la sen- 
tencia apelada de fs. 50. Notifíijuesc y devuélvanse. 

A. Bhrmkjo. — Nicanor G. del 
Solar. — D, E. Palacio. 



